
 

 No. de edición del mes: 9 Ciudad de México, lunes 12 de diciembre de 2022  

CONTENIDO 
Secretaría de Relaciones Exteriores 

Secretaría de Marina 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público 

Secretaría de Economía 
Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural 

Secretaría de la Función Pública 
Secretaría de Educación Pública 

Secretaría de Salud 
Secretaría del Trabajo y Previsión Social 

Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la  

Información y Protección de Datos Personales 
Instituto Nacional Electoral 

Avisos 
Indice en página 326 

 
 



2 DIARIO OFICIAL Lunes 12 de diciembre de 2022 

PODER EJECUTIVO 
SECRETARIA DE RELACIONES EXTERIORES 

EXEQUÁTUR número cuatro expedido a favor del señor Raúl Rocha Cantú, para ejercer funciones de Cónsul 
Honorario de la República de Guatemala en la Ciudad de Toluca, con circunscripción consular en el municipio de 
Huixquilucan de Degollado. 

 
El Presidente de los Estados Unidos Mexicanos 
Vista la Patente de Cónsul Honorario que el Presidente de la República de Guatemala otorgó a favor del 

señor Raúl Rocha Cantú le concede el presente Exequátur para que pueda ejercer las funciones de su cargo 
en la Ciudad de Toluca, con circunscripción consular en el municipio de Huixquilucan de Degollado. 

Dado en la Ciudad de México, autenticado con el Gran Sello de la Nación, refrendado por el Secretario de 
Relaciones Exteriores y registrado bajo el número cuatro a fojas cuarenta y dos del libro correspondiente, el 
día veintitrés de junio de dos mil veintidós.- Andrés Manuel López Obrador.- Rúbrica.- Secretario de 
Relaciones Exteriores, Marcelo Luis Ebrard Casaubon.- Rúbrica. 

 
 

AUTORIZACIÓN Definitiva número catorce a favor de la señora Maribel Silva Martínez, para ejercer funciones 
de Cónsul Honoraria de los Estados Unidos de América en la ciudad de Cabo San Lucas, con circunscripción 
consular en el Estado de Baja California Sur. 

 
El Secretario de Relaciones Exteriores de los Estados Unidos Mexicanos 
Vista la Nota Diplomática de Cónsul Honoraria que la Embajada de los Estados Unidos de América en 

México expidió a favor de la señora Maribel Silva Martinez concede la presente Autorización Definitiva para 
que pueda ejercer las funciones de su cargo en la Ciudad de Cabo San Lucas, con circunscripción consular  
en el Estado de Baja California Sur. 

Dado en la Ciudad de México, firmada de mi mano, autorizada con el Sello de la Secretaría de Relaciones 
Exteriores, y registrada bajo el número catorce a fojas treinta y uno del libro correspondiente, el día veintiuno 
de octubre de dos mil veintidós.- El Secretario de Relaciones Exteriores, Marcelo Luis Ebrard 
Casaubon.- Rúbrica. 

 

SECRETARIA DE MARINA 
AVISO mediante el cual se da a conocer la liga electrónica para consulta de las Reglas de Operación del Puerto de 
Veracruz de la Administración del Sistema Portuario Nacional Veracruz, S.A. de C.V. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- MARINA.- Secretaría de 
Marina.- Coordinación General de Puertos y Marina Mercante.- Dirección General.- Oficio ASIPONA 
VER-D.G./536/2022. 

AVISO MEDIANTE EL CUAL SE DA A CONOCER LA LIGA ELECTRÓNICA PARA CONSULTA DE LAS REGLAS DE 
OPERACIÓN DEL PUERTO DE VERACRUZ DE LA ADMINISTRACION DEL SISTEMA PORTUARIO NACIONAL 
VERACRUZ, S.A. DE C.V. 

Ing. Romel Eduardo Ledezma Abaroa, Director General de la Administración del Sistema Portuario 
Nacional Veracruz, S.A. de C.V., con fundamento en el artículo 40, fracción VII de la Ley de Puertos, en 
relación con los artículos 84, fracción V y 85 de su Reglamento vigentes. Doy a conocer lo siguiente: 

AVISO 
Se da a conocer a las autoridades, servidores públicos y público en general, para todos los efectos legales 

y administrativos a que haya lugar, que las Reglas de Operación del Puerto de Veracruz, han quedado 
autorizadas por la Dirección General de Puertos, las cuales entrarán en vigor al día siguiente de su 
publicación, mismas que podrán ser consultadas en las ligas electrónicas referidas en el presente aviso: 

Nombre del Instrumento 
Jurídico 

Liga electrónica página Institucional 

Reglas de Operación del 
Puerto de Veracruz, de la 
Administración del Sistema 
Portuario Nacional 
Veracruz, S.A. de C.V. 

https://www.puertodeveracruz.com.mx/archivos/archivos/Reglas_de_Operación_del_ 
Puerto_de_Veracruz.pdf 

Liga electrónica Diario Oficial de la Federación 
www.dof.gob.mx/2022/SEMAR/Reglas_de_Operacion_del_Puerto_de_Veracruz.pdf 

 
H. Veracruz, Ver., a 08 de diciembre de 2022.- Director General de la Administración del Sistema Portuario 

Nacional Veracruz, S.A. de C.V., Ing. Romel Eduardo Ledezma Abaroa.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO 
CALENDARIOS de presupuesto autorizados para el ejercicio fiscal 2023. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de Hacienda y Crédito Público.- Subsecretaría de 
Egresos.- Unidad de Política y Control Presupuestario. 

CALENDARIOS DE PRESUPUESTO AUTORIZADOS PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023 

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 31 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 23, párrafo cuarto de la Ley Federal de Presupuesto 
y Responsabilidad Hacendaria; 22, fracción VIII, inciso a), subinciso iii) del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; y 62, 
fracción VI del Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; y con base en las erogaciones aprobadas en el Presupuesto de Egresos de la 
Federación para el Ejercicio Fiscal 2023, por este conducto se dan a conocer los calendarios de presupuesto autorizados a los ejecutores de gasto que a continuación 
se indican: 

CALENDARIO DE GASTO NETO TOTAL EN CLASIFICACIÓN ADMINISTRATIVA 

(Pesos) 

   IMPORTE ANUAL ENERO FEBRERO MARZO ABRIL MAYO JUNIO JULIO AGOSTO SEPTIEMBRE OCTUBRE NOVIEMBRE DICIEMBRE 

                

GASTO NETO TOTAL 8,299,647,800,000  756,876,171,145  659,057,445,928  642,749,296,718  683,693,864,562  581,948,070,620  840,231,690,638  647,935,112,447  648,158,521,976  620,562,661,322  679,095,065,737  642,596,129,721  896,743,769,186  

                

A: RAMOS AUTÓNOMOS 137,878,403,400  12,517,759,394  11,294,305,059  11,596,711,361  11,503,597,600  10,616,637,913  10,624,577,833  10,657,319,130  10,959,412,707  10,536,720,042  11,630,288,918  13,067,087,638  12,873,985,805  

Gasto Programable 137,878,403,400  12,517,759,394  11,294,305,059  11,596,711,361  11,503,597,600  10,616,637,913  10,624,577,833  10,657,319,130  10,959,412,707  10,536,720,042  11,630,288,918  13,067,087,638  12,873,985,805  

 01 Poder Legislativo 15,994,401,896  2,631,050,329  1,516,885,436  1,432,192,029  1,143,177,523  1,143,294,366  1,119,098,890  1,133,403,649  1,089,510,975  1,131,212,704  1,088,212,056  1,375,504,783  1,190,859,156  

 03 Poder Judicial 77,544,491,126  6,486,674,329  6,307,873,734  6,443,850,169  6,347,002,671  6,144,520,069  6,134,577,773  6,115,817,933  6,392,866,448  6,113,348,064  6,743,004,563  7,209,789,207  7,105,166,166  

 22 Instituto Nacional Electoral 20,221,367,571  1,395,300,746  1,541,792,539  1,662,265,307  1,581,055,553  1,616,031,563  1,587,090,221  1,492,378,566  1,539,759,722  1,536,041,237  1,804,616,837  2,435,156,647  2,029,878,633  

 35 Comisión Nacional de los 

Derechos Humanos 

1,798,324,772  163,755,485  153,596,989  144,250,176  128,807,905  128,265,338  133,001,837  138,982,375  126,313,793  121,051,828  129,024,708  131,403,149  299,871,189  

 41 Comisión Federal de 

Competencia Económica 

656,419,601  74,606,968  57,960,598  48,741,590  47,702,487  50,430,258  46,684,728  51,481,824  43,729,166  47,385,508  45,799,563  68,886,778  73,010,133  

 43 Instituto Federal de 

Telecomunicaciones 

1,662,023,679  122,970,884  93,801,246  101,738,953  100,748,494  100,928,744  139,138,873  128,067,743  150,107,567  134,464,787  154,313,929  159,693,478  276,048,981  

 44 Instituto Nacional de 

Transparencia, Acceso a la 

Información y Protección de Datos 

Personales 

1,047,186,948  106,921,953  74,139,623  90,370,301  84,654,775  74,661,552  89,097,165  73,645,251  75,963,701  76,222,132  80,918,474  103,247,443  117,344,578  

 49 Fiscalía General de la República 18,954,187,807  1,536,478,700  1,548,254,894  1,673,302,836  2,070,448,192  1,358,506,023  1,375,888,346  1,523,541,789  1,541,161,335  1,376,993,782  1,584,398,788  1,583,406,153  1,781,806,969  

RAMO: 40 INFORMACIÓN NACIONAL ESTADÍSTICA Y 

GEOGRÁFICA 

9,875,408,830  794,723,189  672,276,349  727,078,734  733,918,565  702,058,678  699,836,900  733,498,660  808,781,317  1,120,539,667  734,589,177  1,014,253,235  1,133,854,359  

   Información Nacional Estadística y 

Geográfica 

9,875,408,830  794,723,189  672,276,349  727,078,734  733,918,565  702,058,678  699,836,900  733,498,660  808,781,317  1,120,539,667  734,589,177  1,014,253,235  1,133,854,359  

RAMO: 32 Tribunal Federal de Justicia Administrativa 3,153,190,149  379,827,859  233,167,308  261,033,181  272,629,292  245,823,183  242,930,242  279,300,099  261,368,555  240,105,876  221,801,334  266,645,031  248,558,189  

   Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa 

3,153,190,149  379,827,859  233,167,308  261,033,181  272,629,292  245,823,183  242,930,242  279,300,099  261,368,555  240,105,876  221,801,334  266,645,031  248,558,189  
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B: RAMOS ADMINISTRATIVOS  1,855,765,814,213  143,455,035,662  176,342,768,375  120,199,231,428  184,304,092,901  123,475,533,648  185,082,452,095  124,439,143,258  167,718,305,321  116,529,934,130  213,521,786,070  131,959,176,264  168,738,355,061  

Gasto Programable 1,855,765,814,213  143,455,035,662  176,342,768,375  120,199,231,428  184,304,092,901  123,475,533,648  185,082,452,095  124,439,143,258  167,718,305,321  116,529,934,130  213,521,786,070  131,959,176,264  168,738,355,061  

 02 Oficina de la Presidencia de la 

República 

875,520,230  48,025,663  46,332,706  68,996,051  68,726,645  45,771,235  47,458,427  92,796,226  65,302,794  81,582,468  137,890,089  97,325,850  75,312,076  

 04 Gobernación 7,868,628,691  313,399,950  364,436,610  442,795,433  1,290,784,926  776,245,549  493,014,520  432,824,982  441,325,623  857,426,590  529,944,279  648,455,448  1,277,974,781  

 05 Relaciones Exteriores 9,534,373,846  1,479,534,160  597,374,201  746,793,972  1,052,251,263  609,093,858  602,589,991  777,820,734  1,232,063,288  641,479,841  592,858,194  979,705,082  222,809,262  

 06 Hacienda y Crédito Público 25,202,085,876  4,394,499,234  1,824,386,145  2,173,442,680  2,599,324,458  1,906,029,304  1,847,046,204  1,815,263,570  1,528,026,433  1,595,645,962  1,927,354,027  1,750,823,991  1,840,243,868  

 07 Defensa Nacional 111,911,638,277  8,317,635,052  7,299,017,859  6,888,245,793  7,950,817,985  7,703,808,137  7,777,914,715  11,205,805,432  9,389,163,713  11,607,902,888  11,737,596,012  12,995,754,207  9,037,976,484  

 08 Agricultura y Desarrollo Rural 70,527,933,647  11,137,014,844  9,716,774,010  8,338,847,051  11,897,230,300  7,566,278,221  5,419,848,635  4,048,652,058  2,692,445,393  1,802,320,174  1,849,972,972  2,328,193,396  3,730,356,593  

 09 Infraestructura, Comunicaciones y 

Transportes 

77,411,447,232  2,228,729,063  4,055,494,260  8,166,193,659  7,599,275,185  6,767,448,005  7,474,141,426  7,750,374,441  7,127,546,825  7,659,219,028  7,359,208,316  6,303,124,621  4,920,692,403  

 10 Economía 3,778,113,707  201,056,546  258,172,783  265,398,296  279,073,116  286,054,742  259,185,082  306,706,604  305,959,333  287,568,851  370,012,520  427,403,413  531,522,421  

 11 Educación Pública 402,276,748,788  20,074,124,536  42,088,013,383  24,422,688,843  33,970,423,480  51,311,096,872  32,391,903,610  30,368,237,912  24,489,344,903  19,261,594,569  64,370,057,807  28,214,553,711  31,314,709,162  

 12 Salud 209,616,460,086  8,845,518,716  4,221,826,986  16,006,721,666  14,323,498,471  6,547,674,484  21,036,169,144  16,827,326,873  16,210,015,789  17,337,757,651  17,289,858,588  25,535,901,190  45,434,190,528  

 13 Marina 41,878,142,593  2,959,055,454  3,162,059,158  3,370,217,162  3,324,358,011  3,169,178,881  3,274,389,236  3,726,100,287  3,431,506,513  5,865,454,641  3,149,997,246  3,232,294,793  3,213,531,211  

 14 Trabajo y Previsión Social 27,118,736,621  2,101,008,717  1,542,154,702  1,924,731,538  1,828,604,017  2,364,829,771  2,167,811,175  2,521,201,933  2,022,732,742  2,462,705,989  2,244,998,096  2,830,099,958  3,107,857,983  

 15 Desarrollo Agrario, Territorial y 

Urbano 

15,264,743,748  213,495,693  3,343,978,037  2,136,958,990  1,739,900,493  1,485,272,234  1,414,918,726  1,281,934,211  710,145,962  690,281,013  751,713,024  747,754,094  748,391,271  

 16 Medio Ambiente y Recursos 

Naturales 

75,627,265,287  3,110,807,121  2,583,197,477  5,069,077,926  9,488,655,345  6,669,809,540  5,234,199,235  8,655,062,254  7,049,248,964  6,936,213,901  8,633,600,098  10,225,439,135  1,971,954,291  

 18 Energía 49,401,949,404  148,834,175  128,647,848  7,102,411,137  143,100,042  163,125,374  6,847,157,620  166,394,426  138,081,065  6,830,738,873  150,978,868  239,709,725  27,342,770,251  

 20 Bienestar 414,632,268,616  61,787,580,570  61,878,388,549  4,276,110,066  62,821,936,926  4,592,598,210  66,049,171,634  8,189,595,804  63,941,096,196  4,470,083,356  61,659,562,097  7,952,694,941  7,013,450,267  

 21 Turismo 145,565,092,661  7,930,951,373  25,065,248,531  20,009,088,887  9,393,022,241  10,493,383,478  12,380,724,623  13,469,714,460  14,852,192,376  15,188,490,373  10,366,492,544  6,231,767,967  184,015,808  

 27 Función Pública 1,533,457,177  114,605,082  116,717,057  125,531,571  125,419,888  124,736,095  123,658,113  127,313,037  114,679,166  122,064,054  120,839,503  149,351,373  168,542,238  

 31 Tribunales Agrarios 897,825,576  65,890,023  73,004,096  64,848,299  87,296,764  69,242,753  72,188,556  77,034,622  78,827,708  69,277,881  80,867,348  79,042,484  80,305,042  

 36 Seguridad y Protección 

Ciudadana 

100,028,568,587  3,770,499,464  3,759,870,526  3,842,349,743  5,917,147,565  6,153,661,590  4,803,452,771  6,688,733,389  6,590,183,348  7,118,161,908  14,505,608,362  15,477,888,146  21,401,011,775  

 37 Consejería Jurídica del Ejecutivo 

Federal 

154,970,460  10,591,481  11,460,859  12,045,055  13,990,085  14,571,877  12,797,819  13,197,353  11,752,642  12,243,062  12,584,006  13,868,257  15,867,964  

 38 Consejo Nacional de Ciencia y 

Tecnología 

31,655,085,408  2,694,521,835  2,758,994,562  2,897,854,276  2,800,091,035  2,739,733,174  3,047,390,556  2,700,325,153  2,478,210,037  2,735,727,792  2,641,069,800  2,172,279,546  1,988,887,642  

 45 Comisión Reguladora de Energía 269,291,646  28,557,668  27,478,572  28,989,122  28,650,168  29,026,990  27,495,757  30,751,254  12,086,642  12,717,461  12,570,261  15,815,549  15,152,202  

 46 Comisión Nacional de 

Hidrocarburos 

233,949,815  23,472,463  23,974,806  25,094,362  24,991,129  25,049,731  19,715,158  12,857,042  11,442,755  11,160,459  11,504,119  19,146,959  25,540,832  

 47 Entidades no Sectorizadas 16,576,465,465  463,468,548  546,336,250  894,823,693  1,103,931,822  848,330,057  1,299,004,933  1,966,953,866  1,729,787,207  1,924,263,665  2,017,631,441  2,101,386,699  1,680,547,284  

 48 Cultura 15,925,050,769  992,158,231  849,428,402  898,976,157  4,431,591,541  1,013,483,486  959,104,429  1,186,165,335  1,065,137,904  947,851,680  997,016,453  1,189,395,729  1,394,741,422  

C: RAMOS GENERALES 4,552,325,306,523 487,151,473,552 344,686,020,847 360,188,009,353 352,490,946,914 326,609,953,676 480,509,808,361 345,194,179,164 318,532,792,962 361,862,679,787 377,009,439,657 316,790,477,412 481,299,524,838 

Gasto Programable 2,394,861,304,560  282,444,798,651  181,967,331,371  187,462,916,422  172,179,915,895  184,055,969,475  184,707,230,085  201,896,647,580  183,455,406,264  181,725,559,757  260,689,791,599  185,994,145,350  188,281,592,111  

 19 Aportaciones a Seguridad Social 1,236,422,206,888  164,310,827,824  95,195,025,072  89,240,432,975  96,734,461,584  87,370,580,471  101,691,950,104  90,766,464,212  98,230,262,219  90,973,105,557  159,290,542,553  99,181,014,445  63,437,539,872  

 23 Provisiones Salariales y 

Económicas 

161,324,744,980  27,158,612,354  9,837,633,485  9,847,633,485  11,480,548,142  11,346,189,351  11,346,189,352  15,480,259,808  11,584,159,222  11,537,026,116  20,604,735,351  10,550,879,150  10,550,879,164  
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   IMPORTE ANUAL ENERO FEBRERO MARZO ABRIL MAYO JUNIO JULIO AGOSTO SEPTIEMBRE OCTUBRE NOVIEMBRE DICIEMBRE 

                

 25 Previsiones y Aportaciones para 

los Sistemas de Educación 

Básica, Normal, Tecnológica y de 

Adultos 

72,782,670,302  3,476,474,340  2,817,932,231  3,241,680,504  3,568,032,359  4,123,684,767  3,716,979,918  9,486,056,607  6,954,723,804  7,603,949,497  7,815,092,910  9,949,593,820  10,028,469,545  

 33 Aportaciones Federales para 

Entidades Federativas y 

Municipios 

924,331,682,390  87,498,884,133  74,116,740,583  85,133,169,458  60,396,873,810  81,215,514,886  67,952,110,711  86,163,866,953  66,686,261,019  71,611,478,587  72,979,420,785  66,312,657,935  104,264,703,530  

Gasto No Programable 2,157,464,001,963  204,706,674,901  162,718,689,476  172,725,092,931  180,311,031,019  142,553,984,201  295,802,578,276  143,297,531,584  135,077,386,698  180,137,120,030  116,319,648,058  130,796,332,062  293,017,932,727  

 24 Deuda Pública 840,943,348,930  30,257,353,298  29,503,248,675  84,094,366,208  37,092,133,742  29,557,920,610  189,466,380,284  38,456,811,055  36,564,234,006  86,813,946,356  40,856,313,161  38,684,633,915  199,596,007,620  

 28 Participaciones a Entidades 

Federativas y Municipios 

1,220,271,052,133  105,307,971,603  133,215,440,801  88,630,726,723  116,110,647,277  112,996,063,591  106,336,197,992  104,840,720,529  98,513,152,692  93,323,173,674  75,463,334,897  92,111,698,147  93,421,924,207  

 29 Erogaciones para las Operaciones 

y Programas de Saneamiento 

Financiero 

0  0  0  0  0  0  0  0  0  0  0  0  0  

 30 Adeudos de Ejercicios Fiscales 

Anteriores 

42,033,100,000  42,033,100,000  0  0  0  0  0  0  0  0  0  0  0  

 34 Erogaciones para los Programas 

de Apoyo a Ahorradores y 

Deudores de la Banca 

54,216,500,900  27,108,250,000  0  0  27,108,250,000  0  0  0  0  0  0  0  900  

D: ENTIDADES SUJETAS A CONTROL 
PRESUPUESTARIO DIRECTO 

1,604,743,189,121  150,551,039,705  112,717,500,302  123,900,124,191  117,000,470,100  126,172,596,447  123,648,597,734  146,913,223,555  126,640,961,797  126,283,270,385  134,606,092,027  176,378,554,208  139,930,758,670  

Gasto Programable 1,604,743,189,121  150,551,039,705  112,717,500,302  123,900,124,191  117,000,470,100  126,172,596,447  123,648,597,734  146,913,223,555  126,640,961,797  126,283,270,385  134,606,092,027  176,378,554,208  139,930,758,670  

 GYN Instituto de Seguridad y Servicios 

Sociales de los Trabajadores del 

Estado 

439,044,390,046  64,621,160,844  34,248,323,990  37,739,282,198  33,160,746,453  34,942,755,660  34,837,987,721  36,080,858,557  32,562,750,144  34,402,375,258  45,524,875,775  36,631,721,258  14,291,552,188  

 GYR Instituto Mexicano del Seguro 

Social 

1,165,698,799,075  85,929,878,861  78,469,176,312  86,160,841,993  83,839,723,647  91,229,840,787  88,810,610,013  110,832,364,998  94,078,211,653  91,880,895,127  89,081,216,252  139,746,832,950  125,639,206,482  

E: EMPRESAS PRODUCTIVAS DEL ESTADO 1,302,106,416,219  123,566,294,497  102,987,600,495  119,150,053,052  108,309,361,774  86,804,046,118  136,111,383,758  113,429,662,815  116,144,085,586  99,065,413,425  88,439,995,788  92,401,828,978  115,696,689,933  

Gasto Programable 1,118,179,211,393  90,341,046,807  81,536,911,274  100,591,123,018  101,092,869,640  80,210,392,522  124,708,318,602  88,183,162,338  100,071,764,900  82,510,198,300  82,604,248,077  84,149,924,942  102,179,250,973  

 TVV Comisión Federal de Electricidad 

(Consolidado) 

439,772,444,138  32,152,424,277  28,876,139,732  38,422,739,886  35,235,863,879  32,264,424,192  36,237,127,999  38,743,517,757  32,160,013,573  35,805,110,856  38,054,750,097  41,659,687,446  50,160,644,444  

 TYY Petróleos Mexicanos 

(Consolidado) 

678,406,767,255  58,188,622,530  52,660,771,542  62,168,383,132  65,857,005,761  47,945,968,330  88,471,190,603  49,439,644,581  67,911,751,327  46,705,087,444  44,549,497,980  42,490,237,496  52,018,606,529  

Gasto No Programable 183,927,204,826  33,225,247,690  21,450,689,221  18,558,930,034  7,216,492,134  6,593,653,596  11,403,065,156  25,246,500,477  16,072,320,686  16,555,215,125  5,835,747,711  8,251,904,036  13,517,438,960  

  Costo Financiero, que se 

distribuye para erogaciones de: 

183,927,204,826  33,225,247,690  21,450,689,221  18,558,930,034  7,216,492,134  6,593,653,596  11,403,065,156  25,246,500,477  16,072,320,686  16,555,215,125  5,835,747,711  8,251,904,036  13,517,438,960  

 TVV Comisión Federal de Electricidad 

(Consolidado) 

35,841,167,931  3,558,651,543  3,298,086,670  3,430,293,932  1,612,751,039  3,103,421,583  2,557,543,498  3,553,305,836  4,030,729,672  3,028,906,249  1,778,789,086  3,188,106,462  2,700,582,361  

 TYY Petróleos Mexicanos 

(Consolidado) 

148,086,036,895  29,666,596,147  18,152,602,551  15,128,636,102  5,603,741,095  3,490,232,013  8,845,521,658  21,693,194,641  12,041,591,014  13,526,308,876  4,056,958,625  5,063,797,574  10,816,856,599  

Neteo: Resta de: a) aportaciones ISSSTE; y, b) 
subsidios, transferencias y apoyos fiscales a las 
entidades de control directo y empresas productivas 
del Estado. 

1,166,199,928,455  161,539,982,713  89,876,192,807  93,272,944,582  90,921,152,584  92,678,579,043  96,687,896,285  93,711,214,234  92,907,186,269  95,076,001,990  147,068,927,234  89,281,893,045  23,177,957,669  

 

Ciudad de México a 9 de diciembre de 2022.- La Titular, Lic. Alejandra Cañizares Tello.- Rúbrica. 
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DÉCIMA Resolución de Modificaciones a la Resolución Miscelánea Fiscal para 2022. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.- Servicio de Administración Tributaria. 

DÉCIMA RESOLUCIÓN DE MODIFICACIONES A LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2022. 

Con fundamento en los artículos 16 y 31 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 33, 

fracción I, inciso g) del Código Fiscal de la Federación; 14, fracción III de la Ley del Servicio de Administración 

Tributaria, y 8 del Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria se resuelve: 

PRIMERO. Se adiciona la regla 2.1.6., fracciones I, segundo párrafo y II, segundo párrafo de la 

Resolución Miscelánea Fiscal para 2022, para quedar de la siguiente manera: 

 Días inhábiles 

2.1.6. … 

I. … 

El segundo periodo general de vacaciones del 2022, comprende los días del 19 al 30 

de diciembre de 2022. 

II. … 

 Para las ADSC Oaxaca “1” y ADR Oaxaca “1”, con sede en Oaxaca, será inhábil el 

día 17 de noviembre de 2022. 

 … 

III. … 

CFF 12, 13, Ley Aduanera 18, Ley de Coordinación Fiscal 13, 14 

SEGUNDO. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 5 de la Ley Federal de los Derechos del 

Contribuyente, se da a conocer el texto actualizado de las reglas a que se refiere el Resolutivo Primero de la 

presente Resolución. 

En caso de discrepancia entre el contenido del Resolutivo Primero y del presente, prevalece el texto del 

Resolutivo Primero. 

 Días inhábiles 

2.1.6. Para los efectos del artículo 12, primer y segundo párrafos del CFF, se estará a lo siguiente: 

I. El primer periodo general de vacaciones del 2022, comprende los días del 18 al 29 

de julio de 2022. Para la Administración Central de Apoyo Jurídico y Normatividad de 

Grandes Contribuyentes, únicamente comprenderá los días del 20 al 29 de julio. 

 El segundo periodo general de vacaciones del 2022, comprende los días del 19 al 30 

de diciembre de 2022. 

II. Son días inhábiles para el SAT el 14 y 15 de abril de 2022, así como el 2 de 

noviembre de 2022. 

 Para las ADSC Oaxaca “1” y ADR Oaxaca “1”, con sede en Oaxaca, será inhábil el 

día 17 de noviembre de 2022. 

 En dichos periodos y días no se computarán plazos y términos legales 

correspondientes en los actos, trámites y procedimientos que se sustanciarán ante 

las unidades administrativas del SAT, lo anterior sin perjuicio del personal que cubra 
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guardias y que es necesario para la operación y continuidad en el ejercicio de las 

facultades de acuerdo a lo previsto en los artículos 13 del CFF y 18 de la Ley 

Aduanera. 

III. Las autoridades estatales y municipales que actúen como coordinadas en materia 

fiscal en términos de los artículos 13 y 14 de la Ley de Coordinación Fiscal, podrán 

considerar los días inhábiles señalados en esta regla, siempre que los den a conocer 

con ese carácter en su órgano o medio de difusión oficial, de acuerdo a las 

disposiciones legales y administrativas que las rigen. 

CFF 12, 13, Ley Aduanera 18, Ley de Coordinación Fiscal 13, 14 

TERCERO. Se reforman los Transitorios Décimo Séptimo y Cuadragésimo Séptimo de la Resolución 

Miscelánea Fiscal para 2022, publicada en el DOF el 27 de diciembre de 2021, para quedar 

como sigue: 

Décimo 

Séptimo. Para los efectos de los artículos 29 y 29-A del CFF, los contribuyentes 

obligados a expedir CFDI podrán optar por emitirlos en su versión 3.3 y para el 

CFDI que ampara retenciones e información de pagos podrán optar por 

emitirlos en su versión 1.0, conforme al Anexo 20, publicado en el DOF el 28 

de julio de 2017, hasta el 31 de marzo de 2023. Lo anterior también será 

aplicable a los complementos y complementos concepto, compatibles con 

dichas versiones. 

Cuadragésimo 

Séptimo. El uso del CFDI con complemento Carta Porte a que se refieren las reglas 

2.7.7.1., 2.7.7.2., 2.7.7.3., 2.7.7.4., 2.7.7.5., 2.7.7.6., 2.7.7.7., 2.7.7.8., 2.7.7.9., 

2.7.7.10., 2.7.7.11. y 2.7.7.12., será aplicable a partir del 1 de enero de 2022. 

 Para efectos de lo dispuesto en los artículos 84, fracción IV, inciso d) y 103, 

fracción XXII del CFF, se entiende que cumplen con lo dispuesto en las 

disposiciones fiscales, aquellos contribuyentes que expidan el CFDI con 

complemento Carta Porte hasta el 31 de julio de 2023 y este no cuente con la 

totalidad de los requisitos contenidos en el “Instructivo de llenado del CFDI al 

que se le incorpora el complemento Carta Porte”, publicado en el Portal  

del SAT. 

Transitorios 

Primero. La presente Resolución entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el DOF y su 

contenido surtirá sus efectos en términos de la regla 1.8., tercer párrafo de la RMF para 

2022. 

Atentamente. 

Ciudad de México, a 6 de diciembre de 2022.- En suplencia por ausencia del Jefe del Servicio de 

Administración Tributaria, con fundamento en el artículo 4, primer párrafo del Reglamento Interior del Servicio 

de Administración Tributaria, firma el Administrador General Jurídico, Lic. Ricardo Carrasco  
Varona.- Rúbrica. 
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OFICIO mediante el cual se otorga autorización para la organización y operación de una Institución  
de Financiamiento Colectivo a denominarse Sustainable Tech Esg, S.A.P.I. de C.V., Institución de  
Financiamiento Colectivo. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.- Comisión Nacional Bancaria y de Valores.- Vicepresidencia de  
Normatividad.- Dirección General de Autorizaciones Especializadas.- Vicepresidencia Técnica.-  
Oficio Núm.: 311-21134615/2022. 

Asunto: Autorización para la organización y 

operación de una Institución de 

Financiamiento Colectivo a denominarse 

Sustainable Tech Esg, S.A.P.I. de C.V., 

Institución de Financiamiento Colectivo. 

Sustainable Tech Esg, S.A.P.I. de C.V. 

Montecito 38, oficina 16, piso 28 

Col. Nápoles, C.P. 03810 

Benito Juárez, Ciudad de México 

AT’N.:  CC. Mario Adrián Cruz Espíndola y 
Alberto Ratia Mendoza 

Representantes legales 

En términos de los artículos 1 y 2 de la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, esta Comisión 

Nacional Bancaria y de Valores (Comisión) es un órgano desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público, que tiene por objeto supervisar y regular en el ámbito de su competencia a las entidades 

integrantes del sistema financiero mexicano, a fin de procurar su estabilidad y correcto funcionamiento, así 

como mantener y fomentar el sano y equilibrado desarrollo de dicho sistema en su conjunto, en protección de 

los intereses del público. Conforme al artículo 4, fracciones XI y XXXVIII de dicha ley, a la Comisión le 

corresponde autorizar la constitución y operación de aquellas entidades que señalan las leyes, así como 

ejercer las demás facultades que le estén atribuidas por la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y  

de Valores. 

En ese orden de ideas, el artículo 35 de la Ley para Regular las Instituciones de Tecnología Financiera 

establece que las personas que pretendan realizar las actividades atribuidas a las instituciones de 

financiamiento colectivo o de fondos de pago electrónico, deberán solicitar su autorización como institución de 

tecnología financiera ante la Comisión, la cual la otorgará cuando a su juicio se cumpla adecuadamente con 

los requisitos legales y normativos, previo acuerdo del Comité Interinstitucional a que se refiere dicho  

artículo 35. 

Considerando lo anterior, con escrito presentado el 29 de octubre de 2021, Sustainable Tech Esg, S.A.P.I 

de C.V. (FinSphera o la sociedad) solicitó a la Comisión autorización para organizarse y operar como una 

Institución de Financiamiento Colectivo a denominarse Sustainable Tech Esg, S.A.P.I. de C.V., Institución de 

Financiamiento Colectivo, acompañando al efecto la información y documentación soporte correspondiente 

señalada en el artículo 39 de la Ley para Regular las Instituciones de Tecnología Financiera. 

En términos del artículo 5, párrafo segundo de la Ley para Regular las Instituciones de Tecnología 

Financiera, esta Comisión previno a FinSphera dentro del plazo establecido en dicha ley para que atendiera 

diversas observaciones con relación a su solicitud de autorización, además de otorgarle una prórroga al plazo 

inicial para atenderlas. 
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En relación con lo anterior, FinSphera remitió documentación e información con el fin de dar respuesta a la 

prevención antes referida. Adicionalmente, esta autoridad requirió a FinSphera diversa documentación e 

información complementaria con la finalidad de contar con los elementos de juicio suficientes para resolver 

sobre la solicitud de autorización presentada por FinSphera; sociedad que atendió el requerimiento de 

información complementaria y envió documentación e información actualizada con relación a su expediente. 

La sociedad solicitó una ampliación al plazo de resolución y una prórroga para el desahogo, las cuales le 

fueron otorgadas. 

Señalado lo anterior, se hace de su conocimiento que el Comité Interinstitucional en sesión celebrada el 2 

de diciembre de 2022, con fundamento en los artículos 11 y 35, en correlación con el artículo 15 de la Ley 

para Regular las Instituciones de Tecnología Financiera y, 

CONSIDERANDO 

PRIMERO. - Que la documentación e información presentada con motivo de la solicitud de autorización 

para la organización y operación de la institución de financiamiento colectivo, a denominarse Sustainable Tech 

Esg, S.A.P.I. de C.V., Institución de Financiamiento Colectivo, cumple con los requisitos previstos en el 

artículo 15, en correlación al artículo 39 de la Ley para Regular las Instituciones de Tecnología Financiera y 

con los artículos 3, 4 y 6 de las Disposiciones de general aplicables a las Instituciones de Tecnología 

Financiera, y, 

SEGUNDO. - Que del análisis a la documentación e información recibida se concluyó que desde el punto 

de vista legal, financiero y operativo es procedente se otorgue la autorización solicitada, por lo que, conforme 

a la certificación del Secretario del Comité Interinstitucional, el cual se transcribe en la parte conducente, se 

adoptó el siguiente: 

ACUERDO 

“ÚNICO.- Los miembros del Comité Interinstitucional, de conformidad con los artículos 11 y 35, 

en relación con el artículo 15 de la Ley para Regular las Instituciones de Tecnología Financiera, 

acordaron por unanimidad se otorgue la autorización para la organización y operación de una 

institución de financiamiento colectivo a denominarse Sustainable Tech Esg, S.A.P.I. de C.V., 

Institución de Financiamiento Colectivo.” 

El acuerdo anterior se adopta sin perjuicio de las demás autorizaciones que con motivo del acto descrito, 

deban obtenerse de la Comisión o cualquier otra autoridad financiera, en términos de las disposiciones 

aplicables, así como del ejercicio de las facultades atribuidas a la propia Comisión durante el proceso de 

organización de Sustainable Tech Esg, S.A.P.I. de C.V., Institución de Financiamiento Colectivo, en el que se 

habrán de cumplir con los requerimientos aplicables para el inicio de operaciones. 

Por lo anterior, esta Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo acuerdo del Comité Interinstitucional, 

autoriza la organización y operación de una institución de financiamiento colectivo a denominarse Sustainable 

Tech Esg, S.A.P.I. de C.V., Institución de Financiamiento Colectivo. 

La entidad cuya organización y operación se autoriza, estará sujeta a las siguientes: 

BASES 

PRIMERA.  La denominación de la sociedad será Sustainable Tech Esg, S.A.P.I. de C.V., Institución de 

Financiamiento Colectivo. 

SEGUNDA.  Tendrá su domicilio social en Ciudad de México. 
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TERCERA. Su duración será indefinida. 

CUARTA.  El importe de su capital social inicial será de $10’520,240.00 (diez millones quinientos veinte 

mil doscientos cuarenta pesos 00/100 M.N.). 

QUINTA.  Su objeto social corresponderá a la realización de las actividades en moneda nacional 

contempladas en el artículo 16, fracción I de la Ley para Regular las Instituciones de 

Tecnología Financiera. Adicionalmente, podrá realizar las actividades previstas en el artículo 

19 del ordenamiento legal antes indicado, conforme a su objeto social. 

SEXTA. La autorización a que se refiere el presente oficio es, por su propia naturaleza, 

intransmisible. 

SÉPTIMA. Sustainable Tech Esg, S.A.P.I. de C.V., Institución de Financiamiento Colectivo estará 

sujeta a la supervisión de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y del Banco de 

México, en el ejercicio de sus respectivas atribuciones, así como, de las demás autoridades 

financieras competentes en los términos que las leyes dispongan y disposiciones que de 

estas emanen. 

OCTAVA.  Los servicios consistentes en el financiamiento colectivo de deuda que Sustainable Tech 

Esg, S.A.P.I. de C.V., Institución de Financiamiento Colectivo preste por virtud de la 

presente autorización, así como las demás operaciones que lleve a cabo, al igual que su 

organización y operación en general, se sujetarán a la Ley para Regular las Instituciones de 

Tecnología Financiera, a las reglas y disposiciones de carácter general aplicables a las 

Instituciones de Tecnología Financiera que emita la Comisión Nacional Bancaria y de 

Valores, a las disposiciones que respecto de sus operaciones expida el Banco de México y 

a las demás normas y disposiciones vigentes y las que se emitan en el futuro por cualquier 

autoridad competente, incluyendo las relativas a operaciones con recursos de procedencia 

ilícita y financiamiento al terrorismo, que por su naturaleza resulten aplicables. 

Sustainable Tech Esg, S.A.P.I. de C.V., Institución de Financiamiento Colectivo, deberá acreditar a esta 

Comisión, con al menos treinta días hábiles de anticipación al inicio de sus operaciones, el cumplimiento de 

los requisitos establecidos en el artículo 40 de la Ley para Regular las Instituciones de Tecnología Financiera. 

El presente se emite con fundamento en las disposiciones legales antes invocadas, así como en ejercicio 

de las facultades conferidas en los artículos 1, 2, 4, fracciones XI y XXXVIII, 10, fracciones III y V de la Ley de 

la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, así como los artículos 1, 3, fracciones IV y V, 4, fracciones I, 

apartados A y B, y II, apartado A, numeral 5) y apartado B, numeral 32), 14, 17, 45, fracción I y 64, tercer 

párrafo del Reglamento Interior de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, publicado en el Diario Oficial 

de la Federación el 28 de febrero de 2022. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 2 de diciembre de 2022.- Director General de Autorizaciones Especializadas,  

Lic. José Antonio Vizcaíno Ruiz.- Rúbrica.- Vicepresidente Técnico, Lic. Ramiro Edgar Álvarez 

Hernández.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE ECONOMIA 
ACUERDO por el que se modifica el diverso por el que se da a conocer la Tasa Aplicable del Impuesto General de 
Importación para las mercancías originarias de la región conformada por México, Australia, Brunéi, Canadá, 
Chile, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú, Singapur y Vietnam, que corresponden a Australia, Canadá, Japón, 
Nueva Zelanda, Perú y Singapur. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- ECONOMÍA.- Secretaría 
de Economía. 

Con fundamento en los artículos 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 34, 

fracción XXXIII de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 5o., fracción X de la Ley de Comercio 

Exterior, y 5, fracción XVII del Reglamento Interior de la Secretaría de Economía, y 

CONSIDERANDO 

Que el Tratado Integral y Progresista de Asociación Transpacífico, hecho en Santiago de Chile el 8 de 

marzo de 2018 (Tratado), fue suscrito por Australia, Brunéi Darussalam, Canadá, República de Chile, Japón, 

Malasia, los Estados Unidos Mexicanos, Nueva Zelanda, la República del Perú, la República de Singapur y la 

República Socialista de Vietnam, el cual fue aprobado por el Senado de la República el 24 de abril de 2018, 

según Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el 23 de mayo del mismo año; 

Que el 29 de noviembre de 2018, se publicó en el DOF el Decreto Promulgatorio del Tratado, el cual 

establece que su entrada en vigor es el 30 de diciembre de 2018, lo cual resultó aplicable para Australia, 

Canadá, los Estados Unidos Mexicanos, Japón, Nueva Zelanda y la República de Singapur en términos del 

Artículo 3 del propio Tratado; 

Que el 15 de noviembre de 2018 y el 21 de julio de 2021 la República Socialista de Vietnam y la República 

del Perú, respectivamente, notificaron al Depositario el cumplimiento de sus procedimientos legales 

aplicables, por lo que de conformidad con el Artículo 3 del Tratado, el mismo entró en vigor en dichos países 

el 14 de enero de 2019 y el 19 de septiembre de 2021, respectivamente; 

Que el 5 de septiembre de 2022, se publicó en el DOF el Acuerdo por el que se da a conocer la Tasa 

Aplicable del Impuesto General de Importación para las mercancías originarias de la región conformada por 

México, Australia, Brunéi, Canadá, Chile, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú, Singapur y Vietnam, que 

corresponden a Australia, Canadá, Japón, Nueva Zelanda, Perú y Singapur; 

Que mediante Acuerdo publicado en el DOF el 29 de noviembre de 2022, se dio a conocer que el Tratado 

Integral y Progresista de Asociación Transpacífico entró en vigor para Malasia en esa misma fecha; 

Que el Tratado incorpora el Preámbulo, los Capítulos y Anexos del Tratado de Asociación Transpacífico 

hecho en Auckland, Nueva Zelanda, el 4 de febrero de 2016; 

Que el Tratado establece las tasas arancelarias preferenciales para la importación de mercancías 

originarias de Australia, Brunéi, Canadá, Chile, Japón, Malasia, México, Nueva Zelanda, Perú, Singapur y 

Vietnam, de conformidad con su Lista de Eliminación Arancelaria establecida en el Anexo 2-D “Compromisos 

Arancelarios” de dicho instrumento, respectivamente, así como reglas de origen y otros mecanismos 

específicos para definir tales mercancías; 

Que la desgravación establecida en el Tratado no exime del cumplimiento de las medidas de regulación y 

restricción no arancelaria, de los requisitos previos de importación impuestos por la Secretaría de Economía o 

por cualquier otra dependencia en el ámbito de sus facultades, de los requisitos previstos en Normas Oficiales 

Mexicanas o del trámite del despacho aduanero de mercancías, entre otros, siempre que estén de 

conformidad con los compromisos internacionales adquiridos por México; 

Que resulta necesario dar a conocer a los operadores y a las autoridades aduaneras las condiciones 

arancelarias y los mecanismos que regirán la importación de las mercancías originarias de la región 

conformada por México, Australia, Brunéi, Canadá, Chile, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú, Singapur y 

Vietnam, que corresponden a Malasia, se expide el siguiente: 
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ACUERDO POR EL QUE SE MODIFICA EL DIVERSO POR EL QUE SE DA A CONOCER LA TASA 
APLICABLE DEL IMPUESTO GENERAL DE IMPORTACIÓN PARA LAS MERCANCÍAS ORIGINARIAS 

DE LA REGIÓN CONFORMADA POR MÉXICO, AUSTRALIA, BRUNÉI, CANADÁ, CHILE, JAPÓN, 
MALASIA, NUEVA ZELANDA, PERÚ, SINGAPUR Y VIETNAM, QUE CORRESPONDEN A AUSTRALIA, 

CANADÁ, JAPÓN, NUEVA ZELANDA, PERÚ Y SINGAPUR 

PRIMERO.- Se reforma la denominación, el párrafo primero del punto Primero, el punto Tercero, el 
párrafo primero del punto Cuarto, el punto Quinto, el párrafo primero de los puntos Sexto, Séptimo y 
Octavo, el punto Noveno, el párrafo primero de los puntos Décimo, Décimo Primero, Décimo Segundo, 
Décimo Tercero, Décimo Cuarto, Décimo Quinto, Décimo Sexto, Décimo Séptimo, Vigésimo Primero, 
Vigésimo Segundo y Vigésimo Tercero, así como el punto Vigésimo Quinto y se adicionan los puntos 
Vigésimo Sexto, Vigésimo Séptimo y Vigésimo Octavo, del Acuerdo por el que se da a conocer la Tasa 
Aplicable del Impuesto General de Importación para las mercancías originarias de la región conformada por 
México, Australia, Brunéi, Canadá, Chile, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú, Singapur y Vietnam, que 
corresponden a Australia, Canadá, Japón, Nueva Zelanda, Perú y Singapur, publicado en el Diario Oficial de 
la Federación el 5 de septiembre de 2022, como se indica a continuación: 

“ACUERDO POR EL QUE SE DA A CONOCER LA TASA APLICABLE DEL IMPUESTO  
GENERAL DE IMPORTACIÓN PARA LAS MERCANCÍAS ORIGINARIAS DE LA REGIÓN  

CONFORMADA POR MÉXICO, AUSTRALIA, BRUNÉI, CANADÁ, CHILE, JAPÓN, MALASIA,  
NUEVA ZELANDA, PERÚ, SINGAPUR Y VIETNAM, QUE CORRESPONDEN A AUSTRALIA,  

CANADÁ, JAPÓN, MALASIA, NUEVA ZELANDA, PERÚ Y SINGAPUR 

Primero.- Conforme a lo dispuesto en el Tratado Integral y Progresista de Asociación Transpacífico, la 
importación de las mercancías originarias de la región conformada por México, Australia, Brunéi, Canadá, 
Chile, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú, Singapur y Vietnam, independientemente de su clasificación en 
la Tarifa de la Ley de los Impuestos Generales de Importación y de Exportación, que correspondan a 
Australia, Canadá, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú y Singapur, estará exenta del pago de arancel, salvo 
aquellas mercancías en que se indique lo contrario en el presente Acuerdo. 

... 

Tercero.- El arancel aplicable a la importación de las mercancías originarias de la región conformada por 
México, Australia, Brunéi, Canadá, Chile, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú, Singapur y Vietnam, 
comprendidas en las fracciones arancelarias que se señalan en el Apéndice I del presente Acuerdo, que 
correspondan a Australia, Canadá, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú y Singapur, será el previsto en el 
artículo 1o. de la LIGIE, sin reducción alguna. 

Cuarto.- El arancel aplicable a la importación de las mercancías originarias de la región conformada por 
México, Australia, Brunéi, Canadá, Chile, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú, Singapur y Vietnam, 
comprendidas en las fracciones arancelarias que se señalan en este punto, que correspondan a Australia, 
Canadá, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú y Singapur, será el arancel preferencial que a continuación se 
indica y estará libre de arancel a partir del 1 de enero de 2025. 

... 

Quinto.- El arancel aplicable a la importación de las mercancías originarias de la región conformada por 
México, Australia, Brunéi, Canadá, Chile, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú, Singapur y Vietnam, 
comprendidas en las fracciones arancelarias que se señalan en el Apéndice II del presente Acuerdo, será el 
arancel preferencial que se indica en ese Apéndice para cada una de ellas, que correspondan a Australia, 
Canadá, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú y Singapur, ya sea para la totalidad de las mercancías 
incluidas en cada fracción o, si así se establece, únicamente para la modalidad de la mercancía indicada, y 
estará libre de arancel a partir del 1 de enero de 2027. 

Sexto.- El arancel aplicable a la importación de las mercancías originarias de la región conformada por 
México, Australia, Brunéi, Canadá, Chile, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú, Singapur y Vietnam, 
comprendidas en las fracciones arancelarias que se señalan en este punto, que correspondan a Australia, 
Canadá, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú y Singapur, será el arancel preferencial que a continuación se 
indica, ya sea para la totalidad de las mercancías incluidas en cada fracción o, si así se establece, únicamente 
para la modalidad de la mercancía indicada, y estará libre de arancel a partir del 1 de enero de 2029. 

... 
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Séptimo.- El arancel aplicable a la importación de las mercancías originarias de la región conformada por 
México, Australia, Brunéi, Canadá, Chile, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú, Singapur y Vietnam, 
comprendidas en las fracciones arancelarias que se señalan en este punto, que correspondan a Australia, 
Canadá, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú y Singapur, será el arancel preferencial que a continuación se 
indica y estará libre de arancel a partir del 1 de enero de 2030. 

... 

Octavo.- El arancel aplicable a la importación de las mercancías originarias de la región conformada por 
México, Australia, Brunéi, Canadá, Chile, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú, Singapur y Vietnam, 
comprendidas en las fracciones arancelarias que se señalan en este punto, que correspondan a Australia, 
Canadá, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú y Singapur, será el arancel preferencial que a continuación se 
indica, ya sea para la totalidad de las mercancías incluidas en cada fracción o, si así se establece, únicamente 
para la modalidad de la mercancía indicada, y estará libre de arancel a partir del 1 de enero de 2032. 

... 

Noveno.- El arancel aplicable a la importación de las mercancías originarias de la región conformada por 
México, Australia, Brunéi, Canadá, Chile, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú, Singapur y Vietnam, 
comprendidas en las fracciones arancelarias que se señalan en el Apéndice III del presente Acuerdo, será el 
arancel preferencial que se indica en ese Apéndice para cada una de ellas, que correspondan a Australia, 
Canadá, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú y Singapur, ya sea para la totalidad de las mercancías 
incluidas en cada fracción o, si así se establece, únicamente para la modalidad de la mercancía indicada, y 
estará libre de arancel a partir del 1 de enero de 2033. 

Décimo.- El arancel aplicable a la importación de las mercancías originarias de la región conformada por 
México, Australia, Brunéi, Canadá, Chile, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú, Singapur y Vietnam, 
comprendidas en las fracciones arancelarias que se señalan en este punto, que correspondan a Australia, 
Canadá, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú y Singapur, será el arancel preferencial que a continuación se 
indica y estará libre de arancel a partir del 1 de enero de 2027. 

... 

Décimo Primero.- El arancel aplicable a la importación de las mercancías originarias de la región 
conformada por México, Australia, Brunéi, Canadá, Chile, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú, Singapur y 
Vietnam, comprendidas en las fracciones arancelarias que se señalan en este punto, que correspondan a 
Australia, Canadá, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú y Singapur, será el arancel preferencial que a 
continuación se indica y estará libre de arancel a partir del 1 de enero de 2028. 

... 

Décimo Segundo.- El arancel aplicable a la importación de las mercancías originarias de la región 
conformada por México, Australia, Brunéi, Canadá, Chile, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú, Singapur y 
Vietnam, comprendidas en las fracciones arancelarias que se señalan en este punto, que correspondan a 
Australia, Canadá, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú y Singapur, será el arancel preferencial que a 
continuación se indica, únicamente cuando se trate de la modalidad de la mercancía que se indica y estará 
libre de arancel a partir del 1 de enero de 2030. 

... 

Décimo Tercero.- El arancel aplicable a la importación de las mercancías originarias de la región 
conformada por México, Australia, Brunéi, Canadá, Chile, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú, Singapur y 
Vietnam, comprendidas en las fracciones arancelarias que se señalan en este punto, que correspondan a 
Australia, Canadá, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú y Singapur, será el arancel preferencial que a 
continuación se indica, ya sea para la totalidad de las mercancías incluidas en cada fracción o, si así se 
establece, únicamente para la modalidad de la mercancía indicada, y estará libre de arancel a partir del 1 de 
enero de 2033. 

... 

Décimo Cuarto.- La importación de las mercancías originarias de la región conformada por México, 
Australia, Brunéi, Canadá, Chile, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú, Singapur y Vietnam, comprendidas en 
las fracciones arancelarias que se señalan en este punto, que correspondan a Australia, Canadá, Japón, 
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Malasia, Nueva Zelanda, Perú y Singapur, estará sujeta al arancel preferencial que se indica a continuación, 
ya sea para la totalidad de las mercancías incluidas en cada fracción o, si así se establece, únicamente para 
la modalidad de la mercancía indicada: 

... 

Décimo Quinto.- La importación de las mercancías originarias de la región conformada por México, 
Australia, Brunéi, Canadá, Chile, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú, Singapur y Vietnam, comprendidas en 
las fracciones arancelarias que se señalan en este punto, que correspondan a Australia, Canadá, Japón, 
Malasia, Nueva Zelanda, Perú y Singapur, estará sujeta al arancel preferencial que se indica a continuación: 

... 

Décimo Sexto.- La importación de las mercancías originarias de la región conformada por México, 
Australia, Brunéi, Canadá, Chile, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú, Singapur y Vietnam, comprendidas en 
las fracciones arancelarias que se señalan en este punto, que correspondan a Australia, Canadá, Japón, 
Malasia, Nueva Zelanda, Perú y Singapur, estará sujeta al arancel preferencial que se indica a continuación: 

... 

Décimo Séptimo.- La importación de las mercancías originarias de la región conformada por México, 
Australia, Brunéi, Canadá, Chile, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú, Singapur y Vietnam, comprendidas en 
las fracciones arancelarias que se señalan en este punto, que correspondan a Australia, Canadá, Japón, 
Malasia, Nueva Zelanda, Perú y Singapur, estará sujeta al arancel preferencial que se indica a continuación: 

... 

Vigésimo Primero.- La importación de las mercancías originarias de la región conformada por México, 
Australia, Brunéi, Canadá, Chile, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú, Singapur y Vietnam, comprendidas en 
las fracciones arancelarias que se señalan en este punto, que correspondan a Australia, Canadá, Malasia, 
Nueva Zelanda, Perú y Singapur, estará exenta del pago de arancel: 

... 

Vigésimo Segundo.- La importación de las mercancías originarias de la región conformada por México, 
Australia, Brunéi, Canadá, Chile, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú, Singapur y Vietnam, comprendidas en 
las fracciones arancelarias que se señalan en este punto, identificadas con el código “C AU,CA,JP,MY,NZ,SG” 
en la columna “Nota” del Apéndice I del presente Acuerdo, que correspondan a Australia, Canadá, Japón, 
Malasia, Nueva Zelanda y Singapur, estará exenta del pago de arancel de importación. Lo dispuesto en este 
punto, sólo será aplicable a las importaciones que cuenten con un certificado de cupo expedido por la 
Secretaría de Economía. De no cumplirse con los requisitos señalados, se aplicará la tasa arancelaria prevista 
en el artículo 1o. de la LIGIE, sin reducción alguna. 

... 

Vigésimo Tercero.- La importación de las mercancías originarias de la región conformada por México, 
Australia, Brunéi, Canadá, Chile, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú, Singapur y Vietnam, comprendidas en 
las fracciones arancelarias que se señalan en este punto, identificadas con el código “C AU,CA,MY,NZ,SG” en 
la columna “Nota” del Apéndice I del presente Acuerdo, que correspondan a Australia, Canadá, Malasia, 
Nueva Zelanda y Singapur, estará exenta del pago de arancel de importación. Lo dispuesto en este punto, 
sólo será aplicable a las importaciones que cuenten con un certificado de cupo expedido por la Secretaría de 
Economía. De no cumplirse con los requisitos señalados, se aplicará la tasa arancelaria prevista en el artículo 
1o. de la LIGIE, sin reducción alguna. 

... 

Vigésimo Quinto.- El arancel aplicable a la importación de las mercancías originarias de la región 
conformada por México, Australia, Brunéi, Canadá, Chile, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú, Singapur y 
Vietnam, comprendidas en las fracciones arancelarias que se indican a continuación, que correspondan a 
Malasia, será el previsto en el artículo 1o. de la LIGIE, sin reducción alguna. 

Fracción Descripción Arancel Nota 

1511.10.01 Aceite en bruto. EXCL. C MY 

1511.90.99 Los demás. EXCL. C MY 

1513.29.99 Los demás. EXCL. C MY 
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Vigésimo Sexto.- La importación de las mercancías originarias de la región conformada por México, 
Australia, Brunéi, Canadá, Chile, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú, Singapur y Vietnam, comprendidas en 
las fracciones arancelarias que se señalan en este punto, identificadas con el código “C MY” en la columna 
“Nota” de la tabla del punto Vigésimo Quinto del presente Acuerdo, que correspondan a Malasia, estará 
exenta del pago de arancel de importación. Lo dispuesto en este punto, sólo será aplicable a las 
importaciones que cuenten con un certificado de cupo expedido por la Secretaría de Economía. De no 
cumplirse con los requisitos señalados, se aplicará la tasa arancelaria prevista en el artículo 1o. de la LIGIE, 
sin reducción alguna. 

Fracción Descripción Arancel 

1511.10.01 Aceite en bruto. Ex. 

1511.90.99 Los demás. Ex. 

1513.29.99 Los demás. Ex. 

 

Vigésimo Séptimo.- La importación de las mercancías originarias de la región conformada por México, 
Australia, Brunéi, Canadá, Chile, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú, Singapur y Vietnam, comprendidas en 
las fracciones arancelarias que se señalan en este punto, que correspondan a Australia, Canadá, Japón, 
Nueva Zelanda, Perú y Singapur, estará exenta del pago de arancel: 

Fracción Descripción 

1511.10.01 Aceite en bruto. 

1511.90.99 Los demás. 

1513.29.99 Los demás. 

 

Vigésimo Octavo.- Lo dispuesto en el presente Acuerdo no libera del cumplimiento de las medidas de 
regulación y restricción no arancelarias en términos de lo dispuesto en los tratados de libre comercio 
celebrados por México, la Ley de Comercio Exterior, la Ley Aduanera y demás disposiciones aplicables.” 

SEGUNDO.- Se reforma el Apéndice I del Acuerdo por el que se da a conocer la Tasa Aplicable del 
Impuesto General de Importación para las mercancías originarias de la región conformada por México, 
Australia, Brunéi, Canadá, Chile, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú, Singapur y Vietnam, que 
corresponden a Australia, Canadá, Japón, Nueva Zelanda, Perú y Singapur, publicado en el Diario Oficial de 
la Federación el 5 de septiembre de 2022, como se indica a continuación: 

“APÉNDICE I 

Fracción 
Arancelaria Descripción Arancel Nota 

0401.10.02 
Con un contenido de materias grasas inferior o 
igual al 1% en peso. EXCL. 

C AU,CA,JP,MY,NZ, 

SG 

0401.20.02 
Con un contenido de materias grasas superior al 
1% pero inferior o igual al 6%, en peso. 

EXCL. 
C AU,CA,JP, 
MY,NZ,SG 

0401.40.02 
Con un contenido de materias grasas superior al 
6% pero inferior o igual al 10%, en peso. 

EXCL. 
C AU,CA,JP, 
MY,NZ,SG 

0401.50.02 
Con un contenido de materias grasas superior al 
10% en peso. 

EXCL. 
C AU,CA,JP, 
MY,NZ,SG 

0402.10.01 
Leche en polvo o en pastillas. 

EXCL. 
C AU,CA,JP, 
MY,NZ,SG 

0402.21.01 
Leche en polvo o en pastillas. 

EXCL. 
C AU,CA,JP, 
MY,NZ,SG 

0402.91.01 
Leche evaporada. 

EXCL. 
C AU,CA,JP, 
MY,NZ,SG 

0402.91.99 
Las demás. 

EXCL. 
C AU,CA,JP, 
MY,NZ,SG 

0402.99.01 
Leche condensada. 

EXCL. 
C AU,CA,JP,  
MY,NZ,SG 



16 DIARIO OFICIAL Lunes 12 de diciembre de 2022 

Fracción 
Arancelaria Descripción Arancel Nota 

0402.99.99 
Las demás. 

EXCL. 
C AU,CA,JP,  
MY,NZ,SG 

0404.90.99 Los demás. EXCL. C AU,CA,MY,NZ,SG 

0405.10.02 
Mantequilla (manteca). 

EXCL. 
C AU,CA,JP,MY,NZ, 

SG 

0405.20.01 
Pastas lácteas para untar. 

EXCL. 
C AU,CA,JP, 
MY,NZ,SG 

0406.10.01 
Queso fresco (sin madurar), incluido el del 
lactosuero, y requesón. 

EXCL. 
C AU,CA,JP, 
MY,NZ,SG 

0406.20.01 
Queso de cualquier tipo, rallado o en polvo. 

EXCL. 
C AU,CA,JP, 
MY,NZ,SG 

0406.30.02 
Queso fundido, excepto el rallado o en polvo. 

EXCL. 
C AU,CA,JP, 
MY,NZ,SG 

0406.90.04 

Grana o Parmegiano-reggiano, con un contenido 
de materias grasas inferior o igual al 40% en peso, 
con un contenido de agua, en la materia no grasa, 
inferior o igual al 47% en peso; Danbo, Edam, 
Fontal, Fontina, Fynbo, Gouda, Havarti, Maribo, 
Samsoe, Esrom, Itálico, Kernhem, Saint-Nectaire, 
Saint-Paulin o Taleggio, con un contenido de 
materias grasas inferior o igual al 40% en peso, 
con un contenido de agua, en la materia no grasa, 
superior al 47%, pero inferior o igual al 72%
en peso. 

EXCL. 
C AU,CA,JP, 
MY,NZ,SG 

0406.90.99 Los demás. EXCL. C AU,CA,JP,MY, NZ,SG 

1701.12.05 De remolacha. EXCL. A AU 

1701.13.01 
Azúcar de caña mencionado en la Nota 2 de 
subpartida de este Capítulo. 

EXCL. A AU 

1701.14.91 Los demás azúcares de caña. EXCL. A AU 

1701.91.04 Con adición de aromatizante o colorante. EXCL. A AU 

1701.99.99 Los demás. EXCL. A AU 

1702.90.01 Azúcar líquida refinada y azúcar invertido. EXCL. A AU 

1806.10.01 
Con un contenido de azúcar superior o igual al 
90%, en peso. 

EXCL. A AU 

1901.90.04 

Preparaciones a base de productos lácteos con un 
contenido de sólidos lácteos superior al 10%, 
acondicionadas en envases para la venta al por 
menor cuya etiqueta contenga indicaciones para la 
utilización directa del producto en la preparación de 
alimentos o postres, por ejemplo. 

EXCL. 
C AU,CA,JP, 
MY,NZ,SG 

1901.90.05 

Preparaciones a base de productos lácteos con un 
contenido de sólidos lácteos superior al 50%, en 
peso, excepto las comprendidas en la fracción 
arancelaria 1901.90.04. 

EXCL. 
C AU,CA,JP, 
MY,NZ,SG 

2106.90.05 Jarabes aromatizados o con adición de colorantes. EXCL. A AU 

” 

TRANSITORIO 

ÚNICO.- El presente Acuerdo entrará en vigor el mismo día en el que la Ley de los Impuestos Generales 
de Importación y de Exportación, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 7 de junio de 2022, entre en 
vigor, conforme a lo previsto en el Transitorio Primero del Decreto por el que se expide la misma. 

Ciudad de México, a 7 de diciembre de 2022.- La Secretaria de Economía, Raquel Buenrostro 
Sánchez.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL 
ACUERDO por el que se establece una red de dos Zonas de Refugio Pesquero Parciales Permanentes en aguas 
marinas de jurisdicción federal ubicadas en la Bahía de la Ascensión en el Estado de Quintana Roo. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- AGRICULTURA.- 
Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural. 

VÍCTOR MANUEL VILLALOBOS ARÁMBULA, Secretario de Agricultura y Desarrollo Rural, con 
fundamento en el artículo 35, fracciones XXI y XXIV de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 
4o. y 9o. de la Ley de Planeación; 1o., 2o., fracciones I y III, 4o., fracción LI, 8o., fracciones I, II, III, XII, XIV, 
XVI, XXXVIII y XLII, 10, 17, fracciones I, III, VIII, IX y X, 29, fracciones I, II y XII, 43, 55, fracción V, 124, 132, 
fracción XIX y 133 de la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables; 4o. de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo; 1o., 2o Inciso B, fracción II, 3., 5 fracción XXV, 52 y Octavo Transitorio del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural vigente, en correlación con el artículo 
Octavo Transitorio del Reglamento Interior de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca 
y Alimentación, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 25 de abril de 2012 y con los artículos 37 
y 39, fracciones VII y VIII del Reglamento Interior de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, 
Pesca y Alimentación, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 10 de julio de 2001; Primero, 
Segundo, y Tercero del Decreto por el que se establece la organización y funcionamiento del organismo 
descentralizado denominado Instituto Nacional de Pesca, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 1o. 
de julio de 2013; de conformidad con la Norma Oficial Mexicana NOM-049-SAG/PESC-2014, que determina el 
procedimiento para establecer zonas de refugio para los recursos pesqueros en aguas de jurisdicción federal 
de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación, el 14 de abril de 2014; de 
conformidad con la Norma Oficial Mexicana NOM-006-SAG/PESC-2016, para regular el aprovechamiento de 
todas las especies de langosta en las aguas de jurisdicción federal del Golfo de México y Mar Caribe,  
así como del Océano Pacífico incluyendo el Golfo de California, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación, el 7 de septiembre de 2016; de conformidad con la Modificación a la Norma Oficial Mexicana 
NOM-017-PESC-1994, para regular las actividades de pesca deportivo-recreativa en las aguas de jurisdicción 
federal de los Estados Unidos Mexicanos, publicada el 9 de mayo de 1995, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación, el 25 de noviembre de 2013, y 

CONSIDERANDO 

Que es facultad de la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural, regular, fomentar y administrar el 
aprovechamiento de los recursos pesqueros; proponer, formular, coordinar y ejecutar la política nacional de 
pesca sustentable; establecer las medidas administrativas y de control a que deban sujetarse las actividades 
de pesca y fijar los métodos y medidas para la conservación de los recursos pesqueros, así como regular las 
zonas de refugio para proteger las especies acuáticas que así lo requieran; 

Que la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables define las zonas de refugio como las áreas 
delimitadas en las aguas de jurisdicción federal, con la finalidad primordial de conservar y contribuir, natural o 
artificialmente, al desarrollo de los recursos pesqueros con motivo de su reproducción, crecimiento o 
reclutamiento, así como preservar y proteger el ambiente que lo rodea; 

Que en la zona costera del Estado de Quintana Roo, en los municipios de Felipe Carrillo Puerto y Tulum, 
se encuentra ubicada una gran extensión de áreas marinas, aproximadamente 120,000 hectáreas, que 
incluyen dos grandes bahías de aguas someras, la de Ascensión (al norte) y la de Espíritu Santo (al sur), una 
gran barrera de arrecifes de coral, y la zona de mar abierto; todas ellas de gran importancia pues ofrecen 
innumerables servicios ambientales a la economía local y regional; 

Que en dicha zona se ha registrado el desarrollo de importantes procesos de reproducción y crianza de 
diversas especies que sustentan pesquerías locales, por lo que una reducción de la mortalidad por pesca en 
estas zonas y su manejo pesquero diferenciado, se reflejaría positivamente en el crecimiento de biomasa que 
podría dispersarse hacia otras zonas de pesca adyacentes; 

Que el 14 de abril de 2014, se publicó en el Diario Oficial de la Federación, la “Norma Oficial Mexicana 
NOM-049-SAG/PESC-2014, Que determina el procedimiento para establecer zonas de refugio para los 
recursos pesqueros en aguas de jurisdicción federal de los Estados Unidos Mexicanos”, misma que establece 
4 categorías de Zonas de Refugio Pesquero: Total permanente, Total temporal, Parcial permanente y Parcial 
temporal, cada una con diferentes niveles de restricción para el desarrollo de actividades pesqueras; 

Que mediante la publicación en el Diario Oficial de la Federación, el 23 de septiembre de 2016, del 
“Acuerdo por el que se establece una red de dos zonas de refugio pesquero totales temporales en aguas 
marinas de jurisdicción federal ubicadas en la Bahía de la Ascensión en el Estado de Quintana Roo”, se 
establecieron dos polígonos como Zonas de Refugio Pesquero Totales Temporales, en las cuales, no podrán 
llevarse a cabo actividades de pesca comercial, ni de consumo doméstico de especies de flora y fauna 
acuáticas y la pesca deportivo-recreativa, podrá llevarse a cabo bajo la modalidad de “captura y liberación”; 
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Que el plazo de 5 años señalado en el párrafo anterior concluyó el día 24 de septiembre de 2021, sin que 
se pudiera extender la vigencia de la zona por cuestiones de tipo administrativo, aunque se mantiene el 
interés de la Sociedad Cooperativa de Producción Pesquera Pescadores de Vigía Chico, S. C. de R. L., en 
mantener y adecuar el estatus de los dos polígonos previamente considerados como Zonas de Refugio 
Pesquero Totales Temporales para convertirlas en Zonas de Refugio Pesquero Parciales Permanentes, 
ubicada dentro de su área de concesión pesquera, con una nueva vigencia de 5 años, destacando que los 
procesos y estudios requeridos se vieron afectados en su realización por la pandemia de COVID-19, durante 
los años 2020 y 2021; 

Que la Sociedad Cooperativa de Producción Pesquera Pescadores de Vigía Chico, S. C. de R. L., donde 
laboran 68 personas con un total de 68 embarcaciones menores y quienes poseen una concesión exclusiva 
para la pesca de langosta en esta zona, han manifestado su interés en volver a formalizar el acuerdo para 
establecer dos zonas de refugio pesquero dentro de su área de concesión pesquera: Niche Habin y Punta San 
Juan, ambas con una nueva vigencia de 5 años, mediante escrito dirigido al Comisionado Nacional de 
Acuacultura y Pesca, por lo que es factible apoyar el restablecimiento de las dos zonas de refugio pesquero 
como figuras de manejo adecuadas para la recuperación de los niveles de biomasa de las principales 
especies de aprovechamiento comercial y de varias otras de forma indirecta, todas ellas reguladas por la  
Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables; 

Que existe evidencia documental de los efectos positivos que ha generado en otros países el 
establecimiento de reservas marinas, como modelos de administración y protección de especies 
aprovechadas en la actividad pesquera, en donde se dan a conocer resultados favorables en cuanto al 
incremento de la biomasa, las tallas de animales y la biodiversidad en general; 

Que los efectos positivos de las zonas de refugio están directamente relacionados con la biología de las 
especies que en ellas habitan, por lo que se ha considerado un periodo de cinco años, como el tiempo mínimo 
en el que podrá apreciarse, medirse y evaluarse el efecto de crecimiento de las poblaciones de langosta, 
peces y otros recursos que habitan en las zonas establecidas en la red a que se refiere este Acuerdo, dado el 
nivel de dispersión esperada de la biomasa de dichas poblaciones; 

Que derivado de la opinión técnica No. RJL/INAPESCA/DGAIPA/361/2021 de fecha 12 de abril de 2021 y 
de la opinión técnica adicional No. RJL/INAPESCA/DGAIPA/473/2021, de fecha 15 de junio de 2021, ambas 
de la Dirección General Adjunta de Investigación Pesquera del Atlántico del Instituto Nacional de Pesca y 
Acuacultura (INAPESCA), se considera viable el restablecer y modificar la categoría de las dos Zonas de 
Refugio Pesquero previamente Totales Temporales para que se conviertan en Parciales Permanentes; a fin 
de proteger los sitios donde ocurren las agregaciones reproductivas de diferentes especies de meros (Familia 
Serranidae) durante un período total de 5 años adicionales para las Zonas de Refugio Pesquero Parciales 
Permanentes denominadas “Niche Habin” y “Punta San Juan”, ubicadas en las aguas de jurisdicción federal 
de la Bahía de la Ascensión, en el Estado de Quintana Roo; 

Que en consecuencia, motivándose las presentes disposiciones en razones de orden técnico y de interés 
público, he tenido a bien emitir el siguiente: 

ACUERDO POR EL QUE SE ESTABLECE UNA RED DE DOS ZONAS DE REFUGIO PESQUERO 
PARCIALES PERMANENTES EN AGUAS MARINAS DE JURISDICCIÓN FEDERAL UBICADAS EN LA 

BAHÍA DE LA ASCENSIÓN EN EL ESTADO DE QUINTANA ROO 

ARTÍCULO PRIMERO. La Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural, a través de la Comisión  
Nacional de Acuacultura y Pesca (CONAPESCA) y con base en la opinión técnica del Instituto Nacional de 
Pesca y Acuacultura (INAPESCA) establece dos Zonas de Refugio Pesquero Parciales Permanentes, 
ubicadas en aguas marinas de jurisdicción federal de la zona de la Bahía de la Ascensión, en la costa Este de 
Quintana Roo, por un periodo de 5 años, conforme a los polígonos delimitados por las siguientes coordenadas 
(ANEXO ÚNICO): 

NICHE HABIN 

Punto Latitud Norte Longitud Oeste Superficie (ha) Dimensiones 

A 19.71858698 -87.3950122 

1,582.86 Ha. 15.82 km2 
B 19.76496907 -87.4141194 

C 19.77232459 -87.3771060 

D 19.72393123 -87.3769820 
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PUNTA SAN JUAN 

Punto Latitud Norte Longitud Oeste Superficie (ha) Dimensiones 
A 19.88968926 -87.4129958 

1,628.41 Ha. 16.28 km2 
B 19.92918115 -87.4130975 

C 19.92922333 -87.3774768 

D 19.88976831 -87.3773832 

 
ARTÍCULO SEGUNDO. Las disposiciones del presente Acuerdo se aplicarán a los permisionarios, 

concesionarios y unidades de producción pesquera que realizan sus actividades en aguas marinas de 
jurisdicción federal de la Bahía de la Ascensión, en el Estado de Quintana Roo. 

ARTÍCULO TERCERO. De conformidad con el numeral 4.2.2 de la “Norma Oficial Mexicana  
NOM-049-SAG/PESC-2014, Que determina el procedimiento para establecer zonas de refugio para los 
recursos pesqueros en aguas de jurisdicción federal de los Estados Unidos Mexicanos”, en las Zonas de 
Refugio Pesquero Parciales Permanentes, sólo podrá llevarse a cabo actividades de pesca comercial, 
deportiva-recreativa o de consumo doméstico sobre una o varias especies de flora y fauna acuática, a partir 
del establecimiento de la misma y únicamente mediante el uso de artes o métodos de pesca específicos de 
carácter altamente selectivo. 

Conforme a lo anterior, en las dos Zonas de Refugio Pesquero Parciales Permanentes, únicamente 
podrán llevarse a cabo las siguientes actividades: 

 Pesca comercial de langosta del Caribe (Panulirus argus) utilizando lazo o jamo mediante el buceo 
libre, respetando las siguientes medidas: Talla mínima de captura de 135 milímetros de longitud 
abdominal, equivalente a 74.6 milímetros de longitud cefalotorácica y 223 milímetros de longitud total 
(Norma Oficial Mexicana NOM-006-SAG/PESC-2016. DOF 07/09/16). Respetar el periodo de veda 
temporal en aguas de jurisdicción federal del Golfo de México y Mar Caribe que colindan con los 
litorales de los Estados de Yucatán y Quintana Roo, del 1 de marzo al 30 de junio de cada año (Aviso 
por el que se da a conocer el establecimiento de épocas y zonas de veda para la pesca de diferentes 
especies de la fauna acuática en aguas de jurisdicción federal de los Estados Unidos Mexicanos. 
DOF 16/03/94). 

 Pesca deportivo-recreativa bajo la modalidad de “captura y liberación”. 

 Pesca de consumo doméstico de sierra (Scomberomorus macultaus) y macarela (Scomberomorus 
cavalla) usando línea de mano con troleo y curricán con 1 o 2 anzuelos del número 6/0 y 7/0. 

Las disposiciones establecidas en el presente Acuerdo, no aplican para las especies acuáticas que se 
encuentren bajo un estatus de protección en la Norma Oficial Mexicana NOM-059-SEMARNAT-2010, 
protección ambiental-especies nativas de México de flora y fauna silvestres-categorías de riesgo y 
especificaciones para su inclusión, exclusión o cambio-lista de especies en riesgo, publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 30 de diciembre de 2010, cuyas medidas de conservación y aprovechamiento están 
administradas por la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (SEMARNAT). 

ARTÍCULO CUARTO. Las personas que contravengan el presente Acuerdo, se harán acreedoras a las 
sanciones que para el caso establece el artículo 133 de la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables, 
y demás disposiciones legales aplicables. 

ARTÍCULO QUINTO. La vigilancia del cumplimiento de este Acuerdo estará a cargo de la Secretaría de 
Agricultura y Desarrollo Rural, por conducto de la Comisión Nacional de Acuacultura y Pesca, así como de la 
Secretaría de Marina, cada una en el ámbito de sus respectivas competencias. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

SEGUNDO. La Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural, a través de la CONAPESCA realizara las 
gestiones y trámites necesarios para que previo a la conclusión de la vigencia de la Zona de Refugio 
Pesquero Parcial Permanente, conforme a las evaluaciones que realice con el fin de conocer los resultados 
respecto a los objetivos del establecimiento de dicha zona y con base en la opinión técnica del INAPESCA, se 
determine la permanencia, modificación o eliminación de la Red de dos Zonas de Refugio Pesquero Parciales 
Permanentes, apegándose a lo establecido en la Norma Oficial Mexicana NOM-049-SAG/PESC-2014, y 
demás disposiciones jurídicas aplicables. 

Ciudad de México, a 11 de noviembre de 2022.- El Secretario de Agricultura y Desarrollo Rural, Víctor 
Manuel Villalobos Arámbula.- Rúbrica. 
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ANEXO ÚNICO 
1. Las Zonas de Refugio se delimitan y se describen a continuación: 

En la Figura 1, se presenta la delimitación de las Zonas de Refugio Pesquero Parciales Permanentes en 
aguas marinas de jurisdicción federal ubicadas en la Bahía de la Ascensión en el Estado de Quintana Roo. 

 
Figura 1. Delimitación y descripción de las Zonas de Refugio Pesquero Parciales Permanentes en la Bahía 

de la Ascensión, ubicada en el Estado de Quintana Roo (El plano de ubicación contenido en el presente 
Acuerdo es con fines específicamente de referencia geográfica y sin valor cartográfico). 

Coordenadas de vértices que delimitan las Zonas de Refugio Pesquero Parciales Permanentes en la 
Bahía de la Ascensión, ubicada en el Estado de Quintana Roo. 

NICHE HABIN 
Punto Latitud Norte Longitud Oeste Superficie (ha) Dimensiones 

A 19.71858698 -87.3950122 

1,582.86 Ha. 15.82 km2 
B 19.76496907 -87.4141194 
C 19.77232459 -87.3771060 
D 19.72393123 -87.3769820 

 
PUNTA SAN JUAN 

Punto Latitud Norte Longitud Oeste Superficie (ha) Dimensiones 
A 19.88968926 -87.4129958 

1,628.41 Ha. 16.28 km2 
B 19.92918115 -87.4130975 
C 19.92922333 -87.3774768 
D 19.88976831 -87.3773832 

 
El plano oficial de las Zonas de Refugio Pesquero Parciales Permanentes, obra en las oficinas de la 

Comisión Nacional de Acuacultura y Pesca, Órgano Administrativo Desconcentrado de la Secretaría de 
Agricultura y Desarrollo Rural, ubicada en: Avenida Camarón Sábalo Número 1210, Fraccionamiento Sábalo 
Country Club, Código Postal 82100, Mazatlán, Sinaloa. 

________________________ 
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SECRETARIA DE LA FUNCION PUBLICA 
CIRCULAR por la que se comunica a las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, a las 
empresas productivas del Estado, así como a las entidades federativas, municipios y alcaldías de la Ciudad de 
México, que deberán abstenerse de aceptar propuestas o celebrar contratos con la empresa Protectoseal, S.A.  
de C.V. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- FUNCIÓN PÚBLICA.- 
Secretaría de la Función Pública.- Órgano Interno de Control en la Procuraduría Federal del Consumidor.- 
Área de Responsabilidades.- Expediente: PASPC/001/2022. 

CIRCULAR 003/2022 

Circular por la que se comunica a las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, a 

las empresas productivas del Estado, así como a las entidades federativas, municipios y alcaldías de la 

Ciudad de México, que deberán abstenerse de aceptar propuestas o celebrar contratos con la empresa 

PROTECTOSEAL, S.A. DE C.V. 

OFICIALES MAYORES DE LAS DEPENDENCIAS, FISCALÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA Y EQUIVALENTES DE 

LAS ENTIDADES DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL Y DE LOS GOBIERNOS DE LAS ENTIDADES 

FEDERATIVAS. 

PRESENTES 

Con fundamento en los artículos 14, 16 y 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 1, 26 y 37, fracción XII de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 1, fracción IV, 59, 

60 fracción III y párrafo segundo y 61 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector 

Público, y; 38, fracción III, numeral 12, del Reglamento Interior de la Secretaría de la Función Pública, 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el dieciséis de abril de dos mil veinte; se hace del conocimiento 

que esta autoridad administrativa emitió resolución de fecha veinticuatro de noviembre de dos mil veintidós, 

dictada en el expediente administrativo de Sanción a Licitantes, Proveedores y Contratistas PASPC/001/2022, 

a través de la cual se impuso a la persona moral PROTECTOSEAL, S.A. DE C.V., la sanción administrativa 

consistente en inhabilitación por 3 (tres) meses, en este sentido, el término de la inhabilitación se 

computará a partir del día subsecuente a aquél en que se publique la circular respectiva en el Diario Oficial de 

la Federación; por lo que no podrá por si misma o a través de interpósita persona, presentar propuestas, ni 

celebrar contrato alguno con las Dependencias y Entidades de la Administración Pública Federal, ni con 

Entidades Federativas, los Municipios o sus Entes Públicos, cuando utilicen total o parcialmente recursos 

federales, conforme a los convenios que celebrarán con el Ejecutivo Federal; así como contratos regulados 

por la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público y/o Ley de Obras Públicas y 

Servicios Relacionados con las mismas. 

Lo anterior, en el entendido de que los contratos regulados y que actualmente se tengan formalizados con 

la empresa PROTECTOSEAL, S.A. DE C.V., no quedarán comprendidos en la aplicación de esta circular, en 

términos del artículo 112 del Reglamento de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del  

Sector Público. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 05 de diciembre de 2022.- El Titular del Área de Responsabilidades del Órgano 

Interno de Control en la Procuraduría Federal del Consumidor, Lic. Miguel Ángel Trejo Toral.- Rúbrica. 
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CIRCULAR por la que se comunica a las dependencias, Fiscalía General de la República y entidades de la 
Administración Pública Federal, así como a las entidades federativas, que deberán abstenerse de aceptar 
propuestas o celebrar contratos con la persona moral Globo Tech, Sociedad Anónima de Capital Variable. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- FUNCIÓN PÚBLICA.- 
Secretaría de la Función Pública.- Órgano Interno de Control en el Fondo de Garantía y Fomento para la 
Agricultura, Ganadería y Avicultura (FONDO); Fondo Especial para Financiamientos Agropecuarios (FEFA); 
Fondo Especial de Asistencia Técnica y Garantía para Créditos Agropecuarios (FEGA) y Fondo de Garantía y 
Fomento para las Actividades Pesqueras (FOPESCA).- Expediente DS/0002/2022. 

Circular 06600/OIC-AR/FIRA/3/2022 

Circular por la que se comunica a las Dependencias, Fiscalía General de la República y Entidades de la 
Administración Pública Federal, así como a las Entidades Federativas, que deberán abstenerse de aceptar 
propuestas o celebrar contratos con la persona moral GLOBO TECH, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL 
VARIABLE. 

OFICIALES MAYORES DE LAS DEPENDENCIAS, FISCALÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA Y EQUIVALENTES DE 
LAS ENTIDADES DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL Y DE LOS GOBIERNOS DE LAS ENTIDADES 
FEDERATIVAS. 

PRESENTES. 

Con fundamento en los artículos 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, 3 
fracción III, 18, 26, 37 fracciones XII y XXIX, 47 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 2, 4, 
40, 62, fracciones I y II, 63 de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales en concordancia con la Relación 
de Entidades Paraestatales de la Administración Pública Federal sujetas a la Ley Federal de las Entidades 
Paraestatales y su Reglamento, publicada en el Diario Oficial de la Federación (DOF), siendo la última del día 
doce de agosto de dos mil veintidós, actualmente en vigor, en sus numerales 187, 188, 190 y 191, del 
apartado III. FIDEICOMISOS PÚBLICOS, de la letra A. ENTIDADES PARAESTATALES DE LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL, que señalan: FIDEICOMISOS PÚBLICOS QUE FORMAN PARTE 
DEL SISTEMA BANCARIO MEXICANO, SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO; 2, 8, 9 primer 
párrafo, 70 fracción VI, 72, 73, 76, 78, de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, de aplicación 
supletoria conforme lo dispone el artículo 79 último párrafo de la Ley de Obras Públicas y Servicios 
Relacionados con las Mismas; 77, 78 fracción I, párrafos antepenúltimo y penúltimo, 79 y demás relativos y 
aplicables de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas; 269, 271 y demás relativos 
y aplicables del Reglamento de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas; 6, fracción 
III., letra B., numeral 3., 38 fracción III, numerales 12, 13 y 19 y, 40 primer párrafo del Reglamento Interior de 
la Secretaría de la Función Pública publicado en el DOF el dieciséis de abril de dos mil veinte; y, en 
cumplimiento a lo ordenado en el Resolutivo SEGUNDO de la Resolución con número de oficio  
06600/OIC-AR/282/2022, de fecha catorce de noviembre de dos mil veintidós, que se dictó en el expediente 
número DS/0002/2022, mediante el cual se resolvió el procedimiento de sanción administrativa incoado a la 
persona moral GLOBO TECH, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE, esta Autoridad 
Administrativa hace de su conocimiento que a partir del día siguiente al que se publique la presente Circular 
en el Diario Oficial de la Federación, deberán abstenerse de recibir propuestas o celebrar contrato alguno 
sobre las materias de adquisiciones, arrendamientos, servicios, obras públicas y servicios relacionados con 
las mismas, con dicha persona moral de manera directa o por interpósita persona, por el plazo de 3 meses. 

En virtud de lo señalado en el párrafo anterior, los contratos adjudicados y los que actualmente se tengan 
formalizados con el mencionado infractor, no quedarán comprendidos en la aplicación de la presente Circular. 

Las Entidades Federativas y los Municipios interesados deberán cumplir con lo señalado en esta Circular 
cuando las adquisiciones, arrendamientos y servicios, así como la obra pública que contraten, se realicen con 
cargo total o parcial a fondos federales, conforme a los convenios que celebren con el Ejecutivo Federal. 

El plazo señalado, quedará sujeto a lo dispuesto por el penúltimo párrafo del artículo 78 de la Ley de 
Obras y Servicios Relacionados con las Mismas, por lo que una vez transcurrido el plazo antes señalado y 
pagado la multa impuesta concluirán los efectos de la presente Circular, lo que podrá verificarse en el 
Directorio de Proveedores y Contratistas Sancionados de la Secretaría de la Función Pública, en la página 
web: http://directoriosancionados.funcionpublica.gob.mx/SanFicTec/jsp/Ficha_Tecnica/SancionadosN.htm 

La presente circular, se emite en la Ciudad de Morelia, Michoacán, a dieciocho de noviembre de dos mil 
veintidós, por el Lic. Luis Alfredo Hernández Velázquez, Titular del Área de Responsabilidades del Órgano 
Interno de Control en el Fondo de Garantía y Fomento para la Agricultura, Ganadería y Avicultura (FONDO); 
en el Fondo Especial para Financiamientos Agropecuarios (FEFA); en el Fondo Especial de Asistencia 
Técnica y Garantía para Créditos Agropecuarios (FEGA) y en el Fondo de Garantía y Fomento para las 
Actividades Pesqueras (FOPESCA).- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE EDUCACION PUBLICA 
CONVENIO de Colaboración para el desarrollo del Programa Fortalecimiento a la Excelencia Educativa, que 
celebran la Secretaría de Educación Pública y el Estado de Oaxaca. 

 

CONVENIO DE COLABORACIÓN QUE CELEBRAN POR UNA PARTE, EL GOBIERNO DE MÉXICO, POR 

CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN PÚBLICA, EN LO SUCESIVO “LA SEP”, REPRESENTADA POR EL 

SUBSECRETARIO DE EDUCACIÓN SUPERIOR, DR. FRANCISCO LUCIANO CONCHEIRO BÓRQUEZ, ASISTIDO POR 

EL DIRECTOR GENERAL DE EDUCACIÓN SUPERIOR PARA EL MAGISTERIO, MTRO. MARIO ALFONSO CHÁVEZ 

CAMPOS Y POR LA OTRA, EL GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE OAXACA, REPRESENTADO 

POR EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL MTRO. ALEJANDRO ISMAEL MURAT HINOJOSA, ASISTIDO POR LA 

SECRETARÍA GENERAL DE GOBIERNO DEL ESTADO DE OAXACA REPRESENTADA POR SU TITULAR 

EL ING. FRANCISCO JAVIER GARCÍA LÓPEZ, CON LA COMPARECENCIA DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL 

PODER EJECUTIVO DEL ESTADO DE OAXACA REPRESENTADA POR SU TITULAR EL LIC. JORGE ANTONIO 

HIDALGO TIRADO; Y CON LA ASISTENCIA DEL INSTITUTO ESTATAL DE EDUCACIÓN PÚBLICA DE OAXACA, 

REPRESENTADO POR EL ENCARGADO DE DESPACHO, LIC. ERNESTO LÓPEZ MONTERO, EN LO SUCESIVO 

“EL GOBIERNO DEL ESTADO DE OAXACA”, A QUIENES DE MANERA CONJUNTA SE DENOMINARÁ COMO 

“LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS SIGUIENTES ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y CLÁUSULAS: 

ANTECEDENTES 

1.- Con la finalidad de contribuir a elevar la calidad en la formación inicial de los docentes, mediante el 
desarrollo de acciones estratégicas que tengan incidencia en las prácticas académicas y en la gestión de las 
Instituciones de Formación Docente Públicas, surge el Programa Fortalecimiento a la Excelencia Educativa, 
iniciativa que sustenta su creación en los Foros de Consulta realizados por la actual administración federal, 
definiendo que la educación es base de la Cuarta Transformación ya que la educación es un derecho de todos 
que hay que hacer efectivo, y no un privilegio de unos cuantos. Acorde con esta iniciativa, el “PROFEXCE”, se 
adscribe al Eje 2 Política Social del Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 a través del cual se articularán las 
acciones del Gobierno Federal en el ámbito educativo siendo una de sus vertientes la de garantizar el acceso 
efectivo de las y los mexicanos a una educación de excelencia, con los cuales este programa contribuye con 
acciones puntuales y pertinentes para alcanzar el objetivo enunciado. 

Y con el Objetivo de Desarrollo Sostenible (ODS) 4, que establece "garantizar una educación inclusiva, 
equitativa y de calidad y promover oportunidades de aprendizaje a lo largo de la vida para todos" y a la meta 
4.3 "para asegurar el acceso en condiciones de igualdad para todos los hombres y las mujeres a una 
formación técnica, profesional y superior de calidad, incluida la enseñanza universitaria". Para cumplir con 
ello, la SEP ha impulsado la integración de Programas Presupuestarios como el S300 Programa 
Fortalecimiento a la Excelencia Educativa, enfocado en la revisión de los planes de estudio y su validación por 
parte de instituciones reconocidas; la definición de contenidos, enfoques de enseñanza, normas y estándares 
de evaluación de resultados; la inclusión de nuevas asignaturas, así como la posibilidad de establecer 
mecanismos para que los/as educandos/as tengan acceso a diversos materiales educativos; aspectos 
esenciales para que se puedan proporcionar y fortalecer la excelencia de la educación en estos  
niveles educativos. 

2.- Con fecha 29 de diciembre de 2021 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Acuerdo 
Secretarial número 34/12/21, por el que se emiten las Reglas de Operación del PROGRAMA 
FORTALECIMIENTO A LA EXCELENCIA EDUCATIVA, en lo sucesivo “LAS REGLAS”, con el objeto de 
otorgar transparencia y asegurar la aplicación eficiente, eficaz, oportuna y equitativa de los recursos públicos 
asignados al PROGRAMA FORTALECIMIENTO A LA EXCELENCIA EDUCATIVA, en lo sucesivo 
“PROFEXCE”, las cuales establecen las disposiciones a las que se debe sujetarse dicho programa. 

3.- El “PROFEXCE” busca dirigir la asignación de los recursos a los proyectos integrales, que tengan 
mayor impacto en el desarrollo académico y de la gestión de los sistemas estatales de educación normal y de 
las Instituciones de Formación Docente Públicas. Se busca que la premisa de la educación, desde la inicial 
hasta la universitaria sea educar para toda la vida, específicamente, los universitarios no sólo se forman como 
profesionistas, sino que también se educan con valores, conocimiento y capacidades adecuadas para 
desarrollarse plenamente, con civismo y solidaridad social con México. Con esta acción, se pretende contribuir 
al cumplimiento de los siguientes objetivos específicos: 



24 DIARIO OFICIAL Lunes 12 de diciembre de 2022 

Académicos 

I. Elevar el aprovechamiento académico de los estudiantes normalistas. 

II. Apoyar la superación de docentes y directivos de las IFDP. 

III. Desarrollar programas de tutoría y asesoría para mejorar los procesos de formación y aprendizaje de 
los estudiantes. 

IV. Realizar el seguimiento de egresados con objeto de valorar la calidad de la formación proporcionada 
y enriquecer los procesos educativos en las IFDP. 

V. Promover la cultura de la evaluación para favorecer la acreditación de los planes y programas de 
estudios y la certificación de los procesos de gestión. 

VI. Fortalecer a las Instituciones de Formación Docente Públicas, en especial las normales bilingües 
interculturales, a fin de favorecer la adscripción de las personas docentes en las localidades y 
regiones lingüísticas a las que pertenecen, así como impulsar programas de formación, actualización 
y certificación para las futuras maestras y maestros en las lenguas de las regiones correspondientes. 

VII. Apoyar la actualización e implementación de los planes y programas de estudio de las 
escuelas normales. 

VIII. Diseñar e implementar acciones para la movilidad académica, intercambios académicos y convenios 
entre instituciones de educación superior nacionales o internacionales. 

Gestión 

A. Mejorar el mobiliario y el equipamiento con tecnologías actualizadas y la capacitación para su uso en 
las IFDP, para contribuir a la innovación y competitividad del país a través del uso de las TIC. 

B. Optimizar o ampliar la infraestructura física para el desarrollo de las actividades de todos los actores 
que participan en los procesos de la institución. 

4.- La EDINEN pretende, mediante el apoyo al desarrollo de los proyectos integrales de los ProGEN y los 
ProFEN, contribuir al logro y consolidación de un sistema estatal de educación normal de excelencia 
educativa en cada Entidad Federativa, así como al mejoramiento de las instituciones formadoras de las 
maestras y los maestros que lo integran. 

DECLARACIONES 

I.- De “LA SEP”: 

I.1 Que en términos de lo dispuesto por los artículos 2° fracción I, 26 y 38 de Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, es una dependencia de la Administración Pública Federal Centralizada 
a la cual le corresponde el ejercicio de la función social educativa, sin perjuicio de la concurrencia de los 
Estados y Municipios. 

I.2 Que el artículo 47 de la Ley General de Educación establece que la educación superior, como parte del 
Sistema Educativo Nacional y último esquema de la prestación de los servicios educativos para la cobertura 
universal prevista en el artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es el servicio 
que se imparte en sus distintos niveles, después del tipo medio superior. Está compuesta por la licenciatura, 
la especialidad, la maestría y el doctorado, así como opciones terminales previas a la conclusión de la 
licenciatura. Comprende también la educación normal en todos sus niveles y especialidades. 

Las autoridades educativas, en el ámbito de sus competencias establecerán políticas para fomentar la 
inclusión, continuidad y egreso oportuno de estudiantes inscritos en educación superior, poniendo énfasis en 
los jóvenes, y determinarán medidas que amplíen el ingreso y permanencia a toda aquella persona que, en 
los términos que señale la Ley en la materia, decida cursar este tipo de estudios, tales como el 
establecimiento de mecanismos de apoyo académico y económico que responda a las necesidades de la 
población estudiantil. Las instituciones podrán incluir, además, opciones de formación continua y actualización 
para responder a las necesidades de la transformación del conocimiento y cambio tecnológico. 

I.3 Que dentro de su estructura orgánica cuenta con la Subsecretaría de Educación Superior, a la cual se 
encuentra adscrita la Dirección General de Educación Superior para el Magisterio, en lo sucesivo 
“LA DGESuM”, misma que tiene como atribuciones, entre otras: proponer a la persona titular de la 
Subsecretaría de Educación Superior las políticas para el desarrollo de las Instituciones y programas de 
Educación Superior destinados a la formación de los profesionales de la educación en coordinación con la 
Subsecretaría de Educación Básica y la Unidad de Promoción de Equidad y Excelencia Educativa, las normas 
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pedagógicas, los planes y programas de estudio para la educación normal, y demás normativa para la 
formación de maestros de educación básica, los cuales deberán mantenerse acordes al marco de educación 
de excelencia contemplado en el Sistema para la Carrera de las Maestras y los Maestros, así como a las 
necesidades detectadas en las evaluaciones realizadas a los componentes del Sistema Educativo Nacional. 
Para tales efectos, considerará la opinión de los gobiernos de los Estados, de la Ciudad de México y de 
diversos actores sociales involucrados en la educación, así como el contenido de los proyectos y programas 
educativos que contemplen las realidades y contextos regionales y locales. De igual forma tomará en cuenta 
aquello que, en su caso, formule la Comisión Nacional para la Mejora Continua de la Educación, brindando la 
asesoría y asistencia que, en su caso, requieran las autoridades educativas para formular la referida opinión. 

Lo anterior, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 8 y 16 de su Reglamento Interior publicado en 
el Diario Oficial de la Federación el día 15 de septiembre de 2020, así como con el “Acuerdo número 01/01/21 
por el que se adscriben orgánicamente las unidades administrativas y órganos desconcentrados de la 
Secretaría de Educación Pública que se mencionan”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de 
enero de 2021. 

I.4 Que para el logro de los objetivos del “PROFEXCE” asignará a “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE 
OAXACA”, recursos públicos federales extraordinarios no regularizables para el desarrollo de los proyectos 
que hayan obtenido resultados favorables en el dictamen emitido por la DGESuM y la SES con base en la 
evaluación realizada a la planeación de la EDINEN y proyectos integrales de los ProGEN y los ProFEN. 

I.5 Que cuenta con los recursos financieros necesarios para llevar a cabo el objeto de este Convenio en su 
presupuesto autorizado para el Ejercicio fiscal 2022. 

I.6 Que sus representantes suscriben y participan respectivamente del presente instrumento de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 8 fracción IX y 16 de su Reglamento Interior. 

I.7 Que para efectos del presente instrumento jurídico señala como domicilio el ubicado en la calle de 
República de Brasil número 31, Oficina 306, Colonia Centro Histórico, C.P. 06029, Alcaldía Cuauhtémoc, en la 
Ciudad de México. 

II. De “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE OAXACA”: 

II.1 Que el Estado de Oaxaca, es una entidad libre y soberana que forma parte integrante de la 
Federación, de conformidad con lo establecido en los artículos 40, y 43, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, 1, 26 y 27 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca. 

II.2 Que el Maestro Alejandro Ismael Murat Hinojosa, en su calidad de Gobernador Constitucional del 
Estado Libre y soberano de Oaxaca cuenta con las facultades para suscribir el presente convenio y obligarse 
en los términos del mismo de conformidad con lo dispuesto en los artículos 66, 79 fracciones XIX y XXVIII de 
la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca; 2, 6 primer parrafo y 9 de la Ley Orgánica 
del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca. 

II.3 Que el Ingeniero Francisco Javier García López en su calidad de Secretario General de Gobierno del 
Estado de Oaxaca cuenta con facultades suficientes para suscribir el presente instrumento, de conformidad 
con lo dispuesto en los artículos 82 y 84 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca; 3, 
fracción I, 15 primer párrafo, 27 fracción I, 34 fracción XXVIII de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del 
Estado de Oaxaca. 

II.4 Que el Licenciado Jorge Antonio Hidalgo Tirado como titular de la Secretaría de Finanzas del Poder 
Ejecutivo del Estado de Oaxaca cuenta con las atribuciones para suscribir el presente instrumento, de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 82 y 84 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de Oaxaca; 3 fracción I, 15 primer párrafo, 27 fracción XII y 45 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del 
Estado de Oaxaca. 

II.5 Que el Licenciado Ernesto López Montero, acredita el carácter de Encargado de Despacho del Instituto 
Estatal de Educación Pública de Oaxaca, mediante nombramiento de fecha 1 de diciembre de 2021, otorgado 
a su favor por el Mtro. Alejandro Ismael Murat Hinojosa, Gobernador Constitucional del Estado Libre y 
Soberano de Oaxaca; contando con las facultades para suscribir el presente Convenio en términos de lo 
dispuesto por los artículos 1, 3, fracción II, 6 párrafo primero, 31, 59 y 60 de la Ley Orgánica del Poder 
Ejecutivo del Estado de Oaxaca; 1°, 2°, fracción I, 4°, 10, fracción II, 13, fracciones I y XIII, 14, fracción I y 20 
de la Ley de Entidades Paraestatales del Estado de Oaxaca, 13, fracción II, 21 y 22 de la Ley de Educación 
para el Estado Libre y Soberano de Oaxaca, artículo 29 último párrafo de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo 
del Estado de Oaxaca, 1, 3, 5, fracción II, 12 fracciones II y XXXIV del Decreto que reforma el Decreto N° 2, 
publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, de fecha mayo 23 de 1992, que crea el Instituto 
Estatal de Educación Pública de Oaxaca y 9 del Reglamento Interno del I.E.E.P.O., publicado en el Periódico 
Oficial del Estado, de fecha 28 de julio de 2015. 
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II.6 Que para efectos del presente Convenio, señala como su domicilio el ubicado en la Carretera 
Internacional Oaxaca-Istmo, Km 11.5 s/n, Edificio 7, Tlalixtac de Cabrera, C.P. 68270 del Estado de Oaxaca, y 
con domicilio convencional el establecido en las calles de Carlos María Bustamante y Ricardo Flores Magón, 
C.P. 68000 Municipio de Oaxaca de Juárez, Oaxaca. 

II.7 Que acorde con lo establecido en el artículo el artículo 31 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del 
Estado de Oaxaca, el Instituto Estatal de Educación Pública de Oaxaca, es responsable de dar cumplimiento 
a las obligaciones del Estado en materia educativa y le corresponde ejecutar y cumplir los convenios de 
colaboración o coordinación o de desempeño institucional que en el marco de las “REGLAS DE OPERACIÓN” 
celebre con el Gobierno de México. 

En cumplimiento a sus atribuciones y con el objeto de llevar a cabo la operación y desarrollo del 
“PROFEXCE”, de conformidad con lo establecido en “LAS REGLAS”, ambas partes suscriben el presente 
instrumento de conformidad con las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA.- El presente convenio tiene por objeto establecer las bases conforme a las cuales “LA SEP” 
apoyará a “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE OAXACA” con recursos públicos federales extraordinarios no 
regularizables correspondientes al Ejercicio fiscal 2022, por conducto de la Secretaría de Finanzas del Poder 
Ejecutivo del Estado, para la operación del “PROFEXCE” en el marco de la EDINEN, considerando la 
evaluación de la planeación de la EDINEN, de los ProGEN, los ProFEN y proyectos integrales, de 
conformidad con lo establecido en “LAS REGLAS” y demás disposiciones administrativas, presupuestarias y 
jurídicas aplicables. 

“LAS PARTES” acuerdan que los recursos destinados al programa, estarán sujetos a la disponibilidad 
presupuestaria existente en el año fiscal 2022. 

SEGUNDA.- “LA SEP” con base en la disponibilidad presupuestaria, aportará a “EL GOBIERNO DEL 
ESTADO DE OAXACA”, hasta por la cantidad de $ 30,787,458.00 ( TREINTA MILLONES SETECIENTOS 
OCHENTA Y SIETE MIL CUATROCIENTOS CINCUENTA Y OCHO PESOS 00/100 M.N.), para el desarrollo 
de los proyectos aprobados dentro del dictamen emitido en la evaluación de la planeación de la EDINEN, los 
ProGEN, los ProFEN y proyectos integrales, y de lo dispuesto en “LAS REGLAS”. 

Los recursos serán transferidos a través de la Secretaría de Finanzas del Poder Ejecutivo del Estado de 
Oaxaca, de conformidad con lo estipulado en el artículo 69 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental. 

La Secretaría de Secretaría de Finanzas del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca transferirá el recurso 
aportado por “LA SEP”, en un plazo no mayor a 10 (diez) días hábiles a partir de la fecha de recepción de 
los mismos. 

Los proyectos y objetivos particulares aprobados en el marco de la EDINEN, se mencionan en el Anexo A 
de este Convenio, describiéndose asimismo los montos asignados para cada uno de ellos. 

En caso de que “LA SEP” aporte a “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE OAXACA” recursos adicionales 
para el “PROFEXCE”, dichas aportaciones se formalizarán mediante la suscripción de Anexos de Ejecución 
los cuales una vez suscritos formarán parte del presente Convenio. 

TERCERA.- “LAS PARTES” acuerdan que los recursos económicos de la EDINEN, para los proyectos 
integrales de los ProGEN y los ProFEN no podrán ser utilizados para el financiamiento de los  
gastos siguientes: 

1. Pago de sueldos, sobresueldos, estímulos o compensaciones del personal académico y administrativo 
contratado por la Institución de Formación Docente Pública, por “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE OAXACA” 
y por “LA SEP”. 

2. Contratación de personal académico, técnico y de apoyo para incorporarse a la Institución de Formación 
Docente Pública, sin excepción. 

3. Desarrollo de cursos, talleres y demás actividades de carácter motivacional o cualquier otra ajena 
a los enfoques, propósitos y contenidos de los planes y programas de estudio de las Licenciaturas en 
Educación Normal. 

4.- Entrega de reconocimientos especiales y cualquier tipo de obsequios a personal interno o externo, 
sin excepción. 

5. Adquisición de vehículos para transporte de menos de 12 plazas (no automóviles particulares o SUV), 
solo se financian vehículos nuevos que cumplan con las especificaciones reglamentarias en cada entidad. 
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6.- Adquisición de equipo tecnológico usado de cualquier índole (solo se financia equipo tecnológico 
nuevo). 

7. Pagos de inscripciones y colegiaturas para estudios de educación superior de programas que no 
pertenecen al PNP, padrón de posgrados de la DGESuM, Centros Regionales (Chiapas, Tamaulipas y 
Sonora) o que sus beneficiarios laboren en el plantel donde se impartirá el posgrado. 

8. Otros fines distintos a los establecidos en “LAS REGLAS”. 

CUARTA.- “LAS PARTES” acuerdan que los recursos autorizados para la EDINEN, no podrán ser 
ejercidos para el pago de los gastos de las Coordinaciones Estatales, de las Instituciones de Formación 
Docente Públicas u otras instancias, entre los que se encuentran: 

● Agua, Luz, Teléfono y Predial. 

● Servicios de fletes, maniobras y seguros de bienes patrimoniales. 

● Servicios de vigilancia. 

● Cualquier tipo de cargo o impuesto derivado por obligaciones fiscales. 

● Comisiones por manejo de cuentas bancarias o gastos de representación. 

QUINTA.- Para la coordinación de las acciones de la EDINEN establecidas en el presente Convenio, 
“LA SEP” designa a la Dirección General de Educación Superior para el Magisterio como responsable. 

Por su parte, “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE OAXACA”, designa al Instituto Estatal de Educación 
Pública de Oaxaca como responsable de la operación de la EDINEN en la entidad. 

Los responsables designados tendrán a su cargo el seguimiento de todas las acciones relacionadas 
con la emisión de informes de avances y resultados, el desarrollo, operación y demás establecidas en 
“LAS REGLAS”. 

SEXTA.- “LA SEP”, por conducto de la DGESuM en cumplimiento a este Convenio se compromete a: 

a) Definir los criterios generales para la planeación, operación, supervisión, seguimiento y evaluación 
del “PROFEXCE”, además de resolver cualquier duda que se genere derivado de la interpretación, 
aplicación y cumplimiento de “LAS REGLAS”. 

b) Asignar y distribuir los recursos financieros a “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE OAXACA” para los 
proyectos integrales de los ProGEN y los ProFEN de la EDINEN que hayan sido aprobados, 
considerando los montos asignados, como lo establece el Anexo A, el cual forma parte integrante del 
presente Convenio. 

c) Presentar a las instancias correspondientes, los informes periódicos sobre el cumplimiento de los 
indicadores de resultados cuantitativos y cualitativos, a fin de establecer los criterios y aspectos a 
revisar para la actualización de la EDINEN, y proyectos integrales de los ProGEN y los ProFEN, así 
como el impacto en las Instituciones de Formación Docente Públicas. Dichos informes deberán 
apegarse a “LAS REGLAS” y demás disposiciones aplicables. 

d) Difundir la información de los avances y el cumplimiento de metas de la EDINEN, y proyectos 
integrales de los ProGEN y los ProFEN en sus respectivos órganos oficiales de difusión: 
http://www.gob.mx/sep y en la página http://www.dgesum.sep.gob.mx 

e) Conformar el Comité de Pares Académicos para la evaluación de la planeación de la EDINEN, los 
ProGEN, los ProFEN y los proyectos integrales, en el marco de la EDINEN, el cual estará integrado 
por personal académico de prestigio que se rija bajo los principios de objetividad, imparcialidad, 
transparencia, equidad y congruencia, a fin de dar certeza sobre el correcto desarrollo de las tareas 
que le han sido encomendadas. 

f) Asegurar el objetivo fundamental del “PROFEXCE”, a través del seguimiento, supervisión y 
monitoreo del desarrollo del mismo y su incidencia en el mejoramiento de las Instituciones de 
Formación Docente Públicas, de modo que se identifiquen los factores institucionales que favorezcan 
o dificulten su cumplimiento. 

g) Verificar que “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE OAXACA” reintegre a la Tesorería de la Federación, 
los recursos económicos que no se destinen a los fines autorizados y aquellos que no sean 
devengados, en los términos y plazos que establece la normatividad aplicable. 
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h) Integrar, analizar y concentrar los formatos establecidos para el cierre del ejercicio programático 
presupuestal, dicha información se remitirá en documentos y medios magnéticos a las instancias 
coordinadoras que lo soliciten, en los plazos y términos establecidos para tal fin; así como solicitar a 
“EL GOBIERNO DEL ESTADO DE OAXACA” las aclaraciones a que haya lugar; en caso de que esta 
parte incumpla con la información, se notificará a la Secretaría de la Función Pública. 

i) Establecer los calendarios de captura, aclaración, y cierre del sistema informático diseñado para el 
seguimiento, evaluación y rendición de cuentas de la EDINEN, a fin de informar con oportunidad a la 
Cámara de Diputados. 

j) Remitir a “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE OAXACA” el oficio de liberación Anexo 7A al momento 
que se concluyan al 100% las obras públicas y acciones comprometidas y se demuestre la aplicación 
correcta de los recursos. 

k) Presentar a la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, a la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público y a la Secretaría de la Función Pública, los informes trimestrales sobre el 
presupuesto ejercido, a nivel de capítulo y concepto de gasto, así como el cumplimiento de las metas 
y objetivos del “PROFEXCE”, con base a lo establecido en “LAS REGLAS”, y 

l) Resolver cualquier duda que se genere en relación con la interpretación, aplicación o cumplimiento 
de “LAS REGLAS”. 

SÉPTIMA.- “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE OAXACA”, se obliga a: 

a) Destinar los recursos que reciba de “LA SEP”, exclusivamente a los fines establecidos en 
“LAS REGLAS”. 

b) Apegarse a las disposiciones establecidas en “LAS REGLAS”, así como a los criterios para la 
instrumentación del “PROFEXCE”. 

c) Garantizar las condiciones organizativas, logísticas y operativas para la coordinación, desarrollo, 
seguimiento y evaluación del “PROFEXCE” en su entidad. 

d) Realizar la reprogramación de su EDINEN, en el plazo establecido por la DGESuM. 

e) Entregar el recurso autorizado por “LA SEP” a cada IFDP para la ejecución de sus ProFEN, dentro 
de los 10 días hábiles siguientes a la recepción de los mismos, de acuerdo con los resultados del 
proceso de evaluación, transfiriéndolo en las cuentas bancarias previstas para tal fin. 

f) Administrar y aplicar los recursos autorizados en el desarrollo de los proyectos integrales aprobados 
en el marco de la EDINEN, los ProGEN y los ProFEN de conformidad con “LAS REGLAS”. 

g) Supervisar el eficiente ejercicio de los recursos destinados al “PROFEXCE”, de conformidad con lo 
establecido en “LAS REGLAS”, y en la normativa aplicable. 

h) Cumplir en tiempo y forma con el ejercicio y comprobación de los recursos en el marco del presente 
Convenio de Colaboración, así como en los Convenios de Desempeño Institucional para el desarrollo 
de la EDINEN. 

i) Promover la integración de equipos de trabajo con las competencias requeridas para realizar, de 
manera sistemática y continua, actividades de planeación, actualización, capacitación, asesoría, 
seguimiento y evaluación para la implementación de la EDINEN, y proyectos integrales de los 
ProGEN y los ProFEN. 

j) Brindar apoyo y asesoría técnica a las Instituciones de Formación Docente Públicas, mediante la 
implementación de propuestas de formación continua, así como realizar visitas periódicas a fin de 
proporcionar recomendaciones, reflexionar sobre las dificultades y establecer estrategias que 
permitan avanzar en el cumplimiento de las metas académicas y programáticas establecidas en 
la EDINEN. 

k) Suscribir los Convenios de Desempeño Institucional con las Instituciones de Formación Docente 
Públicas beneficiadas, en los que se estipulen los compromisos que adquieren dichas instituciones 
para cumplir con las acciones y metas establecidas en sus ProFEN y su contribución al cumplimiento 
de las correspondientes a los ProGEN y la EDINEN, así como para el ejercicio y comprobación de los 
recursos asignados. 

l) Señalizar de manera visible en toda obra o bien adquirido con recursos de la EDINEN, indicando el 
nombre del Programa, el origen del recurso y el ejercicio correspondiente con el propósito de que 
sean identificadas plenamente tanto las acciones ejecutadas como las metas alcanzadas, esto con el 
fin de difundir entre la sociedad los objetivos, características y avances en el cumplimiento de metas 
de la EDINEN, así como la información acerca de los beneficios obtenidos con el ejercicio de los 
recursos asignados. 
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m) Entregar a “LA SEP” informes trimestrales sobre el presupuesto ejercido y en caso de reportar 
retrasos en el cumplimiento de las metas previstas o irregularidades en el uso de los recursos 
económicos, informándole sobre las medidas correctivas que aplicará y las estrategias de 
seguimiento que llevará a cabo para evitar futuras demoras o fallas en el ejercicio del presupuesto. 

 Así mismo remitir trimestralmente a través del Sistema de Recursos Federales Transferidos 
(https://www.mstwls.hacienda.gob.mx) establecido para tal fin por la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, el informe sobre el destino y resultados obtenidos de la aplicación de los recursos 
otorgados por “LA SEP” por el presente Convenio, de conformidad con lo establecido en las 
disposiciones aplicables. 

n) Entregar a la DGESuM una vez concluido el ejercicio de los recursos, el reporte de cierre la 
documentación comprobatoria correspondiente en un plazo no mayor de dos meses. 

o) Otorgar las facilidades para la realización de los procesos de seguimiento, supervisión y evaluación 
de la EDINEN, y proyectos integrales de los ProGEN y los ProFEN que lleven a cabo o promuevan 
“LA SEP”, la Secretaría de la Función Pública u otra instancia de control y fiscalización federal o 
estatal, con competencia en la materia, en los términos de lo dispuesto en el artículo 70 fracción I de 
la Ley General de Contabilidad Gubernamental. 

p) Verificar que para cada una de las obras de infraestructura terminadas con el presupuesto del 
“PROFEXCE”, se elabore un acta-entrega, la cual formará parte del expediente de la obra y 
constituye la prueba documental que certifica su existencia. 

q) Verificar que en cada plantel educativo se dispongan de por lo menos 10 (diez) ejemplares de 
“LAS REGLAS” a fin de que la comunidad escolar esté en posibilidades de realizar su consulta. 

r) Las transferencias federales etiquetadas que, al 31 de diciembre del ejercicio fiscal inmediato anterior 
se hayan comprometido y aquellas devengadas pero que no hayan sido pagadas deberán cubrir los 
pagos respectivos a más tardar durante el primer trimestre del ejercicio fiscal siguiente, una vez 
cumplido el plazo referido, los recursos remanentes incluyendo los rendimientos financieros 
generados, deberán reintegrarse a la Tesorería de la Federación a más tardar dentro de los 15 días 
naturales siguientes. 

s) Informar, en su caso, a la DGESuM de los reintegros realizados a la Tesorería de la Federación, 
proporcionando la correspondiente constancia en un plazo no mayor a dos días hábiles contados a 
partir de que haya sido realizado el depósito. 

t) Realizar las acciones de promoción para la integración, operación y seguimiento de la Contraloría 
Social, bajo el esquema validado por la Secretaría de la Función Pública (SFP) y de conformidad con 
las Reglas de Operación del Programa y con los Lineamientos para la Promoción y Operación de la 
Contraloría Social en los Programas Federales de Desarrollo Social vigentes, que permitan verificar 
el cumplimiento de las metas y la correcta aplicación de los recursos públicos asignados a los 
Programas de Desarrollo Social, con el objeto de otorgar transparencia y asegurar la aplicación 
eficiente, eficaz, oportuna y equitativa de los mismos. 

u) Las demás establecidas en las “REGLAS”. 

OCTAVA.- “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE OAXACA” se compromete a aperturar una cuenta bancaria 
productiva específica para la administración de los recursos autorizados para el “PROFEXCE”, la cual deberá 
estar registrada ante la Dirección General de Presupuesto y Recursos Financieros de “LA SEP”, a solicitud de 
la “DGESuM” con el objeto de recibir la aportación de recursos que le transfiera “LA SEP”. 

NOVENA.- “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE OAXACA”, se obliga a presentar a la DGESuM en un plazo 
máximo de diez días hábiles contados a partir del día siguiente de la recepción de los recursos, el 
comprobante fiscal digital por Internet (CFDI), que ampare la cantidad asignada para el desarrollo de los 
proyectos integrales de los ProGEN y los ProFEN, el cual deberá cumplir con los requisitos establecidos en 
los artículos 29 y 29-A del Código Fiscal de la Federación. 

DÉCIMA.- “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE OAXACA” se compromete a reintegrar a la Tesorería de la 
Federación en los plazos establecidos en “LAS REGLAS”, los recursos que no fueron destinados a los fines 
autorizados y aquéllos que al cierre del ejercicio no hayan sido devengados o que no se encuentren 
vinculados formalmente a compromisos y obligaciones de pago. 
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En caso de que “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE OAXACA” no reintegre en los plazos establecidos, 
deberá pagar una pena por el atraso, la cual se obtendrá multiplicando el importe no reintegrado 
oportunamente por el número de días naturales de retraso y la tasa diaria correspondiente a la establecida en 
la Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal que corresponda, referente a los casos de prórroga 
para el pago de créditos fiscales, conforme a la siguiente fórmula: 

Pena=importe x días x tasa/30 

La pena por atraso a que se refiere la presente cláusula deberá ser pagada conforme al procedimiento que 
para tal efecto establezca la SEP. 

DÉCIMA PRIMERA.- La aplicación de los recursos, su comprobación y el logro de las metas compromiso, 
será responsabilidad de “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE OAXACA”, de conformidad con lo establecido en 
“LAS REGLAS”. 

DÉCIMA SEGUNDA.- “LA SEP” derivado del seguimiento sobre el desarrollo de la EDINEN, y proyectos 
integrales de los ProGEN y los ProFEN y el uso transparente y eficaz de los recursos que se destinen al 
“PROFEXCE”, en su caso, podrá cancelar o suspender los apoyos programados cuando se detecte 
incumplimiento de los compromisos establecidos en “LAS REGLAS” o cuando se encuentren en cualquiera de 
los supuestos siguientes: 

a) No se cumpla con las obligaciones pactadas en el presente instrumento y en los Convenios de 
Desempeño Institucional. 

b) Incumplimiento en la entrega oportuna de los informes de avances técnicos, físicos y financieros, así 
como reportes del cierre de ejercicio de recursos. 

c) Se detecten desviaciones en la ejecución de los proyectos autorizados y/o en la aplicación de los 
recursos correspondientes. 

d) No ejerzan sus presupuestos de conformidad con las disposiciones aplicables, y 

e) No proporcionen la información requerida por las diferentes instancias involucradas, en relación con el 
desarrollo de la EDINEN, y proyectos integrales de los ProGEN y los ProFEN. 

DÉCIMA TERCERA.- “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE OAXACA” se compromete a comprobar el uso 
de los recursos destinados al desarrollo de los proyectos de la EDINEN, los ProGEN y los ProFEN en un 
plazo máximo de tres meses posteriores a la conclusión del ejercicio de los recursos, para lo cual se obliga a 
exhibir a la DGESuM la documentación fehaciente que ampare las cantidades erogadas en los proyectos 
realizados, con la documentación justificativa y comprobatoria que cumpla con los requisitos fiscales con sello 
que indique el nombre del programa, origen del recurso y el ejercicio correspondiente. 

DÉCIMA CUARTA.- “LAS PARTES” instrumentarán las estrategias pertinentes para la asesoría, 
seguimiento y evaluación de los procesos y resultados que permitan verificar los avances en el desarrollo y 
operación de la EDINEN, y proyectos integrales de los ProGEN y los ProFEN, constatando la correcta 
aplicación de los recursos destinados al “PROFEXCE”, los avances físicos, financieros y técnicos, la calidad 
de las obras y de los proyectos, los resultados obtenidos para la integración y consolidación de un sistema 
estatal de educación normal de excelencia educativa así como el mejoramiento de los servicios educativos y 
de la gestión de las instituciones formadoras de las maestras y los maestros. 

DÉCIMA QUINTA.- “LA SEP” de conformidad con lo dispuesto en el artículo 26 del Presupuesto de 
Egresos de la Federación para el Ejercicio fiscal 2022 y “LAS REGLAS”; realizará las distintas acciones de 
coordinación para llevar a cabo la evaluación externa del “PROFEXCE”, de acuerdo con los indicadores y los 
niveles de cumplimiento de los objetivos y metas programados; para lo cual, se seleccionará mediante los 
procedimientos establecidos en la normatividad correspondiente, una institución académica y de investigación 
u organismo especializado, de carácter nacional o internacional, con reconocimiento académico y experiencia 
en la materia, con el propósito de evaluar la pertinencia, eficacia e impacto del “PROFEXCE” en las 
Instituciones de Formación Docente Públicas, de conformidad con lo dispuesto en “LAS REGLAS”. 

DÉCIMA SEXTA.- “LAS PARTES” darán todas las facilidades para que los recursos otorgados al 
“PROFEXCE” puedan ser revisados por la Secretaría de la Función Pública, por el Órgano Interno de Control 
en “LA SEP” y/o por auditores independientes contratados para tal efecto, en coordinación con los Órganos 
Estatales de Control; por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; por la Auditoría Superior de la 
Federación; y demás instancias que en el ámbito de sus respectivas atribuciones resulten competentes, 
apegándose a lo establecido en “LAS REGLAS”. 
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DÉCIMA SÉPTIMA.- En cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 27 del Presupuesto de Egresos de la 
Federación para el ejercicio fiscal 2022 y con el propósito de fomentar la transparencia del “PROFEXCE”, 
“LAS PARTES” se comprometen a incluir claramente, visible y audible en la publicidad que se adquiera para 
la difusión, en la papelería y documentación oficial, la siguiente leyenda: 

“Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el uso para fines distintos a 
los establecidos en el programa”. 

Quien haga uso indebido de los recursos del “PROFEXCE” deberá ser denunciado y sancionado de 
acuerdo con la ley aplicable y ante la autoridad competente. 

DÉCIMA OCTAVA.- “LA SEP” y “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE OAXACA” garantizarán la 
transparencia del ejercicio de los recursos económicos destinados al “PROFEXCE”, instrumentando diversas 
acciones con el apoyo de sus respectivos medios de difusión páginas electrónicas http://www.gob.mx/sep y 
http://www.dgesum.sep.gob.mx, mismos que permitan dar a conocer la información relativa al “PROFEXCE”, 
en particular sobre los avances y cumplimiento de metas de la EDINEN, y proyectos integrales de los ProGEN 
y los ProFEN. 

DECIMO NOVENA.- El personal designado o comisionado para la ejecución de las acciones derivadas del 
presente instrumento, mantendrá su actual relación laboral y, por lo tanto, continuará bajo la dirección de 
quien lo haya nombrado o comisionado, no obstante que las actividades se realicen fuera de las instalaciones 
de cualquiera de “LAS PARTES”. 

VIGÉSIMA.- “LAS PARTES” recibirán las sugerencias, quejas o denuncias a través de las distintas 
Dependencias, Órgano Interno de Control en la SEP, el Órgano Estatal de Control, las representaciones de la 
Secretaría de Educación Pública en las Entidades Federativas, medios electrónicos y canales oficiales 
establecidos en “LAS REGLAS”, con objeto de retroalimentar una eficiente y transparente operación de la 
EDINEN, y proyectos integrales de los ProGEN y los ProFEN. 

VIGÉSIMA PRIMERA.- El incumplimiento por “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE OAXACA” de los plazos 
señalados en “LAS REGLAS” o el uso indebido del presupuesto, tendrá un impacto desfavorable en las 
subsecuentes asignaciones de recursos del “PROFEXCE” a las entidades y las escuelas normales. 

VIGÉSIMA SEGUNDA.- Los asuntos que no estén expresamente previstos en este instrumento, así como 
las dudas que pudieran surgir con motivo de la interpretación y cumplimiento del mismo, se resolverán de 
común acuerdo y por escrito entre “LAS PARTES”, conforme a las disposiciones de “LAS REGLAS” y, 
cualquier otra disposición aplicable, y en caso de que no se lograra lo anterior, acuerdan someterse a la 
competencia de los Tribunales Federales competentes, renunciando al fuero que por su domicilio presente o 
futuro pudieran tener. 

VIGÉSIMA TERCERA.- “LAS PARTES” estarán exentas de responsabilidad por los daños y perjuicios que 
se puedan derivar en caso de incumplimiento total o parcial del presente instrumento, debido a caso fortuito o 
fuerza mayor, incluyendo la huelga o paro de labores académicas o administrativas. En tales supuestos, 
“LAS PARTES” podrán continuar las acciones materia del presente convenio, una vez que desaparezcan las 
circunstancias antes indicadas. 

VIGÉSIMA CUARTA.- La vigencia de este Convenio iniciará a partir de la fecha de su firma y hasta el total 
cumplimiento de las acciones, objeto del mismo, las cuales deberán concluirse antes del 31 de diciembre del 
2022, en el entendido que sólo se refiere a los recursos públicos federales extraordinarios no regularizables 
correspondientes al Ejercicio fiscal 2022, por lo que no compromete recursos de los subsecuentes ejercicios 
fiscales. Podrá ser modificado de común acuerdo o concluido con antelación, en el marco de “LAS REGLAS” y 
la normatividad vigente aplicable, previa notificación que por escrito realice cualesquiera de “LAS PARTES” 
con treinta días naturales de anticipación; en este caso, “LA SEP” y “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE 
OAXACA” tomarán las providencias necesarias a efecto de que las acciones que se hayan iniciado en el 
marco de este Convenio, se desarrollen hasta su total conclusión. 

"Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el uso para fines distintos a 
los establecidos en el programa". Quien haga uso indebido de los recursos de este programa deberá ser 
denunciado y sancionado de acuerdo con la ley aplicable y ante la autoridad competente. 

Enteradas las partes del contenido y alcance legal del presente Convenio, lo firman de conformidad en 
cuatro tantos originales, en la Ciudad de México, el día 15 de febrero de 2022.- Por la SEP: Subsecretario de 
Educación Superior, Dr. Francisco Luciano Concheiro Bórquez.- Rúbrica.- Director General de Educación 
Superior para el Magisterio, Mtro. Mario Alfonso Chávez Campos.- Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado de 
Oaxaca: Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, Mtro. Alejandro Ismael Murat 
Hinojosa.- Rúbrica.- Secretario General de Gobierno del Estado de Oaxaca, Ing. Francisco Javier García 
López.- Rúbrica.- Secretario de Finanzas del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca, Lic. Jorge Antonio 
Hidalgo Tirado.- Rúbrica.- Encargado del Despacho del Instituto Estatal de Educación Pública de Oaxaca, 
Lic. Ernesto López Montero.- Rúbrica. 
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ANEXO A QUE FORMA PARTE INTEGRANTE DEL CONVENIO DE COLABORACIÓN PARA EL DESARROLLO DEL 

PROGRAMA FORTALECIMIENTO A LA EXCELENCIA EDUCATIVA QUE CELEBRAN, POR UNA PARTE, EL GOBIERNO 

DE MÉXICO, POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN PÚBLICA Y POR LA OTRA PARTE, 

“EL GOBIERNO DEL ESTADO DE OAXACA”, DE FECHA 15 DE FEBRERO DEL 2022, PARA LA DISTRIBUCIÓN DE LOS 

RECURSOS ASIGNADOS AL PROGRAMA A TRAVÉS DE LA EDINEN, CORRESPONDIENTES AL PRESUPUESTO DE 

EGRESOS 2022. 

No. TIPO DE PROYECTO NOMBRE DEL PROYECTO MONTO 

1 ProGEN 1 
Proyecto Estatal: Atiende a las necesidades 

de las Escuelas Normales 
 1,375,660.00 

2 ProGEN 2 
Proyecto Estatal: Atiende a las necesidades 

de la Gestión Estatal 
 1,703,086.00 

3 ProFEN 
Centro Regional de Educación Normal de 

Oaxaca 
3,640,462.00 

4 ProFEN 
Centro Regional de Educación Normal Río 

Grande 
1,951,936.00 

5 ProFEN 
Escuela Normal Bilingüe Intercultural de 

Oaxaca 
3,141,334.00 

6 ProFEN 
Escuela Normal de Educación Especial de 

Oaxaca 
2,506,448.00 

7 ProFEN 
Escuela Normal Experimental de 

Teposcolula 
2,235,610.00 

8 ProFEN Escuela Normal Experimental Huajuapan 3,107,563.00

9 ProFEN 
Escuela Normal Experimental "Pdte. Lázaro 

Cárdenas", Putla 
2,363,936.00

10 ProFEN 
Escuela Normal Experimental "Pdte. 

Venustiano Carranza" Cacahuatepec 
1,891,149.00 

11 ProFEN 
Escuela Normal Rural Vanguardia 

Tamazulapan 
3,945,072.00 

12 ProFEN Escuela Normal Urbana Federal del Istmo 2,925,202.00 

 

 Total de la Entidad:

$ 30,787,458.00 

 

(TREINTA MILLONES SETECIENTOS OCHENTA Y SIETE MIL CUATROCIENTOS CINCUENTA Y 
OCHO PESOS 00/100 M.N.) 

"Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el uso para fines distintos a 
los establecidos en el programa". Quien haga uso indebido de los recursos de este programa deberá ser 
denunciado y sancionado de acuerdo con la ley aplicable y ante la autoridad competente. 

Enteradas las partes del contenido y alcance de este Anexo A, lo firman en cuatro tantos originales, 
en la Ciudad de México, el 15 de febrero de 2022.- Por la SEP: Subsecretario de Educación Superior, 
Dr. Francisco Luciano Concheiro Bórquez.- Rúbrica.- Director General de Educación Superior para el 
Magisterio, Mtro. Mario Alfonso Chávez Campos.- Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado de Oaxaca: 
Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, Mtro. Alejandro Ismael Murat 
Hinojosa.- Rúbrica.- Secretario General de Gobierno del Estado de Oaxaca, Ing. Francisco Javier García 
López.- Rúbrica.- Secretario de Finanzas del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca, Lic. Jorge Antonio 
Hidalgo Tirado.- Rúbrica.- Encargado del Despacho del Instituto Estatal de Educación Pública de Oaxaca, 
Lic. Ernesto López Montero.- Rúbrica. 
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CONVENIO de Colaboración para el desarrollo del Programa Fortalecimiento a la Excelencia Educativa, que 
celebran la Secretaría de Educación Pública y el Estado de Puebla. 

 

CONVENIO DE COLABORACIÓN QUE CELEBRAN POR UNA PARTE, EL GOBIERNO DE MÉXICO, POR 

CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN PÚBLICA, EN LO SUCESIVO “LA SEP”, REPRESENTADA POR EL 

SUBSECRETARIO DE EDUCACIÓN SUPERIOR C. FRANCISCO LUCIANO CONCHEIRO BÓRQUEZ, ASISTIDO 

POR EL DIRECTOR GENERAL DE EDUCACIÓN SUPERIOR PARA EL MAGISTERIO C. MARIO ALFONSO CHÁVEZ 

CAMPOS Y POR LA OTRA, EL GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE PUEBLA, REPRESENTADO POR SU 

GOBERNADOR CONSTITUCIONAL EL C. LUIS MIGUEL GERÓNIMO BARBOSA HUERTA, ASISTIDO POR LA 

SECRETARÍA DE EDUCACIÓN REPRESENTADA POR SU TITULAR EL C. MELITÓN LOZANO PÉREZ, CON 

LA COMPARECENCIA DE LA SECRETARÍA DE PLANEACIÓN Y FINANZAS REPRESENTADA POR SU TITULAR LA 

C. MARÍA TERESA CASTRO CORRO, EN LO SUCESIVO “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE PUEBLA”, A QUIENES DE 

MANERA CONJUNTA SE DENOMINARÁ COMO “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS SIGUIENTES ANTECEDENTES, 

DECLARACIONES Y CLÁUSULAS: 

ANTECEDENTES 

1.- Con la finalidad de contribuir a elevar la calidad en la formación inicial de los docentes mediante el 

desarrollo de acciones estratégicas que tengan incidencia en las prácticas académicas y en la gestión de las 

Instituciones de Formación Docente Públicas, surge el Programa Fortalecimiento a la Excelencia Educativa, 

iniciativa que sustenta su creación en los Foros de Consulta realizados por la actual administración federal, 

definiendo que la educación es base de la Cuarta Transformación ya que la educación es un derecho de todos 

que hay que hacer efectivo, y no un privilegio de unos cuantos. Acorde con esta iniciativa el “PROFEXCE” se 

adscribe al Eje 2 Política Social del Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, a través del cual se articularán las 

acciones del Gobierno Federal en el ámbito educativo siendo una de sus vertientes la de garantizar el acceso 

efectivo de las y los mexicanos a una educación de excelencia, con los cuales este programa contribuye con 

acciones puntuales y pertinentes para alcanzar el objetivo enunciado. 

Y con el Objetivo de Desarrollo Sostenible (ODS) 4, que establece "garantizar una educación inclusiva, 

equitativa y de calidad y promover oportunidades de aprendizaje a lo largo de la vida para todos"; y a la meta 

4.3 "para asegurar el acceso en condiciones de igualdad para todos los hombres y las mujeres a una 

formación técnica, profesional y superior de calidad, incluida la enseñanza universitaria". Para cumplir con 

ello, la SEP ha impulsado la integración de Programas Presupuestarios como el S300 Programa 

Fortalecimiento a la Excelencia Educativa, enfocado en la revisión de los planes de estudio y su validación por 

parte de instituciones reconocidas; la definición de contenidos, enfoques de enseñanza, normas y estándares 

de evaluación de resultados; la inclusión de nuevas asignaturas, así como la posibilidad de establecer 

mecanismos para que los/as educandos/as tengan acceso a diversos materiales educativos; aspectos 

esenciales para que se puedan proporcionar y fortalecer la excelencia de la educación en estos niveles 

educativos. 

2.- Con fecha 29 de diciembre de 2021 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Acuerdo 

Secretarial número 34/12/21, por el que se emiten las Reglas de Operación del PROGRAMA 

FORTALECIMIENTO A LA EXCELENCIA EDUCATIVA, en lo sucesivo “LAS REGLAS”, con el objeto de 

otorgar transparencia y asegurar la aplicación eficiente, eficaz, oportuna y equitativa de los recursos públicos 

asignados al PROGRAMA FORTALECIMIENTO A LA EXCELENCIA EDUCATIVA, en lo sucesivo 

“PROFEXCE”, las cuales establecen las disposiciones a las que se debe sujetarse dicho programa. 

3.- El “PROFEXCE” busca dirigir la asignación de los recursos a los proyectos integrales, que tengan 

mayor impacto en el desarrollo académico y de la gestión de los sistemas estatales de educación normal y de 

las Instituciones de Formación Docente Públicas. Se busca que la premisa de la educación desde la inicial 

hasta la universitaria sea educar para toda la vida, específicamente, los universitarios no sólo se forman como 

profesionistas, sino que también se educan con valores, conocimiento y capacidades adecuadas para 

desarrollarse plenamente, con civismo y solidaridad social con México. Con esta acción, se pretende contribuir 

al cumplimiento de los siguientes objetivos específicos: 
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Académicos 

I. Elevar el aprovechamiento académico de los estudiantes normalistas. 

II. Apoyar la superación de docentes y directivos de las IFDP. 

III. Desarrollar programas de tutoría y asesoría para mejorar los procesos de formación y aprendizaje de 

los estudiantes. 

IV. Realizar el seguimiento de egresados con objeto de valorar la calidad de la formación proporcionada 

y enriquecer los procesos educativos en las IFDP. 

V. Promover la cultura de la evaluación para favorecer la acreditación de los planes y programas de 

estudios y la certificación de los procesos de gestión. 

VI. Fortalecer a las Instituciones de Formación Docente Públicas, en especial las normales bilingües 

interculturales a fin de favorecer la adscripción de las personas docentes en las localidades y 

regiones lingüísticas a las que pertenecen, así como impulsar programas de formación, actualización 

y certificación para las futuras maestras y maestros en las lenguas de las regiones correspondientes. 

VII. Apoyar la actualización e implementación de los planes y programas de estudio de las 

escuelas normales. 

VIII. Diseñar e implementar acciones para la movilidad académica, intercambios académicos y convenios 

entre instituciones de educación superior nacionales o internacionales. 

Gestión 

A. Mejorar el mobiliario y el equipamiento con tecnologías actualizadas y la capacitación para su uso en 

las IFDP, para contribuir a la innovación y competitividad del país a través del uso de las TIC. 

B. Optimizar o ampliar la infraestructura física para el desarrollo de las actividades de todos los actores 

que participan en los procesos de la institución. 

4.- La EDINEN pretende, mediante el apoyo al desarrollo de los proyectos integrales de los ProGEN y los 

ProFEN, contribuir al logro y consolidación de un sistema estatal de educación normal de excelencia 

educativa en cada Entidad Federativa, así como al mejoramiento de las instituciones formadoras de las 

maestras y los maestros que lo integran. 

DECLARACIONES 

I.- De “LA SEP”: 

I.1 Que en términos de lo dispuesto por los artículos 2° fracción I, 26 y 38 de Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal, es una dependencia de la Administración Pública Federal Centralizada 

a la cual le corresponde el ejercicio de la función social educativa, sin perjuicio de la concurrencia de los 

Estados y Municipios. 

I.2 Que el artículo 47 de la Ley General de Educación establece que la educación superior, como parte del 

Sistema Educativo Nacional y último esquema de la prestación de los servicios educativos para la cobertura 

universal prevista en el artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es el servicio 

que se imparte en sus distintos niveles, después del tipo medio superior. Está compuesta por la licenciatura, 

la especialidad, la maestría y el doctorado, así como opciones terminales previas a la conclusión de la 

licenciatura. Comprende también la educación normal en todos sus niveles y especialidades. 

Las autoridades educativas, en el ámbito de sus competencias establecerán políticas para fomentar la 

inclusión, continuidad y egreso oportuno de estudiantes inscritos en educación superior, poniendo énfasis en 

los jóvenes, y determinarán medidas que amplíen el ingreso y permanencia a toda aquella persona que, en 

los términos que señale la Ley en la materia, decida cursar este tipo de estudios, tales como el 

establecimiento de mecanismos de apoyo académico y económico que responda a las necesidades de la 

población estudiantil. Las instituciones podrán incluir, además, opciones de formación continua y actualización 

para responder a las necesidades de la transformación del conocimiento y cambio tecnológico. 
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I.3 Que dentro de su estructura orgánica cuenta con la Subsecretaría de Educación Superior, a la cual se 

encuentra adscrita la Dirección General de Educación Superior para el Magisterio, en lo sucesivo  

“LA DGESuM”, misma que tiene como atribuciones, entre otras: proponer a la persona titular de la 

Subsecretaría de Educación Superior las políticas para el desarrollo de las Instituciones y programas de 

Educación Superior destinados a la formación de los profesionales de la educación en coordinación con la 

Subsecretaría de Educación Básica y la Unidad de Promoción de Equidad y Excelencia Educativa, las normas 

pedagógicas, los planes y programas de estudio para la educación normal, y demás normativa para la 

formación de maestros de educación básica, los cuales deberán mantenerse acordes al marco de educación 

de excelencia contemplado en el Sistema para la Carrera de las Maestras y los Maestros, así como a las 

necesidades detectadas en las evaluaciones realizadas a los componentes del Sistema Educativo Nacional. 

Para tales efectos, considerará la opinión de los gobiernos de los Estados, de la Ciudad de México y de 

diversos actores sociales involucrados en la educación, así como el contenido de los proyectos y programas 

educativos que contemplen las realidades y contextos regionales y locales. De igual forma tomará en cuenta 

aquello que, en su caso, formule la Comisión Nacional para la Mejora Continua de la Educación, brindando la 

asesoría y asistencia que, en su caso, requieran las autoridades educativas para formular la referida opinión. 

Lo anterior, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 8 y 16 del Reglamento Interior de la 

Secretaría de Educación Pública publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 15 de septiembre de 

2020, así como con el “Acuerdo número 01/01/21 por el que se adscriben orgánicamente las unidades 

administrativas y órganos administrativos desconcentrados de la Secretaría de Educación Pública”, publicado 

en el Diario Oficial de la Federación el 27 de enero de 2021. 

I.4 Que para el logro de los objetivos del “PROFEXCE” asignará a “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE 

PUEBLA”, recursos públicos federales extraordinarios no regularizables para el desarrollo de los proyectos 

que hayan obtenido resultados favorables en el dictamen emitido por la DGESuM y la SES con base en la 

evaluación realizada a la planeación de la EDINEN y proyectos integrales de los ProGEN y los ProFEN. 

I.5 Que cuenta con los recursos financieros necesarios para llevar a cabo el objeto de este Convenio en su 

presupuesto autorizado para el Ejercicio fiscal 2022. 

I.6 Que sus representantes suscriben y participan respectivamente del presente instrumento de 

conformidad con lo dispuesto en los artículos 8 fracción IX y 16 del Reglamento Interior de la Secretaría 

de Educación Pública. 

I.7 Que para efectos del presente instrumento jurídico señala como domicilio el ubicado en la calle de 

República de Brasil número 31, Oficina 306, Colonia Centro Histórico, C.P. 06029, Alcaldía Cuauhtémoc, en la 

Ciudad de México. 

II. De “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE PUEBLA” 

II.1 Que el Estado de Puebla, es una entidad libre y soberana que forma parte integrante de la Federación, 

de conformidad con lo establecido en los artículos 40, 41 primer párrafo I, 42 fracción I y 43, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 1 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 

de Puebla. 

II.2 Que el C. Luis Miguel Gerónimo Barbosa Huerta el Gobernador del Estado de Puebla, como 

representante del Ejecutivo, suscribe el presente convenio con fundamento en lo dispuesto en los artículos 70 

y 79 fracciones II, XVI, XXVIII, XXXIII, XXXVI de la de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Puebla; 2, 3, 9 párrafo primero y 10 párrafo primero de la Ley Orgánica de la Administración Pública 

del Estado de Puebla. 

II.3 Que el titular de la Autoridad Educativa Estatal C. Melitón Lozano Pérez cuenta con facultades 

suficientes para suscribir el presente instrumento, de conformidad con los artículos 82, 83 de la Constitución 

Política del Estado Libre y soberano de Puebla, 15, 19, 24, 30 fracción III y 31 y el transitorio noveno de la Ley 

Orgánica de la Administración Pública del Estado de Puebla; así como la fracción IV del artículo 16 del 

Reglamento Interior de la Secretaría de Educación Pública del Estado de Puebla. 
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II.4 Que la C. María Teresa Castro Corro, titular de la Secretaría de Planeación y Finanzas del Estado de 

Puebla cuenta con las atribuciones para suscribir el presente instrumento de conformidad con los artículos 82 

y 83 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla; 3, 9 párrafo segundo, 13 párrafo 

primero, 24, 30 fracción III, 31 fracción II de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de 

Puebla; así como 11 fracciones VI y VII del Reglamento Interior de la Secretaría de Planeación y Finanzas. 

II.5 Que para efectos del presente Convenio, señala como su domicilio el ubicado en la Avenida 11 

Oriente, número 2224 Colonia Azcarate, Puebla, C.P. 72501 en Puebla. 

II.6 Que acorde con lo establecido en el artículo 44 fracciones I y XXXIII de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública del Estado de Puebla, la Secretaría de Educación, es responsable de dar cumplimiento 

a las obligaciones del Estado en materia educativa y le corresponde ejecutar y cumplir los convenios de 

colaboración o coordinación o de desempeño institucional que en el marco de “LAS REGLAS” celebre con el 

Gobierno de México. 

En cumplimiento a sus atribuciones y con el objeto de llevar a cabo la operación y desarrollo del 

“PROFEXCE”, de conformidad con lo establecido en “LAS REGLAS”, ambas partes suscriben el presente 

instrumento de conformidad con las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA.- El presente convenio tiene por objeto establecer las bases conforme a las cuales “LA SEP” 

apoyará a “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE PUEBLA” con recursos públicos federales extraordinarios no 

regularizables correspondientes al Ejercicio fiscal 2022, por conducto de la Secretaría de Planeación y 

Finanzas, para la operación del “PROFEXCE” en el marco de la EDINEN, considerando la evaluación de la 

planeación de la EDINEN, de los ProGEN, los ProFEN y proyectos integrales, de conformidad con lo 

establecido en “LAS REGLAS” y demás disposiciones administrativas, presupuestarias y jurídicas aplicables. 

“LAS PARTES” acuerdan que los recursos destinados al programa, estarán sujetos a la disponibilidad 

presupuestaria existente en el año fiscal 2022. 

SEGUNDA.- “LA SEP” con base en la disponibilidad presupuestaria, aportará a “EL GOBIERNO DEL 

ESTADO DE PUEBLA”, hasta por la cantidad de $ 35,590,453.00 ( TREINTA Y CINCO MILLONES 

QUINIENTOS NOVENTA MIL CUATROCIENTOS CINCUENTA Y TRES PESOS 00/100 M.N.), para el 

desarrollo de los proyectos aprobados dentro del dictamen emitido en la evaluación de la planeación de la 

EDINEN, los ProGEN, los ProFEN y proyectos integrales, y de lo dispuesto en “LAS REGLAS”. 

Los recursos serán transferidos a través de la Secretaría de Planeación y Finanzas, de conformidad con lo 

estipulado en el artículo 69 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental. 

La Secretaría de Planeación y Finanzas transferirá el recurso aportado por “LA SEP”, en un plazo no 

mayor a 10 (diez) días hábiles a partir de la fecha de recepción de los mismos. 

Los proyectos y objetivos particulares aprobados en el marco de la EDINEN, se mencionan en el Anexo A 

de este Convenio, describiéndose asimismo los montos asignados para cada uno de ellos. 

En caso de que “LA SEP” aporte a “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE PUEBLA” recursos adicionales para 

el “PROFEXCE”, dichas aportaciones se formalizarán mediante la suscripción de Anexos de Ejecución los 

cuales una vez suscritos formarán parte del presente Convenio. 

TERCERA.- “LAS PARTES” acuerdan que los recursos económicos de la EDINEN, para los proyectos 

integrales de los ProGEN y los ProFEN no podrán ser utilizados para el financiamiento de los  

gastos siguientes: 

1. Pago de sueldos, sobresueldos, estímulos o compensaciones del personal académico y administrativo 

contratado por la Institución de Formación Docente Pública, por “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE PUEBLA” 

y por “LA SEP”. 

2. Contratación de personal académico, técnico y de apoyo para incorporarse a la Institución de Formación 

Docente Pública, sin excepción. 
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3. Desarrollo de cursos, talleres y demás actividades de carácter motivacional o cualquier otra ajena 

a los enfoques, propósitos y contenidos de los planes y programas de estudio de las Licenciaturas en 

Educación Normal. 

4.- Entrega de reconocimientos especiales y cualquier tipo de obsequios a personal interno o externo, 

sin excepción. 

5. Adquisición de vehículos para transporte de menos de 12 plazas (no automóviles particulares o SUV), 

solo se financian vehículos nuevos que cumplan con las especificaciones reglamentarias en cada entidad. 

6.- Adquisición de equipo tecnológico usado de cualquier índole (solo se financia equipo tecnológico 

nuevo). 

7. Pagos de inscripciones y colegiaturas para estudios de educación superior de programas que no 

pertenecen al PNP, padrón de posgrados de la DGESuM, Centros Regionales (Chiapas, Tamaulipas y 

Sonora) o que sus beneficiarios laboren en el plantel donde se impartirá el posgrado. 

8. Otros fines distintos a los establecidos en “LAS REGLAS”. 

CUARTA.- “LAS PARTES” acuerdan que los recursos autorizados para la EDINEN, no podrán ser 

ejercidos para el pago de los gastos de las Coordinaciones Estatales, de las Instituciones de Formación 

Docente Públicas u otras instancias, entre los que se encuentran: 

● Agua, Luz, Teléfono y Predial. 

● Servicios de fletes, maniobras y seguros de bienes patrimoniales. 

● Servicios de vigilancia. 

● Cualquier tipo de cargo o impuesto derivado por obligaciones fiscales. 

● Comisiones por manejo de cuentas bancarias o gastos de representación. 

QUINTA.- Para la coordinación de las acciones de la EDINEN establecidas en el presente Convenio,  

“LA SEP” designa a la Dirección General de Educación Superior para el Magisterio como responsable. 

Por su parte, “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE PUEBLA”, designa a la Secretaría de Educación como 

responsable de la operación de la EDINEN en la entidad. 

Los responsables designados tendrán a su cargo el seguimiento de todas las acciones relacionadas con la 

emisión de informes de avances y resultados, el desarrollo, operación y demás establecidas en  

“LAS REGLAS”. 

SEXTA.- “LA SEP”, por conducto de la DGESuM en cumplimiento a este Convenio se compromete a: 

a) Definir los criterios generales para la planeación, operación, supervisión, seguimiento y evaluación 

del “PROFEXCE”, además de resolver cualquier duda que se genere derivado de la interpretación, 

aplicación y cumplimiento de “LAS REGLAS”. 

b) Asignar y distribuir los recursos financieros a “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE PUEBLA” para los 

proyectos integrales de los ProGEN y los ProFEN de la EDINEN que hayan sido aprobados, 

considerando los montos asignados, como lo establece el Anexo A, el cual forma parte integrante del 

presente Convenio. 

c) Presentar a las instancias correspondientes, los informes periódicos sobre el cumplimiento de los 

indicadores de resultados cuantitativos y cualitativos, a fin de establecer los criterios y aspectos a 

revisar para la actualización de la EDINEN, y proyectos integrales de los ProGEN y los ProFEN, así 

como el impacto en las Instituciones de Formación Docente Públicas. Dichos informes deberán 

apegarse a “LAS REGLAS” y demás disposiciones aplicables. 

d) Difundir la información de los avances y el cumplimiento de metas de la EDINEN, y proyectos 

integrales de los ProGEN y los ProFEN en sus respectivos órganos oficiales de difusión: 

https://www.gob.mx/sep y en la página https://www.dgesum.sep.gob.mx 
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e) Conformar el Comité de Pares Académicos para la evaluación de la planeación de la EDINEN, los 

ProGEN, los ProFEN y los proyectos integrales, en el marco de la EDINEN, el cual estará integrado 

por personal académico de prestigio que se rija bajo los principios de objetividad, imparcialidad, 

transparencia, equidad y congruencia, a fin de dar certeza sobre el correcto desarrollo de las tareas 

que le han sido encomendadas. 

f) Asegurar el objetivo fundamental del “PROFEXCE”, a través del seguimiento, supervisión y 

monitoreo del desarrollo del mismo y su incidencia en el mejoramiento de las Instituciones de 

Formación Docente Públicas, de modo que se identifiquen los factores institucionales que favorezcan 

o dificulten su cumplimiento. 

g) Verificar que “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE PUEBLA” reintegre a la Tesorería de la Federación, 

los recursos económicos que no se destinen a los fines autorizados y aquellos que no sean 

devengados, en los términos y plazos que establece la normatividad aplicable. 

h) Integrar, analizar y concentrar los formatos establecidos para el cierre del ejercicio programático 

presupuestal, dicha información se remitirá en documentos y medios magnéticos a las instancias 

coordinadoras que lo soliciten, en los plazos y términos establecidos para tal fin; así como solicitar a 

“EL GOBIERNO DEL ESTADO DE PUEBLA” las aclaraciones a que haya lugar; en caso de que esta 

parte incumpla con la información, se notificará a la Secretaría de la Función Pública. 

i) Establecer los calendarios de captura, aclaración, y cierre del sistema informático diseñado para el 

seguimiento, evaluación y rendición de cuentas de la EDINEN, a fin de informar con oportunidad a la 

Cámara de Diputados. 

j) Remitir a “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE PUEBLA” el oficio de liberación Anexo 7A al momento 

que se concluyan al 100% las obras públicas y acciones comprometidas y se demuestre la aplicación 

correcta de los recursos. 

k) Presentar a la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, a la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público y a la Secretaría de la Función Pública, los informes trimestrales sobre el 

presupuesto ejercido, a nivel de capítulo y concepto de gasto, así como el cumplimiento de las metas 

y objetivos del “PROFEXCE”, con base a lo establecido en “LAS REGLAS”, y 

l) Resolver cualquier duda que se genere en relación con la interpretación, aplicación o cumplimiento 

de “LAS REGLAS”. 

SÉPTIMA.- “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE PUEBLA”, se obliga a: 

a) Destinar los recursos que reciba de “LA SEP”, exclusivamente a los fines establecidos en 

“LAS REGLAS”. 

b) Apegarse a las disposiciones establecidas en “LAS REGLAS”, así como a los criterios para la 

instrumentación del “PROFEXCE”. 

c) Garantizar las condiciones organizativas, logísticas y operativas para la coordinación, desarrollo, 

seguimiento y evaluación del “PROFEXCE” en su entidad. 

d) Realizar la reprogramación de su EDINEN, en el plazo establecido por la DGESuM. 

e) Entregar el recurso autorizado por “LA SEP” a cada IFDP para la ejecución de sus ProFEN, dentro 

de los 10 días hábiles siguientes a la recepción de los mismos, de acuerdo con los resultados del 

proceso de evaluación, transfiriéndolo en las cuentas bancarias previstas para tal fin. 

f) Administrar y aplicar los recursos autorizados en el desarrollo de los proyectos integrales aprobados 

en el marco de la EDINEN, los ProGEN y los ProFEN de conformidad con “LAS REGLAS”. 

g) Supervisar el eficiente ejercicio de los recursos destinados al “PROFEXCE”, de conformidad con lo 

establecido en “LAS REGLAS”, y en la normativa aplicable. 
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h) Cumplir en tiempo y forma con el ejercicio y comprobación de los recursos en el marco del presente 

Convenio de Colaboración, así como en los Convenios de Desempeño Institucional para el desarrollo 

de la EDINEN. 

i) Promover la integración de equipos de trabajo con las competencias requeridas para realizar, de 

manera sistemática y continua, actividades de planeación, actualización, capacitación, asesoría, 

seguimiento y evaluación para la implementación de la EDINEN, y proyectos integrales de los 

ProGEN y los ProFEN. 

j) Brindar apoyo y asesoría técnica a las Instituciones de Formación Docente Públicas, mediante la 

implementación de propuestas de formación continua, así como realizar visitas periódicas a fin de 

proporcionar recomendaciones, reflexionar sobre las dificultades y establecer estrategias que 

permitan avanzar en el cumplimiento de las metas académicas y programáticas establecidas en 

la EDINEN. 

k) Suscribir los Convenios de Desempeño Institucional con las Instituciones de Formación Docente 

Públicas beneficiadas, en los que se estipulen los compromisos que adquieren dichas instituciones 

para cumplir con las acciones y metas establecidas en sus ProFEN y su contribución al cumplimiento 

de las correspondientes a los ProGEN y la EDINEN, así como para el ejercicio y comprobación de los 

recursos asignados. 

l) Señalizar de manera visible en toda obra o bien adquirido con recursos de la EDINEN, indicando el 

nombre del Programa, el origen del recurso y el ejercicio correspondiente con el propósito de que 

sean identificadas plenamente tanto las acciones ejecutadas como las metas alcanzadas, esto con el 

fin de difundir entre la sociedad los objetivos, características y avances en el cumplimiento de metas 

de la EDINEN, así como la información acerca de los beneficios obtenidos con el ejercicio de los 

recursos asignados. 

m) Entregar a “LA SEP” informes trimestrales sobre el presupuesto ejercido y en caso de reportar 

retrasos en el cumplimiento de las metas previstas o irregularidades en el uso de los recursos 

económicos, informándole sobre las medidas correctivas que aplicará y las estrategias de 

seguimiento que llevará a cabo para evitar futuras demoras o fallas en el ejercicio del presupuesto. 

 Así mismo remitir trimestralmente a través del Sistema de Recursos Federales Transferidos 

(https://www.mstwls.hacienda.gob.mx) establecido para tal fin por la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público, el informe sobre el destino y resultados obtenidos de la aplicación de los recursos 

otorgados por “LA SEP” por el presente Convenio, de conformidad con lo establecido en las 

disposiciones aplicables. 

n) Entregar a la DGESuM una vez concluido el ejercicio de los recursos, el reporte de cierre la 

documentación comprobatoria correspondiente en un plazo no mayor de dos meses. 

o) Otorgar las facilidades para la realización de los procesos de seguimiento, supervisión y evaluación 

de la EDINEN, y proyectos integrales de los ProGEN y los ProFEN que lleven a cabo o promuevan 

“LA SEP”, la Secretaría de la Función Pública u otra instancia de control y fiscalización federal o 

estatal, con competencia en la materia, en los términos de lo dispuesto en el artículo 70 fracción I de 

la Ley General de Contabilidad Gubernamental. 

p) Verificar que para cada una de las obras de infraestructura terminadas con el presupuesto del 

“PROFEXCE”, se elabore un acta-entrega, la cual formará parte del expediente de la obra y 

constituye la prueba documental que certifica su existencia. 

q) Verificar que en cada plantel educativo se dispongan de por lo menos 10 (diez) ejemplares de 

“LAS REGLAS” a fin de que la comunidad escolar esté en posibilidades de realizar su consulta, y 
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r) Las transferencias federales etiquetadas que, al 31 de diciembre del ejercicio fiscal inmediato anterior 

se hayan comprometido y aquellas devengadas pero que no hayan sido pagadas deberán cubrir los 

pagos respectivos a más tardar durante el primer trimestre del ejercicio fiscal siguiente, una vez 

cumplido el plazo referido, los recursos remanentes incluyendo los rendimientos financieros 

generados, deberán reintegrarse a la Tesorería de la Federación a más tardar dentro de los 15 días 

naturales siguientes. 

s) Informar, en su caso, a la DGESuM de los reintegros realizados a la Tesorería de la Federación, 

proporcionando la correspondiente constancia en un plazo no mayor a dos días hábiles contados a 

partir de que haya sido realizado el depósito. 

t) Realizar las acciones de promoción para la integración, operación y seguimiento de la Contraloría 

Social, bajo el esquema validado por la Secretaría de la Función Pública (SFP) y de conformidad con 

las Reglas de Operación del Programa y con los Lineamientos para la Promoción y Operación de la 

Contraloría Social en los Programas Federales de Desarrollo Social vigentes, que permitan verificar 

el cumplimiento de las metas y la correcta aplicación de los recursos públicos asignados a los 

Programas de Desarrollo Social, con el objeto de otorgar transparencia y asegurar la aplicación 

eficiente, eficaz, oportuna y equitativa de los mismos. 

u) Las demás establecidas en “LAS REGLAS”. 

OCTAVA.- “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE PUEBLA” se compromete a aperturar una cuenta bancaria 

productiva específica para la administración de los recursos autorizados para el “PROFEXCE”, la cual deberá 

estar registrada ante la Dirección General de Presupuesto y Recursos Financieros de “LA SEP”, a solicitud de 

la “DGESuM” con el objeto de recibir la aportación de recursos que le transfiera “LA SEP”. 

NOVENA.- “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE PUEBLA”, se obliga a presentar a la DGESuM en un plazo 

máximo de diez días hábiles contados a partir del día siguiente de la recepción de los recursos, el 

comprobante fiscal digital por Internet (CFDI), que ampare la cantidad asignada para el desarrollo de los 

proyectos integrales de los ProGEN y los ProFEN, el cual deberá cumplir con los requisitos establecidos en 

los artículos 29 y 29-A del Código Fiscal de la Federación. 

DÉCIMA.- “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE PUEBLA” se compromete a reintegrar a la Tesorería de la 

Federación en los plazos establecidos en “LAS REGLAS”, los recursos que no fueron destinados a los fines 

autorizados y aquéllos que al cierre del ejercicio no hayan sido devengados o que no se encuentren 

vinculados formalmente a compromisos y obligaciones de pago. 

En caso de que “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE PUEBLA” no reintegre en los plazos establecidos, 

deberá pagar una pena por el atraso, la cual se obtendrá multiplicando el importe no reintegrado 

oportunamente por el número de días naturales de retraso y la tasa diaria correspondiente a la establecida en 

la Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal que corresponda, referente a los casos de prórroga 

para el pago de créditos fiscales, conforme a la siguiente fórmula: 

Pena=importe x días x tasa/30 

La pena por atraso a que se refiere la presente cláusula deberá ser pagada conforme al procedimiento que 

para tal efecto establezca la SEP. 

DÉCIMA PRIMERA.- La aplicación de los recursos, su comprobación y el logro de las metas compromiso, 

será responsabilidad de “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE PUEBLA”, de conformidad con lo establecido en 

“LAS REGLAS”. 

DÉCIMA SEGUNDA.- “LA SEP” derivado del seguimiento sobre el desarrollo de la EDINEN, y proyectos 

integrales de los ProGEN y los ProFEN y el uso transparente y eficaz de los recursos que se destinen al 

“PROFEXCE”, en su caso, podrá cancelar o suspender los apoyos programados cuando se detecte 

incumplimiento de los compromisos establecidos en “LAS REGLAS” o cuando se encuentren en cualquiera de 

los supuestos siguientes: 
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a) No se cumpla con las obligaciones pactadas en el presente instrumento y en los Convenios de 

Desempeño Institucional. 

b) Incumplimiento en la entrega oportuna de los informes de avances técnicos, físicos y financieros, así 

como reportes del cierre de ejercicio de recursos. 

c) Se detecten desviaciones en la ejecución de los proyectos autorizados y/o en la aplicación de los 

recursos correspondientes. 

d) No ejerzan sus presupuestos de conformidad con las disposiciones aplicables, y 

e) No proporcionen la información requerida por las diferentes instancias involucradas, en relación con el 

desarrollo de la EDINEN, y proyectos integrales de los ProGEN y los ProFEN. 

DÉCIMA TERCERA.- “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE PUEBLA” se compromete a comprobar el uso de 

los recursos destinados al desarrollo de los proyectos de la EDINEN, los ProGEN y los ProFEN en un plazo 

máximo de tres meses posteriores a la conclusión del ejercicio de los recursos, para lo cual se obliga a exhibir 

a la DGESuM la documentación fehaciente que ampare las cantidades erogadas en los proyectos realizados, 

con la documentación justificativa y comprobatoria que cumpla con los requisitos fiscales con sello que indique 

el nombre del programa, origen del recurso y el ejercicio correspondiente. 

DÉCIMA CUARTA.- “LAS PARTES” instrumentarán las estrategias pertinentes para la asesoría, 

seguimiento y evaluación de los procesos y resultados que permitan verificar los avances en el desarrollo y 

operación de la EDINEN, y proyectos integrales de los ProGEN y los ProFEN, constatando la correcta 

aplicación de los recursos destinados al “PROFEXCE”, los avances físicos, financieros y técnicos, la calidad 

de las obras y de los proyectos, los resultados obtenidos para la integración y consolidación de un sistema 

estatal de educación normal de excelencia educativa así como el mejoramiento de los servicios educativos y 

de la gestión de las instituciones formadoras de las maestras y los maestros. 

DÉCIMA QUINTA.- “LA SEP” de conformidad con lo dispuesto en el artículo 26 del Presupuesto de 

Egresos de la Federación para el Ejercicio fiscal 2022 y “LAS REGLAS”; realizará las distintas acciones de 

coordinación para llevar a cabo la evaluación externa del “PROFEXCE”, de acuerdo con los indicadores y los 

niveles de cumplimiento de los objetivos y metas programados; para lo cual, se seleccionará mediante 

los procedimientos establecidos en la normatividad correspondiente, una institución académica y de 

investigación u organismo especializado, de carácter nacional o internacional, con reconocimiento académico 

y experiencia en la materia, con el propósito de evaluar la pertinencia, eficacia e impacto del “PROFEXCE” en 

las Instituciones de Formación Docente Públicas, de conformidad con lo dispuesto en “LAS REGLAS”. 

DÉCIMA SEXTA.- “LAS PARTES” darán todas las facilidades para que los recursos otorgados al 

“PROFEXCE” puedan ser revisados por la Secretaría de la Función Pública, por el Órgano Interno de Control 

en “LA SEP” y/o por auditores independientes contratados para tal efecto, en coordinación con los Órganos 

Estatales de Control; por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; por la Auditoría Superior de la 

Federación; y demás instancias que en el ámbito de sus respectivas atribuciones resulten competentes, 

apegándose a lo establecido en “LAS REGLAS”. 

DÉCIMA SÉPTIMA.- En cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 27 del Presupuesto de Egresos de la 

Federación para el ejercicio fiscal 2022 y con el propósito de fomentar la transparencia del “PROFEXCE”, 

“LAS PARTES” se comprometen a incluir claramente, visible y audible en la publicidad que se adquiera para 

la difusión, en la papelería y documentación oficial, la siguiente leyenda: 

“Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el uso para fines distintos a 

los establecidos en el programa”. 

Quien haga uso indebido de los recursos del “PROFEXCE” deberá ser denunciado y sancionado de 

acuerdo con la ley aplicable y ante la autoridad competente. 
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DÉCIMA OCTAVA.- “LA SEP” y “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE PUEBLA” garantizarán la 

transparencia del ejercicio de los recursos económicos destinados al “PROFEXCE”, instrumentando diversas 

acciones con el apoyo de sus respectivos medios de difusión páginas electrónicas https://www.gob.mx/sep y 

https://www.dgesum.sep.gob.mx, mismos que permitan dar a conocer la información relativa al “PROFEXCE”, 

en particular sobre los avances y cumplimiento de metas de la EDINEN, y proyectos integrales de los ProGEN 

y los ProFEN. 

DÉCIMA NOVENA.- El personal designado o comisionado para la ejecución de las acciones derivadas del 

presente instrumento, mantendrá su actual relación laboral y, por lo tanto, continuará bajo la dirección de 

quien lo haya nombrado o comisionado, no obstante que las actividades se realicen fuera de las instalaciones 

de cualquiera de “LAS PARTES”. 

VIGÉSIMA.- “LAS PARTES” recibirán las sugerencias, quejas o denuncias a través de las distintas 

Dependencias, Órgano Interno de Control en la SEP, el Órgano Estatal de Control, las representaciones de la 

Secretaría de Educación Pública en las Entidades Federativas, medios electrónicos y canales oficiales 

establecidos en “LAS REGLAS”, con objeto de retroalimentar una eficiente y transparente operación de la 

EDINEN, y proyectos integrales de los ProGEN y los ProFEN. 

VIGÉSIMA PRIMERA.- El incumplimiento por “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE PUEBLA” de los plazos 

señalados en “LAS REGLAS” o el uso indebido del presupuesto, tendrá un impacto desfavorable en las 

subsecuentes asignaciones de recursos del “PROFEXCE” a las entidades y las escuelas normales. 

VIGÉSIMA SEGUNDA.- Los asuntos que no estén expresamente previstos en este instrumento, así como 

las dudas que pudieran surgir con motivo de la interpretación y cumplimiento del mismo, se resolverán de 

común acuerdo y por escrito entre “LAS PARTES”, conforme a las disposiciones de “LAS REGLAS” y, 

cualquier otra disposición aplicable, y en caso de que no se lograra lo anterior, acuerdan someterse a la 

competencia de los Tribunales Federales competentes, renunciando al fuero que por su domicilio presente 

o futuro pudieran tener. 

VIGÉSIMA TERCERA.- “LAS PARTES” estarán exentas de responsabilidad por los daños y perjuicios que 

se puedan derivar en caso de incumplimiento total o parcial del presente instrumento, debido a caso fortuito o 

fuerza mayor, incluyendo la huelga o paro de labores académicas o administrativas. En tales supuestos, 

“LAS PARTES” podrán continuar las acciones materia del presente convenio, una vez que desaparezcan las 

circunstancias antes indicadas. 

VIGÉSIMA CUARTA.- La vigencia de este Convenio iniciará a partir de la fecha de su firma y hasta el total 

cumplimiento de las acciones, objeto del mismo, las cuales deberán concluirse antes del 31 de diciembre del 

2022, en el entendido que sólo se refiere a los recursos públicos federales extraordinarios no regularizables 

correspondientes al Ejercicio fiscal 2022, por lo que no compromete recursos de los subsecuentes ejercicios 

fiscales. Podrá ser modificado de común acuerdo o concluido con antelación, en el marco de “LAS REGLAS” y 

la normatividad vigente aplicable, previa notificación que por escrito realice cualesquiera de “LAS PARTES” 

con treinta días naturales de anticipación; en este caso, “LA SEP” y “EL GOBIERNO DEL ESTADO DE 

PUEBLA” tomarán las providencias necesarias a efecto de que las acciones que se hayan iniciado en el 

marco de este Convenio, se desarrollen hasta su total conclusión. 

"Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el uso para fines distintos a 

los establecidos en el programa". Quien haga uso indebido de los recursos de este programa deberá ser 

denunciado y sancionado de acuerdo con la ley aplicable y ante la autoridad competente. 

Enteradas las partes del contenido y alcance legal del presente Convenio, lo firman de conformidad en 

cuatro tantos originales, en la Ciudad de México, el día 15 de febrero de 2022.- Por la SEP: Subsecretario de 

Educación Superior, C. Francisco Luciano Concheiro Bórquez.- Rúbrica.- Director General de Educación 

Superior para el Magisterio, C. Mario Alfonso Chávez Campos.- Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado de 

Puebla: Gobernador Constitucional del Estado de Puebla, C. Luis Miguel Gerónimo Barbosa Huerta.- 

Rúbrica.- Secretario de Educación, C. Melitón Lozano Pérez.- Rúbrica.- Secretaria de Planeación y Finanzas, 

C. María Teresa Castro Corro.- Rúbrica. 
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ANEXO A QUE FORMA PARTE INTEGRANTE DEL CONVENIO DE COLABORACIÓN PARA EL DESARROLLO DEL 

PROGRAMA FORTALECIMIENTO A LA EXCELENCIA EDUCATIVA QUE CELEBRAN, POR UNA PARTE, EL GOBIERNO 

DE MÉXICO, POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN PÚBLICA Y POR LA OTRA PARTE, 

“EL GOBIERNO DEL ESTADO DE PUEBLA”, DE FECHA 15 DE FEBRERO DEL 2022, PARA LA DISTRIBUCIÓN DE LOS 

RECURSOS ASIGNADOS AL PROGRAMA A TRAVÉS DE LA EDINEN, CORRESPONDIENTES AL PRESUPUESTO DE 

EGRESOS 2022. 

No. TIPO DE PROYECTO NOMBRE DEL PROYECTO MONTO 

1 ProGEN 1 
Proyecto Estatal: Atiende a las necesidades 

de las Escuelas Normales 
 2,792,786.00 

2 ProGEN 2 
Proyecto Estatal: Atiende a las necesidades 

de la Gestión Estatal 
 766,259.00 

3 ProFEN 
Benemérito Instituto Normal del Estado 

"Gral. Juan Crisóstomo Bonilla" 
 4,072,045.00 

4 ProFEN 
Escuela Normal Experimental "Profr. Darío 

Rodríguez Cruz" 
 2,006,508.00 

5 ProFEN Escuela Normal Oficial "Lic. Benito Juárez"  3,514,752.00 

6 ProFEN 
Escuela Normal Oficial "Profr. Luis 

Casarrubias Ibarra"  
 1,682,025.00 

7 ProFEN 
Escuela Normal Primaria Oficial "Profr. 

Jesús Merino Nieto"  
 2,132,696.00 

8 ProFEN 
Escuela Normal "Profr. Fidel Meza y 

Sánchez" 
 1,841,262.00 

9 ProFEN Escuela Normal Rural "Carmen Serdán"   4,754,133.00 

10 ProFEN Escuela Normal Superior del Estado  4,151,700.00 

11 ProFEN Escuela Normal Superior de Tehuacán  2,853,769.00 

12 ProFEN Instituto Jaime Torres Bodet  1,964,445.00 

13 ProFEN 
Normal Superior Federalizada del Estado 

de Puebla 
 3,058,073.00 

 

 Total de la Entidad:

$ 35,590,453.00 

 

(TREINTA Y CINCO MILLONES QUINIENTOS NOVENTA MIL CUATROCIENTOS CINCUENTA Y TRES 
PESOS 00/100 M.N.) 

"Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el uso para fines distintos a 

los establecidos en el programa". Quien haga uso indebido de los recursos de este programa deberá ser 

denunciado y sancionado de acuerdo con la ley aplicable y ante la autoridad competente. 

Enteradas las partes del contenido y alcance de este Anexo A, lo firman en cuatro tantos originales, 

en la Ciudad de México, el 15 de febrero de 2022.- Por la SEP: Subsecretario de Educación Superior, 

C. Francisco Luciano Concheiro Bórquez.- Rúbrica.- Director General de Educación Superior para el 

Magisterio, C. Mario Alfonso Chávez Campos.- Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado de Puebla: Gobernador 

Constitucional del Estado de Puebla, C. Luis Miguel Gerónimo Barbosa Huerta.- Rúbrica.- Secretario de 

Educación, C. Melitón Lozano Pérez.- Rúbrica.- Secretaria de Planeación y Finanzas, C. María Teresa 
Castro Corro.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE SALUD 
CONVENIO Específico en materia de transferencia de recursos federales con el carácter de subsidios, para 
fortalecer la ejecución y desarrollo del programa y proyectos federales de Protección contra Riesgos Sanitarios, así 
como de la Red Nacional de Laboratorios, correspondiente al ejercicio fiscal 2022, que celebran la Secretaría de 
Salud y el Estado de Chihuahua. 

 

COFEPRIS-CETR-CHIH.-09-22 

CONVENIO ESPECÍFICO EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS FEDERALES CON EL CARÁCTER 

DE SUBSIDIOS, QUE CELEBRAN POR UNA PARTE, EL EJECUTIVO FEDERAL, POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA 

DE SALUD, A LA QUE EN ADELANTE SE LE DENOMINARÁ “LA SECRETARÍA”, A TRAVÉS DEL DR. ALEJANDRO 

ERNESTO SVARCH PÉREZ, COMISIONADO FEDERAL PARA LA PROTECCIÓN CONTRA RIESGOS SANITARIOS, 

ASISTIDO POR LA C. ANAHÍ GUADALUPE OROZCO, SECRETARIA GENERAL DE LA COMISIÓN FEDERAL PARA LA 

PROTECCIÓN CONTRA RIESGOS SANITARIOS Y, POR LA OTRA, EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO 

DE CHIHUAHUA, AL QUE EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ “LA ENTIDAD”, REPRESENTADO POR EL LIC. 

JOSÉ DE JESÚS GRANILLO VÁZQUEZ, EN SU CARÁCTER DE SECRETARIO DE HACIENDA, DR. FELIPE FERNANDO 

SANDOVAL MAGALLANES, EN SU CARÁCTER DE SECRETARIO SALUD Y DIRECTOR GENERAL DE SERVICIOS DE 

SALUD DE CHIHUAHUA, CON LA ASISTENCIA DE LA COMISIONADA ESTATAL PARA LA PROTECCIÓN CONTRA 

RIESGOS SANITARIOS DEL ESTADO DE CHIHUAHUA, DRA. ROSA MARÍA GUTIÉRREZ PIMIENTA, A QUIENES SE 

LES DENOMINARÁ “LAS PARTES” CUANDO ACTÚEN DE FORMA CONJUNTA, CONFORME A LOS ANTECEDENTES, 

DECLARACIONES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

I. Con fecha 2 de agosto de 2013, “LA SECRETARÍA” y “LA ENTIDAD” celebraron el Acuerdo Marco 
de Coordinación, en lo sucesivo “EL ACUERDO MARCO”, con objeto de facilitar la concurrencia en 
la prestación de servicios en materia de salubridad general, así como para fijar las bases y 
mecanismos generales a través de los cuales serían transferidos, mediante la suscripción del 
instrumento específico correspondiente, recursos presupuestarios federales, insumos y bienes a 
“LA ENTIDAD”, para coordinar su participación con el Ejecutivo Federal, en términos del artículo 9 de 
la Ley General de Salud. 

II. De conformidad con lo estipulado en la Cláusula Tercera de “EL ACUERDO MARCO”, los 
instrumentos consensuales específicos que “LAS PARTES” suscriban para el desarrollo de las 
acciones previstas en el mismo, serán formalizados por, “LA ENTIDAD”, por el Secretario de 
Hacienda, el Secretario de Salud y Director General de Servicios de Salud de Chihuahua, con la 
participación de la Comisionada Estatal para la Protección contra Riesgos Sanitarios del Estado de 
Chihuahua; en tanto que por “LA SECRETARÍA”, se suscribirá, entre otros servidores públicos, por el 
Comisionado Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, asistido por la Secretaria General 
de la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios. 

III. En cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 18 de la Ley General de Salud, el 18 de enero de 2018, 
el Ejecutivo Federal por conducto de “LA SECRETARÍA” y “LA ENTIDAD” suscribieron el Acuerdo de 
Coordinación, que tiene por objeto establecer los términos y condiciones en que se dará la 
coordinación entre “LA SECRETARÍA” y “LA ENTIDAD” para el ejercicio de facultades en materia de 
control y fomento sanitario que les corresponde ejercer. 

DECLARACIONES 

I. “LA SECRETARÍA” declara que: 

I.1 La Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios es un órgano desconcentrado, 
por el que ejerce las atribuciones que la Ley General de Salud, la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal y demás ordenamientos aplicables le confieren en materia de 
regulación, control y fomento sanitario; el cual cuenta con autonomía técnica, administrativa y 
operativa, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 17 bis y 17 bis 1 de la Ley General 
de Salud; así como 1 y 3 del Reglamento de la Comisión Federal para la Protección contra 
Riesgos Sanitarios. 

I.2 Dentro de las atribuciones que ejerce por conducto de la Comisión Federal para la Protección 
contra Riesgos Sanitarios, se encuentran las de efectuar la evaluación de riesgos a la salud en 
las materias de su competencia; instrumentar la política nacional de protección contra riesgos 
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sanitarios en materia de medicamentos, insumos para la salud y sustancias tóxicas o peligrosas 
para la salud; ejercer el control y la vigilancia sanitaria de los productos señalados, de las 
actividades relacionadas con éstos y de los establecimientos destinados al proceso de dichos 
productos; evaluar, expedir o revocar las autorizaciones de los productos citados y de los actos 
de autoridad que para la regulación, en el control y fomento sanitario se establecen o deriven de 
la Ley General de Salud, así como imponer sanciones y aplicar medidas de seguridad, en las 
materias de su competencia, de conformidad con lo previsto por el artículo 17 bis de la Ley 
General de Salud y 3, fracciones I, VII y X del Reglamento de la Comisión Federal para la 
Protección contra Riesgos Sanitarios. 

I.3 El Dr. Alejandro Ernesto Svarch Pérez, fue designado Comisionado Federal para la Protección 
contra Riesgos Sanitarios, mediante nombramiento de fecha 17 de febrero de 2021, expedido 
por el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, Lic. Andrés Manuel López Obrador, y tiene 
la competencia y legitimidad para suscribir el presente Convenio Específico, de conformidad con 
lo previsto en los artículos 2, inciso C, fracción X, 36 y 38, fracción V del Reglamento Interior de 
la Secretaría de Salud; 10, fracciones XVI y XVII del Reglamento de la Comisión Federal para la 
Protección contra Riesgos Sanitarios. 

I.4 La C. Anahí Guadalupe Orozco, Secretaria General de la Comisión Federal para la Protección 
contra Riesgos Sanitarios, participa en la suscripción del presente Convenio Específico, en 
términos del artículo 19, fracción XV del Reglamento de la Comisión Federal para la Protección 
contra Riesgos Sanitarios. 

I.5 Cuenta con la disponibilidad de recursos para hacer frente a los compromisos derivados de la 
suscripción del presente instrumento jurídico, en términos del oficio No. DGPyP-0214-2022, 
emitido por el Director General de Programación y Presupuesto de la Unidad de Administración y 
Finanzas de la Secretaría de Salud, relacionado con el oficio No. 801.1.-05, emitido por la 
Subsecretaría de Egresos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por el que se autoriza 
a favor de la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, un Acuerdo de 
Ministración de Recursos (Acuerdo de Ministración), para que dicho órgano desconcentrado 
efectúe los procedimientos de contratación, transferencias a entidades federativas y pagos a 
proveedores de bienes y servicios, entre los que se contemplan los recursos a transferir con 
motivo del presente Convenio Específico. 

I.6 Para todos los efectos jurídicos relacionados con este Convenio Específico señala como su 
domicilio el ubicado en calle Oklahoma número 14, colonia Nápoles, demarcación territorial 
Benito Juárez, código postal 03810, en la Ciudad de México. 

II. “LA ENTIDAD” declara que: 

II.1 El Lic. José de Jesús Granillo Vázquez, fue designado por la Gobernadora Constitucional del 
Estado Libre y Soberano de Chihuahua, mediante nombramiento de fecha 08 de septiembre de 
2021, Secretario de de Hacienda y, por tanto tiene la competencia y legitimidad para suscribir el 
presente Convenio Específico, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 24, fracción II y 
26 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Chihuahua. 

II.2 El Dr. Felipe Fernando Sandoval Magallanes, fue designado por la Gobernadora Constitucional 
del Estado Libre y Soberano de Chihuahua, mediante nombramientos de fecha 08 de septiembre 
de 2021, respectivamente, Secretario de Salud y Director General de Servicios de Salud de 
Chihuahua y, por tanto tiene la competencia y legitimidad para suscribir el presente Convenio 
Específico, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 24, fracción V, 27 Bis y 37 de la Ley 
Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Chihuahua; 1, 3, 4, fracciones I y II, 6, 10, 12, 19 y 
23, de la Ley Estatal de Salud; 1, 3, 4, 11, y 12, fracción XV, de la Ley Orgánica del Organismo 
Público Descentralizado Servicios de Salud de Chihuahua. 

II.3 La Dra. Rosa María Gutiérrez Pimienta, fue designada como Comisionada Estatal para la 
Protección contra Riesgos Sanitarios del Estado de Chihuahua, mediante nombramiento de 
fecha 08 de septiembre de 2021y, por tanto, participa en la suscripción del presente instrumento 
jurídico, de conformidad con los artículos 1, 5, 8, fracciones XV y XVI, del Acuerdo Nº 100 en el 
que se establece el Reglamento de la Comisión Estatal para la Protección contra Riesgos 
Sanitarios del Estado de Chihuahua, publicado el 24 de septiembre de 2016. 
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II.4 Dentro de las funciones de la Comisionada Estatal para la Protección contra Riesgos Sanitarios 
del Estado de Chihuahua, se encuentran las de ejercer el control, vigilancia y fomento sanitarios 
de los productos, actividades, establecimientos y servicios, identificar, analizar, evaluar, regular, 
controlar, fomentar y difundir las condiciones y requisitos para la prevención y manejo de riesgos 
sanitarios, planear, organizar, dirigir y controlar los recursos humanos, materiales y financieros 
que le son asignados a la Comisión Estatal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, de 
conformidad con los artículos 23 de la Ley Estatal de Salud; 1, 8, fracciones I, II, III, IV, V, VI, X, 
XIV, XVIII, XX, XXI, XXII, XXIII y XXV, y 23 del Reglamento de la Comisión Estatal para la 
Protección Contra Riesgos Sanitarios del Estado de Chihuahua, publicado el 24 de septiembre 
de 2016. 

II.5 Entre sus prioridades, en materia de salud, se encuentra el fortalecimiento de la ejecución y 
desarrollo del programa y proyectos federales de protección contra riesgos sanitarios, así como 
de la Red Nacional de Laboratorios. 

II.6 Para todos los efectos jurídicos relacionados con este Convenio Específico señala como su 
domicilio el ubicado en Edificio Héroes de la Revolución 6º piso, Venustiano Carranza, número 
803, colonia Obrera, código postal 31075, en la Ciudad de Chihuahua, Chihuahua. 

III. La “UNIDAD EJECUTORA” declara que: 

III.1 De conformidad con “EL ACUERDO MARCO”, el Dr. Felipe Fernando Sandoval Magallanes, 
titular del Organismo Público Descentralizado Servicios de Salud de Chihuahua, tiene la 
competencia y legitimidad para suscribir el presente Convenio Específico en su carácter de 
“UNIDAD EJECUTORA”, según con lo previsto en los artículos 3, de la Ley Orgánica de Poder 
Ejecutivo del Estado de Chihuahua; 1, 6 fracción II, y 12, de la Ley Orgánica del Organismo 
Público Descentralizado Servicio de Salud de Chihuahua, cargo que queda debidamente 
acreditado con el nombramiento de fecha 08 de septiembre de 2021. 

Una vez expuesto lo anterior y toda vez que la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, dispone en sus artículos 74 y 75, que los titulares de las dependencias y entidades, con cargo a 
cuyos presupuestos se autorice la ministración de subsidios y transferencias, serán responsables, en el 
ámbito de sus competencias, de que éstos se otorguen y ejerzan conforme a las disposiciones generales 
aplicables, y que dichos subsidios y transferencias deberán sujetarse a los criterios de objetividad, equidad, 
transparencia, publicidad, selectividad y temporalidad que en dicho ordenamiento se señalan, celebran el 
presente Convenio Específico, al tenor de las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO.- El presente Convenio Específico y sus Anexos 1, 2, 3, 4 y 5, que firmados por  
“LAS PARTES”, forman parte integrante del mismo, tienen por objeto transferir recursos federales a  
“LA ENTIDAD”, con el carácter de subsidios, que le permitan, en términos de los artículos 9o., 13, 17 bis, 18 
párrafo segundo y 19 de la Ley General de Salud, coordinar su participación con el Ejecutivo Federal durante 
el ejercicio fiscal 2022, a fin de fortalecer la ejecución y desarrollo del programa y proyectos federales de 
Protección contra Riesgos Sanitarios, así como de la Red Nacional de Laboratorios, de conformidad con los 
Anexos del presente instrumento jurídico. 

Para efecto de lo anterior, “LAS PARTES” convienen en sujetarse expresamente a las estipulaciones de 
“EL ACUERDO MARCO”, cuyo contenido se tiene por reproducido en el presente Convenio Específico como 
si a la letra se insertasen, así como a las demás disposiciones jurídicas aplicables. 

SEGUNDA. TRANSFERENCIA.- Para la realización de las acciones objeto del presente Convenio 
Específico, “LA SECRETARÍA”, por conducto de la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos 
Sanitarios, transferirá a “LA ENTIDAD”, con el carácter de subsidios, recursos federales que se aplicarán 
exclusivamente al ejercicio de las acciones contenidas en los programas institucionales y por los importes que 
se indican a continuación: 

PROGRAMA 
INSTITUCIONAL 

FUENTE DE FINANCIAMIENTO IMPORTE 

“Consolidar la Operación 
de las Áreas de Protección 
contra Riesgos Sanitarios” 

(Regulación y Fomento 
Sanitarios) 

 

 

Ramo 12 

 

$9,353,040.00 

(NUEVE MILLONES 
TRESCIENTOS CINCUENTA Y 
TRES MIL CUARENTA PESOS 
00/100 M.N.) 
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“Consolidar la Red 
Nacional de Laboratorios 
de Salud Pública” 
(Laboratorio Estatal de Salud 
Pública) 

 

 

Ramo 12 

$6,235,360.00 

(SEIS MILLONES 
DOSCIENTOS TREINTA Y 
CINCO MIL TRESCIENTOS 
SESENTA PESOS 00/100 M.N.)

  

 
 

 

TOTAL 

$15,588,400.00 

(QUINCE MILLONES 
QUINIENTOS OCHENTA Y 
OCHO MIL CUATROCIENTOS 
PESOS 00/100 M.N.) 

 

“LAS PARTES” acuerdan que la transferencia de los recursos federales a que se refiere la presente 
Cláusula, será única y estará condicionada a que “LA ENTIDAD” acredite que los recursos federales 
transferidos en el ejercicio anterior y sus rendimientos financieros, hayan sido ejercidos o, en su caso, 
reintegrados en su totalidad, en los términos y plazos que se señalan en el artículo 17 de la Ley de Disciplina 
Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, así como, de conformidad con las estipulaciones del 
presente Convenio Específico. 

La transferencia a que se refiere la presente Cláusula se efectuará dentro de los sesenta (60) días hábiles 
siguientes a la fecha en que “LA ENTIDAD” entregue a “LA SECRETARÍA”, a través de la Comisión Federal 
para la Protección contra Riesgos Sanitarios, el presente Convenio Específico debidamente firmado, siempre 
y cuando se cumpla con la condición señalada en el párrafo anterior. 

Para tal efecto, “LA ENTIDAD”, a través de su Secretaría de Hacienda, procederá a abrir, en forma previa 
a su radicación, una cuenta bancaria productiva, única y específica para este Convenio Específico, en la 
institución de crédito bancaria que determine, con la finalidad de que dichos recursos y sus rendimientos 
financieros estén debidamente identificados. 

Una vez que sean radicados los recursos federales en la Secretaría de Hacienda de “LA ENTIDAD”, ésta 
se obliga a ministrarlos íntegramente, junto con los rendimientos financieros que se generen, dentro de los 
cinco (5) días hábiles siguientes a su recepción, a la “UNIDAD EJECUTORA”. Asimismo, una vez concluido el 
mes en que se haya realizado la transferencia, deberá identificar y remitir a “LA SECRETARÍA” a manera de 
informe, mediante oficio; el estado de cuenta bancario y los rendimientos financieros generados que junto con 
los rendimientos financieros que se generen, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a su recepción los 
entregará para que sean administrados, a la Secretaría de Salud del Estado de Chihuahua. La “UNIDAD 
EJECUTORA” deberá informar mediante oficio a “LA SECRETARÍA”, a través de la Comisión Federal para la 
Protección contra Riesgos Sanitarios, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a aquél en que concluya 
el plazo anterior, el monto, la fecha y el importe de los rendimientos generados que le hayan sido ministrados. 
Para tal efecto, “LA SECRETARÍA”, a través de la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos 
Sanitarios, dará aviso a la “UNIDAD EJECUTORA” de esta transferencia. 

La “UNIDAD EJECUTORA” deberá, previamente a la ministración de los recursos por parte de la 
Secretaría de Hacienda de “LA ENTIDAD”, abrir una cuenta bancaria productiva, única y específica para este 
Convenio Específico, a lo cual no se podrá aperturar otro tipo de cuenta, ni transferir lo ministrado a otras 
cuentas. En caso de incumplimiento a lo dispuesto en el presente párrafo, “LA SECRETARÍA”, a través de la 
Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, estará en aptitud de suspender o cancelar las 
subsecuentes ministraciones de subsidios. 

La no ministración de los recursos por parte de la Secretaría de Hacienda de “LA ENTIDAD” a la “UNIDAD 
EJECUTORA” en el plazo establecido en el párrafo quinto de esta Cláusula, se considerará incumplimiento 
del presente instrumento jurídico y será causa para que la “UNIDAD EJECUTORA” comunique tal situación a 
los Órganos Fiscalizadores competentes para su intervención, quienes deberán solicitar el pago inmediato a la 
“UNIDAD EJECUTORA” o el reintegro de los recursos transferidos, así como el de los rendimientos 
financieros obtenidos, a la Tesorería de la Federación. Asimismo, en caso del incumplimiento,  
“LA SECRETARÍA”, a través de la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, estará en 
aptitud de suspender o cancelar las subsecuentes ministraciones de subsidios. 
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De igual manera, la Secretaría de Salud del Estado de Chihuahua, dentro de los cinco (5) días hábiles 
siguientes a aquel en que le hayan ministrado los recursos federales, deberá realizar de conformidad con las 
disposiciones jurídicas aplicables, las acciones necesarias a efecto de que la Comisión Estatal para la 
Protección contra Riesgos Sanitarios inicie las actividades específicas contenidas en el Anexo 2 del presente 
Convenio Específico, informando a su vez de dichas acciones a los quince (15) días hábiles a más tardar a 
“LA SECRETARÍA”, a través de la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios. 

Los recursos federales que se transfieran en los términos de este Convenio Específico no pierden su 
carácter federal, por lo que su asignación, ejercicio, ejecución y comprobación deberán sujetarse a las 
disposiciones jurídicas federales aplicables. 

Queda expresamente estipulado, que las transferencias de recursos otorgadas con base en el presente 
Convenio Específico, no son susceptibles de presupuestarse en los ejercicios fiscales siguientes, por lo que 
no implican el compromiso de transferencias posteriores, en ejercicios fiscales subsecuentes con cargo al 
Ejecutivo Federal, para el pago de cualquier gasto que pudiera derivar del objeto del mismo. 

TERCERA. VERIFICACIÓN DEL DESTINO DE LOS RECURSOS FEDERALES.- Para asegurar la 
transparencia en la aplicación y comprobación de los recursos federales ministrados, “LAS PARTES” 
convienen en sujetarse a lo siguiente: 

I. “LA SECRETARÍA”, por conducto de la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos 
Sanitarios, dentro del marco de sus atribuciones y a través de los mecanismos que esta última 
implemente para tal fin, verificará a través de la evaluación del cumplimiento de los objetivos, 
actividades específicas, indicadores y metas a que se refiere la Cláusula Cuarta de este Convenio 
Específico, que los recursos federales señalados en la Cláusula Segunda, sean destinados 
únicamente para cubrir el objeto del presente instrumento jurídico, sin perjuicio de las atribuciones 
que en la materia correspondan a otras instancias competentes del Ejecutivo Federal. 

II. “LA SECRETARÍA” transferirá los recursos federales a que se refiere la Cláusula Segunda de este 
Convenio Específico, absteniéndose de intervenir en el procedimiento de asignación de los 
contratos o de cualquier otro instrumento jurídico que formalice “LA ENTIDAD”, para cumplir con el 
objeto de este Convenio Específico, y sin interferir de forma alguna en el procedimiento y, en su 
caso, mecanismo de supervisión externo que defina “LA ENTIDAD” durante la aplicación de los 
recursos presupuestarios destinados a su ejecución y demás actividades que se realicen para el 
cumplimiento de las condiciones técnicas, económicas, de tiempo, de cantidad y de calidad 
contratadas a través de “LA ENTIDAD”. 

III. “LA ENTIDAD”, dentro de los primeros diez (10) días hábiles siguientes al término de cada mes que 
se reporte, enviará el informe detallado sobre el ejercicio, destino y los resultados obtenidos con los 
recursos transferidos en virtud del presente instrumento jurídico, así como pormenorizado sobre el 
avance financiero y copia del estado de cuenta bancario, mediante el cual deberá identificar e 
informar las transferencias o erogaciones realizadas y los rendimientos financieros generados. 
Dicho informe se rendirá conforme al formato denominado “Avance Físico-Financiero 2022”, que se 
adjunta al presente instrumento como Anexo 3, al que deberá acompañarse copia legible de la 
documentación justificatoria y comprobatoria correspondiente o, en su caso, un disco compacto que 
contenga copia digital legible de dicha documentación; así como el estado de cuenta bancario al 
que se hace referencia. En virtud de ello, el “Avance Físico-Financiero 2022” que presente  
“LA ENTIDAD”, deberá corresponder con los CFDI y la copia del estado de cuenta bancario 
respectivo. 

 En el informe mensual a que se refiere la presente fracción, sólo se señalarán los recursos 
efectivamente ejercidos durante el mes que se reporta. En el supuesto de que en un mes no se 
ejercieran recursos, el informe se enviará en ceros, acompañado de una justificación que sustente 
las razones por las que no fueron ejercidos recursos en el mismo. El cómputo del primer mes a 
informar, comenzará a partir de la fecha de realización de la transferencia de recursos a  
“LA ENTIDAD”. 

 “LA SECRETARÍA”, a través de la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, 
podrá en todo momento, verificar en coordinación con “LA ENTIDAD”, la documentación que 
permita observar el ejercicio de los recursos presupuestarios federales transferidos a  
“LA ENTIDAD”, así como sus rendimientos financieros generados y podrá solicitar a esta última los 
documentos que justifiquen y comprueben el ejercicio de dichos recursos. 

 Es responsabilidad de “LA ENTIDAD” que la documentación comprobatoria y justificativa del gasto 
cumpla con la normatividad fiscal. 
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 Asimismo, “LA SECRETARÍA”, a través de la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos 
Sanitarios, verificará aleatoriamente los comprobantes digitales emitidos por el SAT que le sean 
presentados por “LA ENTIDAD”. 

IV. “LA SECRETARÍA”, a través de la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, 
considerando su disponibilidad de personal y presupuestaria, podrá practicar visitas de verificación, 
a efecto de observar el cumplimiento de las obligaciones establecidas en el presente instrumento 
jurídico, así como que los recursos federales transferidos con motivo del mismo, sean destinados 
únicamente para el cumplimiento de su objeto. 

V. “LAS PARTES” acuerdan que, en caso de incumplimiento en la comprobación de los recursos 
federales que sean transferidos a “LA ENTIDAD”, así como en la entrega de los informes y 
documentación correspondiente, “LA SECRETARÍA”, conforme a lo dispuesto por el artículo 223 del 
Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, a través de la 
Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, estará en aptitud de suspender o 
cancelar la subsecuente ministración de recursos públicos federales, dando aviso de inmediato a las 
autoridades fiscalizadoras competentes de dicha omisión. 

VI. Los recursos presupuestarios federales que “LA SECRETARÍA” se compromete a transferir a  
“LA ENTIDAD”, estarán sujetos a la disponibilidad presupuestaria y a las autorizaciones 
correspondientes, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables y de acuerdo con el 
calendario que para tal efecto se establezca. 

CUARTA. OBJETIVOS, ACTIVIDADES ESPECÍFICAS, INDICADORES Y METAS.- “LAS PARTES” 
convienen en que los objetivos, actividades específicas, indicadores y metas de las acciones que se realicen 
para el cumplimiento del objeto del presente instrumento jurídico, son los que se detallan en su Anexo 2. 

QUINTA. APLICACIÓN DE LOS RECURSOS.- Los recursos federales a los que alude la Cláusula 
Segunda de este instrumento jurídico y los rendimientos financieros que éstos generen, se destinarán en 
forma exclusiva para fortalecer la ejecución y desarrollo del programa y proyectos federales de Protección 
contra Riesgos Sanitarios y de la Red Nacional de Laboratorios, en los términos previstos en el presente 
Convenio Específico. 

Dichos recursos serán aplicados con base en el Anexo 5 “Catálogo de Insumos” que genere  
“LA SECRETARÍA”, a través de las unidades administrativas competentes de la Comisión Federal para la 
Protección contra Riesgos Sanitarios y, la Comisionada Estatal para la Protección contra Riesgos Sanitarios 
del Estado de Chihuahua, el cual debidamente firmado por las instancias que celebran el presente Convenio 
Específico forma parte integral del mismo; tomando como referencia el “Clasificador por objeto del Gasto para 
la Administración Pública Federal” vigente. Dichos recursos no podrán traspasarse a otros conceptos de gasto 
diversos al objeto del presente instrumento jurídico. En el supuesto de requerir modificaciones en el Catálogo 
de referencia, éstas deberán ser solicitadas durante la vigencia del presente instrumento jurídico. 

El Anexo 5 “Catálogo de Insumos” además, será sustanciado y validado conforme a la Memoria de Cálculo 
que genere “LA ENTIDAD” y valide “LA SECRETARÍA” a través de las unidades administrativas competentes 
de la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios y, la Comisionada Estatal para la 
Protección contra Riesgos Sanitarios del Estado de Chihuahua, la cual deberá ser firmada y avalada por 
quienes participen en su elaboración, revisión, autorización, y en su caso modificación o actualización. Dicha 
Memoria de Cálculo servirá como base para la revisión de la documentación de pago, que soporta la 
aplicación de los recursos. 

Los recursos federales que se transfieren, se devengarán conforme a lo establecido en el artículo 175 del 
Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; se registrarán por  
“LA ENTIDAD” en su contabilidad de acuerdo con las disposiciones jurídicas aplicables y se rendirán en su 
Cuenta Pública, sin que por ello pierdan su carácter federal, por lo que su asignación, ejercicio, ejecución y 
comprobación deberá sujetarse a las disposiciones federales aplicables. 

Los recursos federales transferidos a “LA ENTIDAD” que al 31 de diciembre de 2022 no hayan sido 
devengados, deberán ser reintegrados en su totalidad a la Tesorería de la Federación, en los términos del 
artículo 17 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, debiendo 
informarlo a “LA SECRETARÍA”, a través de la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, 
de manera escrita y con los documentos soporte correspondientes; dichos reintegros deberán incluir los 
rendimientos financieros generados. 



50 DIARIO OFICIAL Lunes 12 de diciembre de 2022 

SEXTA. GASTOS ADMINISTRATIVOS.- “LAS PARTES” convienen en que los gastos administrativos que 
deriven del cumplimiento del presente instrumento jurídico, deberán ser realizados por “LA ENTIDAD” con 
cargo a sus recursos. 

SÉPTIMA. OBLIGACIONES DE “LA ENTIDAD”.- Adicionalmente a los compromisos establecidos en  
“EL ACUERDO MARCO” y en el presente Convenio Específico, “LA ENTIDAD” se obliga a: 

I. Vigilar el cumplimiento estricto de las disposiciones jurídicas aplicables al ejercicio del gasto público 
federal, dando aviso a las instancias respectivas por cualquier anomalía detectada, conforme a lo 
establecido en la normativa aplicable, por conducto de la Secretaría de Salud del Estado de 
Chihuahua, responsable ante “LA SECRETARÍA” del adecuado ejercicio y comprobación de los 
recursos objeto del presente instrumento jurídico. 

II. Responder por la integración y veracidad de la información técnica y financiera que presenten para 
el cumplimiento de los compromisos establecidos en el presente instrumento jurídico, 
particularmente, de aquélla generada con motivo de la aplicación, seguimiento, control, rendición de 
cuentas y transparencia de los recursos federales transferidos, en términos de las disposiciones 
jurídicas aplicables. 

III. Remitir por conducto de la Secretaría de Hacienda de “LA ENTIDAD”, a “LA SECRETARÍA”, a 
través de la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, en un plazo no mayor a 
diez (10) días hábiles posteriores al cierre de mes, en el cual se hayan recibido los recursos 
federales que se detallan en el presente Convenio Específico, el CFDI conforme a la normatividad 
aplicable y el estado de cuenta bancario en el cual deberá identificar los rendimientos generados. 

 Asimismo, la “UNIDAD EJECUTORA” deberá remitir a “LA SECRETARÍA”, a través de la Comisión 
Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, mediante oficio, en un plazo no mayor a diez 
(10) días hábiles posteriores al cierre de mes en el cual se realizó la recepción de la ministración por 
parte de la Secretaría de Hacienda, de “LA ENTIDAD”, el estado de cuenta bancario que acredite la 
recepción de dichas ministraciones y deberá informar los rendimientos financieros que le hayan sido 
ministrados, conforme a la normativa aplicable. 

 La documentación comprobatoria a que se refieren los párrafos anteriores deberá ser expedida a 
nombre de la Secretaría de Salud/Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios; 
precisar el monto de los recursos transferidos; señalar las fechas de emisión y de recepción de los 
recursos; precisar el nombre del programa institucional y los conceptos relativos a los recursos 
federales recibidos. Dicha documentación deberá remitirse en archivo electrónico Comprobante 
Fiscal Digital por Internet (CFDI), junto con los estados de cuenta bancarios que acrediten la 
recepción de dichos recursos. 

IV. Integrar la información financiera relativa a los recursos federales transferidos para la ejecución del 
objeto del presente Convenio Específico, en los términos previstos en el artículo 70 de la Ley 
General de Contabilidad Gubernamental. 

V. Aplicar los recursos federales transferidos y sus rendimientos financieros, conforme a los 
programas, proyectos, objetivos, actividades específicas, indicadores, metas y calendarización 
previstos en el presente instrumento jurídico. 

VI. Gestionar a través de la Secretaría de Salud del Estado de Chihuahua, a los cinco (5) días hábiles 
de la recepción de los recursos, los procesos de adquisición para la compra de los insumos que se 
determinan en el Anexo 5 y que son necesarios para dar cumplimiento a las actividades contenidas 
en este instrumento. 

VII. Entregar, por conducto de la Secretaría de Salud del Estado de Chihuahua, a “LA SECRETARÍA”, a 
través de la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, en los términos 
estipulados en el presente Convenio Específico, los informes mensuales sobre el ejercicio, destino y 
los resultados obtenidos con los recursos transferidos en virtud del presente instrumento jurídico, 
así como sobre el avance financiero y estado de cuenta bancario, mediante el cual deberá 
identificar e informar los rendimientos financieros generados. 

VIII. Mantener bajo su custodia, a través de la Secretaría de Salud del Estado de Chihuahua, la 
documentación comprobatoria original de los recursos federales erogados, la cual deberá exhibir a 
“LA SECRETARÍA”, a través de la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios y, 
en su caso, a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, así como por los órganos fiscalizadores 
competentes, cuando le sea requerida. 
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IX. Verificar que la documentación comprobatoria del gasto de los recursos federales objeto de este 
Convenio Específico, haya sido emitida por la persona física o moral a la que se efectuó el pago 
correspondiente y cumpla con los requisitos fiscales establecidos en las disposiciones federales 
aplicables, entre otros, aquéllos que determinan los artículos 29 y 29-A, del Código Fiscal de la 
Federación, los que deberán expedirse a nombre de “LA ENTIDAD”. Para lo cual, se deberá remitir 
archivo electrónico CFDI. Asimismo, deberá remitir a “LA SECRETARÍA”, a través de la Comisión 
Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, el archivo electrónico con la Verificación de 
Comprobantes Fiscales Digitales por Internet, emitido por el Servicio de Administración Tributaria 
(SAT). 

 La autenticidad de la documentación justificatoria y comprobatoria de los recursos federales 
erogados, será responsabilidad de la Secretaría de Salud del Estado de Chihuahua. 

X. Es obligatorio cancelar, por conducto de la Secretaría de Salud del Estado de Chihuahua, la 
documentación comprobatoria, con la leyenda “Operado con recursos federales, para el (Programa 
Institucional que corresponda) del Ejercicio Fiscal 2022”. 

XI. Reportar y dar seguimiento mensual, a través de la Comisionada Estatal para la Protección contra 
Riesgos Sanitarios del Estado de Chihuahua, sobre el cumplimiento de los programas, proyectos, 
objetivos, indicadores y metas, previstos en el Anexo 2 de este Convenio Específico, los resultados 
de las evaluaciones que se hayan realizado. 

XII. Reintegrar a la Tesorería de la Federación dentro de los quince (15) días naturales siguientes en 
que los requiera “LA SECRETARÍA”, a través de la Comisión Federal para la Protección contra 
Riesgos Sanitarios, los recursos presupuestarios federales transferidos y sus rendimientos 
financieros, que después de radicados a la Secretaría de Hacienda de “LA ENTIDAD”, no hayan 
sido ministrados a la “UNIDAD EJECUTORA”, o que una vez ministrados a esta última, se 
mantengan ociosos o no sean ejercidos en los términos del presente Convenio Específico. 

XIII. Mantener actualizada, la información relativa a los avances en el ejercicio de los resultados de los 
recursos transferidos, así como aportar los elementos que resulten necesarios para la evaluación de 
los resultados que se obtengan con los mismos. 

XIV. Proporcionar, por conducto de la Secretaría de Salud del Estado de Chihuahua, la información y 
documentación que “LA SECRETARÍA”, a través de la Comisión Federal para la Protección contra 
Riesgos Sanitarios, le solicite en las visitas de verificación que ésta última opte por realizar, para 
observar el cumplimiento de las obligaciones establecidas en el presente instrumento jurídico, así 
como que los recursos federales transferidos con motivo del mismo, sean destinados únicamente 
para el cumplimiento de su objeto. 

XV. Establecer, con base en el seguimiento de los resultados de las evaluaciones realizadas, medidas 
de mejora continua para el cumplimiento de los objetivos para los que se destinen los recursos 
transferidos. 

XVI. Informar sobre la suscripción de este Convenio Específico, a los órganos de control y de 
fiscalización de “LA ENTIDAD” y entregarles copia del mismo. 

XVII. Difundir en la página de Internet de la Secretaría de Salud del Estado de Chihuahua, el presente 
Convenio Específico, así como los conceptos financiados con los recursos federales transferidos en 
virtud del mismo, incluyendo los avances y resultados físicos y financieros, en los términos de las 
disposiciones aplicables. 

XVIII. Gestionar, por conducto de la Secretaría de Salud del Estado de Chihuahua, la publicación del 
presente instrumento jurídico en el órgano de difusión oficial de “LA ENTIDAD”. 

OCTAVA. OBLIGACIONES DE “LA SECRETARÍA”.- Adicionalmente a los compromisos establecidos en 
“EL ACUERDO MARCO”, “LA SECRETARÍA”, a través de la Comisión Federal para la Protección contra 
Riesgos Sanitarios, se obliga a: 

I. Transferir a “LA ENTIDAD”, con el carácter de subsidios, los recursos federales a que se refiere el 
presente Convenio Específico. 

II. Verificar que los recursos federales que en virtud de este instrumento jurídico se transfieran, hayan 
sido aplicados conforme al objeto del mismo, sin perjuicio de las atribuciones que en la materia 
correspondan a otras instancias competentes de los poderes Ejecutivo y Legislativo Federales y/o 
de “LA ENTIDAD”. 
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III. Verificar que la Secretaría de Salud del Estado de Chihuahua, envíe en los términos estipulados en 
el presente Convenio Específico, los informes mensuales sobre el ejercicio, y los resultados 
obtenidos con los recursos transferidos en virtud de la celebración del presente instrumento jurídico, 
así como sobre el avance financiero y estado de cuenta bancario, mediante el cual identifique e 
informe los rendimientos financieros. 

IV. Verificar que “LA ENTIDAD”, por conducto de la Secretaría de Salud del Estado de Chihuahua, 
envíe la documentación justificatoria y comprobatoria del gasto de los recursos federales 
transferidos, en términos de lo estipulado en el presente Convenio Específico. 

V. Verificar que “LA ENTIDAD” efectúe, dentro de los quince (15) días naturales siguientes, el reintegro 
a la Tesorería de la Federación, de los recursos federales transferidos y sus rendimientos 
financieros, que después de radicados a la Secretaría de Hacienda de “LA ENTIDAD”, no hayan 
sido ministrados a la “UNIDAD EJECUTORA”, o que una vez ministrados a esta última, se 
mantengan ociosos o no sean ejercidos en los términos del presente Convenio Específico. 

VI. Presentar el Informe de la Cuenta de la Hacienda Pública Federal y los demás informes que sean 
requeridos, sobre la aplicación de los recursos transferidos con motivo del presente Convenio 
Específico. 

VII. Dar seguimiento mensualmente, en coordinación con “LA ENTIDAD”, sobre el avance en el 
cumplimiento de la realización de las acciones objeto del presente instrumento jurídico. 

VIII. Establecer medidas de mejora continua para el cumplimiento de los objetivos para los que se 
destinen los recursos financieros transferidos, con base en el seguimiento de los resultados de las 
evaluaciones realizadas. 

IX. Informar sobre la suscripción de este Convenio Específico a la Auditoría Superior de la Federación. 

X. Difundir en su página de Internet el presente Convenio Específico, así como los conceptos 
financiados con los recursos federales transferidos en virtud del mismo, incluyendo los avances y 
resultados físicos y financieros, en los términos de las disposiciones aplicables. 

XI. Realizar las gestiones necesarias para la publicación del presente instrumento jurídico en el Diario 
Oficial de la Federación. 

NOVENA. ACCIONES DE VERIFICACIÓN, SEGUIMIENTO, EVALUACIÓN Y CONTROL.- La verificación, 
seguimiento y evaluación de los recursos presupuestarios federales transferidos por “LA SECRETARÍA” a  
“LA ENTIDAD” con motivo del presente instrumento jurídico, corresponderá a “LA SECRETARÍA” y a la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en los términos de las disposiciones aplicables y estipulaciones del 
presente Convenio Específico. 

Para el caso de “LA SECRETARÍA”, las acciones a que se refiere el párrafo anterior, se realizarán por 
conducto de la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, a través de las unidades 
administrativas que la integran, conforme a las atribuciones que les confiere el Reglamento de la Comisión 
Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, quienes estarán obligadas a dar seguimiento al 
cumplimiento del objeto del presente instrumento jurídico, así como a los objetivos, actividades específicas, 
indicadores y metas que se precisan en su Anexo 4. 

El control y la fiscalización de dichos recursos, quedarán a cargo de las autoridades federales y locales, en 
sus respectivos ámbitos de competencia, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables. 

Cuando las autoridades federales o locales que participen en la ejecución del presente Convenio 
Específico, detecten que los recursos presupuestarios federales transferidos no han sido aplicados a los fines 
que se señalan en el presente Convenio Específico, deberán hacerlo del conocimiento, en forma inmediata, 
de la Auditoría Superior de la Federación y de la Secretaría de la Función Pública y, en su caso, del Ministerio 
Público de la Federación. 

En el caso de que “LA ENTIDAD” incumpla con cualquiera de las obligaciones contraídas en el presente 
instrumento jurídico y/o aquellas legalmente establecidas, se dará aviso a los Órganos Fiscalizadores 
competentes, para su intervención y se solicitará el reintegro, a la Tesorería de la Federación, de recursos 
transferidos no devengados ni comprobados, así como los rendimientos financieros generados. 

DÉCIMA. MANEJO DE LA INFORMACIÓN.- El manejo de la información que se presente, obtenga o 
produzca en virtud del cumplimiento de este instrumento jurídico, será clasificada por “LAS PARTES”, 
atendiendo a los principios de confidencialidad, reserva y protección de datos personales que se desprenden 
de las disposiciones aplicables en la materia, por lo que “LAS PARTES”, se obligan a utilizarla o aprovecharla 
únicamente para el cumplimiento del objetivo del presente Convenio Específico. 
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Asimismo, “LAS PARTES” se obligan a no revelar, copiar, reproducir, explotar, comercializar, modificar, 
duplicar, divulgar o difundir a terceros, la información que tenga carácter de confidencial, sin la autorización 
previa y por escrito del titular de la misma y de “LAS PARTES”. 

DÉCIMA PRIMERA. AVISOS, COMUNICACIONES Y NOTIFICACIONES.- “LAS PARTES” convienen en 
que todos los avisos, comunicaciones y notificaciones que se realicen con motivo del presente instrumento 
jurídico, se llevarán a cabo por escrito en los domicilios señalados en el apartado de Declaraciones. 

Cualquier cambio de domicilio de “LAS PARTES” deberá ser notificado por escrito a la otra, con al menos 
diez (10) días naturales de anticipación a la fecha en que se pretenda que surta efectos ese cambio.  
Sin este aviso, todas las comunicaciones se entenderán válidamente hechas en los domicilios señalados por 
“LAS PARTES”. 

DÉCIMA SEGUNDA. RELACIÓN LABORAL.- Queda expresamente estipulado por “LAS PARTES”, que el 
personal contratado, empleado o comisionado por cada una de ellas para dar cumplimiento al presente 
instrumento jurídico, guardará relación laboral únicamente con aquélla que lo contrató, empleó o comisionó, 
por lo que asumen plena responsabilidad por este concepto, sin que en ningún caso, la otra parte pueda ser 
considerada como patrón sustituto o solidario, obligándose en consecuencia, cada una de ellas, a sacar a la 
otra, en paz y a salvo, frente a cualquier reclamación, demanda o sanción, que su personal pretendiese fincar 
o entablar en su contra, deslindándose desde ahora de cualquier responsabilidad de carácter laboral, civil, 
penal, administrativa o de cualquier otra naturaleza jurídica que en ese sentido se les quiera fincar. 

DÉCIMA TERCERA. VIGENCIA.- El presente Convenio Específico comenzará a surtir sus efectos a partir 
de la fecha de su suscripción y se mantendrá en vigor hasta el 31 de diciembre de 2022. 

La conclusión de la vigencia del presente instrumento jurídico no exime las obligaciones de comprobación, 
envío de documentación (estados de cuenta bancarios, notificación del cierre de la cuenta bancaria 
aperturada para el ejercicio fiscal, cierre del ejercicio) y/o reintegro a cargo de “LA ENTIDAD”. 

DÉCIMA CUARTA. MODIFICACIONES AL CONVENIO ESPECÍFICO.- “LAS PARTES” acuerdan que el 
presente Convenio Específico podrá modificarse de común acuerdo por escrito, sin alterar su estructura y en 
estricto apego a las disposiciones jurídicas aplicables. Las modificaciones al Convenio Específico obligarán a 
sus signatarios a partir de la fecha de su firma y deberán publicarse en el Diario Oficial de la Federación y en 
el órgano de difusión oficial de “LA ENTIDAD”. 

En circunstancias especiales, caso fortuito o de fuerza mayor, para la realización del objeto previsto en 
este instrumento jurídico, “LAS PARTES” acuerdan tomar las medidas o mecanismos que permitan afrontar 
dichas eventualidades. En todo caso, las medidas y mecanismos acordados serán formalizados mediante la 
suscripción del Convenio Modificatorio correspondiente. 

DÉCIMA QUINTA. CAUSAS DE TERMINACIÓN.- El presente Convenio Específico podrá darse por 
terminado de manera anticipada en los supuestos estipulados en “EL ACUERDO MARCO”. 

DÉCIMA SEXTA. CAUSAS DE RESCISIÓN.- El presente Convenio Específico podrá rescindirse por las 
causas que señala “EL ACUERDO MARCO”. 

DÉCIMA SÉPTIMA. INTERPRETACIÓN, JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA.- “LAS PARTES” manifiestan 
su conformidad para interpretar y resolver, de común acuerdo, todo lo relativo a la ejecución y cumplimiento 
del presente Convenio Específico, así como en sujetar todo lo no previsto en el mismo a lo dispuesto en las 
disposiciones jurídicas aplicables. 

Asimismo, convienen en que de las controversias que surjan con motivo de la ejecución y cumplimiento 
del presente Convenio Específico, conocerán los tribunales federales competentes en la Ciudad de México, 
renunciando “LAS PARTES” a cualquier otra jurisdicción que pudiera corresponderles en razón de su domicilio 
presente o futuro. 

Enteradas las partes del contenido y alcance legal del presente Convenio Específico, lo firman por 
quintuplicado a los quince días del mes de junio de dos mil veintidós.- Por la Secretaría: el Comisionado 
Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, Dr. Alejandro Ernesto Svarch Pérez.- Rúbrica.-  
La Secretaria General de la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, C. Anahi 
Guadalupe Orozco.- Rúbrica.- Por la Entidad: el Secretario de Hacienda, Lic. José de Jesús Granillo 
Vázquez.- Rúbrica.- El Secretario de Salud y Director General de Servicios de Salud de Chihuahua, Dr. Felipe 
Fernando Sandoval Magallanes.- Rúbrica.- La Comisionada Estatal para la Protección contra Riesgos 
Sanitarios del Estado de Chihuahua, Dra. Rosa María Gutiérrez Pimienta.- Rúbrica. 
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ANEXO 1 

CONCEPTOS PARA LA APLICACIÓN DE RECURSOS 
ENTIDAD: CHIHUAHUA 

CONCEPTO: Fortalecimiento de la ejecución y desarrollo del Programa y Proyectos Federales de Protección contra Riesgos Sanitarios (Regulación y 
Fomento Sanitarios) y Fortalecimiento de la Red Nacional de Laboratorios (Laboratorio Estatal de Salud Pública) 

PROGRAMA:  Protección contra Riesgos Sanitarios 
CONVENIO CLAVE: COFEPRIS-CETR-CHIH.-09-22 

Programa Objetivo específico Protección contra 
riesgos sanitarios 

Fortalecimiento a la 
Red Nacional de 

Laboratorios 
Total 

Fortalecimiento al 
Sistema Federal 

Sanitario en 
materia de 

protección contra 
riesgos sanitarios. 

Mantener las acciones de control sanitario que garanticen la inocuidad de los 
alimentos incluso durante las emergencias sanitarias (COVID-19). 

$3,304,741.00 $2,166,788.00 $5,471,529.00 

Establecer un Sistema de Alerta Temprana de Florecimientos de Algas 
Nocivas (Marea Roja), con el fin de aplicar medidas preventivas de manera 
oportuna, tendientes a evitar el consumo de moluscos bivalvos expuestos a 
mareas rojas tóxicas. 

   

Proteger a la población de riesgos potencialmente presentes en el agua de 
uso y consumo humano (incluye agua de consumo, para la preparación de 
alimentos e higiene, así como para actividades recreativas en agua). 

$1,932,962.00 $1,371,779.00 $3,304,741.00 

Incrementar el número de notificaciones de RAMs recibidas por las entidades 
federativas.  
Utilizar a la Farmacovigilancia como herramienta que permita conocer el perfil 
de seguridad de los medicamentos.  
Fomentar actividades de Farmacovigilancia mediante la capacitación 
constante. 

$561,182.00 
 

$561,182.00 

Disminuir riesgos sanitarios a través de la vigilancia basada en riesgos. $1,184,718.00 $358,533.00 $1,543,251.00 
Incrementar el conocimiento de las medidas preventivas de protección a la 
salud relacionadas al saneamiento básico. 

$155,884.00 
 

$155,884.00 

Implementar mecanismos de coordinación en materia de difusión, 
capacitación, supervisión y vinculación, orientados a fortalecer la rendición de 
cuentas, promover la integridad en el servicio público, prevenir actos 
discrecionales y/o de corrupción y dar certeza sobre la correcta ejecución de 
los procesos de regulación, control y fomento sanitario. 

$389,710.00 
 

$389,710.00 

Desarrollar, implementar y/o fortalecer los Sistemas de Gestión de la Calidad 
en el Sistema Federal Sanitario con base en la Norma ISO 9001:2015. 

$233,826.00 
 

$233,826.00 

Dar atención oportuna, organizada y sistemática a los eventos de 
emergencias sanitarias en materia de desastres naturales, brotes por 
enfermedades infecciosas y/o emergentes, eventos de concentración masiva, 
infecciones asociadas a la atención de la salud, bioterrorismo y/o exposición 
a otros agentes, a través de acciones de control sanitario.  

$1,590,017.00 
 

$1,590,017.00 

Mantener las acciones de control sanitario que garanticen la certificación y 
condición sanitaria de los sistemas de abastecimiento de agua públicos y 
privados de conformidad con la NOM-179-SSA1-2020, Agua para uso y 
consumo humano. Control de la calidad del agua distribuida por los sistemas 
de abastecimiento de agua. Las descargas de aguas residuales. Las 
características sanitarias y los criterios que deban cumplir los usuarios que 
aprovechen en su servicio aguas que posteriormente sean descargadas a 
cuerpos de agua destinadas al uso y consumo humano, el manejo adecuado 
de sustancias toxicas y residuos tóxicos, la protección y seguimiento a la 
salud de su personal ocupacionalmente expuesto. 

   

Fortalecimiento de la capacidad analítica conforme a los requerimientos 
establecidos, por la Comisión de Evidencia y Manejo de Riesgos (CEMAR) y 
Comisión de Operación Sanitaria (COS) responsables de los programas de 
vigilancia sanitaria; así como sistemas de gestión de calidad para el 
mantenimiento de la Autorización como Tercero Autorizado (TA). 

 
$2,338,260.00 $2,338,260.00 

TOTAL $9,353,040.00 $6,235,360.00 $15,588,400.00 

 
LOS SERVIDORES PÚBLICOS QUE INTERVIENEN EN LA ELABORACIÓN, SUSCRIPCIÓN Y RECEPCIÓN DE LOS 

RECURSOS OTORGADOS A TRAVÉS  DEL PRESENTE CONVENIO DE COLABORACIÓN ENTRE LA COFEPRIS Y EL 
EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE CHIHUAHUA, DEBERÁN DAR CUMPLIMIENTO A LO 
ESTABLECIDO EN LA LEY FEDERAL DE AUSTERIDAD REPUBLICANA, SUS LINEAMIENTOS Y NORMAS 
ESPECÍFICAS DICTADAS SOBRE LA MATERIA POR LAS AUTORIDADES RESPONSABLES. 

ANEXO 1 DEL CONVENIO ESPECÍFICO EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS FEDERALES CON EL 
CARÁCTER DE SUBSIDIOS, PARA FORTALECER LA EJECUCIÓN Y DESARROLLO DEL PROGRAMA Y PROYECTOS 
DE PROTECCIÓN CONTRA RIESGOS SANITARIOS, ASÍ COMO LA RED NACIONAL DE LABORATORIOS, QUE 
CELEBRAN POR UNA PARTE EL EJECUTIVO FEDERAL, POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE SALUD, A 
TRAVÉS DE LA COMISIÓN FEDERAL PARA LA PROTECCIÓN CONTRA RIESGOS SANITARIOS, Y POR LA OTRA, EL 
EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE CHIHUAHUA, EL QUINCE DE JUNIO DEL AÑO DOS  
MIL VEINTIDOS. 

Por la Secretaría: el Comisionado Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, Dr. Alejandro 
Ernesto Svarch Pérez.- Rúbrica.- La Secretaria General de la Comisión Federal para la Protección contra 
Riesgos Sanitarios, C. Anahi Guadalupe Orozco.- Rúbrica.- Por la Entidad: el Secretario de Hacienda,  
Lic. José de Jesús Granillo Vázquez.- Rúbrica.- El Secretario de Salud y Director General de Servicios de 
Salud de Chihuahua, Dr. Felipe Fernando Sandoval Magallanes.- Rúbrica.- La Comisionada Estatal para la 
Protección contra Riesgos Sanitarios del Estado de Chihuahua, Dra. Rosa María Gutiérrez  
Pimienta.- Rúbrica. 
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ANEXO 2 

PROGRAMAS, OBJETIVOS, INDICADORES Y METAS 
ENTIDAD: CHIHUAHUA 

CONCEPTO:  
Fortalecimiento de la ejecución y desarrollo del Programa y Proyectos Federales de Protección contra Riesgos Sanitarios (Regulación y Fomento Sanitarios) y Fortalecimiento de la Red Nacional de Laboratorios 

(Laboratorio Estatal de Salud Pública) 

PROGRAMA:  Protección contra Riesgos Sanitarios 

CONVENIO CLAVE: COFEPRIS-CETR-CHIH.-09-22 

Programa Fortalecimiento al Sistema Federal Sanitario en materia de protección contra riesgos sanitarios. 

Objetivo 
Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y laborales la ocurrencia de emergencias 

sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico Mantener las acciones de control sanitario que garanticen la inocuidad de los alimentos incluso durante las emergencias sanitarias (COVID-19). 

Actividad Específica 
Metas 

Jun Jul Ags Sept Oct Nov Dic TOTAL

A
PC

R
S 

1. Enviar a la COFEPRIS el padrón de establecimientos que empacan productos agrícolas frescos o mínimamente procesados en el formato oficial y de conformidad con 

los lineamientos correspondientes (APCRS). 
1 

      
1 

2. Realizar visitas de verificación a los establecimientos que procesan los productos agrícolas frescos y mínimamente procesados (hortalizas y/o frutas) (APCRS). 2 1 1 1 1 6 

3. Realizar la toma de muestras y envío de las mismas al LESP de los productos de la pesca, cárnicos, lácteos, huevo y productos agrícolas mínimamente procesados 

(hortalizas y/o frutas), a las cuales se efectuarán las determinaciones especificadas en la programación correspondiente y que deben coincidir con las registradas en el 

apartado del LESP (APCRS).  
176 176 176 176 176 

 
880 

4. Notificar los resultados de análisis los productos de la pesca, cárnicos, lácteos, huevo y productos agrícolas mínimamente procesados (hortalizas y/o frutas), a la 

COFEPRIS de manera mensual en el formato oficial y de conformidad con los lineamientos correspondientes (APCRS).   
1 1 1 1 1 5 

5. Cumplir con el número de visitas programadas para la toma de muestras de agua y producto en las áreas de cosecha de moluscos bivalvos, así como el envío de 

muestras a los LESP (APCRS).         

6. Notificar los resultados de análisis de las determinaciones realizadas en agua y producto a la COFEPRIS de manera mensual a través del sistema electrónico 

autorizado en el formato oficial y de conformidad con los lineamientos correspondientes (APCRS).         

7. Elaborar, promover y coordinar un programa de capacitación en materia de inocuidad de los alimentos dirigida a los manejadores de alimentos. 20% 40% 40% 100% 

8. Coordinar estrategias de difusión, dirigidas a manejadores de alimentos y a la población en general, con el propósito de contribuir a la disminución de los riesgos 

sanitarios asociados con el consumo de alimentos, de acuerdo a los lineamientos emitidos por la Comisión de Fomento Sanitario. 
20% 

  
40% 

  
40% 100% 

LE
SP

 

9. Realizar las determinaciones especificadas en las sábanas de muestreo a los productos de la pesca, cárnicos, lácteos, huevo y productos agrícolas mínimamente 

procesados (hortalizas y/o frutas), de conformidad con lo establecido en los lineamientos emitidos para este fin (LESP).  
176 176 176 176 176 

 
880 

10. Realizar el análisis del número de determinaciones establecidas para agua (coliformes fecales) en áreas de cosecha de moluscos bivalvos (LESP). 

11. Realizar el análisis del número de determinaciones establecidas para producto (E. coli, Salmonella sp, Vibrio cholerae y Vibrio parahaemolyticus) en áreas de 

cosecha de moluscos bivalvos (LESP).         

12. Realizar análisis de biotoxinas marinas en moluscos bivalvos de acuerdo con lo establecido por COFEPRIS (pruebas para detección de PSP, ASP y DSP en los 

Estados con litoral en el Océano Pacífico y PSP, ASP, DSP y NSP en los Estado del Golfo de México) de acuerdo con los criterios técnicos establecidos por COFEPRIS 

(LESP). 
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Programa Fortalecimiento al Sistema Federal Sanitario en materia de protección contra riesgos sanitarios. 

Objetivo Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y laborales la ocurrencia de emergencias 
sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico Establecer un Sistema de Alerta Temprana de Florecimientos de Algas Nocivas (Marea Roja), con el fin de aplicar medidas preventivas de manera oportuna, tendientes a evitar el consumo de moluscos bivalvos expuestos 
a mareas rojas tóxicas. 

Actividad Específica 
Metas 

Jun Jul Ags Sept Oct Nov Dic TOTAL

A
PC

R
S 13. Realizar el monitoreo de fitoplancton en agua de mar, con base en los lineamientos emitidos por la COFEPRIS (APCRS). 

14. Notificar los resultados de análisis de agua de mar a la COFEPRIS de manera mensual a través del sistema electrónico autorizado en el formato oficial y de 
conformidad con los lineamientos correspondientes (APCRS).         

LE
SP

 

15. Realizar las determinaciones al agua de mar con base en los lineamientos emitidos por la COFEPRIS (LESP). 
        

 

Programa Fortalecimiento al Sistema Federal Sanitario en materia de protección contra riesgos sanitarios. 

Objetivo Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y laborales la ocurrencia de emergencias 
sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico Proteger a la población de riesgos potencialmente presentes en el agua de uso y consumo humano (Incluye agua de consumo, para la preparación de alimentos e higiene, así como para actividades recreativas en agua). 

Actividad Específica 
Metas 

Jun Jul Ags Sept Oct Nov Dic TOTAL

A
PC

R
S 

16. Enviar a la COFEPRIS programa de trabajo de vigilancia de la calidad del agua de la red de distribución de agua, incluyendo posibles riesgos identificados 
previamente, de acuerdo a los lineamientos técnicos emitidos por la COFEPRIS. 

1 
      

1 

17. Enviar a la COFEPRIS informe mensual sobre los resultados del monitoreo de cloro residual realizado en la entidad federativa. 1 1 1 1 1 1 1 7 

18. Enviar a la COFEPRIS informe mensual sobre las notificaciones realizadas a los responsables del abastecimiento del agua en localidades, municipios o entidades 
federativas, respecto a los resultados de los hallazgos obtenidos durante el monitoreo, así como de las acciones realizadas. 

1 1 1 1 1 1 1 7 

19. Enviar a la COFEPRIS reporte mensual sobre resultados de análisis bacteriológicos realizados conforme a los lineamientos establecidos, de acuerdo con la meta 
establecida entre la COFEPRIS y la entidad federativa. 

1 1 1 1 1 1 1 7 

20. Enviar a la COFEPRIS el reporte de resultados obtenidos del monitoreo de Flúor, Arsénico, Plomo, Plaguicidas y/u otros analitos de riesgo en agua de uso y 
consumo humano priorizados por la entidad federativa. 

1 1 1 1 1 1 1 7 

21. Enviar a la COFEPRIS el reporte de resultados obtenidos del monitoreo de playas prioritarias de acuerdo a lo establecido en los lineamientos establecidos por la 
COFEPRIS.         

22. Enviar a la COFEPRIS informe mensual sobre la asistencia a las reuniones convocadas por los Comités de Playas, incluyendo información sobre los acuerdos 
generados durante dichas reuniones o las minutas correspondientes, en caso de que no se realicen se deberá informar en ese sentido.         

23. Enviar a la COFEPRIS el reporte de resultados obtenidos del monitoreo de E. coli realizados en cuerpos de agua dulce para uso recreativo con contacto primario. 

24. Implementar acciones de capacitación con el objetivo de disminuir riesgos asociados por el uso y consumo de agua, de acuerdo a los lineamientos emitidos por la 
COFEPRIS. 

20% 
  

40% 
  

40% 100% 

25. Coordinar estrategias de difusión con el objetivo de disminuir los riesgos asociados al uso y consumo de agua, de acuerdo a los lineamientos emitidos por la 
Comisión de Fomento Sanitario. 

20% 
  

40% 
  

40% 100% 

LE
SP

 

26. Realizar los análisis bacteriológicos conforme a la meta y lineamientos establecidos. 25% 25% 25% 25% 25% 25% 25% 25% 

27. Realizar los análisis de Flúor, Arsénico, Plomo, Plaguicidas y/u otros analitos de riesgo en agua de uso y consumo humano conforme a la meta y lineamientos 

establecidos. 
52 52 52 52 52 52 53 365 

28. Realizar los análisis del monitoreo de playas prioritarias conforme a la meta y lineamientos establecidos. 
        

29. Realizar los análisis de E. coli en cuerpos de agua dulce para uso recreativo con contacto primario conforme a la meta y lineamientos establecidos.  
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Programa Fortalecimiento al Sistema Federal Sanitario en materia de protección contra riesgos sanitarios. 

Objetivo Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y laborales la ocurrencia de emergencias 
sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico Incrementar el número de notificaciones de RAMs recibidas por las entidades federativas. Utilizar a la Farmacovigilancia como herramienta que permita conocer el perfil de seguridad de los medicamentos. Fomentar 
actividades de Farmacovigilancia mediante la capacitación constante. 

Actividad Específica 
Metas 

Jun Jul Ags Sept Oct Nov Dic TOTAL

A
PC

R
S 

30. Elaborar el plan de trabajo anual. 1 1 

31. Implementación y seguimientos de unidades del sistema nacional de salud. 1 1 1 3 

32. Elaborar el reporte mensual. 1 1 1 1 1 1 6 

33. Realizar capacitaciones en materia de Farmacovigilancia. 1 1 2 

34. Realizar asesorías en Farmacovigilancia. 1 1 1 1 1 1 1 7 

35. Congreso Estatal de Farmacovigilancia. 1 1 

36. Acudir a la reunión nacional. 1 1 

37. Elaborar reporte final de actividades. 1 1 

38. Coordinar estrategias de difusión en el tema de farmacovigilancia dirigidas al personal de salud y a la población en general, de acuerdo a los lineamientos emitidos 
por la Comisión de Fomento Sanitario. 

20% 
  

40% 
  

40% 100% 

 
Programa Fortalecimiento al Sistema Federal Sanitario en materia de protección contra riesgos sanitarios. 

Objetivo Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y laborales la ocurrencia de emergencias 
sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico Disminuir riesgos sanitarios a través de la vigilancia basada en riesgos. 

Actividad Específica 
Metas 

Jun Jul Ags Sept Oct Nov Dic TOTAL

A
PC

R
S 

39. Implementar el Programa de Vigilancia Sanitaria en materia de productos y servicios, basado en riesgos así como:
Realizar visitas de verificación sanitaria en materia de productos y servicios, para conocer las condiciones sanitarias de los establecimientos y productos relacionados, a 
fin de proteger a la población de riesgos sanitarios. 

60 60 60 60 60 60 60 420 

40. Realizar visitas de verificación sanitaria en establecimientos dedicados a la fabricación, venta y distribución de SUPLEMENTOS ALIMENTICIOS (PRODUCTOS 
ENGAÑO) para conocer las condiciones sanitarias de los establecimientos y productos relacionados, a fin de proteger a la población de riesgos sanitarios. 

5 5 5 5 5 5 5 35 

41. Realizar visitas de verificación sanitaria para vigilar el cumplimiento de la modificación de la NOM-051-SCFI/SSA1-2010, para conocer el cumplimento de los 
productos relacionados, a fin de proteger a la población de riesgos sanitarios. 

5 5 5 5 5 5 5 35 

42. Realizar visitas de verificación sanitaria en establecimientos dedicados al sacrificio y faenado de productos cárnicos (RASTROS y MATADEROS), para constatar las 
condiciones sanitarias en las que operan los establecimientos, a fin de proteger a la población de riesgos sanitarios. 

3 3 3 3 3 3 2 20 

43. Realizar el muestreo de los productos cárnicos para determinación de Clenbuterol en Rastros, Mataderos y Puntos de venta, durante la verificación sanitaria de 
conformidad con lo establecido en los lineamientos emitidos para este fin. 

7 7 7 7 7 5 5 45 

44. Realizar visitas de verificación sanitarias en establecimientos de los Sistemas Estatales DIF (comedores, asilos, guarderías, alberges, centros de atención múltiples y 
de rehabilitación, centros asistenciales de desarrollo infantil entre otros) con el objetivo de conocer las acciones y medidas establecidas para asegurar la calidad e 
inocuidad alimentaria, a fin de proteger a la población de riesgos sanitarios. 

3 
 

3 
 

3 
 

3 12 

45. Realizar visitas de verificación sanitaria en materia de Establecimientos Especializados en la Atención de las Adicciones, por Saneamiento Básico  y  por Atención 
Medica Ambulatoria. 

1 4 4 
 

1 
 

1 11 

46. Realizar las visitas de verificación a los establecimientos del Sector Salud que realizan estudios de mastografía. 1 1 1 1 4 

47. Atender las solicitudes de evaluación de condiciones sanitarias de los bienes asegurados en los almacenes (fiscalizados o no) del Instituto para Devolver al Pueblo lo 
Robado, la Fiscalía General de la República y el Sistema de Administración Tributaria que garanticen la inocuidad de los bienes asegurados, que sean susceptibles de 
entregar en Donación.   

1 
   

1 2 

LE
SP

 

48. Realizar el análisis de los productos cárnicos para determinación de Clenbuterol en Rastros, Mataderos y Puntos de venta de conformidad con lo establecido en los 
lineamientos emitidos para este fin. 

7 7 7 7 7 5 5 45 
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Programa Fortalecimiento al Sistema Federal Sanitario en materia de protección contra riesgos sanitarios. 

Objetivo 
Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y laborales la ocurrencia de emergencias 

sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico Incrementar el conocimiento de las medidas preventivas de protección a la salud relacionadas al saneamiento básico. 

Actividad Específica 
Metas 

Jun Jul Ags Sept Oct Nov Dic TOTAL

A
PC

R
S 49. Desarrollar la metodología de comunicación de riesgos en temas de saneamiento, en al menos una comunidad, de acuerdo a los lineamientos emitidos por la 

Comisión de Fomento Sanitario. 
20% 

 
40% 

   
40% 100% 

 

Programa Fortalecimiento al Sistema Federal Sanitario en materia de protección contra riesgos sanitarios. 

Objetivo 
Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y laborales la ocurrencia de emergencias 

sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico 
Implementar mecanismos de coordinación en materia de difusión, capacitación, supervisión y vinculación, orientados a fortalecer la rendición de cuentas, promover la integridad en el servicio público, prevenir actos 

discrecionales y/o de corrupción y dar certeza sobre la correcta ejecución de los procesos de regulación, control y fomento sanitario. 

Actividad Específica 
Metas 

Jun Jul Ags Sept Oct Nov Dic TOTAL

A
PC

R
S 

50. Suscribir la Estrategia Nacional de Buen Gobierno en el Sistema Federal Sanitario. 1 1 

51. Difundir  la Estrategia Nacional de Buen Gobierno en el Sistema Federal Sanitario en los medios estatales.  1 1 

52. Establecer campañas de difusión en los medios estatales para que el sector regulado conozca los mecanismos implementados por el APCRS derivados de la 

Estrategia Nacional de Buen Gobierno en el Sistema Federal Sanitario.  
1 1 1 1 1 1 6 

53. Formalizar instrumentos de colaboración en materia de prevención de la corrupción, con  cámaras y prestadores de servicios que se encuentren dentro del ámbito de 

competencia de la COFEPRIS y las APCRS.   
1 

 
1 

 
1 3 

54. Elaborar un apartado específico de difusión institucional dentro de los sitios web oficiales de las APCRS, destinado a dar a conocer la implementación de las 

acciones específicas de la Estrategia Nacional.   
1 1 1 1 1 5 

55. Participar en el programa de capacitación nacional sobre procesos de autorización, verificación y vinculación con los sectores público, privado y social. 1 1 

56. Promover la participación en la supervisión de los procesos de autorización, verificación y vinculación con el sector público, privado y social que realizará la 

COFEPRIS.      
1 

 
1 

57. Instalar y poner en funcionamiento cámaras de videograbación de solapa durante verificaciones sanitarias. 1 1 1 1 4 

58. Instalar y poner en funcionamiento salas multidisciplinarias que cuenten con cámaras de videograbación para brindar atención al sector regulado. 1 1 1 1 4 

59. Establecer un centro de monitoreo para la evaluación y análisis de las videograbaciones  resultantes de las verificaciones sanitarias y de la atención al sector 

regulado.    
1 1 1 1 4 

60.  Capacitar a las personas servidoras públicas en materia de prevención de actos de corrupción, así como fomentar la integridad en el ejercicio de sus funciones. 1 1 2 

61. Promover un área específica de vinculación para turnar conocimiento a las instancias correspondientes en temas relacionados con presuntos actos de corrupción. 1 1 1 1 1 1 6 

62. Enviar mensualmente los avances de la ejecución de la Estrategia Nacional de Buen Gobierno en el Sistema Federal Sanitario. 1 1 1 1 1 1 1 7 

63. Elaborar el informe final de la implementación de la Estrategia Nacional de Buen Gobierno en el Sistema Federal Sanitario en donde se describa el impacto de las 

acciones emprendidas.       
1 1 
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Programa Fortalecimiento al Sistema Federal Sanitario en materia de protección contra riesgos sanitarios. 

Objetivo 
Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y laborales la ocurrencia de emergencias 

sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico Desarrollar, implementar y/o fortalecer los Sistemas de Gestión de la Calidad en el Sistema Federal Sanitario con base en la Norma ISO 9001:2015. 

Actividad Específica 
Metas 

Jun Jul Ags Sept Oct Nov Dic TOTAL

A
PC

R
S 

64. Designar un enlace o responsable del SGC y su equipo de trabajo. 1 1 

65. Constituir un Comité de la Calidad y establecer su procedimiento de funcionamiento. 1 1 2 

66. Capacitar en los temas del SGC. 1 1 1 1 1 1 6 

67. Conocer la organización y contexto (análisis FODA). 1 1 

68. Crear, someter a autorización y difundir la Filosofía de la Calidad: Misión, Visión, Política de la Calidad y Objetivos de la Calidad. 1 1 

69. Crear, someter a autorización y difundir el mapa y diagrama de procesos. 1 1 2 

70. Determinar el alcance del SGC. 1 1 

71. Describir las partes interesadas del SGC. 1 1 

72. Determinar roles, responsabilidades y autoridades en el APCRS para el SGC. 1 1 

73. Determinar los riesgos y oportunidades de los procesos establecidos en el SGC. 1 1 

74. Crear, actualizar y controlar la información documentada del APCRS con base en los lineamientos de la Norma ISO 9001:2015. 1 1 2 

75. Implementar actividades de seguimiento y medición de cumplimiento de objetivos. 1 1 

76. Capacitar a auditores internos de calidad. 

77. Generar evidencia de las revisiones del titular de la APCRS respecto al desarrollo, implementación, mantenimiento y/o fortalecimiento del Sistema de Gestión de la 

Calidad.       
1 1 

78. Gestionar con un organismo certificador acreditado por la Entidad Mexicana de Acreditación (EMA) la Auditoría externa de certificación, recertificación o 

mantenimiento del Sistema de Gestión de Calidad (para aquéllas APCRS que se encuentran en este proceso).         

 
Programa Fortalecimiento al Sistema Federal Sanitario en materia de protección contra riesgos sanitarios. 

Objetivo 
Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y laborales la ocurrencia de emergencias 

sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico 
Dar atención oportuna, organizada y sistemática a los eventos de emergencias sanitarias en materia de desastres naturales, brotes por enfermedades infecciosas y/o emergentes, eventos de concentración masiva, 

infecciones asociadas a la atención de la salud, bioterrorismo y/o exposición a otros agentes, a través de acciones de control sanitario. 

Actividad Específica 
Metas 

Jun Jul Ags Sept Oct Nov Dic TOTAL

A
PC

R
S 

79. Notificar los eventos de emergencias sanitarias en un plazo no mayor a 24 horas, del conocimiento de ocurrencia e independientemente de la magnitud. 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100% 

80. Contar con la evidencia del personal, desde nivel Jurisdiccional al Estatal (padrón de brigadistas), que fue capacitado en materia de emergencias sanitarias. 1 1 

81. Remitir la evidencia de la adquisición de los insumos y materiales requeridos para la atención de emergencias sanitarias, incluyendo equipos de protección personal 

para el seguro desempeño de las funciones.      
1 

 
1 

82. Enviar informe mensual y anual de atención a eventos de emergencias sanitarias. 1 1 1 1 1 2 7 

83. Desarrollar y promover estrategias de difusión, con el fin de informar a la población en general, los riesgos a los que están expuestos y como evitarlos en 

circunstancias de emergencias sanitarias. 
20% 

  
40% 

  
40% 100% 
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Programa Fortalecimiento al Sistema Federal Sanitario en materia de protección contra riesgos sanitarios. 

Objetivo Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y laborales la ocurrencia de emergencias 
sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico 

Mantener las acciones de control sanitario que garanticen la certificación y condición sanitaria de los sistemas de abastecimiento de agua públicos y privados de conformidad con la NOM-179-SSA1-2020, Agua para uso y 
consumo humano. Control de la calidad del agua distribuida por los sistemas de abastecimiento de agua. Las descargas de aguas residuales. Las características sanitarias y los criterios que deban cumplir los usuarios que 
aprovechen en su servicio aguas que posteriormente sean descargadas a cuerpos de agua destinadas al uso y consumo humano, el manejo adecuado de sustancias toxicas y residuos tóxicos, la protección y seguimiento a 
la salud de su personal ocupacionalmente expuesto. 

Actividad Específica 
Metas 

Jun Jul Ags Sept Oct Nov Dic TOTAL

A
PC

R
S 

84. Enviar a la COFEPRIS el Padrón de Sistemas de Abastecimiento de Agua Públicos y Privados en el Estado. 

85. Reportar mensualmente la certificación de sistemas de abastecimiento de agua para uso y consumo humano, públicos y privados, en municipios señalados en las 
RESAs (Anexo RESAs).         

86. Realizar visitas de verificación a los sistemas de abastecimiento de agua para uso y consumo humano, públicos y privados, en municipios señalados en las RESAs 
(Anexo RESAs).         

87. Realizar las acciones de fomento que correspondan con los Operadores de los sistemas de abastecimiento de agua públicos y privados, en los municipios que se 
han identificado en las RESAs. (Anexo RESAs).         

88. Realizar visitas de verificación a empresas que residan dentro los municipios que conforman las Regiones de Emergencia Sanitaria y Ambiental (Anexo RESAs). 

89. Realizar visitas de fomento a  micro y pequeñas empresas que residan dentro los municipios que conforman las Regiones de Emergencia Sanitaria y Ambiental 
(Anexo RESAs).         

 
Programa Fortalecimiento al Sistema Federal Sanitario en materia de protección contra riesgos sanitarios. 

Objetivo Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y laborales la ocurrencia de emergencias 
sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico Fortalecimiento de la capacidad analítica conforme a los requerimientos establecidos, por la Comisión de Evidencia y Manejo de Riesgos (CEMAR) y Comisión de Operación Sanitaria (COS) responsables de los programas 
de vigilancia sanitaria; así como sistemas de gestión de calidad para el mantenimiento de la Autorización como Tercero Autorizado (TA). 

Actividad Específica 
Metas 

Jun Jul Ags Sept Oct Nov Dic TOTAL

LE
SP

 

90. Realizar el análisis de las determinaciones establecidas en los objetivos específicos del presente convenio, acorde al binomio matriz-analito, conforme a lo 
establecido en los lineamientos técnicos. 

1 1 1 1 1 1 1 7 

91. Ampliar la autorización de métodos de prueba, acorde a la capacidad instalada en cada LESP y conforme a lo establecido en los lineamientos técnicos. 1 1 2 

92. Mantener vigente la Autorización como Laboratorio de Prueba Tercero Autorizado. 1 1 2 

93. Cumplir con las actividades relacionadas con el fortalecimiento técnico, competencia técnica, el envío de informes de atención de muestras como Laboratorio de 
Prueba de Tercero Autorizado y el aprovechamiento de recursos, acorde a lo establecido en los lineamientos técnicos. 

1 1 1 1 1 1 1 7 

 
LOS SERVIDORES PÚBLICOS QUE INTERVIENEN EN LA ELABORACIÓN, SUSCRIPCIÓN Y RECEPCIÓN DE LOS RECURSOS OTORGADOS A TRAVÉS  DEL PRESENTE 

CONVENIO DE COLABORACIÓN ENTRE LA COFEPRIS Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE CHIHUAHUA, DEBERÁN DAR CUMPLIMIENTO A LO 
ESTABLECIDO EN LA LEY FEDERAL DE AUSTERIDAD REPUBLICANA, SUS LINEAMIENTOS Y NORMAS ESPECÍFICAS DICTADAS SOBRE LA MATERIA POR LAS 
AUTORIDADES RESPONSABLES. 

ANEXO 2 DEL CONVENIO ESPECÍFICO EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS, PARA FORTALECER LA 
EJECUCIÓN Y DESARROLLO DEL PROGRAMA Y PROYECTOS DE PROTECCIÓN CONTRA RIESGOS SANITARIOS, ASÍ COMO LA RED NACIONAL DE LABORATORIOS, QUE 
CELEBRAN POR UNA PARTE EL EJECUTIVO FEDERAL, POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE SALUD, A TRAVÉS DE LA COMISIÓN FEDERAL PARA LA PROTECCIÓN 
CONTRA RIESGOS SANITARIOS, Y POR LA OTRA, EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE CHIHUAHUA, EL QUINCE DE JUNIO DEL AÑO DOS MIL VEINTIDOS. 

Por la Secretaría: el Comisionado Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, Dr. Alejandro Ernesto Svarch Pérez.- Rúbrica.- La Secretaria General 
de la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, C. Anahi Guadalupe Orozco.- Rúbrica.- Por la Entidad: el Secretario de Hacienda, Lic. José de 
Jesús Granillo Vázquez.- Rúbrica.- El Secretario de Salud y Director General de Servicios de Salud de Chihuahua, Dr. Felipe Fernando Sandoval Magallanes.- 
Rúbrica.- La Comisionada Estatal para la Protección contra Riesgos Sanitarios del Estado de Chihuahua, Dra. Rosa María Gutiérrez Pimienta.- Rúbrica. 



 
Lunes 12 de diciem

bre de 2022 
D

IA
R

IO
 O

FIC
IA

L 
61 

ANEXO 3 

AVANCE FÍSICO-FINANCIERO 2022 
ENTIDAD: CHIHUAHUA 

CONCEPTO:  Fortalecimiento de la ejecución y desarrollo del Programa y Proyectos Federales de Protección contra Riesgos Sanitarios (Regulación y Fomento Sanitarios) y Fortalecimiento de la Red Nacional de Laboratorios 
(Laboratorio Estatal de Salud Pública) 

PROGRAMA:  Protección contra Riesgos Sanitarios 

CONVENIO CLAVE: COFEPRIS-CETR-CHIH.-09-22 

Programa Fortalecimiento al Sistema Federal Sanitario en materia de protección contra riesgos sanitarios. 

Objetivo Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y laborales la ocurrencia de emergencias 
sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico Mantener las acciones de control sanitario que garanticen la inocuidad de los alimentos incluso durante las emergencias sanitarias (COVID-19). 

Actividad Específica 

Importes 
Porcentaje de 
avance físico Observaciones

Autorizado Importe 
comprobado 

Porcentaje de 
comprobación 

mensual 

Por 
comprobar

A
PC

R
S 

1. Enviar a la COFEPRIS el padrón de establecimientos que empacan productos agrícolas frescos o mínimamente procesados en el 
formato oficial y de conformidad con los lineamientos correspondientes (APCRS). 

            

2. Realizar visitas de verificación a los establecimientos que procesan los productos agrícolas frescos y mínimamente procesados 
(hortalizas y/o frutas) (APCRS). 

3. Realizar la toma de muestras y envío de las mismas al LESP de los productos de la pesca, cárnicos, lácteos, huevo y productos 
agrícolas mínimamente procesados (hortalizas y/o frutas), a las cuales se efectuarán las determinaciones especificadas en la 
programación correspondiente y que deben coincidir con las registradas en el apartado del LESP (APCRS). 

4. Notificar los resultados de análisis los productos de la pesca, cárnicos, lácteos, huevo y productos agrícolas mínimamente 
procesados (hortalizas y/o frutas), a la COFEPRIS de manera mensual en el formato oficial y de conformidad con los lineamientos 
correspondientes (APCRS). 

5. Cumplir con el número de visitas programadas para la toma de muestras de agua y producto en las áreas de cosecha de moluscos 
bivalvos, así como el envío de muestras a los LESP (APCRS). 

6. Notificar los resultados de análisis de las determinaciones realizadas en agua y producto a la COFEPRIS de manera mensual a 
través del sistema electrónico autorizado en el formato oficial y de conformidad con los lineamientos correspondientes (APCRS). 

7. Elaborar, promover y coordinar un programa de capacitación en materia de inocuidad de los alimentos dirigida a los manejadores de 
alimentos. 

8. Coordinar estrategias de difusión, dirigidas a manejadores de alimentos y a la población en general, con el propósito de contribuir a la 
disminución de los riesgos sanitarios asociados con el consumo de alimentos, de acuerdo a los lineamientos emitidos por la Comisión 
de Fomento Sanitario. 

LE
SP

 

9. Realizar las determinaciones especificadas en las sábanas de muestreo a los productos de la pesca, cárnicos, lácteos, huevo y 
productos agrícolas mínimamente procesados (hortalizas y/o frutas), de conformidad con lo establecido en los lineamientos emitidos 
para este fin (LESP). 

            

10. Realizar el análisis del número de determinaciones establecidas para agua (coliformes fecales) en áreas de cosecha de moluscos 
bivalvos (LESP). 

11. Realizar el análisis del número de determinaciones establecidas para producto (E. coli, Salmonella sp, Vibrio cholerae y Vibrio 
parahaemolyticus) en áreas de cosecha de moluscos bivalvos (LESP). 

12. Realizar análisis de biotoxinas marinas en moluscos bivalvos de acuerdo con lo establecido por COFEPRIS (pruebas para detección 
de PSP, ASP y DSP en los Estados con litoral en el Océano Pacífico y PSP, ASP, DSP y NSP en los Estado del Golfo de México) de 
acuerdo con los criterios técnicos establecidos por COFEPRIS (LESP). 

Total           

La documentación justificativa y comprobatoria del recurso ejercido se encuentra en poder de la entidad federativa para los efectos de revisión por parte de las instancias fiscalizadoras correspondientes.  
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Programa Fortalecimiento al Sistema Federal Sanitario en materia de protección contra riesgos sanitarios. 

Objetivo Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y laborales la ocurrencia de emergencias 
sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico Establecer un Sistema de Alerta Temprana de Florecimientos de Algas Nocivas (Marea Roja), con el fin de aplicar medidas preventivas de manera oportuna, tendientes a evitar el consumo de moluscos bivalvos expuestos 
a mareas rojas tóxicas. 

Actividad Específica 

Importes 
Porcentaje de 
avance físico Observaciones

Autorizado Importe 
comprobado 

Porcentaje de 
comprobación 

mensual 

Por 
comprobar

A
PC

R
S 13. Realizar el monitoreo de fitoplancton en agua de mar, con base en los lineamientos emitidos por la COFEPRIS (APCRS). 

            14. Notificar los resultados de análisis de agua de mar a la COFEPRIS de manera mensual a través del sistema electrónico autorizado 
en el formato oficial y de conformidad con los lineamientos correspondientes (APCRS). 

LE
SP

 

15. Realizar las determinaciones al agua de mar con base en los lineamientos emitidos por la COFEPRIS (LESP).             

Total           

La documentación justificativa y comprobatoria del recurso ejercido se encuentra en poder de la entidad federativa para los efectos de revisión por parte de las instancias fiscalizadoras correspondientes. 

 

Programa Fortalecimiento al Sistema Federal Sanitario en materia de protección contra riesgos sanitarios. 

Objetivo Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y laborales la ocurrencia de emergencias 
sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico Proteger a la población de riesgos potencialmente presentes en el agua de uso y consumo humano (Incluye agua de consumo, para la preparación de alimentos e higiene, así como para actividades recreativas en agua).  

Actividad Específica 

Importes 
Porcentaje de 
avance físico

Observaciones
Autorizado 

Importe 
comprobado 

Porcentaje de 
comprobación 

mensual 

Por 
comprobar

A
PC

R
S 

16. Enviar a la COFEPRIS programa de trabajo de vigilancia de la calidad del agua de la red de distribución de agua, incluyendo 

posibles riesgos identificados previamente, de acuerdo a los lineamientos técnicos emitidos por la COFEPRIS. 

            

17. Enviar a la COFEPRIS informe mensual sobre los resultados del monitoreo de cloro residual realizado en la entidad federativa. 

18. Enviar a la COFEPRIS informe mensual sobre las notificaciones realizadas a los responsables del abastecimiento del agua en 

localidades, municipios o entidades federativas, respecto a los resultados de los hallazgos obtenidos durante el monitoreo, así como de 

las acciones realizadas. 

19. Enviar a la COFEPRIS reporte mensual sobre resultados de análisis bacteriológicos realizados conforme a los lineamientos 

establecidos, de acuerdo con la meta establecida entre la COFEPRIS y la entidad federativa. 

20. Enviar a la COFEPRIS el reporte de resultados obtenidos del monitoreo de Flúor, Arsénico, Plomo, Plaguicidas y/u otros analitos de 

riesgo en agua de uso y consumo humano priorizados por la entidad federativa. 

21. Enviar a la COFEPRIS el reporte de resultados obtenidos del monitoreo de playas prioritarias de acuerdo a lo establecido en los 

lineamientos establecidos por la COFEPRIS. 

22. Enviar a la COFEPRIS informe mensual sobre la asistencia a las reuniones convocadas por los Comités de Playas, incluyendo 

información sobre los acuerdos generados durante dichas reuniones o las minutas correspondientes, en caso de que no se realicen se 

deberá informar en ese sentido. 

23. Enviar a la COFEPRIS el reporte de resultados obtenidos del monitoreo de E. coli realizados en cuerpos de agua dulce para uso 

recreativo con contacto primario. 

24. Implementar acciones de capacitación con el objetivo de disminuir riesgos asociados por el uso y consumo de agua, de acuerdo a 

los lineamientos emitidos por la COFEPRIS. 

25. Coordinar estrategias de difusión con el objetivo de disminuir los riesgos asociados al uso y consumo de agua, de acuerdo a los 

lineamientos emitidos por la Comisión de Fomento Sanitario. 
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Programa Fortalecimiento al Sistema Federal Sanitario en materia de protección contra riesgos sanitarios. 

Objetivo Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y laborales la ocurrencia de emergencias 
sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico Proteger a la población de riesgos potencialmente presentes en el agua de uso y consumo humano (Incluye agua de consumo, para la preparación de alimentos e higiene, así como para actividades recreativas en agua).  

LE
SP

 

26. Realizar los análisis bacteriológicos conforme a la meta y lineamientos establecidos. 

            

27. Realizar los análisis de Flúor, Arsénico, Plomo, Plaguicidas y/u otros analitos de riesgo en agua de uso y consumo humano 

conforme a la meta y lineamientos establecidos. 

28. Realizar los análisis del monitoreo de playas prioritarias conforme a la meta y lineamientos establecidos. 

29. Realizar los análisis de E. coli en cuerpos de agua dulce para uso recreativo con contacto primario conforme a la meta y 

lineamientos establecidos. 

Total           

La documentación justificativa y comprobatoria del recurso ejercido se encuentra en poder de la entidad federativa para los efectos de revisión por parte de las instancias fiscalizadoras correspondientes. 

 

Programa Fortalecimiento al Sistema Federal Sanitario en materia de protección contra riesgos sanitarios. 

Objetivo 
Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y laborales la ocurrencia de emergencias 

sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico 
Incrementar el número de notificaciones de RAMs recibidas por las entidades federativas. Utilizar a la Farmacovigilancia como herramienta que permita conocer el perfil de seguridad de los medicamentos. Fomentar 

actividades de Farmacovigilancia mediante la capacitación constante. 

Actividad Específica 

Importes 

Porcentaje de 

avance físico
Observaciones

Autorizado 
Importe 

comprobado 

Porcentaje de 

comprobación 

mensual 

Por 

comprobar

A
PC

R
S 

30. Elaborar el plan de trabajo anual. 

            

31. Implementación y seguimientos de unidades del sistema nacional de salud. 

32. Elaborar el reporte mensual. 

33. Realizar capacitaciones en materia de Farmacovigilancia. 

34. Realizar asesorías en Farmacovigilancia. 

35. Congreso Estatal de Farmacovigilancia. 

36. Acudir a la reunión nacional. 

37. Elaborar reporte final de actividades. 

38. Coordinar estrategias de difusión en el tema de farmacovigilancia dirigidas al personal de salud y a la población en general, de 

acuerdo a los lineamientos emitidos por la Comisión de Fomento Sanitario. 

Total           

La documentación justificativa y comprobatoria del recurso ejercido se encuentra en poder de la entidad federativa para los efectos de revisión por parte de las instancias fiscalizadoras correspondientes.  
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Programa Fortalecimiento al Sistema Federal Sanitario en materia de protección contra riesgos sanitarios. 

Objetivo Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y laborales la ocurrencia de emergencias 
sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico Disminuir riesgos sanitarios a través de la vigilancia basada en riesgos. 

Actividad Específica 

Importes 
Porcentaje de 
avance físico Observaciones

Autorizado Importe 
comprobado 

Porcentaje de 
comprobación 

mensual 

Por 
comprobar

A
PC

R
S 

39. Implementar el Programa de Vigilancia Sanitaria en materia de productos y servicios, basado en riesgos así como:
Realizar visitas de verificación sanitaria en materia de productos y servicios, para conocer las condiciones sanitarias de los 
establecimientos y productos relacionados, a fin de proteger a la población de riesgos sanitarios. 

            

40. Realizar visitas de verificación sanitaria en establecimientos dedicados a la fabricación, venta y distribución de SUPLEMENTOS 
ALIMENTICIOS (PRODUCTOS ENGAÑO) para conocer las condiciones sanitarias de los establecimientos y productos relacionados, a 
fin de proteger a la población de riesgos sanitarios. 

41. Realizar visitas de verificación sanitaria para vigilar el cumplimiento de la modificación de la NOM-051-SCFI/SSA1-2010, para 
conocer el cumplimento de los productos relacionados, a fin de proteger a la población de riesgos sanitarios. 

42. Realizar visitas de verificación sanitaria en establecimientos dedicados al sacrificio y faenado de productos cárnicos (RASTROS y 
MATADEROS), para constatar las condiciones sanitarias en las que operan los establecimientos, a fin de proteger a la población de 
riesgos sanitarios. 

43. Realizar el muestreo de los productos cárnicos para determinación de Clenbuterol en Rastros, Mataderos y Puntos de venta, 
durante la verificación sanitaria de conformidad con lo establecido en los lineamientos emitidos para este fin. 

44. Realizar visitas de verificación sanitarias en establecimientos de los Sistemas Estatales DIF (comedores, asilos, guarderías, 
alberges, centros de atención múltiples y de rehabilitación, centros asistenciales de desarrollo infantil entre otros) con el objetivo de 
conocer las acciones y medidas establecidas para asegurar la calidad e inocuidad alimentaria, a fin de proteger a la población de 
riesgos sanitarios. 

45. Realizar visitas de verificación sanitaria en materia de Establecimientos Especializados en la Atención de las Adicciones, por 
Saneamiento Básico  y  por Atención Medica Ambulatoria. 

46. Realizar las visitas de verificación a los establecimientos del Sector Salud que realizan estudios de mastografía. 

47. Atender las solicitudes de evaluación de condiciones sanitarias de los bienes asegurados en los almacenes (fiscalizados o no) del 
Instituto para Devolver al Pueblo lo Robado, la Fiscalía General de la República y el Sistema de Administración Tributaria que 
garanticen la inocuidad de los bienes asegurados, que sean susceptibles de entregar en Donación. 

LE
SP

 

48. Realizar el análisis de los productos cárnicos para determinación de Clenbuterol en Rastros, Mataderos y Puntos de venta de 
conformidad con lo establecido en los lineamientos emitidos para este fin. 

            

Total           

La documentación justificativa y comprobatoria del recurso ejercido se encuentra en poder de la entidad federativa para los efectos de revisión por parte de las instancias fiscalizadoras correspondientes. 

 

Programa Fortalecimiento al Sistema Federal Sanitario en materia de protección contra riesgos sanitarios. 

Objetivo Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y laborales la ocurrencia de emergencias 
sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico Incrementar el conocimiento de las medidas preventivas de protección a la salud relacionadas al saneamiento básico. 

Actividad Específica 

Importes 
Porcentaje de 
avance físico Observaciones

Autorizado Importe 
comprobado 

Porcentaje de 
comprobación 

mensual 

Por 
comprobar

A
PC

R
S 

49. Desarrollar la metodología de comunicación de riesgos en temas de saneamiento, en al menos una comunidad, de acuerdo a los 
lineamientos emitidos por la Comisión de Fomento Sanitario. 

            

Total           

La documentación justificativa y comprobatoria del recurso ejercido se encuentra en poder de la entidad federativa para los efectos de revisión por parte de las instancias fiscalizadoras correspondientes.  
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Programa Fortalecimiento al Sistema Federal Sanitario en materia de protección contra riesgos sanitarios. 

Objetivo 
Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y laborales la ocurrencia de emergencias 

sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico 
Implementar mecanismos de coordinación en materia de difusión, capacitación, supervisión y vinculación, orientados a fortalecer la rendición de cuentas, promover la integridad en el servicio público, prevenir actos 

discrecionales y/o de corrupción y dar certeza sobre la correcta ejecución de los procesos de regulación, control y fomento sanitario. 

Actividad Específica 

Importes 

Porcentaje de 

avance físico
Observaciones

Autorizado 
Importe 

comprobado 

Porcentaje de 

comprobación 

mensual 

Por 

comprobar

A
PC

R
S 

50. Suscribir la Estrategia Nacional de Buen Gobierno en el Sistema Federal Sanitario. 

            

51. Difundir  la Estrategia Nacional de Buen Gobierno en el Sistema Federal Sanitario en los medios estatales.  

52. Establecer campañas de difusión en los medios estatales para que el sector regulado conozca los mecanismos implementados por 

el APCRS derivados de la Estrategia Nacional de Buen Gobierno en el Sistema Federal Sanitario. 

53. Formalizar instrumentos de colaboración en materia de prevención de la corrupción, con  cámaras y prestadores de servicios que se 

encuentren dentro del ámbito de competencia de la COFEPRIS y las APCRS. 

54. Elaborar un apartado específico de difusión institucional dentro de los sitios web oficiales de las APCRS, destinado a dar a conocer 

la implementación de las acciones específicas de la Estrategia Nacional. 

55. Participar en el programa de capacitación nacional sobre procesos de autorización, verificación y vinculación con los sectores 

público, privado y social. 

56. Promover la participación en la supervisión de los procesos de autorización, verificación y vinculación con el sector público, privado 

y social que realizará la COFEPRIS. 

57. Instalar y poner en funcionamiento cámaras de videograbación de solapa durante verificaciones sanitarias. 

58. Instalar y poner en funcionamiento salas multidisciplinarias que cuenten con cámaras de videograbación para brindar atención al 

sector regulado. 

59. Establecer un centro de monitoreo para la evaluación y análisis de las videograbaciones  resultantes de las verificaciones sanitarias 

y de la atención al sector regulado. 

60.  Capacitar a las personas servidoras públicas en materia de prevención de actos de corrupción, así como fomentar la integridad en 

el ejercicio de sus funciones. 

61. Promover un área específica de vinculación para turnar conocimiento a las instancias correspondientes en temas relacionados con 

presuntos actos de corrupción. 

62. Enviar mensualmente los avances de la ejecución de la Estrategia Nacional de Buen Gobierno en el Sistema Federal Sanitario. 

63. Elaborar el informe final de la implementación de la Estrategia Nacional de Buen Gobierno en el Sistema Federal Sanitario en donde 

se describa el impacto de las acciones emprendidas. 

Total           

La documentación justificativa y comprobatoria del recurso ejercido se encuentra en poder de la entidad federativa para los efectos de revisión por parte de las instancias fiscalizadoras correspondientes.  
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Programa Fortalecimiento al Sistema Federal Sanitario en materia de protección contra riesgos sanitarios. 

Objetivo Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y laborales la ocurrencia de emergencias 
sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico Desarrollar, implementar y/o fortalecer los Sistemas de Gestión de la Calidad en el Sistema Federal Sanitario con base en la Norma ISO 9001:2015. 

Actividad Específica 

Importes 
Porcentaje de 
avance físico Observaciones

Autorizado Importe 
comprobado 

Porcentaje de 
comprobación 

mensual 

Por 
comprobar

A
PC

R
S 

64. Designar un enlace o responsable del SGC y su equipo de trabajo. 

            

65. Constituir un Comité de la Calidad y establecer su procedimiento de funcionamiento. 

66. Capacitar en los temas del SGC. 

67. Conocer la organización y contexto (análisis FODA). 

68. Crear, someter a autorización y difundir la Filosofía de la Calidad: Misión, Visión, Política de la Calidad y Objetivos de la Calidad. 

69. Crear, someter a autorización y difundir el mapa y diagrama de procesos. 

70. Determinar el alcance del SGC. 

71. Describir las partes interesadas del SGC. 

72. Determinar roles, responsabilidades y autoridades en el APCRS para el SGC. 

73. Determinar los riesgos y oportunidades de los procesos establecidos en el SGC. 

74. Crear, actualizar y controlar la información documentada del APCRS con base en los lineamientos de la Norma ISO 9001:2015. 

75. Implementar actividades de seguimiento y medición de cumplimiento de objetivos. 

76. Capacitar a auditores internos de calidad. 

77. Generar evidencia de las revisiones del titular de la APCRS respecto al desarrollo, implementación, mantenimiento y/o 
fortalecimiento del Sistema de Gestión de la Calidad. 

78. Gestionar con un organismo certificador acreditado por la Entidad Mexicana de Acreditación (EMA) la Auditoría externa de 
certificación, recertificación o mantenimiento del Sistema de Gestión de Calidad (para aquéllas APCRS que se encuentran en este 
proceso). 

Total           

 La documentación justificativa y comprobatoria del recurso ejercido se encuentra en poder de la entidad federativa para los efectos de revisión por parte de las instancias fiscalizadoras correspondientes. 

 

Programa Fortalecimiento al Sistema Federal Sanitario en materia de protección contra riesgos sanitarios. 

Objetivo Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y laborales la ocurrencia de emergencias 
sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico Dar atención oportuna, organizada y sistemática a los eventos de emergencias sanitarias en materia de desastres naturales, brotes por enfermedades infecciosas y/o emergentes, eventos de concentración masiva, 
infecciones asociadas a la atención de la salud, bioterrorismo y/o exposición a otros agentes, a través de acciones de control sanitario.  

Actividad Específica 

Importes 
Porcentaje de 
avance físico Observaciones

Autorizado Importe 
comprobado 

Porcentaje de 
comprobación 

mensual 

Por 
comprobar

A
PC

R
S 

79. Notificar los eventos de emergencias sanitarias en un plazo no mayor a 24 horas, del conocimiento de ocurrencia e 
independientemente de la magnitud. 

            

80. Contar con la evidencia del personal, desde nivel Jurisdiccional al Estatal (padrón de brigadistas), que fue capacitado en materia de 
emergencias sanitarias. 

81. Remitir la evidencia de la adquisición de los insumos y materiales requeridos para la atención de emergencias sanitarias, incluyendo 
equipos de protección personal para el seguro desempeño de las funciones. 

82. Enviar informe mensual y anual de atención a eventos de emergencias sanitarias. 

83. Desarrollar y promover estrategias de difusión, con el fin de informar a la población en general, los riesgos a los que están 
expuestos y como evitarlos en circunstancias de emergencias sanitarias. 

Total           

La documentación justificativa y comprobatoria del recurso ejercido se encuentra en poder de la entidad federativa para los efectos de revisión por parte de las instancias fiscalizadoras correspondientes.  
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Programa Fortalecimiento al Sistema Federal Sanitario en materia de protección contra riesgos sanitarios.

Objetivo Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y laborales la ocurrencia de emergencias 
sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico 
Mantener las acciones de control sanitario que garanticen la certificación y condición sanitaria de los sistemas de abastecimiento de agua públicos y privados de conformidad con la NOM-179-SSA1-2020, Agua para uso y
consumo humano. Control de la calidad del agua distribuida por los sistemas de abastecimiento de agua. Las descargas de aguas residuales. Las características sanitarias y los criterios que deban cumplir los usuarios que 
aprovechen en su servicio aguas que posteriormente sean descargadas a cuerpos de agua destinadas al uso y consumo humano, el manejo adecuado de sustancias toxicas y residuos tóxicos, la protección y seguimiento 
a la salud de su personal ocupacionalmente expuesto. 

Actividad Específica 
Importes

Porcentaje de 
avance físico ObservacionesAutorizado Importe 

comprobado 
Porcentaje de 
comprobación 

mensual 
Por 

comprobar

A
PC

R
S 

84. Enviar a la COFEPRIS el Padrón de Sistemas de Abastecimiento de Agua Públicos y Privados en el Estado.

            

85. Reportar mensualmente la certificación de sistemas de abastecimiento de agua para uso y consumo humano, públicos y privados, 
en municipios señalados en las RESAs (Anexo RESAs). 
86. Realizar visitas de verificación a los sistemas de abastecimiento de agua para uso y consumo humano, públicos y privados, en 
municipios señalados en las RESAs (Anexo RESAs). 
87. Realizar las acciones de fomento que correspondan con los Operadores de los sistemas de abastecimiento de agua públicos y
privados, en los municipios que se han identificado en las RESAs. (Anexo RESAs). 
88. Realizar visitas de verificación a empresas que residan dentro los municipios que conforman las Regiones de Emergencia Sanitaria 
y Ambiental (Anexo RESAs). 
89. Realizar visitas de fomento a  micro y pequeñas empresas que residan dentro los municipios que conforman las Regiones de 
Emergencia Sanitaria y Ambiental (Anexo RESAs). 

Total   
La documentación justificativa y comprobatoria del recurso ejercido se encuentra en poder de la entidad federativa para los efectos de revisión por parte de las instancias fiscalizadoras correspondientes.

 
Programa Fortalecimiento al Sistema Federal Sanitario en materia de protección contra riesgos sanitarios.

Objetivo Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y laborales la ocurrencia de emergencias 
sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico Fortalecimiento de la capacidad analítica conforme a los requerimientos establecidos, por la Comisión de Evidencia y Manejo de Riesgos (CEMAR) y Comisión de Operación Sanitaria (COS) responsables de los 
programas de vigilancia sanitaria; así como sistemas de gestión de calidad para el mantenimiento de la Autorización como Tercero Autorizado (TA). 

Actividad Específica 
Importes

Porcentaje de 
avance físico ObservacionesAutorizado Importe 

comprobado 
Porcentaje de 
comprobación 

mensual 
Por 

comprobar

LE
SP

 

90. Realizar el análisis de las determinaciones establecidas en los objetivos específicos del presente convenio, acorde al binomio 
matriz-analito, conforme a lo establecido en los lineamientos técnicos. 

            

91. Ampliar la autorización de métodos de prueba, acorde a la capacidad instalada en cada LESP y conforme a lo establecido en los 
lineamientos técnicos. 
92. Mantener vigente la Autorización como Laboratorio de Prueba Tercero Autorizado.
93. Cumplir con las actividades relacionadas con el fortalecimiento técnico, competencia técnica, el envío de informes de atención de 
muestras como Laboratorio de Prueba de Tercero Autorizado y el aprovechamiento de recursos, acorde a lo establecido en los 
lineamientos técnicos. 

Total   
La documentación justificativa y comprobatoria del recurso ejercido se encuentra en poder de la entidad federativa para los efectos de revisión por parte de las instancias fiscalizadoras correspondientes.

 
LOS SERVIDORES PÚBLICOS QUE INTERVIENEN EN LA ELABORACIÓN, SUSCRIPCIÓN Y RECEPCIÓN DE LOS RECURSOS OTORGADOS A TRAVÉS  DEL PRESENTE 

CONVENIO DE COLABORACIÓN ENTRE LA COFEPRIS Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE CHIHUAHUA, DEBERÁN DAR CUMPLIMIENTO A LO 
ESTABLECIDO EN LA LEY FEDERAL DE AUSTERIDAD REPUBLICANA, SUS LINEAMIENTOS Y NORMAS ESPECÍFICAS DICTADAS SOBRE LA MATERIA POR LAS 
AUTORIDADES RESPONSABLES. 

ANEXO 3 DEL CONVENIO ESPECÍFICO EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS, PARA FORTALECER LA 
EJECUCIÓN Y DESARROLLO DEL PROGRAMA Y PROYECTOS DE PROTECCIÓN CONTRA RIESGOS SANITARIOS, ASÍ COMO LA RED NACIONAL DE LABORATORIOS, QUE 
CELEBRAN POR UNA PARTE EL EJECUTIVO FEDERAL, POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE SALUD, A TRAVÉS DE LA COMISIÓN FEDERAL PARA LA PROTECCIÓN 
CONTRA RIESGOS SANITARIOS, Y POR LA OTRA, EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE CHIHUAHUA, EL QUINCE DE JUNIO DEL AÑO DOS MIL VEINTIDOS. 

Por la Secretaría: el Comisionado Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, Dr. Alejandro Ernesto Svarch Pérez.- Rúbrica.- La Secretaria General 
de la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, C. Anahi Guadalupe Orozco.- Rúbrica.- Por la Entidad: el Secretario de Hacienda, Lic. José de 
Jesús Granillo Vázquez.- Rúbrica.- El Secretario de Salud y Director General de Servicios de Salud de Chihuahua, Dr. Felipe Fernando Sandoval Magallanes.- 
Rúbrica.- La Comisionada Estatal para la Protección contra Riesgos Sanitarios del Estado de Chihuahua, Dra. Rosa María Gutiérrez Pimienta.- Rúbrica. 
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bre de 2022 

ANEXO 4 
PROGRAMA, RESPONSABLES POR UNIDAD ADMINISTRATIVA Y COORDINACIONES DE TEMAS 

ENTIDAD: CHIHUAHUA 

CONCEPTO: Fortalecimiento de la ejecución y desarrollo del Programa y Proyectos Federales de Protección contra Riesgos Sanitarios (Regulación y Fomento Sanitarios) y Fortalecimiento de la Red Nacional de Laboratorios (Laboratorio Estatal de Salud Pública) 

PROGRAMA:  Protección contra Riesgos Sanitarios 

CONVENIO CLAVE: COFEPRIS-CETR-CHIH.-09-22 

Programa Objetivo Específico UA 
Responsable Coordinador 

UA  
Encargada del seguimiento 
a los avances de las metas 

comprometidas en el 
programa 

Coordinador 

UA  
Encargada de conducir los 
trabajos de seguimiento y 

revisión de la 
documentación remitida por 

las entidades federativas 
relativas al avance físico 

financiero dentro del sistema 
electrónico autorizado. 

UA 
Encargada del 

seguimiento y trámite de 
las solicitudes de 
transferencia y del 

reintegro de los recursos 
financieros. 

UA  
Encargada del 

seguimiento de las 
Acciones de 
Difusión y 

Capacitación 

Coordinador 
UA  

Encargada del 
control analítico 

Coordinador 

Fortalecimiento al 
Sistema Federal 

Sanitario en materia de 
protección contra 
riesgos sanitarios. 

Mantener las acciones de control sanitario que garanticen la inocuidad de los alimentos 
incluso durante las emergencias sanitarias (COVID-19). 

C
O

S 

Dirección 
Ejecutiva de 
Programas 
Especiales 

C
G

SF
S Dirección Ejecutiva 

de Programación y 
Evaluación del 
Desempeño 

C
G

SF
S 

SG
 

C
FS

 Dirección Ejecutiva 
de Comunicación de 

Riesgos y 
Capacitación 

C
C

A
yA

C
 

Dirección Ejecutiva 
de Innovación 

Establecer un sistema de Alerta Temprana de Florecimientos de Algas Nocivas (Marea 
Roja), con el fin de aplicar medidas preventivas de manera oportuna, tendientes a evitar 
el consumo de moluscos bivalvos expuestos a mareas rojas tóxicas.  

Dar atención oportuna, organizada y sistemática a los eventos de emergencias 
sanitarias en materia de desastres naturales, brotes por enfermedades infecciosas y/o 
emergentes, eventos de concentración masiva, infecciones asociadas a la atención de 
la salud, bioterrorismo y/o exposición a otros agentes, a través de acciones de control 
sanitario.  C

O
S 

Dirección Ejecutiva 
de Programas 

Especiales 

Disminuir riesgos sanitarios a través de la vigilancia basada en riesgos. 

Dirección 
Ejecutiva de 

Supervisión y 
Vigilancia 
Sanitaria 

Dirección Ejecutiva 
de Supervisión y 

Vigilancia Sanitaria 

Mantener las acciones de control sanitario que garanticen la certificación y condición 
sanitaria de los sistemas de abastecimiento de agua públicos y privados de 
conformidad con la NOM-179-SSA1-2020, Agua para uso y consumo humano. Control 
de la calidad del agua distribuida por los sistemas de abastecimiento de agua. Las 
descargas de aguas residuales. Las características sanitarias y los criterios que deban 
cumplir los usuarios que aprovechen en su servicio aguas que posteriormente sean 
descargadas a cuerpos de agua destinadas al uso y consumo humano, el manejo 
adecuado de sustancias toxicas y residuos tóxicos, la protección y seguimiento a la 
salud de su personal ocupacionalmente expuesto. 

  

Proteger a la población de riesgos potencialmente presentes en el agua de uso y 
consumo humano (Incluye agua de consumo, para la preparación de alimentos e 
higiene, así como para actividades recreativas en agua). 

C
EM

A
R

 

Dirección 
Ejecutiva de 
Evidencia de 

Riesgos 

C
FS

 Dirección Ejecutiva 
de Comunicación de 

Riesgos y 
Capacitación 

Incrementar el número de notificaciones de RAMs recibidas por las entidades 
federativas.  
Utilizar a la Farmacovigilancia como herramienta que permita conocer el perfil de 
seguridad de los medicamentos.  
Fomentar actividades de Farmacovigilancia mediante la capacitación constante. 

Dirección 
Ejecutiva de 
Ejecutiva de 

Farmacopea y 
Farmacovigilancia

 

Incrementar el conocimiento de las medidas preventivas de protección a la salud 
relacionadas al saneamiento básico. C

FS
 

Dirección 
Ejecutiva de 

Comunicación de 
Riesgos y 

Capacitación 

Implementar mecanismos de coordinación en materia de difusión, capacitación, 
supervisión y vinculación, orientados a fortalecer la rendición de cuentas, promover la 
integridad en el servicio público, prevenir actos discrecionales y/o de corrupción y dar 
certeza sobre la correcta ejecución de los procesos de regulación, control y fomento 
sanitario. 

C
G

SF
S 

Dirección 
Ejecutiva de 

Programación y 
Evaluación del 
Desempeño C

G
SF

S Dirección Ejecutiva 
de Programación y 

Evaluación del 
Desempeño 

Desarrollar, implementar y/o fortalecer los Sistemas de Gestión de la Calidad en el 
Sistema Federal Sanitario con base en la Norma ISO 9001:2015. 
Fortalecimiento de la capacidad analítica conforme a los requerimientos establecidos, 
por la Comisión de Evidencia y Manejo de Riesgos (CEMAR) y Comisión de Operación 
Sanitaria (COS) responsables de los programas de vigilancia sanitaria; así como 
sistemas de gestión de calidad para el mantenimiento de la Autorización como Tercero 
Autorizado (TA). C

C
A

YA
C

 

Dirección 
Ejecutiva de 
Innovación 

C
C

A
YA

C
 

Dirección Ejecutiva 
de Innovación  

C
C

A
yA

C
 

Dirección Ejecutiva 
de Innovación 

 
LOS SERVIDORES PÚBLICOS QUE INTERVIENEN EN LA ELABORACIÓN, SUSCRIPCIÓN Y RECEPCIÓN DE LOS RECURSOS OTORGADOS A TRAVÉS  DEL PRESENTE 

CONVENIO DE COLABORACIÓN ENTRE LA COFEPRIS Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE CHIHUAHUA, DEBERÁN DAR CUMPLIMIENTO A LO 
ESTABLECIDO EN LA LEY FEDERAL DE AUSTERIDAD REPUBLICANA, SUS LINEAMIENTOS Y NORMAS ESPECÍFICAS DICTADAS SOBRE LA MATERIA POR LAS 
AUTORIDADES RESPONSABLES. 

ANEXO 4 DEL CONVENIO ESPECÍFICO EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS, PARA FORTALECER LA 
EJECUCIÓN Y DESARROLLO DEL PROGRAMA Y PROYECTOS DE PROTECCIÓN CONTRA RIESGOS SANITARIOS, ASÍ COMO LA RED NACIONAL DE LABORATORIOS, QUE 
CELEBRAN POR UNA PARTE EL EJECUTIVO FEDERAL, POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE SALUD, A TRAVÉS DE LA COMISIÓN FEDERAL PARA LA PROTECCIÓN 
CONTRA RIESGOS SANITARIOS, Y POR LA OTRA, EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE CHIHUAHUA, EL QUINCE DE JUNIO DEL AÑO DOS MIL VEINTIDOS. 

Por la Secretaría: el Comisionado Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, Dr. Alejandro Ernesto Svarch Pérez.- Rúbrica.- La Secretaria General 
de la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, C. Anahi Guadalupe Orozco.- Rúbrica.- Por la Entidad: el Secretario de Hacienda, Lic. José de 
Jesús Granillo Vázquez.- Rúbrica.- El Secretario de Salud y Director General de Servicios de Salud de Chihuahua, Dr. Felipe Fernando Sandoval Magallanes.- 
Rúbrica.- La Comisionada Estatal para la Protección contra Riesgos Sanitarios del Estado de Chihuahua, Dra. Rosa María Gutiérrez Pimienta.- Rúbrica. 
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ANEXO 5 

CATÁLOGO DE INSUMOS 
ENTIDAD: CHIHUAHUA 

 
CONCEPTO:  Fortalecimiento de la ejecución y desarrollo del Programa y Proyectos Federales de Protección contra Riesgos Sanitarios (Regulación y Fomento Sanitarios) y Fortalecimiento de la Red Nacional de Laboratorios 

(Laboratorio Estatal de Salud Pública) 
PROGRAMA:  Protección contra Riesgos Sanitarios 
CONVENIO CLAVE: COFEPRIS-CETR-CHIH.-09-22 

Programa Fortalecimiento al sistema federal sanitario en materia de Protección contra Riesgos Sanitarios. 

Objetivo Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y 
laborales la ocurrencia de emergencias sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico Mantener las acciones de control sanitario que garanticen la inocuidad de los alimentos incluso durante las emergencias sanitarias (COVID-19). 
Actividad específica Claves de partida Partida específica Insumo 

A
P

C
R

S
 

1. Enviar a la COFEPRIS el padrón 
de establecimientos que empacan 
productos agrícolas frescos o 
mínimamente procesados en el 
formato oficial y de conformidad con 
los lineamientos correspondientes 
(APCRS). 

21101; 21401; 31701. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES 
CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 
BIENES INFORMÁTICOS; SERVICIOS DE CONDUCCIÓN DE 

SEÑALES ANALÓGICAS Y DIGITALES. 

Papelería en general; insumos para impresoras y memorias usb; servicio de internet. 

2. Realizar visitas de verificación a 
los establecimientos que procesan 
los productos agrícolas frescos y 
mínimamente procesados 
(hortalizas y/o frutas) (APCRS). 

21101; 21401; 21601; 
25501; 26102; 27201; 
29601; 35501; 37201. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES 
CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 

BIENES INFORMÁTICOS; MATERIAL DE LIMPIEZA; MATERIALES, 
ACCESORIOS Y SUMINISTROS DE LABORATORIO; 

COMBUSTIBLES, LUBRICANTES Y ADITIVOS PARA VEHÍCULOS 
TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES 

DESTINADOS A SERVICIOS PÚBLICOS Y LA OPERACIÓN DE 
PROGRAMAS PÚBLICOS;  PRENDAS DE PROTECCIÓN 

PERSONAL; REFACCIONES Y ACCESORIOS MENORES DE 
EQUIPO DE TRANSPORTE; MANTENIMIENTO Y CONSERVACIÓN 

DE VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, 
LACUSTRES Y FLUVIALES; PASAJES TERRESTRES NACIONALES 

PARA LABORES EN CAMPO Y DE  SUPERVISIÓN. 

Materiales y útiles de oficina; insumos para impresoras y memorias USB; gel antibacterial; alcohol o 
solución desinfectante; comparadores colorimétricos; jabón; combustibles, aditivos y lubricantes para 
vehículos; gasolina; equipo de protección personal (cofias o cubrepelo, cubrebocas, googles, guantes 

de látex); llantas para vehículo; servicio de mantenimiento preventivo y correctivo para vehículos; 
casetas/peaje; gastos de camino. 

3. Realizar la toma de muestras y 
envío de las mismas al LESP de los 
productos de la pesca, cárnicos, 
lácteos, huevo y productos 
agrícolas mínimamente procesados 
(hortalizas y/o frutas), a las cuales 
se efectuarán las determinaciones 
especificadas en la programación 
correspondiente y que deben 
coincidir con las registradas en el 
apartado del LESP (APCRS). 

21101; 21601; 25101; 
25501; 26102; 29601; 
31801; 33603; 33901; 

35501; 37201. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIAL DE LIMPIEZA; 
PRODUCTOS QUÍMICOS BÁSICOS; MATERIALES, ACCESORIOS Y 

SUMINISTROS DE LABORATORIO; COMBUSTIBLES, 
LUBRICANTES Y ADITIVOS PARA VEHÍCULOS TERRESTRES, 

AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES DESTINADOS A 
SERVICIOS PÚBLICOS Y LA OPERACIÓN DE PROGRAMAS 
PÚBLICOS; REFACCIONES Y ACCESORIOS MENORES DE 

EQUIPO DE TRANSPORTE; SERVICIO POSTAL; IMPRESIONES DE 
DOCUMENTOS OFICIALES PARA LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS 

PÚBLICOS, IDENTIFICACIÓN, FORMATOS ADMINISTRATIVOS Y 
FISCALES, FORMAS VALORADAS, CERTIFICADOS Y TÍTULOS;  

SUBCONTRATACIÓN DE SERVICIOS CON TERCEROS; 
MANTENIMIENTO Y CONSERVACIÓN DE VEHÍCULOS 

TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES; 
PASAJES TERRESTRES NACIONALES PARA LABORES EN 

CAMPO Y DE  SUPERVISIÓN. 

Cubrepelo; guantes estériles; alcohol o solución desinfectante; bolsas; bolsas de cierre hermético 
estériles; bolsas de polietileno transparente autosellables estériles; comparadores colorimétricos; cinta 
canela; etiqueta autoadherible para identificación de muestra; jabón; tabla con clip acrílico; bolsa para 

toma de muestra doble sello; gel antibacterial para manos; sanitas; papel interdoblado;  glicerina 
purificada; solución de almacenaje; solución de conductividad; congelador; frasco de boca ancha con 
tapa hermética; hielera; hisopo y torunda de algodón; kit digital para determinación de cloro residual y 

ph (medidor de ph y cloro);  pastilla dpd para pruebas de cloro residual libre; rollo de bolsa de 
polietileno; sello de muestreo; termómetro; utensilios para visitas técnicas y toma de muestras 

(cucharas, pinzas, picahielos, espátula, frascos de nalgene); combustibles, aditivos y lubricantes para 
vehículos; gasolina; cubrebocas; equipo de protección personal: (cofias, cubrebocas, googles, 
guantes de látex); guantes; llantas para vehículo; guía de estafeta para envío de muestras de 

alimentos; material impreso; sellos autoadheribles para muestreo; pago de determinaciones analíticas 
en laboratorio tercero autorizado de plaguicidas en alimentos; subcontratación de servicios con 

terceros; servicio de mantenimiento preventivo y correctivo para vehículos; casetas/peaje; gastos de 
camino. 

4. Notificar los resultados de 
análisis los productos de la pesca, 
cárnicos, lácteos, huevo y 
productos agrícolas mínimamente 
procesados (hortalizas y/o frutas), a 
la COFEPRIS de manera mensual 
en el formato oficial y de 
conformidad con los lineamientos 
correspondientes (APCRS). 

21101; 21401; 31701. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES 
CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 
BIENES INFORMÁTICOS; SERVICIOS DE CONDUCCIÓN DE 

SEÑALES ANALÓGICAS Y DIGITALES. 

Papelería en general; insumos para impresoras y memorias usb; servicio de internet. 
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5. Cumplir con el número de visitas 

programadas para la toma de 

muestras de agua y producto en las 

áreas de cosecha de moluscos 

bivalvos, así como el envío de 

muestras a los LESP (APCRS). 

21101; 25501; 26102; 

27101; 29601; 32505; 

33604; 33901; 35501; 

37501. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES, ACCESORIOS 

Y SUMINISTROS DE LABORATORIO; COMBUSTIBLES, 

LUBRICANTES Y ADITIVOS PARA VEHÍCULOS TERRESTRES, 

AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES DESTINADOS A 

SERVICIOS PÚBLICOS Y LA OPERACIÓN DE PROGRAMAS 

PÚBLICOS; VESTUARIO Y UNIFORMES; REFACCIONES Y 

ACCESORIOS MENORES DE EQUIPO DE TRANSPORTE; 

ARRENDAMIENTO DE VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, 

MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES PARA SERVIDORES 

PÚBLICOS; IMPRESIÓN Y ELABORACIÓN DE MATERIAL 

INFORMATIVO DERIVADO DE LA OPERACIÓN Y 

ADMINISTRACIÓN DE LAS DEPENDENCIAS Y ENTIDADES; 

SUBCONTRATACION DE SERVICIOS CON TERCEROS; 

MANTENIMIENTO Y CONSERVACIÓN DE VEHÍCULOS 

TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES; 

VIÁTICOS NACIONALES PARA LABORES EN CAMPO Y DE 

SUPERVISIÓN. 

Baterías; cinta canela/cinta testigo; etiqueta autoadherible para identificación de muestra; material 

impreso; tabla de apoyo para campo con clip; bolsa de plástico; gel antibacterial; bolsa estéril con 

cierre hermético para toma de muestra; frasco de boca ancha con tapa hermética; frasco de plástico 

esterilizable; GPS; hielera y caja térmica de plástico o polipropileno; refrigerante; termómetro; 

gasolina; chalecos salvavidas; refacciones de vehículos; arrendamiento de lancha; pago de peaje en 

carreteras; análisis de muestras; servicio de mantenimiento preventivo y correctivo para vehículos; 

medidor de oxígeno disuelto, temperatura y ph. 

6. Notificar los resultados de 

análisis de las determinaciones 

realizadas en agua y producto a la 

COFEPRIS de manera mensual a 

través del sistema electrónico 

autorizado en el formato oficial y de 

conformidad con los lineamientos 

correspondientes (APCRS). 

21101; 21401; 31701. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES 

CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 

BIENES INFORMÁTICOS; SERVICIOS DE CONDUCCIÓN DE 

SEÑALES ANALÓGICAS Y DIGITALES. 

Papelería en general; cartucho officejet; memorias USB. 

7. Elaborar, promover y coordinar 

un programa de capacitación en 

materia de inocuidad de los 

alimentos dirigida a los 

manejadores de alimentos. 

37201; 26102; 32301; 

32302; 52901. 

PASAJES TERRESTRES NACIONALES PARA LABORES EN 

CAMPO Y DE SUPERVISIÓN; COMBUSTIBLES, LUBRICANTES Y 

ADITIVOS PARA VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, 

MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES DESTINADOS A 

SERVICIOS PÚBLICOS Y LA OPERACIÓN DE PROGRAMAS 

PÚBLICOS; ARRENDAMIENTO DE EQUIPO Y BIENES 

INFORMÁTICOS; ARRENDAMIENTO DE MOBILIARIO; OTRO 

MOBILIARIO Y EQUIPO EDUCACIONAL Y RECREATIVO. 

Pasajes terrestres nacionales; papelería en general; insumos para impresoras; servicio de internet; 

servicios de cómputo; peajes; bocinas; micrófonos; proyector; componentes de equipo de cómputo; 

gasolina y viáticos. 

8. Coordinar estrategias de difusión, 

dirigidas a manejadores de 

alimentos y a la población en 

general, con el propósito de 

contribuir a la disminución de los 

riesgos sanitarios asociados con el 

consumo de alimentos, de acuerdo 

a los lineamientos emitidos por la 

Comisión de Fomento Sanitario. 

31603; 31602; 21201; 

21501; 36101; 37201; 

33604; 33605; 26102. 

SERVICIOS DE INTERNET; SERVICIOS DE 

TELECOMUNICACIONES; MATERIALES Y ÚTILES DE IMPRESIÓN 

Y REPRODUCCIÓN; MATERIAL DE APOYO INFORMATIVO; 

DIFUSIÓN DE MENSAJES SOBRE PROGRAMAS Y ACTIVIDADES 

GUBERNAMENTALES; PASAJES TERRESTRES NACIONALES 

PARA LABORES EN CAMPO Y DE SUPERVISIÓN; IMPRESIÓN Y 

ELABORACIÓN DE MATERIAL INFORMATIVO DERIVADO DE LA 

OPERACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LAS DEPENDENCIAS Y 

ENTIDADES; INFORMACIÓN EN MEDIOS MASIVOS DERIVADA DE 

LA OPERACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LAS DEPENDENCIAS Y 

ENTIDADES; COMBUSTIBLES, LUBRICANTES Y ADITIVOS PARA 

VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y 

FLUVIALES DESTINADOS A SERVICIOS PÚBLICOS Y LA 

OPERACIÓN DE PROGRAMAS PÚBLICOS. 

Viáticos; pasajes; publicaciones especializadas, folletos, catálogos, formatos y otros productos 

mediante cualquier técnica de impresión y sobre cualquier tipo de material. Incluye impresión sobre 

prendas de vestir, producción de formas continuas, impresión rápida, elaboración de placas, clichés y 

grabados; materiales impresos; internet; viáticos; peajes; componentes de equipo de cómputo; 

gasolina; servicios de apoyo administrativo, traducción, fotocopiado e impresión; impresión y 

elaboración de material informativo derivado de la operación y administración de las dependencias y 

entidades; información en medios masivos derivada de la operación y administración de las 

dependencias y entidades; material de apoyo informativo. 
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9. Realizar las determinaciones 

especificadas en las sábanas de 

muestreo a los productos de la 

pesca, cárnicos, lácteos, huevo y 

productos agrícolas mínimamente 

procesados (hortalizas y/o frutas), 

de conformidad con lo establecido 

en los lineamientos emitidos para 

este fin (LESP). 

21601; 25101;  25501; 

25901; 27201; 33901; 

32401; 53101; 53201; 

59101. 

MATERIAL DE LIMPIEZA; PRODUCTOS QUÍMICOS BÁSICOS; 

MATERIALES, ACCESORIOS Y SUMINISTROS DE LABORATORIO; 

OTROS PRODUCTOS QUÍMICOS; PRENDAS DE PROTECCIÓN 

PERSONAL; SUBCTONTRATACIÓN DE SERVICIOS CON 

TERCEROS; ARRENDAMIENTO DE EQUIPO E INSTRUMENTAL 

MÉDICO Y DE LABORATORIO; EQUIPO MÉDICO Y DE 

LABORATORIO; INSTRUMENTAL MÉDICO Y DE LABORATORIO; 

SOFTWARE. 

Agar urea de christensen, accesorios para homogeneizador peristáltico; aceite de parafina; aceite de 

inmersión; acetona; acetonitrilo; ácido acético glacial; ácido bórico; ácido clorhídrico; ácido 

cromotrópico; ácido fosfórico; agar arginina glucosa inclinado; agar azul de toluidina; agar 

bacteriológico; agar Baird-Parker; agar base sangre; agar base urea; agar bilis rojo; violeta(RVBA); 

agar bilis glucuronido; agar celobiosa polimixina colistina modificado mCPC; agar citrato de Simmons; 

agar cromogénico para vibrio; agar cuenta estándar; agar de hierro klinger; agar EMB según Levine; 

agar eosina azul de metileno de Levin; agar hektoen entérico; agar hierro triple azúcares (TSI); agar 

hierro-lisina; agar inclinado arginina glucosa; agar MacConkey; agar medio movilidad; agar métodos 

cuenta estándar; agar nutritivo; agar sacarosa V. parahaemolyticus (VPSA); agar sabouraud con 

dextrosa para el cultivo de hongos; agar sal y manitol, para el aislamiento de staphylococcus 

patógenos; agar sangre; agar SIM; agar soya tripticasa; agar soya tripticasa sulfato de magnesio; agar 

soya tripticaseína; agar sulfito de bismuto (ASB); agar T1N1 y T1N3; agar tiosulfato de sodio; agar 

tiosulfato de sodio citrato sales biliares sacarosa (TCBS); agar triple azúcar hierro (TSI); agar triptona 

bilis x-glucoronido; agar triptosa, base de sangre; agar urea de Chritensen; agar verde brillante; agar 

xilosa lisina desoxicolato (XLD); agar-agar base para la preparación de medios de cultivo; agarosa; 

agarosa grado biología molecular libre de nucleasa; agitador digital con calefacción; agua destilada; 

agua HPLC; agua grado biología molecular; agua peptonada alcalina; agua peptonada amortiguada; 

agua tipo 1; alcohol etílico grado reactivo; alúmina para cromatografía en columna; ampolletas 

bioindicadoras (bacilos estearothermophilus); ampolletas bioindicadoras; ampolletas bioindicadoras de 

esterilidad; ampolletas de bacillus stearothermophilus para esterilización en autoclave; antisuero 

monovalente Ogawa; anti-Dig AP [Anti-digoxigenina fosfatasa alcalina, fragmentos Fab]; antisuero de 

conejo policlonal liofilizado; antisuero de vibrio cholerae O139; antisuero monoespecífico salmonella 

O: B, C, D, E, F, G, H, I; antisuero monovalente Inaba; antisuero monovalente Ogawa. 

L
E

S
P

 

9. Realizar las determinaciones 

especificadas en las sábanas de 

muestreo a los productos de la 

pesca, cárnicos, lácteos, huevo y 

productos agrícolas mínimamente 

procesados (hortalizas y/o frutas), 

de conformidad con lo establecido 

en los lineamientos emitidos para 

este fin (LESP). 

21601; 25101;  25501; 

25901; 27201; 33901; 

32401; 53101; 53201; 

59101. 

MATERIAL DE LIMPIEZA; PRODUCTOS QUÍMICOS BÁSICOS; 

MATERIALES, ACCESORIOS Y SUMINISTROS DE LABORATORIO; 

OTROS PRODUCTOS QUÍMICOS; PRENDAS DE PROTECCIÓN 

PERSONAL; SUBCTONTRATACIÓN DE SERVICIOS CON 

TERCEROS; ARRENDAMIENTO DE EQUIPO E INSTRUMENTAL 

MÉDICO Y DE LABORATORIO; EQUIPO MÉDICO Y DE 

LABORATORIO; INSTRUMENTAL MÉDICO Y DE LABORATORIO; 

SOFTWARE. 

antisuero monovalente para vibrio cholerae Oagawa; antisuero para Vibrio Cholerae Ogawa; antisuero 

polivalente de vibrio cholerae 01; antisuero polivalente o salmonella poly B, C, D; antisuero polivalente 

O:A-I+Vi; antisuero somático (O) polivalente de salmonella; antisuero Vibrio cholerae polivalente; asas 

bacteriológicas; asas de nicromel; asas de platino-iridio; asas de poliestireno; asas desechables; 

autoclave; auxiliar de macropipeteado con filtro de membrana de recambio; balanza analítica; balanza 

granataria; baños de agua ; base agar urea; base Moeller descarboxilasa; bata; bioindicador Sterikon 

plus; bioquímicas miniaturizadas API 20 E; bolsas de papel para esterilizar material; bolsas de 

polietileno para homogeneizador peristáltico; bolsas stomacher; bolsa de dilución de vidrio; bolsas y 

contenedores rígidos para depositar residuos o material RPBI; bomba de vacío; bote de polipropileno 

autolavable con tapa rosca; bote de polipropileno blanco con tapa de rosca; botellas con tapa de 

rosca; bromuro de etidio; BRU1S711F GCTTGAAGCTTGCGGACAGT; BRU1S711R 

GGCCTACCGCTGCGAAT; brucella spp; buffer de referencia estándar; buffer de referencia ph 10.0; 

buffer de referencia pH 4.0; buffer salino de fosfatos (PBS); cabina de PCR; cabina de seguridad 

biológica (CBS); cadena de la polimerasa (PCR); caja petri estéril; caldo agar soya tripticasa; caldo 

base de Muller descarboxilasa; caldo BHI; caldo carbohidrato (ramnosa y xilosa); caldo cianuro de 

potasio (KCN); caldo citrato de Kosher; caldo de urea; caldo Dey-Engley; caldo (E. coli); caldo EC con 

mug; caldo glutamato con minerales modificado; caldo infusión, cerebro corazón (BHI); caldo 

lactosado; caldo lauril triptosa; caldo lauril sulfato de sodio; caldo lisina descarboxilasa; caldo 

malonato; caldo mineral modificado con glutamato; caldo MR-VP; caldo mueller- kauffman tetrationato 

- novobiocina; caldo nutritivo; caldo peptona de caseína; caldo peptonado; caldo púrpura para 

carbohidratos; caldo Rappaport-vassiliadis; caldo rojo de fenol; caldo soya tripticaseína; caldo soya-

tripticaseína con sulfato ferroso; caldo soya-tripticaseína-triptosa; caldo tetrationato; caldo triptona 

(triptófano); caldo triptona y caldo triptona con cloruro de sodio; caldo universal de preenriquecimiento; 

caldo urea para diferenciar e identificar enterobacterias; caldo verde brillante lactosa bilis; caldos 

T1N0, T1N3, T1N6, T1N8, T1N10; cámara de electroforesis; 
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cámara húmeda; campana de bioseguridad tipo 2; campana de extracción; campana de flujo laminar; 

campanas de fermentación Durham; celdas; celdas para espectrofotómetro; centrifuga; cepas de 

staphylococcus aureus; cepas de Staphylococcus epidermidis; cinta testigo para procesos  de 

esterilización por calor húmedo; citrato de Simmons ; citrato de solución salina estándar; citrato férrico; 

citrato férrico amónico; citrato sales biliares sacarosa (TCBS); cloruro de amonio; cloruro de sodio;  

clorhidrato de lisozima; cloruro de benzalconio; cloruro de calcio anhidro; cloruro de magnesio 

hexahidratado; cloruro de sodio; cofias; colorante azul de bromotimol; colorante azul de toludina; 

colorante purpura de bromocresol; colorante verde brillante; columna cromatografíca de vidrio; 

columnas capilares; congelador; cono de hilo de algodón para hisopo de Spira; control biológico de 

esterilización; cristales de fosfato de creatina; cristales de monohidrato de creatina; cubrebocas; 

cromatógrafo de Gases con detectores selectivos; cronómetro;  cubrezapatos; cucharas para transferir 

muestras; cuchillos; Data loggers para autoclave; densímetro digítal; desconchadores; desoxicolato de 

sodio; destilador de ácidos; detergente neutro y alcalino para lavado de material de laboratorio; 

dexosicolato de sodio; dextrosa anhidra; diclorometano; gigerido enzimático de caseína; digestor de 

muestras por microondas; diluyente peptona-tween-sal (PTS); dinucleótidos trifosfato (dNTP's); discos 

de ONPG; discos de papel; dispensador de líquidos; DNA; DNAsA; E.coli  ATCC 25922 o ATCC 8739; 

E. faecalis ATCC 29212 o ATCC 19433; EDTA disódico dihidratado; electrodo; etanol; combinado de 

pH; electrodo de  pH plano para agares; electrodo de pH para líquidos; electrodos; embudo büchner 

de porcelana; embudo de separación; embudo de vidrio; emulsión de yema de huevo; enriquecimiento 

de telurito EY; enterobacter aerogenes ATCC 13048; enterotoxina; enzima taqman; equipo de 

filtración por membrana; equipo medidor de pH escalpelo de acero inoxidable; equipo para 

cuantificación de ácidos nucleicos; escalpelo de acero inoxidable; espátulas; espectrofotómetro UV-

VIS; estuche comercial high pure template preparation kit; etanol; éter de petróleo; éter etílico; extracto 

de levadura; ltros de membrana; florisil; fosfato de potasio monobásico; 

fosfato de sodio dibásico anhidro; fi fosfato de sodio dibásico dodecahidratado; fosfato de sodio; 

fosfato de sodio disódico; fosfato disódico anhidro dihidratado; fosfato mono potásico; fosfato 

monobásico de  potasio; frasco de plástico; frasco de polipropileno; frasco de vidrio ámbar; frascos 

con tapa de rosca  esterilizable; frascos de dilución; frascos de dilución de vidrio de borosilicato con 

tapón esmerilado;  fuente de poder; gabinete de fulo laminar clase II; gabinete de bioseguridad; gasas; 

gasa simple; gelatina nutritiva; Gen r72h VPR72H-F 387 pb; Gen r72h VPR72H-R 320 pb; Gen tdh 

VPTDH-F 270 pb; Gen tdh VP-TDH-R  270 pb; Gen trh VPTRH-F 486 pb; glicerina purificada; glucosa; 

gradillas isotérmicas; gradilla de plástico; gradillas de metal; guantes de latex; guante de malla de 

acero inoxidable; guantes de nitrilo; guantes termo-resistente; hexano; hidroclorido de lisozima; 

hidróxido de potasio; hidróxido de sodio; hidróxido de sodio lentejas; hipoclorito de sodio; hisopo de 

alambre para hisopos de moore; homogeneizador peristáltico; horno esterilizante; IAC 186R 

GGCCTACCGCTGCGCAAT; IAC 46F GCTTGAAGCTTGCGGACAGT; IAC sonda 

TCTCATGCGTCTCCCTGGTGAATGTG; incubadora; incubador microbiológico con cámara de acero 

inoxidable; incubadora bacteriológica; incubadora de microplacas; incubadora digital precisión; 

indicador de esterilidad para horno calor seco; Iniciadores  Bru; indicador rojo de metilo; Isopropanol 

absoluto; jeringa estéril desechable; Juego de alcoholímetros; Kit para extracción de ADN; kit 

ridascreen set total; klebsiella pneumoniae; lana de vidrio; lámpara de luz uv; l-arginina; leche 

descremada, desecada (reconstituida); lentes protectores; lector de microplaca ELISA; licuadora; L-

lactosa monohidratada; L-triptofano; martillo; marcador de peso molecular; material de limpieza; 

material de vidrio;  maltosa para añadir a medios de cultivo; jabón; matraces Erlenmeyer; Matraces 

volumétricos; matraz de bola de vidrio de fondo plano; matraz Kitazato; matraz Erlenmeyer de vidrio 

borosilicato con labio; Matraz volumétrico; mechero bunsen; medio AKI; medidor portátil de pH; medio 

de caldo lactosado; medio de Brucella spp; medio MIO para identificar enterobacterias; medio para 

prueba de movilidad; medio Rappaport-Vassiliadis; medio t.b.x. medio de cultivo para la 
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cuantificación de coliformes fecales;  medio triptona-bilis-glucoronido (TBX); mensajería; 

microcentriguga; micropipeta; micropipetas calibradas y/o verificadas; micropipetas de volumen 

variable; micropipeta multicanal; microscopio; microtubos; minicentrifuga;mineral estéril; motor de 

licuadora para homogenizador peristáltico; N-Heptano; NIT1 (X2) + NIT2 (X2); novobiocina vial; 

ONPG; oligonucleótidos; oxalato de verde de malaquita; palitos aplicadores de madera; palillos de 

madera; papel absorbente; papel aluminio; papel bond; papel filtro Whatman; papel indicador de pH;  

papel parafilm; parrilla eléctrica; PCR nucleotide mix; peines para cámara de electroforesis; película 

adhesiva MicroAmp Optical Adhesive film; peptona de caseína; peptona babteriológica; peróxido de 

hidrógeno; picnometro; pinzas; pinzas de disección; pipeta; pipetor electrónico; placa de 96 pozos 

para PCR; placa de calentamiento; placas con 96 pozos de fondo plano con tapa; placas de 

microtitulación; plasma de conejo con EDTA; porta objetos para microscopio; potenciómetro; probeta; 

puntas  para micropipetas; púrpura de bromocresol; rack abridor para bolsa stomacher; refrigerador; 

reactivo de beta galactosidasa; reactivo de kovacs; reactivo de ONPG; reactivo de oxidasa; reactivo 

desoxicolato de sodio;  reactivo de Voges-Proskauer; reactivo API20E; reactivos para la coloración de 

GRAM; reactivos para la prueba de Voges-Proskauer; reactivos para la tinción de Gram; recipientes 

de plástico; refrigerador; regulador salina de fosfatos (PBS) para extracción de ADN; regulador de 

fosfatos solución concentrada; rejilla base, metálica, circular; reservorio de plástico; rotavapor; S. 

abortus equi ATCC 9842, 12325, 29934; sal de ácido desoxiribonucleico de timo de carnero; sal 

sódica; salmonella typhimurium ATCC 14028; separador de huevo; sistema de calentamiento; sistema 

de destilación o microdestilador; sistema fotodocumentador o sistema digital de imágenes; sistema 

vitek; solución amortiguadora pH; solución buffer; solución de bromocresol púrpura; solución de 

conductividad HI7030; solución de hibridación; solución de KOH; solución de lisis; solución  lisozima; 

solución de metabisulfito de sodio; solución de NaCl; Solución de NaOH; solución de papaína; 

solución de sarkosil; solución de lavado; solución de llenado; solución de telurito de potasio; 

solución de verde brillante; solución de yodo-yoduro de potasio; solución electrolyte; solución 

indicadora de rojo de metilo; solución madre de proteinasa K; solución MgCl 2; solución neutralizante; 

solución para almacenaje de electrodos de pH; solución permanganato de potasio; solución 

reguladora de fosfatos; solución salina; solución SDS; sonda 1S711 FAM-

AAGCCAACACCCGGCCATTATGGT-TAMRA; staphylococcus aureus ATCC 29923; suspensión de 

bacillus stearathermophillus; subcontratación de pruebas para la determinación de enterotoxinas 

estafilococcicas y para la determinación de florecimiento algar nocivo; subcontratación de servicios 

con terceros; suero monovalente v. cholerae 0139; suero monovalente v. cholerae Inaba; suero 

monovalente v. cholerae Ogawa; suero polivalente Vibrio cholerae; suplemento antimicrobiano de 

novobiocina para selectividad del medios de cultivo; suplemento de novobiocina; suplemento selectivo 

modificado para brucella; tabletas PBS-Calbiochem; tamiz; TBGA; tamón de acetato de amonio; 

tampón de carga; tampón TAE; tamó de TBE; tampón tris acetat-EDTA; tapa de microplaca, TDA (X2) 

reactivo para API20E; telurito de potasio; termobaño con recirculación de agua para coliformes 

fecales; termobloque; termociclador; termómetro; termohigrómetro ambiental trazable a Nist; 

termómetro infrarojo; tween 80; telurio de potasio; tijeras; tiosulfato de sodio; tapas optical 8-Cap Strip 

MicroAmp  para microtubos MicroAmp fast reaction; tinas de plástico con tapa; tira indicadora de pH; 

tiras de 8 tapas óptical; tiras de 8 tubos; tiras API 20E Biomerieux; tiras de diagnóstico;  

tiras reactivas de pH; toallas limpiadoras; transiluminador; triptona; tris  base; TRIS 

(Hidroxiximetilaminometano); tritón X-100; tubo  para PCR; tubo de ensayo; tubo de hule látex para 

conexión de gas al mechero; tubos  FAST para ABI 7500 FAST para PCR tiempo real; tubos cónicos; 

tubos; tubos de cultivo; tubos de ensayo; tubos de fermentación; tubos de cultivo; tubos de 

polipropileno; tubos de vidrio con tapas de rosca de baquelita; tubos para centrifuga de polipropileno; 

tubos para serología; ultracongelador; unidad filtradora tipo pirinola; UPS para equipos;  

utensilio para muestreo; varillas acodadas en ángulo recto y en forma de V; varillas de vidrio; vaso de 

licuadora; vaso de precipitados; verde malaquita; verneier o medidor de halos; 
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viales con tapa para engargolar; viales; vibrio por PCR PRIMER TDH FWD y PCR PRIMER TDH REV;  

vórtex; yodo en cristales; yoduro de potasio; zapatos de seguridad. Agar SIM, Agar ASTEL, Agar azul 

de toluidina, Agar Baird-Parker, Agar BCYE, Agar Cetrimida, Agar Citrato de Simmon, Agar Columbia, 

Agar Cuenta estándar, Agar de Hierro Kligler (KIA), Agar Hierro-Lisina (LIA), Agar Dextrosa 

Sabouraud, Agar eosina azul de metileno de Levin  (EMB-L), Agar Entérico de Hektoen, Agar Eosina 

Azul de Metileno (AEMB), Agar Extracto de Malta, Agar Glucosa Rojo Violeta Billis, Agar GVPC, Agar 

Hígado de Ternera, Agar Indicador PM, Agar Letheen  modificado, Agar MacConkey, Agar modificado 

con Celobiosa, Polimixina B y Colistina (mCPC), Agar Movilidad, Agar Mueller-Hinton, Agar 

Neutralizante, Agar Nutritivo, Agar Oxford, Agar PALCAM, Agar Papa Dextrosa, Agar para antibióticos 

#1, Agar para antibióticos #10, Agar para antibióticos #11, Agar para antibióticos #19, Agar para 

antibióticos #2, Agar para antibióticos #32, Agar para antibióticos #35, Agar para antibióticos #36, 

Agar para antibióticos #4, Agar para antibióticos #40, Agar para antibióticos #5, Agar para antibióticos 

#8, Agar para antibióticos #9, Agar Sal Manitol, Agar Sangre de Cordero, Agar Soya Tripticaseína 

(T.S.A.), Agar sulfito de bismuto (ASB), Agar Swarm, Agar T1N1 (Agar Triptona y Sal), Agar TBX, 

Agar tiosulfato de sodio Citrato sales biliares sacarosa (TCBS), Agar Urea de Christensen, Agar Verde 

Brillante, Agar Vogel Jhonson, Agar Xilosa Lisina Desoxicolato, Agar-hierro-triple azúcar (TSI), Agua 

Peptonada, Agua Peptonada Alcalina (APA), Agua Peptonada Amortiguada, Buffer de Extracción, 

Caldo A1, Caldo Ácido, Caldo Carbohidratos (Ramnosa y Xilosa), Caldo Carne Cocida, Caldo Cerebro 

Corazón, Caldo Citrato de Koser, Caldo CSTEL, Caldo Dextrosa Sabouraud, Caldo EC, Caldo 

Extracto de Malta, Caldo Fraser Completo, Caldo Fraser Medio, Caldo Glucosa Purpura de 

Bromocresol, Caldo glutamato con minerales modificado (MMGB), Caldo Lactosa Billis Verde Brillante, 

Caldo Lactosado, Caldo Lauril Triptosa, Caldo Lauril Triptosa con MUG, Caldo Letheen modificado, 

Caldo L-lisina descarboxilasa, Caldo MacConkey, Caldo Mossel de enriquecimiento para 

enterobacterias, Caldo MR-VP, Caldo Muller Kauffmann Tetrationato, Caldo Neutralizante, 

Caldo Nitrato,  Caldo para antibioticos #13, Caldo para antibioticos #3, Caldo para antibioticos #34, 

Caldo para antibioticos #39, Caldo para antibioticos #41, Caldo Rappaport-Vassiliadis, Caldo Rojo de 

Fenol, Agar Soya Tripticaseína (T.S.A.), Agar Soya Tripticasa (AST), Caldo Tioglicolato, Caldo 

Triptona y Caldos Triptona Sal T1N0,T1N1,T1N3 y T1N6,T1N8 y T1N10, Medio de enriquecimiento 

para Clostrodios, Reactivo Azul de Bromotimol, Reactivo de Kovacs, Reactivo de β-Galactosidasa, 

Reactivos para la prueba de Voges-Proskauer (VP), Reactivos para la reacción de Indol, Reactivos 

para la tinción de Gram, Sauton diluido, Solución amortiguadora 10% pH 6.0±0.05, Solución 

amortiguadora al 1% pH 6.0±0.05, Solución de peptona y extracto de carne con polisorbato 80, 

Solución Neutralizante Concentrada, Solución Neutralizante Diluida, Solución Peptonada con 

polisorbato, Solución Reguladora de Fosfatos, Solución Reguladora de Fosfatos pH 6, Solución salina 

amortiguadora de fosfatos (PBS), Solución salina fisiológica, Triton X 
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10. Realizar el análisis del número 

de determinaciones establecidas 

para agua (coliformes fecales) en 

áreas de cosecha de moluscos 

bivalvos (LESP). 

21601; 25101; 25501; 

25901; 27201; 33901; 

32401; 53101; 53201. 

MATERIAL DE LIMPIEZA; PRODUCTOS QUÍMICOS BÁSICOS; 

MATERIALES, ACCESORIOS Y SUMINISTROS DE LABORATORIO; 

OTROS PRODUCTOS QUÍMICOS; PRENDAS DE PROTECCIÓN 

PERSONAL; SUBCTONTRATACIÓN DE SERVICIOS CON 

TERCEROS; ARRENDAMIENTO DE EQUIPO E INSTRUMENTAL 

MÉDICO Y DE LABORATORIO; EQUIPO MÉDICO Y DE 

LABORATORIO; INSTRUMENTAL MÉDICO Y DE LABORATORIO. 

Cinta canela/cinta testigo; frasco con tapa; termómetro; medidor de ph; incubadora; agar eosina azul 

de metileno de Levin; agar nutritivo; agua peptonada asas bacteriológicas; balanza de precisión; 

balanza granataria; bolsas de polietileno para homogeneizador peristáltico; botellas con tapa de rosca; 

caja petri estéril; alcohol o solución desinfectante; baño de agua con recirculación y tapa; bioindicador 

esterikon; bulbos; pro pipetas; micropipetas; Caldo A1; Caldo EC; Caldo Lactosado; Caldo lauril 

sulfato con MUG; Caldo Lauril Triptosa; Caldo Lauril Triptosa con MUG; Caldo M-Endo; Caldo verde 

brillante lactosa bilis; Diluyente de Peptona, E.coli ATCC 25922, Embudos de filtración de PVC, 

Enterobacter aerogenes ATCC 13048, Fosfato de potasio monobásico, Gradillas, Klebsiella 

pneumoniae ATCC 13883, Licuadora,  vasos Licuadoras; Marco de pesas; Matraz; Mecheros Bunsen; 

Medidor de pH; Pipetas bacteriológicas; Pipetas graduadas; Reactivo de Kovacs; Reactivos para la 

coloración de GRAM; Solución estándar; Staphylococcus aureus ATCC 25923; Staphylococcus 

aureus ATCC 29923; Tubos de cultivo con tapón de rosca; Tubos de fermentación; Tubos de 

fermentación invertidos (Durham); Tubos de  ensayo con tapa de rosca o quita pon de acero 

inoxidable; baquelita o plástico inerte. 
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11. Realizar el análisis del número 

de determinaciones establecidas 

para producto (E. coli, Salmonella 

sp, Vibrio cholerae y Vibrio 

parahaemolyticus incluye gastos de 

toma y envío de muestras y reporte 

de resultados) en áreas de cosecha 

de moluscos bivalvos (LESP). 

21601; 25101; 25501; 

25901; 27201; 33901; 

32401; 53101; 53201. 

MATERIAL DE LIMPIEZA; PRODUCTOS QUÍMICOS BÁSICOS; 

MATERIALES, ACCESORIOS Y SUMINISTROS DE LABORATORIO; 

OTROS PRODUCTOS QUÍMICOS; PRENDAS DE PROTECCIÓN 

PERSONAL; SUBCTONTRATACIÓN DE SERVICIOS CON 

TERCEROS; ARRENDAMIENTO DE EQUIPO E INSTRUMENTAL 

MÉDICO Y DE LABORATORIO; EQUIPO MÉDICO Y DE 

LABORATORIO; INSTRUMENTAL MÉDICO Y DE LABORATORIO. 

Aceite de inmersión; ácido clorhídrico HCl; agar bacteriológico; agar base sangre; agar bilis 

glucuronido (TBGA); agar bilis rojo violeta (RVBA); agar celobiosa polimixina colistina modificado 

mCPC; agar Citrato de Simmon; agar cromogénico; agar cuenta estándar; agar de hierro kligler (KIA); 

agar eosina azul de metileno de Levin  (EMB-L); agar hektoen entérico (AHE); agar hierro triple 

azúcares (TSI); agar hierro-lisina (LIA); agar inclinado arginina glucosa; agar MacConkey; agar medio 

movilidad; agar métodos cuenta estándar; agar nutritivo; agar sabouraud con dextrosa; agar sacarosa 

V. parahaemolyticus (VPSA); agar sangre; agar SIM; agar soya tripticasa (AST); sulfato de magnesio; 

agar soya tripticaseína (T.S.A.); agar sulfito de bismuto (ASB); agar T1N1 y T1N3; agar tiosulfato de 

sodio; agar tiosulfato de sodio citrato sales biliares sacarosa (TCBS); agar triptona bilis X-Glucoronido; 

agar triptosa, base de sangre; agar urea de christensen; agar verde brillante (AVB); agar xilosa lisina 

desoxicolato (XLD); agarosa; agua destilada; agua grado biología molecular; agua peptonada alcalina 

(APA); agua tipo 1; ampolletas bioindicadoras; Anti-Dig AP [Anti-digoxigenina fosfatasa alcalina, 

antisuero de conejo policlonal liofilizado; antisuero de Vibrio cholerae O139; antisuero monoespecífico 

salmonella O: B,C,D,E,F,G,H,I; antisuero monovalente Inaba; antisuero monovalente Ogawa; 

antisuero monovalente Vibrio cholerae Ogawa; antisuero para Vibrio Cholerae Ogawa; antisuero 

polivalente de V. cholerae O1; antisuero polivalente o salmonella poly B,C,D, BD DIFCO; antisuero 

polivalente O:A-I+Vi; antisuero somático (O) polivalente; antisuero Vibrio cholerae polivalente; asas 

bacteriológicas; asas de nicromel; asas de platino-iridio; asas de poliestireno; asas desechables; 

autoclave; auxiliar de macropipeteado; balanza granataria; baño de agua; base descarboxilasa de 

Moeller; base Moeller descarboxilasa; batas de cirujano; bioindicador Sterikon plus; bioquímicas 

miniaturizadas API 20 E; bolsas de papel  para esterilizar material; bolsas de plástico estériles; bolsas 

de polietileno  para homogeneizador peristáltico; bomba de vacío; bote de polipropileno blanco, con 

tapa de rosca, autoclavable; botella de dilución de vidrio de borosilicato con tapa de rosca; botellas 

con tapa de rosca; botellas; bromuro de etidio; buffer de referencia estándar pH; 

buffer salino de fosfatos (PBS); cadena de la polimerasa (PCR); caja de esterilización cuadrada de 

aluminio para pipetas; cajas de petri con relieve; cajas de petri desechable sin división; cajas petri; 

caldo base de Muller, descarboxilasa; caldo carbohidrato  (ramnosa y xilosa); caldo cianuro de potasio 

(KCN); caldo citrato de Kosher; caldo Dey-Engley; caldo EC (E. coli) MUG; caldo glutamato con 

minerales modificado (MMGB); caldo infusión, cerebro corazón (BHI); caldo lactosado; caldo lauril 

triptosa; caldo lauril  triptosa con MUG; caldo lauril sulfato de sodio; caldo L-lisina decarboxilasa; caldo 

malonato; caldo mineral modificado con glutamato; caldo MR-VP; caldo Muller-Kauffmann tetrationato-

novobiocina (MKTTn); caldo nutritivo; caldo peptona de caseína; caldo peptonado; caldo púrpura para 

carbohidratos; caldo Rappaport-Vassiliadis; caldo rojo de fenol; caldo rojo de fenol para carbohidratos; 

caldo soya-tripticaseína con sulfato ferroso; caldo soya-tripticaseína-triptosa; caldo Tetrationato (CTT); 

caldo triptona; caldo triptona con cloruro de sodio; caldo Universal de preenriquecimiento; caldo verde 

brillante lactosa bilis; caldos T1N0, T1N3, T1N6, T1N8, T1N10; cámara de electroforesis; campana de 

bioseguridad; campana de extracción; campana de flujo laminar; campanas de Durham; celdas; cinta 

testigo; citrato de solución salina; citrato férrico; citrato férrico amónico; citrato sales biliares sacarosa 

(TCBS); cloruro de amonio; cloruro de benzalconio; cloruro de magnesio hexahidratado; cloruro de 

Sodio (NaCl); cristales, RA, ASC, TA; cofias; colorante púrpura de bromocresol (Polvo); colorante 

verde brillante (Polvo); congelador; cono de hilo de algodón para hisopo de Spira; cristales de fosfato 

de creatína; cristales de monohidrato de creatina; cubrebocas; cuchillos; cuchillos desconchadores; 

data loggers para autoclave; desconchadores; detergente alcalino y neutro para lavado de material de 

laboratorio; dexosicolato de sodio; dextrosa anhidra; digerido enzimático de caseína; digestor de 

muestras por microondas; diluyente peptona-tween-sal (PTS); dinucleótidos Trifosfato (dNTP's) 10mM 

cada uno  dATP, dCTP, dGTP, dTTP; discos ONPG (o-nitrofenil-β-D-galactopiranosa); dispensador de 

líquidos; E. coli ATCC 25922 o ATCC 8739; E. fecalis ATCC 29212 o ATCC 19433; electrodo; 

electrodo combinado de pH; embudo de vidrio;  enterobacter 
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aerogenes ATCC 13048; equipo de filtración por membrana; equipo medidor de pH; escalpelo de 
acero inoxidable; espátulas; espectrofotómetro UV-VIS; etanol, extracto de levadura; filtros de 

membrana; fosfato de Potasio Monobásico (KH2PO4); fosfato de sodio dibásico dodecahidratado 
(Na2HPO4.12H2O ); fosfato de sodio dibásico; fosfato de sodio monobásico; fosfato disódico anhidro 
dihidratado; frascos; frasco de plástico; frasco de polipropileno con tapa rosca; frasco de vidrio ámbar 
con tapa, frascos con tapa; frascos de vidrio de borosilicato con tapón; frascos de vidrio; gabinete de 
flujo laminar clase II; gasas; gelatina nutritiva; Gen r72h VPR72H-F 387 pb; Gen r72h VPR72H-R 320 

pb; Gen tdh VPTDH-F 270 pb; Gen tdh VP-TDH-R  270 pb; Gen trh VPTRH-F 486 pb; glicerina 
purificada; glucosa; gradillas de metal; gradillas de plástico; guante de malla de acero inoxidable; 

guantes de látex; guantes de nitrilo; hidroclorido de Lisozima; hidróxido de potasio; hidróxido de sodio; 
hipoclorito de sodio; hisopo de alambre para hisospos de moore; homogeneizador peristáltico; 

incubadora; indicador de esterilidad; indicador rojo de metilo; isopropanol absoluto; jeringa 
desechable; kit para extracción de ADN; klebsiella pneumoniae ATCC 13883; lámpara de luz Uv; 
leche descremada, L-lactosa monohidratada; L-Triptofano; maltosa; marcador de peso molecular; 

martillo; material de limpieza; material de vidrio; matraces Erlenmeyer; matraz erlenmeyer de vidrio 
borosilicato; mecheros bunsen; medio AKI; medio MIO; medio para prueba de movilidad (semisólido); 
medio Rappaport-Vassiliadis (RVS); medio T.B.X. Medio de cultivo para la cuantificación de coliformes 

fecales; mensajería; microcentrifuga; micropipetas; motor de licuadora; motor homogeneizador 
rotatorio; NIT1 (X2) + NIT2 (X2); novobiocina vial; oxalato de verde de malaquita; palillos de madera; 
palitos aplicadores de madera; papel parafilm; parrilla eléctrica; peines para cámara de electroforesis; 

peptona bacteriológica; peptona de caseína; pinzas de disección; pipetas automáticas; pipetas 
graduadas; pipetas serológicas;  pipetor electrónico;  placa de calentamiento; placas de microtitulación

96 pozos de fondo plano con tapa; placas de microtitulación con 96 pozos de fondo “V” con tapa; 
placas de petri de vidrio; porta objetos; potenciómetro; probetas; puntas para micropipeta; purpura de 
bromocresol; rack abridor para bolsa stomacher; reactivo de beta galactosidasa, 2-Nitrophenyl-ß-D-
galactopyranoside 2; reactivo de kovacs; reactivo de ONPG; reactivo de oxidasa; reactivo de Voges-

Proskauer (VP); reactivo desoxicolato de sodio; reactivos API 20E; reactivos para la coloración de 
GRAM; reactivos para la prueba de Voges-Proskauer (VP); recipientes de plástico; refrigerador; 

regulador de fosfatos solución concentrada; regulador salina de fosfatos (PBS) para extracción de 
ADN; circular; S. abortus equi ATCC 9842; S. diarizonae ATCC 12325; S. diarizonae ATCC 29934; 
salmonella Typhimurium ATCC 14028; sistema fotodocumentador o sistema digital de imágenes; 

sistema vitek; solución amortiguadora; solución buffer; solución de bromocresol púrpura; solución de 
conductividad HI7030; solución de hibridación; solución de KOH; solución de lisis;  

solución de lisozima; solución de NaCl; solución de papaína; solución de sarkosil; solución de verde 
brillante; solución de yodo-yoduro de potasio; solución electrolyte; solución indicadora de rojo de 
metilo; solución madre de proteinasa K; solución MgCl 2; solución neutralizante; solución para 
almacenaje de electrodos de pH; solución salina amortiguadora de fosfatos;  solución salina 

fisiológica; solución salina fisiológica formalinizada; solución salina reguladora de fosfatos; solución 
SDS; solución salina tamponada con fosfato (PBS); solucion buffer; Staphylococcus aureus ATCC 
29923; suero monovalente Vibrio cholerae 0139; suero monovalente Vibrio cholerae INABA; suero 

monovalente Vibrio cholerae Ogawa; suero polivalente de Vibrio cholerae O1 y Vibrio cholerae NO O1 
O139; suero polivalente Vibrio cholerae O1; suplemento de novobiocina; suspensión  

de bacillus stearathermophillus; tampón de acetato de amonio 2M; tampón de carga de EDTA;  
tampón TAE; tampón TBE; TBGA; telurito de potasio; tergitol 7 aniónico;  

termobaño con recirculación de agua; termociclador; termómetros; termómetro infrarojo;  
tijeras; tinas de plástico con tapa; tiosulfato de sodio  (Hiposulfito de sodio); tiras API 20E  

Biomerieux; tiras de diagnóstico;  tiras reactivas para pH; transiluminador, 

documentador de geles o equivalente; triptona; tritón X-100; tubo para PCR; tubos cónicos; tubos 
eppendorf; tubos de cultivo con tapón; tubos de dilución; tubos de ensaye con tapón; tubos de ensayo;  

tubos de fermentación; tubos de vidrio con tapas; tubos para serología; Tween 80; unidad filtradora 
tipo pirinola; varillas de vidrio; vaso de licuadora; vaso de precipitados; verde malaquita; vibrio por 

PCR primer TDH FWD; Vibrio por PCR primer TDH REV; vórtex; yodo/yoduro de potasio. 
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12. Realizar análisis de biotoxinas 
marinas en moluscos bivalvos de 
acuerdo con lo establecido por 
COFEPRIS (pruebas para 
detección de PSP, ASP y DSP en 
los Estados con litoral en el Océano 
Pacífico y PSP, ASP, DSP y NSP 
en los Estado del Golfo de México, 
incluye gastos de toma y envío de 
muestras y reporte de resultados) 
de acuerdo con los criterios 
técnicos establecidos por 
COFEPRIS (LESP). 

21601; 25101; 25501; 
25901; 27201; 31801; 
33901; 32401; 53101; 

53201; 59101. 

MATERIAL DE LIMPIEZA; PRODUCTOS QUÍMICOS BÁSICOS; 
MATERIALES, ACCESORIOS Y SUMINISTROS DE LABORATORIO; 

OTROS PRODUCTOS QUÍMICOS; PRENDAS DE PROTECCIÓN 
PERSONAL; SERVICIO POSTAL; SUBCTONTRATACIÓN DE 

SERVICIOS CON TERCEROS; ARRENDAMIENTO DE EQUIPO E 
INSTRUMENTAL MÉDICO Y DE LABORATORIO; EQUIPO MÉDICO 

Y DE LABORATORIO; INSTRUMENTAL MÉDICO Y DE 
LABORATORIO; SOFTWARE. 

Desecante azul; detergente alconox; heptano sulfónico grado HPLC; hidróxido de amonio grado 
HPLC; Kit Scotia Rapid Test-ASP; Metanol grado HPLC; ratones; solución buffer; tetrabutilamonio 

fosfato grado HPLC; agitador de vidrio; ASP Lit; cepillos de cerdas duras; charola de acero inoxidable; 
columna evo; columna para HPLC ; columna para HPLC C8; cronómetro digital para laboratorio de 4 

canales; cuchilla para vaso de acero inoxidable waring; cuchillos desconchadores; desconchador 
acero inoxidable punta redonda; electrodo para medición de pH de 0-14; embudo de cristal de cuello 
corto; embudo de cristal de cuello largo; embudo de separación; escobillón con mango de alambre; 
espátulas; frasco de polipropileno con tapa de rosca; frasco de vidrio con tapa de rosca; guantes de 

asbesto; guantes de látex; guantes de nitrilo; guarda columna; jeringa; magnetos; matraz volumétrico; 
micropipeta; papel aluminio; papel filtro whatman; papel indicador de pH ; pipeta de pistón multicanal; 
pipeta volumétrica; probeta; puntas para micropipetas; puntas PD; tamiz; tela de gasa; termómetros; 
termómetro Lo-Tox azul; tubo de centrifuga; vaso de licuadora; vaso de precipitado de plástico; vaso 

de precipitado forma alta de vidrio; vial de vidrio; vidrio de reloj; estándar secundario de ácido 
domoico; ácido clorhídrico concentrado; agua tipo II; biotoxinas ácido okadaico; buffer pH =10, 2, 4, 7; 
cloruro de sodio; detergente alcalino; estándar dihidrocloruro de saxitoxina (PSP); estándar primario 
reactivo de ref NRC-CRM-DA; hidróxido de sodio; kit de ácido okadaico PP2A DSP; kit scotia rapid 

test-PSP; matriz CRM-ZERO-MUS; Reveal 2.0 for ASP;  solución buffer; sterikon control de 
esterilizado; sterikon plus bioindicador; tiras p/pH 0 a 6;  cámara de sedimentación utermol; 

análisis de biotoxinas marinas en áreas de cosecha de moluscos bivalvos; subcontratación de 
servicios con terceros; centrifuga para tubos; lector de microplacas (ELISA); placa de calentamiento; 
aceite de algodón (0.917 g/ml) o un solvente con densidad similar; acetona grado reactivo; agitador 
magnético; agua desionizada; agua desionizada o tipo i; balanza analítica; balanza digítal; balanza 
granataria digital; baño de agua; baño de vapor; campana de extracción; careta; desionizador de 

agua; estándares de ácido okadaico; éter dietílico; éter dietílico (ede) o diclorometano (dcm*) grado 
reactivo; frascos de vidrio para centrífuga; gabinete de seguridad biológica; homogeneizador; horno 

estufa; jaulas con bebederos para ratones; lentes de protección; licuadora; material proporcionado con 
el kit de 96 pozos; matraz de bola de vidrio de fondo plano de; matraz kitazato; parafilm; pipetas 
multicanal 50 – 250 μl,; pipeteador automático; placa de microtitulación y 12 tiras de 8 pocillos; 

potenciómetro; rotavapor; solución de metanol al 50%; solución estándar dihidrocloruro de saxitoxina 
(psp); tetrabutilamonio fosfato grado hplc; tiras reactivas; tubos estériles graduados; tween 60; uv 

(ch3-oh); varillas de vidrio; vial de buffer de dilución para fosfatasa; vial de fosfatasa (phosphatase); 
vial de solución de paro de la reacción; vial de solución stock de buffer; vial de substrato cromogénico; 

vórtex. 

 

Programa Fortalecimiento al sistema federal sanitario en materia de Protección contra Riesgos Sanitarios. 

Objetivo Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y 
laborales la ocurrencia de emergencias sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico Establecer un Sistema de Alerta Temprana de Florecimientos de Algas Nocivas (Marea Roja), con el fin de aplicar medidas preventivas de manera oportuna, tendientes a evitar el consumo 
de moluscos bivalvos expuestos a mareas rojas tóxicas. 

Actividad específica Claves de partida Partida específica Insumo 
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13. Realizar el monitoreo de 
fitoplancton en agua de mar, con 
base en los lineamientos emitidos 
por la COFEPRIS (APCRS). 

21101; 25501; 26102; 
27101; 29601; 32505; 

35501. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES, ACCESORIOS 
Y SUMINISTROS DE LABORATORIO; COMBUSTIBLES, 

LUBRICANTES Y ADITIVOS PARA VEHÍCULOS TERRESTRES, 
AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES DESTINADOS A 

SERVICIOS PÚBLICOS Y LA OPERACIÓN DE PROGRAMAS 
PÚBLICOS; VESTUARIO Y UNIFORMES; REFACCIONES Y 
ACCESORIOS MENORES DE EQUIPO DE TRANSPORTE; 

ARRENDAMIENTO DE VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, 
MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES PARA SERVIDORES 

PÚBLICOS; MANTENIMIENTO Y CONSERVACIÓN DE VEHÍCULOS 
TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES.

Arrendamiento de lancha para recorridos para toma de muestra en las áreas de cosecha; botellas 
oceanográficas; cámara de conteo de utermon; capilares planos o microslides; celdas de Sedwick-

Rafter; chalecos salvavidas; cinta canela/cinta testigo; combustibles, aditivos y lubricantes para 
vehículos; disco secchi; etiqueta autoadherible para identificación de muestra; frasco de boca ancha 

con tapa hermética; frasco de polipropileno, autocableable de boca ancha, con tapa de rosca; 
gasolina; gel antibacterial; hielera de plástico; hielera y cajas térmicas de plástico o polipropileno; 

lugol; material impreso; medidor de oxígeno disuelto, temperatura y pH; microscopio invertido o de 
campo; pago de peaje en carreteras; piola; pipeta pasteur; pisetas; plomos con forma de disco; 

portaobjetos y cubreobjetos de vidrio esmerilado; recipientes de plástico con rangos de profundidad 
marcados; redes para fitoplancton; refacciones de vehículos; refrigerante; servicio de mantenimiento 
preventivo y correctivo para vehículos; tabla para apoyo de escribir en campo; tubos para cámara de 

sedimentación; tubos rígidos de PVC con válvula de tención; válvulas de retención de agua. 
14. Notificar los resultados de 
análisis de agua de mar a la 
COFEPRIS de manera mensual a 
través del sistema electrónico 
autorizado en el formato oficial y de 
conformidad con los lineamientos 
correspondientes (APCRS). 

21101; 21401; 31701. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES 
CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 
BIENES INFORMÁTICOS; SERVICIOS DE CONDUCCIÓN DE 

SEÑALES ANALÓGICAS Y DIGITALES. 

Papelería en general; insumos para impresoras y memorias USB; servicio de internet. 
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 15. Realizar las determinaciones al 
agua de mar con base en los 
lineamientos emitidos por la 
COFEPRIS (LESP). 

21601; 25101; 25501; 
25901; 27201; 33901; 
32401; 35801; 53101; 

53201. 

MATERIAL DE LIMPIEZA; PRODUCTOS QUÍMICOS BÁSICOS; 
MATERIALES, ACCESORIOS Y SUMINISTROS DE LABORATORIO; 

OTROS PRODUCTOS QUÍMICOS; PRENDAS DE PROTECCIÓN 
PERSONAL; SUBCONTRATACIÓN DE SERVICIOS CON 

TERCEROS; ARRENDAMIENTO DE EQUIPO E INSTRUMENTAL 
MÉDICO Y DE LABORATORIO; SERVICIOS DE LIMPIEZA Y 

MANEJO DE DESECHOS; EQUIPO MÉDICO Y DE LABORATORIO; 
INSTRUMENTAL MÉDICO Y DE LABORATORIO. 

Acetato de sodio; cámara de utemol; cámara Segwick-Rsfter; charolas; cubre objetos; electrodo para 
potenciómetro; filtro cartucho para sistema de purificación de agua; filtros para jeringa (acrodiscos); 
pipeta serológica; porta objetos; vaselina; acetato de lugol; cámara digital; microscopio compuesto; 

microscopio invertido. 
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Programa Fortalecimiento al sistema federal sanitario en materia de Protección contra Riesgos Sanitarios. 

Objetivo Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y 
laborales la ocurrencia de emergencias sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico Proteger a la población de riesgos potencialmente presentes en el agua de uso y consumo humano (Incluye agua de consumo, para la preparación de alimentos e higiene, así como para 
actividades recreativas en agua). 

Actividad específica Claves de partida Partida específica Insumo 
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16. Enviar a la COFEPRIS 
programa de trabajo de vigilancia 
de la calidad del agua de la red de 
distribución de agua, incluyendo 
posibles riesgos identificados 
previamente, de acuerdo a los 
lineamientos técnicos emitidos por 
la COFEPRIS. 

21101; 21201. 
MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA.; MATERIALES Y ÚTILES DE 

IMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN 
Papelería en general; materiales para impresión. 

17. Enviar a la COFEPRIS informe 
mensual sobre los resultados del 
monitoreo de cloro residual 
realizado en la entidad federativa. 

21101; 21201; 29401; 
25501; 26102; 27101; 
27201; 35301; 35501; 

37201; 37501. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES DE 
IMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; REFACCIONES Y ACCESORIOS 

PARA EQUIPO DE CÓMPUTO Y TELECOMUNICACIONES; 
MATERIALES, ACCESORIOS Y SUMINISTROS DE LABORATORIO; 
COMBUSTIBLES, LUBRICANTES Y ADITIVOS PARA VEHÍCULOS 
TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES 

DESTINADOS A SERVICIOS PÚBLICOS Y LA OPERACIÓN DE 
PROGRAMAS PÚBLICOS; VESTUARIO Y UNIFORMES; PRENDAS 

DE  PROTECCIÓN  PERSONAL; MANTENIMIENTO Y 
CONSERVACIÓN DE BIENES INFORMÁTICOS; MANTENIMIENTO 

Y CONSERVACIÓN DE VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, 
MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES; PASAJES TERRESTRES 
NACIONALES PARA LABORES EN CAMPO Y DE  SUPERVISIÓN; 

VIÁTICOS NACIONALES PARA LABORES EN CAMPO Y DE 
SUPERVISIÓN. 

Papelería en general; materiales para impresión; accesorios para equipo de cómputo; materiales y 
suministros de laboratorio; combustibles, aditivos y lubricantes para vehículos; uniformes o prendas de 

vestir con insignias o distintivos; prendas de protección personal; mantenimiento de equipos de 
cómputo; mantenimiento de vehículos; gastos de transporte terrestre; gastos por concepto de 

alimentación y hospedaje de servidores públicos. 

18. Enviar a la COFEPRIS informe 
mensual sobre las notificaciones 
realizadas a los responsables del 
abastecimiento del agua en 
localidades, municipios o entidades 
federativas, respecto a los 
resultados de los hallazgos 
obtenidos durante el monitoreo, así 
como de las acciones realizadas. 

21101; 21201; 29401; 
26102; 35501; 37201; 

37501. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES DE 
IMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; REFACCIONES Y ACCESORIOS 

PARA EQUIPO DE CÓMPUTO Y TELECOMUNICACIONES; 
COMBUSTIBLES, LUBRICANTES Y ADITIVOS PARA VEHÍCULOS 
TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES 

DESTINADOS A SERVICIOS PÚBLICOS Y LA OPERACIÓN DE 
PROGRAMAS PÚBLICOS; MANTENIMIENTO Y CONSERVACIÓN 

DE VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, 
LACUSTRES Y FLUVIALES; PASAJES TERRESTRES NACIONALES 

PARA LABORES EN CAMPO Y DE  SUPERVISIÓN; VIÁTICOS 
NACIONALES PARA LABORES EN CAMPO Y DE SUPERVISIÓN. 

Papelería en general; materiales para impresión; accesorios para equipo de cómputo; combustibles, 
aditivos y lubricantes para vehículos; mantenimiento de vehículos; gastos de transporte terrestre; 

gastos por concepto de alimentación y hospedaje de servidores públicos. 

19. Enviar a la COFEPRIS reporte 
mensual sobre resultados de 
análisis bacteriológicos realizados 
conforme a los lineamientos 
establecidos, de acuerdo con la 
meta establecida entre la 
COFEPRIS y la entidad federativa. 

21101; 21201; 29401; 
25501; 26102; 27101; 
27201; 35501; 37201; 

37501. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES DE 
IMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; REFACCIONES Y ACCESORIOS 

PARA EQUIPO DE CÓMPUTO Y TELECOMUNICACIONES; 
MATERIALES, ACCESORIOS Y SUMINISTROS DE LABORATORIO; 
COMBUSTIBLES, LUBRICANTES Y ADITIVOS PARA VEHÍCULOS 
TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES 

DESTINADOS A SERVICIOS PÚBLICOS Y LA OPERACIÓN DE 
PROGRAMAS PÚBLICOS; VESTUARIO Y UNIFORMES; PRENDAS 

DE  PROTECCIÓN  PERSONAL; MANTENIMIENTO Y 
CONSERVACIÓN DE VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, 

MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES; PASAJES TERRESTRES 
NACIONALES PARA LABORES EN CAMPO Y DE  SUPERVISIÓN; 

VIÁTICOS NACIONALES PARA LABORES EN CAMPO Y DE 
SUPERVISIÓN. 

Papelería en general; materiales para impresión; accesorios para equipo de cómputo; materiales y 
suministros de laboratorio; combustibles, aditivos y lubricantes para vehículos; uniformes o prendas de 
vestir con insignias o distintivos; prendas de protección personal; mantenimiento de vehículos; gastos 

de transporte terrestre; gastos por concepto de alimentación y hospedaje de servidores públicos. 
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20. Enviar a la COFEPRIS el 
reporte de resultados obtenidos del 
monitoreo de Flúor, Arsénico, 
Plomo, plaguicidas y/u otros 
analitos de riesgo en agua de uso y 
consumo humano priorizados por la 
entidad federativa. 

21101; 21201; 29401; 
25501; 26102; 27101; 
27201; 31801; 35501; 

37201; 37501. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES DE 
IMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; REFACCIONES Y ACCESORIOS 

PARA EQUIPO DE CÓMPUTO Y TELECOMUNICACIONES; 
MATERIALES, ACCESORIOS Y SUMINISTROS DE LABORATORIO; 
COMBUSTIBLES, LUBRICANTES Y ADITIVOS PARA VEHÍCULOS 
TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES 

DESTINADOS A SERVICIOS PÚBLICOS Y LA OPERACIÓN DE 
PROGRAMAS PÚBLICOS; VESTUARIO Y UNIFORMES; PRENDAS 

DE  PROTECCIÓN  PERSONAL; SERVICIO POSTAL; 
MANTENIMIENTO Y CONSERVACIÓN DE VEHÍCULOS 

TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES; 
PASAJES TERRESTRES NACIONALES PARA LABORES EN 

CAMPO Y DE  SUPERVISIÓN; VIÁTICOS NACIONALES PARA 
LABORES EN CAMPO Y DE SUPERVISIÓN. 

Papelería en general; materiales para impresión; accesorios para equipo de cómputo; materiales y 
suministros de laboratorio; combustibles, aditivos y lubricantes para vehículos; uniformes o prendas de 

vestir con insignias o distintivos; prendas de protección personal; servicio de mensajería; 
mantenimiento de vehículos; gastos de transporte terrestre; gastos por concepto de alimentación y 

hospedaje de servidores públicos. 

21. Enviar a la COFEPRIS el 
reporte de resultados obtenidos del 
monitoreo de playas prioritarias de 
acuerdo a lo establecido en los 
lineamientos establecidos por la 
COFEPRIS. 

21101; 21201; 29401; 
25501; 26102; 27101; 
27201; 31801; 35301; 
35501; 37201; 37501. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA.; MATERIALES Y ÚTILES DE 
IMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; REFACCIONES Y ACCESORIOS 

PARA EQUIPO DE CÓMPUTO Y TELECOMUNICACIONES; 
MATERIALES, ACCESORIOS Y SUMINISTROS DE LABORATORIO; 
COMBUSTIBLES, LUBRICANTES Y ADITIVOS PARA VEHÍCULOS 
TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES 

DESTINADOS A SERVICIOS PÚBLICOS Y LA OPERACIÓN DE 
PROGRAMAS PÚBLICOS.; VESTUARIO Y UNIFORMES.; PRENDAS 

DE  PROTECCIÓN  PERSONAL; SERVICIO POSTAL; 
MANTENIMIENTO Y CONSERVACIÓN DE BIENES 

INFORMÁTICOS; MANTENIMIENTO Y CONSERVACIÓN DE 
VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y 

FLUVIALES.; PASAJES TERRESTRES NACIONALES PARA 
LABORES EN CAMPO Y DE  SUPERVISIÓN.; VIÁTICOS 

NACIONALES PARA LABORES EN CAMPO Y DE SUPERVISIÓN. 

Papelería en general; materiales para impresión; accesorios para equipo de cómputo; materiales y 
suministros de laboratorio; combustibles, aditivos y lubricantes para vehículos; uniformes o prendas de 

vestir con insignias o distintivos; prendas de protección personal; servicio de mensajería; 
mantenimiento de equipos de cómputo; mantenimiento de vehículos; gastos de transporte terrestre; 

gastos por concepto de alimentación y hospedaje de servidores públicos. 

22. Enviar a la COFEPRIS informe 
mensual sobre la asistencia a las 
reuniones convocadas por los 
Comités de Playas, incluyendo 
información sobre los acuerdos 
generados durante dichas 
reuniones o las minutas 
correspondientes, en caso de que 
no se realicen se deberá informar 
en ese sentido. 

21101; 21201; 26102; 
35501; 37201; 37501. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES DE 
IMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; COMBUSTIBLES, LUBRICANTES 

Y ADITIVOS PARA VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, 
MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES DESTINADOS A 

SERVICIOS PÚBLICOS Y LA OPERACIÓN DE PROGRAMAS 
PÚBLICOS; MANTENIMIENTO Y CONSERVACIÓN DE VEHÍCULOS 
TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES; 

PASAJES TERRESTRES NACIONALES PARA LABORES EN 
CAMPO Y DE  SUPERVISIÓN;  VIÁTICOS NACIONALES PARA 

LABORES EN CAMPO Y DE SUPERVISIÓN. 

Papelería en general; materiales para impresión; combustibles, aditivos y lubricantes para vehículos; 
mantenimiento de vehículos; gastos de transporte terrestre; gastos por concepto de alimentación y 

hospedaje de servidores públicos. 

23. Enviar a la COFEPRIS el 
reporte de resultados obtenidos del 
monitoreo de E. coli realizados en 
cuerpos de agua dulce para uso 
recreativo con contacto primario. 

21101; 21201; 25501; 
26102; 27101; 27201; 
35301; 35501; 37201; 

37501. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES DE 
IMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; MATERIALES, ACCESORIOS Y 

SUMINISTROS DE LABORATORIO; COMBUSTIBLES, 
LUBRICANTES Y ADITIVOS PARA VEHÍCULOS TERRESTRES, 

AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES DESTINADOS A 
SERVICIOS PÚBLICOS Y LA OPERACIÓN DE PROGRAMAS 

PÚBLICOS; VESTUARIO Y UNIFORMES; PRENDAS DE  
PROTECCIÓN  PERSONAL; MANTENIMIENTO Y CONSERVACIÓN 

DE BIENES INFORMÁTICOS; MANTENIMIENTO Y 
CONSERVACIÓN DE VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, 

MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES; PASAJES TERRESTRES 
NACIONALES PARA LABORES EN CAMPO Y DE  SUPERVISIÓN; 

VIÁTICOS NACIONALES PARA LABORES EN CAMPO Y DE 
SUPERVISIÓN. 

Papelería en general; materiales para impresión; materiales y suministros de laboratorio; 
combustibles, aditivos y lubricantes para vehículos; uniformes o prendas de vestir con insignias o 

distintivos; prendas de protección personal; mantenimiento de equipos de cómputo; mantenimiento de 
vehículos; gastos de transporte terrestre; gastos por concepto de alimentación y hospedaje de 

servidores públicos. 

24. Implementar acciones de 
capacitación con el objetivo de 
disminuir riesgos asociados por el 
uso y consumo de agua, de 
acuerdo a los lineamientos emitidos 
por la COFEPRIS. 

37201; 26102; 32301; 
32302; 52901. 

PASAJES TERRESTRES NACIONALES PARA LABORES EN 
CAMPO Y DE SUPERVISIÓN; COMBUSTIBLES, LUBRICANTES Y 

ADITIVOS PARA VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, 
MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES DESTINADOS A 

SERVICIOS PÚBLICOS Y LA OPERACIÓN DE PROGRAMAS 
PÚBLICOS; ARRENDAMIENTO DE EQUIPO Y BIENES 

INFORMÁTICOS; ARRENDAMIENTO DE MOBILIARIO; OTRO 
MOBILIARIO Y EQUIPO EDUCACIONAL Y RECREATIVO. 

Pasajes terrestres nacionales; papelería en general; insumos para impresoras; servicio de internet; 
servicios de cómputo; peajes; bocinas; micrófonos; proyector; componetes de equipo de cómputo; 

gasolina y viáticos. 
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25. Coordinar estrategias de 
difusión con el objetivo de disminuir 
los riesgos asociados al uso y 
consumo de agua, de acuerdo a los 
lineamientos emitidos por la 
Comisión de Fomento Sanitario. 

31603; 31602; 21201; 
21501; 36101; 

37201;33604; 33605; 
26102. 

SERVICIOS DE INTERNET; SERVICIOS DE 
TELECOMUNICACIONES; MATERIALES Y ÚTILES DE IMPRESIÓN 

Y REPRODUCCIÓN; MATERIAL DE APOYO INFORMATIVO; 
DIFUSIÓN DE MENSAJES SOBRE PROGRAMAS Y ACTIVIDADES 

GUBERNAMENTALES; PASAJES TERRESTRES NACIONALES 
PARA LABORES EN CAMPO Y DE SUPERVISIÓN; IMPRESIÓN Y 
ELABORACIÓN DE MATERIAL INFORMATIVO DERIVADO DE LA 

OPERACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LAS DEPENDENCIAS Y 
ENTIDADES; INFORMACIÓN EN MEDIOS MASIVOS DERIVADA DE 
LA OPERACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LAS DEPENDENCIAS Y 
ENTIDADES; COMBUSTIBLES, LUBRICANTES Y ADITIVOS PARA 

VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y 
FLUVIALES DESTINADOS A SERVICIOS PÚBLICOS Y LA 

OPERACIÓN DE PROGRAMAS PÚBLICOS. 

Viáticos; pasajes; publicaciones especializadas, folletos, catálogos, formatos y otros productos 
mediante cualquier técnica de impresión y sobre cualquier tipo de material. Incluye impresión sobre 

prendas de vestir, producción de formas continuas, impresión rápida, elaboración de placas, clichés y 
grabados; materiales impresos; internet; viáticos; peajes; componentes de equipo de cómputo; 
gasolina; servicios de apoyo administrativo, traducción, fotocopiado e impresión; impresión y 

elaboración de material informativo derivado de la operación y administración de las dependencias y 
entidades; información en medios masivos derivada de la operación y administración de las 

dependencias y entidades; material de apoyo informativo. 
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26. Realizar los análisis 
bacteriológicos conforme a la meta 
y lineamientos establecidos. 

21601; 25101; 25501; 
25901; 27201; 33901; 
32401; 53101; 53201. 

MATERIAL DE LIMPIEZA; PRODUCTOS QUÍMICOS BÁSICOS; 
MATERIALES, ACCESORIOS Y SUMINISTROS DE LABORATORIO; 

OTROS PRODUCTOS QUÍMICOS; PRENDAS DE PROTECCIÓN 
PERSONAL; SUBCTONTRATACIÓN DE SERVICIOS CON 

TERCEROS; ARRENDAMIENTO DE EQUIPO E INSTRUMENTAL 
MÉDICO Y DE LABORATORIO; EQUIPO MÉDICO Y DE 

LABORATORIO; INSTRUMENTAL MÉDICO Y DE LABORATORIO. 

Agar eosina azul de metileno de Levin; agar MacConkey ; agar nutritivo; caldo A1; caldo citrato de 
Kosher; caldo (E. coli); caldo lactosado; caldo lauril  triptosa; caldo lauril  triptosa con MUG; Caldo MR-

VP; caldo triptona; caldo verde brillante lactosa bilis; citrato de Simmons; E.coli  ATCC 25922; 
enterobacter aerogenes ATCC 13048; klebsiella pneumoniae ATCC 13883; staphylococcus aureus 

ATCC 29923; alcohol o solución desinfectante; asas bacteriológicas; bolsas de polietileno  para 
homogeneizador peristáltico; botellas con tapa de rosca; caja petri; cinta testigo para procesos  de 
esterilización por calor húmedo; cucharas para transferir muestras; cuchillos; embudos de filtración 

rápida de PVC; espátulas; frascos con tapa de rosca; frascos de dilución de vidrio de borosilicato con 
tapón esmerilado; gradillas de metal; gradillas de plástico; mecheros bunsen; palitos aplicadores de 

madera; pinzas de disección; pipetas graduadas; placas de petri; probetas; tubos de cultivo; tubos de 
fermentación; vaso de licuadora; bioindicador Esterikon; caldo M-endo; diluyente de peptona; 

indicador rojo de metilo; reactivo de Kovacs; reactivo de Voges-Proskauer; reactivos para la coloración 
de GRAM; regulador de fosfatos solución concentrada; solución estándar certificada para 

conductividad; baño con circulación de agua; licuadora; agua destilada; autoclave; balanza analítica; 
caldo glutamato con minerales modificado (MMGB); fosfato de potasio monobásico; potenciómetro; 

solución Buffer; termómetros; homogeneizador peristáltico; incubadora; lámpara UV; lentes 
protectores; matraz Erlenmeyer; medio Triptona-Bilis-Glucuronido (TBX); micropipetas; motor de 

licuadora para homogeneizador peristáltico; pantallas de malla de fibra de vidrio; papel indicador pH; 
peptona bacteriológica; placas de microtitulación de 96 pocillos. 

27. Realizar los análisis de Flúor, 
Arsénico, Plomo, Plaguicidas y/u 
otros analitos de riesgo en agua de 
uso y consumo humano conforme a 
la meta y lineamientos establecidos. 

21601; 25101; 25501; 
25901; 27201; 33901; 
32401; 53101; 53201; 

59101. 

MATERIAL DE LIMPIEZA; PRODUCTOS QUÍMICOS BÁSICOS; 
MATERIALES, ACCESORIOS Y SUMINISTROS DE LABORATORIO; 

OTROS PRODUCTOS QUÍMICOS; PRENDAS DE PROTECCIÓN 
PERSONAL; SUBCTONTRATACIÓN DE SERVICIOS CON 

TERCEROS; ARRENDAMIENTO DE EQUIPO E INSTRUMENTAL 
MÉDICO Y DE LABORATORIO; EQUIPO MÉDICO Y DE 

LABORATORIO; INSTRUMENTAL MÉDICO Y DE LABORATORIO; 
SOFTWARE. 

Bisulfato de sodio; clorobenceno - d5 en metanol grado estándar; columnas capilares DB-VRX; 
estándar d8 tolueno - d8 en metanol; metanol grado cromatográfico; gas inerte; estándar 4-

bromofluorobenceno; estándar 1,4 - difluorobenceno - d4; grado estándar tolueno - d8 en metanol; 
jeringa con válvula de dos vías; microjeringas; muestreador de purga y trampa; probeta graduada de 

vidrio; estándar para benceno; estándar para etilbenceno; estándar para a tolueno; estándar para 
xilenos; trampa de forma en u; trampa VOCARB 3000; trampa VOCARB 4000; trampas de 

concentrador; tubos de ensayo con tapón vaso de licuadora; viales diversos; balanza analítica; 
cartucho de extracción; columna cromatográfica de vidrio; evaporador de nitrógeno; filtros; 

membranas de celulosa; frasco ámbar; jeringas; septas para vial; sistema de filtrado con matraz 
kitasato; filtro de jeringa, no estéril; acetonitrilo; alcohol etílico grado reactivo; cloruro de sodio; 

diclorometano; éter de petróleo,  éter etílico; hexano; sulfato de sodio anhidro; alúmina para 
cromatografía en columna; columnas capilares DB-1; columnas capilares DB-5; embudo de vidrio; 

lana de vidrio; matraz kitazato; cetona reactivo analítico; potenciómetro; ácido acético  grado analítico; 
ácido acético glacial; ácido ascórbico; ácido clorhídrico; ácido nítrico; acido perclórico; ácido sulfúrico; 
ácido trans 1,2 diaminociclohexano; agitador magnético; agua destilada; agua tipo 1; aire comprimido; 

alcohol isopropílico; auxiliar de pipeteado; balanza analítica; baño maría con agitación; barras 
magnéticas; borohidruro de sodio; botellas esterilizables; bureta; campana de extracción; celda de 

cuarzo para generador de hidruros; tubos lainers y accesorios; cloruro de amonio; cloruro de potasio; 
crisoles de platino; cubetas plásticas para AA; desoxicolato de sodio; detergente liquido; electrodo de 

referencia; electrodos para refacción potenciómetros; embudos de filtración rápida de PVC; equipo 
ICP-OES; espátula; estándar de cadmio; estándar de cobre; estándar de conductividad; estándar de 

fierro; estándar de flúor; estándar de manganeso; estándar de mercurio; estándar de ph; 
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27. Realizar los análisis de Flúor, 
Arsénico, Plomo, Plaguicidas y/u 
otros analitos de riesgo en agua de 
uso y consumo humano conforme a 
la meta y lineamientos establecidos. 

21601; 25101; 25501; 
25901; 27201; 33901; 
32401; 53101; 53201; 

59101. 

MATERIAL DE LIMPIEZA; PRODUCTOS QUÍMICOS BÁSICOS; 
MATERIALES, ACCESORIOS Y SUMINISTROS DE LABORATORIO; 

OTROS PRODUCTOS QUÍMICOS; PRENDAS DE PROTECCIÓN 
PERSONAL; SUBCTONTRATACIÓN DE SERVICIOS CON 

TERCEROS; ARRENDAMIENTO DE EQUIPO E INSTRUMENTAL 
MÉDICO Y DE LABORATORIO; EQUIPO MÉDICO Y DE 

LABORATORIO; INSTRUMENTAL MÉDICO Y DE LABORATORIO; 
SOFTWARE. 

estándar de plomo; estándar para arsénico; estándar de zinc; electrodo de flúor; fluoruro de sodio; gas 
para cromatografía; gas helio, acetileno, óxido nitroso, argón y nitrógeno grado absorción atómica; 

guante de nitrilo; hidróxido de amonio; hidróxido de sodio; indicador papel pH; comparador 
colorimétrico; lámpara de cátodo; lámpara de cátodo hueco; lentes de seguridad; macropipeta 

monocanal; magnetos ; mangueras; matraces redondos de fondo plano; matraz volumétrico; matraz 
aforado; matraz kjeldahl; membrana para el generador de hidruros; micropipeta automática; nitrato de 
magnesio; nitrato de magnesio hexahidratado; papel filtro de whatman N° 2; perilla de hule; perlas de 
ebullición; peróxido de hidrogeno; piseta; pipeta; pipetor automático; probeta; puntas de plástico para 

micropipeta; recipientes con tapa PVC; respirador de media cara; sistema de digestión por microondas 
por lotes; sistema de reflujo con refrigerante; solución acondicionada TISAB con CDTA; 

subcontratación de servicios con terceros; sulfato de plata; termómetro; tubo de ensaye; tubo de 
grafito de partición; varilla de plástico; vaso de precipitados; yoduro de potasio; agitador magnético; 

Autoclave; Automuestreador; Barras magnéticas; Bombas Parr; Centrífuga; Crisoles Vycor; 
Cromatógrafo de gases con detector de  espectrometría de masas; Digestor de muestras por 

microondas; Espectrómetro de Absorción Atómica; Frascos de plástico; Fuente de radiofrecuencia; 
Horno de calentamiento (estufa); Horno de microondas; Lámparas de cátodo hueco o de descarga; 
Lámparas de Plomo; Mufla; Paladio (como nitrato); Papel secante; Placa de calentamiento; Sistema 

de datos; Sistema de Purga y Trampa; Solución de ácido clorhídrico; Solución de borohidruro de 
sodio; Solución de Cloruro de Potasio; Solución de fosfatos de amonio monobásico (de NH4HPO4); 
Solución de hidróxido de sodio; Solución de Nitrato de Magnesio; Solución de Nitrato de Magnesio 
hexahidratado; Solución de Yoduro de Potasio; Solución estándar de Flúor; Thermo scientific Orion 

Single; Vasos para digestión de teflón. 

28. Realizar los análisis del 
monitoreo de playas prioritarias 
conforme a la meta y lineamientos 
establecidos. 

21601; 25101; 25501; 
25901; 27201; 33901; 
32401; 53101; 53201. 

MATERIAL DE LIMPIEZA; PRODUCTOS QUÍMICOS BÁSICOS; 
MATERIALES, ACCESORIOS Y SUMINISTROS DE LABORATORIO; 

OTROS PRODUCTOS QUÍMICOS; PRENDAS DE PROTECCIÓN 
PERSONAL; SUBCTONTRATACIÓN DE SERVICIOS CON 

TERCEROS; ARRENDAMIENTO DE EQUIPO E INSTRUMENTAL 
MÉDICO Y DE LABORATORIO; EQUIPO MÉDICO Y DE 

LABORATORIO; INSTRUMENTAL MÉDICO Y DE LABORATORIO. 

ABEA; aceite mineral;  alcohol etilico;  asas bacteriológicas; autoclave; balanza analítica; balanza 
granataria; baño de agua; barras magnéticas; BHI; botellas de boca ancha de vidrio borosilicato y 

tapón de rosca de polipropileno; botellas de dilución de vidrio de boro silicato o frascos de 
polipropileno; cajas petri; caldo azida dextrosa; charola para enterococos 97 pocillos Quanty-tray 

2000; charola quanty tray; charolas con 48 celdas; charolas con 51 celdas; charolas quanty tray/2000 
con 49 pozos grandes y 48 pozos pequeños; cloruro de benzalconio; frasco transparente estéril 
desechable; gradillas; horno esterilizante; incubadora; incubadora de aire; kit de enterolert con 

charolas Quanti-Tray; lámpara de luz UV; pipeta; pipetas serológicas; pipetor automático; propipeta; 
reactivo de enterococos prueba rápida; reactivo Enterolert; selladora de charolas de cuantificación; 

suspensión de bacillus stearothermophilus; sustrato fluorogénico; termómetro; tubos; tubo de ensaye; 
tubos de ensayo; vasos no fluorescentes. 

29. Realizar los análisis de E. coli 
en cuerpos de agua dulce para uso 
recreativo con contacto primario 
conforme a la meta y lineamientos 
establecidos. 

21601; 25101; 25501; 
25901; 27201; 33901; 
32401; 53101; 53201. 

MATERIAL DE LIMPIEZA; PRODUCTOS QUÍMICOS BÁSICOS; 
MATERIALES, ACCESORIOS Y SUMINISTROS DE LABORATORIO; 

OTROS PRODUCTOS QUÍMICOS; PRENDAS DE PROTECCIÓN 
PERSONAL; SUBCTONTRATACIÓN DE SERVICIOS CON 

TERCEROS; ARRENDAMIENTO DE EQUIPO E INSTRUMENTAL 
MÉDICO Y DE LABORATORIO; EQUIPO MÉDICO Y DE 

LABORATORIO; INSTRUMENTAL MÉDICO Y DE LABORATORIO. 

Agar neutralizante; agua destilada; asas; baño de agua; botella de dilución de vidrio de borosilicato 
con tapa de rosca; botellas con tapón; cajas petrí; caldo EC-MUG; caldo glutamato con minerales 

modificado (MMGB); caldo lauril triptosa; caldo neutralizante; charolas, gradillas de metal; hipoclorito 
de sodio; homogeneizador peristáltico; incubadora; matraces; matraz erlenmeyer; mecheros bunsen; 

medio triptona-bilis-glucuronido (TBX); micropipetas; motor homogeneizador peristaltico; peptona 
babteriológica; pipetas; recipiente rojo para punzocortantes; recipientes de polipropileno  

con tapa de rosca; solución buffer; solución para calibración de conductividad;  
tubos de ensaye; tubos de vidrio; frascos. 

 

Programa Fortalecimiento al sistema federal sanitario en materia de Protección contra Riesgos Sanitarios. 

Objetivo 
Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y 
laborales la ocurrencia de emergencias sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico 
Incrementar el número de notificaciones de RAMs recibidas por las entidades federativas. Utilizar a la Farmacovigilancia como herramienta que permita conocer el perfil de seguridad de 
los medicamentos. Fomentar actividades de Farmacovigilancia mediante la capacitación constante. 

Actividad específica Claves de partida Partida específica Insumo 
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30. Elaborar el plan de trabajo 

anual. 

21101; 21201; 21401; 

31603; 35301. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES DE 

IMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; MATERIALES Y ÚTILES 

CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 

BIENES INFORMÁTICOS; SERVICIOS DE INTERNET; 

MANTENIMIENTO Y CONSERVACION DE BIENES 

INFORMÁTICOS. 

Papelería en general; insumos para impresoras; servicios de internet; mantenimiento del equipo de 

cómputo. 
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31. Implementación y seguimientos 
de unidades del sistema nacional 
de salud. 

21101; 21201; 21401; 
26104; 27101; 29401;  
29601; 31603; 33604; 

37201. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES DE 
IMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; MATERIALES Y ÚTILES 

CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 
BIENES INFORMÁTICOS; COMBUSTIBLES, LUBRICANTES Y 

ADITIVOS PARA VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, 
MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES ASIGNADOS A 
SERVIDORES PÚBLICOS; VESTUARIO Y UNIFORMES; 

REFACCIONES Y ACCESORIOS PARA EQUIPO DE CÓMPUTO Y 
TELECOMUNICACIONES; REFACCIONES Y ACCESORIOS 
MENORES DE EQUIPO DE TRANSPORTE; SERVICIOS DE 
INTERNET; IMPRESIÓN Y ELABORACIÓN DE MATERIAL 

INFORMATIVO DERIVADO DE LA OPERACIÓN Y 
ADMINISTRACIÓN DE LAS DEPENDENCIAS Y ENTIDADES; 
PASAJES TERRESTRES NACIONALES PARA LABORES EN 

CAMPO Y DE SUPERVISIÓN. 

Papelería en general; insumos para impresoras; insumos para traslados dentro de su territorio; apoyo 
para vestuario oficial; mantenimiento para equipo de cómputo; mantenimiento para equipo de 

transporte; servicio de internet; servicio para la impresión de material de fomento; apoyo terrestre para 
cumplir con las funciones. 

32. Elaborar el reporte mensual. 
21101; 21201; 21401; 

31603; 35301. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES DE 
IMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; MATERIALES Y ÚTILES 

CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 
BIENES INFORMÁTICOS; SERVICIOS DE INTERNET; 

MANTENIMIENTO Y CONSERVACIÓN DE BIENES 
INFORMÁTICOS. 

Papelería en general; insumos para impresoras; servicios de internet; mantenimiento del equipo de 
cómputo. 

33. Realizar capacitaciones en 
materia de Farmacovigilancia. 

21101; 21201; 21401; 
26104; 27101; 29401; 
29601; 31603; 32201; 
32302; 35501; 33604; 
37201; 37501; 52101; 

52301. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES DE 
IMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; MATERIALES Y ÚTILES 

CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 
BIENES INFORMÁTICOS; COMBUSTIBLES, LUBRICANTES Y 

ADITIVOS PARA VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, 
MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES ASIGNADOS A 
SERVIDORES PÚBLICOS; VESTUARIO Y UNIFORMES; 

REFACCIONES Y ACCESORIOS PARA EQUIPO DE CÓMPUTO Y 
TELECOMUNICACIONES; REFACCIONES Y ACCESORIOS 
MENORES DE EQUIPO DE TRANSPORTE; SERVICIOS DE 
INTERNET; ARRENDAMIENTO DE EDIFICIOS Y LOCALES; 

ARRENDAMIENTO DE MOBILIARIO;  IMPRESIÓN Y ELABORACIÓN 
DE MATERIAL INFORMATIVO DERIVADO DE LA OPERACIÓN Y 

ADMINISTRACIÓN DE LAS DEPENDENCIAS Y ENTIDADES; 
PASAJES TERRESTRES NACIONALES PARA LABORES EN 
CAMPO Y DE SUPERVISIÓN; VIÁTICOS NACIONALES PARA 

LABORES EN CAMPO Y DE SUPERVISIÓN EQUIPOS Y 
APARATOS AUDIOVISUALES: CÁMARAS FOTOGRÁFICAS Y DE 
VIDEO; MANTENIMIENTO Y CONSERVACIÓN DE VEHÍCULOS 

TERRESTRES, AÉREOS, MARÉTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES.

Papelería en general; insumos para impresoras; insumos para traslados dentro de su territorio; apoyo 
para vestuario oficial; mantenimiento para equipo de cómputo; mantenimiento para equipo de 

transporte; servicio de internet; servicio para la impresión de material de fomento; apoyo terrestre para 
cumplir con las funciones; apoyo para la renta de espacios para capacitaciones, apoyo para la renta 

de inmobiliario para capacitaciones; apoyo para cubrir alimentos durante la comisión; equipos y 
aparatos audiovisuales para capacitaciones; cámara fotográfica. 
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34. Realizar asesorías en 
Farmacovigilancia. 

21101; 21201; 21401; 
26104; 27101; 29601; 
33604; 33605; 35501; 

52301. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES DE 
IMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; MATERIALES Y ÚTILES 

CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 
BIENES INFORMÁTICOS; COMBUSTIBLES, LUBRICANTES Y 

ADITIVOS PARA VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, 
MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES ASIGNADOS A 
SERVIDORES PÚBLICOS; VESTUARIO Y UNIFORMES; 

REFACCIONES Y ACCESORIOS MENORES DE EQUIPO DE 
TRANSPORTE; IMPRESIÓN Y ELABORACIÓN DE MATERIAL 

INFORMATIVO DERIVADO DE LA OPERACIÓN Y 
ADMINISTRACIÓN DE LAS DEPENDENCIAS Y ENTIDADES; 

INFORMACIÓN EN MEDIOS MASIVOS DERIVADA DE LA 
OPERACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LAS DEPENDENCIAS Y 

ENTIDADES; MANTENIMIENTO Y CONSERVACIÓN DE 
VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y 

FLUVIALES; CÁMARAS FOTOGRÁFICAS Y DE VIDEO. 

Papelería en general; insumos para impresoras; insumos y refacciones para vehículos; vestuario para 
atender las visitas; mantenimiento del vehículo; impresión de material de difusión; apoyo para la 

difusión del programa de farmacovigilancia; cámara fotográfica. 
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35. Congreso Estatal de 
Farmacovigilancia. 

21101; 21201; 21401; 
26104; 27101; 29401; 
29601; 31603; 32201; 
32301; 32302; 35501; 
33604; 33605; 37201; 
37501: 38301; 52101; 

52301. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES DE 
IMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; MATERIALES Y ÚTILES 

CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 
BIENES INFORMÁTICOS; COMBUSTIBLES, LUBRICANTES Y 

ADITIVOS PARA VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, 
MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES ASIGNADOS A 
SERVIDORES PÚBLICOS; VESTUARIO Y UNIFORMES; 

REFACCIONES Y ACCESORIOS PARA EQUIPO DE CÓMPUTO Y 
TELECOMUNICACIONES; REFACCIONES Y ACCESORIOS 
MENORES DE EQUIPO DE TRANSPORTE; SERVICIOS DE 
INTERNET; ARRENDAMIENTO DE EDIFICIOS Y LOCALES; 

ARRENDAMIENTO DE MOBILIARIO; IMPRESIÓN Y ELABORACIÓN 
DE MATERIAL INFORMATIVO DERIVADO DE LA OPERACIÓN Y 

ADMINISTRACIÓN DE LAS DEPENDENCIAS Y ENTIDADES; 
INFORMACIÓN EN MEDIOS MASIVOS DERIVADA DE LA 

OPERACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LAS DEPENDENCIAS Y 
ENTIDADES; PASAJES TERRESTRES NACIONALES PARA 

LABORES EN CAMPO Y DE 
SUPERVISIÓN; VIÁTICOS NACIONALES PARA LABORES EN 

CAMPO Y DE SUPERVISIÓN EQUIPOS Y APARATOS 
AUDIOVISUALES CONGRESOS Y CONVENCIONES; CÁMARAS 

FOTOGRÁFICAS Y DE VIDEO; MANTENIMIENTO Y 
CONSERVACIÓN DE VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, 

MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES; ARRENDAMIENTO DE 
EQUIPO Y BIENES INFORMÁTICOS. 

Papelería en general; insumos para impresoras; insumos para traslados dentro de su territorio; apoyo 
para vestuario oficial; mantenimiento para equipo de cómputo; mantenimiento para equipo de 

trasporte; servicio de internet; servicio para la impresión de material de fomento; apoyo terrestre para 
cumplir con las funciones; apoyo para la renta de espacios para capacitaciones, apoyo para la renta 

de inmobiliario para capacitaciones; apoyo para cubrir alimentos durante la comisión; equipos y 
aparatos audiovisuales para capacitaciones; cámara fotográfica; refacciones y accesorios menores de 

equipo de transporte. 

36. Acudir a la reunión nacional. 
21101; 21201; 21401; 
37101; 37201; 37501. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES DE 
IMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; MATERIALES Y ÚTILES 

CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 
BIENES INFORMÁTICOS: PASAJES AÉREOS NACIONALES PARA 

LABORES EN CAMPO Y DE SUPERVISIÓN; PASAJES 
TERRESTRES NACIONALES PARA LABORES EN CAMPO Y DE 

SUPERVISIÓN; VIÁTICOS NACIONALES PARA LABORES EN 
CAMPO Y SUPERVISIÓN. 

Papelería en general; insumos para impresoras, boletos de avión para acudir a la reunión nacional; 
acudir a la reunión nacional; alimentos y hospedaje para acudir a la reunión nacional. 

37. Elaborar reporte final de 
actividades. 

21101; 21201; 21401; 
31603; 35301. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES DE 
IMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; MATERIALES Y ÚTILES 

CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 
BIENES INFORMÁTICOS; SERVICIOS DE INTERNET; 

MANTENIMIENTO Y CONSERVACIÓN DE BIENES 
INFORMÁTICOS. 

Papelería en general; insumos para impresoras; servicios de internet; mantenimiento del equipo de 
cómputo. 

38. Coordinar estrategias de 
difusión en el tema de 
farmacovigilancia dirigidas al 
personal de salud y a la población 
en general, de acuerdo a los 
lineamientos emitidos por la 
Comisión de Fomento Sanitario. 

31603; 31602; 21201; 
21501; 36101; 37201; 
33604; 33605; 26102. 

SERVICIOS DE INTERNET; SERVICIOS DE 
TELECOMUNICACIONES; MATERIALES Y UTILES DE IMPRESIÓN 

Y REPRODUCCIÓN; MATERIAL DE APOYO INFORMATIVO; 
DIFUSIÓN DE MENSAJES SOBRE PROGRAMAS Y ACTIVIDADES 

GUBERNAMENTALES; PASAJES TERRESTRES NACIONALES 
PARA LABORES EN CAMPO Y DE SUPERVISIÓN; IMPRESIÓN Y 
ELABORACIÓN DE MATERIAL INFORMATIVO DERIVADO DE LA 

OPERACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LAS DEPENDENCIAS Y 
ENTIDADES; INFORMACIÓN EN MEDIOS MASIVOS DERIVADA DE 
LA OPERACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LAS DEPENDENCIAS Y 
ENTIDADES; COMBUSTIBLES, LUBRICANTES Y ADITIVOS PARA 

VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y 
FLUVIALES DESTINADOS A SERVICIOS PÚBLICOS Y LA 

OPERACIÓN DE PROGRAMAS PÚBLICOS. 

Viáticos; pasajes; publicaciones especializadas, folletos, catálogos, formatos y otros productos 
mediante cualquier técnica de impresión y sobre cualquier tipo de material. Incluye impresión sobre 

prendas de vestir, producción de formas continuas, impresión rápida, elaboración de placas, clichés y 
grabados; material impresos; internet; peajes; equipo de cómputo; gasolina; servicios de apoyo 

administrativo, traducción, fotocopiado e impresión; impresión y elaboración de material informativo 
derivado de la operación y administración de las dependencias y entidades; información en medios 

masivos derivada de la operación y administración de las dependencias y entidades; material de 
apoyo informativo. 
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Programa Fortalecimiento al sistema federal sanitario en materia de Protección contra Riesgos Sanitarios. 

Objetivo Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y 
laborales la ocurrencia de emergencias sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico Disminuir riesgos sanitarios a través de la vigilancia basada en riesgos. 
Actividad específica Claves de partida Partida específica Insumo 

A
P

C
R

S
 

39. Implementar el Programa de 
Vigilancia Sanitaria en materia de 
productos y servicios, basado en 
riesgos así como: 
Realizar visitas de verificación 
sanitaria en materia de productos y 
servicios, para conocer las 
condiciones sanitarias de los 
establecimientos y productos 
relacionados, a fin de proteger a la 
población de riesgos sanitarios. 

21101; 21401; 25901; 
26102; 27101; 27201; 
29101; 29401; 29601; 
31801; 33603; 33604; 
35501; 37201; 37501; 

21201; 51901. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES 
CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 
BIENES INFORMÁTICOS; OTROS PRODUCTOS QUÍMICOS; 

COMBUSTIBLES, LUBRICANTES Y ADITIVOS PARA VEHÍCULOS 
TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES 

DESTINADOS A SERVICIOS PÚBLICOS Y LA OPERACIÓN DE 
PROGRAMAS PÚBLICOS; VESTUARIO Y UNIFORMES; PRENDAS 

DE  PROTECCIÓN  PERSONAL; HERRAMIENTAS MENORES; 
REFACCIONES Y ACCESORIOS PARA EQUIPO DE CÓMPUTO Y 

TELECOMUNICACIONES; REFACCIONES Y ACCESORIOS 
MENORES DE EQUIPO DE TRANSPORTE; SERVICIO POSTAL; 

IMPRESIONES DE DOCUMENTOS OFICIALES PARA LA 
PRESTACIÓN DE SERVICIOS PÚBLICOS, IDENTIFICACIÓN, 

FORMATOS ADMINISTRATIVOS Y FISCALES, FORMAS 
VALORADAS, CERTIFICADOS Y TÍTULOS; IMPRESIÓN Y 

ELABORACIÓN DE MATERIAL INFORMATIVO DERIVADO DE LA 
OPERACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LAS DEPENDENCIAS Y 

ENTIDADES; MANTENIMIENTO Y CONSERVACIÓN DE 
VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y 

FLUVIALES; PASAJES TERRESTRES NACIONALES PARA 
LABORES EN CAMPO Y DE  SUPERVISIÓN; VIÁTICOS 

NACIONALES PARA LABORES EN CAMPO Y DE SUPERVISIÓN; 
MATERIALES Y ÚTILES DE IMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; 

EQUIPO DE ADMINISTRACIÓN. 

Combustibles; cámaras fotográficas; componentes y dispositivos internos o externos que se integran 
al equipo de cómputo y/o telecomunicaciones; equipos propios para el desarrollo de las actividades 
administrativas; herramientas auxiliares de trabajo, utilizadas en carpintería, silvicultura, horticultura, 

ganadería, agricultura y otras industrias; insumos utilizados en el procesamiento, grabación; 
materiales, artículos diversos y equipos menores propios para el uso de las oficinas; paquetes y 

programas de informática; prendas especiales de protección personal; artículos y materiales utilizados 
en actividades de información y de investigación; prendas de vestir, uniformes y ropa de trabajo, 

calzado; lubricantes y aditivos, requeridos para el funcionamiento de vehículos; alicates; cámaras; 
caretas; carpetas; cascos; cintas métricas; cinturones; correspondencia y archivo; servicios de 

impresión de documentos oficiales; servicios de impresión y elaboración de material informativo; 
servicios de mantenimiento y conservación de vehículos y equipo de transporte; servicios que se 

contraten con terceros para el mantenimiento y conservación de bienes informáticos; desarmadores; 
discos (CD y DVD) internos; discos compactos; discos duros; dispositivos USB; documentos para la 

identificación; formas valoradas; gastos de camino; gastos de transporte terrestre; gastos por 
concepto de alimentación y hospedaje; guantes; internet; lentes; llaves para tuercas; logotipos; 
mantas; martillos; materiales para la limpieza y protección de los equipos; impresión de datos; 

servicios de conducción de señales de voz, datos e imagen requeridos en el desempeño de funciones 
oficiales; servicio postal nacional e internacional; servicios de mensajería; pantallas; papelería; partes 

de suspensión y dirección; partes eléctricas; pastas; perforadoras manuales; puertos USB; ratón; 
tarjetas electrónicas; tintas; útiles de escritorio como engrapadoras; material didáctico; reactivo rojo 

fenol para determinar pH; tóner, gasolina, mochilas; hojas blancas tamaño oficio; botas de hule; 
uniformes o prendas de vestir con insignias o distintivos; equipo de protección personal; navajas, 

pinzas rochester; autopartes de equipo de transporte, material impreso; teclados; llantas; sistemas de 
frenos. 
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40. Realizar visitas de verificación 
sanitaria en establecimientos 
dedicados a la fabricación, venta y 
distribución de SUPLEMENTOS 
ALIMENTICIOS (PRODUCTOS 
ENGAÑO) para conocer las 
condiciones sanitarias de los 
establecimientos y productos 
relacionados, a fin de proteger a la 
población de riesgos sanitarios. 

21101; 21401; 25901; 
26102; 27101; 27201; 
29101; 29401; 29601; 
31801; 33603; 33604; 
35501; 37201; 37501; 

21201; 51901. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES 
CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 
BIENES INFORMÁTICOS; OTROS PRODUCTOS QUÍMICOS; 

COMBUSTIBLES, LUBRICANTES Y ADITIVOS PARA VEHÍCULOS 
TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES 

DESTINADOS A SERVICIOS PÚBLICOS Y LA OPERACIÓN DE 
PROGRAMAS PÚBLICOS; VESTUARIO Y UNIFORMES; PRENDAS 

DE  PROTECCIÓN  PERSONAL; HERRAMIENTAS MENORES; 
REFACCIONES Y ACCESORIOS PARA EQUIPO DE CÓMPUTO Y 

TELECOMUNICACIONES; REFACCIONES Y ACCESORIOS 
MENORES DE EQUIPO DE TRANSPORTE; SERVICIO POSTAL; 

IMPRESIONES DE DOCUMENTOS OFICIALES PARA LA 
PRESTACIÓN DE SERVICIOS PÚBLICOS, IDENTIFICACIÓN, 

FORMATOS ADMINISTRATIVOS Y FISCALES, FORMAS 
VALORADAS, CERTIFICADOS Y TÍTULOS; IMPRESIÓN Y 

ELABORACIÓN DE MATERIAL INFORMATIVO DERIVADO DE LA 
OPERACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LAS DEPENDENCIAS Y 

ENTIDADES; MANTENIMIENTO Y CONSERVACIÓN DE 
VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y 

FLUVIALES; PASAJES TERRESTRES NACIONALES PARA 
LABORES EN CAMPO Y DE  SUPERVISIÓN; VIÁTICOS 

NACIONALES PARA LABORES EN CAMPO Y DE SUPERVISIÓN; 
MATERIALES Y ÚTILES DE IMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; 

EQUIPO DE ADMINISTRACIÓN. 

Combustibles; cámaras fotográficas; componentes y dispositivos internos o externos que se integran 
al equipo de cómputo y/o telecomunicaciones; equipos propios para el desarrollo de las actividades 
administrativas; herramientas auxiliares de trabajo, utilizadas en carpintería, silvicultura, horticultura, 

ganadería, agricultura y otras industrias; insumos utilizados en el procesamiento, grabación; 
materiales, artículos diversos y equipos menores propios para el uso de las oficinas; paquetes y 

programas de informática; prendas especiales de protección personal; artículos y materiales utilizados 
en actividades de información y de investigación; prendas de vestir, uniformes y ropa de trabajo, 

calzado; lubricantes y aditivos, requeridos para el funcionamiento de vehículos; alicates; cámaras; 
caretas; carpetas; cascos; cintas métricas; cinturones; correspondencia y archivo; servicios de 

impresión de documentos oficiales; servicios de impresión y elaboración de material informativo; 
servicios de mantenimiento y conservación de vehículos y equipo de transporte; servicios que se 

contraten con terceros para el mantenimiento y conservación de bienes informáticos; desarmadores; 
discos (CD y DVD) internos; discos compactos; discos duros; dispositivos USB; documentos para la 

identificación; formas valoradas; gastos de camino; gastos de transporte terrestre;  
gastos por concepto de alimentación y hospedaje; guantes; internet; lentes; llaves para tuercas; 

logotipos; mantas; martillos; materiales para la limpieza y protección de los equipos; impresión de 
datos; servicios de conducción de señales de voz, datos e imagen requeridos en el desempeño de 

funciones oficiales; servicio postal nacional e internacional; servicios de mensajería;  
pantallas; papelería; partes de suspensión y dirección; partes eléctricas; pastas; perforadoras 

manuales; puertos USB; ratón; tarjetas electrónicas; tintas; útiles de escritorio como engrapadoras; 
material didáctico; reactivo rojo fenol para determinar pH; tóner; gasolina; mochilas;  

hojas blancas tamaño oficio; botas de hule; uniformes o prendas de vestir con insignias  
o distintivos; equipo de protección personal; navajas; pinzas rochester; autopartes  
de equipo de transporte; material impreso; teclados; llantas; sistemas de frenos. 
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41. Realizar visitas de verificación 
sanitaria para vigilar el 
cumplimiento de la modificación de 
la NOM-051-SCFI/SSA1-2010, para 
conocer el cumplimento de los 
productos relacionados, a fin de 
proteger a la población de riesgos 
sanitarios. 

21101; 21401; 25901; 
26102; 27101; 27201; 
29101; 29401; 29601; 
31801; 33603; 33604; 
35501; 37201; 37501; 

21201; 51901. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES 
CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 
BIENES INFORMÁTICOS; OTROS PRODUCTOS QUÍMICOS; 

COMBUSTIBLES, LUBRICANTES Y ADITIVOS PARA VEHÍCULOS 
TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES 

DESTINADOS A SERVICIOS PÚBLICOS Y LA OPERACIÓN DE 
PROGRAMAS PÚBLICOS; VESTUARIO Y UNIFORMES; PRENDAS 

DE  PROTECCIÓN  PERSONAL; HERRAMIENTAS MENORES; 
REFACCIONES Y ACCESORIOS PARA EQUIPO DE CÓMPUTO Y 

TELECOMUNICACIONES; REFACCIONES Y ACCESORIOS 
MENORES DE EQUIPO DE TRANSPORTE; SERVICIO POSTAL; 

IMPRESIONES DE DOCUMENTOS OFICIALES PARA LA 
PRESTACIÓN DE SERVICIOS PÚBLICOS, IDENTIFICACIÓN, 

FORMATOS ADMINISTRATIVOS Y FISCALES, FORMAS 
VALORADAS, CERTIFICADOS Y TÍTULOS; IMPRESIÓN Y 

ELABORACIÓN DE MATERIAL INFORMATIVO DERIVADO DE LA 
OPERACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LAS DEPENDENCIAS Y 

ENTIDADES; MANTENIMIENTO Y CONSERVACIÓN DE 
VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y 

FLUVIALES; PASAJES TERRESTRES NACIONALES PARA 
LABORES EN CAMPO Y DE  SUPERVISIÓN; VIÁTICOS 

NACIONALES PARA LABORES EN CAMPO Y DE SUPERVISIÓN; 
MATERIALES Y ÚTILES DE IMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; 

EQUIPO DE ADMINISTRACIÓN. 

Combustibles; cámaras fotográficas; componentes y dispositivos internos o externos que se integran 
al equipo de cómputo y/o telecomunicaciones; equipos propios para el desarrollo de las actividades 
administrativas; herramientas auxiliares de trabajo, utilizadas en carpintería, silvicultura, horticultura, 

ganadería, agricultura y otras industrias; insumos utilizados en el procesamiento, grabación; 
materiales, artículos diversos y equipos menores propios para el uso de las oficinas; paquetes y 

programas de informática; prendas especiales de protección personal; artículos y materiales utilizados 
en actividades de información y de investigación; prendas de vestir, uniformes y ropa de trabajo, 

calzado; lubricantes y aditivos, requeridos para el funcionamiento de vehículos; alicates; cámaras; 
caretas; carpetas; cascos; cintas métricas; cinturones; correspondencia y archivo; servicios de 

impresión de documentos oficiales; servicios de impresión y elaboración de material informativo; 
servicios de mantenimiento y conservación de vehículos y equipo de transporte; servicios que se 

contraten con terceros para el mantenimiento y conservación de bienes informáticos; desarmadores; 
discos (CD y DVD) internos; discos compactos; discos duros; dispositivos USB; documentos para la 

identificación; formas valoradas; gastos de camino; gastos de transporte terrestre; gastos por 
concepto de alimentación y hospedaje; guantes; internet; lentes; llaves para tuercas; logotipos; 
mantas; martillos; materiales para la limpieza y protección de los equipos; impresión de datos; 

servicios de conducción de señales de voz, datos e imagen requeridos en el desempeño de funciones 
oficiales; servicio postal nacional e internacional; servicios de mensajería; pantallas; papelería; partes 

de suspensión y dirección; partes eléctricas; pastas; perforadoras manuales; puertos USB; ratón; 
tarjetas electrónicas; tintas; útiles de escritorio como engrapadoras; material didáctico; reactivo rojo 

fenol para determinar pH; tóner; gasolina; mochilas; hojas blancas tamaño oficio; botas de hule; 
uniformes o prendas de vestir con insignias o distintivos; equipo de protección personal; navajas; 

pinzas rochester; autopartes de equipo de transporte; material impreso; teclados; llantas; sistemas de 
frenos. 

42. Realizar visitas de verificación 
sanitaria en establecimientos 
dedicados al sacrificio y faenado de 
productos cárnicos (RASTROS y 
MATADEROS), para constatar las 
condiciones sanitarias en las que 
operan los establecimientos, a fin 
de proteger a la población de 
riesgos sanitarios. 

21101; 21401; 25901; 
26102; 27101; 27201; 
29101; 29401; 29601; 
31801; 33603; 33604; 
35501; 37201; 37501; 

21201; 51901. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES 
CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 
BIENES INFORMÁTICOS; OTROS PRODUCTOS QUÍMICOS; 

COMBUSTIBLES, LUBRICANTES Y ADITIVOS PARA VEHÍCULOS 
TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES 

DESTINADOS A SERVICIOS PÚBLICOS Y LA OPERACIÓN DE 
PROGRAMAS PÚBLICOS; VESTUARIO Y UNIFORMES; PRENDAS 

DE  PROTECCIÓN  PERSONAL; HERRAMIENTAS MENORES; 
REFACCIONES Y ACCESORIOS PARA EQUIPO DE CÓMPUTO Y 

TELECOMUNICACIONES; REFACCIONES Y ACCESORIOS 
MENORES DE EQUIPO DE TRANSPORTE; SERVICIO POSTAL; 

IMPRESIONES DE DOCUMENTOS OFICIALES PARA LA 
PRESTACIÓN DE SERVICIOS PÚBLICOS, IDENTIFICACIÓN, 

FORMATOS ADMINISTRATIVOS Y FISCALES, FORMAS 
VALORADAS, CERTIFICADOS Y TÍTULOS; IMPRESIÓN Y 

ELABORACIÓN DE MATERIAL INFORMATIVO DERIVADO DE LA 
OPERACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LAS DEPENDENCIAS Y 

ENTIDADES; MANTENIMIENTO Y CONSERVACIÓN DE 
VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y 

FLUVIALES; PASAJES TERRESTRES NACIONALES PARA 
LABORES EN CAMPO Y DE  SUPERVISIÓN; VIÁTICOS 

NACIONALES PARA LABORES EN CAMPO Y DE SUPERVISIÓN; 
MATERIALES Y ÚTILES DE IMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; 

EQUIPO DE ADMINISTRACIÓN. 

Combustibles; cámaras fotográficas; componentes y dispositivos internos o externos que se integran 
al equipo de cómputo y/o telecomunicaciones; equipos propios para el desarrollo de las actividades 
administrativas; herramientas auxiliares de trabajo, utilizadas en carpintería, silvicultura, horticultura, 

ganadería, agricultura y otras industrias; insumos utilizados en el procesamiento, grabación; 
materiales, artículos diversos y equipos menores propios para el uso de las oficinas; paquetes y 

programas de informática; prendas especiales de protección personal; artículos y materiales utilizados 
en actividades de información y de investigación; prendas de vestir, uniformes y ropa de trabajo, 

calzado; lubricantes y aditivos, requeridos para el funcionamiento de vehículos; alicates; cámaras; 
caretas; carpetas; cascos; cintas métricas; cinturones; correspondencia y archivo; servicios de 

impresión de documentos oficiales; servicios de impresión y elaboración de material informativo; 
servicios de mantenimiento y conservación de vehículos y equipo de transporte; servicios que se 

contraten con terceros para el mantenimiento y conservación de bienes informáticos; desarmadores; 
discos (CD y DVD) internos; discos compactos; discos duros; dispositivos USB; documentos para la 

identificación; formas valoradas; gastos de camino; gastos de transporte terrestre; gastos por 
concepto de alimentación y hospedaje; guantes; internet; lentes; llaves para tuercas; logotipos; 
mantas; martillos; materiales para la limpieza y protección de los equipos; impresión de datos; 

servicios de conducción de señales de voz, datos e imagen requeridos en el desempeño de funciones 
oficiales; servicio postal nacional e internacional; servicios de mensajería; pantallas; papelería; partes 

de suspensión y dirección; partes eléctricas; pastas; perforadoras manuales; puertos USB; ratón; 
tarjetas electrónicas; tintas; útiles de escritorio como engrapadoras; material didáctico; reactivo rojo 

fenol para determinar pH; tóner; gasolina; mochilas; hojas blancas tamaño oficio; botas de hule; 
uniformes o prendas de vestir con insignias o distintivos; equipo de protección personal; navajas; 

pinzas rochester; autopartes de equipo de transporte; material impreso; teclados; llantas; sistemas de 
frenos. 

43. Realizar el muestreo de los 
productos cárnicos para 
determinación de Clenbuterol en 
Rastros, Mataderos y Puntos de 
venta, durante la verificación 
sanitaria de conformidad con lo 
establecido en los lineamientos 
emitidos para este fin. 

21101; 21601; 25101; 
25501; 26102; 29601; 
31801; 33603; 33604; 
33901; 35501; 37201; 

37501. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIAL DE LIMPIEZA; 
PRODUCTOS QUÍMICOS BÁSICOS; MATERIALES, ACCESORIOS Y 

SUMINISTROS DE LABORATORIO; COMBUSTIBLES, 
LUBRICANTES Y ADITIVOS PARA VEHÍCULOS TERRESTRES, 

AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES DESTINADOS A 
SERVICIOS PÚBLICOS Y LA OPERACIÓN DE PROGRAMAS 
PÚBLICOS; REFACCIONES Y ACCESORIOS MENORES DE 

EQUIPO DE TRANSPORTE; SERVICIO POSTAL; IMPRESIONES DE 
DOCUMENTOS OFICIALES PARA LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS 

PÚBLICOS, IDENTIFICACIÓN, FORMATOS ADMINISTRATIVOS Y 
FISCALES, FORMAS VALORADAS, CERTIFICADOS Y TÍTULOS; 

IMPRESIÓN Y ELABORACIÓN DE MATERIAL INFORMATIVO 
DERIVADO DE LA OPERACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LAS 

DEPENDENCIAS Y ENTIDADES; SUBCONTRATACION DE 
SERVICIOS CON TERCEROS; MANTENIMIENTO Y 

CONSERVACIÓN DE VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, 
MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES; PASAJES TERRESTRES 
NACIONALES PARA LABORES EN CAMPO Y DE  SUPERVISIÓN; 

VIÁTICOS NACIONALES PARA LABORES EN CAMPO Y DE 
SUPERVISIÓN. 

Cubrepelo; guantes estériles; alcohol o solución desinfectante; bolsas; bolsas de cierre hermético 
estériles; bolsas de polietileno transparente autosellables estériles; comparadores colorimétricos; cinta 
canela; etiqueta autoadherible para identificación de muestra; jabón; tabla con clip acrílico; bolsa para 

toma de muestra doble sello; gel antibacterial para manos; sanitas; papel interdoblado;  glicerina 
purificada; solución de almacenaje; solución de conductividad; congelador; frasco de boca ancha con 
tapa hermética; hielera; hisopo y torunda de algodón; kit digital para determinación de cloro residual y 

ph (medidor de ph y cloro);  pastilla dpd para pruebas de cloro residual libre; rollo de bolsa de 
polietileno; sello de muestreo; termómetro; utensilios para visitas técnicas y toma de muestras 

(cucharas, pinzas, picahielos, espátula, frascos de nalgene; combustibles, aditivos y lubricantes para 
vehículos; gasolina; cubre bocas; equipo de protección personal: (bata, botas, casco, cofias, googles, 

guantes de látex, overol); zapatos de media montaña para campo; máscara para polvos y gases; 
guantes; llantas para vehículo; guía de estafeta para envío de muestras de alimentos; material 

impreso; sellos autoadheribles para muestreo; pago de determinaciones analíticas en laboratorio 
tercero autorizado de plaguicidas en alimentos; subcontratación de servicios con terceros; servicio de 

mantenimiento preventivo y correctivo para vehículos; casetas/peaje; gasto de camino; pasaje 
terrestre nacional; viáticos. 
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44. Realizar visitas de verificación 
sanitarias en establecimientos de 
los Sistemas Estatales DIF 
(comedores, asilos, guarderías, 
alberges, centros de atención 
múltiples y de rehabilitación, centros 
asistenciales de desarrollo infantil 
entre otros) con el objetivo de 
conocer las acciones y medidas 
establecidas para asegurar la 
calidad e inocuidad alimentaria, a 
fin de proteger a la población de 
riesgos sanitarios. 

21101; 21401; 25901; 
26102; 27101; 27201; 
29101; 29401; 29601; 
31801; 33603; 33604; 
35501; 37201; 37501; 

21201; 51901. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES 
CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 
BIENES INFORMÁTICOS; OTROS PRODUCTOS QUÍMICOS; 

COMBUSTIBLES, LUBRICANTES Y ADITIVOS PARA VEHÍCULOS 
TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES 

DESTINADOS A SERVICIOS PÚBLICOS Y LA OPERACIÓN DE 
PROGRAMAS PÚBLICOS; VESTUARIO Y UNIFORMES; PRENDAS 

DE  PROTECCIÓN  PERSONAL; HERRAMIENTAS MENORES; 
REFACCIONES Y ACCESORIOS PARA EQUIPO DE CÓMPUTO Y 

TELECOMUNICACIONES; REFACCIONES Y ACCESORIOS 
MENORES DE EQUIPO DE TRANSPORTE; SERVICIO POSTAL; 

IMPRESIONES DE DOCUMENTOS OFICIALES PARA LA 
PRESTACIÓN DE SERVICIOS PÚBLICOS, IDENTIFICACIÓN, 

FORMATOS ADMINISTRATIVOS Y FISCALES, FORMAS 
VALORADAS, CERTIFICADOS Y TÍTULOS; IMPRESIÓN Y 

ELABORACIÓN DE MATERIAL INFORMATIVO DERIVADO DE LA 
OPERACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LAS DEPENDENCIAS Y 

ENTIDADES; MANTENIMIENTO Y CONSERVACIÓN DE 
VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y 

FLUVIALES; PASAJES TERRESTRES NACIONALES PARA 
LABORES EN CAMPO Y DE  SUPERVISIÓN; VIÁTICOS 

NACIONALES PARA LABORES EN CAMPO Y DE SUPERVISIÓN; 
MATERIALES Y ÚTILES DE IMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; 

EQUIPO DE ADMINISTRACIÓN. 

Combustibles; cámaras fotográficas; componentes y dispositivos internos o externos que se integran 
al equipo de cómputo y/o telecomunicaciones; equipos propios para el desarrollo de las actividades 
administrativas; herramientas auxiliares de trabajo, utilizadas en carpintería, silvicultura, horticultura, 

ganadería, agricultura y otras industrias; insumos utilizados en el procesamiento, grabación; 
materiales, artículos diversos y equipos menores propios para el uso de las oficinas; paquetes y 

programas de informática; prendas especiales de protección personal; artículos y materiales utilizados 
en actividades de información y de investigación; prendas de vestir, uniformes y ropa de trabajo, 

calzado; lubricantes y aditivos, requeridos para el funcionamiento de vehículos; alicates; cámaras; 
caretas; carpetas; cascos; cintas métricas; cinturones; correspondencia y archivo; servicios de 

impresión de documentos oficiales; servicios de impresión y elaboración de material informativo; 
servicios de mantenimiento y conservación de vehículos y equipo de transporte; servicios que se 

contraten con terceros para el mantenimiento y conservación de bienes informáticos; desarmadores; 
discos (CD y DVD) internos; discos compactos; discos duros; dispositivos USB; documentos para la 

identificación; formas valoradas; gastos de camino; gastos de transporte terrestre; gastos por 
concepto de alimentación y hospedaje; guantes; internet; lentes; llaves para tuercas; logotipos; 
mantas; martillos; materiales para la limpieza y protección de los equipos; impresión de datos; 

servicios de conducción de señales de voz, datos e imagen requeridos en el desempeño de funciones 
oficiales; servicio postal nacional e internacional; servicios de mensajería; pantallas; papelería; partes 

de suspensión y dirección; partes eléctricas; pastas; perforadoras manuales; puertos USB; ratón; 
tarjetas electrónicas; tintas; útiles de escritorio como engrapadoras; material didáctico; reactivo rojo 

fenol para determinar pH; tóner; gasolina; mochilas; hojas blancas tamaño oficio; botas de hule; 
uniformes o prendas de vestir con insignias o distintivos; equipo de protección personal; navajas; 

pinzas rochester; autopartes de equipo de transporte; material impreso; teclados; llantas; sistemas de 
frenos. 
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45. Realizar visitas de verificación 
sanitaria en materia de 
Establecimientos Especializados en 
la Atención de las Adicciones, por 
Saneamiento Básico  y  por 
Atención Medica Ambulatoria. 

21101; 21201; 21401; 
25501; 25401; 26102; 
27101; 35501; 37201. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES DE 
IMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; MATERIALES Y ÚTILES 

CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 
BIENES INFORMÁTICOS; MATERIALES, ACCESORIOS Y 

SUMINISTROS DE LABORATORIO; MATERIALES, ACCESORIOS Y 
SUMINISTROS MÉDICOS; COMBUSTIBLES, LUBRICANTES Y 

ADITIVOS PARA VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, 
MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES DESTINADOS A 

SERVICIOS PÚBLICOS Y LA OPERACIÓN DE PROGRAMAS 
PÚBLICOS; VESTUARIO Y UNIFORMES; MANTENIMIENTO Y 
CONSERVACIÓN DE VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, 

MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES; PASAJES TERRESTRES 
NACIONALES PARA LABORES EN CAMPO Y DESUPERVISIÓN. 

Hojas de papel; pluma; tabla con clip; impresora; consumibles de impresora; comparador colorimetrico 
para medir Cloro libre y pH; pastillas de DPD; rojo de metilo; guantes de látex; cofias; combustibles, 
lubricantes y aditivos para vehículos terrestres; vestuario y uniformes; mantenimiento y conservación 

de vehículos terrestres, gastos de camino. 

46. Realizar las visitas de 
verificación a los establecimientos 
del Sector Salud que realizan 
estudios de mastografía. 

21101; 21201; 21401; 
25501; 25401; 26102; 
27101; 35501; 37201; 
27201; 25401; 35401. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES DE 
IMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; MATERIALES Y ÚTILES 

CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 
BIENES INFORMÁTICOS; MATERIALES, ACCESORIOS Y 

SUMINISTROS DE LABORATORIO; MATERIALES, ACCESORIOS Y 
SUMINISTROS MÉDICOS; COMBUSTIBLES, LUBRICANTES Y 

ADITIVOS PARA VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, 
MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES DESTINADOS A 

SERVICIOS PÚBLICOS Y LA OPERACIÓN DE PROGRAMAS 
PÚBLICOS; VESTUARIO Y UNIFORMES; MANTENIMIENTO Y 
CONSERVACIÓN DE VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, 

MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES; PASAJES TERRESTRES 
NACIONALES PARA LABORES EN CAMPO Y DE 

SUPERVISIÓN; PRENDAS DE PROTECCIÓN PERSONAL; 
MATERIALES, ACCESORIOS Y SUMINISTROS MÉDICOS; 

INSTALACIÓN, REPARACIÓN Y MANTENIMIENTO DE EQUIPO E 
INSTRUMENTAL MÉDICO Y DE LABORATORIO. 

Hojas de papel; pluma; tabla con clip; impresora; consumibles de impresora; comparador colorimetrico 
para medir Cloro libre y pH; pastillas de DPD; rojo de metilo; guantes de latex; cofias; combustibles, 
lubricantes y aditivos para vehículos terrestres; vestuario y uniformes; mantenimiento y conservación 

de vehículos terrestres; gastos de camino; bata blanca de laboratorio; equipo de evaluación de Control 
de Calidad de fuentes ionizantes para diagnóstico médico; calibración y mantenimiento del Equipo de 

evaluación de Control de Calidad de fuentes ionizantes para diagnóstico médico. 
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47. Atender las solicitudes de 

evaluación de condiciones 

sanitarias de los bienes asegurados 

en los almacenes (fiscalizados o no) 

del Instituto para Devolver al Pueblo 

lo Robado, la Fiscalía General de la 

República y el Sistema de 

Administración Tributaria que 

garanticen la inocuidad de los 

bienes asegurados, que sean 

susceptibles de entregar en 

Donación. 

21101; 21201; 25401; 

26102; 27101; 35501; 

37201; 31801. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES DE 

IMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; MATERIALES, ACCESORIOS Y 

SUMINISTROS MÉDICOS; COMBUSTIBLES, LUBRICANTES Y 

ADITIVOS PARA VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, 

MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES DESTINADOS A 

SERVICIOS PÚBLICOS Y LA OPERACIÓN DE 

PROGRAMAS PÚBLICOS; VESTUARIO Y UNIFORMES; 

MANTENIMIENTO Y CONSERVACIÓN DE VEHÍCULOS 

TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES; 

PASAJES TERRESTRES NACIONALES PARA LABORES EN 

CAMPO Y DE SUPERVISIÓN; SERVICIO POSTAL. 

Hojas de papel; pluma, tabla con clip; impresora; consumibles de impresora; guantes de látex; cofias; 

combustibles, lubricantes y aditivos para vehículos terrestres; 

vestuario y uniformes; mantenimiento y conservación de vehículos terrestres; gastos de camino; 

material de empaque y guías para paqueteria y correspondencia. 

L
E

S
P

 

48. Realizar el análisis de los 

productos cárnicos para 

determinación de Clenbuterol en 

Rastros, Mataderos y Puntos de 

venta de conformidad con lo 

establecido en los lineamientos 

emitidos para este fin. 

21601; 25101; 25501; 

25901; 27201; 31801; 

33901; 32401; 53101; 

53201; 59101. 

MATERIAL DE LIMPIEZA; PRODUCTOS QUÍMICOS BÁSICOS; 

MATERIALES, ACCESORIOS Y SUMINISTROS DE LABORATORIO; 

OTROS PRODUCTOS QUÍMICOS; PRENDAS DE PROTECCIÓN 

PERSONAL; SERVICIO POSTAL;  SUBCTONTRATACIÓN DE 

SERVICIOS CON TERCEROS; ARRENDAMIENTO DE EQUIPO E 

INSTRUMENTAL MÉDICO Y DE LABORATORIO; EQUIPO MÉDICO 

Y DE LABORATORIO; INSTRUMENTAL MÉDICO Y DE 

LABORATORIO; SOFTWARE. 

Agitador mecánico; agitador vórtex; agua tipo 1; balanza analítica; balanza granataria; campana de 

extracción; centrífuga; acetonitrilo congelador; cronómetro; cuchillos; disolución de conjugado; 

disolución de cromógeno; disolución de paro; disolución fortificante (r-biopharm); espátula; 

evaporador; gradillas para microtubos con tapón, gradillas; guantes de nitrilo; homogeneizador para 

muestras de tejido; kit de disoluciones decolorantes r-1699, (r-biopharm); kit ensayo 

inmunoenzimático: clenbuterol ridascreen r-1711 (r-biopharm); lector de elisa; matraz volumétrico; 

micropipeta multicanal; micropipeta unicanal; microtubos con tapón; pinza de disección; placa de 96 

pozos; puntas para micropipetas; refrigerador; reservorio de plástico con fondo en forma v; sal de 

clorhidrato de clenbuterol; buffer de lavado; software “ridasoftwin data reduction for inmunoassays r-

biopharm”; termómetros; tubos ensayo de vidrio; tubos para centrifuga de polipropileno. 

 

Programa Fortalecimiento al sistema federal sanitario en materia de Protección contra Riesgos Sanitarios. 

Objetivo 
Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y 
laborales la ocurrencia de emergencias sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico Incrementar el conocimiento de las medidas preventivas de protección a la salud relacionadas al saneamiento básico. 

Actividad específica Claves de partida Partida específica Insumo 
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49. Desarrollar la metodología de 

comunicación de riesgos en temas 

de saneamiento, en al menos una 

comunidad, de acuerdo a los 

lineamientos emitidos por la 

Comisión de Fomento Sanitario. 

21501; 21601; 21201; 

37201; 33604; 37501; 

37503; 37504; 31602; 

31603; 36101; 52101;  

52901. 

MATERIAL DE APOYO INFORMATIVO; MATERIAL DE LIMPIEZA.; 

MATERIALES Y ÚTILES DE IMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; 

PASAJES TERRESTRES NACIONALES PARA LABORES EN 

CAMPO Y DE SUPERVISIÓN; IMPRESIÓN Y ELABORACIÓN DE 

MATERIAL INFORMATIVO DERIVADO DE LA OPERACIÓN Y 

ADMINISTRACIÓN DE LAS DEPENDENCIAS Y ENTIDADES; 

VIÁTICOS NACIONALES PARA LABORES EN CAMPO Y DE 

SUPERVISIÓN; VIÁTICOS NACIONALES ASOCIADOS A 

DESASTRES NATURALES; VIÁTICOS NACIONALES PARA 

SERVIDORES PÚBLICOS EN EL DESEMPEÑO DE FUNCIONES 

OFICIALES; SERVICIOS DE TELECOMUNICACIONES; SERVICIOS 

DE INTERNET; DIFUSIÓN DE MENSAJES SOBRE PROGRAMAS Y 

ACTIVIDADES GUBERNAMENTALES; EQUIPOS Y APARATOS 

AUDIOVISUALES; OTRO MOBILIARIO Y EQUIPO EDUCACIONAL Y 

RECREATIVO. 

Pasajes terrestres nacionales para labores en campo y de supervisión; difusión de mensajes sobre 

programas y actividades gubernamentales; servicios de creatividad, preproducción y producción de 

publicidad, excepto Internet; materiales y útiles de impresión y reproducción; impresión y elaboración 

de material informativo derivado de la operación y administración de las dependencias y entidades; 

información en medios masivos derivada de la operación y administración de las dependencias y 

entidades; viáticos; pasajes; publicaciones especializadas, folletos, catálogos, formatos y otros 

productos mediante cualquier técnica de impresión y sobre cualquier tipo de material. Incluye 

impresión sobre prendas de vestir, producción de formas continuas, impresión rápida, elaboración de 

placas, clichés y grabados. 
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Programa Fortalecimiento al sistema federal sanitario en materia de Protección contra Riesgos Sanitarios. 

Objetivo 
Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y 
laborales la ocurrencia de emergencias sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico 
Implementar mecanismos de coordinación en materia de difusión, capacitación, supervisión y vinculación, orientados a fortalecer la rendición de cuentas, promover la integridad en el 
servicio público, prevenir actos discrecionales y/o de corrupción y dar certeza sobre la correcta ejecución de los procesos de regulación, control y fomento sanitario. 

Actividad específica Claves de partida Partida específica Insumo 

A
P
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50. Suscribir la Estrategia Nacional 

de Buen Gobierno en el Sistema 

Federal Sanitario. 

21101; 21401. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES 

CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 

BIENES INFORMÁTICOS. 

Papelería en general; insumos para impresoras. 

51. Difundir  la Estrategia Nacional 

de Buen Gobierno en el Sistema 

Federal Sanitario en los medios 

estatales.  

21101; 21401; 31603. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES 

CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 

BIENES INFORMÁTICOS; SERVICIOS DE INTERNET. 

Papelería en general; insumos para impresoras; servicio de internet. 

52. Establecer campañas de 

difusión en los medios estatales 

para que el sector regulado 

conozca los mecanismos 

implementados por el APCRS 

derivados de la Estrategia Nacional 

de Buen Gobierno en el Sistema 

Federal Sanitario. 

21201; 29401; 31603; 

33604; 36101; 52101. 

MATERIALES Y ÚTILES DE IMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; 

REFACCIONES Y ACCESORIOS PARA EQUIPO DE CÓMPUTO Y 

TELECOMUNICACIONES; SERVICIOS DE INTERNET; IMPRESIÓN 

Y ELABORACIÓN DE MATERIAL INFORMATIVO DERIVADO DE LA 

OPERACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LAS DEPENDENCIAS Y 

ENTIDADES; DIFUSIÓN DE MENSAJES SOBRE PROGRAMAS Y 

ACTIVIDADES GUBERNAMENTALES; EQUIPOS Y APARATOS 

AUDIOVISUALES. 

Servicio de internet; materiales impresos; materiales utilitarios e impresos; servicios de comunicación 

social y publicidad; proyector; equipo de sonido. 

53. Formalizar instrumentos de 

colaboración en materia de 

prevención de la corrupción, con  

cámaras y prestadores de servicios 

que se encuentren dentro del 

ámbito de competencia de la 

COFEPRIS y las APCRS. 

21101; 21401; 32201; 

52101. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES 

CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 

BIENES INFORMÁTICOS; ARRENDAMIENTO DE EDIFICIOS Y 

LOCALES;  EQUIPOS Y APARATOS AUDIOVISUALES. 

Papelería en general; insumos para impresoras; renta de salón; proyector. 

54. Elaborar un apartado específico 

de difusión institucional dentro de 

los sitios web oficiales de las 

APCRS, destinado a dar a conocer 

la implementación de las acciones 

específicas de la Estrategia 

Nacional. 

31603. SERVICIOS DE INTERNET. Servicio de internet. 

55. Participar en el programa de 

capacitación nacional sobre 

procesos de autorización, 

verificación y vinculación con los 

sectores público, privado y social. 

21101; 21401; 31603. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES 

CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 

BIENES INFORMÁTICOS; SERVICIOS DE INTERNET. 

Papelería en general; insumos para impresoras; servicio de internet. 
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56. Promover la participación en la 

supervisión de los procesos de 

autorización, verificación y 

vinculación con el sector público, 

privado y social que realizará la 

COFEPRIS. 

21101; 21401; 31603. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES 

CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 

BIENES INFORMÁTICOS; SERVICIOS DE INTERNET. 

Papelería en general; insumos para impresoras; servicio de internet. 

57. Instalar y poner en 

funcionamiento cámaras de 

videograbación de solapa durante 

verificaciones sanitarias. 

31603; 31904; 52301. 

SERVICIOS DE INTERNET; SERVICIOS INTEGRALES DE 

INFRAESTRUCTURA DE CÓMPUTO; CÁMARAS FOTOGRÁFICAS Y 

DE VIDEO. 

Servicios de internet; cámaras téstigo o grabador portátil; unidad de almacenamiento y respaldo de 

información. 

58. Instalar y poner en 

funcionamiento salas 

multidisciplinarias que cuenten con 

cámaras de videograbación para 

brindar atención al sector regulado. 

31603; 52301; 31904. 

SERVICIOS DE INTERNET; CÁMARAS FOTOGRÁFICAS Y DE 

VIDEO; SERVICIOS INTEGRALES DE INFRAESTRUCTURA DE 

CÓMPUTO. 

Servicios de internet; cámaras para salas de conferencias; instalación de video vigilancia. 

59. Establecer un centro de 

monitoreo para la evaluación y 

análisis de las videograbaciones  

resultantes de las verificaciones 

sanitarias y de la atención al sector 

regulado. 

31603; 31904. 
SERVICIOS INTEGRALES DE INFRAESTRUCTURA DE CÓMPUTO; 

SERVICIOS DE INTERNET. 

Instalación de video vigilancia y monitoreo; unidad de almacenamiento y respaldo de información; 

servicios de internet. 

60.  Capacitar a las personas 

servidoras públicas en materia de 

prevención de actos de corrupción, 

así como fomentar la integridad en 

el ejercicio de sus funciones. 

21101; 21401; 31603. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES 

CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 

BIENES INFORMÁTICOS; SERVICIOS DE INTERNET. 

Papelería en general; insumos para impresoras; servicio de internet. 

61. Promover un área específica de 

vinculación para turnar 

conocimiento a las instancias 

correspondientes en temas 

relacionados con presuntos actos 

de corrupción. 

21101; 21401; 31603. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES 

CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 

BIENES INFORMÁTICOS; SERVICIOS DE INTERNET. 

Papelería en general; insumos para impresoras; servicio de internet. 

62. Enviar mensualmente los 

avances de la ejecución de la 

Estrategia Nacional de Buen 

Gobierno en el Sistema Federal 

Sanitario. 

21101; 21401; 31603. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES 

CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 

BIENES INFORMÁTICOS; SERVICIOS DE INTERNET. 

Papelería en general; insumos para impresoras; servicio de internet. 

63. Elaborar el informe final de la 

implementación de la Estrategia 

Nacional de Buen Gobierno en el 

Sistema Federal Sanitario en donde 

se describa el impacto de las 

acciones emprendidas. 

21101; 21401; 31603. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES 

CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 

BIENES INFORMÁTICOS; SERVICIOS DE INTERNET. 

Papelería en general; insumos para impresoras; servicio de internet. 
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Programa Fortalecimiento al sistema federal sanitario en materia de Protección contra Riesgos Sanitarios. 

Objetivo Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y 
laborales la ocurrencia de emergencias sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico Desarrollar, implementar y/o fortalecer los Sistemas de Gestión de la Calidad en el Sistema Federal Sanitario con base en la Norma ISO 9001:2015. 
Actividad específica Claves de partida Partida específica Insumo 

A
P
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64. Designar un enlace o 

responsable del SGC y su equipo 

de trabajo. 
   

65. Constituir un Comité de la 

Calidad y establecer su 

procedimiento de funcionamiento. 
   

66. Capacitar en los temas del 
SGC. 

21101; 21201; 21401; 
31603; 31701; 37101; 
37201; 37501; 52101. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES 
REIMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; MATERIALES Y ÚTILES 
CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 

BIENES INFORMÁTICOS; SERVICIOS DE INTERNET; SERVICIO 
DE CONDUCCIÓN DE SEÑALES ANALÓGICAS Y DIGITALES; 

PASAJES AEREOS NACIONALES PARA LABORES EN CAMPO Y 
DE SUPERVISION; PASAJES TERRESTRES NACIONALES PARA 

LABORES EN CAMPO Y DE SUPERVISION; VIATICOS 
NACIONALES PARA LABORES EN CAMPO Y DE SUPERVISION; 

EQUIPOS Y APARATOS AUDIOVISUALES. 

Papeleria en general; insumos para impresoras; memorias usb; servicio de internet; servicios de 
conducción de señales de voz, datos e imagen; pasajes de avión; pasajes terrestres; viáticos; 

proyectores audiovisuales. 

67. Conocer la organización y 
contexto (análisis FODA). 

21101; 21201; 21401; 
31603; 31701; 52101. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y UTILES 
REIMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; MATERIALES Y ÚTILES 
CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 

BIENES INFORMÁTICOS; SERVICIOS DE INTERNET; SERVICIO 
DE CONDUCCIÓN DE SEÑALES ANALÓGICAS Y DIGITALES; 

EQUIPOS Y APARATOS AUDIOVISUALES. 

Papeleria en general; insumos para impresoras; memorias usb; servicio de internet; servicios de 
conducción de señales de voz, datos e imagen; proyectores audiovisuales. 

68. Crear, someter a autorización y 
difundir la Filosofía de la Calidad: 
Misión, Visión, Política de la Calidad 
y Objetivos de la Calidad. 

21101; 21201; 21401; 
31603; 31701; 33604. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES 
REIMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; MATERIALES Y ÚTILES 
CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 

BIENES INFORMÁTICOS; SERVICIOS DE INTERNET; SERVICIO 
DE CONDUCCIÓN DE SEÑALES ANALÓGICAS Y DIGITALES; 
IMPRESIÓN Y ELABORACIÓN DE MATERIAL INFORMATIVO 
DERIVADO DE LA OPERACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LAS 

DEPENDENCIAS Y ENTIDADES. 

Papeleria en general; insumos para impresoras; memorias usb; servicio de internet; servicios de 
conducción de señales de voz, datos e imagen trípticos y folletos. 

69. Crear, someter a autorización y 
difundir el mapa y diagrama de 
procesos. 

21101; 21201; 21401; 
31603; 31701; 33604. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES 
REIMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; MATERIALES Y ÚTILES 
CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 

BIENES INFORMÁTICOS; SERVICIOS DE INTERNET; SERVICIO 
DE CONDUCCIÓN DE SEÑALES ANALÓGICAS Y DIGITALES; 
IMPRESIÓN Y ELABORACIÓN DE MATERIAL INFORMATIVO 
DERIVADO DE LA OPERACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LAS 

DEPENDENCIAS Y ENTIDADES. 

Papeleria en general; insumos para impresoras; memorias usb; servicio de internet; servicios de 
conducción de señales de voz, datos e imagen trípticos y folletos. 

70. Determinar el alcance del SGC. 
21101; 21201; 21401; 
31603; 31701; 52101. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y UTILES 
REIMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; MATERIALES Y ÚTILES 
CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 

BIENES INFORMÁTICOS; SERVICIOS DE INTERNET; SERVICIO 
DE CONDUCCIÓN DE SEÑALES ANALÓGICAS Y DIGITALES; 

EQUIPOS Y APARATOS AUDIOVISUALES. 

Papeleria en general; insumos para impresoras; memorias usb; servicio de internet; servicios de 
conducción de señales de voz, datos e imagen; proyectores audiovisuales. 



 
Lunes 12 de diciem

bre de 2022 
D

IA
R

IO
 O

FIC
IA

L 
91 

71. Describir las partes interesadas 

del SGC. 

21101; 21201; 21401; 

31603; 31701; 52101. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y UTILES 

REIMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; MATERIALES Y UTILES 

CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 

BIENES INFORMATICOS; SERVICIOS DE INTERNET; SERVICIO 

DE CONDUCCIÓN DE SEÑALES ANALOGICAS Y DIGITALES; 

EQUIPOS Y APARATOS AUDIOVISUALES. 

Papeleria en general; insumos para impresoras; memorias usb; servicio de internet; servicios de 

conducción de señales de voz, datos e imagen; proyectores audiovisuales. 

72. Determinar roles, 

responsabilidades y autoridades en 

el APCRS para el SGC. 

21101; 21201; 21401; 

31603; 31701; 52101. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES 

REIMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; MATERIALES Y ÚTILES 

CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 

BIENES INFORMÁTICOS; SERVICIOS DE INTERNET; SERVICIO 

DE CONDUCCIÓN DE SEÑALES ANALÓGICAS Y DIGITALES; 

EQUIPOS Y APARATOS AUDIOVISUALES. 

Papeleria en general; insumos para impresoras; memorias usb; servicio de internet; servicios de 

conducción de señales de voz, datos e imagen; proyectores audiovisuales. 

73. Determinar los riesgos y 

oportunidades de los procesos 

establecidos en el SGC. 

21101; 21201; 21401; 

31603; 31701; 52101. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES 

REIMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; MATERIALES Y ÚTILES 

CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 

BIENES INFORMÁTICOS; SERVICIOS DE INTERNET; SERVICIO 

DE CONDUCCIÓN DE SEÑALES ANALÓGICAS Y DIGITALES; 

EQUIPOS Y APARATOS AUDIOVISUALES. 

Papeleria en general; insumos para impresoras; memorias usb; servicio de internet; servicios de 

conducción de señales de voz, datos e imagen; proyectores audiovisuales. 

74. Crear, actualizar y controlar la 

información documentada del 

APCRS con base en los 

lineamientos de la Norma ISO 

9001:2015. 

21101; 21201; 21401; 

31603; 31701; 32701; 

52101. 

PATENTES, DERECHOS DE AUTOR, REGALÍAS Y OTROS; 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES 

REIMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; MATERIALES Y ÚTILES 

CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 

BIENES INFORMÁTICOS; SERVICIOS DE INTERNET; SERVICIO 

DE CONDUCCIÓN DE SEÑALES ANALÓGICAS Y DIGITALES; 

EQUIPOS Y APARATOS AUDIOVISUALES. 

Normas Mexicanas relativas a sistemas de gestión de la calidad; papeleria en general; insumos para 

impresoras; memorias usb; servicio de internet; servicios de conducción de señales de voz, datos e 

imagen; proyectores audiovisuales. 

75. Implementar actividades de 

seguimiento y medición de 

cumplimiento de objetivos. 

21101; 21201; 21401; 

31603; 31701; 52101. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES 

REIMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; MATERIALES Y ÚTILES 

CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 

BIENES INFORMÁTICOS; SERVICIOS DE INTERNET; SERVICIO 

DE CONDUCCIÓN DE SEÑALES ANALÓGICAS Y DIGITALES; 

EQUIPOS Y APARATOS AUDIOVISUALES. 

Papeleria en general; insumos para impresoras; memorias usb; servicio de internet; servicios de 

conducción de señales de voz, datos e imagen; proyectores audiovisuales. 

76. Capacitar a auditores internos 

de calidad. 
38301; 33401. 

CONGRESOS Y CONVENCIONES; SERVICIOS PARA 

CAPACITACIÓN A SERVIDORES PÚBLICOS. 

Asignaciones destinadas para cubrir el costo del servicio integral que se contrate con personas físicas 

o morales para la celebración de congresos, convenciones, seminarios, simposios y cualquier otro tipo 

de foro análogo; servicios de capacitación en la norma ISO 19011:2018. 

77. Generar evidencia de las 

revisiones del titular de la APCRS 

respecto al desarrollo, 

implementación, mantenimiento y/o 

fortalecimiento del Sistema de 

Gestión de la Calidad. 

21101; 21201; 21401; 

31603; 31701; 52101. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES 

REIMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; MATERIALES Y ÚTILES 

CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 

BIENES INFORMÁTICOS; SERVICIOS DE INTERNET; SERVICIO 

DE CONDUCCIÓN DE SEÑALES ANALÓGICAS Y DIGITALES; 

EQUIPOS Y APARATOS AUDIOVISUALES. 

Papeleria en general; insumos para impresoras; memorias usb; servicio de internet; servicios de 

conducción de señales de voz, datos e imagen; proyectores audiovisuales. 

78. Gestionar con un organismo 

certificador acreditado por la 

Entidad Mexicana de Acreditación 

(EMA) la Auditoría externa de 

certificación, recertificación o 

mantenimiento del Sistema de 

Gestión de Calidad (para aquéllas 

APCRS que se encuentran en este 

proceso). 

33303. 
SERVICIOS RELACIONADOS CON LA CERTIFICACIÓN DE 

PROCESOS. 

Auditorias para la certificacion, recertificación o mantenimiento relacionada con el Sistema de Gestión 

de la Calidad. 
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Programa Fortalecimiento al sistema federal sanitario en materia de Protección contra Riesgos Sanitarios. 

Objetivo Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y 
laborales la ocurrencia de emergencias sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico Dar atención oportuna, organizada y sistemática a los eventos de emergencias sanitarias en materia de desastres naturales, brotes por enfermedades infecciosas y/o emergentes, eventos 
de concentración masiva, infecciones asociadas a la atención de la salud, bioterrorismo y/o exposición a otros agentes, a través de acciones de control sanitario. 

Actividad específica Claves de partida Partida específica Insumo 

A
P

C
R

S
 

79. Notificar los eventos de 
emergencias sanitarias en un plazo 
no mayor a 24 horas, del 
conocimiento de ocurrencia e 
independientemente de la 
magnitud. 

21101; 21401; 24301; 
25101; 25501; 26102; 
27101; 27201; 31701; 
31801; 32701; 33604; 
33605; 35301; 35501; 
37201; 37501; 51501; 

53101; 56501. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES 
CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 

BIENES INFORMÁTICOS; CAL, YESO Y PRODUCTOS DE YESO.; 
PRODUCTOS QUÍMICOS BÁSICOS; MATERIALES, ACCESORIOS Y 

SUMINISTROS DE LABORATORIO; COMBUSTIBLES, 
LUBRICANTES Y ADITIVOS PARA VEHÍCULOS TERRESTRES, 

AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES DESTINADOS A 
SERVICIOS PÚBLICOS Y LA OPERACIÓN DE PROGRAMAS 

PÚBLICOS; VESTUARIO Y UNIFORMES; PRENDAS DE  
PROTECCIÓN  PERSONAL; SERVICIOS DE CONDUCCIÓN DE 

SEÑALES ANALÓGICAS Y DIGITALES; SERVICIO POSTAL; 
PATENTES, DERECHOS DE AUTOR, REGALÍAS Y OTROS; 

IMPRESIÓN Y ELABORACIÓN DE MATERIAL INFORMATIVO 
DERIVADO DE LA OPERACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LAS 
DEPENDENCIAS Y ENTIDADES; INFORMACIÓN EN MEDIOS 

MASIVOS DERIVADA DE LA OPERACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE 
LAS DEPENDENCIAS Y ENTIDADES; MANTENIMIENTO Y 

CONSERVACIÓN DE BIENES INFORMÁTICOS; MANTENIMIENTO 
Y CONSERVACIÓN DE VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, 

MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES; PASAJES TERRESTRES 
NACIONALES PARA LABORES EN CAMPO Y DE  SUPERVISIÓN; 

VIÁTICOS NACIONALES PARA LABORES EN CAMPO Y DE 
SUPERVISIÓN; BIENES INFORMÁTICOS; EQUIPO MÉDICO Y DE 

LABORATORIO; EQUIPOS Y APARATOS DE COMUNICACIONES Y 
TELECOMUNICACIONES. 

Casetas/peaje; servicio de mensajería; comparadores colorimétricos; licencias para software;  pasajes 
terrestres nacionales;  reactivos colilertt para la elaboración de conservadores; trajes tipo sastre;  
zapatos; bata; binder clips; boletines; borradores para lápiz; botas; cal; camisas; cañón; carteles; 
casco; chalecos; clip; cloro; cofias; consumibles; corbata; cubre bocas; cubre pelo; discos duros 
externos; equipo de radiocomunicación y telefonía; espacio en publicidad móvil; espectaculares; 

filipina; folder manila tamaño carta; folletos; fotocopiadora; frasco de plata coloidal; frascos colilertt, de 
color ámbar, sin tiosulfato de sodio o botellas de plástico de boca ancha con tapa de rosca; gasolina; 

goggles; gorra; grapas; guantes; hipoclorito de calcio; historietas; hojas bond; impermeables; 
impresora; incubadora bacteriológica; incubadora de campo; incubadora para equipo colilertt; lámpara 

de leds; lámpara sorda; lámpara UV; lápices; licencias para software; mandil; mantas; manteletas; 
manuales; marcadores indelebles; máscara con cartucho para agroquímicos; máscara para polvos y 

gases; mascarilla n95; memorias USB; multifuncional; no break; overol; pantallas; pantalones; pastillas 
dpd; perifoneo; plata coloidal; playeras; plumas; prensa; reactivos colilertt; rotafolios; scanner; servicio 
de internet (alámbrico e inalámbrico); servicios de mantenimiento, preventivo y correctivo  para equipo 

de cómputo; servicios de mantenimiento, preventivo y correctivo  para vehículos; spots radio; 
televisión; trípticos; viáticos; volantes. 

80. Contar con la evidencia del 
personal, desde nivel Jurisdiccional 
al Estatal (padrón de brigadistas), 
que fue capacitado en materia de 
emergencias sanitarias. 

21101; 21401; 31701; 
32701; 51501. 

BIENES INFORMÁTICOS; MATERIALES Y ÚTILES CONSUMIBLES 
PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y BIENES 

INFORMÁTICOS; MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; PATENTES, 
DERECHOS DE AUTOR, REGALÍAS Y OTROS; SERVICIOS DE 

CONDUCCIÓN DE SEÑALES ANALÓGICAS Y DIGITALES. 

Cañón; consumibles; discos duros externos; fotocopiadora; hojas bond; impresora; lápices; licencias 
para software; marcadores indelebles; memorias USB; multifuncional; no break; pantallas; plumas; 

rotafolios; escáner; servicio de internet (alámbrico e inalámbrico). 

81. Remitir la evidencia de la 
adquisición de los insumos y 
materiales requeridos para la 
atención de emergencias sanitarias, 
incluyendo equipos de protección 
personal para el seguro desempeño 
de las funciones. 

21101; 21401; 25101; 
25501; 26102; 27101; 
27201; 29601; 31701; 
31801; 32701; 33604; 
33605; 35301; 35501; 
37201; 37501; 51501; 

53101; 56501. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES 
CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 

BIENES INFORMÁTICOS; PRODUCTOS QUÍMICOS BÁSICOS; 
MATERIALES, ACCESORIOS Y SUMINISTROS DE LABORATORIO; 
COMBUSTIBLES, LUBRICANTES Y ADITIVOS PARA VEHÍCULOS 
TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES 

DESTINADOS A SERVICIOS PÚBLICOS Y LA OPERACIÓN DE 
PROGRAMAS PÚBLICOS; VESTUARIO Y UNIFORMES; PRENDAS 
DE  PROTECCIÓN  PERSONAL; REFACCIONES Y ACCESORIOS 

MENORES DE EQUIPO DE TRANSPORTE; SERVICIOS DE 
CONDUCCIÓN DE SEÑALES ANALÓGICAS Y DIGITALES; 
SERVICIO POSTAL; PATENTES, DERECHOS DE AUTOR, 

REGALÍAS Y OTROS; IMPRESIÓN Y ELABORACIÓN DE MATERIAL 
INFORMATIVO DERIVADO DE LA OPERACIÓN Y 

ADMINISTRACIÓN DE LAS DEPENDENCIAS Y ENTIDADES; 
INFORMACIÓN EN MEDIOS MASIVOS DERIVADA DE LA 

OPERACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LAS DEPENDENCIAS Y 
ENTIDADES; MANTENIMIENTO Y CONSERVACIÓN DE BIENES 

INFORMÁTICOS; MANTENIMIENTO Y CONSERVACIÓN DE 
VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y 

FLUVIALES; PASAJES TERRESTRES NACIONALES PARA 
LABORES EN CAMPO Y DE  SUPERVISIÓN; VIÁTICOS 

NACIONALES PARA LABORES EN CAMPO Y DE SUPERVISIÓN; 
BIENES INFORMÁTICOS; EQUIPO MÉDICO Y DE LABORATORIO; 

EQUIPOS Y APARATOS DE COMUNICACIONES Y 
TELECOMUNICACIONES. 

Frasco gotero; comparadores colorimétricos;  equipo de radiocomunicación y telefonía; overol; bata; 
filipina; casco; botas; mandil; cubrebocas; cofias; cubrepelo; guantes; guantes de neopreno; máscara 

con cartucho para agroquímicos; máscara para polvos y gases; lentes; goggles; impermeables; 
zapatos de media montaña para campo; frascos colilertt, de color ámbar, sin tiosulfato de sodio o 

botellas de plástico de boca ancha con tapa de rosca; gasolina; hipoclorito de calcio; incubadora de 
campo; incubadora bacteriológica; incubadora para equipo colilert; chalecos; playeras; camisas tipo 

polo; pantalones; gorra;  trajes tipo sastre; camisas; corbata;  zapatos; hipoclorito de calcio; plata 
coloidal; cloro; cal; reactivos colilertt; consumibles; lámpara sorda; lámpara uv; lámpara de leds; 

llantas para vehículo; hojas bond; lápices; plumas; rotafolios; marcadores indelebles; pastillas dpd; 
reactivos colilertt para análisis de muestra;  reactivos colilert para la elaboración de conservadores; 
servicios de mantenimiento, preventivo y correctivo para vehículos; pasajes terrestres nacionales; 

scanner; cañón; no break; impresora; multifuncional; fotocopiadora; pantallas; discos duros externos; 
memorias usb; licencias para software; servicio de internet (alámbrico e inalámbrico); casetas/peaje; 

equipo de radiocomunicación y telefonía; licencias para software; spots radio; prensa; televisión; 
perifoneo; internet; boletines; trípticos; folletos; carteles; volantes; mantas; manteletas; historietas; 

manuales; espectaculares; espacio en publicidad móvil; servicio de mensajería; servicios de 
mantenimiento, preventivo y correctivo  para equipo de cómputo;  servicios de mantenimiento, 

preventivo y correctivo para vehículos;  pasajes terrestres nacionales; viáticos. 
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82. Enviar informe mensual y anual 
de atención a eventos de 
emergencias sanitarias. 

21101; 21401; 31701; 
32701; 33401; 51501. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES 
CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 
BIENES INFORMÁTICOS; SERVICIOS DE CONDUCCIÓN DE 

SEÑALES ANALÓGICAS Y DIGITALES; PATENTES, DERECHOS 
DE AUTOR, REGALÍAS Y OTROS; SERVICIOS PARA 
CAPACITACIÓN A SERVIDORES PÚBLICOS; BIENES 

INFORMÁTICOS. 

Cañón; consumibles; discos duros externos; fotocopiadora; hojas bond; impresora; lápices; licencias 
para software; marcadores indelebles; memorias USB; multifuncional; no break; pantallas; plumas; 

rotafolios; escáner; servicio de internet (alámbrico e inalámbrico). 

83. Desarrollar y promover 
estrategias de difusión, con el fin de 
informar a la población en general, 
los riesgos a los que están 
expuestos y como evitarlos en 
circunstancias de emergencias 
sanitarias. 

31603; 31602; 21201; 
21501; 36101; 37201; 
33604; 33605; 26102; 

37503. 

SERVICIOS DE INTERNET; SERVICIOS DE 
TELECOMUNICACIONES; MATERIALES Y UTILES DE IMPRESION 

Y REPRODUCCIÓN; MATERIAL DE APOYO INFORMATIVO; 
DIFUSIÓN DE MENSAJES SOBRE PROGRAMAS Y ACTIVIDADES 

GUBERNAMENTALES; PASAJES TERRESTRES NACIONALES 
PARA LABORES EN CAMPO Y DE SUPERVISIÓN; IMPRESIÓN Y 
ELABORACIÓN DE MATERIAL INFORMATIVO DERIVADO DE LA 

OPERACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LAS DEPENDENCIAS Y 
ENTIDADES; INFORMACIÓN EN MEDIOS MASIVOS DERIVADA DE 
LA OPERACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LAS DEPENDENCIAS Y 
ENTIDADES; COMBUSTIBLES, LUBRICANTES Y ADITIVOS PARA 

VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y 
FLUVIALES DESTINADOS A SERVICIOS PÚBLICOS Y LA 

OPERACIÓN DE PROGRAMAS PÚBLICOS; SERVICIOS DE 
TRASLADO Y VIATICOS; COMBUSTIBLES, LUBRICANTES Y 

ADITIVOS; VIÁTICOS NACIONALES ASOCIADOS A DESASTRES 
NATURALES. 

Viáticos; pasajes; publicaciones especializadas, folletos, catálogos, formatos y otros productos 
mediante cualquier técnica de impresión y sobre cualquier tipo de material. Incluye impresión sobre 

prendas de vestir, producción de formas continuas, impresión rápida, elaboración de placas, clichés y 
grabados; material impresos; internet; viáticos; peajes; componentes de equipo de cómputo; gasolina; 

servicios de apoyo administrativo, traducción, fotocopiado e impresión; impresión y elaboración de 
material informativo derivado de la operación y administración de las dependencias y entidades; 
información en medios masivos derivada de la operación y administración de las dependencias y 

entidades; material de apoyo informativo. 

 

Programa Fortalecimiento al sistema federal sanitario en materia de Protección contra Riesgos Sanitarios. 

Objetivo Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y 
laborales la ocurrencia de emergencias sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico 

Mantener las acciones de control sanitario que garanticen la certificación y condición sanitaria de los sistemas de abastecimiento de agua públicos y privados de conformidad con la NOM-
179-SSA1-2020, Agua para uso y consumo humano. Control de la calidad del agua distribuida por los sistemas de abastecimiento de agua. Las descargas de aguas residuales. Las 
características sanitarias y los criterios que deban cumplir los usuarios que aprovechen en su servicio aguas que posteriormente sean descargadas a cuerpos de agua destinadas al uso y 
consumo humano, el manejo adecuado de sustancias toxicas y residuos tóxicos, la protección y seguimiento a la salud de su personal ocupacionalmente expuesto. 

Actividad específica Claves de partida Partida específica Insumo 

A
P

C
R

S
 84. Enviar a la COFEPRIS el 

Padrón de Sistemas de 
Abastecimiento de Agua Públicos y 
Privados en el Estado. 

21101; 21201; 21401; 
31801. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES DE 
IMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; MATERIALES Y ÚTILES 

CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 
BIENES INFORMÁTICOS; SERVICIO POSTAL. 

Hojas de papel; plumas; impresora y consumibles de impresora; sobres y guías de mex-post. 

A
P

C
R

S
 

85. Reportar mensualmente la 
certificación de sistemas de 
abastecimiento de agua para uso y 
consumo humano, públicos y 
privados, en municipios señalados 
en las RESAs (Anexo RESAS). 

21101; 21201; 21401; 
31801. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES DE 
IMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; MATERIALES Y ÚTILES 

CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 
BIENES INFORMÁTICOS; SERVICIO POSTAL. 

Hojas de papel; plumas; impresora y consumibles de impresora; sobres y guias de mex-post. 

86. Realizar visitas de verificación a 
los sistemas de abastecimiento de 
agua para uso y consumo humano, 
públicos y privados, en municipios 
señalados en las RESAs (Anexo 
RESAs). 

21101; 21201; 21401; 
25501; 25401; 26102; 
27101; 35501; 37201. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES DE 
IMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; MATERIALES Y ÚTILES 

CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN 
EQUIPOS Y BIENES INFORMÁTICOS; MATERIALES, ACCESORIOS 
Y SUMINISTROS DE LABORATORIO; MATERIALES, ACCESORIOS 

Y SUMINISTROS MÉDICOS; COMBUSTIBLES, LUBRICANTES Y 
ADITIVOS PARA VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, 

MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES DESTINADOS A 
SERVICIOS PÚBLICOS Y LA OPERACIÓN DE 

PROGRAMAS PÚBLICOS; VESTUARIO Y UNIFORMES; 
MANTENIMIENTO Y CONSERVACIÓN DE VEHÍCULOS 

TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES; 
PASAJES TERRESTRES NACIONALES PARA LABORES EN 

CAMPO Y DE SUPERVISIÓN. 

Hojas de papel; pluma; tabla con clip; impresora; consumibles de impresora; comparador colorimetrico 
para medir Cloro libre y pH; pastillas de DPD; rojo de metilo; guantes de latex; cofias; combustibles, 
lubricantes y aditivos para vehículos terrestres; vestuario y uniformes; mantenimiento y conservación 

de vehículos terrestres; gastos de camino. 
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87. Realizar las acciones de 
fomento que correspondan con los 
Operadores de los sistemas de 
abastecimiento de agua públicos y 
privados, en los municipios que se 
han identificado en las RESAs. 
(Anexo RESAs). 

21101; 21201; 21401; 
25501; 25401; 26102; 
27101; 35501; 37201. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES DE 
IMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; MATERIALES Y ÚTILES 

CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN 
EQUIPOS Y BIENES INFORMÁTICOS; MATERIALES, ACCESORIOS 
Y SUMINISTROS DE LABORATORIO; MATERIALES, ACCESORIOS 

Y SUMINISTROS MÉDICOS; COMBUSTIBLES, LUBRICANTES Y 
ADITIVOS PARA VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, 

MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES DESTINADOS A 
SERVICIOS PÚBLICOS Y LA OPERACIÓN DE 

PROGRAMAS PÚBLICOS; VESTUARIO Y UNIFORMES; 
MANTENIMIENTO Y CONSERVACIÓN DE VEHÍCULOS 

TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES; 
PASAJES TERRESTRES NACIONALES PARA LABORES EN 

CAMPO Y DE SUPERVISIÓN. 

Hojas de papel; pluma; tabla con clip; impresora; consumibles de impresora; comparador colorimetrico 
para medir Cloro libre y pH; pastillas de DPD; rojo de metilo; guantes de latex; cofias; combustibles, 
lubricantes y aditivos para vehículos terrestres; vestuario y uniformes; mantenimiento y conservación 

de vehículos terrestres; gastos de camino. 

88. Realizar visitas de verificación a 
empresas que residan dentro los 
municipios que conforman las 
Regiones de Emergencia Sanitaria 
y Ambiental (Anexo RESAs). 

21101; 21201; 21401; 
25501; 25401; 26102; 
27101; 35501; 37201. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES DE 
IMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; MATERIALES Y ÚTILES 

CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN 
EQUIPOS Y BIENES INFORMÁTICOS; MATERIALES, ACCESORIOS 
Y SUMINISTROS DE LABORATORIO; MATERIALES, ACCESORIOS 

Y SUMINISTROS MÉDICOS; COMBUSTIBLES, LUBRICANTES Y 
ADITIVOS PARA VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, 

MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES DESTINADOS A 
SERVICIOS PÚBLICOS Y LA OPERACIÓN DE 

PROGRAMAS PÚBLICOS; VESTUARIO Y UNIFORMES; 
MANTENIMIENTO Y CONSERVACIÓN DE VEHÍCULOS 

TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES; 
PASAJES TERRESTRES NACIONALES PARA LABORES EN 

CAMPO Y DE SUPERVISIÓN. 

Hojas de papel; pluma; tabla con clip; impresora; consumibles de impresora; comparador colorimetrico 
para medir Cloro libre y pH; pastillas de DPD; rojo de metilo; guantes de latex; cofias; combustibles, 
lubricantes y aditivos para vehículos terrestres; vestuario y uniformes; mantenimiento y conservación 

de vehículos terrestres; gastos de camino. 

89. Realizar visitas de fomento a  
micro y pequeñas empresas que 
residan dentro los municipios que 
conforman las Regiones de 
Emergencia Sanitaria y Ambiental 
(Anexo RESAs) 

21101; 21201; 21401; 
25501; 25401; 26102; 
27101; 35501; 37201. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES DE 
IMPRESIÓN Y REPRODUCCIÓN; MATERIALES Y ÚTILES 

CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN 
EQUIPOS Y BIENES INFORMÁTICOS; MATERIALES, ACCESORIOS 
Y SUMINISTROS DE LABORATORIO; MATERIALES, ACCESORIOS 

Y SUMINISTROS MÉDICOS; COMBUSTIBLES, LUBRICANTES Y 
ADITIVOS PARA VEHÍCULOS TERRESTRES, AÉREOS, 

MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES DESTINADOS A 
SERVICIOS PÚBLICOS Y LA OPERACIÓN DE 

PROGRAMAS PÚBLICOS; VESTUARIO Y UNIFORMES; 
MANTENIMIENTO Y CONSERVACIÓN DE VEHÍCULOS 

TERRESTRES, AÉREOS, MARÍTIMOS, LACUSTRES Y FLUVIALES; 
PASAJES TERRESTRES NACIONALES PARA LABORES EN 

CAMPO Y DE SUPERVISIÓN. 

Hojas de papel; pluma; tabla con clip; impresora; consumibles de impresora; comparador colorimetrico 
para medir Cloro libre y pH; pastillas de DPD; rojo de metilo; guantes de latex; cofias; combustibles, 
lubricantes y aditivos para vehículos terrestres; vestuario y uniformes; mantenimiento y conservación 

de vehículos terrestres; gastos de camino. 

 

Programa Fortalecimiento al sistema federal sanitario en materia de Protección contra Riesgos Sanitarios. 

Objetivo Proteger a la población contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores ambientales y 
laborales la ocurrencia de emergencias sanitarias, incluido COVID-19 y la prestación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención de riesgos sanitarios. 

Objetivo Específico Fortalecimiento de la capacidad analítica conforme a los requerimientos establecidos, por la Comisión de Evidencia y Manejo de Riesgos (CEMAR) y Comisión de Operación Sanitaria 
(COS) responsables de los programas de vigilancia sanitaria; así como sistemas de gestión de calidad para el mantenimiento de la Autorización como Tercero Autorizado (TA). 

Actividad específica Claves de partida Partida específica Insumo 

L
E

S
P

 

90. Realizar el análisis de las 
determinaciones establecidas en los 
objetivos específicos del presente 
convenio, acorde al binomio matriz-
analito, conforme a lo establecido 
en los lineamientos técnicos. 

21601; 25101; 25501; 
25901; 27201; 31801; 
33901; 32401; 53101; 

53201; 59101. 

MATERIAL DE LIMPIEZA; PRODUCTOS QUÍMICOS BÁSICOS; 
MATERIALES, ACCESORIOS Y SUMINISTROS DE LABORATORIO; 

OTROS PRODUCTOS QUÍMICOS; PRENDAS DE PROTECCIÓN 
PERSONAL; SERVICIO POSTAL;  SUBCTONTRATACIÓN DE 

SERVICIOS CON TERCEROS; ARRENDAMIENTO DE EQUIPO E 
INSTRUMENTAL MÉDICO Y DE LABORATORIO; EQUIPO MÉDICO 

Y DE LABORATORIO; INSTRUMENTAL MÉDICO Y DE 
LABORATORIO; SOFTWARE. 

Agar urea de christensen, accesorios para homogeneizador peristáltico; aceite de parafina; aceite de 
inmersión; acetona; acetonitrilo; ácido acético glacial; ácido bórico; ácido clorhídrico; ácido 
cromotrópico; ácido fosfórico; agar arginina glucosa inclinado; agar azul de toluidina; agar 

bacteriológico; agar Baird-Parker; agar base sangre; agar base urea; agar bilis rojo; violeta(RVBA); 
agar bilis glucuronido; agar celobiosa polimixina colistina modificado mCPC; agar citrato de Simmons; 
agar cromogénico para vibrio ; agar cuenta estándar; agar de hierro klinger; agar EMB según Levine; 
agar eosina azul de metileno de Levin; agar hektoen entérico; agar hierro triple azúcares (TSI); agar 
hierro-lisina; agar inclinado arginina glucosa; agar MacConkey; agar medio movilidad; agar métodos 

cuenta estándar; agar nutritivo; agar sacarosa V. parahaemolyticus (VPSA); agar sabouraud con 
dextrosa para el cultivo de hongos; agar sal y manitol, para el aislamiento de staphylococcus 

patógenos; agar sangre; agar SIM; agar soya tripticasa; agar soya tripticasa sulfato de magnesio; agar 
soya tripticaseína; agar sulfito de bismuto (ASB); agar T1N1 y T1N3; agar tiosulfato de sodio; agar 

tiosulfato de sodio citrato sales biliares sacarosa (TCBS); agar triple azúcar hierro (TSI); agar triptona 
bilis x-glucoronido; Agar triptosa, base de sangre; agar urea de Chritensen; agar verde brillante; agar 
xilosa lisina desoxicolato (XLD); agar-agar base para la preparación de medios de cultivo; agarosa; 
agarosa grado biología molecular libre de nucleasa; agitador digital con calefacción; agua destilada;  
agua HPLC; agua grado biología molecular; agua peptonada alcalina; agua peptonada amortiguada; 

agua tipo 1; alcohol etílico grado reactivo; alúmina para cromatografía en columna ; ampolletas 
bioindicadoras (bacilos estearothermophilus); ampolletas bioindicadoras;  ampolletas bioindicadoras 
de esterilidad; ampolletas de bacillus stearothermophilus para esterilización en autoclave; antisuero 

monovalente Ogawa; anti-Dig AP [Anti-digoxigenina fosfatasa alcalina, fragmentos Fab]; antisuero de 
conejo policlonal liofilizado; antisuero de vibrio cholerae O139; antisuero monoespecífico salmonella 

O: B, C, D, E, F, G, H, I;  antisuero monovalente Inaba; antisuero monovalente Ogawa; antisuero 
monovalente para vibrio cholerae Oagawa; antisuero para Vibrio Cholerae Ogawa; 
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90. Realizar el análisis de las 

determinaciones establecidas en los 

objetivos específicos del presente 

convenio, acorde al binomio matriz-

analito, conforme a lo establecido 

en los lineamientos técnicos. 

21601; 25101; 25501; 

25901; 27201; 31801; 

33901; 32401; 53101; 

53201; 59101. 

MATERIAL DE LIMPIEZA; PRODUCTOS QUÍMICOS BÁSICOS; 

MATERIALES, ACCESORIOS Y SUMINISTROS DE LABORATORIO; 

OTROS PRODUCTOS QUÍMICOS; PRENDAS DE PROTECCIÓN 

PERSONAL; SERVICIO POSTAL;  SUBCTONTRATACIÓN DE 

SERVICIOS CON TERCEROS; ARRENDAMIENTO DE EQUIPO E 

INSTRUMENTAL MÉDICO Y DE LABORATORIO; EQUIPO MÉDICO 

Y DE LABORATORIO; INSTRUMENTAL MÉDICO Y DE 

LABORATORIO; SOFTWARE. 

antisuero polivalente de vibrio cholerae 01; antisuero polivalente o salmonella poly B, C, D; antisuero 

polivalente O:A-I+Vi; antisuero somático (O) polivalente de salmonella; antisuero Vibrio cholerae 

polivalente; asas bacteriológicas; asas de nicromel; asas de platino-iridio; asas de poliestireno ; asas 

desechables; autoclave; auxiliar de macropipeteado con filtro de membrana de recambio;  Balanza 

analítica; balanza granataria; baños de agua ; base agar urea;  base Moeller descarboxilasa; bata; 

bioindicador Sterikon plus; bioquímicas miniaturizadas API 20 E; bolsas de papel  para esterilizar 

material; bolsas de polietileno  para homogeneizador peristáltico ; bolsas stomacher ; bolsa de dilución 

de vidrio;  bolsas y contenedores rígidos para depositar residuos o material RPBI; bomba de vacío; 

bote de polipropileno autolavable con tapa rosca; bote de polipropileno blanco con tapa de rosca;  

botellas con tapa de rosca ; bromuro de etidio; BRU1S711F GCTTGAAGCTTGCGGACAGT;  

BRU1S711R GGCCTACCGCTGCGAAT; brucella spp;  buffer de referencia estándar; buffer de 

referencia ph 10.0; buffer de referencia pH 4.0; buffer salino de fosfatos (PBS); cabina de PCR; cabina 

de seguridad biológica (CBS); cadena de la polimerasa (PCR); caja petri estéril;  caldo agar soya 

tripticasa; caldo base de Muller descarboxilasa; caldo BHI; caldo carbohidrato (ramnosa y xilosa); 

caldo cianuro de potasio (KCN); caldo citrato de Kosher; caldo de urea ; caldo Dey-Engley; caldo (E. 

coli); caldo EC con mug; caldo glutamato con minerales modificado; caldo infusión, cerebro corazón 

(BHI); caldo lactosado; caldo lauril  triptosa; caldo lauril sulfato de sodio; caldo lisina descarboxilasa; 

caldo malonato; caldo mineral modificado con glutamato; caldo MR-VP; caldo mueller- kauffman 

tetrationato - novobiocina; caldo nutritivo; caldo peptona de caseína; caldo peptonado; caldo púrpura 

para carbohidratos; caldo Rappaport-vassiliadis; caldo rojo de fenol; caldo soya tripticaseína; caldo 

soya-tripticaseína con sulfato ferroso; caldo soya-tripticaseína-triptosa; caldo tetrationato ; caldo 

triptona (triptófano); caldo triptona y caldo triptona con cloruro de sodio; caldo universal de 

preenriquecimiento; caldo urea para diferenciar e identificar enterobacterias; caldo verde brillante 

lactosa bilis; caldos T1N0, T1N3, T1N6, T1N8, T1N10;  cámara de electroforesis;  cámara húmeda; 

campana de bioseguridad tipo 2; campana de extracción; campana de flujo laminar; campanas de 

fermentación Durham; celdas; celdas para espectrofotómetro; centrifuga; cepas de staphylococcus 

aureus; cepas de Staphylococcus epidermidis; cinta testigo para procesos  de esterilización por calor 

húmedo; citrato de Simmons ; citrato de solución salina estándar; citrato férrico; citrato férrico 

amónico; citrato sales biliares sacarosa (TCBS); cloruro de amonio; cloruro de sodio;  clorhidrato de 

lisozima; cloruro de benzalconio; cloruro de calcio anhidro; cloruro de magnesio hexahidratado; cloruro 

de sodio; cofias; colorante azul de bromotimol; colorante azul de toludina; colorante purpura de 

bromocresol; colorante verde brillante; columna cromatografíca de vidrio; columnas capilares; 

congelador; cono de hilo de algodón para hisopo de Spira; control biológico de esterilización; cristales 

de fosfato de creatina; cristales de monohidrato de creatina; cubrebocas; cromatógrafo de Gases con 

detectores selectivos; cronómetro;  cubrezapatos; cucharas para transferir muestras; cuchillos; Data 

loggers para autoclave; densímetro digítal; desconchadores; desoxicolato de sodio; destilador de 

ácidos; detergente neutro y alcalino para lavado de material de laboratorio; dexosicolato de sodio; 

dextrosa anhidra; diclorometano; gigerido enzimático de caseína; digestor de muestras por 

microondas; diluyente peptona-tween-sal (PTS); dinucleótidos trifosfato (dNTP's); discos de ONPG; 

discos de papel; dispensador de líquidos; DNA; DNAsA; E.coli  ATCC 25922 o ATCC 8739; E. faecalis 

ATCC 29212 o ATCC 19433; EDTA disódico dihidratado; electrodo; etanol; combinado de pH; 

electrodo de  pH plano para agares; electrodo de pH para líquidos; electrodos; embudo büchner de 

porcelana; embudo de separación; embudo de vidrio; emulsión de yema de huevo; enriquecimiento de 

telurito EY; enterobacter aerogenes ATCC 13048; enterotoxina; enzima taqman; equipo de filtración 

por membrana; equipo medidor de pH escalpelo de acero inoxidable; equipo para cuantificación de 

ácidos nucleicos.escalpelo de acero inoxidable; espátulas; espectrofotómetro UV-VIS; 
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estuche comercial high pure template preparation kit; etanol; éter de petróleo; éter etílico; extracto de 

levadura; filtros de membrana ; florisil; fosfato de potasio monobásico; fosfato de sodio dibásico 

anhidro; fosfato de sodio dibásico dodecahidratado; fosfato de sodio; fosfato de sodio disódico; fosfato 

disódico anhidro dihidratado; fosfato mono potásico; fosfato monobásico de  potasio; frasco de 

plástico; frasco de polipropileno; frasco de vidrio ámbar; frascos con tapa de rosca  esterilizable; 

frascos de dilución; frascos de dilución de vidrio de borosilicato con tapón esmerilado;  

 fuente de poder; gabinete de fulo laminar clase II; gabinete de bioseguridad; gasas; gasa simple; 

gelatina nutritiva; Gen r72h VPR72H-F 387 pb; Gen r72h VPR72H-R 320 pb; Gen tdh VPTDH-F 270 

pb; Gen tdh VP-TDH-R  270 pb; Gen trh VPTRH-F 486 pb; glicerina purificada; glucosa; gradillas 

isotérmicas; gradilla de plástico; gradillas de metal; guantes de latex; guante de malla de acero 

inoxidable; guantes de nitrilo; guantes termo-resistente; hexano; hidroclorido de lisozima; hidróxido de 

potasio; hidróxido de sodio; hidróxido de sodio lentejas; hipoclorito de sodio; hisopo de alambre para 

hisopos de moore; homogeneizador peristáltico; horno esterilizante; IAC 186R 

GGCCTACCGCTGCGCAAT; IAC 46F GCTTGAAGCTTGCGGACAGT; IAC sonda 

TCTCATGCGTCTCCCTGGTGAATGTG; incubadora; incubador microbiológico con  

cámara de acero inoxidable; incubadora bacteriológica; incubadora de microplacas; incubadora digital 

precisión; indicador de esterilidad para horno calor seco; Iniciadores  Bru; indicador rojo de metilo; 

Isopropanol absoluto; jeringa estéril desechable; Juego de alcoholímetros; Kit para extracción de ADN; 

kit ridascreen set total; klebsiella pneumoniae; lana de vidrio; lámpara de luz uv; l-arginina; leche 

descremada, desecada (reconstituida); lentes protectores; lector de microplaca ELISA;  

licuadora; L-lactosa monohidratada; L-triptofano; martillo; marcador de peso molecular; material de 

limpieza; material de vidrio;  maltosa para añadir a medios de cultivo; jabón; matraces Erlenmeyer; 

Matraces volumétricos; matraz de bola de vidrio de fondo plano; matraz Kitazato; 

matraz Erlenmeyer de vidrio borosilicato con labio; Matraz volumétrico; mechero bunsen; medio AKI; 

medidor portátil de pH; medio de caldo lactosado; medio de Brucella spp; medio MIO para identificar 

enterobacterias; medio para prueba de movilidad; medio Rappaport-Vassiliadis; medio t.b.x. medio de 

cultivo para la cuantificación de coliformes fecales; medio triptona-bilis-glucoronido (TBX); mensajería; 

microcentriguga; micropipeta; micropipetas calibradas y/o verificadas; micropipetas de volumen 

variable; micropipeta multicanal; microscopio; microtubos; minicentrifuga;mineral estéril; motor de 

licuadora para homogenizador peristáltico; N-Heptano; NIT1 (X2) + NIT2 (X2); novobiocina vial; 

ONPG; oligonucleótidos; oxalato de verde de malaquita; palitos aplicadores de madera; palillos de 

madera; papel absorbente; papel aluminio; papel bond; papel filtro Whatman; papel indicador de pH;  

papel parafilm; parrilla eléctrica; PCR nucleotide mix; peines para cámara de electroforesis; película 

adhesiva MicroAmp Optical Adhesive film; peptona de caseína; peptona babteriológica; peróxido de 

hidrógeno; picnometro; pinzas; pinzas de disección; pipeta; pipetor electrónico; placa de 96 pozos 

para PCR; placa de calentamiento; placas con 96 pozos de fondo plano con tapa; placas de 

microtitulación; plasma de conejo con EDTA; porta objetos para microscopio; potenciómetro; probeta; 

puntas  para micropipetas; púrpura de bromocresol; rack abridor para bolsa stomacher; refrigerador; 

reactivo de beta galactosidasa; reactivo de kovacs; reactivo de ONPG; reactivo de oxidasa; reactivo 

desoxicolato de sodio;  reactivo de Voges-Proskauer; reactivo API20E; reactivos para la coloración de 

GRAM; reactivos para la prueba de Voges-Proskauer; reactivos para la tinción de Gram; recipientes 

de plástico; refrigerador; regulador salina de fosfatos (PBS) para extracción de ADN; regulador de 

fosfatos solución concentrada; rejilla base, metálica, circular; reservorio de plástico; rotavapor; S. 

abortus equi ATCC 9842, 12325, 29934; sal de ácido desoxiribonucleico de timo de carnero; sal 

sódica; salmonella typhimurium ATCC 14028; separador de huevo; sistema de calentamiento; sistema 

de destilación o microdestilador; sistema fotodocumentador o sistema digital de imágenes; sistema 

vitek; solución amortiguadora pH; solución buffer; 
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solución de bromocresol púrpura; solución de conductividad HI7030; solución de hibridación; solución 

de KOH; solución de lisis; solución  lisozima; solución de metabisulfito de sodio; solución de NaCl; 

Solución de NaOH; solución de papaína; solución de sarkosil; solución de lavado; solución de llenado; 

solución de telurito de potasio; solución de verde brillante; solución de yodo-yoduro de potasio; 

solución electrolyte; solución indicadora de rojo de metilo; solución madre de proteinasa K; solución 

MgCl 2; solución neutralizante; solución para almacenaje de electrodos de pH; solución permanganato 

de potasio; solución reguladora de fosfatos; solución salina; solución SDS; sonda 1S711 FAM-

AAGCCAACACCCGGCCATTATGGT-TAMRA; staphylococcus aureus ATCC 29923; suspensión de 

bacillus stearathermophillus; subcontratación de pruebas para la determinación de enterotoxinas 

estafilococcicas y para la determinación de florecimiento algar nocivo; subcontratación de servicios 

con terceros; suero monovalente v. cholerae 0139; suero monovalente v. cholerae Inaba; suero 

monovalente v. cholerae Ogawa; suero polivalente Vibrio cholerae; suplemento antimicrobiano de 

novobiocina para selectividad del medios de cultivo; suplemento de novobiocina; suplemento selectivo 

modificado para brucella; tabletas PBS-Calbiochem; tamiz; TBGA; tamón de acetato de amonio; 

tampón de carga; tampón TAE; tamó de TBE; tampón tris acetat-EDTA; tapa de microplaca, TDA (X2) 

reactivo para API20E; telurito de potasio; termobaño con recirculación de agua para coliformes 

fecales; termobloque; termociclador; termómetro; termohigrómetro ambiental trazable a Nist; 

termómetro infrarojo; tween 80; telurio de potasio; tijeras; tiosulfato de sodio; tapas optical 8-Cap Strip 

MicroAmp  para microtubos MicroAmp fast reaction; tinas de plástico con tapa; tira indicadora de pH; 

tiras de 8 tapas óptical; tiras de 8 tubos; tiras API 20E Biomerieux; tiras de diagnóstico; tiras reactivas 

de pH; toallas limpiadoras; transiluminador; triptona; tris  base; TRIS (Hidroxiximetilaminometano); 

tritón X-100; tubo  para PCR; tubo de ensayo; tubo de hule látex para conexión de gas al mechero; 

tubos  FAST para ABI 7500 FAST para PCR tiempo real; tubos cónicos; tubos; tubos de cultivo; tubos 

de ensayo; tubos de fermentación;  tubos de cultivo; tubos de polipropileno; 

tubos de vidrio con tapas de rosca de baquelita; tubos para centrifuga de polipropileno; tubos para 

serología; ultracongelador; unidad filtradora tipo pirinola; UPS para equipos; utensilio para muestreo; 

varillas acodadas en ángulo recto y en forma de V; varillas de vidrio; vaso de licuadora; vaso de 

precipitados; verde malaquita; verneier o medidor de halos; viales con tapa para engargolar; viales; 

vibrio por PCR PRIMER TDH FWD y PCR PRIMER TDH REV; vórtex; yodo en cristales; yoduro de 

potasio; zapatos de seguridad. Agar SIM, Agar ASTEL, Agar azul de toluidina, Agar Baird-Parker, 

Agar BCYE, Agar Cetrimida, Agar Citrato de Simmon, Agar Columbia, Agar Cuenta estándar, Agar de 

Hierro Kligler (KIA), Agar Hierro-Lisina (LIA), Agar Dextrosa Sabouraud, Agar eosina azul de metileno 

de Levin  (EMB-L), Agar Entérico de Hektoen, Agar Eosina Azul de Metileno (AEMB), Agar Extracto de 

Malta, Agar Glucosa Rojo Violeta Billis, Agar GVPC, Agar Hígado de Ternera, Agar Indicador PM, 

Agar Letheen  modificado, Agar MacConkey, Agar modificado con Celobiosa, Polimixina B y Colistina 

(mCPC), Agar Movilidad, Agar Mueller-Hinton, Agar Neutralizante, Agar Nutritivo, Agar Oxford, Agar 

PALCAM, Agar Papa Dextrosa, Agar para antibióticos #1, Agar para antibióticos #10, Agar para 

antibióticos #11, Agar para antibióticos #19, Agar para antibióticos #2, Agar para antibióticos #32, 

Agar para antibióticos #35, Agar para antibióticos #36, Agar para antibióticos #4, Agar para 

antibióticos #40, Agar para antibióticos #5, Agar para antibióticos #8, Agar para antibióticos #9, Agar 

Sal Manitol, Agar Sangre de Cordero, Agar Soya Tripticaseína (T.S.A.), Agar sulfito de bismuto (ASB), 

Agar Swarm, Agar T1N1 (Agar Triptona y Sal), Agar TBX, Agar tiosulfato de sodio Citrato sales 

biliares sacarosa (TCBS), Agar Urea de Christensen, Agar Verde Brillante, Agar Vogel Jhonson, Agar 

Xilosa Lisina Desoxicolato, Agar-hierro-triple azúcar (TSI), Agua Peptonada, Agua Peptonada Alcalina 

(APA), Agua Peptonada Amortiguada, Buffer de Extracción, Caldo A1, Caldo Ácido, Caldo 

Carbohidratos (Ramnosa y Xilosa), Caldo Carne Cocida, Caldo Cerebro Corazón, 
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90. Realizar el análisis de las 

determinaciones establecidas en los 

objetivos específicos del presente 

convenio, acorde al binomio matriz-

analito, conforme a lo establecido 

en los lineamientos técnicos. 

21601; 25101; 25501; 

25901; 27201; 31801; 

33901; 32401; 53101; 

53201; 59101. 

MATERIAL DE LIMPIEZA; PRODUCTOS QUÍMICOS BÁSICOS; 

MATERIALES, ACCESORIOS Y SUMINISTROS DE LABORATORIO; 

OTROS PRODUCTOS QUÍMICOS; PRENDAS DE PROTECCIÓN 

PERSONAL; SERVICIO POSTAL; SUBCTONTRATACIÓN DE 

SERVICIOS CON TERCEROS; ARRENDAMIENTO DE EQUIPO E 

INSTRUMENTAL MÉDICO Y DE LABORATORIO; EQUIPO MÉDICO 

Y DE LABORATORIO; INSTRUMENTAL MÉDICO Y DE 

LABORATORIO; SOFTWARE. 

Caldo Citrato de Koser, Caldo CSTEL, Caldo Dextrosa Sabouraud, Caldo EC, Caldo Extracto de 

Malta, Caldo Fraser Completo, Caldo Fraser Medio, Caldo Glucosa Purpura de Bromocresol, Caldo 

glutamato con minerales modificado (MMGB), Caldo Lactosa Billis Verde Brillante, Caldo Lactosado, 

Caldo Lauril Triptosa, Caldo Lauril Triptosa con MUG, Caldo Letheen modificado, Caldo L-lisina 

descarboxilasa, Caldo MacConkey, Caldo Mossel de enriquecimiento para enterobacterias, Caldo MR-

VP, Caldo Muller Kauffmann Tetrationato, Caldo Neutralizante, Caldo Nitrato, Caldo para antibioticos 

#13, Caldo para antibioticos #3, Caldo para antibioticos #34, Caldo para antibioticos #39, Caldo para 

antibioticos #41, Caldo Rappaport-Vassiliadis, Caldo Rojo de Fenol, Agar Soya Tripticaseína (T.S.A.), 

Agar Soya Tripticasa (AST), Caldo Tioglicolato, Caldo Triptona y Caldos Triptona Sal 

T1N0,T1N1,T1N3 y T1N6,T1N8 y T1N10, Medio de enriquecimiento para Clostrodios, Reactivo Azul 

de Bromotimol, Reactivo de Kovacs, Reactivo de β-Galactosidasa, Reactivos para la prueba de 

Voges-Proskauer (VP), Reactivos para la reacción de Indol, Reactivos para la tinción de Gram, Sauton 

diluido, Solución amortiguadora 10% pH 6.0±0.05, Solución amortiguadora al 1% pH 6.0±0.05, 

Solución de peptona y extracto de carne con polisorbato 80, Solución Neutralizante Concentrada, 

Solución Neutralizante Diluida, Solución Peptonada con polisorbato, Solución Reguladora de Fosfatos, 

Solución Reguladora de Fosfatos pH 6, Solución salina amortiguadora de fosfatos (PBS), Solución 

salina fisiológica, Triton X; Agar eosina azul de metileno de Levin; agar MacConkey ; agar nutritivo; 

caldo A1; caldo citrato de Kosher; caldo (E. coli); caldo lactosado; caldo lauril  triptosa; caldo lauril  

triptosa con MUG; Caldo MR-VP; caldo triptona; caldo verde brillante lactosa bilis; citrato de Simmons; 

E.coli  ATCC 25922; enterobacter aerogenes ATCC 13048; klebsiella pneumoniae ATCC 13883; 

staphylococcus aureus ATCC 29923; alcohol o solución desinfectante; asas bacteriológicas; bolsas de 

polietileno  para homogeneizador peristáltico; botellas con tapa de rosca; caja petri; cinta testigo para 

procesos  de esterilización por calor húmedo; cucharas para transferir muestras; cuchillos; embudos 

de filtración rápida de PVC; espátulas; frascos con tapa de rosca; frascos de dilución de vidrio 

de borosilicato con tapón esmerilado; gradillas de metal; gradillas de plástico; mecheros bunsen; 

palitos aplicadores de madera; pinzas de disección; pipetas graduadas; placas de petri; probetas; 

tubos de cultivo; tubos de fermentación; vaso de licuadora; bioindicador Esterikon; caldo M-endo; 

diluyente de peptona; indicador rojo de metilo; reactivo de Kovacs; reactivo de Voges-Proskauer; 

reactivos para la coloración de GRAM; regulador de fosfatos solución concentrada; solución estándar 

certificada para conductividad; baño con circulación de agua; licuadora, agua destilada, autoclave, 

balanza analítica, caldo glutamato con minerales modificado (MMGB), fosfato de potasio monobásico, 

potenciómetro, solución Buffer, termómetros, homogeneizador peristáltico, Incubadora, lámpara UV, 

lentes protectores, matraz Erlenmeyer, medio Triptona-Bilis-Glucuronido (TBX), micropipetas, motor 

de licuadora para homogeneizador peristáltico, pantallas de malla de fibra de vidrio, papel indicador 

pH, peptona bacteriológica, placas de microtitulación de 96 pocillos.; Cinta canela/cinta testigo, frasco 

con tapa, termómetro, medidor de ph, incubadora,  agar eosina azul de metileno de Levin, agar 

nutritivo, agua peptonada asas bacteriológicas, balanza de precisión, balanza granataria, bolsas de 

polietileno  para homogeneizador peristáltico, botellas con tapa de rosca, caja petri estéril, Alcohol o 

solución desinfectante, baño de agua con recirculación y tapa, bioindicador esterikon, bulbos, pro 

pipetas, micropipetas. Caldo A1, Caldo EC, Caldo Lactosado, Caldo lauril  sulfato con MUG, Caldo 

Lauril Triptosa, Caldo Lauril Triptosa con MUG, Caldo M-Endo,  Caldo verde brillante lactosa bilis, 

Diluyente de Peptona, E.coli  ATCC 25922, Embudos de filtración de PVC, Enterobacter aerogenes 

ATCC 13048, Fosfato de potasio monobásico, Gradillas, Klebsiella pneumoniae ATCC 13883, 

Licuadora,  vasos Licuadoras, Marco de pesas, Matraz, Mecheros Bunsen, Medidor de pH, Pipetas 

bacteriológicas, Pipetas graduadas, Reactivo de Kovacs, Reactivos para la coloración de GRAM, 

Solución estándar, Staphylococcus aureus ATCC 25923, Staphylococcus aureus ATCC 29923, Tubos 

de cultivo con tapón de rosca, Tubos de fermentación, Tubos de fermentación invertidos (Durham), 

Tubos de  ensayo con tapa de rosca  o quita pon de acero inoxidable, baquelita o plástico inerte; 
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Desecante azul; detergente alconox; heptano sulfónico grado HPLC; hidróxido de amonio grado 

HPLC;  Kit Scotia Rapid Test-ASP; Metanol grado HPLC; ratones; solución buffer;  tetrabutilamonio 

fosfato grado HPLC; agitador de vidrio; ASP Lit; cepillos de cerdas duras; charola de acero inoxidable; 

columna evo; columna para HPLC ; columna para HPLC C8; cronómetro digital para laboratorio de 4 

canales; cuchilla para vaso de acero inoxidable waring; cuchillos desconchadores; desconchador 

acero inoxidable punta redonda; electrodo para medición de pH de 0-14; embudo de cristal de cuello 

corto; embudo de cristal de cuello largo; embudo de separación; escobillón con mango de alambre; 

espátulas; frasco de polipropileno con tapa de rosca; frasco de vidrio con tapa de rosca; guantes de 

asbesto; guantes de látex; guantes de nitrilo; guarda columna; jeringa; magnetos; matraz volumétrico; 

micropipeta; papel aluminio; papel filtro whatman; papel indicador de pH ; pipeta de pistón multicanal; 

pipeta volumétrica; probeta; puntas para micropipetas; puntas PD; tamiz; tela de gasa; termómetros; 

termómetro Lo-Tox azul; tubo de centrifuga; vaso de licuadora; vaso de precipitado de plástico; vaso 

de precipitado forma alta de vidrio; vial de vidrio; vidrio de reloj; estándar secundario de ácido 

domoico; ácido clorhídrico concentrado; agua tipo II; biotoxinas ácido okadaico; buffer pH =10, 2, 4, 7; 

cloruro de sodio; detergente alcalino; estándar dihidrocloruro de saxitoxina (PSP); estándar primario 

reactivo de ref NRC-CRM-DA; hidróxido de sodio; kit de ácido okadaico PP2A DSP; kit scotia rapid 

test-PSP; matriz CRM-ZERO-MUS; Reveal 2.0 for ASP; solución buffer; sterikon control de 

esterilizado; sterikon plus bioindicador; tiras p/pH 0 a 6; cámara de sedimentación utermol; análisis de 

biotoxinas marinas en áreas de cosecha de moluscos bivalvos; subcontratación de servicios con 

terceros; centrifuga para tubos; lector de microplacas (ELISA); placa de calentamiento; aceite de 

algodón (0.917 g/ml) o un solvente con densidad similar; acetona grado reactivo; agitador magnético; 

agua desionizada; agua desionizada o tipo i; balanza analítica; balanza digítal; balanza granataria 

digital ; baño de agua; baño de vapor; campana de extracción; careta; desionizador de agua; 

estándares de ácido okadaico; éter dietílico; éter dietílico (ede) o diclorometano (dcm*) grado reactivo;

frascos de vidrio para centrífuga; gabinete de seguridad biológica; homogeneizador; horno estufa; 

jaulas con bebederos para ratones; lentes de protección; licuadora; material proporcionado con el kit 

de 96 pozos; matraz de bola de vidrio de fondo plano de ; matraz kitazato; parafilm; pipetas multicanal 

50 – 250 μl,; pipeteador automático; placa de microtitulación y 12 tiras de 8 pocillos; potenciómetro; 

rotavapor; solución de metanol al 50%; solución estándar dihidrocloruro de saxitoxina (psp); 

tetrabutilamonio fosfato grado hplc; tiras reactivas; tubos estériles graduados; tween 60; uv (ch3-oh) ; 

varillas de vidrio; vial de buffer de dilución para fosfatasa; vial de fosfatasa (phosphatase); vial de 

solución de paro de la reacción; vial de solución stock de buffer; vial de substrato cromogénico; 

vórtex.; Acetato de sodio; cámara de utemol; cámara Segwick-Rsfter; charolas; cubre objetos; 

electrodo para potenciómetro; filtro cartucho para sistema de purificación de agua; filtros  para jeringa 

(acrodiscos); pipeta serológica; porta objetos; vaselina; acetato de lugol; cámara digital; microscopio 

compuesto; microscopio invertido.; Bisulfato de sodio; clorobenceno - d5 en metanol grado estándar; 

columnas capilares DB-VRX; estándar d8 tolueno - d8 en metanol; metanol grado cromatográfico; gas 

inerte; estándar  4-bromofluorobenceno; estándar 1,4 - difluorobenceno - d4; grado estándar tolueno - 

d8 en metanol; jeringa con válvula de dos vías; microjeringas; muestreador de purga y trampa; 

probeta graduada de vidrio; estándar para benceno; estándar para etilbenceno; estándar para a 

tolueno; estándar para xilenos; trampa de forma en u; trampa VOCARB 3000; trampa VOCARB 4000; 

trampas de concentrador; tubos de ensayo con tapón vaso de licuadora; viales diversos; balanza 

analítica; cartucho de extracción;columna cromatográfica de vidrio; evaporador de nitrógeno; filtros; 

membranas de celulosa; frasco ámbar; jeringas; septas para vial; sistema de filtrado con matraz 

kitasato; filtro de jeringa, no estéril; acetonitrilo; alcohol etílico grado reactivo; cloruro de sodio; 

diclorometano; éter de petróleo,  éter etílico; hexano; sulfato de sodio anhidro; alúmina para 

cromatografía en columna; columnas capilares DB-1; columnas capilares DB-5; embudo de vidrio; 

lana de vidrio; matraz kitazato; cetona reactivo analítico; potenciómetro; 
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ácido acético  grado analítico; ácido acético glacial; ácido ascórbico; ácido clorhídrico; ácido nítrico; 

acido perclórico; ácido sulfúrico; ácido trans 1,2 diaminociclohexano; agitador magnético; agua 

destilada; agua tipo 1; aire comprimido; alcohol isopropílico ; auxiliar de pipeteado; balanza analítica; 

baño maría con agitación; barras magnéticas ; borohidruro de sodio; botellas esterilizables; bureta; 

campana de extracción; celda de cuarzo para generador de hidruros; tubos lainers y accesorios; 

cloruro de amonio; cloruro de potasio ;  crisoles de platino ; cubetas plásticas para AA; desoxicolato de 

sodio; detergente liquido; electrodo de referencia; electrodos para refacción potenciómetros; embudos 

de filtración rápida de PVC; equipo ICP-OES; espátula; estándar de cadmio; estándar de cobre; 

estándar de conductividad; estándar de fierro; estándar de flúor ; estándar de manganeso; estándar 

de mercurio; estándar de ph; estándar de plomo; estándar para arsénico ; estándar de zinc; electrodo 

de flúor; fluoruro de sodio; gas para cromatografía; gas helio,  acetileno, óxido nitroso, argón y 

nitrógeno grado absorción atómica; guante de nitrilo; hidróxido de amonio; hidróxido de sodio; 

indicador papel pH; comparador colorimétrico; lámpara de cátodo; lámpara de cátodo hueco; lentes de 

seguridad; macropipeta monocanal; magnetos ; mangueras; matraces redondos de fondo plano; 

matraz  volumétrico; matraz aforado; matraz kjeldahl; membrana para el generador de hidruros; 

micropipeta automática; nitrato de magnesio ; nitrato de magnesio hexahidratado ; papel filtro de 

whatman N° 2 ; perilla de hule; perlas de ebullición; peróxido de hidrogeno ; piseta ; pipeta; pipetor 

automático; probeta; puntas de plástico para micropipeta; recipientes con tapa PVC; respirador de 

media cara; sistema de digestión por microondas por lotes; sistema de reflujo con refrigerante.; 

solución acondicionada TISAB con CDTA; subcontratación de servicios con terceros; sulfato de plata; 

termómetro; tubo de ensaye; tubo de grafito de partición; varilla de plástico; vaso de precipitados; 

yoduro de potasio. Agitador magnético; Autoclave; Automuestreador; Barras magnéticas; Bombas 

Parr; Centrífuga; Crisoles Vycor; Cromatógrafo de gases con detector de  espectrometría de masas; 

Digestor de muestras por microondas; Espectrómetro de Absorción Atómica; 

Frascos de plástico; Fuente de radiofrecuencia; Horno de calentamiento (estufa); Horno de 

microondas; Lámparas de cátodo hueco o de descarga; Lámparas de Plomo; Mufla ; Paladio  (como 

nitrato); Papel secante; Placa de calentamiento ; Sistema de datos; Sistema de Purga y Trampa; 

Solución de ácido clorhídrico; Solución de borohidruro de sodio; Solución de Cloruro de Potasio; 

Solución de fosfatos de amonio monobásico (de NH4HPO4); Solución de hidróxido de sodio; Solución 

de Nitrato de Magnesio; Solución de Nitrato de Magnesio hexahidratado; Solución de Yoduro de 

Potasio; Solución estándar de Flúor; Thermo scientific Orion Single; Vasos para digestión de teflón; 

ABEA; aceite mineral;  alcohol etilico;  asas bacteriológicas; autoclave; balanza analítica; balanza 

granataria; baño de agua;   barras magnéticas ; BHI; botellas de boca ancha de vidrio borosilicato y 

tapón de rosca de polipropileno;  botellas de dilución de vidrio de boro silicato o frascos de 

polipropileno;  cajas petri; caldo azida dextrosa;  charola para enterococos 97 pocillos Quanty-tray 

2000; charola quanty tray; charolas con 48 celdas; charolas con 51 celdas; charolas quanty tray/2000 

con 49 pozos grandes y 48 pozos pequeños;  cloruro de benzalconio; frasco transparente estéril 

desechable;  gradillas; horno esterilizante; incubadora; incubadora de aire;  kit de enterolert con 

charolas Quanti-Tray; lámpara de luz UV;  pipeta; pipetas serológicas; pipetor automático; propipeta; 

reactivo de enterococos prueba rápida; reactivo Enterolert; selladora de charolas de cuantificación; 

Suspensión de bacillus stearothermophilus; sustrato fluorogénico; termómetro; tubos; tubo de ensaye; 

tubos de ensayo; vasos no fluorescentes.; Agar neutralizante; agua destilada; asas; baño de agua; 

botella de dilución de vidrio de borosilicato con tapa de rosca; botellas con tapón ; cajas petrí; caldo 

EC-MUG; caldo glutamato con minerales modificado (MMGB); caldo lauril  triptosa; caldo 

neutralizante; charolas, 

gradillas de metal; hipoclorito de sodio; homogeneizador peristáltico; incubadora; matraces; matraz 

erlenmeyer; mecheros bunsen; medio triptona-bilis-glucuronido (TBX); micropipetas; motor 

homogeneizador peristaltico; peptona babteriológica; pipetas; recipiente rojo para punzocortantes; 

recipientes de polipropileno con tapa de rosca; solución buffer; solución para calibración de 

conductividad; tubos de ensaye;  tubos de vidrio;  frascos. 
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91. Ampliar la autorización de 

métodos de prueba, acorde a la 

capacidad instalada en cada LESP 

y conforme a lo establecido en los 

lineamientos técnicos. 

25101; 25501; 25901; 

27201; 32401; 53101; 

53201; 59101. 

PRODUCTOS QUÍMICOS BÁSICOS; MATERIALES, ACCESORIOS Y 

SUMINISTROS DE LABORATORIO; OTROS PRODUCTOS 

QUÍMICOS;   PRENDAS DE PROTECCIÓN PERSONAL; 

ARRENDAMIENTO DE EQUIPO E INSTRUMENTAL MÉDICO Y DE 

LABORATORIO; EQUIPO MÉDICO Y DE LABORATORIO; 

INSTRUMENTAL MÉDICO Y DE LABORATORIO; SOFTWARE. 

Productos químicos básicos; Iniciadores  Bru 1 (5´gCgCTCAggCTgCCgACgCAA3´); Iniciadores  Bru 3 

(5´CCAgCCATTgCggTCggTAC3´); Iniciadores  Bru 4 (5´ACCCCAgACAgCCCAA3´); BRU1S711F 

GCTTGAAGCTTGCGGACAGT; BRU1S711R GGCCTACCGCTGCGAAT; Brucella spp.; IAC 186R 

GGCCTACCGCTGCGCAAT; IAC 46F GCTTGAAGCTTGCGGACAGT;  IAC sonda 

TCTCATGCGTCTCCCTGGTGAATGTG; Medio de Brucella spp. BUAP; Sonda 1S711 FAM-

AAGCCAACACCCGGCCATTATGGT-TAMRA; Suplemento Selectivo modificado para Brucella; Agar 

inclinado arginina glucosa; Suplemento Selectivo modificado para Brucella; Agar soya tripticasa; Agar 

tiosulfato de sodio Citrato sales biliares sacarosa (TCBS); Caldo Agar soya tripticasa + 2% NaCl; 

Caldo de urea ; Caldo rojo de fenol; Citrato férrico amonico; Dexosicolato de sodio ; Extracto de 

levadura; Fosfato de sodio dibasico. JT. BAKER 100382801; Fosfato disódico anhidro dihidratado; 

Fosfato Monobásico de  Potasio (KH2PO4) ; Glucosa; Peptona de caseína; Purpura de bromocresol; 

Agar cromogénico para Vibrio ; Agar inclinado arginina glucosa; Agar medio movilidad; Agar sacarosa 

V. parahaemolyticus (VPSA); Agar soya tripticasa + 2% NaCl;  Agar soya tripticasa sulfato de 

magnesio -3% NaCl (TSAMS) ;  Agar tiosulfato de sodio; Agar urea de Christensen; Agarosa al 2%, 

TAE 1X o TBE 0.5X; Caldo de urea ; Caldo rojo de fenol; Caldo soya tripticasa + 2% NaCl; Caldo 

triptona y caldo triptona con cloruro de sodio (T1N0, T1N3, TiN6, T1N8,T1N10); Citrato sales biliares 

sacarosa (TCBS); Agar cromogénico para Vibrio ; Detergente  ALCONOX; Heptano Sulfonico grado 

HPLC; Hidróxido de amonio GRADO HPLC ;  Tetrabutilamonio fosfato GRADO HPLC; Agar indicador 

PM; Agar Soya Tripticasa (AST); Caldo soya tripticasa (CST) sin dextrosa; Penicilinasa (â- lactamasa); 

Solución amortiguadora de fosfatos, pH 6; Solución estéril de NaCI al 0,85% (m/v) (SS); Subcultivo de 

Geobacillus stearothermophilus ATCC10149 o Bacillus calidolactis ATCC 10149.; Aceite de algodón 

(0.917 g/mL) o un solvente con densidad similar; Ácido clorhídrico concentrado; Éter dietílico; 

Hidróxido de sodio, grado reactivo; Ratones cepa NIH; CH3CN, acetonitrilo > 99% de pureza; 

Disolución de conjugado; Disolución de cromógeno; Disolución de paro; Disolución fortificante; H2O, 

agua tipo 1; Kit de Disoluciones decolorantes; Kit ensayo inmunoenzimático; 

Sal de clorhidrato de clenbuterol ; Sobre de buffer de lavado; Agua tipo II; Éter dietílico (EDE) o 

diclorometano; Tween 60; Aceite de inmersión; Agar movilidad; Agar Oxford.; Agar PALCAM; Agar 

sangre de cordero; Agar Soya Tripticaseína extracto de levadura (ASTEL).; Caldo carbohidrato 

(ramnosa y xilosa); Caldo Fraser ; Caldo Soya Tripticaseína extracto de levadura (CSTEL); Solución 

de Peróxido de hidrógeno; Acetileno grado absorción atómica; Ácido acético glacial; Argón líquido de 

ultra alta pureza ; Disolución de ácido acético; Disoluciones estándar de referencia certificada de Pb y 

Cd; Nitrógeno de alta pureza grado absorción atómica; Colorante azul de bromotimol; Colorante azul 

de toludina; Kit RIDASCREEN SET TOTAL; Sal sodica ADN DE TIMO TERNER; Batas de cirujano; 

Bolsas y contenedores rígidos para depositar residuos o material RPBI; Celdas para 

espectrofotómetro; Cofia desechable; Discos de papel ; Espátulas; Gradillas isotérmicas ; Matraz  

Erlenmeyer  de vidrio  250 mL; Papel parafilm ; Pinzas de disección ; Pipetas serológicas  

desechables graduadas de 1 mL , 5 mL y 10 mL; Portaobjetos;  Puente de tinción; Puntas  para 

micropipetas con filtro anti aerosol de volúmenes  2 - 100µL , de  20-300µL,  de  0,5 - 10µL  y de  50 - 

1000µL para PCR; Tubo para PCR de 0.2 ml ;  Utensilios para muestreo; Zapatones ;  Batas 

desechables ; Cubrebocas; Cubrezapatos; Discos de papel ;  Gasas absorbentes; Guantes de nitrilo; 

Microtubos 0.6 mL; Papel aluminio; Película adhesiva MicroAmp Optical Adhesive film; Pinzas de 

disección ; Pipetas serológicas  1 mL ; Pipetas serológicas 10mL; Placa de 96 pozos para PCR; 

Puntas para PCR Con doble filtro;  Tira de 8 Tapas Optical 8-Cap Strip MicroAmp   para microtubos ; 

Tira de 8 tubos de 100 µL para PCRq; Toallas limpiadoras ; Tubo  para PCR de 0.2 mL; Tubos  FAST 

para ABI 7500 FAST para PCR Tiempo Real; Tubos de 1.5 mL con tapa; Tubos de polipropileno de 

1.5 mL;  Tubos o placas FAST para ABI 7500 FAST para PCR Tiempo Real; Guantes termo-

resistente; Lentes protectores ;  Matraces volumétricos clase A  (100, 200 o 250 mL); Matraz de 

destilación de preferencia de fondo plano.; 



 
102 

D
IA

R
IO

 O
FIC

IA
L 

Lunes 12 de diciem
bre de 2022 

Papel bond de 10 ×10 cm de 75 g/m2.; Probeta  80, 100, 250, 500 mL; Sistema de calentamiento 

(Placas o mantillas).; Sistema de destilación o microdestilador;  Tubo de ensayo; Viales de 50 mL para 

automuestreador; Zapatos de seguridad ; Bolsas de polietileno  para homogeneizador peristáltico ;  

Botellas con tapa de rosca ;  Cajas petri  15x100mm; Cajas petri  90 x 15mm;  Cajas petri  con relieve 

92mm x 16mm;  Frasco de 3 ml; Frascos de vidrio  con tapon de rosca  500mL; Frascos de vidrio 

500mL;  Probetas 1000ml y de 100 mL; Vasos de licuadora  ;  Asas bacteriológicas; Batas de cirujano; 

Cajas petri  15x100mm y de 90 x 15mm; Cámara de electroforesis; Celdas; Cuchillos; 

Desconchadores; Frascos de vidrio 500mL; Guantes de nitrilo; Matraces Erlenmeyer 250mL;   

Palillos de madera; Peines para cámara de electroforesis ; Pinzas; Pipetas serológicas de 10mL y  de 

2mL; Placas con 96 pozos de fondo plano con tapa; Probetas 1000ml, de  100ml y de 200 mL; 

Probetas 1000ml, 100 mL y 200 mL; Puntas para micropipeta de   2 - 100µL, de  0,1 - 10µL,  de  20 - 

300µL, de 50 - 1000µL, de 500 µL - 5,000µL; Recipientes de plástico; Tubo para PCR 0.2 mL; Tubos 

cónicos de 50mL; Tubos de 1.5mL Eppendorf o equivalente; Tubos de dilución; Tubos de ensayo con 

tapón de rosca de 13 x 100mm, de 16 x 150mm, de 20 x 200mm; Vasos de licuadora   

para homogeneizador peristáltico; Cajas de Petri desechable sin división de 60x15 mm; Probetas 

200ml; Agitador de vidrio; Frasco de vidrio con tapa de rosca; Jaulas con bebedores para ratón; 

Jeringas 1 mL; Magnetos ; Matraz volumétrico de 1000mL, 100 mL y de 2000 mL; Papel filtro 

Whatman; Papel indicador de pH ; Pipeta volumétricas de 10 mL, 15 mL, 20 mL, 25 mL y 30 mL; 

Pipetas de 1 mL, 5 mL y 10 mL; Puntas para micropipetas de 1 mL, 5 mL y 10mL; Tubo de  

Centrifuga 15 mL y 50 mL; Vasos de precipitado de 600  mL y  1L;  Vidrio de reloj; Agitador de vidrio;  

Agitador magnético; Matraz volumétrico de 100 mL;  Matraz volumétrico de 1000 mL; Papel indicador 

de pH 1 - 5; Pipeta graduada de 10 mL; Pipetas volumétricas de varios volúmenes clase “A”; Puntas 

para micropipetas de 100 µL  a  1000  µL;  Tubos de centrífuga  50 mL; Vasos de precipitados de 600 

mL y 1000 mL ; Viales de vidrio con tapa de 4.0 mL ; Vidrio de reloj;  Agitador de vidrio;  

Cepillos de cerdas duras; Columna  para HPLC ;  Columna EVO; 

Columna para HPLC C8; Cuchilla para vaso de acero inoxidable; Cuchillos desconchadores; Electrodo 

para medición de pH de 0-14 ; Embudo de cristal de cuello corto; Embudo de cristal de cuello largo; 

Escobillón con mango de alambre de 34 cm con cepillo de cerda de 18 cm con anchura de 5 cm de 

ancho; Escobillón con mango de alambre de 42 cm con cepillo de cerda de 19 cm de 5 cm de ancho; 

Frasco de polipropileno con tapa de rosca; Guantes de asbesto; Micropipeta de 300; Papel aluminio 

rollo con 15 metros; Pipeta de pistón multicanal, 8 canales, volumen de 30-300 µL; Pipeta 

volumétricas de 50 mL; Puntas para micropipetas de 30 a 300 uL, Bolsa con 200 piezas; Puntas PD 

2.5mL; Vaso de precipitado de plástico de  150 mL; Vial de vidrio cap 2ml; Asa y portaasa 

bacteriológicas.; Autoclave.; Balanza analítica; Balanza granataria; Cajas Petri de vidrio de 100 X 20 

mm con tapa ; Centrífuga; Discos de papel ; Equipo para tinción de Gram y esporas.; Frascos con 

tapón de rosca; Incubadora ; Matraces Erlenmeyer de 250 mL.; Micropipeta con capacidad para medir 

90 mL.; Microscopio óptico.; Nefelómetro de McFarland; Penicilina G (sustancia de referencia); Pinzas 

de disección con punta fina.; Porta objetos y puente de tinción; Tubos de cultivo con rosca de 13 X 

100 mm; Vernier o medidor de halos; Okadaico, Material proporcionado con el kit de 96 pozos;  Placa 

de microtitulación y 12 tiras de 8 pocillos; Probeta graduadas de 500 mL;  Puntas desechables para 

micropipetas de  de 10 – 100 μL , de 100 – 1000 μL; Tubos de centrífuga de 50 mL con tapón de 

rosca; Viales de vidrio con tapas de teflón; Embudo de separación; Gasa; Magnetos; Matraz de bola 

de vidrio de fondo plano de 100 mL , de 250mL, de 500 mL y de 1000 mL; Matraz Kitazato; Papel filtro 

Whatman; Probeta de50 mL, de  100 mL, de 250 mL, de 500 mL; Tamiz; Tubos estériles graduados; 

Cronómetro; Embudo de separación;  Jeringas de 1 mL, desechables, estériles y aguja 25G; Puntas 

para micropipetas de 1mL, de 5 mL, de 10 mL; Termómetro; Vasos de precipitado  100 mL, de 400 

mL;  Vidrio de reloj; Micropipeta unicanal de 20 a 200 μL, de 100 a 1000 μL, de 500 a 5000 μL, de 10 

a 1000 μL; Agitador mecánico; Gradillas para tubos de vidrio de 12 mm x 75 mm y 13 mm x 100 mm; 

Microtubos con tapón a presión volumen 1.5 mL; Gradillas para microtubos con tapón a presión de 
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1.5 mL; Guantes de nitrilo o equivalentes, libres de polvo; Pinza de disección de 15 cm, metálica con 

dientes.; Matraz volumétrico de 1000 mL.; Tubos de centrifuga cónicos de polipropileno de  15 mL  y 

50 mL graduados con tapa de rosca; Puntas para Micropipetas  50μL, 100μL, 200μL, 300μL, 1000μL,  

5000μL, 10000μL; Tubos ensayo de vidrio de 12 mm x 75mm y 13 mm x 100 mm; Reservorio de 

plástico con fondo en forma V con capacidad de 50 y 100  mL; Disolución de paro;  Homogeneizador 

para muestras de tejido; Micropipeta multicanal de 30 a 300 μL; Placa de 96 pozos. Estándar 1 = 0 

ppt, de 2 = 75 ppt, de 3 = 150 ppt, de  4 = 300 ppt, de 5 = 900 ppt,   de 6 = 2700 ppt; Placa de 96 

pozos; Pipetas de Eppendorf; Varilla de plástico; Papel filtro de Whatman N° 2 ; Papel filtro de 

Whatman N°40; Placa de calentamiento; Recipientes con tapa PVC; Tubos de grafito; Vasos para 

digestión de teflón; Celda de cuarzo para la absorción de hidruros; Cubetas plásticas para AA de 10 

ml; Lámpara de cátodo hueco de un solo elemento codificado. Arsénico (AS); Matraz Kjeldahl de 500 

ml, de 800 ml; Matraz Volumetrico de 500 ml clase A verificado; Pipeta volumétrica de 50 Ml clase A 

verificada ;  Pipetas volumétricas de 15mL, de 30mL; Potenciómetro para Fluoruros; Probeta de vidrio 

de 250 ml; Sistema de digestión por microondas por lotes; Tubo de grafito de partición recubierto 

piroliticamente; Tubos de ensayo graduados de propilen de 15 ml; Celda; Crisoles de platino de 40 mL 

y 50 mL; Crisoles Vycor de 40 mL y 50 mL; Embudos de filtración de diferentes capacidades; 

Embudos de filtración rápida de PVC.; Alúmina para cromatografía en columna; Columna 

cromatografíca de vidrio Longitud de 22mm DI = 300mm con llave de teflón y disco poroso; Columnas 

capilares DB-1 y  DB-5; Embudo büchner de porcelana 12 cm diámetro;  Embudo de vidrio;  Florisil; 

Lana de vidrio; Matraz de bola de vidrio de fondo plano de 500 mL; Matraz Kitazato 500mL  con 

boquilla esmerilada; Matraz volumétrico de 10mL, 50mL, 100 mL; Papel filtro Whatman para embudo 

büchner;  Probeta graduada de vidrio 10mL, 50mL, 250mL, 1000mL; Tubos de ensayo de 15mL con 

tapón esmerilado; Vaso de precipitados 50  mL, 100mL; Viales con tapas para engargolar; Asas de 

níquel de 3 mm o 10 μL; Cajas Petri de 15 mm x 90 mm y/o mayor a 140 mm de diámetro; Cajas Petri

de vidrio o desechables; Cubreobjetos;  Cucharas; Bisturies; Pinzas; Gradillas para tubos de ensaye; 

Lápiz graso o marcador; Lupa de bajo aumento; Matraces Erlenmeyer de 500 mL; Mecheros Bunsen; 

Pipetas de 1mL, 5 mL y 10mL con divisiones de 0.5mL y 0.1mL; Tubos de cultivo de 10mm x 75mm; 

Tubos de cultivo de  13mm x 100mm; Tubos de cultivo de 16mm x 150mm o frascos de 125 a 250mL;  

bolsas para homogeneizador peristáltico; Fuente de radiofrecuencia; Matraces redondos de fondo 

plano de 50 ml; Matraces volumétricos; Perlas de ebullición; Pipetas volumétricas Clase A; Sistema de 

reflujo con refrigerante; Tubos de ensayo graduados de propilen de 15 ml.;  Varilla de plástico; Asa de 

nicromo 1uL; Guantes de nitrilo; Papel absorbente; Puntas para micropipeta sin filtro de volumen 0.5 a 

5 mililitros, de 1 a 10 microlitros, de 100 a 1000 microlitros, de volumen 20 a 300 microlitros, de 50 a 

100 microlitros;  Reservorio de plástico Volumen mínimo de 100mL; Tapa de microplaca; Tubos para 

centrifuga de polipropileno  de 15mL y 50mL; Vasos de precipitado; Disoluciones estándar de 

referencia certificada de Pb y Cd; Enfriador por recirculación de agua; Micropipetas y/o pipetas 

calibradas o verificadas; Recipientes de plástico, polietileno, PVC o teflón; Tubos de polipropileno de 

10 mL y 50 mL; Ácido acético glacial; Ácido bórico; Agarosa;  Agua grado biología molecular;  Agua 

tipo 1; Bromuro de etidio; Cloruro de sodio (NaCl); EDTA disódico dihidratado; Estuche comercial 

"Fast Start Taq DNA polymerase;  Estuche comercial "High Pure Template Preparation kit";  Etanol 

absoluto;  Fosfato de sodio dibásico anhidro; Fosfato de sodio monobásico; Hidróxido de sodio NaOH; 

PCR nucleotide mix; Tampón Tris Acetat-EDTA (TAE) concentración 10X; TRIS-base; Agarosa grado 

biología molecular libre de nucleasa; Bromuro de etidio; Clorhidrato de lisozima; Enzima TaqMan; 

Estuche comercial "High Pure Template Preparation kit"; Etanol al 70%; Fosfato de sodio dibásico 

anhidro; Hipoclorito de Sodio; Isopropanol absoluto; Marcador de peso molecular de ADN VIII; 

Oligonucleótidos de 5 µM  y de 20µM ; Tampón de carga 6X; Tampón Tris Acetat-EDTA (TAE);  Ácido 

cromotrópico; Ácido fosfórico; Cloruro de sodio; Hidróxido de sodio; Reactivo de Kovacs; Agua grado 

biología molecular;  Agua Peptonada Alcalina (APA); Asas desechables de 3 mm de diámetro 
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o 10 mL; Bioquímicas miniaturizadas API 20 E; Buffer salino de fosfatos (PBS) Para extracción de 

ADN; Cadena de la polimerasa (PCR) "FastSatart Taq DNA Polymerase" (Roche Applied  Science"; 

Diluyente peptona-tween-sal (PTS); Dinucleótidos Trifosfato (dNTP's) 10mM cada uno  dATP, dCTP, 

dGTP, dTTP;  Gen r72h VPR72H-F 387 pb; Gen r72h VPR72H-R 320 pb; Gen tdh VPTDH-F 270 pb;  

Gen tdh VP-TDH-R  270 pb;  Gen trh VPTRH-F 486 pb; Hidroclorido de Lisozima (Roche Applied 

Science o equivalente); Isopropanol absoluto; Kit para extracción de ADN "High Pure Template 

Preparation Kit"; Marcador de peso molecular Peso molecular de 50pb a 100pb; Reactivo de ONPG; 

Reactivo de Oxidasa; Reactivo Desoxicolato de Sodio 0.5%; Regulador salina de fosfatos (PBS) para 

extracción de ADN; Solución de lisozima (10mg/mL en 10mM Tris - HCl, pH 8); Solución salina 

Amortiguadora de fosfatos, pH 7.4 (PBS); Solución salina reguladora de fosfatos;   Tampón de carga 

de EDTA 0.5M, pH 8; Tampón TAE 1 X; Tampón TAE 50 X; Tampón TBE 0.5 X; Tampón TBE 10 X; 

Bioquímicas miniaturizadas API 20 E; Dextrosa anhidra frasco con 450 g;  L-lactosa monohidratada 

frasco con 450 g; ONPG frasco con 100 g;  Ácido clorhídrico concentrado, HCl; Agua tipo I y II;  

Estándar Dihidrocloruro de Saxitoxina (PSP); Solución Buffer, de  pH 2.0, pH  2.4, pH 7; Solución 

estándar Dihidrocloruro de Saxitoxina (PSP);  Ácido clorhídrico (HCl) concentrado; Desecante azul; Kit 

SRT – PSP  Scotia; Tiras reactivas; Biotoxinas ácido okadaico; Buffer pH= 4, pH =10, TRAZABLE A 

(EMA); Detergente alcalino Supelco; Estandar primario, 

L
E

S
P

 

91. Ampliar la autorización de 

métodos de prueba, acorde a la 

capacidad instalada en cada LESP 

y conforme a lo establecido en los 

lineamientos técnicos. 

25101; 25501; 25901; 

27201; 32401; 53101; 

53201; 59101. 

PRODUCTOS QUÍMICOS BÁSICOS; MATERIALES, ACCESORIOS Y 

SUMINISTROS DE LABORATORIO; OTROS PRODUCTOS 

QUÍMICOS;   PRENDAS DE PROTECCIÓN PERSONAL; 

ARRENDAMIENTO DE EQUIPO E INSTRUMENTAL MÉDICO Y DE 

LABORATORIO; EQUIPO MÉDICO Y DE LABORATORIO; 

INSTRUMENTAL MÉDICO Y DE LABORATORIO; SOFTWARE. 

REACTIVO DE REF NRC CRM-dcgtx2&3, REACTIVO DE REF NRC-CRM-DA; Estándar Secundario 

De Ácido Domoico; Kit Reveal 2.0 for ASP (Amnesic Shellfish Poisoning); Matriz CRM-ZERO-MUS; 

Ácido Clorhídrico grado analítico HCl; Agua deionizada; Estándares de ácido okadaico;  Kit de ácido 

okadaico PP2A DSP; UV (CH3-OH); Vial de buffer de dilución para fosfatasa; Vial  (Phosphatase); Vial  

de paro de la reacción; Vial de solución stock de buffer; Vial sustrato cromogénico; Acetona grado 

reactivo; Jeringas estériles desechables de 3 mL con aguja del número 23 G; Varillas de cristal; Vasos 

de precipitados de 1000 mL; Agitador de vidrio; Frascos de vidrio para centrífuga de 250; Lentes de 

protección; Licuadora industrial y vasos; Pipetas graduadas de 1 mL, 5mL, 10mL; Pipeteador 

automático; L. innocua ATCC 33090; L. ivanovii ATCC 19119; Listeria monocytogenes ATCC 19115; 

R. equi ATCC 6939, NCTC 1621; S. aureus ATCC 49444, ATCC 25923, CIP 5710; Acetona (C3H68) 

99.8%; Acetonitrilo (CH3CN)  99.8%; Alcohol etílico grado reactivo;  Diclorometano (CH2Cl2) 99.8%; 

Éter de petróleo 40-60°C; Éter Etílico (C2H5)2O 99%; Hexano (C6H12) 95%; Embudo de separación 

10000mL; Sulfato de sodio anhidro (Na2SO4); Ácido nítrico 65% y Ultrapuro; Ácido perclórico; Ácido 

sulfúrico grado suprapuro;  Aire comprimido seco y limpio; Aire: oxígeno menor o igual al 20%; Argón 

de ultra pureza 99.99%; Borohidruro de sodio; Hidróxido de sodio NaOH; L-Ácido ascórbico (C6H8O6) 

PM. 176.12 g/mol; Paladio 1% (como nitrato); Peróxido de hidrógeno; Yoduro de potasio; Cloruro de 

Potasio; Estándar de referencia de plomo; Gases: acetileno, óxido nitroso, argón, acetileno y 

nitrógeno, grado absorción atómica;  Nitrato de Magnesio; Nitrato de Magnesio hexahidratado; 

Peróxido de Hidrogeno; Tubos de grafito; Estándar de referencia Arsénico; Hidróxido de sodio granalla 

reactivo RA; Fosfatos de amonio monobásico al 10% (de NH4HPO4); Nitrato de Magnesio 

hexahidratado; Peróxido de Hidrogeno;  Estándares de referencia para Cd, As, Pb, Sn, Cu, Fe, Zn y 

Hg; Agua destilada; Agua HPLC; Buffer de Extracción; Conjugado 1 (anticuerpo específico para la 

Enterotoxina estafilocócica ligado a biotina); 
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Fosfato disódico anhidro dihidratado; Fosfato monobásico de potasio (KH2PO4); Hipoclorito de Sodio; 

N-Heptano; Solución STOP: H2SO4; Sustrato Cromógeno: TMB; Tabletas PBS-Calbiochem. N° 

producto.524650; Arrendamiento de equipo e instrumental médico y de laboratorio; Agitador digital 

con calefacción; Autoclave de gabinete; Centrifuga con enfriamiento; Accesorios para homogenizador 

peristáltico; Baño de agua; Cámara de electroforesis; Campana de flujo laminar equipada con luz UV; 

Cabina de PCR equipados con luz UV;  Digestor de muestras por microondas; Espectrofotómetro UV-

VIS; Fuente de poder; Gabinete de bioseguridad;  Homogeneizador peristáltico; Microcentrífuga con 

protección contra aerosoles (para bajar volúmenes de reactivos); Micropipetas 0.1 – 2.5 µL, 0.5 – 10 

µL, 10 –100 µL, 100 – 1000 µL, 20 – 200 µL, 20-100 µL, 2-20– 2.5 µL; Microscopio; Potenciometro; 

Refrigerador;  Termobloque; Termociclador punto final;  Transiluminador, documentador de geles; 

Ultracongelador; Vernier o medidor de halos; Autoclave; Balanza analítica; Cabina de seguridad 

biológica (CBS);  Congelador; Equipo para cuantificación de ácidos nucleicos; Minicentrífuga; Motor 

de licuadora para homogenizador peristáltico; Potenciómetro; Termociclador en tiempo real; 

Ultracongelador; Vasos   para homogeneizador peristáltico; Densímetro digítal; Juego de 

alcoholímetros; Picnometro; Termómetro de inmersión parcial escala de 10 °C a 30 °C, con división no 

mayor a 0.1 °C.; Campana de bioseguridad tipo 2;  Campana de extracción;  Campana de flujo 

laminar;  Data loggers para autoclave; Digestor de muestras por microondas; Espectrofotómetro UV-

VIS; Microcentrifuga;  Micropipetas; Parrilla eléctrica; Sistema fotodocumentador o sistema digital de 

imágenes; Termociclador; Transiluminador, documentador de geles o equivalente; Balanza digítal;  

Centrifuga con enfriamiento; Placa de calentamiento con agitación; Baño de agua;  Centrífuga con 

control de tiempo y con capacidad para 2 000 g; Desionizador de agua; Homogeneizador; Horno 

estufa; Lector de ELISA (longitud de onda 405 nm); Rotaevaporador; Balanza Analítica con 

sensibilidad de 0.1 mg; Balanza granataria con sensibilidad de 0.1 g;  Balanza analítica con 

sensibilidad de 0.001 g.; Centrifuga (a prueba de explosión); Software “Ridasoftwin data reduction 

for inmunoassays R-Biopharm”; Termómetros C; Evaporador con corriente de N2; Congelador con 

temperatura de -30 a -10°C.; Lector de ELISA; Baño de agua a 45°C ± 2°C; Incubadoras a las 

diferentes temperaturas; Lámpara de luz blanca; Microscopio; Cromatógrafo de Gases con detectores 

selectivos; Rotavapor ; Horno de calentamiento (estufa); Mufla; Automuestreador; Bomba; Digestor de 

muestras por microondas; Espectrómetro de Absorción Atómica; Lámparas de cátodo hueco o de 

descarga sin electrodos para diversos metales; Automuestreador, aspiración o inyección manual; 

Detector óptico o por Espectrofotometría de masas.; Espectrofotómetro de absorción atómica con 

horno de grafito; Espectrofotómetro de absorción atómica por flama; Plasma Inductivamente 

Acoplado; Agitador de placas; Incubadora de microplacas; Lavador de microplacas;  Careta; Cámara 

de sedimentación Utermol de 10 mL; Charola de acero inoxidable; Desconchador; Kit Scotia Rapid 

Test-ASP; Metanol, grado HPLC; Tubo de centrífuga negros (o cafés) de 50 mL de capacidad; Viales 

de vidrio de color ámbar con tapa; Neleom. Kit De 5 Pruebas Remel; Acetato de lugol; Microscopio 

compuesto; Microscopio invertido; Vaselina, Vortex; AA con Flama, con Horno de grafito, 

conGenerador de hidruros o vapor frío, y/o FIAS; Sistema de corrección de fondo; Lámparas de 

cátodo hueco (LCH) y/o Lámparas multi-elemento y/o Lámpara de descarga sin electrodos (LDE); 

Celda de cuarzo;  Soporte de celda; Tubro de aireación; PUntas de plástico para micropipetas; 

Recipientes de polipropileno; Embudos de filtración; Nitrato de Magnesio hexahidratado; Estándares 

de referencia trazables a patrones nacionales o internacionales de el  metal a implementar; Ácido 

clorhídrico 4 N y 6 N; Ácido sulfúrico; Ácido ascórbico (C6H8O6); Dicromato de potasio; Borohidruro 

de sodio; Disolución de paladio (Pd) con niveles traza de metales (de alta pureza); Fosfato de amonio 

monobásico; Sulfato ácido de hidroxilamina; Cloruro estanoso;  Disolución estándar de manganeso de 

100 mg/L;  modificadores de matriz; Microscopio binocular estereoscópico; Equipo de filtración al 

vacío; Percolador de 2 L; Matraz de 1,5 L; Embudo Buchner; Isopropanol; Acido clorhídrico; Aceite de 

parafina, blanco y ligero; Solución detergente; Acido bórico H3BO3 al 2% grado reactivo; Rojo de 

metilo; 
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Azul de metileno Etanol; Oxido de magnesio grado reactivo; Antiespumante preparación de silicones o 

alcohol octílico; Matraces volumétricos de 100 mL; Pipetas volumétricas; Perillas de succión; Tubos de 

30 mL; Carmín N.F. 40 o de ácido carmínico; Ácido sulfúrico concentrado; Ácido clorhídrico 

concentrado; Ácido Bórico Anhidro;  Disolución patrón de boro de 100 mg/L; Cromatógrafo de Gases 

con detector de Flama (FID); Columna Capilar HP-INNOWax Plolyethylene Glycol 60m x 0.25 mm DI 

X 0. 25 micrometros de espesor; Baño de agua de temeratura constate de 20°C; Micropipetas 100-

1000 microlitros y 20-200 microlitros; Multidispensador;  Linner tipo Split, empacado con lana de vidrio; 

Matraz Volumétrico de 10 mL, 25 mL, 200 mL y 250 mL; Viales de 2 mL; Jeringa de 10 microlitros; 

Pipetas Pasteur; Acetladehído; Metnaol; Sec-butanol (2-butano); n-propanol (1-propanol); iso-butano 

(2-metil-1-propanol); iso-amílico (3-metil-1-butanol); n-amílico (q-pentanol); acetato de etilo; 

furfuraldehído; Alcohol etílico grado cromatográfico verificado; Hidrógeno (Mínimo 99.99% de pureza); 

Helio (mínimo 99.99% de pureza); Aire extraseco; Hexanol (estándar interno); Bicarbonato de sodio; 

Hidróxido de sodio. 

92. Mantener vigente la 

Autorización como Laboratorio de 

Prueba Tercero Autorizado. 

21101; 27201; 29401; 

29501; 31801; 32401; 

32601; 35201; 35301; 

35401; 35801; 56401; 

35301. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; PRENDAS DE PROTECCIÓN 

PERSONAL; REFACCIONES Y ACCESORIOS PARA EQUIPO DE 

CÓMPUTO Y TELECOMUNICACIONES; REFACCIONES Y 

ACCESORIOS MENORES DE EQUIPO E INSTRUMENTAL MÉDICO 

Y DE LABORATORIO; SERVICIO POSTAL; ARRENDAMIENTO DE 

EQUIPO E INSTRUMENTAL MÉDICO Y DE LABORATORIO; 

ARRENDAMIENTO DE MAQUINARIA Y EQUIPO; MANTENIMIENTO 

Y CONSERVACIÓN DE MOBILIARIO Y EQUIPO DE 

ADMINISTRACIÓN; MANTENIMIENTO Y CONSERVACIÓN DE 

BIENES INFORMÁTICOS;  INSTALACIÓN, REPARACIÓN Y 

MANTENIMIENTO DE EQUIPO E INSTRUMENTAL MÉDICO Y DE 

LABORATORIO; SERVICIOS DE LAVANDERÍA, LIMPIEZA E 

HIGIENE; SISTEMAS DE AIRE ACONDICIONADO, CALEFACCIÓN Y 

DE REFRIGERACIÓN INDUSTRIAL Y COMERCIAL; 

MANTENIMIENTO Y CONSERVACIÓN DE BIENES 

INFORMÁTICOS. 

Papelería (hojas, carpetas, sobres, engrapadoras, grapas);  Careta o lentes de protección; Lentes de 

protección; Guantes de látex; Guantes de nitrilo; Guantes de nitrilo o equivalentes, libres de polvo; 

Guantes de nitrilo o latex, libres de polvo y libres de RNasas; Guantes libres de polvos de vinilo 

desechables; Cubre bocas; Cubre zapatos; Cofias;  Discos (CD y DVD);  puertos USB; bocinas; ratón; 

teclados;  cámara; Micropipetas Automáticas Multicanal de 50Balanza granataria a 300µL; 

Micropipetas de Volumen Ajustable; Agitador de placas; Agitador de rotación; Agitador Eléctrico; 

Agitador magnético; Agitador orbital; Aire Acondicionado; Alcoholimetro; Anemómetro; Autoclave; 

Balanza analítica; Balanza de Precisión; Balanza digítal; Balanza granataria; Balanza industrial;  

Balanza semianalitica; Baño de agua; Barómetro digital;  Batas desechables;  Bomba de vacío; 

Bomba de vacío peristaltica; Bomba digital master flex; Bureta digital automática de 50 ml; Bureta 

digital automática de 25 ml;  Buretas 10mL; Buretas 25mL; Buretas 50 mL; Cabina de seguridad 

biológica (CBS); Cabina para el manejo de polvos; Balanza granataria; Balanzas analíticas ; Pipetas 

Automáticas ; Lector de ELISA; panel del  horno analogo Binder; Calibrador Digital (Vernier); Cámara 

de electroforesis; Cámara fría; Campana de Extracción; Campana de flujo; Cabina de PCR; Celdas; 

Centrífuga; Centrifuga refrigerada; Chaquetas  compatibles con tubos lainers;  Colorimétrico visual ;  

Colorimetro; Compresor; Concentrador de purga y trampa; Conductimetro; Congelador;  Contador de 

células con 8 teclas s/n; Contador de colonias; Contador de partículas; Cromatógrafo de Gases;  

Cromatógrafo de gases/masas;  Cromatógrafo de líquidos; Cromatógrafo de líquidos HPLC;  

Cromatografo de líquidos-masas/masas; Cromatógrafos de gases acoplados a masas; Cronómetro;  

Data loggers para autoclave;  Descontaminador UV;  Desecador de gabinete; Destilador;  Digestor con 

6 placas; Digestor de muestras por microondas; Digestor/Destilador tipo Kjeldahl; Disco de color para 

colorimetro apha platino cobalto; Dispensador Eppendorf Multipette M4 pipette; 
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Dispensador de muestreo; Dispensadores mecánicos;  Dosificador de líquidos; Electrodo específico 

de flúor; Enfriador; Enfriador con graficador;  Enfriador de Horno de Grafito;  Equipo de filtración por 

membrana; Equipo desionizador de agua;  Equipo para cuantificación de ácidos nucleicos  con fuente 

de poder; Espectofotometro de absorcion atomica (Horno de Grafito); Espectofotómetro UV-VIS; 

Espectrofotómetro;  Espectrofotómetro UV-VIS;  Espectrómetro de Absorción Atómica; Espectrómetro 

de masas; Espectrómetro de Masas con Plasma Inductivamente acoplado (ICP-MS); Espectrometro 

de uv - visible; Estereomicroscopio; Estereoscopio; Esterilizador de vapor autogenerado; Estufa de 

incubación;  Estufa de secado; Estufa incubadora; Estufa industrial; Evaporador de nitrogeno;  

Extractor; Filtros; Fluorometro; Fotodocuementador ;  Fuente de poder; Gabinete de bioseguridad 

clase II; Gabinete de flujo laminar clase II;  Gabinete de Fluorescencia; Gabinete de Seguridad 

biológica; Generador de Hidruros; Higrómetro termómetro; Homogeneizador para alimentos; 

Homogeneizador peristáltico; Homogenizador digital;  Horno de microondas; Horno de secado; Horno 

eléctrico;  Horno esterilizante; Incubadora; Incubadora bacteriológica; Incubadora de aire;  Incubadora 

P/BDO; Incubadora refrigerada; Inyector combipal; Lámpara de luz ultravioleta; Lámparas de Plomo; 

Lavador de microplacas ; Lector de absorbancia de microplaca; Lector de ELISA;  Lector de 

microplacas (ELISA);  Lector de microplacas Elisa (96 pozos); Licuadora;  Manómetro; Manómetro 

analógico;  Manómetro De Presión Negativa; Manovacuometro; Mantenimiento Preventivo Equipo; 

Marco de pesas; Marco de pesas 1g a 1kg; Marco de pesas 1mg a 5kg; Marco de pesas 2 mg a 100g; 

Calificación de equipo; Meteorómotro; Microcentrífuga;  Micropipeta; Micropipeta automatica; 

Micropipeta monocanal; Micropipeta multicanal ;  Microscopio; Microscopio compuesto;  Microscopio 

estereóscopio; Microscopio invertido; Minisplit; Motor antiexplosivo eberbach;  Motor de licuadora para 

homogenizador peristáltico;  Motor homogeneizador rotatorio;  Muestreador Purga y Trampa; 

Mufla; Mufla digital;  No break; Olla de Presión; Papeleria (Hojas, Carpetas, Sobres, Engrapadoras, 

Grapas); Parrilla de calentamiento con agitacíon magnética; pH metro microprocesador digital; Pipeta 

de pistón;  Pipetas volumétricas; Pipeteador autómatico; Placa de calentamiento; Potenciómetro; 

Puntas para micropipetas; Refrigerador; Rotavapor; Sellador de placas; Selladora de charolas de 

cuantificación; Sistema de bombeo para introducir muestras; Sistema de preparación de muestras; 

Sistema de purificación de agua; Sistema desionizador de agua; Sistema modular de enfriamiento; 

Tacómetro digital; Termobloque digital; Termociclador Veriti Punto Final; Termógrafos; 

Termohigrometro; Termómetros; Transiluminador, documentador de geles o equivalente; 

Turbidimetro; Ultracongelador; Unidad de filtración; Unidad KJEDHAL; Vacuómetro; Vacuómetro 

analógico; Vaso de licuadora; Vernier; Cámara de sedimentación Utermol de 10 mL; Cámara Utermol; 

Mantenimiento Periódico; Mantenimiento Preventivo Equipo; Mantenimiento correctivo equipo; 

Mantenimiento Preventivo Instrumentos; Mantenimiento correctivo instrumentos; Paqueteria; Pesas de 

Calibración; Recolección de desechos tóxicos; Termómetro de Referencia; Termómetro de Trabajo; 

Verificación a Material Volumétrico; Mensajería; Arrendamiento de equipo e instrumental de 

laboratorio; Mantenimiento de equipo de administración; Mantenimiento de bienes informáticos; Aire 

Acondicionado; mantenimiento de informáticos (computadoras, impresoras, reguladores, fuentes de 

potencia ininterrumpida); GEL; Acetonitrilo grado HPLC; Bioindicador, Sterikon control de esterilizado; 

Gel; Acetonitrilo grado HPLC; Agua tipo 1; Alcohol Etílico absoluto grado reactivo; Balanza analítica; 

Densímetro digítal; Etilenglicol; Jeringas de plásticode 2 Ml LUER; Jeringas de plásticode 2 Ml LUER; 

Matraces volumétricos de 100 Ml; Microdestilador;  Placas o 
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matillas de calentamiento; Regulador de ebullición; Sistema de Destilación; Vasos de precipitados; 
Acetonitrilo grado  HPLC; Agua tipo 1; Alcohol Etílico absoluto grado reactivo; Densímetro digítal; 

Etilenglicol; Jeringas de plásticode 2 Ml LUER; Matraces volumétricos de 100 mL;; Placas o matillas 
de calentamiento; Regulador de ebullició;; Sistema de destilación o microdestilador; Juego de 

alcoholímetros; Picnómetro de diferentes capacidades.; Probeta; Sistema de destilación o 
microdestilador; Vasos de precipitados; Agua destilada; Azolecitina; Biosulfito de Sodio; Dextrosa; 

E.coli  ATCC 11229; Extracto de levadura; Lecitina de Soya; Matraces volumétricos clase A   250 mL 
con tapon; Polisorbato; Purpura de bromocresol; Solución amortiguadora de fosfatos; Staphylococcus 
aureus ATCC 6538, 25923; Tioglicolato de Sodio; Triptona; Tubos de cultivo  16x125mm; 1-propanol 
grado estándar, pureza igual o mayor 99.9%; Acetonitrilo grado HPLC / CLAR; Balanza analítica con 

una precisión de 0.0001 g.; Campana de extracción; Columna cromatografíca con relleno G43, 60 m x 
0.250mm, 1.40 µm; Filtros para jeringa de PVDF de 0.22 µm; Matraces volumétricos de  100 mL; 
Matraces volumétricos de 10 mL; Metanol HPLC / CLAR, Micropipetas de volumen variable de 
diversas capacidades; Puntas para pipeta de pistón de volúmenes diversos; Refrigerador, con 

intervalo de temperaturas 2 a 8 °C;  Torreta; Tubos para centrifuga de 50 mL; Vasos de precipitados; 
1-propanol HPLC / CLAR, pureza igual o mayor 99.5%; Automuestrador (ALS); Bulbos para pipeta 
Pasteur; Centrifuga con enfriamiento; Cromatógrafo de gases con detector de ionización de flama; 

Densímetro digítal; Jeringas de plástico con pivote luer-look; Matraces volumétricos de  25 mL; 
Matraces volumétricos de 50  mL; Metanol grado estándar pureza igual o mayor 99.9%; Pipetas 

Pasteur; Viales para cromatografía de gases de 2mL con tapa y septa; No break UPS. 
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93. Cumplir con las actividades 
relacionadas con el fortalecimiento 
técnico, competencia técnica, el 
envío de informes de atención de 
muestras como Laboratorio de 
Prueba de Tercero Autorizado y el 
aprovechamiento de recursos, 
acorde a lo establecido en los 
lineamientos técnicos. 

21101; 21401; 23301; 
31801; 37101; 37104; 
37201, 37204; 37501; 
37504; 52101; 33901; 

31603. 

MATERIALES Y ÚTILES DE OFICINA; MATERIALES Y ÚTILES 
CONSUMIBLES PARA EL PROCESAMIENTO EN EQUIPOS Y 

BIENES INFORMÁTICOS; PRODUCTOS DE PAPEL, CARTÓN E 
IMPRESOS ADQUIRIDOS COMO MATERIA PRIMA; SERVICIO 

POSTAL; PASAJES AÉREOS NACIONALES PARA LABORES EN 
CAMPO Y DE SUPERVISIÓN; PASAJES AÉREOS NACIONALES 

PARA SERVIDORES PÚBLICOS DE MANDO EN EL DESEMPEÑO 
DE COMISIONES Y FUNCIONES OFICIALES; PASAJES 

TERRESTRES NACIONALES PARA LABORES EN CAMPO Y DE 
SUPERVISIÓN; PASAJES TERRESTRES NACIONALES PARA 
SERVIDORES PÚBLICOS DE MANDO EN EL DESEMPEÑO DE 

COMISIONES Y FUNCIONES OFICIALES; VIÁTICOS NACIONALES 
PARA LABORES EN CAMPO Y DE SUPERVISIÓN; VIÁTICOS 

NACIONALES PARA SERVIDORES PÚBLICOS EN EL DESEMPEÑO 
DE FUNCIONES OFICIALES; EQUIPOS Y APARATOS 

AUDIOVISUALES; SERVICIOS DE INTERNET; 
SUBCONTRATACIÓN DE SERVICIOS CON TERCEROS. 

Papelería (Hojas, Carpetas, Sobres, Engrapadoras, Grapas); Guillotina; engargoladora; Perforadora 
de hojas; Artículos de papelaría (Regla; Tijeras);  Insumos utilizados en el procesamiento, grabación 
como son discos duros, dispositivos USB, disco compacto (CD y DVD) e impresión de productos de 

datos, así como los materiales para la limpieza y protección de los equipos, tales como: medios 
ópticos y magnéticos, apuntadores, protectores de vídeo, fundas, solventes y otros; Papel, cartón e 

impresos adquiridos como materia prima; Paquetería; Servicio Postal; Pasajes aéreos nacionales para 
labores en campo y supervisión; Pasajes aéreos nacionales para servidores públicos de mando; 

Pasajes terrestres nacionales para labores en campo y supervisión; Pasajes terrestres nacionales 
parea servidores públicos de mando en el desempeño de comisiones y funciones oficiales; viáticos 
nacionales para labores en campo y supervisión; viáticos nacionales para servidores públicos en el 
desempeño de funciones oficiales; Altavoces (bocinas); aparatos audiovisuales (proyector); cámara 

web; Subcontratación de servicios con terceros; Ensayo de aptitud; Ensayo de aptitud Neleom; 
conexión de banda ancha de alta velocidad (internet). 

 

PARTIDAS EN LAS QUE DEBE OBSERVARSE LA LEY FEDERAL DE AUSTERIDAD REPUBLICANA: 21101; 21201; 21401; 21501; 26102; 26104; 31602; 31603; 31801; 31904; 
32201; 32301; 32302; 32401; 32505; 32601; 32701; 33604; 35201; 37101; 37104; 37201; 37204; 37206; 37501; 37504; 38301; 51501; 52901; 59101; 26101; 37503. 

LOS SERVIDORES PÚBLICOS QUE INTERVIENEN EN LA ELABORACIÓN, SUSCRIPCIÓN Y RECEPCIÓN DE LOS RECURSOS OTORGADOS A TRAVÉS  DEL PRESENTE 
CONVENIO DE COLABORACIÓN ENTRE LA COFEPRIS Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE CHIHUAHUA, DEBERÁN DAR CUMPLIMIENTO A LO 
ESTABLECIDO EN LA LEY FEDERAL DE AUSTERIDAD REPUBLICANA, SUS LINEAMIENTOS Y NORMAS ESPECÍFICAS DICTADAS SOBRE LA MATERIA POR LAS 
AUTORIDADES RESPONSABLES. 

ANEXO 5 DEL CONVENIO ESPECÍFICO EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS, PARA FORTALECER LA 
EJECUCIÓN Y DESARROLLO DEL PROGRAMA Y PROYECTOS DE PROTECCIÓN CONTRA RIESGOS SANITARIOS, ASÍ COMO LA RED NACIONAL DE LABORATORIOS, QUE 
CELEBRAN POR UNA PARTE EL EJECUTIVO FEDERAL, POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE SALUD, A TRAVÉS DE LA COMISIÓN FEDERAL PARA LA PROTECCIÓN 
CONTRA RIESGOS SANITARIOS, Y POR LA OTRA, EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE CHIHUAHUA, EL QUINCE DE JUNIO DEL AÑO DOS MIL VEINTIDOS. 

Por la Secretaría: el Comisionado Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, Dr. Alejandro Ernesto Svarch Pérez.- Rúbrica.- La Secretaria General 
de la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, C. Anahi Guadalupe Orozco.- Rúbrica.- Por la Entidad: el Secretario de Hacienda, Lic. José de 
Jesús Granillo Vázquez.- Rúbrica.- El Secretario de Salud y Director General de Servicios de Salud de Chihuahua, Dr. Felipe Fernando Sandoval Magallanes.- 
Rúbrica.- La Comisionada Estatal para la Protección contra Riesgos Sanitarios del Estado de Chihuahua, Dra. Rosa María Gutiérrez Pimienta.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DEL TRABAJO Y PREVISION SOCIAL 
ACUERDO por el cual se establecen criterios de inspección en materia de subcontratación relacionados con 
servicios turísticos y de hospedaje. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría del Trabajo y 
Previsión Social. 

LUISA MARÍA ALCALDE LUJÁN, Secretaria del Trabajo y Previsión Social, con fundamento en lo 
dispuesto por los artículos 123, Apartado A, fracciones I a XV, XXVII y XXXI de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 14, 16, 26 y 40 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 13, 14, 
15, 132, 523 y 527, de la Ley Federal del Trabajo; 1, 2, 4, 5 y 18 del Reglamento Interior de la Secretaría del 
Trabajo y Previsión Social; y 

CONSIDERANDO 
Que, con fecha 23 de abril de 2021 fue publicado en el Diario Oficial de la Federación, el Decreto por el 

que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo; de la Ley del 
Seguro Social; de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores; del  
Código Fiscal de la Federación; de la Ley del Impuesto sobre la Renta; de la Ley del Impuesto al Valor 
Agregado; de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B) del 
Artículo 123 Constitucional; de la Ley Reglamentaria de la Fracción XIII Bis del Apartado B, del Artículo 123 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Subcontratación Laboral. 

Que, con fecha 24 de mayo de 2021 la Secretaría del Trabajo y Previsión Social publicó en el Diario Oficial 
de la Federación el Acuerdo por el que se dan a conocer las disposiciones de carácter general para el registro 
de personas físicas o morales que presten servicios especializados o ejecuten obras especializadas a que se 
refiere el artículo 15 de la Ley Federal del Trabajo. 

Que, la reforma en materia de subcontratación tiene como finalidad combatir mecanismos de simulación 
en la relación laboral, ya que dichos mecanismos provocan una afectación directa a los derechos laborales de 
los trabajadores, afectan su acceso a financiamientos, su capacidad de pago, su acceso a la vivienda, su 
capacidad de ahorro financiero a largo plazo, además de generar un menoscabo considerable en la 
recaudación por parte del Estado respecto las obligaciones de seguridad social y fiscales de  
los empleadores. 

Que, la reforma establece la prohibición de la subcontratación de personal y únicamente permite la 
contratación de servicios especializados que no formen parte del objeto social de la empresa contratante. 

Que, conforme al citado ACUERDO por el que se dan a conocer las disposiciones de carácter general 
para el registro de personas físicas o morales que presten servicios especializados o ejecuten obras 
especializadas a que se refiere el artículo 15 de la Ley Federal del Trabajo, las empresas para acreditar el 
carácter especializado deben de proporcionar información y documentación relacionada con la capacitación, 
certificaciones, permisos o licencias equipamiento, tecnología, activos, maquinaria, nivel de riesgo, rango 
salarial promedio, experiencia, entre otros elementos que sean indispensables para llevar a cabo su actividad. 

Que, la Secretaría del Trabajo y Previsión Social tiene a su cargo el Registro de Prestadoras de Servicios 
Especializados u Obras Especializadas (REPSE) y está facultada para emitir el aviso de registro a las 
contratistas que cumplan con los requisitos establecidos y en su caso acredite el servicio u obra especializada 

Que, a fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en las referidas disposiciones normativas en la aplicación de 
éstas por parte de los inspectores del trabajo, he tenido a bien expedir el siguiente: 

ACUERDO POR EL CUAL SE ESTABLECEN CRITERIOS DE INSPECCIÓN EN MATERIA DE 
SUBCONTRATACIÓN RELACIONADOS CON SERVICIOS TURÍSTICOS Y DE HOSPEDAJE 

1. Para efectos de las inspecciones en materia de subcontratación, las actividades realizadas dentro de 
los Centros de Trabajo vinculados a las personas físicas o morales dedicadas a la actividad  
de SERVICIOS DE ALOJAMIENTO TEMPORAL (industria hotelera), tales como: limpieza de 
habitaciones (camaristas), registro de huéspedes, atención al huésped, cocineros, cantineros, 
capitán de meseros, meseros, encargados de lavandería, encargados de ropería, lava losas, limpieza 
y cuidados de la cocina, reservaciones y cargos de habitación, forman parte de su actividad 
económica preponderante. 

2. Las actividades enlistadas en el punto anterior no se consideran especializadas, por consecuencia, 
resulta inviable que las empresas o personas físicas dedicadas a prestar SERVICIOS DE 
ALOJAMIENTO TEMPORAL (industria hotelera) contraten dichos servicios con un carácter de 
especializado, ya que dichas actividades se encuentran intrínsecamente vinculadas a su objeto social 
y actividad económica preponderante. 

TRANSITORIOS 
PRIMERO.- El presente instrumento entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 
SEGUNDO.- La Unidad de Trabajo Digno a través de la Dirección General Inspección Federal del Trabajo 

y las Oficinas de Representación Federal del Trabajo, deberá instrumentar las visitas de inspección 
o de constatación con objeto de vigilar el cumplimiento de la legislación laboral en términos de los presentes 
criterios. 

Dado en la Ciudad de México, a veintitrés de noviembre de dos mil veintidós.- La Secretaria del Trabajo y 
Previsión Social, Luisa María Alcalde Luján.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE DESARROLLO AGRARIO, 
TERRITORIAL Y URBANO 

DECLARATORIA de causa de utilidad pública relativa a 2,299,274.452 m2 (dos millones doscientos noventa y 
nueve mil doscientos setenta y cuatro punto cuatrocientos cincuenta y dos metros cuadrados), correspondientes a 
139 (ciento treinta y nueve) inmuebles de propiedad privada en los municipios de Tulum, Felipe Carrillo Puerto, 
Othón P. Blanco y Bacalar, en el Estado de Quintana Roo, que serán destinados para la construcción de obras de 
infraestructura pública relacionadas con el Proyecto Tren Maya (Segunda publicación). 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- DESARROLLO 
TERRITORIAL.- Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. 

ROMÁN GUILLERMO MEYER FALCÓN, Secretario de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, con 
fundamento en lo dispuesto por el artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
ejercicio de la facultad que me confieren los artículos 1o., 2o. fracción I, 26 y 41, fracción XXIV de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal; 1o., fracción III Bis, 2o. y 3o. de la Ley de Expropiación; así 
como 1, 3, 5 y 6, fracción III del Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y 
Urbano, y 

CONSIDERANDO 

Que el artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que 
“La propiedad de las tierras y aguas comprendidas dentro de los límites del territorio nacional, corresponde 
originariamente a la Nación, la cual ha tenido y tiene el derecho de transmitir el dominio de ellas a los 
particulares, constituyendo la propiedad privada” y que “las expropiaciones sólo podrán hacerse por causa de 
utilidad pública y mediante indemnización”; en tanto que el artículo 28 constitucional, en su párrafo cuarto, 
señala expresamente que “…los ferrocarriles son áreas prioritarias para el desarrollo nacional en los términos 
del artículo 25 de esta Constitución; el Estado al ejercer en ellas su rectoría, protegerá la seguridad y la 
soberanía de la Nación”; 

Que la Ley de Expropiación es de interés público, y establece como causa de utilidad pública la 
“construcción de obras de infraestructura pública y la prestación de servicios públicos que requieran de bienes 
inmuebles y sus mejoras, derivada de concesión, de contrato o de cualquier acto jurídico celebrado en 
términos de las disposiciones legales aplicables” (artículo 1o, fracción III Bis); 

Que el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, publicado el 12 de julio de 2019 en el Diario Oficial de la 
Federación (DOF), establece los programas y proyectos que constituyen las prioridades de atención 
estratégica a problemas públicos identificados, y expone como una de las tareas centrales impulsar la 
reactivación de la economía para que vuelva a crecer a tasas aceptables, y se fortalezca el mercado interno y 
el empleo a través de programas sectoriales, proyectos regionales y obras de infraestructura; 

Que en el capítulo Proyectos regionales de dicho plan, se dispone expresamente: 

El Tren Maya es el más importante proyecto de infraestructura, desarrollo socioeconómico y 
turismo del presente sexenio. Tendrá un recorrido de mil 525 kilómetros, pasará por los 
estados de Chiapas, Tabasco, Campeche, Yucatán y Quintana Roo e interconectará las 
principales ciudades y sitios turísticos de la Península de Yucatán… 

El Tren Maya es un proyecto orientado a incrementar la derrama económica del turismo en 
la Península de Yucatán, crear empleos, impulsar el desarrollo sostenible, proteger el medio 
ambiente de la zona desalentando actividades como la tala ilegal y el tráfico de especies y 
propiciar el ordenamiento territorial de la región. Se procurará integrar a la obra y a sus 
beneficios a los pobladores; se gestionarán los derechos de vía que aún no se tengan 
mediante acuerdos con los propietarios de los terrenos respectivos; se buscarán acuerdos 
benéficos en los casos en los que las vías de propiedad federal se encuentren invadidas y 
se pedirá la aprobación de las comunidades y pueblos originarios mediante consultas. 

Que el Tren Maya funcionará como corredor humanitario por medio del cual se entregarán apoyos 
alimentarios, médicos, entre otros, para las comunidades indígenas y pueblos marginados del sureste 
mexicano. Tendrá un flujo constante, y solo por su conducto, se podrá llegar a dichos poblados de manera 
pronta y eficaz; igualmente, por su ubicación geográfica, es fundamental para salvaguardar las costas y la 
zona fronteriza con Centroamérica; 
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Que Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., es una empresa de participación estatal mayoritaria sectorizada en 
la Secretaría de Turismo, como se desprende de la Relación de Entidades Paraestatales de la Administración 
Pública Federal, publicada en el DOF el 15 de agosto de 2019, creada mediante escritura pública número 
98,727 (noventa y ocho mil setecientos veintisiete) de fecha 5 de diciembre de 2018, la cual tiene  
por objeto social: 

 Tramitar todo tipo de asignaciones y permisos, y ejecutar la construcción, operación y 
explotación, conservación y mantenimiento de vías férreas en el sureste de la república 
mexicana. 

 Tramitar todo tipo de asignaciones y permisos y prestar el servicio público de transporte 
ferroviario de carga o de pasajeros, por sí mismo mediante asignación o de manera 
conjunta con concesionarios. 

 Tramitar todo tipo de asignaciones y permisos para prestar servicios auxiliares ferroviarios, 
todo tipo de asignaciones y permisos para prestar servicios auxiliares ferroviarios, 
y servicios relacionados con la infraestructura ferroviaria. 

 Celebrar todo tipo de actos jurídicos por los cuales otorgue o reciba el uso y 
aprovechamiento de bienes muebles e inmuebles, así como el adquirirlos o enajenarlos, 
instalaciones turísticas o inmobiliarias de cualquier naturaleza, en cualquier destino turístico, 
polos de desarrollo turístico, Centros Integralmente Planeados, y en Centros Turísticos 
Sustentables del Fondo Nacional del Fomento al Turismo (FONATUR), en el sureste de la 
República Mexicana. 

Que el 21 de abril de 2020, se publicó en el DOF la asignación que otorga el gobierno federal, por 
conducto de la entonces Secretaría de Comunicaciones y Transportes, en favor de la empresa de 
participación estatal mayoritaria Fonatur Tren Maya S.A. de C.V., para construir, operar y explotar la vía 
general de comunicación ferroviaria denominada Tren Maya, la prestación del servicio público de transporte 
ferroviario de carga y de pasajeros, la cual incluye los permisos para prestar los servicios auxiliares 
requeridos; 

Que los programas sectoriales de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano 2020-2024 y de Turismo 
2020-2024, publicados en el DOF el 26 de junio de 2020 y 3 de julio de 2020 respectivamente, establecen que 
la construcción del Tren Maya es el compromiso más relevante de infraestructura para impulsar el desarrollo 
socioeconómico y turístico de la historia del sureste del país y fortalecer la integración de cadenas 
productivas en la península de Yucatán, así como para elevar la calidad de los servicios turísticos y fomentar 
la capacitación y profesionalización del capital humano que forma parte de esta industria; 

Que el 20 de noviembre de 2020, se publicó en el DOF el Programa Institucional 2020-2024 del 
FONATUR, el cual tiene como uno de sus objetivos prioritarios en su numeral 7.1: “…Desarrollar el Proyecto 
Regional Tren Maya en los estados de Chiapas, Tabasco, Campeche, Yucatán y Quintana Roo”; 

Que el FONATUR, Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., la Secretaría de la Defensa Nacional y la Secretaría 
de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, por instrucciones del Ejecutivo Federal, llevan a cabo acciones 
conjuntas para cumplir con el desarrollo del Proyecto Tren Maya 

Que Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., mediante oficio número FTM/AZH/1395/2022 del 14 de septiembre 
de 2022, solicitó a esta Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, que en el ámbito de sus 
funciones, competencias y en términos de las disposiciones aplicables vigentes, lleve a cabo las acciones que 
resulten necesarias para la adquisición de aquellos inmuebles que se requieren para el Tramo 6 del Proyecto 
Tren Maya, que corre de Tulum a Chetumal, en el estado de Quintana Roo, señalados en el Dictamen Técnico 
emitido por Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. 

Que, esta Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, a través de la Unidad de Asuntos 
Jurídicos, derivado de la información proporcionada por Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., integró el 
expediente de expropiación número SEDATU.1S.13.I110.UAJ.007.2022, en el cual consta la solicitud y el 
Dictamen Técnico emitido por esa entidad, en el que se señalan los inmuebles materia de la presente 
Declaratoria, y que son necesarios, para llevar a cabo la construcción de obras de infraestructura pública para 
el desarrollo del Tramo 6 del Proyecto Tren Maya, que se realizarán en beneficio colectivo. 
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Que, de las constancias que obran en el expediente de expropiación número 
SEDATU.1S.13.I110.UAJ.007.2022, se advierte que los bienes inmuebles tienen naturaleza jurídica de 
propiedad privada, y se sustenta el motivo de su inclusión en la presente Declaratoria. 

Que, del Dictamen Técnico elaborado por Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. y que integra el expediente de 
expropiación número SEDATU.1S.13.I110.UAJ.007.2022, se acredita que el Proyecto Tren Maya es una obra 
pública mediante la cual se prestará un servicio público que comprende supuestos económicos, sociales, 
sanitarios y estéticos que benefician a la región, pues con ella atenderán necesidades sociales y económicas 
de la colectividad. 

Que, los inmuebles que se señalan en la presente Declaratoria son apropiados e idóneos para la 
construcción y el funcionamiento integral del Proyecto Tren Maya, por lo que resulta necesario expropiar los 
inmuebles de propiedad privada localizados en la superficie del Tramo 6. 

Que, en el caso concreto, se cumple con la causa de utilidad pública prevista en el artículo 1o. fracción III 
Bis de la Ley de Expropiación, ya que se trata de la construcción de una obra de infraestructura pública, cuya 
finalidad es atender y satisfacer las necesidades de la población en general, tanto para los turistas como para 
los habitantes de las localidades ubicadas dentro de la Península de Yucatán, relativas a comunicar de 
manera eficiente y agilizar el transporte de todas las personas, y en consecuencia se reactivará la economía 
del país y el desarrollo en diversos sectores como el comercial y turístico. 

Por todo lo anteriormente señalado, he tenido a bien expedir la siguiente: 

DECLARATORIA DE CAUSA DE UTILIDAD PÚBLICA RELATIVA A 2,299,274.452 M2  
(DOS MILLONES DOSCIENTOS NOVENTA Y NUEVE MIL DOSCIENTOS SETENTA Y CUATRO 

PUNTO CUATROCIENTOS CINCUENTA Y DOS METROS CUADRADOS), CORRESPONDIENTES  
A 139 (CIENTO TREINTA Y NUEVE) INMUEBLES DE PROPIEDAD PRIVADA EN LOS MUNICIPIOS 

DE TULUM, FELIPE CARRILLO PUERTO, OTHÓN P. BLANCO Y BACALAR, EN EL ESTADO DE 
QUINTANA ROO, QUE SERÁN DESTINADOS PARA LA CONSTRUCCIÓN DE OBRAS DE 

INFRAESTRUCTURA PÚBLICA RELACIONADAS CON EL PROYECTO TREN MAYA 

PRIMERO. Se declara de utilidad pública el desarrollo del Proyecto Tren Maya, en los municipios de 
Tulum, Felipe Carrillo Puerto, Othón P. Blanco y Bacalar en el estado de Quintana Roo, que se materializará 
en la construcción de obras de infraestructura pública sobre los inmuebles que suman una superficie total de 
2,299,274.452 m2 (dos millones doscientos noventa y nueve mil doscientos setenta y cuatro punto 
cuatrocientos cincuenta y dos metros cuadrados), comprendidos por todos y cada uno de los 139 (ciento 
treinta y nueve) predios detallados a continuación, requeridos para la construcción de dicha obra de 
infraestructura pública. 

En el municipio Tulum: 

No. Polígono Folio Cuenta catastral 
Superficie de afectación 

(m2) 

1 PTUL-0001 61243 902011004826005 4,428.23 

2 PTUL-0004 61521 902011004826006 3,801.44 

3 PTUL-0005 62000 902011004826007 1,260.10 

4 PTUL-0008 62229 902011002825004- 1,391.22 

5 PTUL-0009 202897 902011002815004-3 163.15 

6 PTUL-0009a 202900 902011002815004-6 548.639 

7 PTUL-0009b 202899 902011002815004-5 388.565 

8 PTUL-0009c 202898 902011002815004-4 353.743 

9 PTUL-0010 202918 902011002814003-6 394.478 

10 PTUL-0010a 202919 902011002814003-7 322.646 

11 PTUL-0010b 202920 902011002814003-8 356.876 
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No. Polígono Folio Cuenta catastral 
Superficie de afectación 

(m2) 

12 PTUL-0010c 202921 902011002814003-9 396.86 

13 PTUL-0010d 202917 902011002814003-5 450.00 

14 PTUL-0010e 202916 902011002814003-4 450.00 

15 PTUL-0010f 202915 902011002814003-3 98.24 

16 PTUL-0013 61236 902011002814004 6,374.22 

17 PTUL-0014 61452 802011002809006 15, 604.00 

18 PTUL-0015 61508 802011002809007 15, 218.63 

19 PTUL-0021 61514 902011001822002 3,672.69 

20 PTUL-0022 61425 902011001806007 31.27 

21 PTUL-0023 61404 902011001822001 13,720.12 

22 PTUL-0024 61512 902011001821002 13,177.03 

23 PTUL-0025 61362 902011001821001 3,772.46 

24 PTUL-0026 61089 902011001821003 700.37 

25 PTUL-0027 61524 902011001821006 9,190.48 

26 PTUL-0035 151456 902011005967001- 1,756.57 

27 PTUL-0036 117554 902011005966001- 4,070.05 

28 PTUL-0037 118522 902011005966002- 2,363.28 

29 PTUL-0038 118589 902011005966005- 6,556.26 

30 PTUL-0039 118290 902011005966004- 73.43 

31 PTUL-0040 182512 37.32 

32 PTUL-0040a 182509 902011005965002-16 67.00 

33 PTUL-0040b 182510 902011005965002-17 292.40 

34 PTUL-0041 199070 902011005965003-17 1,477.83 

35 PTUL-0041a 199058 902011005965003-5 102.40 

36 PTUL-0041b 199059 902011005965003-6 300.40 

37 PTUL-0041c 199060 902011005965003-7 343.26 

38 PTUL-0041d 199072 902011005965003-19 841.40 

39 PTUL-0041e 199061 902011005965003-08 322.67 

40 PTUL-0041f 199062 902011005965003-09 320.69 

41 PTUL-0041g 199063 902011005965003-10 320.69 

42 PTUL-0041h 199064 902011005965003-11 320.69 

43 PTUL-0041i 199065 902011005965003-12 193.41 

44 PTUL-0041k 199071 902011005965003-18 602.66 

45 PTUL-0041l 199069 902011005965003-16 55.54 

46 PTUL-0042 199123 902011005965004-21 1,113.73 

47 PTUL-0042a 199102 902011005965004- 233.94 
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No. Polígono Folio Cuenta catastral 
Superficie de afectación 

(m2) 

48 PTUL-0042b 199103 902011005965004-1 341.67 

49 PTUL-0042c 199104 902011005965004-2 1,592.45 

50 PTUL-0042d 199105 902011005965004-3 101.10 

51 PTUL-0042f 199107 902011005965004-5 311.42 

52 PTUL-0042g 199108 902011005965004-6 311.42 

53 PTUL-0042h 199109 902011005965004-7 302.49 

54 PTUL-0042i 199110 902011005965004-8 169.41 

55 PTUL-0042j 199111 902011005965004-9 19.56 

56 PTUL-0042k 199115 902011005965004-13 329.87 

57 PTUL-0042l 199116 902011005965004-14 206.85 

58 PTUL-0042m 199117 902011005965004-15 41.05 

59 PTUL-0043 195965 7,846.22 

60 PTUL-0044 195244 54,768.02 

61 PTUL-0045 197343 553.78 

62 PTUL-0046 195338 60,176.45 

 

En el municipio Felipe Carrillo Puerto: 

No. Polígono Folio Cuenta catastral 
Superficie de afectación 

(m2) 

1 MFCP-001 
4327 

(Chetumal) 
10113411011 82,096.18 

2 MFCP-002 
58809 

(Chetumal)  
125,157.97 

3 MFCP-004 
22726 

(Chetumal)  
51,478.96 

4 MFCP-006 
78642 

(Chetumal)  
68,737.72 

5 MFCP-007 
95040 

(Chetumal) 
102360491 F-03 23,801.85 

6 MFCP-008 748 (Chetumal) 1023604916 F-02 23,905.99 

7 MFCP-009 
129009 

(Chetumal) 
10236049 56,997.35 

8 MFCP-010 
129020 

(Chetumal)  
240.09 

9 MFCP-011 111784 1022918011 F- 03 4,501.00 

10 MFCP-012 111783 1022918011 F- 02 4,500.00 

11 MFCP-013 111782 1022918011 F- 01 6,000.61 

12 MFCP-014 
128419 

(Chetumal) 
1022918009/A 43,014.789 
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No. Polígono Folio Cuenta catastral 
Superficie de afectación 

(m2) 

13 MFCP-015 
128420 

(Chetumal) 
1022918009/B 58,171.65 

14 MFCP-016 
49583 

(Chetumal) 
102218007/1 16,799.09 

15 MFCP-017 
50107 

(Chetumal) 
102218007/2 15,004.97 

16 MFCP-018 
82255 

(Chetumal) 
102291800/3 15,010.57 

17 MFCP-019 
78547 

(Chetumal)  
12,172.09 

18 MFCP-020 
18993 

(Chetumal)  
12,088.74 

19 MFCP-021 

Número 149, 

Fojas 765 a 

769, Tomo 

CCCXCIV, 

Sección I, 

Oficina 

Chetumal 

1022918007/6 16,892.00 

20 MFCP-022 
18888 

(Chetumal) 
1022918004-A 93,278.05 

21 MFCP-023 1085 17,533.63 

22 MFCP-025 

Partida de 

Libro N° 107, 

Foja 158-161, 

Tomo XVI, 

Sección I del 

Registro 

Público de la 

Propiedad y del 

Comercio 

Oficina 

Registral de 

Chetumal 

 
6,684.64 

23 MFCP-026 
4308 

(Chetumal) 
2012500201 77,564.47 

 

En el municipio Othón P. Blanco:  

No. Polígono Folio Cuenta catastral 
Superficie de afectación 

(m2) 

1 CHE-001a 
108508 

(Chetumal)  
4,185.36 

2 CHE-003 
1946 

(Chetumal) 
1014104037 12,194.03 

3 CHE-004 
1947 

(Chetumal) 
101141004003800000- 12,918.13 
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No. Polígono Folio Cuenta catastral 
Superficie de afectación 

(m2) 

4 CHE-005 
94618 

(Chetumal) 
0101-027-0000-000486 25,387.45 

5 CHE-006 
94627 

(Chetumal) 
0101-072-0001-000016 2,527.45 

6 CHE-013a 
103631 

(Chetumal) 
0101-027-0000-000563 3,140.65 

7 EJS-004 
130326 

(Chetumal) 
01240300000000142- 56,628.71 

8 EJS-006 
130327 

(Chetumal) 
01240300000000143- 6,248.20 

9 EJS-008 
130249 

(Chetumal) 
0124-024-0000-00011 2,702.90 

10 STE-001 
119445 

(Chetumal) 
0104-030-0000-000137 12,237.09 

11 STE-002a 
93177 

(Chetumal) 
0104-030-0000-000051 1,244.54 

12 STE-002b 
93178 

(Chetumal) 
0104-030-0000-000052 3,052.49 

13 STE-006 
120837 

(Chetumal) 
0104-030-0000-000130 4,272.71 

14 STE-007 
107217 

(Chetumal) 
0104-030-0000-000116 3,954.03 

15 STE-008 
88768 

(Chetumal)  
5,218.53 

16 STE-009 
77210 

(Chetumal)  
50,215.98 

17 STE-009a 
130740 

(Chetumal) 
0104-030-0000-000632 75.34 

18 STE-013 
109261 

(Chetumal) 
0104030000000060- 14,297.84 

19 STE-014 
142970 

(Chetumal) 
E16A65X0406AD 25,176.48 

20 STE-020 
131395 

(Chetumal)  
51.40 

21 STE-022 
80589 

(Chetumal)  
12,633.40 

22 STE-023a 
123341 

(Chetumal) 
11040270000000066- 4,254.03 

23 STE-024 
78602 

(Chetumal)  
8,471.06 

24 STE-024a 
70756 

(Chetumal) 
101-141040000200000 1,243.88 
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No. Polígono Folio Cuenta catastral 
Superficie de afectación 

(m2) 

25 STE-025a 
135302 

(Chetumal) 
0104027000000785- 23,160.308 

26 STE-029a 
108242 

(Chetumal) 
01040270000000244- 8,330.82 

27 STE-031 
80593 

(Chetumal)  
8,696.54 

28 STE-036 
142939 

(Chetumal) 
01040270000000793- 9,305.063 

29 STE-037 
155610 

(Chetumal) 
E16A65X0219AD 3,298.721 

 

En el municipio Bacalar: 

No. Polígono Folio Cuenta catastral 
Superficie de afectación 

(m2) 

1 EBA-001 
85473 

(Chetumal)  
4,682.39 

2 MBA-004 
124941 

(Chetumal) 
0102-024-0000-000200 28,465.09 

3 MBA-005 
124942 

(Chetumal) 
0102-024-0000-000201 5,983.55 

4 MBA-006 
124943 

(Chetumal) 
0102-024-0000-000202 5,997.47 

5 MBA-007 
124944 

(Chetumal) 
0102-024-0000-000203 5,995.10 

6 MBA-008 
124945 

(Chetumal) 
0102-024-0000-000204 5,990.514 

7 MBA-009 
124946 

(Chetumal) 
0102-024-0000-000205 9,040.71 

8 MBA-010 
20316 

(Chetumal) 
0102-027-0000-000175 40,471.59 

9 MBA-012 
145255 

(Chetumal) 
0102-027-0000-002208 11,575.75 

10 MBA-013 
145254 

(Chetumal) 
0102-027-0000-002207 11,577.47 

11 MBA-014 
145253 

(Chetumal) 
0102-027-0000-002206 22,982.21 

12 MBA-015 
155231 

(Chetumal) 
0102-027-0000-002203 49,652.24 

13 MBA-016 
1676 

(Chetumal) 
101123440004600000 53,557.00 

14 MBA-017 
37882 

(Chetumal) 
1012344033/2 13,162.70 
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No. Polígono Folio Cuenta catastral 
Superficie de afectación 

(m2) 

15 MBA-018 
37897 

(Chetumal) 
0102-027-0000-000149 66,921.33 

16 MBA-019 
25393 

(Chetumal) 
1012344033 9,000.00 

17 MBA-020 
49775 

(Chetumal) 
1012344040/4 6,000.00 

18 MBA-021 
53193 

(Chetumal) 
1012344040/3-A 27,000.00 

19 MBA-022 
53197 

(Chetumal) 
1012344040/3-B 5,999.92 

20 MBA-023 
56137 

(Chetumal) 

 

1012344040/2 
12,000.00 

21 MBA-024 
32117 

(Chetumal) 
1012344040/1 19,518.00 

22 MBA-025 
131653 

(Chetumal)  
17,998.10 

23 MBA-026 
50400 

(Chetumal) 

 

0163-025-0000-000044 
70,769.94 

24 MBA-027 
58903 

(Chetumal)  
122,735.00 

25 MBA-029 
37805 

(Chetumal) 
1012344015 270,340.00 

 

Los planos topográficos de los referidos inmuebles y el expediente formado con motivo de la presente 

Declaratoria, quedan a disposición de todas aquellas personas físicas o morales que acrediten y justifiquen un 

derecho o interés jurídico, en la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial 

y Urbano, ubicada en Av. Heroica Escuela Naval Militar número 669, Colonia Presidentes Ejidales 2a. 

Sección, Alcaldía Coyoacán, Código Postal 04470, en la Ciudad de México, con horario de atención de 10:00 

a 15:00 horas, de lunes a viernes. 

SEGUNDO. Notifíquese personalmente a los titulares de los bienes y derechos, en el domicilio que de 

ellos conste en el expediente correspondiente. En caso de ignorarse quiénes son los titulares o bien se 

desconozca su domicilio o localización, efectúese una segunda publicación en el Diario Oficial de la 

Federación y en el periódico de mayor circulación de la localidad de que se trate, conforme a lo establecido en 

el artículo 2o. fracción II de la Ley de Expropiación. 

TERCERO. Los interesados tendrán un plazo de quince días hábiles a partir de la notificación o de la 

segunda publicación en el Diario Oficial de la Federación de la presente Declaratoria, para manifestar ante la 

Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Desarrollo Agrario Territorial y Urbano, lo que a su derecho e 

interés convenga y presenten las pruebas que estimen pertinentes. 

CUARTO. Previo convenio con los propietarios de los predios involucrados en la presente Declaratoria, 

procédase a la ocupación inmediata de los mismos, de conformidad con el artículo 9 Bis fracción III de la Ley 

de Expropiación. 

Ciudad de México, a ocho de diciembre dos mil veintidós.- Secretario de Desarrollo Agrario, Territorial y 

Urbano, Román Guillermo Meyer Falcón.- Rúbrica. 
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PODER JUDICIAL 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION 

SENTENCIA dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Acción de 
Inconstitucionalidad 82/2021 y su acumulada 86/2021, así como los Votos Concurrentes de la señora 
Ministra Loretta Ortiz Ahlf y de los señores Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Luis María 
Aguilar Morales y Presidente Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de Justicia 
de la Nación.- Secretaría General de Acuerdos. 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 82/2021 Y 
SU ACUMULADA 86/2021 

PROMOVENTES: INSTITUTO NACIONAL DE 
TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN 
Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES Y 
DIVERSOS SENADORES INTEGRANTES DE LA 
LXIV LEGISLATURA 

PONENTE: MINISTRA NORMA LUCÍA PIÑA HERNÁNDEZ 
SECRETARIOS: EDUARDO ARANDA MARTÍNEZ 

Vo. Bo. 
Señora Ministra 
Ciudad de México. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

correspondiente al veintiséis de abril de dos mil veintidós. 

VISTOS para resolver en la acción de inconstitucionalidad 82/2021 y su acumulada 86/2021, 
promovidas, respectivamente, por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales y por una minoría de senadores; y 

RESULTANDO: 

1. PRIMERO. Presentación de las acciones de inconstitucionalidad. Mediante escrito remitido el trece 
de mayo de dos mil veintiuno a través del Sistema Electrónico de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales (en adelante “INAI”), por conducto de su Director General de Asuntos Jurídicos, promovió 
acción de inconstitucionalidad solicitando la invalidez de las normas que a continuación se señalan, 
emitidas y promulgadas por las autoridades siguientes: 

“II. Los órganos legislativo y ejecutivo que emitieron y promulgaron las normas 
generales impugnadas: 

a) Órgano Legislativo: Congreso de la Unión, Cámara de Senadores(...) y, Cámara 
de Diputados (...). 

b) Órgano Ejecutivo: Presidente de los Estados Unidos Mexicanos (...); y 
Secretaría de Gobernación (...). 

III. La norma general cuya invalidez se reclama y el medio oficial en que se 
publicó: El Decreto por el cual se reforman y adicionan diversas disposiciones de la 
Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, publicado en el Diario Oficial de 
la Federación el dieciséis de abril de dos mil veintiuno, en particular, sus artículos 15, 
fracción XLII Bis, 176, 180 Bis, 180 Ter, 180 Quáter, 180 Quintes (sic), 180 Sextus, 
180 Septimus, 190, fracciones VI y VII, 307 Bis, 307 Ter, 307 Quáter, 307 Quintus, 
Primero, Segundo, Tercero, Cuarto, Quinto y Sexto, todos Transitorios del mismo 
Decreto, así como de las omisiones detectadas.” 

2. El catorce de mayo de dos mil veintiuno, diversos senadores integrantes de la LXIV Legislatura 
presentaron escrito ante la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de este Alto Tribunal a 
través del cual promovieron acción de inconstitucionalidad en los términos siguientes: 

“II. ÓRGANOS LEGISLATIVOS Y EJECUTIVO QUE INTERVINIERON EN LA 
EMISIÓN Y PROMULGACIÓN DE LAS NORMAS CONSTITUCIONALES 
IMPUGNADAS: 

a) ORGANO LEGISLATIVO Y AUTORIDAD EMISORA: Cámara de Diputados del 
Congreso de la Unión, (...) Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, (...). 
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b) ORGANO EJECUTIVO Y AUTORIDADES PROMULGADORAS: titular del Poder 
Ejecutivo de la Unión (...). 

III. NORMA GENERAL CUYA INVALIDEZ SE RECLAMA Y EL MEDIO OFICIAL EN 
QUE SE HUBIERE PUBLICADO: el "Decreto por el que se reforman y adicionan 
diversas disposiciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión". 

3. SEGUNDO. Artículos constitucionales y convencionales violados. En su demanda el INAI 
consideró que se transgredían los artículos 1º, 6º, segundo y tercer párrafos, apartado A, fracciones II, 
III y VIII, párrafos primero y segundo, 14, 16, 28, 73, fracciones XXIX-O y XXIX-S y 133 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 11 de la Convención Americana de Derechos 
Humanos; 17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 12 de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos; 5, 7 y 8 del Convenio 108 para la Protección de las Personas con respecto al 
Tratamiento Automatizado de Datos de Carácter Personal; 1° de su Protocolo Adicional al Convenio 
para la Protección de las Personas con respecto al Tratamiento Automatizado de Datos de Carácter 
Personal, a la Autoridades de Control y a los Flujos Fronterizos de Datos; y 8 y 16 de la Convención de 
los Derechos del Niño. 

4. Por su parte, los senadores integrantes de la LXIV Legislatura estimaron violados los artículos 1°, 14, 
16, 72, 74 y 134 de la Constitución Federal. 

5. TERCERO. Conceptos de invalidez. En su demanda, el INAI expuso los siguientes conceptos 
de invalidez. 

 Primero. Los artículos 15, fracción XLII Bis, 176, 180 Bis, 180 Ter, 180 Quáter, 180 Quintes, 
180 Sextus, 180 Septimus, Primero, Cuarto y Quinto transitorios del Decreto impugnado violan los 
derechos a la privacidad, protección de datos personales, intimidad e interés superior del menor, 
dado que intervienen de forma arbitraria en el ámbito más privado e íntimo de las personas, sin 
tomar en consideración que todas las personas gozan de un espacio de proyección de su 
existencia que debe quedar reservado de la invasión de los demás, incluso del Estado. 

La reforma impugnada vulnera estos derechos al ordenar la creación del Padrón Nacional de 
Usuarios de Telefonía Móvil (PANAUT) que obtendrá, recopilará, almacenará, registrará y 
conservará los datos personales que en su conjunto dan una radiografía de la vida privada 
de las personas. 

Siendo insuficiente que en el artículo 180 Septimus se prevea que la información del PANAUT 
será confidencial y reservada, pues la protección constitucional de los datos personales se origina 
desde su obtención y el Estado no tiene la facultad de recabar datos personales de forma 
indiscriminada, como sucede en el caso concreto, sino que la decisión de obtenerlos debe estar 
plenamente justificada en intereses legítimos y ser acorde con el parámetro de regularidad 
constitucional. 

Los preceptos combatidos exigen el tratamiento de los datos personales, incluidos datos 
sensibles, lo cual, por sí mismo, es violatorio del derecho a la protección de los datos personales 
y del derecho a la privacidad e intimidad de las personas, pues se vacía de forma absoluta su 
contenido, al exponer, sin limitación ni justificación legítima, datos personales que se refieren a 
todas las personas, a sus atributos y a su identidad. 

Al respecto, en los asuntos C-293/12 y C-594/12, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea 
examinó la Directiva 2006/24/CE emitida por el Parlamento Europeo que establecía que los 
proveedores de servicios de comunicaciones telefónicas debían conservar los datos de tráfico y 
localización relativos a las comunicaciones durante el período establecido en la ley para prevenir 
y detectar delitos, investigarlos y enjuiciarlos, así como para garantizar la seguridad del Estado; lo 
cual consideró constituía una injerencia al derecho de protección a los datos personales que no 
era estrictamente necesaria, pues la medida abarcaba todos los datos de tráfico de telefonía e 
internet y e incluía de manera generalizada a todas las persona sin establecer ninguna 
diferenciación, limitación o excepción en función del objetivo de lucha contra los delitos graves. 

Además, los datos personales exigidos por el PANAUT pueden permitir el acceso a información u 
otros datos personales y revelar la geolocalización, datos de cuentas bancarias, implicar robos de 
identidad y de patrimonio, así como evidenciar las opiniones políticas y creencias religiosas, 
preferencia sexual, origen racial y étnico, con lo cual el Estado fiscalizaría, revisaría y controlaría 
el ámbito más privado de las personas. 
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Así, la información requerida por sí sola dará una radiografía de la vida privada de las 
personas (situación patrimonial, económica, de seguridad, integridad) sin una razón legítima. De 
tal forma que toda apertura en la protección a estos datos desde el momento en que se ordena 
su recopilación constituyen una violación del derecho de protección a los datos personales y al 
derecho a la vida privada consagrados en los artículos 6º, Apartado A, fracción II, y 16, primer y 
segundo párrafos de la Constitución Federal, 11 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, 17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 12 de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos y V de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre. 

Además, se viola el derecho a la intimidad de los ciudadanos, ya que la creación del PANAUT 
incide en los datos biométricos que son los que permiten identificar de manera unívoca a las 
personas y además pueden dar cuenta de su origen racial o étnico, entre otras características. 

Por otra parte, la reforma conlleva un escenario en el que se permite a diversas autoridades 
(IFT y autoridades de seguridad pública) y particulares (concesionarios y autorizados) tratar con 
los datos personales de los usuarios, lo cual supone una amenaza constante al derecho a la 
privacidad y genera inseguridad para el titular de los datos. 

Aunado a ello, el PANAUT se integrará de manera descentralizada, sin que se adviertan 
mecanismos de protección de datos personales a fin de evitar abusos de las compañías 
telefónicas y no se puede asegurar que las medidas que se tomen serán eficaces para que los 
datos personales se integren directamente al padrón, sin que se traten de forma contraria a los 
principios y deberes en materia de protección de datos personales. 

Por otra parte, el funcionamiento del PANAUT se encuentra redactado de una forma genérica, es 
decir, transgrediendo el principio de taxatividad normativa, además no se prevén las obligaciones 
mínimas de cuidado para evitar cualquier pérdida que dé paso a la suplantación o robo de 
identidad. Por ejemplo, el artículo 180 Quintes considera la posibilidad de recabar los datos 
biométricos y el domicilio del usuario, a través de medios digitales o medios remotos, lo cual 
debilita aún más el derecho a la identidad. Esa amenaza se refuerza porque los distintos actores 
tendrán acceso los datos que se entreguen, lo que abre la puerta a conductas ilegítimas que 
terminen en un robo de identidad. 

Finalmente, la falta de distinción entre usuarios de telefonía móvil hace presumir que dentro del 
universo de sujetos obligados a entregar sus datos personales se contempla a los niños y niñas. 
Su inclusión en el PANAUT implica una violación a sus derechos a la identidad, la privacidad y 
protección de datos personales, vaciando de contenido al principio de interés superior del menor 
y dando prevalencia al interés del Estado en perseguir una finalidad que no es legítima. Ello 
supone una violación de los artículos 4º constitucional, 8 y 16 de la Convención de los Derechos 
del Niño; y 7 de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos 
Obligados. 

 Segundo. Los artículos 15, fracción XLII bis, 176, 180 Bis, 180 Ter, 180 Quáter, 180 Quintes, 
180 Sextus, 180 Septimus, Primero, Cuarto y Quinto Transitorios del Decreto impugnado, que 
regulan la creación del PANAUT son violatorios de los derechos de privacidad y protección de los 
datos personales en tanto no superan el test de proporcionalidad. 

En primer lugar, no se persigue un fin constitucionalmente válido. Para arribar a tal convicción es 
necesario distinguir entre el fin de la reforma a la Ley Federal de Telecomunicaciones y 
Radiodifusión y el fin del PANAUT. Así, la finalidad de la modificación legislativa se materializa en 
la creación del Padrón y, la finalidad de éste será “colaborar con las autoridades competentes en 
materia de seguridad y justicia en asuntos relacionados con la comisión de delitos”. 

Así, aunque la finalidad del PANAUT es la inhibición de delitos y la colaboración con las 
autoridades competentes en materia de seguridad y justicia, la intencionalidad primaria de la 
reforma es la “identificación plena y certera de los titulares de las líneas de comunicación, a 
través del Padrón” y solo de forma contingente y secundaria, en caso de cometerse un delito, 
emplear esa información para su persecución. 

La finalidad referente al registro y control de las personas a través de un Padrón de líneas 
telefónicas móviles no es constitucionalmente válida, pues no existe en el texto constitucional un 
valor referido a “controlar y supervisar a los seres humanos”, por el contrario, ello se contrapone a 
la protección a los derechos a la privacidad, vida privada, intimidad, identidad y protección de los 
datos personales. 
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Además, como la medida interviene directamente sobre una vasta nómina de derechos humanos 
debió cumplir con una finalidad imperiosa desde el punto de vista constitucional y perseguir un 
objetivo constitucionalmente importante y no solo una finalidad admisible. 

El PANAUT no está vinculado a un objetivo constitucional definido, puesto que la colaboración 
con las autoridades en materia de seguridad y justicia es contingente, lo que evidencia una 
ausencia de relación entre medio y fin. Visto así, el PANAUT comprende una lógica circular que 
se autosatisface a sí misma, en tanto que su razón de ser se colma en su existencia. Por tanto, la 
reforma impugnada debe declararse inválida pues no conlleva una finalidad constitucionalmente 
justificada. 

Además, en el caso la motivación que ofreció el legislador respecto a la necesidad legislar y crear 
el PANAUT, referente a la finalidad de perseguir delitos, no cumple el estándar mínimo de 
motivación reforzada (la indicación precisa de los antecedentes que permitan concluir que lo 
procedente era crear el PANAUT y la justificación y motivos que llevaron al legislador a actuar en 
tal sentido). 

Por ende, la medida no persigue una finalidad constitucionalmente válida, aunado a que carece 
de la debida motivación reforzada que se exige cuando se pueden afectar de manera sustantiva 
derechos y libertades de las personas. 

En segundo lugar, la medida no resulta idónea para conseguir su propósito de inhibir delitos. 

Durante el proceso legislativo se realizó el “Foro Virtual para el Registro de Usuarios de Telefonía 
Móvil” en el que diversos expertos expresaron que no había evidencia clara y contundente de que 
el registro impactara en la reducción de delitos como la extorsión y que la base de datos podría 
convertirse en un insumo para la delincuencia organizada. 

Adicionalmente, la medida no es idónea, puesto que no hay relación entre el medio -intervención 
de derechos a través de recopilación, registros, almacenamiento, uso, transferencia, etc.- y la 
finalidad consistente en la seguridad pública a través de la colaboración de los delitos de 
extorsión, dado que no tiene sentido recabar los datos de las líneas pospago cuando la inmensa 
mayoría de delitos se cometen a través de líneas prepago. 

Además, con la medida se conforma una base con los datos de todos los residentes en territorio 
nacional que cuenten con el servicio de telefonía móvil (veintidós millones de líneas), cuando la 
cantidad de delitos de extorsión denunciados en México en dos mil veinte fue de ocho mil 
trescientos ochenta, según cifras del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública. De esta forma sólo el 0.0068% de las líneas se encontrarían relacionadas a ese delito, 
por lo que el crear un padrón nacional no llevará en realidad a ningún fin, salvo a contar con una 
base que almacene los datos más importantes y sensibles de los residentes del país que tengan 
dicho servicio. 

Al respecto, al resolver los asuntos C-293/12 y C-295/12 el Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea concluyó respecto al tema relativo a la inhibición de los delitos a través de una base de 
datos, que aun cuando esa medida pretendía contribuir a la lucha contra la delincuencia grave, no 
exigía ninguna relación entre los datos cuya conservación se establecía y una amenaza para la 
seguridad pública y, en particular, la conservación no se limitaba a datos referentes a un período 
temporal o zona geográfica determinados o a personas que pudieran estar implicadas en un 
delito grave. Razonamiento que motivó, entre otros, la declaratoria de invalidez de la medida 
cuestionada. 

Así, no existe evidencia clara y contundente que el registro impacte en la reducción del delito, por 
lo que no se supera la etapa de idoneidad. 

En tercer lugar la medida no supera la grada de necesitad si se toma en cuenta que de 
conformidad con el artículo 16 de la Constitución Federal, así como los diversos 189 y 190 de la 
Ley Federal de Telecomunicaciones y 251, 252, 291, 301 y 303 del Código Nacional de 
Procedimiento Penales, ya existe la obligación de los concesionarios y autorizados de colaborar 
en todos los mandamientos de las autoridades y de contar con la tecnología necesaria para 
cumplir con la entrega de la información que es materia del PANAUT. 

Así, ya existen otras medidas alternativas que también son idóneas para combatir los delitos de 
extorsión que se cometen a través de la telefonía móvil, pero que intervienen con menor 
intensidad en los derechos aludidos, porque la ordena un juez al caso concreto y requerirá sólo 
las actuaciones necesarias respecto de las personas investigadas, de tal suerte que no es una 
medida global para toda la población. 
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El inhibir la comisión de delitos no depende de la cantidad de datos personales con los que 
cuente la autoridad, sino que las funciones de seguridad pública, persecución e investigación de 
los delitos, así como que la administración de justicia se realice de forma eficiente y adecuada. 

Finalmente, en cuarto lugar, no se supera la grada de proporcionalidad en sentido estricto pues la 
medida supone un grado de intervención total en los derechos involucrados dado que se autoriza 
sin ningún tipo de limitación, a tratar todos los datos personales y sensibles que identifican 
plenamente a una persona que tenga teléfono móvil, sin que por el contrario se muestre 
fehacientemente que con ello se inhibirá la delincuencia, en concreto la extorsión. 

Por el contrario, en el Foro Virtual para el Registro de Usuarios de Telefonía Móvil se expuso que 
diversos países han considerado ineficaz la creación de padrones de usuarios para la prevención 
y persecución de delitos y no hay evidencia de que su implementación haya tenido algún efecto 
en la disminución de los delitos, tal como sucedió en México con el Registro Nacional de Usuarios 
de Telefonía Móvil (RENAUT). 

 Tercero. Los artículos 176, 180 bis, 180 ter, 180 Quáter, 180 Quintes, 180 Sextus, así como los 
transitorios Tercero, Cuarto y Quinto de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, 
son contrarios a los artículos 1, 6° y 16 de la Constitución Federal; 5° y 7° del Convenio 108 para 
la Protección de las Personas con respecto al Tratamiento Automatizado de Datos de Carácter 
Personal; 1° del Protocolo Adicional al Convenio para la Protección de las Personas con respecto 
al Tratamiento Automatizado de Datos de Carácter Personal, a la Autoridades de Control y a los 
Flujos Fronterizos de Datos; y, 16, 17, 18, 19, 25, 29 y 30 de la Ley General de Protección de 
Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, pues contravienen los principios  
de finalidad, licitud, lealtad, proporcionalidad, responsabilidad y seguridad que rigen el tratamiento 
de datos personales, así como el principio de seguridad jurídica. 

En primer lugar, se vulnera el principio de finalidad, de conformidad con el cual los datos 
personales solo pueden ser tratados para cumplir con la finalidad para la cual se solicitan, la cual 
debe ser concreta, explícita, lícita y legítima. Ello porque el tratamiento de datos personales que 
exige el PANAUT ya se realiza por parte de la Secretaría de Gobernación a través del Registro 
Nacional de Población. Así, si ya existe un sistema que recaba datos personales para fines de 
identificación, no es válido que el IFT los recabe nuevamente para cumplir esa misma finalidad. 

En segundo lugar, se vulnera el principio de licitud que exige que el tratamiento de los datos 
personales sea acorde con la normativa que rige a la responsable. 

Desde una primera vertiente se vulnera dicho principio pues en el caso del IFT sus atribuciones 
establecidas en el artículo 15 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión guardan 
una estrecha relación con el mandato de regular y promover la competencia y el desarrollo 
eficiente de las telecomunicaciones y radiodifusión, mismo que no guarda relación alguna con la 
inclusión de una fracción XLII Bis en el artículo 15 impugnado, la cual contempla la obligación de 
operar el PANAUT. 

Desde una segunda vertiente del principio de licitud se exige que el tratamiento por parte de la 
responsable se encuentre apegado a la normativa vigente en materia de datos personales, lo cual 
no se actualiza pues no se prevé si los concesionarios o sus autorizados deberán conservar o 
eliminar de sus registros los datos que entreguen al IFT, lo cual también resulta violatorio del 
principio de seguridad jurídica, en tanto que dejan a los usuarios en incertidumbre porque 
desconocen quién posee sus datos personales y el tratamiento que se les dará. 

En tercer lugar, se vulnera el principio de lealtad porque la regulación del PANAUT permite la 
manipulación de los datos personales de los usuarios por parte de un número elevado de 
operadores, creándose un escenario en el que no existe una expectativa razonable de que el 
tratamiento de su información se apegará a la normativa vigente en materia de datos personales. 

En cuarto lugar, se transgrede el principio de proporcionalidad de conformidad con el cual debe 
existir una relación causa-efecto entre los datos recopilados y las finalidades perseguidas, 
aunado que los datos que se soliciten deben ser los estrictamente necesarios. 

Lo anterior porque la existencia del Registro Nacional de Población a cargo de la Secretaría de 
Gobernación ya satisface la finalidad genérica de identificación que persigue la creación del 
PANAUT. Además, respecto a la finalidad concreta de colaborar con las autoridades de 
seguridad y justicia en la persecución de delitos, lo cierto es que en los artículos 189 y 190, 
fracciones I, III y IV, de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, ya se prevén 
obligaciones genéricas a cargo de los concesionarios de proporcionar la información requerida 
por las autoridades de seguridad, procuración y/o de administración de justicia. 
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Así, ya existen mecanismos de apoyo que coadyuvan con la finalidad que se busca con la 
creación del Padrón, por lo que la exigencia de entregar datos biométricos no podría considerarse 
adecuada y resulta excesiva ya que lejos de cumplir con la finalidad para la cual fue creada, 
generaría mayores riesgos respecto a la vulneración de los datos personales. 

Además, debe tomarse en cuenta el antecedente del RENAUT, diseñado para combatir el 
secuestro y la extorsión a través del registro de las líneas telefónicas, asociadas al CURP, que 
encontraba su fundamento en la Ley Federal de Telecomunicaciones y que era operado por la 
Secretaría de Gobernación, pero cuya normativa se derogó a causa de la desconfianza y tras 
confirmarse que era ineficaz para alcanzar los objetivos buscados; incluso las bases de datos 
fueron vulneradas y comercializadas. 

En quinto lugar, se vulnera el principio de responsabilidad, pues en los artículos impugnados no 
se contempla el establecimiento de medidas sustantivas tendentes a garantizar el derecho a la 
protección de datos personales. De ahí que sea posible que los diversos sujetos responsables 
carezcan de una capacitación adecuada o desconozcan las obligaciones que deben cumplir para 
garantizar dicho derecho. 

Finalmente, en sexto lugar se vulnera el principio de seguridad porque no se advierte el 
establecimiento de medidas de seguridad ni el mandato al IFT para que dichas medidas sean 
incorporadas en las disposiciones administrativas de carácter general que eventualmente emita 
para regular el funcionamiento del Padrón. Por el contrario, el artículo 180 Quintes permite a 
concesionarios utilizar medios remotos para la recopilación de datos personales, lo cual aumenta 
el riesgo de su vulneración. 

Aunado a ello, se prevé que concesionarios y autorizados corran con los costos implementación, 
mantenimiento y operación, incluyendo los de conectividad a los servidores del PANAUT sin 
contemplar que ello no asegura que las dichas medidas cumplan con el principio de 
responsabilidad y no se establecen mecanismos pertinentes para satisfacer a cabalidad las 
medidas de seguridad para dicho tratamiento. 

 Cuarto. Los preceptos impugnados en el tercer concepto de invalidez también transgreden las 
disposiciones constitucionales y convencionales ahí referidas porque no brindan una protección 
reforzada a los datos biométricos cuya naturaleza es la de un dato personal sensible y violan el 
principio de seguridad jurídica. 

Si bien no existe una norma vinculante que expresamente disponga que los datos biométricos 
constituyen datos sensibles, la regulación de diversos ordenamientos internacionales y del 
derecho comparado da cuenta que reiteradamente se les ha asignado tal carácter. 

La posibilidad de individualizar a una persona mediante una propiedad física, fisiológica, de 
comportamiento o por un rasgo de su personalidad obliga a autorizar una protección reforzada a 
través del reconocimiento del carácter de datos sensibles. 

Aunado a ello, el catálogo de datos personales de carácter sensible enunciados en el artículo 3º, 
fracción X de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados es enunciativo, por lo que permite adicionar nuevos supuestos a los ahí previstos. 
Además, debe tomarse en cuenta que si los datos biométricos se incluyen en un padrón que los 
vincula con otros datos personales (como en el caso del PANAUT), el riesgo de individualización 
aumenta. 

En consecuencia, dado que los datos biométricos son datos sensibles requieren una protección 
reforzada respecto a los principios que rigen el tratamiento de datos personales, aunado a que 
para su obtención y manejo se requiere la autorización expresa de la persona involucrada (salvo 
lo previsto en el artículo 22 de la Ley General referida). 

Sin embargo, en los preceptos impugnados no se prevén obligaciones complementarias de 
protección, incluso, no se hace referencia a ningún deber de salvaguarda de los datos que se 
pretenden recopilar. Aunado a ello, la violación a los principios que rigen el tratamiento de los 
datos personales aducida en el anterior concepto de invalidez es extensiva respecto de los datos 
biométricos que tienen el carácter de sensibles. 

Esta situación se agrava porque el legislador no estableció qué datos biométricos son los que 
serán recabados para ser integrados en el PANAUT dejando tal decisión al IFT que no está 
facultado constitucionalmente para ello, lo cual resulta violatorio del principio de seguridad jurídica 
y taxatividad legal, consagrado en el artículo 16, párrafo primero, de la Constitución Federal, 
según el cual las normas deben contener los elementos mínimos para que la autoridad no incurra 
en arbitrariedades. 
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 Quinto. Los artículos 180 Quintes y 180 Septimus del Decreto impugnado, son contrarios al 
artículo 16 de la Constitución Federal, al Convenio 108 para la Protección de las Personas con 
respecto al Tratamiento Automatizado de Datos de Carácter Personal y a la Ley General de 
Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados al incluir mecanismos 
distintos y restrictivos para ejercer los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición 
de datos personales (derechos ARCO). 

En primer lugar, porque se actualiza una omisión legislativa parcial ya que en los artículos 
impugnados no señalan los requisitos de presentación de la solicitud, plazos de respuesta y de 
actuación, ni los medios de impugnación específicos en caso de inconformidad del titular debido 
la actuación del sujeto obligado responsable. Así, el no incorporar elementos esenciales para 
ejercer o defender el derecho de protección a datos personales cuando existe una Ley General 
que los prevé expresamente, genera inseguridad jurídica pues el particular no conoce el marco 
regulatorio completo que acompaña tal derecho. 

En segundo lugar, porque el numeral 180 Septimus limita el acceso únicamente al número o 
números de celular asociados con el titular, sin tener la posibilidad de conocer la totalidad de 
datos personales que están vinculados a él, resultando ello contradictorio con el derecho de 
acceso a datos personales reconocidos por los artículos 8, inciso a), del Convenio 108 y 43 y 44 
de la Ley General. 

En tercer lugar porque se transgrede el derecho de cancelación ya que si bien el titular de los 
datos tiene a su alcance la posibilidad de cancelar un número de línea que no reconozca como 
suyo, esa cancelación no implica la eliminación del registro correspondiente, aunado a que el 
registro de la línea asociado al solicitante de la cancelación, permanecerá vigente por el plazo de 
seis meses, lo cual acarrea una presunción sobre la creación de bases de datos accesorias en la 
cuales se desconoce si habrá un historial que continúe vinculando el dato con un particular. 

Por ende, dado que los preceptos impugnados contienen previsiones sobre derechos ARCO que 
se ejercen de manera distinta y limitada a lo previsto por la Ley General, deben ser declarados 
inconstitucionales. 

 Sexto. Los artículos 15, fracción XLII bis, 176, 180 Bis, 180 Ter, 180 Quáter, 180 Quintes, 
180 Sextus, 180 Septimus, Primero, Segundo, Tercero, Cuarto y Quinto transitorios impugnados 
transgreden los artículos 6º, Apartado A, fracción VIII, primer y segundo párrafos, 16, segundo 
párrafo, 28, párrafo quince y 73, fracciones XXIX-O y XXIX-S, de la Constitución Federal porque 
facultan al IFT para emitir disposiciones en materia de protección de datos personales con motivo 
de la operación del PANAUT, el cual no tiene atribuciones en esa materia, aunado a que se 
invade la esfera competencial del INAI. 

Con independencia de la inconstitucionalidad de la medida impugnada, lo cierto es que le 
correspondería al INAI y no al IFT emitir los lineamientos administrativos de carácter general que 
incidan o puedan tener consecuencia sobre el ejercicio del derecho de protección de datos 
personales. 

Además, el habilitar a un órgano del Estado mexicano con una facultad para emitir disposiciones 
administrativas de carácter general, respecto de una materia para la cual no tiene competencia 
constitucional, transgrede el principio de legalidad en sus vertientes de reserva de ley y de 
especialidad, pues la materialización legislativa debe ser acorde con el resto del marco 
constitucional. 

En adición a lo anterior, las normas combatidas transgreden el derecho de protección de los 
datos personales de todos los ciudadanos ya que sólo un órgano especializado y 
constitucionalmente habilitado es el competente para salvaguardar y regular, en su caso, el citado 
derecho. 

 Séptimo. Los artículos 15, fracción XLII Bis, 180 Ter, 180 Quáter, 180 Quintus, Primero, Cuarto y 
Quinto transitorios de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión son violatorios del 
artículo 6º, párrafos segundo y tercero, y 7º, párrafos primero y segundo de la Constitución 
Federal al obligar a todos los usuarios de telefonía móvil a registrarse en el PANAUT, bajo pena 
de cancelación del servicio. 

Con tal medida se viola el derecho de toda persona al acceso a las tecnologías de la información 
y comunicación (TIC), así como a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, lo que a su 
vez transgrede el derecho al libre acceso a información plural y oportuna, así como a buscar, 
recibir y difundir información e ideas, violándose asimismo la libertad de expresión y la prohibición 
de la censura. 
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Las TIC, las telecomunicaciones y el acceso a internet cumplen una función instrumental para el 
ejercicio de diversos derechos humanos (especialmente considerando que gran parte de la 
población tiene acceso a Internet a través de su dispositivo móvil) por lo que cualquier medida 
que restrinja o limite el acceso a estos servicios debe ser analizada en relación con los efectos 
que pueda generar particularmente respecto a los derechos de acceso a la información 
y libre expresión. 

En ese tenor, la exigencia de requisitos para tener acceso a estos servicios se traduce en la 
imposición de barreras al ejercicio a los derechos humanos que se ven facilitados por ellos, 
particularmente los que resultan indispensables para la inserción de la población a la sociedad de 
la información y el conocimiento. 

Aunado a ello, existe todavía un alto porcentaje de la población que, actualmente, no cuenta con 
acceso a estos servicios, de manera que imponerle a este sector poblacional mayores barreras 
para su acceso se traduce en una vulneración todavía más grave. 

Adicionalmente, el Estado tiene la obligación de garantizar el derecho al libre acceso a las 
tecnologías de la información y la comunicación, por lo que imponer el requisito de registro con 
datos personales y datos personales biométricos en el Padrón, so pena de cancelación o 
negativa de acceso, limita este derecho severamente. 

Todo ello también configura una violación al principio de progresividad en su doble vertiente: la 
prohibición de regresividad y la obligación positiva a cargo del Estado de promover los derechos 
humanos de manera progresiva y gradual. 

El cancelar el servicio de telefonía, para quienes es la única opción de conexión a Internet, puede 
restringir seriamente sus posibilidades de acceder a información pública y, de manera general, a 
información plural y oportuna. Además, el Alto Tribunal ha reconocido que herramientas de 
comunicación a través de Internet como, por ejemplo, las redes sociales, son medios para 
allegarse de información pública. 

Finalmente, la medida afecta el derecho a la libertad de expresión pues se genera una censura 
indirecta, prohibida por el segundo párrafo del artículo 7º constitucional. 

 Octavo. Los artículos 15, fracción XLII Bis, 180 Ter, 180 Quáter, 180 Quintes, Primero, Cuarto y 
Quinto transitorios de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión son violatorios de la 
garantía de no retroactividad de la ley en perjuicio de persona alguna, puesto que obran sobre 
una situación anterior a la norma, respecto de los usuarios que ya contaban con el servicio de 
telefonía móvil, quienes ahora para poder acceder al servicio deberán proporcionar sus datos al 
PANAUT. Por ende, se está obrando hacia el pasado sobre el derecho adquirido de acceso a la 
información a través del servicio de telefonía móvil e internet. 

 Noveno. Los artículos 176, 180 Bis, 180 Ter, 180 Quáter, 180 Quintes (sic), 180 Sextus, así 
como transitorios Segundo, Tercero, Cuarto y Quinto impugnados son contrarios a los artículos 
17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 11 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos y 12 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, al constituir una 
injerencia arbitraria al derecho a la privacidad, si se atiende a los criterios elaborados por el Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos para comprobar si una 
injerencia en tal derecho es legal, contenidos en el informe “El derecho a la privacidad en la era 
digital”, del que se puede concluir el rechazo a prácticas como la creación del PANAUT, por 
constituir injerencias arbitrarias y prohibidas por tratados internacionales, al constituir violaciones 
flagrantes al derecho a la privacidad y su interdependencia con el derecho de protección de datos 
personales. 

 Décimo. Los numerales 15, fracción XLII bis, 180 Ter, fracción VI, 180 Quáter, 180 Quintus, 180 
Séptimus, último párrafo impugnados, violan las garantías de seguridad y legalidad jurídicas en 
relación con las técnicas de investigación contenidas en el artículo 16 constitucional, puesto que 
permiten acceder a datos biométricos sin control judicial. 

En términos del artículo 16 constitucional y 252 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 
el requerimiento de datos biométricos exige que un Juez de control lo autorice, previa solicitud del 
Ministerio Público. No obstante, el artículo 180 Séptimus, último párrafo impugnado no alude a la 
necesidad de obtener ese control judicial para acceder a los datos biométricos contenidos en el 
PANAUT, sino que solo establece que si las autoridades conforme a las leyes cuentan con 
facultades para requerir al IFT, podrán acceder al padrón, sin aclarar si será suficiente con que 
las leyes las autoricen en términos genéricos, o si se requerirá, además una orden judicial. Por 
ende, se transgrede el principio de seguridad jurídica y la legalidad en relación con las técnicas 
de investigación. 
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Adicionalmente, no existe certeza sobre el número de personas que podrán acceder al padrón, 
no se define cómo será el acceso a los datos biométricos y a los restantes datos personales, si 
podrá accederse a todo el padrón o a los datos de solo una persona, ni los requisitos que deben 
contener los requerimientos de acceso a la información del Padrón cuando debiera exigirse 
demostrar que la persona respecto de la cual se solicita la información es sujeto de investigación 
por el delito de extorsión. 

Al respecto se recuerda que al resolver los casos C-293/12 y C-594/1, el Tribunal de Justicia de 
la Unión Europea declaró la invalidez de la Directiva 2006/24/CE, por no prever ningún criterio 
objetivo que permitiera limitar el número de personas que disponían de la autorización de acceso 
a los datos conservados ni garantías suficientes, que permitieran asegurar una protección eficaz 
de esos datos. 

 Décimo primero. El párrafo segundo del artículo 180 Bis impugnado transgrede el principio de 
presunción de inocencia, previsto en el artículo 20, apartado B, fracción I, de la Constitución 
Federal, ya que al disponer que el registro de una línea de telefonía móvil en el PANAUT genera 
la presunción sobre la existencia de la línea, su titularidad y la validez del contrato de servicio 
correspondiente, en el supuesto caso que dicha línea sea vinculada como instrumento de un 
delito, su titular o propietario, de forma inmediata, será considerado como el responsable de ese 
hecho delictivo. 

Con ello se revierte la carga de la prueba que en principio corresponde al acusador en perjuicio 
del titular de una línea de telefonía. 

Por otro lado, la disposición que se comenta resulta inconstitucional en tanto que de hecho da 
tratamiento de culpable al imputado con lo cual se estaría ante una anticipación de la pena, 
transgrediendo el principio presunción de inocencia como trato procesal. 

6. Por su parte, los senadores de la LXIV Legislatura expusieron los siguientes motivos de inconformidad. 

 Primero. El Decreto impugnado vulnera el principio de legalidad legislativa, en su vertiente 
dimanada de los artículos 16 y 72 constitucionales, consistente en la debida fundamentación y 
motivación de los dictámenes legislativos, cuyas deficiencias pueden viciar el debate 
parlamentario y afectar al proceso legislativo. Así como en su diversa vertiente derivada de los 
artículos 14 y 72 constitucionales relativa al respeto a las formalidades del procedimiento 
legislativo. 

Ninguna de las dos Cámaras fundamentó y motivó de forma correcta sus dictámenes, aunado a 
que existieron vicios legislativos en el trámite realizado por el Senado de la República. 

El dictamen de la Cámara de diputados adolece de indebida fundamentación porque se omitió 
basar el dictamen en la legislación aplicable, ya que: 1) deja de considerar que la obligación de 
los concesionarios de telefonía de colaborar con las autoridades, no implica asumir un costo 
económico para obtener el equipo necesario con el fin de recabar datos biométricos, ni de realizar 
actos que serían propios de autoridades; 2) se asigna competencias en materia de datos 
personales al IFT, lo cual corresponde al INAI; 3) se omite considerar que el régimen legal 
aplicable es la Ley General de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, ya que los 
concesionarios no recabarán datos para el desempeño de su actividad económica sino para 
integrar una base de datos en materia de seguridad pública que mantendrá el gobierno; 4) no se 
aluden a los principios de buen gasto público contenidos en el artículo 134 constitucional, no se 
toma en cuenta la carga presupuestal que tendría el IFT ni los gastos que irrogarían los 
concesionarios para recabar los datos; y 5) aunque se menciona una posible violación al principio 
de presunción de inocencia no se da respuesta a dicha cuestión. 

El dictamen también adolece de indebida motivación pues: 1) se analiza de manera sesgada el 
uso de datos personales; 2) se hizo caso omiso a las opiniones de los expertos durante el “Foro 
Virtual para el Registro de Usuarios de Telefonía Móviles” respecto a que no había garantía de 
que con el Padrón disminuyera la comisión de delitos y que se requería un trabajo mayor para 
limitar a las autoridades su acceso; 3) no se realizó un ejercicio de ponderación para justificar por 
qué debía prevalecer la seguridad pública sobre la protección de datos personales, sobre todo de 
datos sensibles; 4) no se ofrece una motivación reforzada tomando en cuenta que existen 
posibles afectaciones a valores constitucionales y derechos sensibles, que por analogía tendrían 
el mismo valor que una categoría sospechosa; 5) no se ofrece una justificación sobre porqué a 
pesar de las medidas ya existentes u otras alternas, se requiere una versión más invasiva del 
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RENAUT; 6) No se señala una finalidad constitucionalmente válida pues solo se dice que será 
una herramienta para el combate al delito, sin especificar los ilícitos ni a las autoridades que 
podrán acceder al padrón y sin incluir al INAI; y 7) No se justifica la idoneidad de lo propuesto, ni 
se hace referencia a posibles medidas alternativas con los derechos en juego, ni cómo el fin a 
cumplirse por las iniciativas dictaminadas debe prevalecer sobre cualquier posible afectación. 

El dictamen del Senado de la República también adolece de indebida fundamentación y 
motivación pues: 1) se limita a transcribir el dictamen de la colegisladora, centrándose solo en 
justificar la necesidad de la reforma sin ofrecer un sustento normativo adicional, aunado a que no 
existe una ponderación entre la seguridad pública y la protección de datos personales; 2) tiene un 
enfoque punitivo, pues contempla el combate al delito desde la óptica de la sanción (la existencia 
de un registro invasivo de identidad para poder complementar la persecución del delito), en vez 
de implementar medidas preventivas o complementarias, como pudiera ser la regulación de las 
tarjetas SIM; 3) es opaco, ya que se convocó a expertos y no se tomaron en cuenta sus 
conclusiones; y 4) al igual que el de la colegisladora, adolece de la misma falta de justificación de 
la medida. 

Por otra parte, existieron dentro del procedimiento legislativo en la Cámara de Senadores 
(revisora), diversas violaciones con potencial de invalidar el Decreto impugnado. 

Ello porque en la reunión de las Comisiones Unidas de Comunicaciones y Transportes y de 
Estudios Legislativos de veinticinco de marzo de dos mil veintiuno, únicamente los diputados de 
la Comisión de Comunicaciones y Transportes votaron el dictamen (aprobándolo por mayoría) en 
tanto los de la Comisión de Estudios Legislativos no realizaron tal votación, al estar pendiente la 
resolución sobre una reserva de artículos presentada por un senador, respecto a la cual existió 
empate de tres votos para determinar si era procedente (lo que no aconteció en la votación 
respecto a la reserva de la primera comisión, en la que la mayoría votó por la improcedencia  
de la reserva). 

Por tanto, como de conformidad con el artículo 150, numeral 3 del Reglamento del Senado de la 
República, el dictamen producido bajo la modalidad de trabajo en comisiones unidas debe de ser 
aprobado en ese acto por la mayoría absoluta de los integrantes de cada una de las comisiones 
que participan, la votación del dictamen por parte de la Comisión de Comunicaciones y 
Transportes no se debió llevar a cabo, toda vez que el resultado de la votación de la propuesta 
por parte de la comisión de Estudios Legislativos, podría influir en la votación de los integrantes 
del dictamen por parte de ambas comisiones. 

En consecuencia, no se respetó el Reglamento ·del Senado de la República, ni hubo una 
participación equitativa de todas las fuerzas políticas en el debate y por tanto, la reforma 
impugnada es inconstitucional. 

 Segundo. Se vulnera el principio de igualdad porque la reforma entra en contradicción directa 
con los principios rectores previstos en el numeral 6 del Ley General de Datos Personales en 
Posesión de Sujetos Obligados (LGDPPSO)1. 

Se transgrede el principio de calidad relativo a que los datos personales deben ser pertinentes y 
correctos para los fines para los que fueron recabados, pues se busca recabar datos personales 
sensibles para crear un padrón que en el pasado no ha cumplido su función (antecedente 
RENAUT), siendo el previsto en la reforma inclusive más invasivo y ambiguo pues no se 
especifica los delitos para los que puede ser usado, a diferencia del primer padrón. 

También se transgrede el principio de responsabilidad porque impone una carga a los operadores 
de telecomunicaciones y al IFT, que va más allá de su diseño organizacional y que le supone una 
fuerte obligación económica. 

Adicionalmente se vulnera el principio de proporcionalidad porque el daño por el riesgo de 
filtración de la información del padrón es mayor que el posible bien que puede tener el combate a 
la delincuencia. 

Por tanto, la reforma adolece de una indebida fundamentación y motivación al contravenir 
directamente la Ley General aludida, transgrediendo así el artículo 16 constitucional. 

                                                 
1 En realidad, la referencia al artículo 6º y posteriores numerales de este concepto de violación no son de la Ley General, sino que 
corresponden a la Ley Federal de Protección De Datos Personales en Posesión de los Particulares. 
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 Tercero. La reforma impugnada transgrede el derecho a la “libre disposición del cuerpo”, el cual 
se desprende de los derechos a la integridad personal y al libre desarrollo de la personalidad, y 
que reconoce la posibilidad para la persona de disponer de su cuerpo de la forma que mejor 
convenga a sus planes de vida. 

Los datos biométricos son parte inmodificable del cuerpo de la persona y por lo tanto, ésta tiene 
derecho a protegerlos y a hacer uso de éstos de la forma en que mejor le convenga. Por ello, los 
artículos 180Ter y 180 Quáter impugnados, al exigir que los ciudadanos que deseen seguir 
accediendo a servicios de telefonía móvil deben dar información tan íntima como lo son la voz, la 
información genética, las huellas, los iris y otros, transgreden ese derecho y por ende son 
inconstitucionales. 

 Cuarto. La reforma impugnada vulnera el derecho a la identidad, pues no establecen de forma 
expresa la protección de los datos personales por medio del ejercicio de los derechos ARCO, en 
contravención al artículo 4º constitucional. 

Dicha violación también se genera porque: a) no se cumplen los principios de la LGDPPSO; b) no 
se establece la participación INAI; y c) existe una base de datos biométricos sin una delimitación 
apropiada, tanto en sus fines como en los sujetos que lo pueden utilizar. 

 Quinto. El decreto impugnado transgrede el derecho a la privacidad, reconocido en los artículos 
16 constitucional, 11 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 17 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, debido a injerencias indebidas en el cuerpo e 
identidad de las personas. 

Ello porque se condiciona el acceso al servicio de telefonía al otorgamiento de los datos 
biométricos de la persona con lo cual se elimina el principio de consentimiento que permea en la 
proyección de los datos personales, generándose una injerencia coactiva en la vida privada. 

Además, porque con el PANAUT se crea un sistema de vigilancia permanente e indiscriminado 
que permite al Estado interferir y monitorear directamente la vida privada de las personas, lo cual 
es abiertamente contrario a los principios que orientan el funcionamiento de una democracia 
constitucional contemporánea. Ello sin que la medida conlleve beneficios concretos frente a los 
derechos sacrificados, garantice la certeza en el uso de los datos, ofrezca un mecanismo de 
rendición de cuentas para quien reclame abusos, ni prevea esquemas que permitan asegurar que 
los datos extraídos serán debidamente custodiados y empleados solo con el fin previsto. 

La posibilidad de geolocalizar los teléfonos celulares, así como el registro de todas las llamadas y 
mensajes, genera patrones de uso que permite conocer la vida pública y privada de todos los 
usuarios, por lo que es crítico que esa información se encuentre debidamente protegida, lo cual 
pugna con la medida combatida, que hace lo contrario. 

En ese sentido al resolver los casos acumulados C-203/15 y C-698/15, el Tribunal de Justicia de 
la Unión Europea sostuvo que: 1) las medidas encaminadas a registrar indiscriminadamente 
datos personales de usuarios relacionadas con el uso de tecnologías de la información 
constituyen una afectación al derecho a la privacidad de las comunicaciones; 2) que la 
conservación indiscriminada de datos es violatoria de los derechos a la libertad de expresión, a la 
protección de datos personales, al secreto de las comunicaciones de las personas e incluso al 
secreto profesional; 3) reconoció la posibilidad de registrar y retener datos pero siempre sujeto a 
un objetivo concreto y de acuerdo con los estándares de una sociedad democrática; 4) precisó 
que la salvaguarda de la seguridad pública no puede constituirse en una habilitación amplia de 
cualquier medida del Estado que afecte los derechos de sus ciudadanos, como cuando la medida 
afecta a todos los usuarios de líneas telefónicas celulares; y 5) señaló que la persona afectada 
tiene derecho a ser informada que sus datos fueron consultados. 

Adicionalmente, en el diverso caso C-623/17 concluyó que solamente en ocasiones muy 
especiales es posible que el Estado ordene a un concesionario retener información en forma 
indiscriminada, precisando que la medida tiene que ser temporal y justificada por cuestiones 
relacionadas con terrorismo o delincuencia organizada, que la protección del derecho 
fundamental a la intimidad exige que las excepciones a la protección de datos personales y las 
restricciones a dicha protección se establezcan sin sobrepasar los límites de lo estrictamente 
necesario y que en el caso de los mecanismos de recopilación de información indiscriminados y 
no sujetos a una temporalidad y a un objetivo concreto, la medida es abiertamente contraria a los 
derechos fundamentales. 
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Así, al igual que el caso europeo, la reforma impugnada plantea un sistema normativo que 
recopila datos en forma indiscriminada, sin sujeción a una temporalidad y sin un objetivo 
concreto, lo cual se traduce en violaciones a la libertad de expresión, a la protección de datos y al 
derecho a la privacidad de las comunicaciones. 

Por otra parte, es cierto que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos al resolver el caso  
Breyer v. Alemania determinó que el establecimiento de un padrón que registre a los usuarios de 
telefonía celular no es per se violatorio de derechos humanos y que Alemania tenía capacidad de 
recolectar el número de teléfono, el nombre, la dirección y la fecha de nacimiento de las personas 
usuarias de telefonía móvil de prepago; sin embargo, también reconoció que este tipo de 
padrones deben estar acompañados de suficientes medidas que garanticen la seguridad de los 
datos ahí contenidos y de la exigencia de que se garanticen los derechos ARCO. 

Sin embargo, a diferencia de la medida impugnada, en el caso alemán no se requerían los datos 
biométricos de los usuarios y no se generaba un sistema de vigilancia permanente de toda la 
población usuaria de telefonía celular. 

Por otra parte, dada la amplitud de la información recabada, el sistema normativo impugnado 
permitirá conocer con toda precisión la información de los usuarios, sus costumbres, sus círculos 
de amistades laborales y personales (toda su vida), por lo que ante tal vigilancia los usuarios 
tendrán la disyuntiva pues dependiendo de las comunicaciones que entablen pueden verse 
seriamente afectadas con motivo de la vigilancia permanente, lo cual genera un efecto negativo 
con relación a los derechos de libertad de expresión y asociación. 

 Sexto. El Decreto impugnado transgrede el derecho a la libertad de expresión y de difusión de 
información reconocido en los artículos 6º y 7º de la Constitución Federal, pues la creación de 
una base de datos biométricos que puede ser utilizados para la investigación de cualquier delito 
crea un ambiente hostil para el ejercicio de la crítica. 

Ello porque no se especifica cuáles son los delitos cuya investigación tendrá relación con el 
PANAUT, como sí acontecía con el RENAUT, que se limitaba a los ilícitos de secuestro y 
extorsión. 

En ese tenor, los artículos 180 Bis (que establece la finalidad del PANAUT y una presunción de 
pertenencia de una persona con la línea registrada) en relación con los diversos 180 Ter (que 
incluye datos biométricos al padrón) y 180 Quáter (obligatoriedad del registro), resultan 
inconstitucionales e inconvencionales, pues el Estado Mexicano incumple con una obligación de 
no amedrentar la libre expresión de ideas y el ejercicio de la crítica, constituyéndose así una 
medida de censura previa, en particular contra periodistas. 

Además, la instauración del PANAUT debilita la libertad de expresión política, el orden 
democrático y afecta los derechos políticos, pues ante la existencia de un padrón de datos 
biométricos a disposición de las autoridades penales y la previsión del artículo 19 constitucional 
referente a que los delitos políticos ameritan prisión preventiva, existe un riesgo real y factible 
para los políticos de oposición de ser acosados por las autoridades, generando un 
efecto disuasivo. 

Además, tomando en cuenta que es mediante el ejercicio de la libertad de expresión que los 
ciudadanos y lideres de opinión controlan popularmente el ejercicio del poder cuando haya 
motivos para hacer reclamos legítimos a las autoridades, la medida impugnada se traduce en una 
afectación al derecho humano a la democracia. 

 Séptimo. La reforma impugnada también ocasiona una transgresión al derecho de acceso y uso 
de las telecomunicaciones reconocido en el artículo 6º constitucional, pues se preceptúa que las 
personas que no estén dispuestas a entregar sus datos personales no tendrán derecho a seguir 
utilizando una línea telefónica móvil. Así, el Estado incumple su deber de promover el referido 
derecho el cual debe ser de acceso libre y sin injerencias arbitrarias. 

Ponderativamente no resulta válido que el particular deba ceder en su derecho a la privacidad a 
fin de habilitar el diverso de acceso a las telecomunicaciones, por lo que el Decreto impugnado le 
impone una carga, que además resulta contraria al principio de interdependencia de derechos, 
conforme al cual no puede condicionarse el goce de uno a que se ceda en otro. 

Adicionalmente se genera un efecto disuasorio para la expansión en el acceso a las 
telecomunicaciones, pues el artículo 180 Quintes impugnado establece el deber de los 
concesionarios o autorizados de recabar e ingresar la identidad, datos biométricos y domicilio del 
usuario, lo que los obliga a desplegar infraestructura para cumplir dicha función, con lo cual el 
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efecto que se genera es limitar los puntos de venta de telefonía móvil impidiendo que las líneas 
telefónicas se distribuyan a domicilio, teniendo ello además un impacto más claro tratándose de 
comunidades apartadas y de escasos recursos, donde se dificultará aún más el acceso 
a estos servicios. 

Del mismo modo, los usuarios se verán inhibidos al tener que entregar sus datos personales para 
poder acceder a una línea telefónica móvil, generándoles la disyuntiva de elegir entre el derecho 
a la privacidad de sus datos y el derecho de acceso a las telecomunicaciones. 

 Octavo. La reforma también atenta contra las garantías institucionales del IFT, pues se 
establecen obligaciones y facultades a su cargo en materia de datos personales (integrar el 
PANAUT) que no concuerdan con su diseño institucional y su función primordial de garantizar el 
desarrollo eficiente de la radiodifusión y las telecomunicaciones, de conformidad con los artículos 
6º y 28 constitucionales. 

En particular, el Instituto tiene la función de regular, monitorear y vigilar el comportamiento de los 
concesionarios, pero no el de los usuarios, tan es así que ninguna de sus atribuciones previstas 
en el artículo 15 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión se refiere a estos 
últimos, salvo la referente a la institución del PANAUT. 

La operación del PANAUT no se ve amparada por las atribuciones del IFT, que se circunscriben a 
las redes de telecomunicaciones y el espectro radioeléctrico y no a los datos personales 
sensibles, cuya competencia recae en el INAI, el cual incluso en su comunicado 42/2021, expresó 
que la reforma podría contraponerse a su mandato de garantizar los derechos contenidos en los 
artículos 6° y 7° de la Constitución Federal y al favorecimiento del acceso a los servicios de 
telecomunicaciones. 

 Noveno. La reforma impugnada es violatoria de principios rectores del procedimiento penal 
previstos en los artículos 20 y 21 de la Constitución Federal. 

En primer lugar, resulta contraria al principio de presunción de inocencia, pues el que se recaben 
datos personales sensibles con la finalidad de investigar delitos, sin que estos se especifiquen ni 
se precise con claridad qué autoridades pueden acceder al Padrón, conlleva una omisión que 
presupone que potencialmente todos los usuarios pueden cometer un delito. Por tanto, se 
criminaliza a la ciudadanía. 

Ello se agrava porque en el segundo párrafo del artículo 180 bis impugnado se prevé que los 
actos jurídicos que dimanen del uso de un dispositivo de telefonía celular se presumen válidos 
salvo prueba en contrario, con lo cual los actos criminales realizados en dispositivos robados se 
presumen realizados por los titulares de las líneas. 

Es criterio del Alto Tribunal que el principio de presunción de opera también en situaciones 
extraprocesales. En ese sentido, no se puede considerar atribuirle a una persona la validez de los 
actos realizados en el dispositivo registrado a su nombre y vinculado a sus datos personales 
sensibles, pues se conformaría una prueba preconstituida. 

Así, el que se recaben masivamente los datos personales de más de ochenta millones de 
mexicanos, que se puedan usar potencialmente por cualquier autoridad, para investigar cualquier 
delito y los actos realizados en los dispositivos registrados a una persona sean atribuibles 
automáticamente a la misma, tienen un efecto criminalizador respecto de todas estas personas y 
contravienen la base de nuestro derecho sancionador, siendo por tales razones inconstitucional la 
reforma impugnada. 

En segundo lugar, el PANAUT implica una medida desproporcionada respecto a la finalidad de 
combate al crimen organizado y al delito. Ello porque se recaban datos personales sensibles 
afectando “la libre disposición del cuerpo” y privacidad, con lo que se transgreden los principios 
de lealtad y proporcionalidad de los datos personales y generando una repercusión en las 
finalidades de la seguridad pública previstas en el artículo 21 constitucional, al ser susceptible de 
robo. 

 Décimo. El decreto impugnado contiene una medida que no supera el test de proporcionalidad. 

La medida legislativa tiene como finalidad colaborar con las autoridades competentes en materia 
de seguridad y justicia en asuntos relacionados con la comisión de delitos, lo cual impacta los 
derechos a la privacidad, a la protección de datos personales, a la libre disposición del cuerpo e 
integridad personal, al acceso y uso de las telecomunicaciones, a la información, a la libertad de 
expresión, a la inviolabilidad del domicilio y a la presunción de inocencia. 
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La restricción y limitante a estos derechos se genera porque se condiciona al gobernado a que 
para acceder y usar una línea de telefonía celular, deba: a) entregar los datos más sensibles 
-como son los biométricos- a su prestadora del servicio; b) esta última debe entregarlos al IFT, 
quien los integrará a una base de datos; c) el IFT deberá entregar la información que le sea 
requerida por otras autoridades competentes en materia de seguridad y justicia; y d) se arroja al 
gobernado la carga de probar que no es suya la línea que se imputa de su propiedad o titularidad, 
conforme al registro, así como la invalidez de los actos que se realicen con dicha línea telefónica. 

En primer lugar, en la reforma no subyace una finalidad constitucionalmente válida pues si bien 
se hace mención a los conceptos de seguridad y justicia, no se precisa a qué tipo de seguridad 
se refiere (nacional, interior o pública) ni qué autoridades serán las involucradas, lo cual abona al 
debate sobre la delimitación de las fronteras competenciales de las autoridades en materia de 
seguridad del país. Tales ambigüedades anulan la validez del propósito de creación del PANAUT 
al permitirse injerencias arbitrarias. 

Además, la reforma contiene una cláusula habilitante para que el IFT emita disposiciones 
administrativas generales respecto al PANAUT, entre ellas, las referentes a la delimitación de los 
datos biométricos que se integrarán al padrón, lo cual no corresponde a su ámbito competencial 
sino al del INAI. De igual manera no es factible aceptar que en estas disposiciones se 
pormenoricen los datos biométricos que integrarán el PANAUT, pues ello debería estar delimitado 
en la Ley, al constituir una restricción a un derecho humano. 

Finalmente, la medida implica una contravención directa a la Constitución Federal respecto a la 
garantía de inviolabilidad de las comunicaciones, pues se obliga al usuario a entregar sus datos 
de identificación al IFT sin que medie autorización judicial. 

En segundo lugar, la medida no es idónea para satisfacer el propósito constitucional, pues no 
solamente no existe un nexo causal entre la medida y el fin buscado, sino que en México ya se 
han probado mecanismos similares, con los mismos fines. Tal es el caso del RENAUT que 
fracasó e incluso fue derogados al ser mayor el peligro en el que se colocó a la sociedad que la 
incidencia de esa herramienta en la reducción de los altos niveles de seguridad. 

En el caso del RENAUT: a) no se previó validación alguna sobre la veracidad de la información 
proporcionada, lo cual favorecía la suplantación; b) se pasó por alto que quienes pueden 
corroborar la información personal de los usuarios son los concesionarios de telefonía móvil;  
c) No se contaba con un documento de identificación oficial confiable, más que con la credencial 
para votar, la cual no todos los ciudadanos tienen en virtud de que su obtención no es obligatoria; 
d) el RENAUT no formó parte de una estrategia nacional de seguridad pública, un esfuerzo que 
terminó aislado y en manos de una autoridad administrativa; y e) la base de datos fue vulnerada 
poniendo en riesgo que la información en ella contenida y con ello la integridad de las personas 
inscritas al conocerse su información personal y sensible. 

El PANAUT tiene las mismas debilidades que el RENAUT, por lo que no es un mecanismo idóneo 
para incidir en la disminución de los altos niveles de seguridad que se han registrado en los 
últimos años. 

Adicionalmente tratándose del caso de líneas de personas morales, éstas quedarán a nombre del 
representante legal, por lo que si las empresas otorgan dichas líneas a sus empleados o 
colaboradores la medida no incide en la reducción de la comisión de delitos, pues estos últimos 
no están registrados en el sistema. 

En tercer lugar, la medida no es necesaria pues actualmente ya existen mecanismos a través de 
los cuales las autoridades competentes pueden allegarse de información de los usuarios de las 
líneas de telefonía (las previstas en el artículo 190 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y 
Radiodifusión) sin necesidad de integrar la información sensible, como datos biométricos, a 
través del PANAUT. 

En adición, las deficiencias del RENAUT son replicadas en el PANAUT. Así de buscarse un 
mecanismo similar para la colaboración de las autoridades en materia de persecución del delito, 
es necesario que la alternativa prevea: a) las autoridades que estarán involucradas y que podrán 
acceder a la base de datos; b) autorización de un Juez federal para poder acceder al padrón; 
c) un sistema efectivo de confirmación de la identidad de la persona titular o propietaria de la 
línea; d) la inclusión de la base de datos como parte de la estrategia nacional de seguridad, con 
objetivos y reglas claras sobre su funcionamiento; y e) el catálogo de delitos que ameritarán la 
injerencia estatal a los datos personales de los titulares de las líneas de telefonía. 
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En cuarto lugar, la medida no satisface la grada de proporcionalidad en sentido estricto, pues no 
es válido que los gobernados estén obligados a entregar su información más sensible como 
condición para acceder a una línea telefónica, mucho menos cuando dichos datos serán 
entregados incluso a autoridades fuera del ámbito de sus atribuciones y competencias, sin ningún 
tipo de control judicial. 

 Si bien existen autoridades e incluso particulares (instituciones bancarias) que cuentan con los 
datos biométricos de los gobernados, la diferencia está en que están obligadas a proteger dichos 
datos, en cambio, el PANAUT está diseñado como un atajo para que esa información sea 
entregada fuera de cualquier mecanismo de control, lo cual provoca que la medida impugnada 
que sea desproporcional frente a cualquier supuesto fin legítimo. 

7. CUARTO. Registro y admisión de las acciones de inconstitucionalidad. Mediante proveído de 
diecinueve de mayo de dos mil veintiuno, el Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 
ordenó formar y registrar la acción de inconstitucional presentada por el INAI con el número de 
expediente 82/2021 y turnó el asunto a la Ministra Norma Lucía Piña Hernández para fungir como 
instructora del procedimiento. 

8. En diverso acuerdo de veinte de mayo de dos mil veintiuno, el Presidente de esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ordenó formar y registrar la acción de inconstitucional presentada por los 
senadores de la LXIV Legislatura con el número de expediente 86/2021, decretó la acumulación del 
asunto con la diversa acción de inconstitucionalidad 82/2021 y, de la misma manera, lo turnó a la 
Ministra Norma Lucía Piña Hernández para que instruyera el procedimiento. 

9. Por auto de veintisiete de mayo de dos mil veintiuno, la Ministra instructora admitió las acciones de 
inconstitucionalidad acumuladas y ordenó dar vista a las Cámaras de Diputados y Senadores del 
Congreso de la Unión, así como al Poder Ejecutivo Federal, para que rindieran sus respectivos 
informes. Además, requirió a la Fiscalía General de la República para que formulara pedimento. 

10. QUINTO. Informe de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión. Mediante escrito 
presentado el veintiuno de junio de dos mil veintiuno en la Oficina de Certificación Judicial y 
Correspondencia de este Alto Tribunal, la Cámara de Senadores, representada por el Senador Oscar 
Eduardo Ramírez Aguilar, Presidente de su Mesa Directiva, rindió el informe solicitado, sustentando la 
validez de la normatividad impugnada. 

11. SEXTO. Informe de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión. Mediante escrito 
presentado el veintidós de junio de dos mil veintiuno en la Oficina de Certificación Judicial y 
Correspondencia de este Alto Tribunal, la Cámara de Diputados, representada por la diputada Dulce 
María Sauri Riancho, Presidenta de su Mesa Directiva, rindió su informe, sustentando la validez de la 
normativa impugnada. 

12. SÉPTIMO. Informe del Poder Ejecutivo Federal. Mediante escrito presentado el veintidós de junio de 
dos mil veintiuno en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de este Alto Tribunal, Julio 
Scherer Ibarra, Consejero Jurídico del Ejecutivo Federal rindió informe en representación del 
Presidente de la República. 

13. OCTAVO. Pedimento de la Fiscalía General de la República. La Fiscalía General de la República no 
formuló pedimento. 

14. NOVENO. Cierre de instrucción. Recibidos los informes de las autoridades, formulados los alegatos y 
encontrándose instruido el procedimiento, mediante proveído de cuatro de agosto de dos mil veintiuno, 
la Ministra instructora decretó el cierre de la instrucción a efecto de elaborar el proyecto de resolución 
correspondiente. 

15. DÉCIMO. Amicus curiae. Durante la tramitación del expediente, se recibieron en esta Suprema Corte 
de Justicia de la Nación las promociones que, bajo la figura de amicus curiae, presentaron la Comisión 
de Derechos Humanos de la Ciudad de México; el Ilustre y Nacional Colegio de Abogados; Red en 
Defensa de los Derechos Digitales; It Lawyers, Sociedad Civil; y Centro Iberoamericano para el 
Desarrollo e Investigación de la Ciberseguridad, Asociación Civil. 

CONSIDERANDO: 

16. PRIMERO. Competencia. Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es 
competente para resolver las presentes acciones de inconstitucionalidad acumuladas de conformidad 
con lo dispuesto por los artículos 105, fracción II, incisos b) y h) de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y 10, fracción I, de la anterior Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
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Federación, en relación con el punto segundo, fracción II, del Acuerdo General Plenario 5/2013, toda 
vez que el INAI y una minoría legislativa de la Cámara de Senadores plantean la inconstitucionalidad 
del Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación de dieciséis de abril de dos mil veintiuno el 
cual contiene reformas a la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión. 

17. SEGUNDO. Precisión de normas impugnadas. De conformidad con los artículos 41, fracción I y 73 
de la Ley Reglamentaria de la materia, deben precisarse las normas generales que serán objeto de 
estudio en la presente acción de inconstitucionalidad. 

18. De la lectura integral de las demandas es posible desprender que los accionantes impugnan la 
totalidad de las normas contenidas en el Decreto por el cual se reforman y adicionan diversas 
disposiciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el dieciséis de abril de dos mil veintiuno. 

19. Por un lado, los senadores promoventes hacen valer diversas violaciones al proceso legislativo, lo 
que implica que su impugnación está dirigida –al menos en una parte– a controvertir el proceso de 
creación del Decreto en su integridad. 

20. Pero, además, en sus motivos de impugnación ambos accionantes combaten la totalidad de las 
normas que conforman el referido Decreto, pues controvierten el sistema normativo a partir del cual 
se crea y regula el Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil (en adelante “PANAUT”) al estimar 
que dicha figura transgrede diversos derechos humanos y principios constitucionales. 

21. En consecuencia, este Tribunal Pleno tiene por impugnadas la totalidad de las normas contenidas en 
el Decreto por el cual se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de 
Telecomunicaciones y Radiodifusión, publicado en el Diario Oficial de la Federación el dieciséis de abril 
de dos mil veintiuno. 

22. TERCERO. Oportunidad. El primer párrafo del artículo 60 de la Ley Reglamentaria de la materia 
establece que el plazo para promover la acción de inconstitucionalidad es de treinta días naturales a 
partir del día siguiente a la fecha en que la norma general sea publicada en el correspondiente medio 
oficial, tomando en cuenta que, si el último día de dicho plazo fuese inhábil, entonces la demanda 
podrá presentarse el día hábil siguiente.2 

23. En esa tesitura, debe advertirse que el decreto impugnado fue publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el dieciséis de abril de dos mil veintiuno. Así el plazo para controvertirlo corrió del diecisiete 
de abril al dieciséis de mayo de dicho año, pero como el último día del plazo fue domingo y, por tanto, 
inhábil, la demanda podía presentarse el lunes diecisiete de mayo siguiente. 

24. Por lo tanto, dado que el INAI presentó su demanda el trece de mayo de dos mil veintiuno a través del 
Sistema Electrónico de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la minoría de senadores hizo lo 
propio el catorce de dicho mes y año, debe concluirse que ambas promociones resultan oportunas. 

25. CUARTO. Legitimación. A continuación, se procederá a analizar la legitimación de quienes 
promueven las presentes acciones, por ser un presupuesto indispensable para su ejercicio. 

A) Legitimación del INAI 

26. El artículo 105, fracción II, inciso h), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos3, 
faculta al INAI para promover acción de inconstitucionalidad en contra de leyes que vulneren el 
derecho al acceso a la información pública y la protección de datos personales, al ser este el órgano 
garante previsto en el artículo 6º de la Ley Fundamental. 

                                                 
2 Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la 
fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese 
inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente. En materia electoral, para el cómputo de los plazos, todos los días son 
hábiles. 
3 Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos 
siguientes:  
[...] 
II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta 
Constitución. 
Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, 
por:  
[...] 
h) El organismo garante que establece el artículo 6° de esta Constitución en contra de las leyes de carácter federal y local, así como de 
tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren el derecho a la 
información pública y la protección de datos personales. Asimismo, los organismos garantes equivalentes en las entidades federativas, en 
contra de leyes expedidas por las Legislaturas locales; e 
[...] 
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27. Además, en términos de los artículos 11, primer párrafo, y 59 de la Ley Reglamentaria de la materia4, 
las partes deben comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que de conformidad con las 
normas que los rigen, estén facultados para representarlos. 

28. Ahora bien, en el caso, la acción de inconstitucionalidad 82/2021 fue suscrita por Gonzalo Sánchez de 
Tagle Pérez Salazar, en su carácter de Director General de Asuntos Jurídicos del INAI, calidad que 
acredita con la copia certificada de la credencial expedida por el referido Instituto; funcionario que de 
conformidad con el artículo 32, fracciones I y II, del Estatuto Orgánico del Instituto Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales cuenta con la 
representación del INAI.5 

29. Asimismo, es preciso señalar que en términos de los artículos 41, fracción VI, de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública6; 35, fracción XVIII, de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública7; así como 6, 8, 12, fracciones I, IV y XXXV y 18, 
fracciones IV, XIV, XVI y XXVI del referido Estatuto Orgánico8, la promoción de una acción de 
inconstitucionalidad por parte del INAI debe ser aprobada por la mayoría de los Comisionados del 
Instituto. 

30. Situación que se actualiza en el presente caso, pues el Pleno del INAI aprobó por unanimidad de votos 
el “Acuerdo ACT-PUB/27/04/2021.03” mediante el cual se instruyó al Director General de Asuntos 
Jurídicos, como representante legal, para para que interpusiera acción de inconstitucionalidad en 

                                                 
4 Artículo 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberá comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que, en 
términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparezca a juicio goza 
de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario.  
[...] 
Artículo 59. En las acciones de inconstitucionalidad se aplicarán en todo aquello que no se encuentre previsto en este Título, en lo 
conducente, las disposiciones contenidas en el Título II. 
5 Artículo 32. La Dirección General de Asuntos Jurídicos tendrá las siguientes funciones:  
I. Representar legalmente al Instituto en asuntos jurisdiccionales, contencioso-administrativos y ante toda clase de autoridades administrativas 
y judiciales, en los procesos de toda índole, cuando requiera su intervención y para absolver posiciones;  
II. Rendir los informes previos y justificados que en materia de amparo deban presentarse, asimismo, los escritos de demanda o contestación, 
en las controversias constitucionales o acciones de inconstitucionalidad, promover o desistirse, en su caso, de los juicios de amparo y, en 
general, ejercitar todas las acciones que a dichos juicios se refieran; 
(...). 
6 Artículo 41. El Instituto, además de lo señalado en la Ley Federal y en el siguiente artículo, tendrá las siguientes atribuciones: 
[...] 
VI. Interponer, cuando así lo aprueben la mayoría de sus Comisionados, acciones de inconstitucionalidad en contra de leyes de carácter 
federal, estatal o del Distrito Federal, así como de los tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado 
de la República, que vulneren el derecho de acceso a la información; 
[...] 
7 Artículo 35. Son atribuciones del Pleno, las siguientes: 
[...] 
XVIII. Interponer, por el voto de la mayoría de sus integrantes, las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad de 
conformidad con lo previsto en el artículo 105 de la Constitución y su Ley Reglamentaria; 
[...]. 
8 Artículo 6. El Pleno es el órgano superior de dirección del Instituto, facultado para ejercer las atribuciones que le establece la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, las leyes de la materia y demás disposiciones que resulten aplicables.  
Artículo 8. El Pleno es la máxima autoridad frente a los Comisionados en su conjunto y en lo particular, y sus resoluciones son obligatorias 
para éstos, aunque estuviesen ausentes o sean disidentes al momento de tomarlas. 
Artículo 12. Corresponde al Pleno del Instituto: 
I. Ejercer las atribuciones que al Instituto le otorgan la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General, la Ley Federal, 
la Ley de Protección de Datos Personales, así como los demás ordenamientos legales, reglamentos y disposiciones que le resulten 
aplicables; 
[...] 
IV. Interponer las acciones de inconstitucionalidad en contra de leyes de carácter federal o estatal, así como de tratados internacionales que 
vulneren los derechos de acceso a la información y protección de datos personales, cuando así lo determinen la mayoría de sus integrantes, 
en términos del artículo 105, fracción II, inciso h de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y su Ley reglamentaria; 
[...] 
XXXV. Deliberar y votar los proyectos de acuerdos, resoluciones y dictámenes que se sometan a su consideración; 
[...]. 
Artículo 18. Los Comisionados tendrán las siguientes funciones: 
[...] 
IV. Proponer al Pleno la interposición de acciones de inconstitucionalidad en contra de leyes de carácter federal o estatal, así como de 
tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren el derecho al acceso a 
la información pública y la protección de datos personales, en términos de la fracción II, inciso h) del artículo 105 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; 
[...] 
XIV. Conocer de los asuntos que le sean sometidos para su aprobación por el Pleno;  
[...] 
XVI. Suscribir los acuerdos, actas, resoluciones y demás documentos que determine el Pleno; 
[...] 
XXVI. Someter a consideración del Pleno los proyectos de acuerdos, resoluciones y disposiciones normativas que permitan el cumplimiento 
de las funciones del Instituto; 
[...]. 
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contra del Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de 
Telecomunicaciones y Radiodifusión, publicado en el Diario Oficial de la Federación, el dieciséis 
de abril de dos mil veintiuno. 

31. En ese sentido, el Director General de Asuntos Jurídicos del INAI tiene legitimación para promover la 
acción de inconstitucionalidad 82/2021 en representación del referido Instituto. 

32. Similares consideraciones rigieron la decisión de este Tribunal Pleno respecto a la legitimación del INAI 
al resolver la acción de inconstitucionalidad 127/2020.9 

33. Finalmente, es de precisar que en la demanda del INAI se hacen valer violaciones a los derechos 
humanos de acceso a la información y protección de datos personales, por lo que se acredita el 
requisito material previsto en el artículo 105, fracción II, inciso h), de la Constitución Federal. 

B) Legitimación de los senadores integrantes de la la LXIV Legislatura 

34. De conformidad con el artículo 105, fracción II, inciso b), de la Constitución General, las acciones de 
inconstitucionalidad pueden promoverse en contra de leyes federales por el equivalente al treinta y tres 
por ciento (33%) de los integrantes del Senado de la República.10 

35. A su vez, el artículo 62 de la Ley Reglamentaria de la materia prevé que el escrito inicial de demanda 
debe estar firmado por cuando menos el treinta y tres por ciento (33%) de los integrantes de los 
correspondientes órganos legislativos.11 

36. Ahora bien, la demanda la suscriben los siguientes cuarenta y ocho senadores: 

1. Audelia Esthela Villareal Zavala, 

2. Alejandra Noemí Reynoso Sánchez 

3. Nadia Navarro Acevedo 

4. Julen Rementería del Puerto 

5. José Erandi Bermúdez Méndez 

6. Jesús Horacio González Delgadillo 

7. Martha Cecilia Márquez Alvarado 

8. Laura Susana Martínez Cárdenas 

9. Gina Andrea Cruz Blackledge 

10. Bertha Xóchitl Gálvez Ruiz 

11. Kenia López Rabadán 

12. Josefina Eugenia Vázquez Mota 

13. José Alfredo Botello Montés 

14. María Lilly del Carmen Téllez García 

15. Francisco Javier Salazar Sáenz 

16. Martha María Rodríguez Domínguez 

17. Raúl Paz Alonzo 

18. María Guadalupe Murguía Gutiérrez 

19. Damián Zepeda Vidales 

20. Roberto Juan Moya Clemente 

21. Juan Antonio Martín del Campo Martin del 
Campo 

22. Indira de Jesús Rosales San Román 

23. Ismael García Cabeza de Vaca 

24. Gustavo Enrique Madero Muñoz 

25. Miguel Ángel Osorio Chong 

26. Eruviel Ávila Villegas 

27. Nuvia Magdalena Mayorga Delgado 

28. Beatriz Elena Paredes Rangel, 

29. Carlos Humberto Aceves del Olmo 

30. Heriberto Manuel Galindo Quiñones 

31. Verónica Martínez García 

32. Claudia Ruíz Massieu Salinas 

33. Ángel García Yáñez 

34. Jorge Alberto Habib Abimerhi 

35. Sylvana Beltrones Sánchez 

36. Miguel Ángel Mancera Espinosa 

37. Juan Manuel Fócil Pérez 

38. Omar Obed Maceda Luna 

39. Marco Trejo Pureco 

40. Nancy de la Sierra Arámburo 

41. Dante Alfonso Delgado Rannauro 

42. Noé Fernando Castañón Ramírez 

43. José Alberto Galarza Villaseñor 

44. Ruth Alejandra López Hernández 

45. Dora Patricia Mercado Castro 

46. Indira Kempis Martínez 

47. Luis David Ortiz Salinas 

48. Emilio Álvarez Icaza Longoria 

                                                 
9 Resuelta el ocho de julio de dos mil veintiuno. Unanimidad de once votos respecto al apartado de legitimación. 
10 “Artículo 105. (...) 
Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, 
por: 
(...) 
d) El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de alguna de las Legislaturas de las entidades federativas en contra de las leyes 
expedidas por el propio órgano;” (...) 
11 “Artículo 62. En los casos previstos en los incisos a), b), d) y e) de la fracción II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, la demanda en que se ejercite la acción deberá estar firmada por cuando menos el treinta y tres por ciento de los 
integrantes de los correspondientes órganos legislativos. (...)” 
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37. Cabe señalar que dichos promoventes acreditaron su calidad de senadores con las copias certificadas 
de sus constancias de mayoría, así como con el “ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL 
INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL POR EL QUE SE EFECTÚA EL CÓMPUTO TOTAL, SE 
DECLARA LA VALIDEZ DE LA ELECCIÓN DE SENADORES POR EL PRINCIPIO DE 
REPRESENTACIÓN PROPORCIONAL Y SE ASIGNAN A LOS PARTIDOS POLÍTICOS NACIONALES 
ACCIÓN NACIONAL, REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA, 
DEL TRABAJO, VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO, MOVIMIENTO CIUDADANO Y MORENA, LAS 
SENADURÍAS QUE LES CORRESPONDEN PARA EL PERIODO 2018-2024” (Acuerdo General 
INE/CG1180/2018). 

38. En ese sentido, si bien de autos se advierte que el senador Emilio Álvarez Icaza Longoria no exhibió su 
constancia de mayoría, lo cierto es que de la información obtenida de la página oficial de la Cámara de 
Senadores se advierte que cuenta con dicho carácter,12 información que debe considerarse como un 
hecho notorio de conformidad con el artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles13, de 
aplicación supletoria a la Ley Reglamentaria de la materia y con lo sostenido por este Alto Tribunal en 
la tesis de jurisprudencia P./J. 74/2006, de rubro “HECHOS NOTORIOS. CONCEPTOS GENERAL Y 
JURÍDICO”14. 

39. Ahora bien, considerando que de conformidad con el artículo 56 de la Constitución General15 el 
Senado de la República se compone por ciento veintiocho integrantes, se colige que los cuarenta y 
ocho senadores que suscriben la demanda conforman el treinta y siete punto cinco por ciento (37.5%) 
de dicho órgano legislativo, con lo cual se supera el umbral de treinta y tres por ciento (33%) requerido 
para la promoción de la acción. 

40. En consecuencia, la minoría legislativa accionante cuenta con legitimación para promover la demanda 
de la acción de inconstitucionalidad 86/2021. 

41. QUINTO. Causas de improcedencia. A pesar de que, en principio, las partes no hicieron valer de 
manera expresa causas de improcedencia, lo cierto es que en el informe del Poder Ejecutivo Federal 
se expone que el INAI carece de legitimación para hacer valer violaciones al proceso legislativo, así 
como para plantear la vulneración a los principios de interés superior del menor, no retroactividad de la 
ley en perjuicio de las personas y de presunción de inocencia. 

42. Al respecto, cabe precisar que de su escrito inicial de demanda no se advierte que el INAI haya hecho 
valer violaciones al procedimiento legislativo, aunque sí al resto de principios que se mencionan. 

43. No obstante, este Tribunal Pleno estima que no asiste la razón al Ejecutivo Federal pues la 
legitimación del Instituto promovente, de conformidad con el artículo 105, fracción II, inciso h) 
constitucional, debe evaluarse en función del acto que se impugna y su vinculación con la afectación a 
los derechos humanos de acceso a la información y protección de datos personales, no en función de 
los argumentos que se hacen valer para proteger tales derechos. 

44. En esa tesitura, el aspecto fundamental que en el caso concreto determina la legitimación del INAI es 
que se impugna el Decreto por el cual se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley 
Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

                                                 
12 Consultable en el enlace: https://www.senado.gob.mx/64/senador/1081  
13 ARTICULO 88.- Los hechos notorios pueden ser invocados por el tribunal, aunque no hayan sido alegados ni probados por las partes. 
14 De texto: “Conforme al artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles los tribunales pueden invocar hechos notorios, aunque no 
hayan sido alegados ni probados por las partes. Por hechos notorios deben entenderse, en general, aquellos que por el conocimiento humano 
se consideran ciertos e indiscutibles, ya sea que pertenezcan a la historia, a la ciencia, a la naturaleza, a las vicisitudes de la vida pública 
actual o a circunstancias comúnmente conocidas en un determinado lugar, de modo que toda persona de ese medio esté en condiciones de 
saberlo; y desde el punto de vista jurídico, hecho notorio es cualquier acontecimiento de dominio público conocido por todos o casi todos los 
miembros de un círculo social en el momento en que va a pronunciarse la decisión judicial, respecto del cual no hay duda ni discusión; de 
manera que al ser notorio la ley exime de su prueba, por ser del conocimiento público en el medio social donde ocurrió o donde se tramita el 
procedimiento.” Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIII, Junio de 2006, página 963. Registro 174899. 
15 Artículo 56. La Cámara de Senadores se integrará por ciento veintiocho senadoras y senadores, de los cuales, en cada Estado y en la 
Ciudad de México, dos serán elegidos según el principio de votación mayoritaria relativa y uno será asignado a la primera minoría. Para estos 
efectos, los partidos políticos deberán registrar una lista con dos fórmulas de candidatos. La senaduría de primera minoría le será asignada a 
la fórmula de candidaturas que encabece la lista del partido político que, por sí mismo, haya ocupado el segundo lugar en número de votos en 
la entidad de que se trate.  
Las treinta y dos senadurías restantes serán elegidas según el principio de representación proporcional, mediante el sistema de listas votadas 
en una sola circunscripción plurinominal nacional, conformadas de acuerdo con el principio de paridad, y encabezadas alternadamente entre 
mujeres y hombres cada periodo electivo. La ley establecerá las reglas y fórmulas para estos efectos 
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dieciséis de abril de dos mil veintiuno, por virtud del cual se expidió un sistema normativo que crea y 
regula el “PANAUT”, el cual estima dicho promovente genera un impacto en la protección de los 
derechos humanos de acceso a la información y protección de datos personales. 

45. En consecuencia, el hecho de que se hagan valer diversos tipos de argumentos como la vulneración a 
los principios de interés superior del menor, retroactividad, presunción de inocencia, etc., ello en nada 
contradice la legitimación previamente reconocida, pues, además de lo ya expresado, es claro que 
dichos argumentos se relacionan con la protección del derecho a la privacidad, la intimidad y la 
protección de los datos personales, en tanto a través de ellos se pretende demostrar la invalidez de las 
normas que los impactan. 

46. Por estas consideraciones, tal y como se adelantó, este Tribunal Pleno considera que es infundada la 
causal de improcedencia formulada por el Ejecutivo Federal, pues el INAI cuenta con la legitimación 
necesaria para promover la presente acción de inconstitucionalidad. 

47. En consecuencia, al no haberse planteado una diversa causal de improcedencia ni advertirse de oficio 
alguna distinta, este Tribunal Pleno procede al análisis de fondo del asunto. 

ESTUDIO DE FONDO 

48. SEXTO. Violaciones al proceso legislativo. Este Tribunal Pleno ha sostenido que en las acciones de 
inconstitucionalidad debe privilegiarse el análisis de los conceptos de invalidez en los que se hagan 
valer violaciones al procedimiento legislativo que dio lugar a la norma o normas impugnadas, puesto 
que, de resultar fundados, ello daría lugar a la invalidación total de tales preceptos, siendo por tanto 
innecesario ocuparse de los vicios de fondo.16 

49. En ese sentido, se advierte que en su primer concepto de invalidez los senadores promoventes hacen 
valer dos violaciones al procedimiento legislativo que dio origen al Decreto impugnado: la primera 
relacionada con la vulneración a los principios de fundamentación y motivación de los actos 
legislativos, concretamente de los dictámenes elaborados por las cámaras de origen y revisora; y la 
segunda relacionada con la existencia de irregularidad en la aprobación del dictamen por parte de las 
comisiones unidas de Comunicaciones y Transportes y de Estudios Legislativos, en el seno de la 
Cámara de Senadores. 

50. En esa tesitura, a fin de poder dar respuesta a este planteamiento resulta conveniente, en primer 
término, analizar la doctrina que ha desarrollado este Alto Tribunal con relación a la evaluación de las 
violaciones al proceso legislativo, para, posteriormente, proceder al estudio concreto de las violaciones 
alegadas por los accionantes. 

I. Doctrina de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sobre las violaciones al proceso 
legislativo 

51. Este Alto Tribunal ha sostenido que la violación a las formalidades del procedimiento legislativo debe 
abordarse desde la consideración de las premisas básicas en las que se asienta la democracia liberal 
representativa elegida como modelo de Estado, de acuerdo con los artículos 39, 40 y 41 de la 
Constitución General, por lo que la evaluación del potencial invalidante de dichas irregularidades debe 
intentar el equilibrio entre dos principios: por un lado, el de economía procesal, que apunta a la 
necesidad de no reponer de manera innecesaria etapas procedimentales, cuando ello no redundaría 
en un cambio sustancial de la voluntad parlamentaria expresada y, por tanto, a la necesidad de no dar 
efecto invalidante a todas y cada una de las irregularidades procedimentales identificables en un caso 
concreto; y, por otro, el de equidad en la deliberación parlamentaria, que apunta, por el contrario, a la 

                                                 
16 Registro digital: 17088, Instancia: Pleno, Novena Época, Materias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 32/2007, Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Tomo XXVI, Diciembre de 2007, página 776, Tipo: Jurisprudencia 
ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD EN MATERIA ELECTORAL. LAS VIOLACIONES PROCESALES DEBEN EXAMINARSE 
PREVIAMENTE A LAS VIOLACIONES DE FONDO, PORQUE PUEDEN TENER UN EFECTO DE INVALIDACIÓN TOTAL SOBRE LA 
NORMA IMPUGNADA, QUE HAGA INNECESARIO EL ESTUDIO DE ÉSTAS. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
en la jurisprudencia P./J. 6/2003, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVII, marzo de 
2003, página 915, sostuvo que en acción de inconstitucionalidad en materia electoral debe privilegiarse el análisis de los conceptos de 
invalidez referidos al fondo de las normas generales impugnadas, y sólo en caso de que resulten infundados deben analizarse aquellos en los 
que se aduzcan violaciones en el desarrollo del procedimiento legislativo originó a la norma general impugnada. Sin embargo, una nueva 
reflexión sobre el tema conduce a apartarse de la jurisprudencia citada para establecer que la acción de inconstitucionalidad es un medio de 
control abstracto, cuando se hagan valer violaciones al procedimiento legislativo que dio origen a la norma general impugnada, éstas deberán 
analizarse en primer término, ya que, de resultar fundadas, por ejemplo, al trastocar valores democráticos que deben privilegiarse en nuestro 
sistema constitucional, su efecto de invalidación será total, siendo, por tanto, innecesario ocuparse de los vicios de fondo de la ley impugnada 
que, a su vez, hagan valer los promoventes. 
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necesidad de no considerar automáticamente irrelevantes todas las infracciones procedimentales que 
se produzcan en una tramitación parlamentaria que culmina con la aprobación de una norma mediante 
una votación que respeta las previsiones legales al respecto.17 

52. Lo anterior significa que no cualquier violación del procedimiento legislativo es susceptible de invalidar 
la ley analizada, sino sólo aquellas que trasciendan a su calidad democrática, ya sea porque lesionen 
el principio de participación de todas las fuerzas políticas representativas en condiciones de igualdad, o 
bien porque desconozcan el principio de deliberación democrática, es decir, porque afecten las 
condiciones para que pueda desarrollarse una genuina deliberación política. 

53. Sobre el particular, es importante señalar que la democracia representativa es un sistema político 
valioso no solamente porque en su contexto las decisiones se toman por una mayoría, sino porque 
aquello que se somete a votación ha podido ser objeto de deliberación por parte tanto de las mayorías 
como de las minorías políticas. Es precisamente el peso representativo y la naturaleza de la 
deliberación pública lo que otorga todo su sentido a la reglamentación del procedimiento legislativo y lo 
que califica una decisión como democrática. 

54. En efecto, la adopción de decisiones por mayoría, regla básica que permite resolver en última instancia 
las diferencias de opinión, es una condición necesaria de la democracia, pero no suficiente. No 
todo sistema que adopta la regla de la mayoría es necesariamente democrático. Junto a la regla de la 
mayoría, hay que tomar en consideración el valor de la representación política, material y efectiva de 
los ciudadanos que tienen todos y cada uno de los grupos políticos con representación parlamentaria, 
así sean los minoritarios, y el modo en que la aportación de información y puntos de vista por parte de 
todos los grupos parlamentarios contribuye a la calidad de aquello que finalmente se somete a 
votación. 

55. En ese sentido, si el simple respeto a las reglas de votación por mayoría podría convalidar cualquier 
desconocimiento de las reglas que rigen el procedimiento legislativo previo, la dimensión deliberativa 
de la democracia carecería de sentido, precisamente porque las minorías por su propia naturaleza 
están predestinadas a no imponerse en la votación final, por tanto, es aquí donde cobran toda su 
importancia las reglas que garantizan la participación efectiva de tales minorías. 

56. En consecuencia, debe resaltarse que el órgano legislativo, antes de ser un órgano decisorio, tiene 
que ser un órgano deliberante, donde encuentren cauce de expresión las opiniones de todos los 
grupos, tanto los mayoritarios como los minoritarios. Lo anterior es así porque las reglas que 
disciplinan el procedimiento legislativo protegen el derecho de las minorías a influir y moldear, en el 
transcurso de la deliberación pública, aquello que va a ser objeto de la votación final y, por tanto, 
otorga pleno sentido a su condición de representantes de los ciudadanos. 

57. Así, para determinar si las violaciones al procedimiento legislativo tienen un potencial invalidante, es 
necesario evaluar el cumplimiento de una serie de estándares, los cuales tienen como objetivo 
precisamente el poder determinar si las irregularidades denunciadas impactan o no en la calidad 
democrática de la decisión final. Dichos parámetros son los siguientes: 

1) El procedimiento legislativo debe respetar el derecho a la participación de todas las fuerzas 
políticas con representación parlamentaria, en condiciones de libertad e igualdad, es decir, 
resulta necesario que se respeten los cauces que permiten tanto a las mayorías como a las 
minorías parlamentarias expresar y defender su opinión en un contexto de deliberación 
pública, lo cual otorga relevancia a las reglas de integración y quórum en el seno de las 
Cámaras y a las que regulan el objeto y el desarrollo de los debates; 

                                                 
17 Semanario Judicial de la Federación, Registro digital: 169493, Instancia: Pleno, Novena Época, Materias(s): Constitucional, Tesis: P. 
XLIX/2008, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVII, Junio de 2008, página 709, Tipo: Aislada 
FORMALIDADES DEL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO. PRINCIPIOS QUE RIGEN EL EJERCICIO DE LA EVALUACIÓN DE SU 
POTENCIAL INVALIDATORIO. Cuando en una acción de inconstitucionalidad se analicen los conceptos de invalidez relativos a violaciones a 
las formalidades del procedimiento legislativo, dicho estudio debe partir de la consideración de las premisas básicas en las que se asienta la 
democracia liberal representativa como modelo de Estado, que es precisamente el acogido por la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos en sus artículos 39, 40 y 41. A partir de ahí, debe vigilarse el cumplimiento de dos principios en el ejercicio de la evaluación del 
potencial invalidatorio de dichas irregularidades procedimentales: el de economía procesal, que apunta a la necesidad de no reponer 
innecesariamente etapas procedimentales cuando ello no redundaría en un cambio sustancial de la voluntad parlamentaria expresada y, por 
tanto, a no otorgar efecto invalidatorio a todas y cada una de las irregularidades procedimentales identificables en un caso concreto, y el de 
equidad en la deliberación parlamentaria, que apunta, por el contrario, a la necesidad de no considerar automáticamente irrelevantes todas 
las infracciones procedimentales producidas en una tramitación parlamentaria que culmina con la aprobación de una norma mediante una 
votación que respeta las previsiones legales al respecto. 
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2) El procedimiento deliberativo debe culminar con la correcta aplicación de las reglas de 
votación establecidas; y, 

3) Tanto la deliberación parlamentaria como las votaciones deben ser públicas.18 

58. Cabe precisar que esta doctrina constitucional ha sido reiterada por este Tribunal Pleno en múltiples 
precedentes, siendo los más recientes las acciones de inconstitucionalidad 36/201319, 121/2017 y sus 
acumuladas 122/2017, 123/2017 y 135/201720, 43/201821, y 121/2020 y su acumulada 125/202022, así 
como las controversias constitucionales 34/201423, 41/201424 y 63/201625. 

II. Falta de fundamentación y motivación del acto legislativo 

59. Como se mencionó anteriormente, la minoría parlamentaria argumenta que los dictámenes emitidos 
tanto por la Cámara de Diputados como por la Cámara de Senadores no estuvieron debidamente 
fundados y motivados, pues no se dieron razones suficientes para justificar la afectación ocasionada 
a los derechos humanos a la privacidad, la intimidad y la protección de los datos personales, así como 
diversos principios como el interés superior del menor y la presunción de inocencia. Para sustentar 
dicha afirmación, hacen valer diversos argumentos los cuales pueden englobarse de la 
siguiente manera: 

a) Cámara de Diputados. 1) el dictamen es omiso en aplicar la legislación correspondiente; 2) se 
analiza de manera sesgada el tema de la protección de los datos personales, haciendo caso 
omiso a las opiniones de los expertos; 3) no se justifica el por qué debe prevalecer la 
seguridad pública sobre la protección de estos datos; 4) no se brinda una motivación 
reforzada que justifique las posibles afectaciones a valores constitucionales y derechos 
sensibles; 5) no se ofrece una justificación sobre por qué a pesar de las medidas ya 
existentes u otras alternas, se requiere una versión más invasiva que el RENAUT; 6) no se 
señala una finalidad constitucionalmente válida, no se justifica la idoneidad de la medida, ni se 
ofrece un análisis de las medidas alternativas; 7) se asignan competencias que son ajenas al 
objeto constitucional del Instituto Federal de Telecomunicaciones (“IFT”) y, por el contrario, se 

                                                 
18 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, tesis aislada, tomo XXVII, junio de 2008, P. L/2008, página 717, 
registro digital 169437.  
PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO. PRINCIPIOS CUYO CUMPLIMIENTO SE DEBE VERIFICAR EN CADA CASO CONCRETO PARA LA 
DETERMINACIÓN DE LA INVALIDACIÓN DE AQUÉL. Para determinar si las violaciones al procedimiento legislativo aducidas en una acción 
de inconstitucionalidad infringen las garantías de debido proceso y legalidad contenidas en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y provocan la invalidez de la norma emitida, o si por el contrario no tienen relevancia invalidatoria de esta última, por no llegar a 
trastocar los atributos democráticos finales de la decisión, es necesario evaluar el cumplimiento de los siguientes estándares: 1) El 
procedimiento legislativo debe respetar el derecho a la participación de todas las fuerzas políticas con representación parlamentaria en 
condiciones de libertad e igualdad, es decir, resulta necesario que se respeten los cauces que permiten tanto a las mayorías como a las 
minorías parlamentarias expresar y defender su opinión en un contexto de deliberación pública, lo cual otorga relevancia a las reglas de 
integración y quórum en el seno de las Cámaras y a las que regulan el objeto y el desarrollo de los debates; 2) El procedimiento deliberativo 
debe culminar con la correcta aplicación de las reglas de votación establecidas; y, 3) Tanto la deliberación parlamentaria como las votaciones 
deben ser públicas. El cumplimiento de los criterios anteriores siempre debe evaluarse a la vista del procedimiento legislativo en su integridad, 
pues se busca determinar si la existencia de ciertas irregularidades procedimentales impacta o no en la calidad democrática de la decisión 
final. Así, estos criterios no pueden proyectarse por su propia naturaleza sobre cada una de las actuaciones llevadas a cabo en el desarrollo 
del procedimiento legislativo, pues su función es ayudar a determinar la relevancia última de cada actuación a la luz de los principios que 
otorgan verdadero sentido a la existencia de una normativa que discipline su desarrollo. Además, los criterios enunciados siempre deben 
aplicarse sin perder de vista que la regulación del procedimiento legislativo raramente es única e invariable, sino que incluye ajustes y 
modalidades que responden a la necesidad de atender a las vicisitudes presentadas en el desarrollo de los trabajos parlamentarios, como por 
ejemplo, la entrada en receso de las Cámaras o la necesidad de tramitar ciertas iniciativas con extrema urgencia, circunstancias que se 
presentan habitualmente. En este contexto, la evaluación del cumplimiento de los estándares enunciados debe hacerse cargo de las 
particularidades de cada caso concreto, sin que ello pueda desembocar en su final desatención. 
19 Bajo la Ponencia de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández, fallada el trece de septiembre de dos mil dieciocho.  
20 Bajo la Ponencia del Ministro Gutiérrez Ortiz Mena, fallada el dieciséis de enero de dos mil veinte por unanimidad de once votos de las 
Ministras y los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. 
21 Bajo la Ponencia del Ministro Pérez Dayán, fallada el veintisiete de julio de dos mil veinte, bajo la por mayoría de nueve votos de las 
Ministras y los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Franco González Salas, con consideraciones adicionales y 
anuncia voto concurrente, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, contra de algunas consideraciones y anuncio de voto 
concurrente, Ríos Farjat, Laynez Potisek y Pérez Dayán. La Ministra Esquivel Mossa y el Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea votaron 
en contra. 
22 Bajo la Ponencia del Ministro Gutiérrez Ortiz Mena, fallada el veintidós de abril de dos mil veintiuno por mayoría de nueve votos de las 
Ministras y los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña 
Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek y Pérez Dayán. Votaron en contra la Ministra Esquivel Mossa y el Ministro Zaldívar Lelo de Larrea. 
23 Bajo la Ponencia del Ministro José Fernando Franco González Salas (en su ausencia hizo suyo el asunto la señora Ministra Margarita 
Beatriz Luna Ramos), fallada el seis de octubre de dos mil quince.  
24 Bajo la Ponencia del Ministro José Fernando Franco González Salas (en su ausencia hizo suyo el asunto la señora Ministra Margarita 
Beatriz Luna Ramos), fallada el veintinueve de septiembre de dos mil quince.  
25 Bajo la Ponencia de la Ministra Esquivel Mossa, fallada el veintitrés de septiembre de dos mil diecinueve por mayoría de nueve votos de la 
Ministra y los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña 
Hernández, Medina Mora, Laynez Potisek y Pérez Dayán. Votaron en contra la Ministra Esquivel Mossa y el Ministro Presidente Zaldívar Lelo 
de Larrea. 
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afectan las competencias del INAI como órgano garante de los datos personales; 8) no se 
toman en cuenta los gastos que se van a irrogar al referido Instituto ni tampoco a los 
concesionarios; y 9) no se dice nada con relación al principio de presunción de inocencia. 

b) Cámara de Senadores. 1) Únicamente se transcribe el dictamen de la colegisladora, 
centrándose en justificar la necesidad de la reforma sin ningún sustento normativo adicional; 
2) tiene un enfoque punitivo pues contempla el combate al delito desde la óptica de la sanción 
en vez de la implementación de medidas preventivas o complementarias, como pudiera ser la 
regulación de las tarjetas SIM; 3) es opaco, ya que se convocó a expertos y no se tomaron en 
cuenta sus conclusiones; y 4) al igual que el de la colegisladora, adolece de la misma falta de 
justificación de la medida. 

60. Conviene recordar que este Tribunal Pleno ya ha referido ampliamente que la garantía de 
fundamentación y motivación contenida en el artículo 16 constitucional es un derecho de los 
ciudadanos. A saber, tal artículo tutela el derecho a no sufrir molestias en la persona, familia, domicilio, 
papeles o posesiones, sino “en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y 
motive la causa legal del procedimiento”. 

61. Así, el concepto de “fundamentación” se refiere a la obligación de toda autoridad de expresar 
específicamente los preceptos en los que se basa su actuar (una vertiente refleja del principio jurídico 
que establece que una autoridad sólo puede hacer lo que una norma expresamente lo habilite a hacer). 
Por otro lado, el concepto de “motivación” implica que la autoridad debe expresar las razones 
concretas que determinan su actuación. De esta suerte, el artículo 16 constitucional establece los 
parámetros que deben seguir las autoridades en el ejercicio de sus competencias.26 

62. Sin embargo, tales obligaciones no son predicables sin más al proceso legislativo, puesto que dicho 
procedimiento sigue sus propias reglas específicas en las cuales se determina quiénes intervienen, 
qué etapas se siguen, así como los requisitos para que la decisión sea considerada como válida. Por 
tanto, el artículo 16 constitucional en lo concerniente a la garantía de fundamentación y motivación 
tiene una interpretación distinta cuando se predica del proceso legislativo, así lo ha zanjado este 
Tribunal Pleno en su jurisprudencia. 

63. En efecto, se ha sostenido que la fundamentación y motivación de un acto legislativo se satisface 
cuando el legislador actúa dentro de los límites de las atribuciones que la Constitución correspondiente 
le confiere (fundamentación) y cuando las leyes que emite se refieren a relaciones sociales que 
reclaman ser jurídicamente reguladas (motivación), sin que esto implique que todas y cada una de las 
disposiciones que integran estos ordenamientos deben ser necesariamente materia de una motivación 
específica.27 Por tanto, la conveniencia y oportunidad de las razones expresadas en las respectivas 
iniciativas y dictámenes encuentran a su árbitro natural en el debate parlamentario, no en la sede 
jurisdiccional. 

64. Al respecto, debe decirse que el procedimiento legislativo contiene múltiples garantías políticas para la 
correcta discusión y deliberación del texto de las respectivas normas aprobadas, modificadas o 
derogadas. Por tanto, no es factible que esta Suprema Corte de Justicia evalúe en abstracto las 
razones políticas por las cuales se adopta, deroga o modifica una norma, como tampoco erigirse 
como árbitro de la corrección de sus razones o de los modelos que resulten más eficientes. 

65. En las ocasiones que este Alto Tribunal se ha pronunciado sobre opciones regulativas específicas 
(idoneidad de una medida o medidas alternativas menos lesivas a la empelada) ha sido porque se han 
empleado mecánicas como el test de proporcionalidad o el test de razonabilidad para evaluar su 
impacto en un derecho fundamental o principio constitucional específico. En ese sentido, debe decirse 
que este Tribunal Constitucional únicamente tiene competencia para juzgar si una norma es o 

                                                 
26 Registro digital: 238212, Instancia: Segunda Sala, Séptima Época, Materias(s): Común, Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 
Volumen 97-102, Tercera Parte, página 143, Tipo: Jurisprudencia 
FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada 
y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, 
por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se 
hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las 
normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas. 
27 Registro digital: 900226, Instancia: Pleno, Séptima Época, Materias(s): Constitucional, Tesis:226, Fuente: Apéndice 2000. Tomo I, Const., 
Jurisprudencia SCJN, página 269, Tipo: Jurisprudencia 
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS DE AUTORIDAD LEGISLATIVA. Por fundamentación y motivación de un acto 
legislativo, se debe entender la circunstancia de que el Congreso que expide la ley, constitucionalmente esté facultado para ello, ya que estos 
requisitos, en tratándose de actos legislativos, se satisfacen cuando aquél actúa dentro de los límites de las atribuciones que la Constitución 
correspondiente le confiere (fundamentación), y cuando las leyes que emite se refieren a relaciones sociales que reclaman ser jurídicamente 
reguladas (motivación); sin que esto implique que todas y cada una de las disposiciones que integran estos ordenamientos deben ser 
necesariamente materia de una motivación específica. 
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no conforme al texto constitucional, no para evaluar de forma aislada las razones otorgadas por 
el legislador para actuar determinado sentido, o si debieron tomarse en cuenta determinados 
estudios o doctrina que se estimen de mayor conveniencia. Ello pertenece al ámbito del debate 
político y parlamentario, no de la discusión judicial. 

66. A partir de este parámetro, debe reconocerse que el decreto objeto de análisis cumple con las 
obligaciones de fundamentación y motivación de los actos de autoridad legislativa. 

67. Esto porque dicho decreto se encuentra debidamente fundado, dado que su expedición se inserta en 
el marco competencial que el artículo 73, fracción XVII, de la Constitución General le confiere al 
Congreso de la Unión, en tanto le faculta para legislar en materia de tecnologías de la información y la 
comunicación, radiodifusión, telecomunicaciones, incluida la banda ancha e internet.28 

68. En ese sentido, es claro que la nueva regulación implementada es resultado del ejercicio de esta 
competencia constitucional, pues a través de ella se crea y regula el PANAUT, un registro de las líneas 
de telefonía móvil que en principio tiene por objeto coadyuvar con las autoridades de seguridad pública 
en el combate a la delincuencia, estableciéndose una serie de lineamientos, obligaciones y directrices 
a cargo de los usuarios de telefonía móvil, de los concesionarios de telecomunicaciones y del Instituto 
Federal de Telecomunicaciones, lo que permite afirmar que dicha normativa se inserta en el ámbito 
regulativo de la materia prevista por el referido artículo constitucional. 

69. Por su parte, la motivación del acto legislativo exige que las normas regulen relaciones sociales que 
reclamen ser jurídicamente reguladas. En ese sentido, del análisis del proceso legislativo es posible 
apreciar que la necesidad de introducir esta nueva regulación derivó del crecimiento exponencial de los 
delitos cometidos a través de dispositivos móviles –principalmente secuestro y extorsión–, lo cual 
afecta la percepción de seguridad social y bienestar de la población. 

70. En consecuencia, el legislador ideó crear una base de datos con la información de los titulares de las 
líneas de telefonía móvil, a fin de combatir de una manera más eficiente estos delitos mediante un 
padrón ligado a la titularidad de las líneas de telefonía móvil. En esa tesitura, las razones son 
claramente formuladas en la exposición de motivos y los correspondientes dictámenes. Por tanto, debe 
concluirse que el Decreto impugnado se encuentra debidamente motivado en el entendimiento que 
este Alto Tribunal tiene sobre la “motivación” de los actos legislativos. 

71. Cabe precisar que estas mismas consideraciones fueron sostenidas por este Tribunal Pleno al resolver 
la acción de inconstitucionalidad 110/2020.29 

72. Por otro lado, no se deja de apreciar que los legisladores hacen valer una serie de argumentos 
encaminados a demostrar que los trabajos legislativos no justificaron de manera suficiente o 
reforzada la afectación a los derechos a la privacidad, intimidad y protección de los datos personales, 
pues no se señaló con claridad por qué se estimaba razonable su restricción, por qué debía 
privilegiarse la seguridad pública frente a la protección de estos derechos, cuál era el fin 
constitucionalmente válido perseguido, si la medida resultaba idónea para perseguir dicha finalidad, si 
la medida era estrictamente necesaria en atención a los mecanismos alternativos que ya existen hoy 
en día en materia de combate al delito y si dicha afectación resulta proporcional a la luz de los 
beneficios obtenidos. 

73. Sin embargo, este Tribunal Pleno advierte que tales argumentaciones no corresponden a un análisis 
formal sobre la validez del Decreto impugnado a fin de verificar que se hubieran cumplido las reglas del 
proceso legislativo, por el contrario, constituyen argumentos de naturaleza sustantiva dirigidas a 
demostrar que la afectación que producen las normas combatidas en los derechos humanos en juego 
no es razonable ni encuentra justificación. 

74. En esa tesitura, debe reiterarse lo sostenido en párrafos anteriores, dado que no corresponde a esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación analizar la conveniencia e idoneidad de las razones políticas 
formuladas por el legislador a fin de crear, modificar o derogar determinadas normas; por el contrario, 

                                                 
28 Art. 73.- El Congreso tiene facultad: 
(...) 
XVII.- Para dictar leyes sobre vías generales de comunicación, tecnologías de la información y la comunicación, radiodifusión, 
telecomunicaciones, incluida la banda ancha e Internet, postas y correos, y sobre el uso y aprovechamiento de las aguas de jurisdicción 
federal. 
(...) 
29 Resuelta el quince de febrero de dos mil veintiuno, por unanimidad de nueve votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros 
Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa apartándose de algunas consideraciones, Franco González Salas salvo 
algunas consideraciones, Pardo Rebolledo salvo las consideraciones alusivas a la confianza legítima, Piña Hernández separándose de las 
consideraciones, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea separándose de las consideraciones. 
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este Tribunal Constitucional únicamente tiene competencia para juzgar si dichos preceptos son o no 
conformes al texto constitucional, lo que entraña un análisis sustantivo enfocado en verificar la 
concordancia del ámbito regulativo de la norma frente al texto, principios y valores constitucionales. 

75. En consecuencia, no corresponde a este Alto Tribunal erigirse como un árbitro de la corrección de las 
razones que llevaron al legislador a conducirse en determinado sentido, pues ello pertenece al 
ámbito del debate público y parlamentario, no a la discusión judicial. 

76. No es óbice a estas razones la doctrina que esta Corte ha sostenido sobre la motivación legislativa 
reforzada,30 pues la realidad es que dicha doctrina debe entenderse a la luz de casos específicos y 
muy excepcionales en los que las razones formuladas por el legislador constituyen elementos 
indispensables en el análisis de validez del acto combatido,31 pero de ninguna manera puede 
interpretarse como una habilitación general para que siempre que exista una limitación a derechos 
humanos, este Alto Tribunal pueda evaluar las razones políticas que llevaron al legislador a actuar en 
determinado sentido, pues ha quedado claro que ello está fuera del ámbito de la revisión judicial. 

77. Es por estas razones que se concluye que estos argumentos formulados por los accionantes no van a 
ser abordados en esta parte de la resolución, sino que serán abordados en los siguientes apartados, 
en el que se analizará desde un punto de vista sustantivo, la regularidad constitucional de las normas 
impugnadas. 

III. Violaciones cometidas al aprobarse el dictamen por las comisiones unidas 

78. Sostienen los senadores promoventes que, al interior del Senado, la etapa de dictaminación del 
proyecto de reformas a la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión estuvo a cargo de las 
comisiones unidas de Comunicaciones y Transportes y Estudios Legislativos. En esa tesitura, el día 
veinticinco de marzo de dos mil veintiuno, ambas comisiones fueron convocadas a fin de analizar, 
discutir y en su caso aprobar el proyecto de dictamen respectivo. 

79. Transcurrida la sesión, se narra que el senador Miguel Ángel Mancera Espinosa solicitó reservar 
algunos artículos del proyecto, lo cual fue rechazado por la Comisión de Comunicaciones y 
Transportes por una mayoría de ocho votos en contra y cinco a favor, mientras que en la Comisión de 
Estudios Legislativo existió un empate a tres votos. 

80. A continuación, se ordenó someter a votación de los integrantes de la Comisión de Comunicaciones y 
Transportes el proyecto de dictamen en sus términos, mientras que la Comisión de Estudios 
Legislativos no pudo llevar a cabo dicha votación pues de conformidad con el artículo 151 numeral 2 
del Reglamento del Senado de la República, se tendría que citar a una reunión posterior dado el 

                                                 
30 Registro digital: 165745, Instancia: Pleno, Novena Época, Materias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 120/2009, Fuente: Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta. Tomo XXX, Diciembre de 2009, página 1255, Tipo: Jurisprudencia. 
MOTIVACIÓN LEGISLATIVA. CLASES, CONCEPTO Y CARACTERÍSTICAS. Los tribunales constitucionales están llamados a revisar la 
motivación de ciertos actos y normas provenientes de los Poderes Legislativos. Dicha motivación puede ser de dos tipos: reforzada y 
ordinaria. La reforzada es una exigencia que se actualiza cuando se emiten ciertos actos o normas en los que puede llegarse a afectar algún 
derecho fundamental u otro bien relevante desde el punto de vista constitucional, y precisamente por el tipo de valor que queda en juego, es 
indispensable que el ente que emita el acto o la norma razone su necesidad en la consecución de los fines constitucionalmente legítimos, 
ponderando específicamente las circunstancias concretas del caso. Tratándose de las reformas legislativas, esta exigencia es desplegada 
cuando se detecta alguna "categoría sospechosa", es decir, algún acto legislativo en el que se ven involucrados determinados valores 
constitucionales que eventualmente pueden ponerse en peligro con la implementación de la reforma o adición de que se trate. En estos 
supuestos se estima que el legislador debió haber llevado un balance cuidadoso entre los elementos que considera como requisitos 
necesarios para la emisión de una determinada norma o la realización de un acto, y los fines que pretende alcanzar. Además, este tipo de 
motivación implica el cumplimiento de los siguientes requisitos: a) La existencia de los antecedentes fácticos o circunstancias de hecho que 
permitan colegir que procedía crear y aplicar las normas correspondientes y, consecuentemente, que está justificado que la autoridad haya 
actuado en el sentido en el que lo hizo; y, b) La justificación sustantiva, expresa, objetiva y razonable, de los motivos por los que el legislador 
determinó la emisión del acto legislativo de que se trate. Por otra parte, la motivación ordinaria tiene lugar cuando no se presenta alguna 
"categoría sospechosa", esto es, cuando el acto o la norma de que se trate no tiene que pasar por una ponderación específica de las 
circunstancias concretas del caso porque no subyace algún tipo de riesgo de merma de algún derecho fundamental o bien 
constitucionalmente análogo. Este tipo de actos, por regla general, ameritan un análisis poco estricto por parte de la Suprema Corte, con el fin 
de no vulnerar la libertad política del legislador. En efecto, en determinados campos -como el económico, el de la organización administrativa 
del Estado y, en general, en donde no existe la posibilidad de disminuir o excluir algún derecho fundamental- un control muy estricto llevaría al 
juzgador constitucional a sustituir la función de los legisladores a quienes corresponde analizar si ese tipo de políticas son las mejores o 
resultan necesarias. La fuerza normativa de los principios democrático y de separación de poderes tiene como consecuencia obvia que los 
otros órganos del Estado -y entre ellos, el juzgador constitucional- deben respetar la libertad de configuración con que cuentan los Congresos 
Locales, en el marco de sus atribuciones. Así, si dichas autoridades tienen mayor discrecionalidad en ciertas materias, eso significa que en 
esos temas las posibilidades de injerencia del juez constitucional son menores y, por ende, la intensidad de su control se ve limitada. Por el 
contrario, en los asuntos en que el texto constitucional limita la discrecionalidad del Poder Legislativo, la intervención y control del tribunal 
constitucional debe ser mayor, a fin de respetar el diseño establecido por ella. En esas situaciones, el escrutinio judicial debe entonces ser 
más estricto, por cuanto el orden constitucional así lo exige. Conforme a lo anterior, la severidad del control judicial se encuentra 
inversamente relacionada con el grado de libertad de configuración por parte de los autores de la norma. 
31 Por ejemplo, la creación de un municipio, la ratificación de jueces y magistrados o el establecimiento de cuotas o tarifas de ciertos 
materiales en los que se brinda la información pública solicitada por el gobernado. Véanse las controversias constitucionales 11/2004, 4/2005 
y 32/2007, así como las acciones de inconstitucionalidad 97/2021, 25/2021, 33/2021 y 9/2021. 
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empate alcanzado sobre la reserva.32 En consecuencia, en dicha sesión el dictamen fue aprobado por 
la Comisión de Comunicaciones y Transportes por una mayoría de nueve votos por cinco en contra, 
mientras que la Comisión de Estudios Legislativos lo aprobó hasta la sesión de seis de abril de dos mil 
veintiuno, por una mayoría de cuatro votos por dos en contra. 

81. Señalan los accionantes que tales actuaciones constituyen una violación al artículo 150, numeral 3, del 
Reglamento del Senado de la República, puesto que conforme a dicho ordenamiento los dictámenes 
producidos bajo la modalidad de trabajo de comisiones unidas deben ser aprobados en ese acto por 
la mayoría absoluta de los integrantes de cada una de las comisiones que participan, de ahí que no 
resultaba posible que el dictamen fuera votado primero por la Comisión de Comunicaciones y 
Transportes, tomando en cuenta que la reserva que estaba pendiente en su homóloga podía influir en 
el voto del resto de sus integrantes. 

82. Este Tribunal Pleno estima que tales argumentos son infundados. 

83. El artículo 150, numeral 3, del Reglamento del Senado de la República establece lo siguiente: 

“Artículo 150 

1. Las decisiones en las comisiones se adoptan con el voto de la mayoría absoluta de sus 
integrantes presentes. 

2. Las votaciones sobre dictámenes o resoluciones requieren de la mayoría absoluta de los 
integrantes de la respectiva comisión. 

3. Los dictámenes y resoluciones que se producen bajo la modalidad de trabajo en 
comisiones unidas, son aprobados por la mayoría absoluta de los integrantes de cada 
una de las comisiones que participan. 

4. Las votaciones nominales se realizan a través del sistema electrónico.” 

84. Contrario a lo alegado por los senadores, del texto de la norma no se desprende que cuando se trabaje 
bajo la modalidad de comisiones unidas, el dictamen tiene necesariamente que aprobarse en un solo 
acto por ambas comisiones, por el contrario, lo único que se impone es que dicha aprobación debe 
darse por la mayoría absoluta de los integrantes de cada una de las comisiones que participan, 
requisito que en el caso se cumplió.33 

85. Esto porque en la Comisión de Comunicaciones y Transportes el dictamen fue aprobado por el voto de 
nueve de los catorce integrantes, mientras que en la Comisión de Estudios Legislativos se aprobó por 
cuatro de sus seis integrantes. En consecuencia, no se advierte una vulneración al precepto referido. 

86. No resulta óbice a lo anterior que se haya votado y aprobado el dictamen respectivo en la Comisión de 
Comunicaciones y Transportes mientras estaba pendiente la votación de una reserva en la Comisión 
de Estudios Legislativos, pues se reitera, no existe una norma que obligue a las comisiones que 
trabajan bajo la modalidad de comisiones unidas a que deban aprobar el dictamen respectivo en el 
mismo acto o de forma simultánea, por lo que no existía impedimento técnico o jurídico para que las 
comisiones actuaran en los términos en que lo hicieron, como tampoco se aprecia alguna afectación 
relevante que trastocara la calidad democrática de la decisión. 

87. En consecuencia, dado que son infundados los planteamientos formulados por los senadores 
promoventes lo procedente es reconocer la validez del proceso legislativo que dio lugar al Decreto de 
reformas de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión y emprender el estudio material de 
las normas combatidas. 

                                                 
32 Artículo 151 
1. Cuando en una votación de comisión sobre un asunto se produce empate, se delibera y vota de nuevo en la misma reunión. 
2. Si resulta empate por segunda vez, se trata el asunto en una reunión posterior, previo acuerdo de la comisión. 
3. Si el empate persiste en la segunda reunión de la comisión, se informa de ello a la Mesa para justificar el retraso en la presentación del 
dictamen o para los efectos conducentes. 
33 Para efectos de claridad en la votación emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en las sesiones de los días 
veinticinco y veintiséis de abril de dos mil veintidós, específicamente, en relación con el voto emitido por los señores Ministros Aguilar Morales 
y Gutiérrez Ortiz Mena, quienes, respectivamente, manifestaron apartarse de los párrafos 83 y 85 del proyecto de sentencia sometido a 
consideración del tribunal Pleno, se informa que, derivado de las modificaciones aceptadas en dichas sesiones, tales párrafos pasaron a ser 
los números 84 y 86 en el presente engrose.  
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88. SÉPTIMO. Vulneración a los derechos de privacidad, intimidad y protección de datos 
personales 

89. Sobre las cuestiones de fondo, se advierte que los accionantes formulan un gran número de 
argumentos encaminados a combatir el Decreto por virtud del cual se crea y regula el PANAUT. No 
obstante, del análisis integral de tales argumentos es posible desprender que el núcleo de la 
impugnación gira en torno a la vulneración de los derechos humanos a la privacidad, intimidad y 
protección de datos personales, dado que se estima que el PANAUT configura una intromisión 
injustificada en estos derechos. 

90. En esa tesitura, este Tribunal Pleno considera que, metodológicamente, resulta de mayor conveniencia 
abordar dicho núcleo impugnativo como eje toral en la construcción de la presente resolución, para, a 
partir de ello, analizar el cúmulo de argumentos que hacen valer los accionantes. 

91. Como se señaló, ambos promoventes sostienen que las normas combatidas introducen una afectación 
injustificada a los derechos humanos a la privacidad, intimidad y protección de datos personales, como 
consecuencia de la creación y regulación del Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil 
(PANAUT), el cual impone la obligación a los usuarios de telefonía móvil de entregar a particulares y al 
Estado sus datos personales e íntimos, tales como nombre, denominación o razón social, nacionalidad, 
clave única de registro de población, datos biométricos, domicilio, etcétera. 

92. Sobre el particular, señalan que la protección de estos derechos no solo implica que las autoridades 
están obligadas a salvaguardar todos los datos personales e íntimos que tengan en su posesión, sino 
que también protege un momento previo, esto es, su recopilación y obtención, por lo que cualquier 
acto que pretenda realizar estas conductas debe estar plenamente justificado. 

93. En ese sentido, alegan que la normativa impugnada no satisface esta condición, pues autoriza al 
Estado a recabar datos de manera indiscriminada sin tener una justificación para ello, ya que la 
finalidad perseguida además de no ser clara y concreta, no resulta adecuada, tomando en cuenta que 
no existe evidencia que garantice que tener una base de datos con la información personal de los 
usuarios de telefonía móvil constituya una herramienta útil en el combate a la delincuencia, además de 
ya existir otras medidas para tales fines que resultan menos restrictivas de los derechos en cuestión. 

94. Además, no se justifica por qué debe de privilegiarse la seguridad pública frente a la protección de 
estos derechos. 

95. Agregan que la regulación resulta excesiva, puesto que, por un lado, ordena recabar datos de todos los 
usuarios de telefonía móvil, sin distinción, lo cual incluye a menores de edad con todo lo que ello 
implica, pero, además, la exigencia versa sobre un espectro demasiado amplio pues recaba 
información que permite obtener una radiografía completa de la vida de las personas lo cual no puede 
estar justificado. 

96. En esa tesitura, consideran que el PANAUT genera un sistema de vigilancia permanente e 
indiscriminado que permite al Estado interferir y monitorear directamente la vida privada de las 
personas, lo cual es abiertamente contrario a los principios que orientan el funcionamiento de una 
democracia constitucional contemporánea. Ello sin que la medida conlleve beneficios concretos frente 
a los derechos sacrificados, garantice la certeza en el uso de los datos, ofrezca un mecanismo de 
rendición de cuentas para quien reclame abusos, ni prevea esquemas que permitan asegurar que los 
datos extraídos serán debidamente custodiados y empleados sólo con el fin previsto. 

97. Además, sostienen que este problema se agrava si se toma en cuenta que, una vez recabada la 
información, las normas impugnadas no establecen garantías suficientes para la protección de los 
datos proporcionados, por lo que la privacidad e intimidad de las personas se encuentra 
totalmente expuesta. 

98. Especial mención se hace sobre la intimidad de las personas, pues dentro de los datos que se ordena 
recabar están los datos biométricos, que se relaciona con los datos más íntimos y sensibles, de ahí 
que se trata de información radicalmente vedada, por lo que su acceso no solo exige una justificación 
mucho más estricta, sino que además su protección debe ser reforzada por parte del Estado. 

99. En esa medida, ambos accionantes coinciden en sostener que la afectación generada en los derechos 
fundamentales mencionados no supera una prueba de proporcionalidad. 

100. A la luz de tales argumentos, este Tribunal Pleno estima conveniente realizar una segunda precisión 
metodológica, pues, en función de los planteamientos formulados por los accionantes, es necesario 
puntualizar que el estudio que se desarrollará a fin de darles respuesta comprenderá la totalidad de 
las normas que conforman el Decreto impugnado. 
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101. Esto porque de la lectura integral de los conceptos de invalidez se aprecia que los argumentos a partir 
de los cuales se plantea la vulneración a los derechos a la privacidad, intimidad y protección de datos 
personales, abarcan la totalidad de las normas que integran el referido Decreto en tanto se 
impugnan como sistema normativo. 

102. En efecto, la afectación alegada a los derechos humanos en juego se hace derivar directamente de la 
creación y regulación del PANAUT, dado que se estima que la creación de esta base de datos y la 
forma en la que se encuentra regulada genera una intromisión injustificada y desproporcionada en 
tales prerrogativas fundamentales. En esa tesitura, la respuesta que debe brindarse sobre si dicha 
intromisión es o no justificada, abarca necesariamente el sistema normativo que da lugar a dicha base 
de datos. 

103. Realizada esta segunda precisión metodológica, se procede al estudio de los argumentos previamente 
esbozados. 

A) Límites a los derechos humanos y sus condiciones de validez 

104. Ha quedado claro entonces que el núcleo de la impugnación de los accionantes versa sobre la 
intromisión que el PANAUT genera en los derechos humanos a la privacidad, intimidad y protección de 
datos personales. 

105. Al respecto, es conveniente recordar que este Tribunal ha reiterado en diversas ocasiones que los 
derechos humanos constituyen esferas básicas de protección destinadas a garantizar el 
reconocimiento y respeto de la dignidad de las personas, de ahí que el artículo 1 constitucional 
establezca la obligación categórica a cargo de todas las autoridades del Estado de promoverlos, 
respetarlos, protegerlos y garantizarlos. 

106. Sin embargo, también se ha dicho que ningún derecho humano puede plantearse en términos 
absolutos, pues su interacción en el ordenamiento jurídico conlleva naturalmente la existencia de 
tensiones o limitaciones, ya sea porque entran en conflicto con otros principios que exigen ser 
igualmente tutelados, o bien, porque derivado de la relación de interdependencia que existe entre los 
derechos, la tutela de uno implica o requiere necesariamente la limitación de otro. 

107. En consecuencia, este Alto Tribunal ha sido especialmente cuidadoso en señalar que no toda 
limitación a derechos humanos es en automático inconstitucional o inválida, pues para poder alcanzar 
dicha conclusión es necesario primeramente analizar si dicha limitante es razonable y justificada a la 
luz de la metodología que esta Corte ha denominado la prueba de proporcionalidad.34 

108. Dicha metodología tiene por objeto comprobar, a través del desarrollo de diversos pasos, si 
efectivamente existe una intromisión en los derechos humanos que se alegan vulnerados y de ser el 
caso, si dicha intromisión resulta razonable en tanto mantiene un prudente equilibrio entre los valores y 
principios constitucionales que están en juego. En esa medida, se ha explicado que consta de dos 
etapas generales.35 

                                                 
34 Registro digital: 160267, Instancia: Primera Sala, Décima Época, Materias(s): Constitucional, Tesis: 1a./J. 2/2012 (9a.), Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro V, Febrero de 2012, Tomo 1, página 533, Tipo: Jurisprudencia 
RESTRICCIONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. ELEMENTOS QUE EL JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN CUENTA 
PARA CONSIDERARLAS VÁLIDAS. Ningún derecho fundamental es absoluto y en esa medida todos admiten restricciones. Sin embargo, la 
regulación de dichas restricciones no puede ser arbitraria. Para que las medidas emitidas por el legislador ordinario con el propósito de 
restringir los derechos fundamentales sean válidas, deben satisfacer al menos los siguientes requisitos: a) ser admisibles dentro del ámbito 
constitucional, esto es, el legislador ordinario sólo puede restringir o suspender el ejercicio de las garantías individuales con objetivos que 
puedan enmarcarse dentro de las previsiones de la Carta Magna; b) ser necesarias para asegurar la obtención de los fines que fundamentan 
la restricción constitucional, es decir, no basta que la restricción sea en términos amplios útil para la obtención de esos objetivos, sino que 
debe ser la idónea para su realización, lo que significa que el fin buscado por el legislador no se pueda alcanzar razonablemente por otros 
medios menos restrictivos de derechos fundamentales; y, c) ser proporcional, esto es, la medida legislativa debe respetar una 
correspondencia entre la importancia del fin buscado por la ley, y los efectos perjudiciales que produce en otros derechos e intereses 
constitucionales, en el entendido de que la persecución de un objetivo constitucional no puede hacerse a costa de una afectación innecesaria 
o desmedida a otros bienes y derechos constitucionalmente protegidos. Así, el juzgador debe determinar en cada caso si la restricción 
legislativa a un derecho fundamental es, en primer lugar, admisible dadas las previsiones constitucionales, en segundo lugar, si es el medio 
necesario para proteger esos fines o intereses constitucionalmente amparados, al no existir opciones menos restrictivas que permitan 
alcanzarlos; y en tercer lugar, si la distinción legislativa se encuentra dentro de las opciones de tratamiento que pueden considerarse 
proporcionales. De igual manera, las restricciones deberán estar en consonancia con la ley, incluidas las normas internacionales de derechos 
humanos, y ser compatibles con la naturaleza de los derechos amparados por la Constitución, en aras de la consecución de los objetivos 
legítimos perseguidos, y ser estrictamente necesarias para promover el bienestar general en una sociedad democrática. 
35 Registro digital: 2013156, Instancia: Primera Sala, Décima Época, Materias(s): Constitucional, Tesis: 1a. CCLXIII/2016 (10a.), Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 36, Noviembre de 2016, Tomo II, página 915, Tipo: Aislada 
TEST DE PROPORCIONALIDAD. METODOLOGÍA PARA ANALIZAR MEDIDAS LEGISLATIVAS QUE INTERVENGAN CON UN DERECHO 
FUNDAMENTAL. El examen de la constitucionalidad de una medida legislativa debe realizarse a través de un análisis en dos etapas. En una 
primera etapa, debe determinarse si la norma impugnada incide en el alcance o contenido inicial del derecho en cuestión. Dicho en otros 
términos, debe establecerse si la medida legislativa impugnada efectivamente limita al derecho fundamental. De esta manera, en esta primera 
fase corresponde precisar cuáles son las conductas cubiertas prima facie o inicialmente por el derecho. Una vez hecho lo anterior, debe 
decidirse si la norma impugnada tiene algún efecto sobre dicha conducta; esto es, si incide en el ámbito de protección prima facie del derecho 
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109. En la primera etapa, debe determinarse si la norma o normas impugnadas inciden o generan un 
impacto en el alcance o contenido del derecho humano que se estima vulnerado, es decir, debe 
establecerse si la medida legislativa impugnada limita prima facie el derecho fundamental. 

110. Para tal efecto, es necesario precisar cuál es el alcance del derecho que se alega comprometido. Una 
vez hecho lo anterior, debe decidirse si la norma impugnada tiene algún efecto sobre acciones o 
estados de cosas incluidos de entrada en ese alcance; esto es, si incide en el ámbito de protección 
prima facie del derecho aludido. 

111. Si la conclusión es negativa, el examen debe terminar en esta etapa con la declaración de que la 
medida legislativa impugnada es constitucional al no afectar los derechos que se alegan vulnerados. 
En cambio, si la conclusión es positiva, debe pasarse al segundo nivel de análisis. 

112. En esta segunda fase, para que las intervenciones que se realizan a algún derecho fundamental sean 
constitucionales debe corroborarse lo siguiente: 

(i) Que la medida legislativa persiga un fin constitucionalmente válido. Esta etapa del análisis 
presupone la idea de que no cualquier propósito puede justificar la limitación a un derecho 
fundamental. En este orden, los derechos fundamentales, ciertos bienes colectivos y bienes 
jurídicos garantizados como principios constitucionales, constituyen fines que legítimamente 
fundamentan la intervención del legislador en el ejercicio de otros derechos.36 

(ii) Que la medida resulte idónea para satisfacer en alguna medida su propósito constitucional. 
En esta etapa del escrutinio debe analizarse si la medida impugnada tiene, en términos 
fácticos, una relación de instrumentalidad con el fin, esto es, si es un medio apto para producir 
el fin perseguido por el legislador. En este sentido, el examen de idoneidad presupone la 
existencia de una relación entre la intervención al derecho y el fin que persigue dicha 
afectación, siendo suficiente que la medida contribuya en algún modo y en algún grado a 
lograr el propósito que busca el legislador.37 

(iii) Que la medida resulte necesaria. El examen de necesidad implica corroborar en términos 
fácticos, en primer lugar, si existen otros medios igualmente idóneos para lograr los fines que 
se persiguen y, en segundo lugar, determinar si estas alternativas intervienen con menor 

                                                                                                                                                     
aludido. Si la conclusión es negativa, el examen debe terminar en esta etapa con la declaración de que la medida legislativa impugnada es 
constitucional. En cambio, si la conclusión es positiva, debe pasarse a otro nivel de análisis. En esta segunda fase, debe examinarse si en el 
caso concreto existe una justificación constitucional para que la medida legislativa reduzca o limite la extensión de la protección que otorga 
inicialmente el derecho. Al respecto, es necesario tener presente que los derechos y sus respectivos límites operan como principios, de tal 
manera que las relaciones entre el derecho y sus límites encierran una colisión que debe resolverse con ayuda de un método específico 
denominado test de proporcionalidad. En este orden de ideas, para que las intervenciones que se realizan a algún derecho fundamental sean 
constitucionales debe corroborarse lo siguiente: (i) que la intervención legislativa persiga un fin constitucionalmente válido; (ii) que la medida 
resulte idónea para satisfacer en alguna medida su propósito constitucional; (iii) que no existan medidas alternativas igualmente idóneas para 
lograr dicho fin, pero menos lesivas para el derecho fundamental; y, (iv) que el grado de realización del fin perseguido sea mayor al grado de 
afectación provocado al derecho fundamental por la medida impugnada. En este contexto, si la medida legislativa no supera el test de 
proporcionalidad, el derecho fundamental preservará su contenido inicial o prima facie. En cambio, si la ley que limita al derecho se encuentra 
justificada a la luz del test de proporcionalidad, el contenido definitivo o resultante del derecho será más reducido que el contenido inicial del 
mismo. 
36 Registro digital: 2013143, Instancia: Primera Sala, Décima Época, Materias(s): Constitucional, Tesis: 1a. CCLXV/2016 (10a.), Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 36, Noviembre de 2016, Tomo II, página 902, Tipo: Aislada 
PRIMERA ETAPA DEL TEST DE PROPORCIONALIDAD. IDENTIFICACIÓN DE UNA FINALIDAD CONSTITUCIONALMENTE VÁLIDA. Para 
que las intervenciones que se realicen a algún derecho fundamental sean constitucionales, éstas deben superar un test de proporcionalidad 
en sentido amplio. Lo anterior implica que la medida legislativa debe perseguir una finalidad constitucionalmente válida, además de que debe 
lograr en algún grado la consecución de su fin, y no debe limitar de manera innecesaria y desproporcionada el derecho fundamental en 
cuestión. Ahora bien, al realizar este escrutinio, debe comenzarse por identificar los fines que persigue el legislador con la medida, para 
posteriormente estar en posibilidad de determinar si éstos son válidos constitucionalmente. Esta etapa del análisis presupone la idea de que 
no cualquier propósito puede justificar la limitación a un derecho fundamental. En efecto, los fines que pueden fundamentar la intervención 
legislativa al ejercicio de los derechos fundamentales tienen muy diversa naturaleza: valores, intereses, bienes o principios que el Estado 
legítimamente puede perseguir. En este orden de ideas, los derechos fundamentales, los bienes colectivos y los bienes jurídicos garantizados 
como principios constitucionales, constituyen fines que legítimamente fundamentan la intervención del legislador en el ejercicio de otros 
derechos. 
37 Registro digital: 2013152, Instancia: Primera Sala, Décima Época, Materias(s): Constitucional, Tesis: 1a. CCLXVIII/2016 (10a.), Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 36, Noviembre de 2016, Tomo II, página 911, Tipo: Aislada 
SEGUNDA ETAPA DEL TEST DE PROPORCIONALIDAD. EXAMEN DE LA IDONEIDAD DE LA MEDIDA LEGISLATIVA. Para que resulten 
constitucionales las intervenciones que se realicen a un derecho fundamental, éstas deben superar un test de proporcionalidad en sentido 
amplio. Lo anterior implica que la medida legislativa debe perseguir una finalidad constitucionalmente válida, lograr en algún grado la 
consecución de su fin y no limitar de manera innecesaria y desproporcionada el derecho fundamental en cuestión. Por lo que hace a la 
idoneidad de la medida, en esta etapa del escrutinio debe analizarse si la medida impugnada tiende a alcanzar en algún grado los fines 
perseguidos por el legislador. En este sentido, el examen de idoneidad presupone la existencia de una relación entre la intervención al 
derecho y el fin que persigue dicha afectación, siendo suficiente que la medida contribuya en algún modo y en algún grado a lograr el 
propósito que busca el legislador. Finalmente, vale mencionar que la idoneidad de una medida legislativa podría mostrarse a partir de 
conocimientos científicos o convicciones sociales generalmente aceptadas. 
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intensidad el derecho fundamental afectado. Así, de encontrarse alguna medida alternativa 
que sea igualmente idónea para proteger el fin constitucional y que a su vez intervenga con 
menor intensidad al derecho, deberá concluirse que la medida elegida por el legislador es 
inconstitucional.38 

(iv) La proporcionalidad en estricto sentido. Esta grada de la prueba consiste en efectuar un 

balance o ponderación entre dos principios que compiten en un caso concreto. Dicho análisis 

requiere centralmente una valoración, es decir, un juicio axiológico, que consiste en ponderar 

si la importancia constitucional de lograr el fin perseguido por el legislador es congruente con 

la importancia de evitar el grado de afectación que se producirá al derecho fundamental. Este 

juicio valorativo tiene como trasfondo fáctico, naturalmente, el grado de seguridad fáctica 

respecto de que se logrará ese fin y se producirá esa afectación, respectivamente. En este 

sentido, mientras más importante sea evitar afectar un derecho fundamental, más importancia 

debe tener la realización del fin perseguido por el legislador, y más relevancia cobra la certeza 

de que ese fin se producirá afectando en esa medida el derecho fundamental.39 

113. En caso de que la afectación a los derechos humanos alegada supere estas cuatro gradas, entonces 

deberá concluirse que la norma o normas combatidas son constitucionales, puesto que la afectación a 

tales derechos es razonable y está justificada. Por el contrario, si dicha afectación no supera alguna de 

las gradas mencionadas, entonces, deberá concluirse que la norma o normas son inválidas. 

114. Ahora bien, debe precisarse que estas gradas corresponden al denominado test ordinario de 

proporcionalidad, aplicable en general a normas que restringen derechos humanos40, sin embargo, de 

forma paralela este Alto Tribunal ha desarrollado un test estricto, el cual se exige cuando se combaten 

distinciones legislativas que se apoyan en una de las denominadas categorías sospechosas previstas 

                                                 
38 Registro digital: 2013154, Instancia: Primera Sala, Décima Época, Materias(s): Constitucional, Tesis: 1a. CCLXX/2016 (10a.), Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 36, Noviembre de 2016, Tomo II, página 914, Tipo: Aislada 
TERCERA ETAPA DEL TEST DE PROPORCIONALIDAD. EXAMEN DE LA NECESIDAD DE LA MEDIDA LEGISLATIVA. Para que resulten 
constitucionales las intervenciones que se realicen a algún derecho fundamental, éstas deben superar un test de proporcionalidad en sentido 
amplio. Lo anterior implica que la medida legislativa debe perseguir una finalidad constitucionalmente válida, lograr en algún grado la 
consecución de su fin y no limitar de manera innecesaria y desproporcionada el derecho fundamental en cuestión. Así, una vez que se ha 
constatado un fin válido constitucionalmente y la idoneidad de la ley, corresponde analizar si la misma es necesaria o si, por el contrario, 
existen medidas alternativas que también sean idóneas pero que afecten en menor grado el derecho fundamental. De esta manera, el 
examen de necesidad implica corroborar, en primer lugar, si existen otros medios igualmente idóneos para lograr los fines que se persiguen y, 
en segundo lugar, determinar si estas alternativas intervienen con menor intensidad el derecho fundamental afectado. Lo anterior supone 
hacer un catálogo de medidas alternativas y determinar el grado de idoneidad de éstas, es decir, evaluar su nivel de eficacia, rapidez, 
probabilidad o afectación material de su objeto. De esta manera, la búsqueda de medios alternativos podría ser interminable y requerir al juez 
constitucional imaginarse y analizar todas las alternativas posibles. No obstante, dicho escrutinio puede acotarse ponderando aquellas 
medidas que el legislador consideró adecuadas para situaciones similares, o bien las alternativas que en el derecho comparado se han 
diseñado para regular el mismo fenómeno. Así, de encontrarse alguna medida alternativa que sea igualmente idónea para proteger el fin 
constitucional y que a su vez intervenga con menor intensidad al derecho, deberá concluirse que la medida elegida por el legislador es 
inconstitucional. En caso contrario, deberá pasarse a la cuarta y última etapa del escrutinio: la proporcionalidad en sentido estricto. 
39 Registro digital: 2013136, Instancia: Primera Sala, Décima Época, Materias(s): Constitucional, Tesis: 1a. CCLXXII/2016 (10a.), Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 36, Noviembre de 2016, Tomo II, página 894, Tipo: Aislada 
CUARTA ETAPA DEL TEST DE PROPORCIONALIDAD. EXAMEN DE LA PROPORCIONALIDAD EN SENTIDO ESTRICTO DE LA MEDIDA 
LEGISLATIVA. Para que resulten constitucionales las intervenciones que se realicen a algún derecho fundamental, éstas deben superar un 
test de proporcionalidad en sentido amplio. Lo anterior implica que la medida legislativa debe perseguir una finalidad constitucionalmente 
válida, lograr en algún grado la consecución de su fin y no limitar de manera innecesaria y desproporcionada el derecho fundamental en 
cuestión. Así, una vez que se han llevado a cabo las primeras tres gradas del escrutinio, corresponde realizar finalmente un examen de 
proporcionalidad en sentido estricto. Esta grada del test consiste en efectuar un balance o ponderación entre dos principios que compiten en 
un caso concreto. Dicho análisis requiere comparar el grado de intervención en el derecho fundamental que supone la medida legislativa 
examinada, frente al grado de realización del fin perseguido por ésta. En otras palabras, en esta fase del escrutinio es preciso realizar una 
ponderación entre los beneficios que cabe esperar de una limitación desde la perspectiva de los fines que se persiguen, frente a los costos 
que necesariamente se producirán desde la perspectiva de los derechos fundamentales afectados. De este modo, la medida impugnada sólo 
será constitucional si el nivel de realización del fin constitucional que persigue el legislador es mayor al nivel de intervención en el derecho 
fundamental. En caso contrario, la medida será desproporcionada y, como consecuencia, inconstitucional. En este contexto, resulta evidente 
que una intervención en un derecho que prohíba totalmente la realización de la conducta amparada por ese derecho, será más intensa que 
una intervención que se concrete a prohibir o a regular en ciertas condiciones el ejercicio de tal derecho. Así, cabe destacar que desde un 
análisis de proporcionalidad en estricto sentido, sólo estaría justificado que se limitara severamente el contenido prima facie de un derecho 
fundamental si también fueran muy graves los daños asociados a su ejercicio. 
40 La Suprema Corte también suele realizar, también, un test laxo o de mera razonabilidad, en el que el cumplimiento de las gradas es menos 
intenso y se prodiga una amplia deferencia al criterio del legislador, cuando se trata de políticas públicas que no restringen directamente 
derechos humanos, como en materia tributaria, económica, etcétera.  
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en el artículo 1 constitucional, o bien, cuando la norma opera sobre ciertos derechos fundamentales 

especialmente sensibles que exigen una tutela reforzada, por lo que la medida analizada requiere de 

una justificación robusta que venza la presunción de inconstitucionalidad que le afecta.41 

115. En estos casos, las gradas que deben analizarse son las siguientes: 

i. Que la medida legislativa persiga un fin constitucionalmente imperioso, es decir, debe 
perseguir un objetivo constitucionalmente importante y no simplemente una finalidad 
constitucionalmente admisible. 

ii. La medida debe estar estrechamente vinculada con la finalidad constitucionalmente 
imperiosa, es decir, debe estar totalmente encaminada a la consecución de la finalidad, sin 
que pueda considerarse suficiente que esté potencialmente conectada con tales objetivos. 

iii. Finalmente, la medida deber ser la menos restrictiva posible a fin de conseguir la finalidad 
imperiosa desde el punto de vista constitucional.42 

                                                 
41 Registro digital: 2012592, Instancia: Pleno, Décima Época, Materias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 7/2016 (10a.), Fuente: Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación. Libro 34, Septiembre de 2016, Tomo I, página 10, Tipo: Jurisprudencia 
INTERÉS SUPERIOR DE LOS MENORES DE EDAD. NECESIDAD DE UN ESCRUTINIO ESTRICTO CUANDO SE AFECTEN SUS 
INTERESES. El interés superior de los niños, niñas y adolescentes implica que el desarrollo de éstos y el ejercicio pleno de sus derechos 
deben ser considerados como criterios rectores para la elaboración de normas y la aplicación de éstas en todos los órdenes relativos a su 
vida. Así, todas las autoridades deben asegurar y garantizar que en todos los asuntos, decisiones y políticas públicas en las que se les 
involucre, todos los niños, niñas y adolescentes tengan el disfrute y goce de todos sus derechos humanos, especialmente de aquellos que 
permiten su óptimo desarrollo, esto es, los que aseguran la satisfacción de sus necesidades básicas como alimentación, vivienda, salud física 
y emocional, el vivir en familia con lazos afectivos, la educación y el sano esparcimiento, elementos -todos- esenciales para su desarrollo 
integral. En ese sentido, el principio del interés superior del menor de edad implica que la protección de sus derechos debe realizarse por 
parte de las autoridades a través de medidas reforzadas o agravadas en todos los ámbitos que estén relacionados directa o indirectamente 
con los niños, niñas y adolescentes, ya que sus intereses deben protegerse siempre con una mayor intensidad. En esa lógica, cuando los 
juzgadores tienen que analizar la constitucionalidad de normas, o bien, aplicarlas, y éstas inciden sobre los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes, es necesario realizar un escrutinio más estricto en relación con la necesidad y proporcionalidad de la medida de modo que se 
permita vislumbrar los grados de afectación a los intereses de los menores y la forma en que deben armonizarse para que dicha medida sea 
una herramienta útil para garantizar el bienestar integral del menor en todo momento. 
Registro digital: 2016865, Instancia: Primera Sala, Décima Época, Materias(s): Constitucional, Tesis: 1a. XXXIX/2018 (10a.), Fuente: Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación. Libro 54, Mayo de 2018, Tomo II, página 1230, Tipo: Aislada 
LIBERTAD DE EXPRESIÓN. RESTRICCIONES Y MODALIDADES DE ESCRUTINIO. Dicha libertad es la más asociada a las precondiciones 
de la democracia constitucional, pues a través de su ejercicio se permite a los ciudadanos discutir y criticar a los titulares del poder público, 
así como debatir reflexivamente para la formación de posición frente a los problemas colectivos. Sobre tales premisas, las restricciones para 
el ejercicio de la libertad de expresión deben someterse a distintas intensidades de escrutinio constitucional dependiendo si se proyectan 
sobre discursos valiosos para esas precondiciones democráticas. Así, pueden identificarse tres tipos de restricciones ligadas a distintas 
modalidades de escrutinio: 1) restricciones neutrales respecto de los contenidos, que son aquellas que se establecen sin tomar en 
consideración el tipo de ideas a expresar por las personas; aquí se encuentran las medidas que regulan el tiempo, modo y lugar de los 
distintos tipos de discurso, y éstas se deben evaluar por regla general con un estándar de escrutinio ordinario o de mera razonabilidad, a 
menos que se demuestre que tengan un efecto desproporcionado en perjuicio de un punto de vista minoritario, o bien, se compruebe que no 
existe otra posibilidad real para que las personas difumen los discursos; 2) restricciones dirigidas contra un determinado punto de vista, que 
son aquellas medidas que singularizan una determinada idea para hacerla merecedora de una restricción o de promoción en el debate 
público, comúnmente en la forma de un reproche o aprobación oficial; dichas medidas se toman para proteger el lado preferido de un debate 
y minar aquel lado que se rechaza. La medida busca silenciar un punto de vista y visibilizar otro distinto y 3) restricciones dirigidas a remover 
un determinado contenido de la discusión, que son aquellas que identifican determinados temas, sin importar el punto de vista o el lado 
ocupado en el debate, para removerlos de su consideración pública o, bien para consagrarlos como temas obligados. Estas dos categorías, 
con independencia del tipo de discurso que regulen, se deben sujetar a un escrutinio estricto. Las medidas que buscan restringir un punto de 
vista y aquellas que buscan remover contenidos de la discusión tienen en común la pretensión de clasificar discursos para inhabilitarlos o bien 
promoverlos; sin embargo, ambas tienen distintos efectos en la deliberación; así, las primeras buscan influir en el debate, sin impedir la 
discusión del tema en cuestión, pero sí tomando partido por una de las posiciones, esperando que dicha posición prevalezca, mientras que 
las segundas son indiferentes a las posiciones de la discusión y buscan más bien remover el tema enteramente de toda consideración o bien 
posicionarlo en la conversación de manera forzosa. Aunque ambas medidas se deben sujetar a escrutinio estricto, estas últimas suelen 
arrojar mayor sospecha de inconstitucionalidad, pues a través de ellas el Estado buscar dictar una ortodoxia oficial.  
42 Registro digital: 2012589, Instancia: Pleno, Décima Época, Materias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 10/2016 (10a.), Fuente: Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación. Libro 34, Septiembre de 2016, Tomo I, página 8, Tipo: Jurisprudencia. 
CATEGORÍA SOSPECHOSA. SU ESCRUTINIO. Una vez establecido que la norma hace una distinción basada en una categoría sospechosa 
-un factor prohibido de discriminación- corresponde realizar un escrutinio estricto de la medida legislativa. El examen de igualdad que debe 
realizarse en estos casos es diferente al que corresponde a un escrutinio ordinario. Para llevar a cabo el escrutinio estricto, en primer lugar, 
debe examinarse si la distinción basada en la categoría sospechosa cumple con una finalidad imperiosa desde el punto de vista 
constitucional, sin que deba exigirse simplemente, como se haría en un escrutinio ordinario, que se persiga una finalidad constitucionalmente 
admisible, por lo que debe perseguir un objetivo constitucionalmente importante; es decir, proteger un mandato de rango constitucional. En 
segundo lugar, debe analizarse si la distinción legislativa está estrechamente vinculada con la finalidad constitucionalmente imperiosa. La 
medida legislativa debe estar directamente conectada con la consecución de los objetivos constitucionales antes señalados; es decir, la 
medida debe estar totalmente encaminada a la consecución de la finalidad, sin que se considere suficiente que esté potencialmente 
conectada con tales objetivos. Por último, la distinción legislativa debe ser la medida menos restrictiva posible para conseguir efectivamente la 
finalidad imperiosa desde el punto de vista constitucional. 
Registro digital: 2010595, Instancia: Primera Sala, Décima Época, Materias(s): Constitucional, Tesis: 1a./J. 87/2015 (10a.), Fuente: Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación. Libro 25, Diciembre de 2015, Tomo I, página 109. Tipo: Jurisprudencia 
CONSTITUCIONALIDAD DE DISTINCIONES LEGISLATIVAS QUE SE APOYAN EN UNA CATEGORÍA SOSPECHOSA. FORMA EN QUE 
DEBE APLICARSE EL TEST DE ESCRUTINIO ESTRICTO. La constitucionalidad de las distinciones legislativas que se apoyan en una 
categoría sospechosa debe analizarse a través de un escrutinio estricto, pues para estimarse constitucionales requieren de una justificación 
robusta que venza la presunción de inconstitucionalidad que las afecta. Para ello, en primer lugar, debe examinarse si la distinción basada en 
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116. Precisados estos aspectos, corresponde ahora aplicar dicha prueba al caso concreto a fin de poder 
determinar si el Decreto combatido efectivamente genera una afectación en los derechos 
fundamentales invocados por los accionantes y de ser el caso, si dicha afectación es razonable y 
justificada. 

B) Análisis de las normas impugnadas a la luz de la prueba de proporcionalidad 

I. Primera etapa. Análisis de la afectación prima facie de los derechos humanos 
comprometidos 

i) Ámbito de protección de los derechos a la privacidad, intimidad y protección de datos personales. 

117. Siguiendo la metodología expuesta, corresponde analizar en primer lugar si el Decreto impugnado 
tiene un impacto o genera prima facie una afectación en los derechos humanos referidos. Para tal 
efecto, debe examinarse cuál es el alcance de estos derechos. 

118. Los derechos a la vida privada y la protección de los datos personales se encuentran reconocidos en 
los artículos 6 y 16 de la Constitución General, los cuales establecen lo siguiente: 

“Art. 6o.- La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial 
o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los 
derechos de terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho 
de réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a la 
información será garantizado por el Estado. 

(...) 

A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación y las 
entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por 
los siguientes principios y bases: 

(...) 

II. La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será 
protegida en los términos y con las excepciones que fijen las leyes. 

(...)” 

“Art. 16.- Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o 
posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que 
funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos 
seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará 
con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su 
contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo. 

Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al acceso, 
rectificación y cancelación de los mismos, así como a manifestar su oposición, en los 
términos que fije la ley, la cual establecerá los supuestos de excepción a los 
principios que rijan el tratamiento de datos, por razones de seguridad nacional, 
disposiciones de orden público, seguridad y salud públicas o para proteger los 
derechos de terceros. 

(...) 

119. Por su parte, desde el ámbito internacional, el derecho a la privacidad se encuentra reconocido y 
protegido en diversas declaraciones y tratados de derechos humanos, tales como la  
Declaración Universal de los Derechos Humanos (artículo 12),43 el Pacto Internacional de Derechos 

                                                                                                                                                     
la categoría sospechosa cumple con una finalidad imperiosa desde el punto de vista constitucional, es decir, debe perseguir un objetivo 
constitucionalmente importante y no simplemente una finalidad constitucionalmente admisible. En segundo lugar, debe analizarse si la 
distinción legislativa está estrechamente vinculada con la finalidad constitucionalmente imperiosa, es decir, debe estar totalmente encaminada 
a la consecución de la finalidad, sin que pueda considerarse suficiente que esté potencialmente conectada con tales objetivos. Finalmente, la 
distinción legislativa debe ser la medida menos restrictiva para conseguir la finalidad imperiosa desde el punto de vista constitucional. 
43 Artículo 12 
Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su 
reputación. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o ataques. 
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Civiles y Políticos (artículo 17),44 la Convención Americana sobre Derechos Humanos  
(artículo 11),45 la Convención sobre los Derechos del Niño (artículo 16)46 y el Convenio 108 del 
Consejo de Europa para la Protección de las Personas con respecto al Tratamiento Automatizado de 
Datos de Carácter Personal (en adelante “el Convenio 108).47 

120. Estos instrumentos son coincidentes en la delimitación de la noción de “lo privado”, al establecer que 
las personas tienen derecho a gozar de un ámbito de proyección de su existencia que debe quedar 
reservado de la invasión y la mirada de los demás, que les concierna sólo a ellos y les provea de 
condiciones adecuadas para el despliegue de su individualidad y el desarrollo de su autonomía y su 
libertad.48 

121. De manera específica, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que la vida 
privada es un concepto amplio que no es susceptible de definiciones exhaustivas, sino que más bien 
se trata de un ámbito de protección que comprende, entre otros aspectos, la vida sexual, el derecho a 
establecer y desarrollar relaciones con otros seres humanos, incluyendo la forma en que el individuo se 
ve a sí mismo y cómo y cuándo decide proyectar a los demás.49 

122. Ha señalado que el ámbito de la privacidad se caracteriza por quedar exento e inmune a las invasiones 
o agresiones abusivas o arbitrarias por parte de terceros o de la autoridad pública,50 y que comprende 
entre otras dimensiones, la facultad de tomar libremente decisiones relacionadas con diversas áreas 
de la propia vida, tener un espacio de tranquilidad personal, mantener reservados ciertos aspectos de 
la vida privada y controlar la difusión de la información personal hacia el público. 

123. Ha puntualizado que el artículo 11.2 de la Convención Americana protege al individuo frente a la 
posible interferencia arbitraria o abusiva del Estado. Sin embargo, eso no significa que el Estado 
cumpla sus obligaciones convencionales con el solo hecho de abstenerse de realizar tales conductas. 
Además, el artículo 11.3 de la Convención impone a los Estados el deber de brindar la protección de la 
ley contra aquellas injerencias, en consecuencia, tiene la obligación de garantizar el derecho a la vida 
privada mediante acciones positivas, lo cual puede implicar, en ciertos casos, la adopción de medidas 
dirigidas a asegurar dicho derecho protegiéndolo de las interferencias de las autoridades públicas, así 
como también de las personas o instituciones privadas.51 

124. No obstante, el tribunal interamericano ha precisado también que este derecho, como cualquier otro, 
no es absoluto, por lo que puede ser restringido por los Estados siempre que las injerencias no sean 
abusivas o arbitrarias. Por ello, las mismas deben estar previstas en ley, perseguir un fin legítimo y 
cumplir con los requisitos de idoneidad, necesidad y proporcionalidad, es decir, deben ser necesarias 
en una sociedad democrática.52 

                                                 
44 Artículo 17 
1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques 
ilegales a su honra y reputación. 
2. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques. 
45 ARTÍCULO 11. Protección de la Honra y de la Dignidad 
1. Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad. 
2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su familia, en su domicilio o en su 
correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación. 
3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques. 
46 Artículo 16 
1. Ningún niño será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia ni de ataques 
ilegales a su honra y a su reputación. 
2. El niño tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o ataques. 
47 Artículo 1. Objeto y fin 
El fin del presente Convenio es garantizar, en el territorio de cada Parte, a cualquier persona física sean cuales fueren su nacionalidad o su 
residencia, el respeto de sus derechos y libertades fundamentales, concretamente su derecho a la vida privada, con respecto al tratamiento 
automatizado de los datos de carácter personal correspondientes a dicha persona («protección de datos»). 
48 Por ejemplo, la Asamblea General de las Naciones Únicas lo define como el derecho según el cual nadie debe ser objeto de injerencias 
arbitrarias o ilícitas en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia y el derecho a la protección contra tales injerencias. 
Véase Asamblea General de las Naciones Unidas, resolución 69/166, El derecho a la privacidad en la era digital, dieciocho de diciembre de 
dos mil catorce, p. 10. 
49 Caso Rosendo Cantú y otra vs México, Sentencia de treinta y uno de agosto de dos mil diez, párr. 119 y Caso Atala Riffo y niñas vs Chile, 
Sentencia de veinticuatro de febrero de dos mil doce, párr. 162 
En el mismo sentido la Corte Europea de Derechos Humanos, Caso Beyer v. Alemania, sentencia de 30 de enero de 2020, parr. 73 
50 Caso de las Masacres de Ituango vs Colombia, Sentencia de primero de julio de dos mil seis, párr. 193 y 194, Caso Escher y otros vs 
Brasil, Sentencia de seis de julio de dos mil nueve, párr. 113 y Caso Tristán Doroso vs Panamá, Sentencia de veintisiete de enero de dos mil 
nueve, párr. 55 
51 Caso Fontevecchia t D´Amico vs Argentina. Sentencia de veintinueve de noviembre de dos mil once, párr. 48 y 49 
52 Cfr.Caso Tristán DonosoVs. Panam, Sentencia de veintisiete de enero de dos mil nueve, párr. 56 y Caso Escher y otros Vs. Brasil, 
Sentencia de seis de julio dos mil nueve, párr. 116 
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125. En concordancia con el tribunal interamericano, este Tribunal Pleno ha establecido respecto 

“de lo privado” que sus rasgos característicos se refieren a aquello que no atañe a la vida pública, sino 

al ámbito reservado frente a la acción y al conocimiento de los demás, a lo que se desea compartir con 

aquellos que uno elige, a las actividades de las personas en la esfera particular relacionadas con el 

hogar y la familia, así como a los actos que las personas no desempeñan con el carácter de servidores 

públicos.53 

126. En consecuencia, ha reconocido que el derecho a la privacidad constituye una expresión de la 

dimensión externa del derecho al libre desarrollo de la personalidad, la cual protege esta “esfera de 

privacidad” del individuo en contra de las incursiones externas que limitan la capacidad para tomar 

ciertas decisiones a través de las cuales se ejerce la autonomía personal.54 

127. Se apela al derecho de las personas a mantener fuera del conocimiento de los demás ciertas 

manifestaciones o dimensiones de su existencia y al correspondiente derecho a que los demás no las 

invadan sin su consentimiento. Inclusive se ha precisado que esta protección no se limita a un espacio 

físico, sino que se extiende como un impedimento para cualquier interferencia o molestia que pudiera 

efectuarse, por cualquier medio, en un ámbito reservado de la vida personal.55 

                                                 
53 Contradicción de Tesis 56/2011. Resuelta por sentencia de treinta de mayo de dos mil trece, por mayoría de siete votos de los Ministros 
Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Sergio 
A. Valls Hernández, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alberto Pérez Dayán. Votaron en contra los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, José Ramón Cossío Días, Luis María Aguilar Morales y Juan N. Silva Meza.  
54 Registro digital: 2019357, Instancia: Primera Sala, Décima Época, Materias(s): Constitucional, Tesis: 1a./J. 4/2019 (10a.), Fuente: Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación. Libro 63, Febrero de 2019, Tomo I, página 491, Tipo: Jurisprudencia 
DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD. SU DIMENSIÓN EXTERNA E INTERNA. La libertad "indefinida" que es 
tutelada por el derecho al libre desarrollo de la personalidad complementa las otras libertades más específicas, tales como la libertad de 
conciencia o la libertad de expresión, puesto que su función es salvaguardar la "esfera personal" que no se encuentra protegida por las 
libertades más tradicionales y concretas. En este sentido, este derecho es especialmente importante frente a las nuevas amenazas a la 
libertad individual que se presentan en la actualidad. Ahora bien, la doctrina especializada señala que el libre desarrollo de la personalidad 
tiene una dimensión externa y una interna. Desde el punto de vista externo, el derecho da cobertura a una genérica "libertad de acción" que 
permite realizar cualquier actividad que el individuo considere necesaria para el desarrollo de su personalidad. En cambio, desde una 
perspectiva interna, el derecho protege una "esfera de privacidad" del individuo en contra de las incursiones externas que limitan la capacidad 
para tomar ciertas decisiones a través de las cuales se ejerce la autonomía personal. Al respecto, si bien en un plano conceptual puede 
trazarse esta distinción entre los aspectos externos e internos, resulta complicado adscribir los casos de ejercicio de este derecho a una sola 
de estas dimensiones. Ello es así, porque las acciones que realizan los individuos en el ejercicio de su autonomía personal suponen la 
decisión de llevar a cabo esa acción, al tiempo que las decisiones sobre aspectos que en principio sólo incumben al individuo normalmente 
requieren de ciertas acciones para materializarlas. En todo caso, parece que se trata de una cuestión de énfasis. Así, mientras que hay 
situaciones en las que el aspecto más relevante de la autonomía personal se aprecia en la acción realizada, existen otras situaciones en las 
que el ejercicio de la autonomía se observa más claramente a través de la decisión adoptada por la persona. 
55 Registro digital: 169700, Instancia: Segunda Sala, Novena Época, Materias(s): Constitucional, Tesis: 2a. LXIII/2008, Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVII, Mayo de 2008, página 229, Tipo: Aislada 
DERECHO A LA PRIVACIDAD O INTIMIDAD. ESTÁ PROTEGIDO POR EL ARTÍCULO 16, PRIMER PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. Dicho numeral establece, en general, la garantía de seguridad jurídica de todo 
gobernado a no ser molestado en su persona, familia, papeles o posesiones, sino cuando medie mandato de autoridad competente 
debidamente fundado y motivado, de lo que deriva la inviolabilidad del domicilio, cuya finalidad primordial es el respeto a un ámbito de la vida 
privada personal y familiar que debe quedar excluido del conocimiento ajeno y de las intromisiones de los demás, con la limitante que la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece para las autoridades. En un sentido amplio, la referida garantía puede 
extenderse a una protección que va más allá del aseguramiento del domicilio como espacio físico en que se desenvuelve normalmente la 
privacidad o la intimidad, de lo cual deriva el reconocimiento en el artículo 16, primer párrafo, constitucional, de un derecho a la intimidad o 
vida privada de los gobernados que abarca las intromisiones o molestias que por cualquier medio puedan realizarse en ese ámbito reservado 
de la vida. 
Registro digital: 2005525, Instancia: Primera Sala, Décima Época, Materias(s): Constitucional, Tesis: 1a. XLIX/2014 (10a.), Fuente: Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación. Libro 3, Febrero de 2014, Tomo I, página 641, Tipo: Aislada 
DERECHO A LA VIDA PRIVADA. ALCANCE DE SU PROTECCIÓN POR EL ESTADO. Al igual que otros derechos fundamentales, el 
derecho a la vida privada no es absoluto, sino que puede restringirse en la medida en que las injerencias en éste no sean abusivas o 
arbitrarias. Así, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido que el ámbito de la privacidad se caracteriza por quedar exento 
e inmune a las invasiones o agresiones abusivas o arbitrarias de terceros o de la autoridad pública, y prohíbe ese tipo de injerencias en la 
vida privada de las personas, enunciando diversos ámbitos de ésta, como la vida privada de sus familias. Ahora bien, el Estado debe adoptar 
medidas positivas para impedir que la intimidad personal y familiar se vulnere por personas ajenas, pero no puede impedir a quien decide 
difundir aspectos de su vida privada que lo haga, so pretexto de proteger a la familia, pues en ese caso, ya no se está frente a la difusión de 
la información por parte de un tercero, que es ajeno a ésta, sino que se estaría limitando el derecho de una persona de divulgar la información 
que le es propia. En resumen, lo que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y las convenciones internacionales buscan 
impedir es que terceros difundan información de la vida privada ajena, sin consentimiento del titular; de ahí que si la injerencia en la vida 
privada de que se duele el tercero perjudicado, consiste en la difusión que hicieron otros miembros de su familia, sobre hechos que 
conciernen a la vida privada de ellas, y que involucran a éste, como causante de la afectación sufrida por ellas, entonces no puede 
considerarse que dicha difusión resulte arbitraria o abusiva, puesto que se realizó en ejercicio del legítimo derecho que les asiste de difundir 
información que les es propia, en la medida en que sea veraz, y que las expresiones utilizadas estén protegidas constitucionalmente, por no 
ser absolutamente vejatorias, esto es, ofensivas, oprobiosas o impertinentes, según el contexto. 
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128. Bajo esa lógica, este Alto Tribunal ha sido constante en señalar que la protección efectiva de este 
derecho provee de las condiciones adecuadas para el despliegue de la individualidad de la persona, su 
autonomía y libertad.56 

129. De ahí que a nivel internacional se haya reconocido la vinculación de este derecho con un amplio 
abanico de otros derechos, como el derecho a una vivienda adecuada;57 el derecho a la salud;58 el 
derecho a la igualdad;59 los derechos reproductivos; la protección en caso de desalojos forzados;60 la 
inviolabilidad de la correspondencia,61 de las comunicaciones telefónicas, telegráficas o de otro tipo; 
los registros en el domicilio; los registros personales y corporales,62 o el régimen de recopilación y 
registro de información personal en computadoras, bancos de datos y otros dispositivos.63 

130. Ahora bien, se ha explicado que el derecho a la “vida privada” está destinado a variar, legítima y 
normalmente, tanto por motivos internos al propio concepto como por motivos externos.64 

                                                 
56 Sentencia recaída al amparo directo en revisión 2044/2008, aprobada por la Primera Sala el diecisiete de junio de dos mil nueve por 
unanimidad de cinco votos; sentencia recaída al amparo directo 6/2009, aprobada por la Primera Sala el siete de octubre de dos mil nueve 
por unanimidad de cinco votos; sentencia recaída al amparo directo 3/2011, aprobada por la Primera Sala el treinta de enero de dos mil trece 
por unanimidad de cinco votos; sentencia recaída al amparo directo 4/2011, aprobada por la Primera Sala el treinta de enero de dos mil trece 
por unanimidad de cinco votos; amparo directo en revisión 402/2007; sentencia recaída al amparo directo 28/2010, aprobada por la Primera 
Sala el veintitrés de noviembre de dos mil once, por mayoría de cuatro votos.  
57 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación general Nº 4, El derecho a una vivienda adecuada (párrafo 1 del 
artículo 11 del Pacto).  
58 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación general Nº 4, El derecho a una vivienda adecuada (párrafo 1 del 
artículo 11 del Pacto).  
59 Comité de Derechos Humanos, Observación general Nº 28, Artículo 3.- La igualdad de derechos entre hombres y mujeres. 
60 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación general Nº 7, El derecho a una vivienda adecuada (párrafo 1 del 
artículo 11 del Pacto): los desalojos forzosos. 
61 Comité de Derechos Humanos, Observación general Nº 16, Artículo 17 - Derecho a la intimidad.  
62 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación general Nº 14, El derecho al disfrute del más alto nivel posible de 
salud (artículo 12). 
63 Comité de Derechos Humanos, Observación general Nº 16, Artículo 17 - Derecho a la intimidad. 
En la misma línea véase la tesis: Registro digital: 165823, Instancia: Primera Sala, Novena Época, Materias(s): Constitucional, Tesis: 1a. 
CCXIV/2009, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXX, Diciembre de 2009, página 277, Tipo: Aislada 
DERECHO A LA VIDA PRIVADA. SU CONTENIDO GENERAL Y LA IMPORTANCIA DE NO DESCONTEXTUALIZAR LAS REFERENCIAS A 
LA MISMA. La Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha referido en varias tesis a los rasgos característicos de la noción de lo "privado". 
Así, lo ha relacionado con: lo que no constituye vida pública; el ámbito reservado frente a la acción y el conocimiento de los demás; lo que se 
desea compartir únicamente con aquellos que uno elige; las actividades de las personas en la esfera particular, relacionadas con el hogar y la 
familia; o aquello que las personas no desempeñan con el carácter de servidores públicos. Por otro lado, el derecho a la vida privada (o 
intimidad) está reconocido y protegido en declaraciones y tratados de derechos humanos que forman parte del orden jurídico mexicano, como 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos (artículo 12), el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 17), la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículo 11) y la Convención sobre los Derechos del Niño (artículo 16). Al interpretar estas 
disposiciones, los organismos internacionales han destacado que la noción de vida privada atañe a la esfera de la vida en la que las personas 
pueden expresar libremente su identidad, ya sea en sus relaciones con los demás o en lo individual, y han destacado su vinculación con un 
amplio abanico de otros derechos, como la inviolabilidad de la correspondencia y de las comunicaciones en general, la inviolabilidad del 
domicilio, las garantías respecto de los registros personales y corporales, las relacionadas con la recopilación y registro de información 
personal en bancos de datos y otros dispositivos; el derecho a una vivienda adecuada, a la salud y a la igualdad; los derechos reproductivos, 
o la protección en caso de desalojos forzados. Las afirmaciones contenidas en las resoluciones nacionales e internacionales son útiles en la 
medida en que no se tomen de manera descontextualizada, emerjan de un análisis cuidadoso de los diferentes escenarios jurídicos en los 
que la idea de privacidad entra en juego y no se pretenda derivar de ellas un concepto mecánico de vida privada, de referentes fijos e 
inmutables. Lo único que estas resoluciones permiten reconstruir, en términos abstractos, es la imagen general que evoca la idea de 
privacidad en nuestro contexto cultural. Según esta noción, las personas tienen derecho a gozar de un ámbito de proyección de su existencia 
que quede reservado de la invasión y la mirada de los demás, que les concierna sólo a ellos y les provea de condiciones adecuadas para el 
despliegue de su individualidad -para el desarrollo de su autonomía y su libertad-. A un nivel más concreto, la misma idea puede describirse 
apelando al derecho de las personas a mantener fuera del conocimiento de los demás (o, a veces, dentro del círculo de sus personas más 
próximas) ciertas manifestaciones o dimensiones de su existencia (conducta, datos, información, objetos) y al correspondiente derecho a que 
los demás no las invadan sin su consentimiento. En un sentido amplio, entonces, la protección constitucional de la vida privada implica poder 
conducir parte de la vida de uno protegido de la mirada y las injerencias de los demás, y guarda conexiones de variado tipo con pretensiones 
más concretas que los textos constitucionales actuales reconocen a veces como derechos conexos: el derecho de poder tomar libremente 
ciertas decisiones atinentes al propio plan de vida, el derecho a ver protegidas ciertas manifestaciones de integridad física y moral, el derecho 
al honor o reputación, el derecho a no ser presentado bajo una falsa apariencia, el derecho a impedir la divulgación de ciertos hechos o la 
publicación no autorizada de cierto tipo de fotografías, la protección contra el espionaje, la protección contra el uso abusivo de las 
comunicaciones privadas, o la protección contra la divulgación de informaciones comunicadas o recibidas confidencialmente por un particular. 
64 Registro digital: 165824, Instancia: Primera Sala, Novena Época, Materias(s): Constitucional, Tesis: 1a. CCXIII/2009, Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXX, Diciembre de 2009, página 276, Tipo: Aislada 
DERECHO A LA VIDA PRIVADA. SU CONTENIDO ES VARIABLE TANTO EN SU DIMENSIÓN INTERNA COMO EXTERNA. El contenido 
del derecho a la intimidad o vida privada está destinado a variar, legítima y normalmente, tanto por motivos que podemos llamar internos al 
propio concepto como por motivos externos al mismo. La variabilidad interna de la noción de privacidad alude al hecho de que el 
comportamiento de sus titulares puede influir en la extensión de su ámbito de protección. No se trata sólo de que el entendimiento de lo 
privado cambie de una cultura a otra y que haya variado a lo largo de la historia, sino que forma parte del derecho a la privacidad, como lo 
entendemos ahora, la posibilidad de que sus titulares modulen, de palabra o de hecho, su alcance. Algunas personas comparten con la 
opinión pública, con los medios de comunicación o con un círculo amplio de personas anónimas, informaciones que para otras se inscriben en 
el ámbito de lo que preservan del conocimiento ajeno. Aunque una pauta de conducta de este tipo no implica que la persona en cuestión deje 
de ser titular del derecho a la privacidad, ciertamente disminuye la extensión de lo que de entrada puede considerarse incluido dentro de su 
ámbito de protección. Por su parte, la variabilidad externa deriva de la existencia de fuentes externas de límites al derecho, y alude a la 
diferencia normal y esperada entre el contenido prima facie de los derechos fundamentales y la protección real que ofrecen en los casos 
concretos, una vez contrapesados y armonizados con otros derechos e intereses, que pueden apuntar en direcciones distintas e incluso 
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131. La variabilidad interna del derecho a la privacidad alude al hecho de que el comportamiento de los 
titulares del mismo puede influir en la determinación de su ámbito de protección, lo que significa que 
forma parte del derecho a la privacidad la posibilidad de que sus titulares modulen, de palabra o de 
hecho, su alcance. Por ejemplo, algunas personas comparten con la opinión pública, con los medios de 
comunicación o con un círculo amplio de personas, informaciones que para otras se inscriben en el 
ámbito de lo que preservan del conocimiento ajeno. Así, aunque una pauta de conducta de este tipo no 
implica que la persona en cuestión deje de ser titular del derecho a la privacidad, ciertamente 
disminuye la extensión de lo que de entrada puede considerarse incluido dentro de dicho ámbito 
de protección. 

132. Por su parte, la variabilidad externa del derecho a la vida privada deriva de la existencia de límites 
externos al derecho, alude a la diferencia normal y esperada entre el contenido prima facie de los 
derechos fundamentales y la protección real que ofrecen en casos concretos una vez contrapesados y 
armonizados con otros derechos e intereses que apunten en direcciones distintas e incluso opuestas a 
las que derivan de su contenido normativo. 

133. Dentro de este ámbito general de protección del derecho a la privacidad, se ha identificado el 
denominado derecho a la intimidad, el cual se encuentra integrado con los extremos más personales 
de la vida y del entorno familiar de una persona. Así, el concepto de vida privada comprende a la 
intimidad como núcleo protegido con mayor celo y fuerza porque se entiende como esencial en la 
configuración de la persona, esto es, la vida privada es lo genéricamente reservado y la intimidad lo 
radicalmente vedado.65 

134. Por ejemplo, se ha expresado que la información atinente al origen étnico o nacional, el género, la 
edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las 
preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana constituyen 
datos sensibles, en tanto pueden afectar la esfera más íntima de su titular, pues su utilización indebida 
puede dar origen a discriminación o implicar un riesgo para la persona, por lo que cuentan con una 
protección especial.66 

135. Ahora bien, es importante señalar que en las modernas sociedades de la información, las potenciales 
agresiones que la posesión de la información personal organizada representan para la intimidad, tienen 
una relevancia pública enorme, ya que el derecho a la intimidad, además de tener un aspecto de 
protección de bienes individuales, tiene una importante función para el desarrollo de sociedades 
democráticas porque, bien entendido, constituye una condición necesaria para el ejercicio del resto de 
los derechos humanos. 

136. En efecto, se ha se ha reconocido que actualmente nos desarrollamos en un contexto en el que las 
tecnologías de las comunicaciones globales y las prácticas mediáticas plantean serios y crecientes 
desafíos para las nociones fundamentales tales como privacidad, protección de datos y reputación, así 
como para la necesidad crucial de proteger y promover la libertad de expresión y de prensa y el libre 
flujo de información transfronteriza.67 

                                                                                                                                                     
opuestas a las que derivan de su contenido normativo. Así, aunque una pretensión pueda en principio relacionarse con el ámbito 
generalmente protegido por el derecho, si la misma merece prevalecer en un caso concreto, y en qué grado, dependerá de un balance de 
razones desarrollado de conformidad con métodos de razonamiento jurídico bien conocidos y masivamente usados en los estados 
constitucionales contemporáneos. Como han expresado canónicamente los tribunales constitucionales y de derechos humanos del mundo, 
ningún derecho fundamental es absoluto y puede ser restringido siempre que ello no se haga de manera abusiva, arbitraria o desproporcional. 
65 Registro digital: 171883, Instancia: Primera Sala, Novena Época, Materias(s): Penal, Tesis: 1a. CXLIX/2007, Fuente: Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta. Tomo XXVI, Julio de 2007, página 272, Tipo: Aislada 
VIDA PRIVADA E INTIMIDAD. SI BIEN SON DERECHOS DISTINTOS, ÉSTA FORMA PARTE DE AQUÉLLA. La vida se constituye por el 
ámbito privado reservado para cada persona y del que quedan excluidos los demás, mientras que la intimidad se integra con los extremos 
más personales de la vida y del entorno familiar, cuyo conocimiento se reserva para los integrantes de la unidad familiar. Así, el concepto de 
vida privada comprende a la intimidad como el núcleo protegido con mayor celo y fuerza porque se entiende como esencial en la 
configuración de la persona, esto es, la vida privada es lo genéricamente reservado y la intimidad -como parte de aquélla- lo radicalmente 
vedado, lo más personal; de ahí que si bien son derechos distintos, al formar parte uno del otro, cuando se afecta la intimidad, se agravia a la 
vida privada. 
66 Acción de inconstitucionalidad 21/2013. Resuelta por sentencia de tres de julio de dos mil catorce, aprobada en este punto por unanimidad 
de diez votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz con precisiones en cuanto a las consideraciones, Luna Ramos en 
contra de las consideraciones, Franco González Salas con precisiones en cuanto a las consideraciones, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo 
Rebolledo con precisiones en cuanto a las consideraciones, Aguilar Morales con precisiones en cuanto a las consideraciones, Valls 
Hernández con precisiones en cuanto a las consideraciones, Pérez Dayán y Presidente Silva Meza. 
En el mismo sentido el artículo 6 del Convenio 108. 
“Artículo 6. Categorías particulares de datos  
Los datos de carácter personal que revelen el origen racial, las opiniones políticas, las convicciones religiosas u otras convicciones, así como 
los datos de carácter personal relativos a la salud o a la vida sexual, no podrán tratarse automáticamente a menos que el derecho interno 
prevea garantías apropiadas. La misma norma regirá en el caso de datos de carácter personal referentes a condenas penales.” 
67 “Comentarios preliminares sobre una declaración de principios para la protección de la privacidad y de los datos personales de las 
Américas”, presentados por el doctor David P. Stewart y publicados por el Comité Jurídico Interamericano mediante su informe 
CJI/doc.382/11  
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137. La creciente sofisticación de la tecnología de la información digital permite a las entidades privadas, así 
como a los gobiernos, la posibilidad de recabar, analizar y diseminar mayor cantidad de información 
personal y más rápidamente que nunca. Por otro lado, los nuevos avances en lo que hace a la 
investigación y al cuidado médico, a las telecomunicaciones, a los sistemas de transporte avanzados y 
a las transferencias financieras han incrementado de manera dramática el nivel de información 
generado por cada individuo, lo que exige el despliegue de acciones y medidas por parte de los 
Estados a fin de proteger de manera efectiva a las personas.68 

138. Ante tal contexto, un aspecto primordial en el entendimiento de estos derechos es que han dejado de 
constituir solamente un mecanismo de defensa de un espacio exclusivo y excluyente, para convertirse 
también en un derecho activo de control sobre la información personal, y del uso que se le dé, la 
denominada autodeterminación informativa.69 

139. Es precisamente en este ámbito donde se inserta la protección de los datos personales. 

140. Al respecto, esta Corte ha sostenido que la protección de datos personales tiene su núcleo en la 
noción de intimidad y privacidad.70 

141. La protección de datos personales es una expresión de la autodeterminación informativa, referida a la 
facultad de cada persona para decidir libremente sobre el uso y destino de sus datos personales, 
teniendo en todo momento derecho a acceder, rectificar, cancelar y oponerse legítimamente a su 
tratamiento.71 

142. Sobre esta materia, resultan orientadores los Principios Actualizados sobre la Privacidad y la 
Protección de los Datos Personales adoptados por el Comité Jurídico Interamericano,72 (en adelante el 
CJI) con el objeto de poder contribuir en los países americanos al desarrollo de un marco vigente para 
salvaguardar los derechos de la persona a la protección de sus datos personales y a la 
autodeterminación informativa (en adelante “los Principios del CJI”). 

143. El objetivo de estos principios es proteger a las personas de la recopilación, el uso, la retención y la 
divulgación ilícitos o innecesarios de datos personales, proporcionando los elementos básicos de una 
protección efectiva, desplegando su ámbito de aplicación sobre aquellos datos recopilados o 
administrados por entidades públicas o privadas existentes en cualquier soporte físico o digital. 

144. Igualmente, útiles resultan los “Estándares de Protección de Datos Personales para los Estados 
Iberoamericanos”, aprobados por unanimidad en el XV Encuentro Iberoamericano de Protección de 
Datos, celebrado el veinte de junio de dos mil diecisiete, en Santiago de Chile (en adelante 
“Los Estándares Iberoamericanos”). 

145. En ellos se contiene un conjunto de directrices orientadoras que pretenden garantizar el ejercicio y 
tutela efectivos del derecho a la protección de datos personales, así como facilitar el flujo de estos 
datos a fin de coadyuvar con el crecimiento económico y social de la región, proporcionando un 
conjunto de principios y derechos comunes que los Estados miembros puedan adoptar y desarrollar en 
sus legislaciones nacionales logrando contar con reglas homogéneas en la región. 

146. Finalmente, encontramos el ya citado Convenio 108 para la Protección de las Personas con respecto al 
Tratamiento Automatizado de Datos de Carácter Personal, el cual en su artículo 1 establece que su fin 
es garantizar en el territorio de cada Parte, a cualquier persona física sean cuales fueren su 
nacionalidad o su residencia, el respeto de sus derechos y libertades fundamentales, concretamente su 
derecho a la vida privada, con respecto al tratamiento automatizado de los datos de carácter personal 
correspondientes a dicha persona («protección de datos»). 

                                                 
68 Idem. 
69 Amparo en Revisión 884/2018. Resuelto por sentencia de quince de mayo de dos mil diecinueve. Unanimidad de cinco votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández (Ponente), Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá (Presidente). 
70 Amparo en Revisión 884/2018. Resuelto por sentencia de quince de mayo de dos mil diecinueve. Unanimidad de cinco votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández (Ponente), Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá (Presidente). 
71 Acción de inconstitucionalidad 101/2017 y su acumulada. Resuelta por sentencia de siete de mayo de dos mil diecinueve, aprobada en 
este punto por unanimidad de once votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, 
Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández apartándose de las consideraciones, Medina Mora I. apartándose 
de la mayoría de las consideraciones, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. 
72 “Principios Actualizados sobre la Privacidad y la Protección de los Datos Personales con anotaciones” adoptados mediante la resolución 
CJI/RES.266 (XCVIII/21), de nueve de abril de dos mil veintiuno. 
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147. Ahora bien, estos instrumentos internacionales son coincidentes en definir los datos personales como 
la información que identifica o puede usarse de manera razonable para identificar a una persona física 
de forma directa o indirecta, especialmente por referencia a un número de identificación, datos de 
localización, un identificador en línea o a uno o más factores referidos específicamente a su identidad 
física, fisiológica, genética, mental, económica, cultural o social. Incluye información expresada en 
forma numérica, alfabética, gráfica, fotográfica, alfanumérica, acústica, electrónica, visual o de 
cualquier otro tipo. 

148. Igualmente, identifican los datos personales sensibles como esta categoría más estrecha que abarca 
los datos que afectan a los aspectos más íntimos de las personas. Según el contexto cultural, social o 
político, esta categoría podría abarcar, por ejemplo, datos relacionados con la salud personal, las 
preferencias sexuales o vida sexual, las creencias religiosas, filosóficas o morales, la afiliación sindical, 
los datos genéticos, los datos biométricos dirigidos a identificar de manera unívoca a una persona 
física, las opiniones políticas o el origen racial o étnico, información sobre cuentas bancarias, 
documentos oficiales, información recopilada de niños y niñas o geolocalización personal. 

149. Cabe precisar que estos conceptos coinciden con las definiciones incorporadas por la Ley General de 
Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados y la Ley Federal de Protección 
de Datos Personales en Posesión de los Particulares.73 

150. Sobre esta base conceptual, debe decirse que la protección de los datos personales es de importancia 
fundamental para que una persona pueda disfrutar de su derecho a la vida privada, de ahí que deban 
establecerse garantías adecuadas a fin de impedir cualquier uso de estos datos que pueda ser 
incompatible con el debido goce de este derecho. Esta necesidad es aún mayor cuando se trata de la 
protección de datos personales sometidos a tratamiento automatizado, sobre todo cuando se utilizan 
con fines policiales. El derecho interno debe garantizar que los datos objeto de tratamiento sean 
pertinentes y no excesivos en relación con los fines para los que se almacenan; y se conserven en una 
forma que permita la identificación de los interesados durante un tiempo no superior al necesario para 
la finalidad para la que se almacenan. También se deben establecer garantías adecuadas de que los 
datos personales conservados estén protegidos eficazmente contra el uso indebido y el abuso. Estas 
salvaguardas requieren de una mayor fuerza en lo que respecta a la protección de las categorías 
especiales de datos más sensibles.74 

151. Sobre los Datos Personales Sensibles, el Principio Nueve del CJI establece lo siguiente: 

“Algunos tipos de datos personales, teniendo en cuenta su sensibilidad en contextos 
particulares, son especialmente susceptibles de causar daños considerables a las 
personas si se hace mal uso de ellos. Las categorías de estos datos y el alcance de 
su protección deberían indicarse claramente en la legislación y normativas 
nacionales. Los responsables de los datos deberían adoptar medidas de privacidad y 
de seguridad reforzadas que sean acordes con la sensibilidad de los datos y su 
capacidad de hacer daño a los titulares de los datos.” 

                                                 
73 LGPDPSO 
Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por: 
(...) 
IX. Datos personales: Cualquier información concerniente a una persona física identificada o identificable. Se considera que una persona es 
identificable cuando su identidad pueda determinarse directa o indirectamente a través de cualquier información; 
(...) 
X. Datos personales sensibles: Aquellos que se refieran a la esfera más íntima de su titular, o cuya utilización indebida pueda dar origen a 
discriminación o conlleve un riesgo grave para éste. De manera enunciativa más no limitativa, se consideran sensibles los datos personales 
que puedan revelar aspectos como origen racial o étnico, estado de salud presente o futuro, información genética, creencias religiosas, 
filosóficas y morales, opiniones políticas y preferencia sexual; 
(...) 
LFPDPPP 
Artículo 3.- Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: 
(...) 
V. Datos personales: Cualquier información concerniente a una persona física identificada o identificable. 
VI. Datos personales sensibles: Aquellos datos personales que afecten a la esfera más íntima de su titular, o cuya utilización indebida pueda 
dar origen a discriminación o conlleve un riesgo grave para éste. En particular, se consideran sensibles aquellos que puedan revelar aspectos 
como origen racial o étnico, estado de salud presente y futuro, información genética, creencias religiosas, filosóficas y morales, afiliación 
sindical, opiniones políticas, preferencia sexual. 
(...) 
74 Véase Corte Europea de Derecho Humanos, Caso S. y Marper v. Reino Unido, Sentencia de cuatro de diciembre de dos mil ocho, párr. 
103. 
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152. Al respecto, el Comité Jurídico Interamericano señala que estos datos merecen protección especial 
puesto que, si se manejan o se divulgan de manera indebida, darían lugar a una intrusión profunda en 
la dignidad personal, el honor de la persona afectada y sus libertades fundamentales, pudiendo 
desencadenar una discriminación ilícita o arbitraria o causar un riesgo de graves perjuicios  
para su titular. 

153. Es por esto que se indica que, como regla general, los datos personales sensibles no deberían ser 
tratados75, excepto cuando el titular haya otorgado su consentimiento explícito para ello, o cuando sea 
estrictamente necesario para el ejercicio y cumplimiento de las atribuciones y obligaciones específicas 
del responsable de datos,76 o para dar cumplimiento a un mandato legal, razones de seguridad 
nacional, seguridad pública, orden público, salud pública, o salvaguarda de derechos y libertades de 
terceros; lo que claramente impone una fuerte limitación frente al tratamiento de este tipo 
de información. 

154. Por su parte, los estándares iberoamericanos establecen lo siguiente: 

“9. Tratamiento de datos personales de carácter sensible 

9.1. Por regla general, el responsable no podrá tratar datos personales sensibles, 
salvo que se presente cualquiera de los siguientes supuestos: 

a. Los mismos sean estrictamente necesarios para el ejercicio y cumplimiento de las 
atribuciones y obligaciones expresamente previstas en las normas que regulan su 
actuación. 

b. Se dé cumplimiento a un mandato legal. 

c. Se cuente con el consentimiento expreso y por escrito del titular. 

d. Sean necesarios por razones de seguridad nacional, seguridad pública, orden 
público, salud pública o salvaguarda de derechos y libertades de terceros. 

9.2. La legislación nacional de los Estados Iberoamericanos aplicable en la materia 
podrá establecer excepciones, garantías y condiciones adicionales para asegurar el 
debido tratamiento de los datos personales sensibles, de conformidad con su 
derecho interno.” 

155. Ahora bien, de todo lo expuesto hasta este punto es posible afirmar que esta trilogía de derechos de la 
que hemos hablado, aunque distinguibles y autónomos, se encuentran estrechamente vinculados entre 
sí, puesto que la interdependencia que existe entre sus respectivos ámbitos de tutela dan lugar a un 
“bloque de defensa” el cual busca proteger al individuo de cualquier interferencia o molestia que 
pudiera efectuarse sobre la esfera de su privacidad –entendida en sentido lato–, por cualquier medio, 
ya sea que provengan de particulares o bien, del propio Estado. 

156. Dentro de dicho bloque destaca este “ámbito de lo íntimo” el cual se relaciona con los aspectos más 
personales e íntimos del sujeto, que exigen una protección reforzada, pues su utilización indebida se 
traduce en una intromisión grave en la esfera de su titular, en la medida en que puede dar origen a 
discriminación o conllevar un grave riesgo para su persona. Una de sus manifestaciones, son los datos 
personales sensibles. 

157. Igualmente, debe resaltarse que, siguiendo al Tribunal Interamericano,77 esta Corte Suprema ha 
reconocido que estos derechos han dejado de ser solo un ámbito de defensa de un espacio exclusivo y 
excluyente, para convertirse ahora en un conjunto de poderes activos de conocimiento, acceso y 
control de la información personal dando lugar a llamada autodeterminación informativa, es decir, el 
poder para determinar quién, qué y con qué motivo puede acceder a nuestros datos personales.78 

158. En esa tesitura, para este Tribunal Pleno resulta de la mayor importancia precisar que esta 
autodeterminación informativa se desdobla en dos esferas de protección que, aunque estrechamente 
vinculadas, deben distinguirse a fin de proteger de manera eficaz dicho ámbito de tutela. Así, la 

                                                 
75 De conformidad con este instrumento, el Tratamiento de Datos se define de la siguiente manera: “... se usa en un sentido amplio y abarca 
toda operación o conjunto de operaciones realizado con Datos Personales, incluyendo, de manera enunciativa más no limitativa, la 
recopilación, acceso, organización, adaptación, indexación, aprovechamiento, registro, almacenamiento, alteración, recuperación, divulgación 
o transferencia.” 
76 De conformidad con este instrumento, el Responsable de los Datos se define de la siguiente manera: “...se refiere a la persona física o 
jurídica, entidad privada, autoridad pública u otro organismo u organización o servicio que (solo o junto con otros) se encarga del Tratamiento 
y la protección de los Datos Personales en cuestión. Tales personas determinan el contenido, las finalidades y el uso de los Datos 
Personales.” 
77 Caso Fontevecchia t D´Amico vs Argentina. Sentencia de veintinueve de noviembre de dos mil once, párr. 48 
78 A. E. Pérez Luño, Derechos humanos, estado de derecho y constitución, Tecnos, 9ª ed (1ª ed. 1984), Madrid. Pp. 356 y ss. 
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autodeterminación informativa protege a la persona frente a: i) la recopilación y conservación de su 
información privada y datos personales (incluyendo la información relativa a la intimidad y datos 
sensibles), y ii) el uso que se le dé a esta información, lo cual incluye el acceso por parte de terceros, 
sean particulares o el Estado. 

159. Desde luego, se reconoce que la recopilación y conservación de esta información normalmente se 
encamina a un posible acceso posterior por parte de terceros, sin embargo, lo cierto es que aunque 
estrechamente relacionadas, constituyen dos tipos de afectaciones distintas sobre la privacidad y la 
autodeterminación informativa, de ahí que cada una de ellas debe justificarse por separado, mediante 
un examen específico a la luz del objetivo que pretende justificarlas y la razonabilidad sobre la 
afectación que introducen.79 

160. Solo a través de la limitación de cada una de estas interferencias podrá evaluarse si su eventual efecto 
acumulativo, combinado con sólidas salvaguardas, permite reconocer la razonabilidad de dicha 
interferencia. 

161. Bajo estas consideraciones, debe concluirse que la protección de este bloque se erige como un 
aspecto fundamental en el desarrollo de sociedades democráticas, dado que dicha esfera proporciona 
a las personas de las condiciones necesarias para el despliegue de su individualidad, autonomía y 
libertad, de ahí que figure como un presupuesto necesario para el ejercicio del resto de los  
derechos humanos. 

162. Sin embargo, se reitera lo expuesto en párrafos precedentes, pues actualmente nos desarrollamos en 
un contexto en el que las tecnologías de las comunicaciones globales y las prácticas mediáticas 
plantean serios y crecientes desafíos para las nociones fundamentales tales como privacidad, 
protección de datos y reputación, así como para la necesidad crucial de proteger y promover la libertad 
de expresión y de prensa y el libre flujo de información transfronteriza.80 

163. La creciente sofisticación de la tecnología de la información digital permite a las entidades privadas, así 
como a los gobiernos, la posibilidad de recabar, analizar y diseminar mayor cantidad de información 
personal y más rápidamente que nunca. Por otro lado, los nuevos avances en lo que hace a la 
investigación y al cuidado médico, a las telecomunicaciones, a los sistemas de transporte avanzados y 
a las transferencias financieras han incrementado de manera dramática el nivel de información 
generado por cada individuo, lo que exige el despliegue de acciones y medidas por parte de los 
Estados a fin de proteger de manera efectiva a las personas.81 

164. En ese sentido, el relator especial sobre la promoción y protección del derecho a la libertad de opinión 
y expresión señaló que un rasgo común en el derecho es que, debido a que los derechos a la vida 
privada y a la libertad de expresión son tan fundamentales para la dignidad humana y la gobernanza 
democrática, las restricciones deben delimitarse de cerca, establecerse en la ley y aplicarse 
estrictamente y solo en circunstancias excepcionales. Puntualizó que, en la era digital, proteger esos 
derechos exige una vigilancia excepcional.82 

ii) Afectación prima facie de los derechos humanos a la privacidad, intimidad y protección de datos 
personales. 

165. Delimitado de esta forma el ámbito de protección desplegado por estos derechos, corresponde ahora 
verificar si el Decreto impugnado a partir de la regulación que impone, genera un impacto en dicho 
ámbito de tutela. 

166. Para ello, es necesario analizar el texto de las normas que integran el referido Decreto, el cual se 
transcribe a continuación: 

“De las Atribuciones del Instituto y de su Composición 

Artículo 15. Para el ejercicio de sus atribuciones corresponde al Instituto: 

(...) 
                                                 
79 Sobre este punto el Alto Comisionado de Naciones Unidas ha sostenido que “...la recopilación y conservación de datos de las 
comunicaciones equivale a una injerencia en la vida privada, independientemente de si posteriormente se consultan o utilizan esos datos...” 
Veáse Informe de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, “El derecho a la privacidad en la era 
digital”, A/HRC/27/37, treinta de junio de dos mil catorce, párr. 20 
80 “Comentarios preliminares sobre una declaración de principios para la protección de la privacidad y de los datos personales de las 
Américas”, presentados por el doctor David P. Stewart y publicados por el Comité Jurídico Interamericano mediante su informe 
CJI/doc.382/11  
81 Idem. 
82 Informe del Relator Especial sobre la promoción y protección del derecho a la libertad de opinión y de expresión, David Kaye, 
A/HRC/29/32, Asamblea General de Naciones Unidas, veintidós de mayo de dos mil quince, párr. 15 
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XLII Bis. Instalar, operar, regular y mantener el Padrón Nacional de Usuarios de 
Telefonía Móvil; procurar su buen funcionamiento y el intercambio de información 
con las autoridades competentes, así como establecer los procedimientos para 
validar la información que deba incorporarse al mismo conforme a los sistemas 
informáticos y procedimientos que establezca para tal efecto; 

(...) 

TÍTULO SÉPTIMO 

Del Registro Público de Telecomunicaciones 

Artículo 176. El Instituto llevará el Registro Público de Telecomunicaciones, el cual 
estará integrado por el Registro Público de Concesiones, el Padrón Nacional de 
Usuarios de Telefonía Móvil y el Sistema Nacional de Información de Infraestructura, 
de conformidad con lo dispuesto en la presente Ley y las disposiciones aplicables 
que se emitan. 

Capítulo I Bis 

Del Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil 

Artículo 180 Bis. El Instituto expedirá las disposiciones administrativas de carácter 
general para la debida operación del Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía 
Móvil, el cual es una base de datos con información de las personas físicas o 
morales titulares de cada línea telefónica móvil que cuenten con número del Plan 
Técnico Fundamental de Numeración y cuyo único fin es el de colaborar con las 
autoridades competentes en materia de seguridad y justicia en asuntos relacionados 
con la comisión de delitos en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables. 

El registro del número de una línea telefónica móvil en el Padrón Nacional de 
Usuarios de Telefonía Móvil presume, con independencia de lo previsto en las leyes 
aplicables, la existencia de la misma, su pertenencia a la persona que aparece en 
aquél como titular o propietaria, así como la validez de los actos jurídicos que se 
relacionan con el respectivo contrato de prestación de servicios en sus diferentes 
modalidades y que obran en el Padrón salvo prueba en contrario, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 20, Apartado B, fracción I de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos y las demás disposiciones jurídicas aplicables. 

Artículo 180 Ter. El Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil contendrá, 
sobre cada línea telefónica móvil, la información siguiente: 

I. Número de línea telefónica móvil; 

II. Fecha y hora de la activación de la línea telefónica móvil adquirida en la tarjeta 
SIM; 

III. Nombre completo o, en su caso, denominación o razón social del usuario; 

IV. Nacionalidad; 

V. Número de identificación oficial con fotografía o Clave Única de Registro de 
Población del titular de la línea; 

VI. Datos Biométricos del usuario y, en su caso, del representante legal de la 
persona moral, conforme a las disposiciones administrativas de carácter general que 
al efecto emita el Instituto; 

VII. Domicilio del usuario; 

VIII. Datos del concesionario de telecomunicaciones o, en su caso, de los 
autorizados; 

IX. Esquema de contratación de la línea telefónica móvil, ya sea pospago  
o prepago, y 

X. Los avisos que actualicen la información a que se refiere este artículo. 

Para efectos de este artículo, se entenderá como tarjeta SIM al dispositivo inteligente 
desmontable utilizado en los equipos móviles, con objeto de almacenar  
de forma segura la clave de servicio del suscriptor usada para identificarse ante 
determinada red. 
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Artículo 180 Quáter. El registro del número de una línea telefónica móvil en el Padrón 
Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil será obligatorio para el usuario, quien 
deberá proporcionar identificación oficial, comprobante de domicilio y datos 
biométricos, para la activación del servicio de la línea telefónica móvil, en términos 
de lo establecido en la presente Ley y en las disposiciones administrativas de 
carácter general que al efecto emita el Instituto. 

Artículo 180 Quintes (sic). Los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, 
los autorizados, deberán recabar e ingresar la información sobre la identidad, datos 
biométricos y domicilio del usuario, así como proporcionar la información con la cual 
se integrará el Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil. 

Para efectos de lo anterior se utilizarán medios digitales y se permitirán medios 
remotos, siempre que se garantice la veracidad e integridad de la información, 
conforme a las disposiciones administrativas de carácter general que emita el 
Instituto. 

Los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados, registrarán 
la información relativa a altas, bajas, y demás movimientos asociados a la línea 
telefónica móvil, que permitan mantener actualizado el Padrón Nacional de Usuarios 
de Telefonía Móvil. 

Los avisos a que se refiere el artículo 180 Ter, fracción X, de esta Ley se 
presentarán por los medios y en los plazos que se establezcan en las disposiciones 
administrativas de carácter general que emita el Instituto, considerando las 
tecnologías y métodos más modernos y de fácil utilización. 

En caso de que el aviso contenga datos equívocos o incongruentes con los asientos 
que obren en el Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil, el Instituto 
prevendrá al concesionario de telecomunicaciones o, en su caso, al autorizado que 
haya presentado el aviso para que realice las aclaraciones respectivas, de 
conformidad con las disposiciones administrativas aplicables. 

El usuario titular del servicio que no reconozca como propio un número de línea 
telefónica móvil vinculado a su nombre o denominación social, podrá solicitar al 
Instituto, al concesionario de telefonía o, en su caso, al autorizado, la actualización 
de la información correspondiente o su baja del Padrón Nacional de Usuarios de 
Telefonía Móvil de conformidad con lo establecido en las disposiciones 
administrativas aplicables. 

La baja de un número de línea telefónica móvil en el Padrón Nacional de Usuarios de 
Telefonía Móvil no implica la eliminación del registro correspondiente, el registro del 
número asociado a dicha persona se mantendrá por un plazo de seis meses. 

Artículo 180 Sextus. El Instituto validará y corroborará la información del Padrón 
Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil conforme a los sistemas y procedimientos 
informáticos que resulten aplicables y, en su caso, podrá solicitar a los 
concesionarios las aclaraciones pertinentes sobre los datos registrados. 

Artículo 180 Septimus. El Instituto habilitará los mecanismos de consulta para que 
cualquier persona física o moral que acredite fehacientemente su personalidad 
pueda consultar únicamente los números telefónicos que le están asociados. 

La información contenida en el Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil a 
que se refiere el artículo 180 Bis será confidencial y reservada en términos de la Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, de la Ley General de 
Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados y de la Ley 
Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares. 

Las autoridades de seguridad de procuración y administración de justicia, que 
conforme a las atribuciones previstas en sus leyes aplicables cuenten con la facultad 
expresa para requerir al Instituto los datos del Padrón Nacional de Usuarios de 
Telefonía Móvil, podrán acceder a la información correspondiente de acuerdo con lo 
establecido en los artículos 189 y 190 de esta Ley y demás disposiciones relativas. 
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Artículo 190. Los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los 
autorizados deberán: 

I. Colaborar con las instancias de seguridad, procuración y administración de justicia, 
en la localización geográfica, en tiempo real, de los equipos de comunicación móvil, 
en los términos que establezcan las leyes. 

Cualquier omisión o desacato a estas disposiciones será sancionada por la 
autoridad, en los términos de lo previsto por la legislación penal aplicable. 

El Instituto, escuchando a las autoridades a que se refiere el artículo 189 de esta 
Ley, establecerá los lineamientos que los concesionarios de telecomunicaciones y, 
en su caso, los autorizados deberán adoptar para que la colaboración a que se 
refiere esta Ley con dichas autoridades, sea efectiva y oportuna; 

II. Conservar un registro y control de comunicaciones que se realicen desde 
cualquier tipo de línea que utilice numeración propia o arrendada, bajo cualquier 
modalidad, que permitan identificar con precisión los siguientes datos: 

a) Nombre, denominación o razón social y domicilio del suscriptor; 

b) Tipo de comunicación (transmisión de voz, buzón vocal, conferencia, datos), 
servicios suplementarios (incluidos el reenvío o transferencia de llamada) o servicios 
de mensajería o multimedia empleados (incluidos los servicios de mensajes cortos, 
servicios multimedia y avanzados); 

c) Datos necesarios para rastrear e identificar el origen y destino de las 
comunicaciones de telefonía móvil: número de destino, modalidad de líneas con 
contrato o plan tarifario, como en la modalidad de líneas de prepago; 

d) Datos necesarios para determinar la fecha, hora y duración de la comunicación, 
así como el servicio de mensajería o multimedia; 

e) Además de los datos anteriores, se deberá conservar la fecha y hora de la primera 
activación del servicio y la etiqueta de localización (identificador de celda) desde la 
que se haya activado el servicio; 

f) En su caso, identificación y características técnicas de los dispositivos, incluyendo, 
entre otros, los códigos internacionales de identidad de fabricación del equipo y del 
suscriptor; 

g) La ubicación digital del posicionamiento geográfico de las líneas telefónicas, y 

h) La obligación de conservación de datos, comenzará a contarse a partir de la fecha 
en que se haya producido la comunicación. 

Para tales efectos, el concesionario deberá conservar los datos referidos en el 
párrafo anterior durante los primeros doce meses en sistemas que permitan su 
consulta y entrega en tiempo real a las autoridades competentes, a través de medios 
electrónicos. Concluido el plazo referido, el concesionario deberá conservar dichos 
datos por doce meses adicionales en sistemas de almacenamiento electrónico, en 
cuyo caso, la entrega de la información a las autoridades competentes se realizará 
dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, contadas a partir de la notificación de 
la solicitud. 

La solicitud y entrega en tiempo real de los datos referidos en este inciso, se 
realizará mediante los mecanismos que determinen las autoridades a que se refiere 
el artículo 189 de esta Ley, los cuales deberán informarse al Instituto para los efectos 
de lo dispuesto en el párrafo tercero, fracción I del presente artículo. 

Los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados, tomarán 
las medidas técnicas necesarias respecto de los datos objeto de conservación, que 
garanticen su conservación, cuidado, protección, no manipulación o acceso ilícito, 
destrucción, alteración o cancelación, así como el personal autorizado para su 
manejo y control. 

Sin perjuicio de lo establecido en esta Ley, respecto a la protección, tratamiento y 
control de los datos personales en posesión de los concesionarios o de los 
autorizados, será aplicable lo dispuesto en la Ley Federal de Protección de Datos 
Personales en Posesión de los Particulares; 
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III. Entregar los datos conservados a las autoridades a que se refiere el artículo 189 
de esta Ley, que así lo requieran, conforme a sus atribuciones, de conformidad con 
las leyes aplicables. 

Queda prohibida la utilización de los datos conservados para fines distintos a los 
previstos en este capítulo, cualquier uso distinto será sancionado por las autoridades 
competentes en términos administrativos y penales que resulten. 

Los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados, están 
obligados a entregar la información dentro de un plazo máximo de veinticuatro horas 
siguientes, contado a partir de la notificación, siempre y cuando no exista otra 
disposición expresa de autoridad competente; 

IV. Contar con un área responsable disponible las veinticuatro horas del día y los 
trescientos sesenta y cinco días del año, para atender los requerimientos de 
información, localización geográfica e intervención de comunicaciones privadas a 
que se refiere este Título. 

Para efectos de lo anterior, los concesionarios deberán notificar a los titulares de las 
instancias a que se refiere el artículo 189 de esta Ley el nombre del responsable de 
dichas áreas y sus datos de localización; además deberá tener facultades amplias y 
suficientes para atender los requerimientos que se formulen al concesionario o al 
autorizado y adoptar las medidas necesarias. Cualquier cambio del responsable 
deberá notificarse previamente con una anticipación de veinticuatro horas; 

V. Establecer procedimientos expeditos para recibir los reportes de los usuarios del 
robo o extravío de los equipos o dispositivos terminales móviles y para que el usuario 
acredite la titularidad de los servicios contratados. Dicho reporte deberá incluir, en su 
caso, el código de identidad de fabricación del equipo; 

VI. Realizar la suspensión del servicio de los equipos o dispositivos terminales 
móviles reportados como robados o extraviados, a solicitud del titular, y realizar el 
aviso correspondiente en el Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil. 

Los concesionarios deberán celebrar convenios de colaboración que les permitan 
intercambiar listas de equipos de comunicación móvil reportados por sus respectivos 
clientes o usuarios como robados o extraviados, ya sea que los reportes se hagan 
ante la autoridad competente o ante los propios concesionarios; 

VII. Realizar el bloqueo inmediato de líneas de comunicación móvil que funcionen 
bajo cualquier esquema de contratación reportadas por los titulares o propietarios, 
utilizando cualquier medio, como robadas o extraviadas, y proceder a realizar el 
aviso correspondiente en el Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil; así 
como, realizar la suspensión inmediata del servicio de telefonía móvil cuando así lo 
instruya el Instituto para efectos del Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil 
o la autoridad competente para hacer cesar la comisión de delitos, de conformidad 
con lo establecido en las disposiciones administrativas y legales aplicables; 

Capítulo II Bis 

Sanciones en materia del Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil 

Artículo 307 Bis. Los concesionarios de telecomunicaciones o, en su caso, los 
autorizados, incurrirán en relación con el Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía 
Móvil, en las infracciones siguientes: 

I. Efectuar extemporáneamente el registro de un número de línea telefónica móvil, 
excediendo los plazos previstos en las disposiciones administrativas de carácter 
general; 

II. No registrar un número de línea telefónica móvil; 

III. No registrar las modificaciones o presentar los avisos que actualicen la 
información de un registro, a que se refiere el artículo 180 Ter de esta Ley; 

IV. Hacer uso indebido de las constancias, documentos y demás medios de 
identificación, relacionados con el registro de un número de línea telefónica móvil; 
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V. Alterar, omitir, simular o permitir registros o avisos en forma ilícita, registrar datos 
falsos, proporcionar información falsa o facilitar información a usuarios o terceros que 
no tengan derecho, acceder sin autorización a la información del Padrón Nacional de 
Usuarios de Telefonía Móvil o no denunciar alguna irregularidad teniendo la 
obligación de hacerlo, y 

VI. Hacer uso de la información, documentos o comprobantes del Padrón Nacional 
de Usuarios de Telefonía Móvil, para obtener un lucro indebido, directamente o por 
interpósita persona. 

Artículo 307 Ter. A quien cometa las infracciones a que se refiere el artículo anterior, 
se le impondrán las multas siguientes: 

I. De 20 a 50 Unidades de Medida y Actualización, a la comprendida en la fracción I; 

II. De 500 a 1,000 Unidades de Medida y Actualización, a las referidas en las 
fracciones II y III; 

III. De 2,000 a 4,000 Unidades de Medida y Actualización, a la prevista en la  
fracción IV; 

IV. De 10,000 a 15,000 Unidades de Medida y Actualización, a la señalada en la 
fracción V, y 

V. De dos a tres veces el lucro indebido obtenido para la comprendida en la  
fracción VI. 

Artículo 307 Quáter. La aplicación de las sanciones a que se refiere este Título, se 
hará considerando las circunstancias en que se cometió la infracción, así como la 
capacidad económica del infractor. Dichas sanciones no lo liberan del cumplimiento 
de las obligaciones que establece esta Ley, y se aplicarán sin perjuicio de la 
responsabilidad administrativa, civil o penal que le resulte. 

Artículo 307 Quintus. Para la determinación y cuantificación de las multas a que se 
refiere este Capítulo se aplicará lo dispuesto en el presente Título. 

Transitorios. 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en 
el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. El Instituto Federal de Telecomunicaciones realizará las acciones 
necesarias para que las erogaciones que se generen con motivo de instalar, operar, 
regular y mantener el Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil, se realicen 
con cargo a su presupuesto aprobado en el presente ejercicio fiscal y subsecuentes. 

Los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados serán 
responsables de cubrir sus costos de implementación, mantenimiento y operación, 
incluyendo los de conectividad a los servidores del Padrón Nacional de Usuarios de 
Telefonía Móvil. 

Tercero. El Instituto Federal de Telecomunicaciones, dentro de los ciento ochenta 
días naturales siguientes a la expedición del presente Decreto, deberá emitir las 
disposiciones administrativas de carácter general a que se refiere el presente 
Decreto. 

La no emisión de las disposiciones de carácter general en el plazo referido en el 
párrafo anterior, dará motivo a responsabilidad administrativa para los integrantes del 
órgano de gobierno del Instituto, de conformidad con lo dispuesto por la Ley General 
de Responsabilidades Administrativas. 

Cuarto. En el caso del registro de líneas telefónicas móviles, en cualquiera de sus 
modalidades, adquiridas con anterioridad a la entrada en vigor del presente Decreto, 
los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados, contarán 
con un plazo de dos años a partir de su publicación para cumplir con las obligaciones 
de registro a que se refiere el presente Decreto. 

El Gobierno Federal, a través de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes y el 
Instituto Federal de Telecomunicaciones, así como los concesionarios de 
telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados, durante el plazo de dos años a 
que hace referencia el párrafo anterior, deberán realizar una campaña de 
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información dirigida a sus clientes, con la anticipación que les permita cumplir con su 
obligación de registrar y actualizar sus datos. Para tal efecto los usuarios deberán 
presentar ante el concesionario o autorizado de que se trate la tarjeta SIM, así como 
la documentación fehaciente a que hace referencia el artículo 180 Ter de la Ley 
Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión o a través de los medios 
tecnológicos que faciliten a los usuarios el registro. También deberán ser informados 
de que, en caso de no realizar dicho trámite dentro del plazo señalado, se les 
cancelará la prestación del servicio relacionado con la línea telefónica móvil de que 
se trate, sin derecho a reactivación, pago o indemnización alguna. 

Transcurrido el plazo señalado para el registro de titulares o propietarios de las 
líneas telefónicas móviles, el Instituto solicitará a los concesionarios de 
telecomunicaciones y, en su caso, a los autorizados, la cancelación en forma 
inmediata de aquellas líneas de telefonía móvil, que no hayan sido identificadas o 
registradas por los usuarios o clientes. 

Quinto. Los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados, 
deberán realizar el registro de los nuevos usuarios de telefonía móvil, conforme a lo 
previsto en el presente Decreto, transcurrido el plazo de 6 meses contados a partir 
de que el Instituto emita las disposiciones administrativas de carácter general a que 
se refiere el presente Decreto. 

Sexto. El Gobierno Federal, a través de la Secretaría de Comunicaciones y 
Transportes, la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana y el Instituto 
Federal de Telecomunicaciones, así como los concesionarios de 
telecomunicaciones, deberán realizar campañas y programas informativos a sus 
clientes o usuarios para incentivar la obligación de denunciar en forma inmediata el 
robo o extravío de sus equipos celulares o de las tarjetas de SIM, así como para 
prevenir el robo de identidad y el uso ilícito de las líneas telefónicas móviles, así 
como en los casos que se trate de venta o cesión de una línea telefónica móvil.” 

167. Entre los aspectos generales que deben destacarse de la normativa transcrita se encuentra el que su 
objeto es crear y regular el Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil (en adelante PANAUT), el 
cual es una base de datos que se integra por información personal e íntima de los titulares de cada 
línea de telefonía móvil, como nombre completo, denominación o razón social, nacionalidad, número 
de identificación oficial con fotografía o Clave Única de Registro de Población, datos biométricos, 
domicilio, entre otros. 

168. La finalidad de esta base de datos, declarada por el artículo 180 bis, es contar con una herramienta 
que sea útil y permita colaborar con las autoridades del Estado en materia de seguridad y justicia en 
asuntos relacionados con la comisión de ciertos delitos, específicamente a través de la identificación 
de los usuarios de una determinada línea telefónica móvil. 

169. Para tal objetivo, las normas impugnadas prevén como obligatorio para los usuarios el registro de su 
línea de teléfono celular ante los concesionarios de telecomunicaciones, previéndose para tal efecto, 
un régimen diferenciado dependiendo de si se trata de nuevos usuarios o bien, de usuarios que ya 
contaban con el servicio. 

170. En el primer caso, se establece que los nuevos usuarios estarán obligados a proporcionar sus datos 
personales e íntimos a fin de que pueda activárseles el servicio de telefonía móvil, para lo cual deberán 
proporcionar su identificación oficial, comprobante de domicilio y datos biométricos. Por su parte, a los 
usuarios que ya contaban con una línea de telefonía móvil anterior a la expedición del Decreto, se les 
otorga un plazo de dos años para realizar el registro de su línea, debiendo proporcionar sus datos 
personales y biométricos, pues de no hacerlo dicha línea les será cancelada, sin derecho 
a reactivación. 

171. De manera correlativa, se ordena a los concesionarios de telecomunicaciones recabar la información 
sobre la identidad, datos biométricos y domicilio de los usuarios de telefonía móvil para después 
ingresarla al PANAUT. Se precisa que la instalación, operación, regulación y mantenimiento de este 
padrón estará a cargo del Instituto Federal de Telecomunicaciones, el cual deberá expedir las 
disposiciones administrativas de carácter general para su debida operación. 

172. Finalmente, se señala que las autoridades de seguridad de procuración y administración de justicia que 
cuenten con la facultad expresa para requerir al referido Instituto los datos del PANAUT podrán tener 
acceso a la información correspondiente. 
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173. Ante este escenario la pregunta que surge es: ¿esta reglamentación genera un impacto prima facie en 
los derechos a la privacidad, intimidad y protección de datos personales? 

174. La respuesta se impone por sí misma, pues si estos derechos se interrelacionan para generar una 
especie de bloque que busca proteger la esfera privada del sujeto y mantenerla alejada del escrutinio 
público, es claro que dicho ámbito se ve afectado al imponer a los usuarios de telefonía móvil la 
obligación de entregar su información privada, íntima y datos personales, incluyendo datos sensibles, 
con la correlativa facultad otorgada a terceros particulares y al propio Estado para recopilarlos y poder 
acceder a ellos.83 

175. En ese sentido, la repercusión en estos derechos también debe reconocerse desde su vertiente activa, 
esto es, en relación con la autodeterminación informativa, pues si desde esta perspectiva la persona 
tiene el poder para determinar quién, qué y con qué motivo puede acceder a sus datos personales, es 
claro que esta dimensión también se ve impactada por el sistema normativo que crea y regula el 
PANAUT. 

176. Esto porque en virtud de las normas transcritas se crea una base de datos integrada por la información 
y datos privados de los usuarios de telefonía móvil. 

177. Sobre el particular, debe advertirse que la entrega de sus datos personales y sensibles se impone 
como una obligación al usuario de telefonía móvil, lo que significa que para efectos de dicha entrega 
el consentimiento del usuario no es un elemento relevante, dado que no resulta optativo para él 
proporcionar o no la información que le es requerida, sino más bien se le impone como una condición 
obligatoria a fin de poder adquirir o conservar el servicio de telefonía móvil. 

178. Además, el consentimiento del usuario tampoco interviene en el uso y destino que se le dará a su 
información, ni tampoco sobre quién podrá acceder a ella, pues estos aspectos ya vienen 
predeterminados por la norma, en tanto se establece que la base de datos que integra el PANAUT 
servirá para coadyuvar en al combate a la delincuencia, de tal suerte que será recopilada por los 
concesionarios de las telecomunicaciones, será administrada por el Instituto Federal de 
Telecomunicaciones y podrá ser consultada por las autoridades de procuración y administración de 
justicia con el objeto de satisfacer tales finalidades. 

179. En consecuencia, es claro que estos elementos impactan directamente en la autodeterminación 
informativa del sujeto, pues a través de las normas combatidas se crea una base de datos integrada 
por la información privada y personal de los usuarios de telefonía móvil, donde, además, el 
consentimiento no juega un papel relevante en la entrega, manejo, uso y destino de dicha información. 
En ese sentido, distinguiendo entre la recopilación de la información privada y su uso, debe 
reconocerse que la reglamentación analizada impacta sobre ambos aspectos. 

180. De manera adicional, este Tribunal Pleno considera que la intromisión que genera el PANAUT en los 
derechos a la privacidad, intimidad y protección de datos personales es intensa y para justificar esta 
conclusión, resulta importante tener en cuenta cuatro aspectos que derivan de la reglamentación 
cuestionada. 

181. El primero, el tipo de información que se recaba, pues como puede apreciarse, las normas 
controvertidas imponen la obligación a los usuarios de telefonía móvil de proporcionar datos como su 
nombre completo, nacionalidad, número de identificación oficial o Clave Única de Registro de 
Población, domicilio y datos biométricos, información que en su conjunto permite extraer 
conclusiones muy precisas sobre la vida privada de las personas, permitiendo incluso la 
determinación de sus perfiles, de ahí que puede generarse en las personas afectadas el sentimiento de 
que su vida privada es objeto de una vigilancia constante. Así, las características propias de este tipo 
de información exigen una protección reforzada a fin de evitar dejar en un grave estado de 
vulnerabilidad a la persona, comprometiendo la esfera más básica de su individualidad. 

182. Segundo, porque dicha información se entrega directamente al Estado. En efecto, de conformidad con 
la normativa impugnada, toda la información recopilada de los usuarios de telefonía móvil pasará 
en automático a estar en posesión del Estado, pues se establece que una vez que los 
concesionaros hayan recabado dicha información deberán ingresarla al PANAUT, el cual va a ser 
administrado y operado por el Estado a través del Instituto Federal de Telecomunicaciones. 

                                                 
83 En ese sentido se pronunció la Corte Europea de Derechos Humanos en el Caso Breyer v. Alemania, sentencia de 30 de enero de 2020, 
parr. 81. 
En el mismo sentido el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, véanse los casos Digital Rights Ireland Ltd v. Minister for Comunications and 
others, Asunto C-293/12 y C-594/12, sentencia de ocho de abril de dos mil catorce, párr. 25 a 29; y Tele2 Sverige AB y otros, C 203/15  
y C-698/15, sentencia de veintiuno de diciembre de dos mil dieciséis, párr. 98 a 100. 
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183. Este aspecto, desde luego, contribuye y refuerza esta percepción de las personas afectadas acerca de 
que su vida privada es objeto de una vigilancia constante. De ahí la necesidad del establecimiento de 
salvaguardas importantes que eviten la arbitrariedad y el abuso en el acceso y uso de esta 
información. 

184. Por supuesto, no pasa inadvertido que el artículo 180 Septimus establece que las autoridades de 
seguridad de procuración y administración de justicia, que conforme a las atribuciones previstas en sus 
leyes aplicables cuenten con la facultad expresa para requerir al Instituto los datos del PANAUT, 
podrán acceder a la información correspondiente. 

185. Sin embargo, debe reconocerse que esta disposición no regula el acceso del Estado a la 
información brindada por los usuarios de telefonía móvil, pues como se señaló, dicha posesión ya 
la tiene al ser el administrador y operador del PANAUT, de tal suerte que lo que regula el referido 
precepto es la transferencia de estos datos de un órgano del Estado hacia otro, del Instituto Federal 
de Telecomunicaciones hacia las autoridades de procuración y administración de justicia. Lo cual 
constituye una diferencia muy importante para efectos de la identificación de la afectación que la 
regulación reclamada produce en los derechos humanos en juego. 

186. En ese sentido, si bien ha quedado establecido que debe distinguirse entre la recopilación y 
conservación de la información privada de la persona –en sentido lato– y el uso y acceso de dicha 
información por parte de terceros, lo cierto es que, en el caso concreto, dada la reglamentación 
específica que establece el Decreto controvertido, en el PANAUT la recopilación y conservación de la 
información traen por sí mismas el acceso a ella por parte del Estado. De ahí que en los siguientes 
apartados, aunque se parte de la identificación y distinción entre ambos tipos de afectaciones, lo cierto 
es que su estudio estará estrechamente vinculado. 

187. Tercero, porque la obligación de entregar estos datos personales abarca a todas las personas, físicas 
o morales, que sean titulares de una línea de telefonía móvil. 

188. A fin de dimensionar este aspecto, debe decirse que conforme al Banco de Información de 
Telecomunicaciones (BIT)84 emitido por el Instituto Federal de Telecomunicaciones, al primer trimestre 
de dos mil veintiuno, el número de líneas telefónicas móviles existentes era de 123,377,078 (ciento 
veintitrés millones trescientos setenta y siete setenta y ocho), lo que implica que hasta el año pasado 
existían noventa y ocho líneas por cada cien habitantes. 

189. Esto significa que, dada la densidad de líneas de telefonía móvil que existen en el país, el Estado, a 
partir de la creación y regulación del PANAUT, podrá recopilar, administrar, conservar y tener acceso a 
la información básica, privada y más íntima de casi toda la población del país, lo que refuerza esta 
percepción acerca del establecimiento de un sistema generalizado de vigilancia por parte del Estado. 

190. Cuarto, la temporalidad, pues del análisis del Decreto combatido no se advierte la existencia de algún 
precepto que establezca el tiempo por el cual el Estado podrá conservar la información privada de los 
usuarios, lo que permite inferir entonces, que dicha conservación se realizar por tiempo indefinido, es 
decir, la afectación a los derechos fundamentales de los usuarios tendrá un carácter permanente. 

191. Así, derivado de la valoración conjunta de estos cuatro elementos es posible concluir que el Decreto 
impugnado no solo genera una afectación prima facie en los derechos a la privacidad, intimidad y 
protección de datos personales, sino que además, dicha injerencia es fuerte, pues, a partir del registro 
de los titulares de cada línea de telefonía móvil en el país, se crea una base de datos con la 
información privada e íntima de casi toda la población, la cual será administrada y operada por el 
Estado de manera permanente, condiciones que colocan a los derechos fundamentales en juego en 
una grave situación de riesgo. 

192. Lo anterior implica que el Decreto impugnado satisface la primera etapa de la prueba de 
proporcionalidad, pues ha quedado demostrado que su ámbito regulativo impacta fuertemente 
en la esfera de protección garantizada por los derechos a la privacidad, intimidad y protección de  
datos personales. 

193. Sentada esta conclusión, y de conformidad con la metodología definida en la presente resolución, lo 
procedente es pasar a la segunda etapa, es decir, analizar si esta afectación prima facie en los 
derechos fundamentales es razonable a la luz de las distintas gradas que integran el referido test. 

                                                 
84 Consultable en el siguiente enlace: https://bit.ift.org.mx/BitWebApp/informacionEstadistica.xhtml 
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194. Sin embargo, antes de proceder a dicho análisis, este Tribunal Pleno considera de gran utilidad referir 
lo expuesto por el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos en su 
informe anual denominado “El derecho a la privacidad en la era digital.”85 Esto porque en dicho 
documento se esbozan una serie de parámetros y lineamientos que configuran un preámbulo idóneo 
del estudio que se desarrollará en los siguientes apartados. 

195. En efecto, en el referido informe se explica que, en la era digital, las tecnologías de la comunicación 
también han aumentado la capacidad de los gobiernos, las empresas y los particulares para realizar 
actividades de vigilancia, interceptación y recopilación de datos. 

196. Los avances tecnológicos han significado que la eficacia de la vigilancia realizada por el Estado ya no 
se ve limitada por su magnitud o duración. La disminución de los costos de tecnología y 
almacenamiento de datos ha eliminado los inconvenientes financieros o prácticos de la vigilancia. El 
Estado no había tenido nunca la capacidad de que dispone actualmente para realizar actividades de 
vigilancia simultáneas, invasivas, con objetivos precisos y a gran escala. Es decir, las plataformas 
tecnológicas de las que depende crecientemente la vida política, económica y social a nivel mundial no 
solo son vulnerables a la vigilancia en masa, sino que en realidad pueden facilitarla. 

197. Los ejemplos de actividades de vigilancia digital declaradas y encubiertas en jurisdicciones de todo el 
mundo se han multiplicado y la vigilancia en masa por parte de los gobiernos se ha revelado como un 
hábito peligroso y no como una medida excepcional. 

198. Por tanto, se reconoció que toda captura de datos de las comunicaciones es potencialmente una 
injerencia en la vida privada, precisándose incluso que la recopilación y conservación de datos de las 
comunicaciones equivale a una injerencia en la vida privada, independientemente de si posteriormente 
se consultan o utilizan esos datos. Incluso la mera posibilidad de que pueda captarse información de 
las comunicaciones crea una injerencia en la vida privada y puede tener un efecto negativo en 
derechos como los relativos a la libertad de expresión y de asociación. La mera existencia de un 
programa de vigilancia en masa crea, por lo tanto, una injerencia en la privacidad. Incumbiría al 
Estado demostrar que tal injerencia no es arbitraria ni ilegal. 

199. Inclusive, se puntualizó que la vigilancia en masa, la intercepción de las comunicaciones digitales y la 
recopilación de datos personales, son susceptibles de afectar no solo el derecho a la privacidad de las 
personas, sino también otros derechos como, por ejemplo, el derecho a la libertad de opinión y de 
expresión, a buscar, recibir y difundir información; el derecho a la libertad de reunión y de asociación 
pacíficas; y el derecho a la vida familiar. Todos esos derechos están estrechamente vinculados con el 
derecho a la privacidad y cada vez más se ejercen a través de los medios digitales. 

200. Es por esta razón que se considera que toda limitación a los derechos a la privacidad debe estar 
prevista en la ley, la cual debe ser lo suficientemente accesible, clara y precisa para que una persona 
pueda leerla y saber quién está autorizado a realizar actividades de vigilancia de datos y en qué 
circunstancias. Además, la limitación debe ser necesaria para alcanzar un objetivo legítimo, así como 
proporcional al objetivo y la opción menos perturbadora de las disponibles. Uno de los factores que 
deben considerarse al determinar la proporcionalidad es qué se hace con los datos a granel y quién 
pueden acceder a ellos una vez recopilados. 

201. Explicó que debe demostrarse que la limitación impuesta al derecho (una injerencia en la vida privada, 
por ejemplo, con el fin de proteger la seguridad nacional o el derecho a la vida de otras personas) tiene 
posibilidades de alcanzar ese objetivo. Por tanto, es responsabilidad de las autoridades que deseen 
limitar el derecho demostrar que la limitación está relacionada con un objetivo legítimo. Además, las 
limitaciones al derecho a la privacidad no deben vaciar el derecho de su esencia y deben ser 
compatibles con otras normas de derechos humanos, incluida la prohibición de la discriminación. Si la 
limitación no cumple esos criterios, es ilegal y/o la injerencia en el derecho a la privacidad es arbitraria. 

202. Así pues, los programas de vigilancia en masa o "a granel" pueden considerarse arbitrarios, aunque 
persigan un objetivo legítimo y hayan sido aprobados sobre la base de un régimen jurídico accesible. 
En otras palabras, no es suficiente que las medidas tengan por objeto encontrar determinadas agujas 
en un pajar; lo importante es el impacto de las medidas en el pajar en comparación con el riesgo de 
que se trate; es decir, si la medida es necesaria y proporcionada. 

                                                 
85 Informe anual del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, “El derecho a la privacidad en la era digital”, 
A/HRC/27/37, 30 de junio de 2014. 
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203. En esa misma línea de razonamiento, la Corte Europea de Derechos Humanos señaló que la 
protección de los datos personales es de importancia fundamental para que una persona disfrute de su 
derecho al respeto de la vida privada y familiar garantizado por el artículo 8 del Convenio Europeo de 
Derechos Humanos. En ese sentido, estableció que el derecho interno debe ofrecer garantías 
adecuadas para impedir cualquier uso de los datos personales que pueda ser incompatible con las 
garantías del referido artículo. 

204. Precisó que la necesidad de tales garantías es aún mayor cuando se trata de la protección de datos 
personales sometidos a tratamiento, sobre todo cuando se utilizan con fines policiales. El derecho 
interno debe garantizar, en particular, que dichos datos sean pertinentes y no excesivos en relación 
con los fines para los que se almacenan; y se conserven en una forma que permita la identificación de 
los interesados durante un tiempo no superior al necesario para la finalidad para la que se almacenan. 

205. El derecho interno también debe ofrecer garantías adecuadas de que los datos personales 
conservados estén protegidos eficazmente contra el uso indebido y el abuso, consideraciones que son 
especialmente válidas en lo que respecta a la protección de las categorías especiales de datos más 
sensibles.86 

206. Al respecto, el Alto Comisionado se refirió a las dudas que plantea la creciente colaboración de los 
gobiernos con entidades del sector privado a fin de conservar datos “por si acaso” los necesita el 
gobierno. Manifestó que la conservación obligatoria de datos de terceros —característica frecuente de 
los regímenes de vigilancia de muchos Estados, cuyos gobiernos exigen a las compañías telefónicas y 
a los proveedores de servicios de internet que almacenen los metadatos acerca de las comunicaciones 
y la ubicación de sus clientes para que las fuerzas del orden y los organismos de inteligencia puedan 
acceder posteriormente a ellos— no parece necesaria ni proporcionada. 

207. De ahí que, con posterioridad, el relator especial sobre la promoción y protección del derecho a la 
libertad de opinión y de expresión señalara que los Estados deben abstenerse de establecer la 
identificación de usuarios como condición para acceder a las comunicaciones digitales y a los servicios 
en línea, y de obligar a los usuarios de teléfonos móviles a registrar su tarjeta SIM. 

208. Esto porque el registro obligatorio de las tarjetas SIM puede proporcionar a los gobiernos capacidad de 
vigilar a personas y periodistas más allá de cualquier interés legítimo. Así, la capacidad de un Estado 
para exigir a los proveedores de servicios de telecomunicaciones y de Internet que recopilen y 
almacenen información sobre las actividades en línea de todos los usuarios ha resultado de forma 
inevitable en que el Estado tenga la huella digital de todos los usuarios. La capacidad del Estado para 
recopilar y almacenar datos personales amplía su capacidad para llevar a cabo labores de vigilancia e 
incrementa la probabilidad de que se robe y difunda la información personal.87 

209. Sobre este punto, resulta conveniente remarcar que en su informe “el derecho a la privacidad en la era 
digital” el Alto Comisionado se refirió al papel que juegan las empresas en la protección de la 
privacidad de las personas, pues reconoció que los gobiernos recurren cada vez más al sector privado 
para realizar y facilitar las actividades de vigilancia digital, inclusive señaló que ese proceso es cada 
vez más formalizado pues el traslado de la prestación del servicio de telecomunicaciones del sector 
público al sector privado ha producido una delegación de las responsabilidades policiales y 
cuasijudiciales a los intermediarios de internet disfrazada de “autorregulación” o “cooperación”. Así, 
expresó que la promulgación de leyes que obligan a las empresas a preparar sus redes para la 
interceptación es motivo de especial preocupación, en particular porque crea un ambiente que facilita 
las medidas de vigilancia exhaustiva. 

210. Expuso que un Estado puede tener motivos legítimos para exigir a una empresa de tecnología de la 
información y las comunicaciones que le proporcione datos de sus usuarios; sin embargo, cuando una 
empresa suministra datos o información de sus usuarios a un Estado en respuesta a una solicitud que 
contraviene el derecho a la privacidad establecido en el derecho internacional, proporciona tecnología 
o equipos de vigilancia en masa a un Estado sin salvaguardias adecuadas o cuando se da a dicha 
información otro uso contrario a los derechos humanos, la empresa en cuestión puede ser cómplice 
o estar involucrada de otra manera en violaciones de los derechos humanos. 

                                                 
86 Corte Europea de Derechos Humanos, caso S. and Marper v. The United Kingdom, sentencia de cuatro de diciembre de dos mil ocho, párr. 
103 y 104. 
87 Informe del Relator Especial sobre la promoción y protección del derecho a la libertad de opinión y de expresión, Asamblea General de las 
Naciones Unidas, A/HRC/29/32, 22 de mayo de 2015, parr. 51, 55 y 60. 
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211. Es por ello que señaló que cuando los gobiernos exigen a las empresas que les proporcionen acceso a 
los datos en contravención de las normas internacionales de derechos humanos, las empresas deben 
tratar de honrar los principios de derechos humanos en la medida de lo posible, y ser capaces de 
demostrar sus iniciativas en curso para hacerlo. Ello puede entrañar interpretar las demandas del 
gobierno de la manera más restringida posible, pedir aclaraciones a un gobierno en relación con el 
alcance y el fundamento jurídico de la demanda, requerir una orden judicial antes de acceder a las 
peticiones de datos del gobierno, y comunicar de forma transparente a sus usuarios los riesgos y la 
aceptación de las demandas del gobierno. 

212. Expuesto este preámbulo, debe procederse al análisis de la segunda etapa de la prueba de 
proporcionalidad, en la cual –cabe precisar– se retomarán y desarrollarán estos parámetros o 
lineamientos generales que han quedado esbozados en los párrafos precedentes. 

II. Segunda etapa. Análisis de las distintas gradas que integran la prueba de 
proporcionalidad 

213. Antes de poder entrar a este análisis específico, primero es importante precisar qué tipo de escrutinio 
corresponde realizar sobre el Decreto impugnado, ya que este aspecto es sumamente relevante en 
términos del parámetro a partir del cual habrá de medirse la validez constitucional de las 
normas reclamadas. 

214. Ha quedado expuesto que este Tribunal Pleno ha desarrollado tres tipos de escrutinios para analizar la 
validez constitucional de normas generales: laxo o de mera razonabilidad, ordinario y estricto. El 
primero aplica a normas que no restringen directamente derechos humanos y se refieren centralmente 
a políticas públicas y bienes colectivos (fiscales, económicos, etcétera). El segundo, como su nombre 
lo indica, se aplica en general ante cualquier tipo de limitación a derechos fundamentales. Y el tercero, 
el test de escrutinio estricto es exigible en dos supuestos generales: i) cuando se combaten 
distinciones legislativas que se apoyan en una de las denominadas categorías sospechosas previstas 
en el artículo 1 constitucional; o ii) cuando la norma opera sobre derechos fundamentales 
especialmente sensibles que dadas sus condiciones o importancia en determinados supuestos, exigen 
una tutela reforzada, de tal suerte que con este escrutinio de busca garantizar que la medida analizada 
tenga una justificación robusta que derrote la presunción de inconstitucionalidad que pesa sobre ella. 

215. En tales condiciones, este Tribunal Pleno advierte que para analizar la validez del Decreto impugnado 
será necesario aplicar tanto un escrutinio ordinario como uno estricto, tal y como se explicará a 
continuación.88 

216. Ha quedado establecido que la creación y regulación del PANAUT impacta prima facie en los derechos 
humanos a la vida privada, intimidad y protección de sus datos personales. Sin embargo, para efectos 
del parámetro de regularidad, es importante distinguir entre la afectación que sufren los derechos a la 
privacidad y protección de datos personales, de la afectación que sufren los derechos a la intimidad y 
protección de los datos sensibles. 

217. Lo anterior porque tal y como se explicó en líneas precedentes, la intimidad constituyen un núcleo 
protegido con mayor celo y fuerza, pues dada su estrecha vinculación con los aspectos más íntimos 
de la persona, exige una protección especial y reforzada, puesto que su conocimiento por parte de 
terceros coloca a su titular en una situación de extrema vulnerabilidad, al hacerlo objeto de conductas 
discriminatorias susceptibles de ocasionar graves perjuicios en su esfera y poniendo en riesgo los 
valores más importantes de su individualidad. 

218. Es por esto que las potenciales agresiones a la intimidad han sido reconocidas como de una enorme 
relevancia no solo desde el punto de vista individual, sino también colectivo, pues este ámbito dota de 
las condiciones adecuadas para que las personas pueda desplegar adecuadamente su individualidad, 
autonomía y libertad, de ahí que su protección tenga una importante función para el desarrollo de 
sociedades democráticas, en tanto se erige como presupuesto indispensable para el ejercicio del resto 
de los derechos humanos. 

                                                 
88 Para efectos de claridad en la votación emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en las sesiones de los días 
veinticinco y veintiséis de abril de dos mil veintidós, específicamente, en relación con el voto emitido por la señora Ministra Ortiz Ahlf, quien 
manifestó apartarse del párrafo 195 del proyecto de sentencia sometido a consideración del tribunal Pleno, se informa que, derivado de las 
modificaciones aceptadas en dichas sesiones, dicho párrafo pasó a ser el 215 en el presente engrose.  
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219. Por lo tanto, dada la especial protección que exige este ámbito, se llega a la conclusión de que las 
intromisiones a la intimidad y la protección de datos sensibles deben ser analizadas a la luz de un 
escrutinio estricto,89 mientras que las injerencias al derecho a la privacidad y la protección de los datos 
personales en general deben ser revisadas a la luz de un escrutinio ordinario. 

220. En consecuencia, en los siguientes apartados de la presente resolución se deberá responder a estas 
dos preguntas: 

a) ¿El sistema normativo que permite al Estado a través del PANAUT recopilar, 
administrar, conservar por tiempo indeterminado y tener acceso a la información 
privada y los datos personales de toda aquella persona física y/o moral que sea 
titular de una línea telefónica (i) persigue una finalidad constitucionalmente válida; (ii) 
es idóneo para la consecución de dicha finalidad; (iii) constituye una medida 
necesaria; y (iv) es proporcional en sentido estricto sentido? (Test ordinario). 

b) ¿El sistema normativo que permite al Estado a través del PANAUT recopilar, 
administrar, conservar por tiempo indeterminado y tener acceso a la información 
íntima y los datos personales sensibles de toda aquella persona física y/o moral 
que sea titular de una línea telefónica (i) persigue un fin constitucionalmente 
imperioso; (ii) está estrechamente vinculada con dicha finalidad y (iii) es la medida 
menos restrictiva posible? (Test estricto). 

221. A continuación, se emprende la contestación a cada una de estas interrogantes. 

a) Test ordinario sobre la afectación a los derechos a la privacidad y protección de datos 
personales 

 Fin constitucionalmente válido 

222. El primer aspecto que debe analizarse es si el sistema normativo que permite al Estado a través del 
PANAUT recopilar, administrar, conservar por tiempo indeterminado y tener acceso a la información 
privada y los datos personales de toda aquella persona física y/o moral que sea titular de una línea de 
telefonía móvil, persigue un fin constitucionalmente válido. 

223. Sobre este aspecto, conviene citar nuevamente los Principios del CIJ, puesto que el Principio Uno, 
referido a las Finalidades Legítimas y Lealtad, dispone que “Los datos personales deberían ser 
recopilados solamente para finalidades legítimas y por medios legales y legítimos.”90 

224. Al respecto, el referido Comité explica que el requisito de legitimidad en las finalidades para las cuales 
se tratan los datos personales es una norma fundamental, profundamente arraigada en valores 
democráticos básicos y en el estado de derecho. Abarca el concepto de legalidad y excluye el 
tratamiento arbitrario y caprichoso de los datos personales, implica transparencia y una estructura 
jurídica a la cual pueda tener acceso la persona cuyos datos estén recopilándose. 

225. Así, el mandato general es que no deben recopilarse datos sobre las personas excepto en las 
situaciones y con los métodos permitidos o autorizados por la ley. 

226. Es por eso que se establece que los Estados miembros deben incluir en sus legislaciones nacionales 
disposiciones específicas sobre las finalidades legítimas del tratamiento de datos personales, los 
cuales podrían incluir casos en los que: (a) el Titular de los Datos otorgue su consentimiento expreso 
para el Tratamiento de sus Datos Personales para una o varias finalidades específicas; (b) el 
Tratamiento sea necesario para la ejecución de un contrato en el que el interesado es parte o para la 
aplicación a petición de éste de medidas precontractuales; (c) el Tratamiento sea necesario para el 
cumplimiento de una obligación legal aplicable al Responsable de datos; (d) el Tratamiento sea 
necesario para proteger intereses vitales del Titular o de otra persona; (e) el Tratamiento sea necesario 
para el cumplimiento de una misión realizada en interés público o en ejercicio de poderes públicos 
conferidos al Responsable de Datos; (f) el Tratamiento sea necesario para la satisfacción de intereses 
legítimos perseguidos por el Responsable de Datos; (g) el Tratamiento sea necesario para el 
cumplimiento de una orden judicial, resolución o mandato fundado y motivado de autoridad pública 
competente; y (h) el Tratamiento sea necesario para el reconocimiento o defensa de los derechos del 
Titular ante una autoridad pública. 

                                                 
89 Cabe precisar que a esta misma conclusión llegó el Tribunal Pleno al resolver la acción de inconstitucionalidad 21/2013, resuelta por 
sentencia de tres de julio de dos mil catorce. En dicho asunto se analizó la constitucionalidad del artículo 275 Bis del Código de 
Procedimientos Penales del Estado de Nuevo León al regular la prueba de ADN como método de identificación de los testigos. EL precepto 
fue declarado inconstitucional por unanimidad de diez votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz con precisiones en 
cuanto a las consideraciones, Luna Ramos en contra de las consideraciones, Franco González Salas con precisiones en cuanto a las 
consideraciones, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo con precisiones en cuanto a las consideraciones, Aguilar Morales con precisiones 
en cuanto a las consideraciones, Valls Hernández con precisiones en cuanto a las consideraciones, Pérez Dayán y Presidente Silva Meza. 
90 Adoptados mediante resolución CJI/RES.266 (XCVIII/21), de nueve de abril de dos mil veintiuno. 
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227. Al respecto, el Comité señala que, en principio, la recopilación de los datos personales debe limitarse a 
aquellos casos en los que se cuenta con el consentimiento de la persona, salvo delimitadas 
excepciones.91 Complementa esta regulación el Principio Dos referido a la Transparencia y 
Consentimiento, el cual establece lo siguiente: 

“Antes o en el momento en que se recopilen, se deberían especificar la identidad y 
datos de contacto del responsable de los datos, las finalidades específicas para los 
cuales se tratarán los datos personales, el fundamento jurídico que legitima su 
tratamiento, los destinatarios o categorías de destinatarios a los cuales los datos 
personales les serán comunicados, así como la información a ser transmitida y los 
derechos del titular en relación con los datos personales a ser recopilados. Cuando 
el procesamiento se base en el consentimiento, los datos personales solamente 
deberían ser recopilados con el consentimiento previo, libre, inequívoco e informado 
de la persona a que se refieran.” 

228. Sobre este punto, expresa el Comité que por regla general las personas deben tener la posibilidad de 
dar su consentimiento de forma libre respecto a la recopilación de sus datos personales, por lo tanto, el 
consentimiento debe basarse en información suficiente y ser claro, es decir, no dar lugar a ninguna 
duda o ambigüedad con respecto a su intención. El titular debe ser capaz de efectuar una elección real 
y no debe correr ningún riesgo de engaño, intimidación, coacción o consecuencia negativa significativa 
si se niega a dar su consentimiento. 

229. Solo por excepción es posible autorizar la recopilación de datos personales sin necesidad del 
consentimiento de su titular, cuando el responsable cuente con fundamentos legales alternativos, 
establecidos en el derecho interno o en el derecho internacional. En esos casos, la parte que procure 
recopilar y tratar los datos debe demostrar que tiene una necesidad clara de hacerlo para proteger sus 
intereses legítimos o los de un tercero a quien puedan divulgarse los datos. También se debe 
demostrar que hay un equilibrio entre los intereses legítimos de la parte que busque la divulgación y los 
intereses del titular de los datos. 

230. Se relata como ejemplo el contexto de la acción humanitaria, en el cual obtener el consentimiento 
puede ser muy difícil y, por ende, puede ser necesario y legítimo recurrir a otro fundamento jurídico, 
como el interés público o los intereses vitales del titular de datos. Este puede ser el caso, por ejemplo, 
cuando el tratamiento de datos personales es un prerrequisito para recibir asistencia, o cuando se 
requieran recopilar los datos de una persona desaparecida. En estos casos, las organizaciones 
humanitarias deberían fundamentar y motivar claramente su recopilación. 

231. El parámetro es aún más contundente tratándose de datos sensibles, pues respecto a ellos el Comité 
señala que solamente deberían procesarse sin el consentimiento explícito de su titular, en los casos en 
que ello sea claramente de gran interés público (según lo que esté autorizado por ley) o responda a 
intereses vitales del titular de los datos (por ejemplo, en una situación de emergencia en la cual corra 
peligro su vida). 

232. De lo anterior, es posible advertir que desde el ámbito internacional la regla general es que para poder 
llevar a cabo el tratamiento de datos personales es necesario contar con el consentimiento real, libre 
e informado de su titular, lo cual guarda perfecta congruencia con la denominada autodeterminación 
informativa. 

233. En consecuencia, solo por excepción el tratamiento de datos personales puede darse sin necesidad 
de contar con el consentimiento de su titular, siempre que se sustente en causas legítimas como el 
cumplimiento de una misión realizada en interés público que sea razonable y compatibles con los 
derechos y libertades, cuando el tratamiento sea necesario para la satisfacción de intereses legítimos, 
o bien cuando sea en claro beneficio del propio titular. Sin embargo, debe precisarse que, al tratarse de 
excepciones a la regla general, estos supuestos deben ser interpretados de forma restringida. 

234. Al respecto los Principios del CIJ, concretamente el Principio Doce de las Excepciones, establece lo 
siguiente: 

“Cualquier excepción a alguno de estos Principios debería estar prevista de manera 
expresa y específica en la legislación nacional, ser puesta en conocimiento del 
público y limitarse únicamente a motivos relacionados con la soberanía nacional, la 
seguridad nacional, la seguridad pública, la protección de la salud pública, el 
combate a la criminalidad, el cumplimiento de normativas u otras prerrogativas de 
orden público o el interés público.” 

                                                 
91 Sobre estos comentarios, véase “Principios Actualizados del Comité Jurídico Interamericano sobre la Privacidad y la Protección de Datos 
Personales, con anotaciones”, páginas 7 y 8. 
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235. El Comité Jurídico Interamericano explica sobre este punto que en algunos casos es posible que las 

autoridades de los Estados tengan que apartarse de estos Principios o establecer restricciones, sin 

embargo, estos casos deben limitarse a los necesarios, adecuados y proporcionales en una sociedad 

democrática que permitan salvaguardar la seguridad nacional y la seguridad pública, la protección de 

la salud pública, la administración de justicia, el cumplimiento de la normativa u otras prerrogativas 

esenciales del orden público, o la protección de los derechos y libertades de otros objetivos de interés 

público general. Por ejemplo, al responder a las amenazas planteadas por la delincuencia 

internacional, el terrorismo y la corrupción, así como a ciertas violaciones graves a los derechos 

humanos. 

236. Sin embargo, estas excepciones y desviaciones respecto a los principios deben ser la excepción y no 

la regla. Deben aplicarse solo después de considerar lo más cuidadosamente posible la importancia de 

proteger la privacidad individual, la dignidad y el honor, respetando los derechos y las libertades 

fundamentales de los titulares. Debiendo haber límites sensatos en la capacidad de las autoridades 

nacionales para compeler a los responsables a dar a conocer datos personales, manteniendo un 

equilibrio entre la necesidad de los datos en circunstancias limitadas y el debido respeto al derecho de 

los intereses de las personas en materia de privacidad. 

237. Además, se precisa que cualquier legislación que tenga como propósito restringir la aplicación de estos 

Principios debe contener como mínimo, disposiciones relativas a la finalidad del tratamiento, las 

categorías de datos personales de que se trate, el alcance de las limitaciones establecidas, las 

garantías adecuadas para evitar accesos o transferencias ilícitas o desproporcionadas, la 

determinación del responsable, los plazos de conservación de los datos personales, los posibles 

riesgos para los derechos y libertades de los titulares, y el derecho de los titulares a ser informados 

sobre la limitación, salvo que resulte perjudicial o incompatible a los fines de ésta. Las autoridades 

nacionales deberían poner tales leyes o normas en conocimiento del público a la brevedad posible.92 

238. Prácticamente estas mismas directrices se encuentran plasmadas en los numerales 6, 7, 11 y 17 de 

los Estándares Iberoamericanos. 

239. Cabe precisar que estos parámetros han sido incorporados en nuestro derecho interno. El artículo 16, 

párrafo segundo, de la Constitución General reconoce supuestos de excepción a los principios que 

rigen el tratamiento de datos personales, por razones de seguridad nacional, disposiciones de orden 

público, seguridad y salud públicas o para proteger derechos de terceros. 

240.  Por su parte, la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados es 

coincidente con estos lineamientos internacionales, pues en su artículo 6 se establece que el Estado 

deberá garantizar la privacidad de los individuos y deberá velar porque terceras personas no incurran 

en conductas que puedan afectarla arbitrariamente. Sin embargo, también se reconoce que el derecho 

a la protección de los datos personales podrá limitarse solamente por razones de seguridad nacional, 

disposiciones de orden público, seguridad y salud públicas y para proteger los derechos de terceros.93 

241. El artículo 18 establece que todo tratamiento de datos personales que efectúe el responsable deberá 

estar justificado por finalidades concretas, lícitas, explícitas y legítimas, relacionadas con las 

atribuciones que la normatividad aplicable les confiera.94 

                                                 
92 Ibídem, páginas 28 y 29. 
93 Artículo 6. El Estado garantizará la privacidad de los individuos y deberá velar porque terceras personas no incurran en conductas que 
puedan afectarla arbitrariamente. 
El derecho a la protección de los datos personales solamente se limitará por razones de seguridad nacional, en términos de la ley en la 
materia, disposiciones de orden público, seguridad y salud públicas o para proteger los derechos de terceros. 
94 Artículo 18. Todo tratamiento de datos personales que efectúe el responsable deberá estar justificado por finalidades concretas, lícitas, 
explícitas y legítimas, relacionadas con las atribuciones que la normatividad aplicable les confiera. 
El responsable podrá tratar datos personales para finalidades distintas a aquéllas establecidas en el aviso de privacidad, siempre y cuando 
cuente con atribuciones conferidas en la ley y medie el consentimiento del titular, salvo que sea una persona reportada como desaparecida, 
en los términos previstos en la presente Ley y demás disposiciones que resulten aplicables en la materia. 
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242. En ese sentido, el artículo 20 señala que, por regla general, para poder realizar el tratamiento de datos 
personales la autoridad responsable deberá contar con el consentimiento previo de su titular,95 
previéndose en el artículo 22 los casos de excepción a esta regla, destacando la fracción I, referida a 
los casos en los que la ley así lo disponga, debiendo dichos supuestos ser acordes con las bases, 
principios y disposiciones establecidos en la propia legislación.96 

243. Finalmente, el artículo 80 refiere que la obtención y tratamiento de datos personales por parte de las 
instancias de seguridad, procuración y administración de justicia, está limitada a aquellos supuestos y 
categorías de datos que resulten necesarios y proporcionales para el ejercicio de funciones en materia 
de seguridad nacional, seguridad pública, o para la prevención o persecución de los delitos.97 

244. Similares mandatos se encuentran previstos en los artículos 8, 9 y 10 de la Ley Federal de Protección 
de Datos Personales en Posesión de Particulares. 

245. En esa tesitura, debe recordarse un aspecto que ya se mencionó anteriormente. La recopilación, 
administración, conservación y acceso a la información privada y los datos personales de los usuarios 
de telefonía móvil que se otorga al Estado y a particulares través del PANAUT no está basada en el 
consentimiento, dado que no resulta optativo para dichos usuarios proporcionar o no la información 
requerida, sino más bien se les impone como una condición obligatoria a fin de poder adquirir o 
conservar el servicio de telefonía móvil. Además, el consentimiento del usuario tampoco interviene en 
el uso y destino que se le dará a su información, ni tampoco sobre quién podrá acceder a ella, pues 
estos aspectos ya vienen predeterminados por la norma. 

246. En consecuencia, lo que debe analizarse a la luz de los lineamientos y estándares anteriormente 
expuestos es si la finalidad que persiguió el legislador para recopilar, almacenar y administrar la 
información privada y los datos personales de los usuarios de telefonía móvil a través del PANAUT, 
aún sin su consentimiento, es legítima, esto es, si cae en alguno de los casos de excepción que 
justifican este tipo de tratamiento de datos. 

247. Este Tribunal Pleno estima que sí, en atención a las siguientes consideraciones. 

248. El párrafo primero del artículo 180 bis impugnado declara expresamente que la única finalidad que 
persigue el PANAUT es colaborar con las autoridades competentes en materia de seguridad y justicia 
en asuntos relacionados con la comisión de delitos98. 

249. Del proceso legislativo que dio lugar a la expedición del Decreto impugnado se desprende con claridad 
que la necesidad de emitir esta regulación se debió al aumento exponencial de ciertos delitos que se 
cometen a través de la utilización de equipos móviles, destacándose de entre ellos, los delitos de 
secuestro y extorsión. 

250. Se señaló que el combate y erradicación de estas conductas ha sido especialmente complicado ya que 
los métodos de ejecución son vía remota mediante el uso de teléfonos móviles desechables, lo que 
impide tanto la identificación del titular de la línea como su geolocalización, de ahí la urgente necesidad 
de generar mecanismos varios encaminados a reducir drásticamente las actividades de las 
organizaciones del crimen organizado que operan bajo estas modalidades. 

                                                 
95 Artículo 20. Cuando no se actualicen algunas de las causales de excepción previstas en el artículo 22 de la presente Ley, el responsable 
deberá contar con el consentimiento previo del titular para el tratamiento de los datos personales, el cual deberá otorgarse de forma: 
I. Libre: Sin que medie error, mala fe, violencia o dolo que puedan afectar la manifestación de voluntad del titular; 
II. Específica: Referida a finalidades concretas, lícitas, explícitas y legítimas que justifiquen el tratamiento, e 
III. Informada: Que el titular tenga conocimiento del aviso de privacidad previo al tratamiento a que serán sometidos sus datos personales. 
En la obtención del consentimiento de menores de edad o de personas que se encuentren en estado de interdicción o incapacidad declarada 
conforme a la ley, se estará a lo dispuesto en las reglas de representación previstas en la legislación civil que resulte aplicable. 
96 Artículo 22. El responsable no estará obligado a recabar el consentimiento del titular para el tratamiento de sus datos personales en los 
siguientes casos: 
I. Cuando una ley así lo disponga, debiendo dichos supuestos ser acordes con las bases, principios y disposiciones establecidos en esta Ley, 
en ningún caso, podrán contravenirla; 
(...) 
97 Artículo 80. La obtención y tratamiento de datos personales, en términos de lo que dispone esta Ley, por parte de los sujetos obligados 
competentes en instancias de seguridad, procuración y administración de justicia, está limitada a aquellos supuestos y categorías de datos 
que resulten necesarios y proporcionales para el ejercicio de las funciones en materia de seguridad nacional, seguridad pública, o para la 
prevención o persecución de los delitos. Deberán ser almacenados en las bases de datos establecidas para tal efecto. 
Las autoridades que accedan y almacenen los datos personales que se recaben por los particulares en cumplimiento de las disposiciones 
legales correspondientes, deberán cumplir con las disposiciones señaladas en el presente Capítulo. 
98 Artículo 180 Bis. El Instituto expedirá las disposiciones administrativas de carácter general para la debida operación del Padrón Nacional 
de Usuarios de Telefonía Móvil, el cual es una base de datos con información de las personas físicas o morales titulares de cada línea 
telefónica móvil que cuenten con número del Plan Técnico Fundamental de Numeración y cuyo único fin es el de colaborar con las 
autoridades competentes en materia de seguridad y justicia en asuntos relacionados con la comisión de delitos en los términos de 
las disposiciones jurídicas aplicables. 
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251. En consecuencia, se creyó conveniente la creación de este Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía 

Móvil bajo la operación y vigilancia del Instituto Federal de Telecomunicaciones, como una herramienta 

útil en la búsqueda permanente de inhibir la comisión de este tipo de delitos, así como una valiosa 

plataforma para lograr un mayor éxito en las investigaciones de las autoridades encargadas de la 

seguridad y de la administración y procuración de justicia en nuestro país, lo que se estimó redundaría 

en una mayor certeza y seguridad jurídica para la ciudadanía en su conjunto. 

252. El legislador optó por diseñar un esquema de registro para así tener conocimiento de quiénes son los 

titulares de las líneas telefónicas, otorgando a las autoridades competentes mayores elementos 

normativos para identificar a los responsables cuando se cometan ilícitos a través del uso de estos 

equipos móviles. Así, se pretende que cuando algún delincuente utilice un número para secuestro, 

extorsión o algún otro delito, la autoridad pueda acceder mediante la base de datos de las compañías 

de telecomunicaciones a los datos registrados de dichas líneas y así poder identificar con mayor 

facilidad a sus autores. 

253. De estas consideraciones, se puede advertir que la medida legislativa impugnada persigue fines de 

orden público relacionados con el fortalecimiento de las herramientas para la investigación y 

persecución de los delitos. Concretamente, con la creación del PANAUT se buscó generar una base de 

datos asociada a la titularidad de las líneas de telefonía móvil, que permitiera investigar y perseguir de 

mejor manera las conductas delictivas a través de la identificación de los titulares de las líneas 

utilizadas para su comisión, por ejemplo, en casos de extorsión o secuestro. 

254. En esa tesitura, debe reconocerse que esta finalidad se encuentra inserta en el marco de las 

obligaciones que el artículo 21 constitucional impone al Estado Mexicano, pues establece que la 

seguridad pública es una función a cargo de la Federación, las entidades federativas y los Municipios, 

cuyos fines son salvaguardar la vida, las libertades, la integridad y el patrimonio de las personas, así 

como contribuir a la generación y preservación del orden público y la paz social. 

255. Sobre el particular, esta Suprema Corte de Justicia ha establecido que la función estatal de seguridad 

pública tiene por objeto garantizar condiciones adecuadas para que las personas ejerzan sus 

derechos, por lo que deben establecerse mecanismos mediante los cuales se logre prevenir, remediar 

o eliminar aquellas situaciones de violencia en contra de las personas, su vida, libertad, propiedad y 

demás derechos.99 

256. Inclusive, se ha reconocido que la investigación y persecución de los delitos también guarda relación 

con el acceso a la impartición de justicia, ya que, si bien en términos del artículo 17 constitucional, ésta 

se refiere a la función jurisdiccional desarrollada por los tribunales, lo cierto es que tiene como 

                                                 
99 Registro digital: 192083, Instancia: Pleno, Novena Época, Materias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 35/2000, Fuente: Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta. Tomo XI, Abril de 2000, página 557, Tipo: Jurisprudencia 
SEGURIDAD PÚBLICA. SU REALIZACIÓN PRESUPONE EL RESPETO AL DERECHO Y EN ESPECIAL DE LAS GARANTÍAS 
INDIVIDUALES. Del análisis sistemático de los artículos 16, 21, 29, 89, fracción VI, 129 y 133, de la Constitución, así como 2o., 3o., 5o., 9o., 
10, 13 y 15, de la Ley General que Establece las Bases de Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pública; 1o., 2o., 3o., 10 y 11, de 
la Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, y 1o., 2o., 9o. y 10, de la Ley Orgánica de la Armada de México, se deduce que el 
Estado mexicano, a través de sus tres niveles de gobierno y de todas las autoridades que tengan atribuciones relacionadas, directa o 
indirectamente, con la seguridad pública, deben coadyuvar a lograr los objetivos de ésta, traducidos en libertad, orden y paz pública, como 
condiciones imprescindibles para gozar de las garantías que la Constitución reconoce a los gobernados. El examen de los diferentes 
preceptos citados, con los demás elementos que permiten fijar su alcance, lleva a concluir que, jurídicamente, los conceptos de garantías 
individuales y seguridad pública no sólo no se oponen sino se condicionan recíprocamente. No tendría razón de ser la seguridad pública si no 
se buscara con ella crear condiciones adecuadas para que los gobernados gocen de sus garantías; de ahí que el Constituyente Originario y el 
Poder Reformador de la Constitución, hayan dado las bases para que equilibradamente y siempre en el estricto marco del derecho se puedan 
prevenir, remediar y eliminar o, al menos disminuir, significativamente, situaciones de violencia que como hechos notorios se ejercen en 
contra de las personas en su vida, libertad, posesiones, propiedades y derechos. Por ello, sería inadmisible en el contexto jurídico 
constitucional interpretar la seguridad pública como posibilidad de afectar a los individuos en sus garantías, lo que daría lugar a acudir a los 
medios de defensa que la propia Constitución prevé para corregir esas desviaciones. Consecuentemente, por el bien de la comunidad a la 
que se debe otorgar la seguridad pública, debe concluirse que resulta inadmisible constitucionalmente un criterio que propicie la proliferación 
y fortalecimiento de fenómenos que atenten gravemente contra los integrantes del cuerpo social, así como de cualquier otro que favoreciera 
la arbitrariedad de los órganos del Estado que, so pretexto de la seguridad pública, pudieran vulnerar las garantías individuales consagradas 
en el Código Supremo. Por tanto, debe establecerse el equilibrio entre ambos objetivos: defensa plena de las garantías individuales y 
seguridad pública al servicio de aquéllas. Ello implica el rechazo a interpretaciones ajenas al estudio integral del texto constitucional que se 
traduzca en mayor inseguridad para los gobernados o en multiplicación de las arbitrariedades de los gobernantes, en detrimento de la esfera 
de derecho de los gobernados. 
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presupuesto la efectiva investigación de los delitos, de manera que el Estado está obligado a realizar 

una averiguación seria, imparcial y efectiva, para lo cual debe usar todos los medios legales 

disponibles.100 

257. En efecto, se ha sostenido en reiteradas ocasiones que la obligación del Estado de investigar debe de 
cumplirse diligentemente para evitar la impunidad y propiciar que este tipo de hechos no se repitan, por 
lo que una vez que las autoridades estatales conocen de una probable conducta delictiva, están 
obligadas a iniciar ex officio y sin dilación una investigación seria, imparcial y efectiva por todos los 
medios legales disponibles y orientada a la determinación de la verdad y a la persecución, captura, 
enjuiciamiento y eventual castigo de sus autores, ya sean particulares o agentes estatales.101 

258. En consecuencia, este Tribunal Pleno considera que dicha finalidad resulta legítima para efectos de la 
recopilación y tratamiento de datos personales, en términos de los estándares expuestos, pues la 
Constitución General, los instrumentos internacionales citados, como las leyes nacionales en la 
materia, son coincidentes en establecer que la seguridad pública es un principio de orden público cuya 
relevancia puede justificar en ciertos casos y bajo el cumplimiento de otras condiciones adicionales, la 
limitación de los derechos a la privacidad y protección de datos personales. 

259. El propio Principio Uno de los Principios del CJI, es claro en establecer que cualquier excepción 
además de estar prevista de manera expresa y específica en la legislación nacional, debe limitarse 
únicamente a motivos relacionados con la soberanía nacional, la seguridad nacional, la seguridad 
pública, la protección de la salud pública, el combate a la criminalidad, el cumplimiento de 
normativas u otras prerrogativas de orden público o el interés público. 

260. En consecuencia, si la finalidad que reconoció el legislador ordinario como justificación para la creación 
del PANAUT es colaborar con las autoridades competentes en materia de seguridad y justicia en 
asuntos relacionados con la comisión de delitos, a través de la creación de una base de datos 
asociada a la titularidad de las líneas de telefonía móvil, que permitiera investigar y perseguir de mejor 
manera las conductas delictivas a través de la identificación de los titulares de las líneas utilizadas para 
su comisión, debe concluirse que dicha finalidad es legítima, pues no solo tiene un fundamento 
constitucional sino que además, es acorde con los estándares internacionales incorporados en nuestro 
sistema jurídico. 

261. No se deja de advertir que el INAI alega que la finalidad de la medida no es válida en tanto que no 
busca contribuir en el combate de determinados ilícitos realizados a través del uso de dispositivos 
móviles, sino que su objeto es la creación de un padrón de datos de todos los mexicanos a fin de poder 
controlar y supervisar a la población, lo cual no solamente no tiene un sustento constitucional, sino que 
va directamente en contra de las bases que sostienen un Estado democrático. 

262. Contrario a lo que alega el accionante, ni de los trabajos legislativos que dieron lugar a la emisión del 
Decreto impugnado ni de la regulación contenida en dicho Decreto pueden advertirse elementos 
suficientes que permitan sostener de manera categórica que la creación de este padrón tiene como 
intención la de crear un sistema de vigilancia permanente sobre la población. 

                                                 
100 Registro digital: 163168, Instancia: Pleno, Novena Época, Materias(s): Constitucional, Penal, Tesis: P. LXIII/2010, Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXIII, Enero de 2011, página 25, Tipo: Aislada 
DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. LA INVESTIGACIÓN Y PERSECUCIÓN DE LOS DELITOS CONSTITUYEN UNA OBLIGACIÓN 
PROPIA DEL ESTADO QUE DEBE REALIZARSE DE FORMA SERIA, EFICAZ Y EFECTIVA. El derecho de acceso a la justicia previsto en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos está referido a la función jurisdiccional desarrollada por los tribunales, pero también 
debe entenderse vinculado, particularmente en el caso de la justicia penal, con la investigación y persecución de los delitos, función asignada 
al Ministerio Público conforme a los artículos 21 y 102, apartado A, constitucionales, pues tal prerrogativa tiene como presupuesto lógico, en 
una relación de interdependencia, la efectiva investigación de los delitos. Esta obligación de investigar y perseguir los actos delictuosos debe 
asumirse por el Estado como una obligación propia y no como un mero trámite, ni su avance debe quedar a la gestión de los particulares 
afectados o de sus familiares, sino que realmente debe tratarse de una investigación seria, imparcial y efectiva, utilizando todos los medios 
legales disponibles que permitan la persecución, captura, enjuiciamiento y, en su caso, sanción a los responsables de los hechos, 
especialmente cuando están involucrados agentes estatales. Ello es así, porque en el respeto a los derechos fundamentales, particularmente 
los relativos a la vida y a la integridad física, el Estado debe asumir una conducta activa y decidida para prevenir su vulneración, a través de 
las acciones legislativas, administrativas y judiciales necesarias, además de acometer lo necesario para que, en caso de ser vulnerados, las 
conductas respectivas puedan ser sancionadas. 
101 Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de treinta y uno de enero de dos mil seis. 
Serie C No. 140, párr. 143; Caso Heliodoro Portugal Vs. Panamá, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
doce de agosto de dos mil ocho. Serie C No. 186, párr. 144, y Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de veintisiete de noviembre de dos mil ocho. Serie C No. 192, párr. 101; Caso González y Otras (“Campo algodonero”) vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de dieciséis de noviembre de dos mil nueve. Serie C No. 205, párr. 290. 
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263. Por el contrario, lo que se puede apreciar por parte del legislador ordinario es el reconocimiento de un 
fenómeno social delictivo que afecta la tranquilidad y seguridad de la sociedad mexicana en su 
conjunto, por lo que se pensó en generar un mecanismo que fuera útil para combatir dicho fenómeno, 
específicamente, la generación de una base de datos ligada a la titularidad de las líneas de telefonía 
móvil, al ser éstas uno de los instrumentos fundamentales para la comisión de ciertos delitos, dada las 
condiciones de anonimato que proporciona en ciertas modalidades. 

264. En esa tesitura, lo que corresponde analizar en este punto de la prueba es únicamente si dicha 
finalidad es acorde con los principios constitucionales y estándares internacionales, a fin de poder 
calificarla como válida o legítima. Lo que se reitera, debe contestarse en sentido afirmativo. 

265. Sin embargo, sobre esta conclusión conviene aclarar dos cuestiones, que, aunque ya se explicaron, su 
reiteración se estima importante. 

266. La primera es que afirmar que la creación y regulación del PANAUT persigue una finalidad válida y/o 
legítima, no conduce a sostener en automático que dicho sistema normativo es válido, pues para ello 
es necesario analizar el resto de las gradas que integran la prueba de proporcionalidad. 

267. Esto inclusive es reconocido por los estándares internacionales, pues si bien se reconoce que la 
seguridad pública es un principio de orden público cuya relevancia permite justificar la limitación de los 
derechos a la privacidad y protección de datos personales, lo cierto es que la validez de dicha 
limitación está sujeta también al cumplimiento de condiciones adicionales, que son precisamente las 
que habrán de verificarse en las siguientes gradas de la prueba. 

268. En efecto, si bien la lucha contra la delincuencia reviste una importancia primordial para garantizar la 
seguridad pública y su eficacia puede depender en gran medida de la utilización de técnicas modernas 
de investigación, este objetivo de interés general, por fundamental que sea, no puede justificar que una 
medida de conservación de datos personales se considere necesaria a los efectos de dicha lucha. 

269. Y segundo, esta primera conclusión no pretende negar o desconocer que, a pesar de estar justificada 
en un fin válido o legítimo, la creación de este tipo de base de datos, mal reguladas o implementadas, 
pueden dar lugar a la generación de sistemas de control y vigilancia permanente de la población, lo 
cual evidentemente resulta contrario a las bases que sostienen un Estado democrático. 

270. Sin embargo, tal aspecto, aunque de gran relevancia, no corresponde analizarlo en este punto del test, 
pues se reitera, lo único que se examina en esta grada es si la finalidad o las razones que justifican la 
medida legislativa pueden calificarse como válidas o legítimas. Será en las siguientes gradas en las 
que se analice si las condiciones en las que se regula el PANAUT resultan adecuadas para evitar que 
la afectación a los derechos a la privacidad y protección de datos personales de los usuarios de 
telefonía móvil sea innecesaria o desproporcionales y, por tanto, se torne en una figura de abuso que 
vaya en contra de los derechos de las personas. 

 Idoneidad de la medida 

271. En esta segunda grada corresponde analizar si la medida legislativa que crea el PANAUT y que 
permite recopilar, administrar, conservar por tiempo indeterminado y tener acceso a la información 
privada y los datos personales de toda aquella persona física y/o moral que sea titular de una línea de 
telefonía móvil, es una medida idónea para fortalecer la seguridad pública a través del combate 
de los delitos. 

272. Como se explicó anteriormente, el examen de idoneidad presupone la existencia de una relación 
instrumental entre la intervención al derecho y el fin que persigue dicha afectación, siendo suficiente 
que la medida contribuya en algún modo y en algún grado a lograr el propósito que busca el legislador. 
En otras palabras, bajo un escrutinio ordinario, no es necesario que la medida adoptada sea la óptima 
en términos de relación medio a fin, sino que basta con que contribuya de algún modo a la 
consecución de la finalidad identificada. 

273. En esa tesitura, debe decirse que el sistema normativo impugnado supera esta segunda grada de la 
prueba de proporcionalidad, pues se reconoce que existe una relación de medio-fin entre la creación 
del PANAUT y el combate de aquellos delitos cometidos a través de la utilización de dispositivos 
móviles. 

274. Esto, porque contar con una base de datos que identifica a los titulares de las líneas de telefonía móvil, 
aunque genera una afectación a la privacidad y la protección de los datos personales de los usuarios, 
lo cierto es que en principio, es susceptible de otorgar un mayor control sobre el uso de estos 
dispositivos ya que puede facilitar la identificación de las personas titulares de las líneas, lo que 
contrarresta en cierta medida esta barrera del anonimato que es la que da pie a que estos mecanismos 
sean vistos como herramientas útiles y seguras para la comisión de ciertos delitos. 
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275. En esa medida, debe reconocerse la relación instrumental que existe entre la creación del PANAUT y 
el fortalecimiento de la seguridad pública a través del combate a la delincuencia, pues resulta 
razonable afirmar que esta base de datos puede servir para identificar con mayor facilidad a quienes 
utilicen estos dispositivos para cometer delitos, contribuyendo de algún modo a inhibir esta clase 
conductas. En consecuencia, la medida legislativa satisface esta segunda grada de la prueba de 
proporcionalidad. 

276. No se deja de advertir que el INAI sostiene que esta medida no es idónea para el fin perseguido, pues 
señala que los propios legisladores reconocieron que no existe evidencia contundente que demuestre 
que esta clase de registros impacte en la reducción de los delitos de extorsión y secuestro, por el 
contrario, experiencias anteriores han demostrado que este tipo de mecanismos no contribuye en nada 
en el combate de estas conductas sino que dan lugar a abusos y afectaciones a los derechos humanos 
de los usuarios. 

277. Al respecto debe decirse que no asiste la razón a dicho Instituto, pues como ha quedado señalado, el 
análisis de idoneidad desde un escrutinio ordinario no implica analizar si la medida adoptada por el 
legislador es la mejor de las medidas posibles, o si es plenamente eficaz para la consecución de la 
finalidad que persigue. 

278. Por el contrario, lo único que corresponde examinar en esta grada es si existe una relación de 
instrumentalidad entre la medida legislativa analizada y el fin constitucionalmente válido que se 
persigue, esto es, si la medida contribuye en alguna medida a la satisfacción de dicha finalidad, 
condición que como vimos, sí se satisface en el caso concreto, pues resulta razonable inferir que tener 
una base con los datos que identifiquen a cada titular de una línea de telefonía móvil se conecta con la 
investigación de los delitos que se comenten a través de la utilización de estos dispositivos, lo que 
puede repercutir en la disminución de este tipo de conductas al impactar en el anonimato que el uso de 
estos mecanismos suele otorgar. 

279. En consecuencia, se concluye que la medida legislativa impugnada es idónea para la consecución de 
la finalidad legítima previamente identificada. 

Necesidad de la medida 

280. Corresponde ahora analizar si la creación del PANAUT que permite recopilar, administrar, conservar 
por tiempo indeterminado y tener acceso a la información privada y los datos personales de toda 
aquella persona física y/o moral que sea titular de una línea de telefonía móvil es una medida 
necesaria para la seguridad pública y en concreto, para combatir de mejor manera los delitos que se 
cometen a través del uso de estos dispositivos. 

281. Debe recordarse que este concepto de necesidad también se encuentra reconocido en el plano 
internacional, pues la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el derecho a la 
privacidad, como cualquier otro derecho, no es absoluto, por lo que puede ser restringido por los 
Estados siempre que las injerencias no sean abusivas o arbitrarias. Por ello, las mismas deben estar 
previstas en ley, perseguir un fin legítimo y cumplir con los requisitos de idoneidad, necesidad y 
proporcionalidad, es decir, deben ser necesarias en una sociedad democrática.102 

282. Ahora bien, tal y como se expuso anteriormente, el examen de necesidad implica corroborar en primer 
lugar, si existen otras medidas o mecanismos que resulten igualmente idóneos para lograr los fines 
que se persiguen y, en segundo lugar, determinar si estas alternativas intervienen con menor 
intensidad el derecho fundamental afectado. Así, de encontrarse alguna medida alternativa que sea 
igualmente idónea para proteger el fin constitucional y que a su vez intervenga con menor intensidad al 
derecho, deberá concluirse que la medida elegida por el legislador es inconstitucional. 

283. En consecuencia, la pregunta que debe responderse en el presente apartado es la siguiente: ¿existen 
otro tipo de medidas distintas del PANAUT que resulten igualmente idóneas para el fortalecimiento de 
la seguridad pública a través del combate de los delitos que se cometen mediante el uso de 
dispositivos de telefonía móvil, pero que resultan menos restrictivas de los derechos a la privacidad y 
protección de los datos personales? 

284. Este Tribunal Pleno considera que sí existen y, para justificar esta conclusión, resulta conveniente 
transcribir los artículos 189 y 190 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, y 252, 
291, 292, 293, 294, 298, 299, 300, 301, 302 y 303 del Código Nacional de Procedimientos Penales, los 
cuales establecen lo siguiente: 

                                                 
102 Cfr.Caso Tristán DonosoVs. Panam, Sentencia de veintisiete de enero de dos mil nueve, párr. 56 y Caso Escher y otros Vs. Brasil, 
Sentencia de seis de julio dos mil nueve, párr. 116 
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Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión 

Artículo 189. Los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los 
autorizados y proveedores de servicios de aplicaciones y contenidos están obligados 
a atender todo mandamiento por escrito, fundado y motivado de la autoridad 
competente en los términos que establezcan las leyes. 

Los titulares de las instancias de seguridad y procuración de justicia designarán a los 
servidores públicos encargados de gestionar los requerimientos que se realicen a los 
concesionarios y recibir la información correspondiente, mediante acuerdos 
publicados en el Diario Oficial de la Federación. 

Artículo 190. Los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los 
autorizados deberán: 

I. Colaborar con las instancias de seguridad, procuración y administración de justicia, 
en la localización geográfica, en tiempo real, de los equipos de comunicación móvil, 
en los términos que establezcan las leyes. 

Cualquier omisión o desacato a estas disposiciones será sancionada por la 
autoridad, en los términos de lo previsto por la legislación penal aplicable. 

El Instituto, escuchando a las autoridades a que se refiere el artículo 189 de esta 
Ley, establecerá los lineamientos que los concesionarios de telecomunicaciones y, 
en su caso, los autorizados deberán adoptar para que la colaboración a que se 
refiere esta Ley con dichas autoridades, sea efectiva y oportuna; 

II. Conservar un registro y control de comunicaciones que se realicen desde 
cualquier tipo de línea que utilice numeración propia o arrendada, bajo cualquier 
modalidad, que permitan identificar con precisión los siguientes datos: 

a) Nombre, denominación o razón social y domicilio del suscriptor; 

b) Tipo de comunicación (transmisión de voz, buzón vocal, conferencia, datos), 
servicios suplementarios (incluidos el reenvío o transferencia de llamada) o servicios 
de mensajería o multimedia empleados (incluidos los servicios de mensajes cortos, 
servicios multimedia y avanzados); 

c) Datos necesarios para rastrear e identificar el origen y destino de las 
comunicaciones de telefonía móvil: número de destino, modalidad de líneas con 
contrato o plan tarifario, como en la modalidad de líneas de prepago; 

d) Datos necesarios para determinar la fecha, hora y duración de la comunicación, 
así como el servicio de mensajería o multimedia; 

e) Además de los datos anteriores, se deberá conservar la fecha y hora de la primera 
activación del servicio y la etiqueta de localización (identificador de celda) desde la 
que se haya activado el servicio; 

f) En su caso, identificación y características técnicas de los dispositivos, incluyendo, 
entre otros, los códigos internacionales de identidad de fabricación del equipo y del 
suscriptor; 

g) La ubicación digital del posicionamiento geográfico de las líneas telefónicas, y 

h) La obligación de conservación de datos, comenzará a contarse a partir de la fecha 
en que se haya producido la comunicación. 

Para tales efectos, el concesionario deberá conservar los datos referidos en el 
párrafo anterior durante los primeros doce meses en sistemas que permitan su 
consulta y entrega en tiempo real a las autoridades competentes, a través de medios 
electrónicos. Concluido el plazo referido, el concesionario deberá conservar dichos 
datos por doce meses adicionales en sistemas de almacenamiento electrónico, en 
cuyo caso, la entrega de la información a las autoridades competentes se realizará 
dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, contadas a partir de la notificación de 
la solicitud. 

La solicitud y entrega en tiempo real de los datos referidos en este inciso, se 
realizará mediante los mecanismos que determinen las autoridades a que se refiere 
el artículo 189 de esta Ley, los cuales deberán informarse al Instituto para los efectos 
de lo dispuesto en el párrafo tercero, fracción I del presente artículo. 
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Los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados, tomarán 
las medidas técnicas necesarias respecto de los datos objeto de conservación, que 
garanticen su conservación, cuidado, protección, no manipulación o acceso ilícito, 
destrucción, alteración o cancelación, así como el personal autorizado para su 
manejo y control. 

Sin perjuicio de lo establecido en esta Ley, respecto a la protección, tratamiento y 
control de los datos personales en posesión de los concesionarios o de los 
autorizados, será aplicable lo dispuesto en la Ley Federal de Protección de Datos 
Personales en Posesión de los Particulares; 

III. Entregar los datos conservados a las autoridades a que se refiere el artículo 189 
de esta Ley, que así lo requieran, conforme a sus atribuciones, de conformidad con 
las leyes aplicables. 

Queda prohibida la utilización de los datos conservados para fines distintos a los 
previstos en este capítulo, cualquier uso distinto será sancionado por las autoridades 
competentes en términos administrativos y penales que resulten. 

Los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados, están 
obligados a entregar la información dentro de un plazo máximo de veinticuatro horas 
siguientes, contado a partir de la notificación, siempre y cuando no exista otra 
disposición expresa de autoridad competente; 

IV. Contar con un área responsable disponible las veinticuatro horas del día y los 
trescientos sesenta y cinco días del año, para atender los requerimientos de 
información, localización geográfica e intervención de comunicaciones privadas a 
que se refiere este Título. 

Para efectos de lo anterior, los concesionarios deberán notificar a los titulares de las 
instancias a que se refiere el artículo 189 de esta Ley el nombre del responsable de 
dichas áreas y sus datos de localización; además deberá tener facultades amplias y 
suficientes para atender los requerimientos que se formulen al concesionario o al 
autorizado y adoptar las medidas necesarias. Cualquier cambio del responsable 
deberá notificarse previamente con una anticipación de veinticuatro horas; 

V. Establecer procedimientos expeditos para recibir los reportes de los usuarios del 
robo o extravío de los equipos o dispositivos terminales móviles y para que el usuario 
acredite la titularidad de los servicios contratados. Dicho reporte deberá incluir, en su 
caso, el código de identidad de fabricación del equipo; 

VI. Realizar la suspensión del servicio de los equipos o dispositivos terminales 
móviles reportados como robados o extraviados, a solicitud del titular, y realizar el 
aviso correspondiente en el Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil. 

Los concesionarios deberán celebrar convenios de colaboración que les permitan 
intercambiar listas de equipos de comunicación móvil reportados por sus respectivos 
clientes o usuarios como robados o extraviados, ya sea que los reportes se hagan 
ante la autoridad competente o ante los propios concesionarios; 

VII. Realizar el bloqueo inmediato de líneas de comunicación móvil que funcionen 
bajo cualquier esquema de contratación reportadas por los titulares o propietarios, 
utilizando cualquier medio, como robadas o extraviadas, y proceder a realizar el 
aviso correspondiente en el Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil; así 
como, realizar la suspensión inmediata del servicio de telefonía móvil cuando así lo 
instruya el Instituto para efectos del Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil 
o la autoridad competente para hacer cesar la comisión de delitos, de conformidad 
con lo establecido en las disposiciones administrativas y legales aplicables; 

VIII. Colaborar con las autoridades competentes para que en el ámbito técnico 
operativo se cancelen o anulen de manera permanente las señales de telefonía 
celular, de radiocomunicación o de transmisión de datos o imagen dentro del 
perímetro de centros de readaptación social, establecimientos penitenciarios o 
centros de internamiento para menores, federales o de las entidades federativas, 
cualquiera que sea su denominación. 
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El bloqueo de señales a que se refiere el párrafo anterior se hará sobre todas las 
bandas de frecuencia que se utilicen para la recepción en los equipos terminales de 
comunicación y en ningún caso excederá de veinte metros fuera de las instalaciones 
de los centros o establecimientos a fin de garantizar la continuidad y seguridad de los 
servicios a los usuarios externos. En la colaboración que realicen los concesionarios 
se deberán considerar los elementos técnicos de reemplazo, mantenimiento y 
servicio. 

Los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados, están 
obligados a colaborar con el Sistema Nacional de Seguridad Pública en el monitoreo 
de la funcionalidad u operatividad de los equipos utilizados para el bloqueo 
permanente de las señales de telefonía celular, de radiocomunicación o de 
transmisión de datos o imagen; 

IX. Implementar un número único armonizado a nivel nacional y, en su caso, mundial 
para servicios de emergencia, en los términos y condiciones que determine el 
Instituto en coordinación con el Sistema Nacional de Seguridad Pública, bajo 
plataformas interoperables, debiendo contemplar mecanismos que permitan 
identificar y ubicar geográficamente la llamada y, en su caso, mensajes de texto de 
emergencia; 

X. Informar oportuna y gratuitamente a los usuarios el o los números telefónicos 
asociados a los servicios de seguridad y emergencia que determine el Instituto en 
coordinación con el Sistema Nacional de Seguridad Pública, así como proporcionar 
la comunicación a dichos servicios de forma gratuita; 

XI. En los términos que defina el Instituto en coordinación con las instituciones y 
autoridades competentes, dar prioridad a las comunicaciones con relación a 
situaciones de emergencia, y 

XII. Realizar bajo la coordinación del Instituto los estudios e investigaciones que 
tengan por objeto el desarrollo de soluciones tecnológicas que permitan inhibir y 
combatir la utilización de equipos de telecomunicaciones para la comisión de delitos 
o actualización de riesgos o amenazas a la seguridad nacional. Los concesionarios 
que operen redes públicas de telecomunicaciones podrán voluntariamente constituir 
una organización que tenga como fin la realización de los citados estudios e 
investigaciones. Los resultados que se obtengan se registrarán en un informe anual 
que se remitirá al Instituto, al Congreso de la Unión y al Ejecutivo Federal. 

Las comunicaciones privadas son inviolables. Exclusivamente la autoridad judicial 
federal, a petición de la autoridad federal que faculte la ley o del titular del Ministerio 
Público de la entidad federativa correspondiente, podrá autorizar la intervención de 
cualquier comunicación privada. 

Código Nacional de Procedimientos Penales 

Artículo 252. Actos de investigación que requieren autorización previa del Juez de 
control 

Con excepción de los actos de investigación previstos en el artículo anterior, 
requieren de autorización previa del Juez de control todos los actos de investigación 
que impliquen afectación a derechos establecidos en la Constitución, así como los 
siguientes: 

I. La exhumación de cadáveres; 

II. Las órdenes de cateo; 

III. La intervención de comunicaciones privadas y correspondencia; 

IV. La toma de muestras de fluido corporal, vello o cabello, extracciones de sangre u 
otros análogos, cuando la persona requerida, excepto la víctima u ofendido, se 
niegue a proporcionar la misma; 

V. El reconocimiento o examen físico de una persona cuando aquélla se niegue a ser 
examinada, y 

VI. Las demás que señalen las leyes aplicables. 
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Artículo 291. Intervención de las comunicaciones privadas 

Cuando en la investigación el Ministerio Público considere necesaria la intervención 
de comunicaciones privadas, el Titular de la Procuraduría General de la República, o 
en quienes éste delegue esta facultad, así como los Procuradores de las entidades 
federativas, podrán solicitar al Juez federal de control competente, por cualquier 
medio, la autorización para practicar la intervención, expresando el objeto y 
necesidad de la misma. 

La intervención de comunicaciones privadas, abarca todo sistema de comunicación, 
o programas que sean resultado de la evolución tecnológica, que permitan el 
intercambio de datos, informaciones, audio, video, mensajes, así como archivos 
electrónicos que graben, conserven el contenido de las conversaciones o registren 
datos que identifiquen la comunicación, los cuales se pueden presentar en  
tiempo real. 

La solicitud deberá ser resuelta por la autoridad judicial de manera inmediata, por 
cualquier medio que garantice su autenticidad, o en audiencia privada con la sola 
comparecencia del Ministerio Público, en un plazo que no exceda de las seis horas 
siguientes a que la haya recibido. 

También se requerirá autorización judicial en los casos de extracción de información, 
la cual consiste en la obtención de comunicaciones privadas, datos de identificación 
de las comunicaciones; así como la información, documentos, archivos de texto, 
audio, imagen o video contenidos en cualquier dispositivo, accesorio, aparato 
electrónico, equipo informático, aparato de almacenamiento y todo aquello que 
pueda contener información, incluyendo la almacenada en las plataformas o centros 
de datos remotos vinculados con éstos. 

Si la resolución se registra por medios diversos al escrito, los puntos resolutivos de la 
autorización deberán transcribirse y entregarse al Ministerio Público. 

Los servidores públicos autorizados para la ejecución de la medida serán 
responsables de que se realice en los términos de la resolución judicial. 

Artículo 292. Requisitos de la solicitud 

La solicitud de intervención deberá estar fundada y motivada, precisar la persona o 
personas que serán sujetas a la medida; la identificación del lugar o lugares donde 
se realizará, si fuere posible; el tipo de comunicación a ser intervenida; su duración; 
el proceso que se llevará a cabo y las líneas, números o aparatos que serán 
intervenidos, y en su caso, la denominación de la empresa concesionada del servicio 
de telecomunicaciones a través del cual se realiza la comunicación objeto de la 
intervención. 

El plazo de la intervención, incluyendo sus prórrogas, no podrá exceder de seis 
meses. Después de dicho plazo, sólo podrán autorizarse nuevas intervenciones 
cuando el Ministerio Público acredite nuevos elementos que así lo justifiquen. 

Artículo 293. Contenido de la resolución judicial que autoriza la intervención de las 
comunicaciones privadas 

En la autorización, el Juez de control determinará las características de la 
intervención, sus modalidades, límites y en su caso, ordenará a instituciones públicas 
o privadas modos específicos de colaboración. 

Artículo 294. Objeto de la intervención 

Podrán ser objeto de intervención las comunicaciones privadas que se realicen de 
forma oral, escrita, por signos, señales o mediante el empleo de aparatos eléctricos, 
electrónicos, mecánicos, alámbricos o inalámbricos, sistemas o equipos informáticos, 
así como por cualquier otro medio o forma que permita la comunicación entre uno o 
varios emisores y uno o varios receptores. 

En ningún caso se podrán autorizar intervenciones cuando se trate de materias de 
carácter electoral, fiscal, mercantil, civil, laboral o administrativo, ni en el caso de las 
comunicaciones del detenido con su Defensor. 

El Juez podrá en cualquier momento verificar que las intervenciones sean realizadas 
en los términos autorizados y, en caso de incumplimiento, decretar su revocación 
parcial o total. 
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Artículo 298. Registro 

El registro a que se refiere el artículo anterior contendrá las fechas de inicio y término 
de la intervención, un inventario pormenorizado de los documentos, objetos y los 
medios para la reproducción de sonidos o imágenes captadas durante la misma, 
cuando no se ponga en riesgo a la investigación o a la persona, la identificación de 
quienes hayan participado en los actos de investigación, así como los demás datos 
que se consideren relevantes para la investigación. El registro original y el duplicado, 
así como los documentos que los integran, se numerarán progresivamente y 
contendrán los datos necesarios para su identificación. 

Artículo 299. Conclusión de la intervención 

Al concluir la intervención, la Policía o el perito, de manera inmediata, informará al 
Ministerio Público sobre su desarrollo, así como de sus resultados y levantará el acta 
respectiva. A su vez, con la misma prontitud el Ministerio Público que haya solicitado 
la intervención o su prórroga lo informará al Juez de control. 

Las intervenciones realizadas sin las autorizaciones antes citadas o fuera de los 
términos en ellas ordenados, carecerán de valor probatorio, sin perjuicio de la 
responsabilidad administrativa o penal a que haya lugar. 

Artículo 300. Destrucción de los registros 

El Órgano jurisdiccional ordenará la destrucción de aquellos registros de intervención 
de comunicaciones privadas que no se relacionen con los delitos investigados o con 
otros delitos que hayan ameritado la apertura de una investigación diversa, salvo que 
la defensa solicite que sean preservados por considerarlos útiles para su labor. 

Asimismo, ordenará la destrucción de los registros de intervenciones no autorizadas 
o cuando éstos rebasen los términos de la autorización judicial respectiva. 

Los registros serán destruidos cuando se decrete el archivo definitivo, el 
sobreseimiento o la absolución del imputado. Cuando el Ministerio Público decida 
archivar temporalmente la investigación, los registros podrán ser conservados hasta 
que el delito prescriba. 

Artículo 301. Colaboración con la autoridad 

Los concesionarios, permisionarios y demás titulares de los medios o sistemas 
susceptibles de intervención, deberán colaborar eficientemente con la autoridad 
competente para el desahogo de dichos actos de investigación, de conformidad con 
las disposiciones aplicables. Asimismo, deberán contar con la capacidad técnica 
indispensable que atienda las exigencias requeridas por la autoridad judicial para 
operar una orden de intervención de comunicaciones privadas. 

El incumplimiento a este mandato será sancionado conforme a las disposiciones 
penales aplicables. 

Artículo 302. Deber de secrecía 

Quienes participen en alguna intervención de comunicaciones privadas deberán 
observar el deber de secrecía sobre el contenido de las mismas. 

Artículo 303. Localización geográfica en tiempo real y solicitud de entrega de datos 
conservados 

Cuando el Ministerio Público considere necesaria la localización geográfica en 
tiempo real o entrega de datos conservados por los concesionarios de 
telecomunicaciones, los autorizados o proveedores de servicios de aplicaciones y 
contenidos de los equipos de comunicación móvil asociados a una línea que se 
encuentra relacionada con los hechos que se investigan, el Procurador, o el servidor 
público en quien se delegue la facultad, podrá solicitar al Juez de control del fuero 
correspondiente en su caso, por cualquier medio, requiera a los concesionarios de 
telecomunicaciones, los autorizados o proveedores de servicios de aplicaciones y 
contenidos, para que proporcionen con la oportunidad y suficiencia necesaria a la 
autoridad investigadora, la información solicitada para el inmediato desahogo de 
dichos actos de investigación. Los datos conservados a que refiere este párrafo se 
destruirán en caso de que no constituyan medio de prueba idóneo o pertinente. 
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En la solicitud se expresarán los equipos de comunicación móvil relacionados con los 
hechos que se investigan, señalando los motivos e indicios que sustentan la 
necesidad de la localización geográfica en tiempo real o la entrega de los datos 
conservados, su duración y, en su caso, la denominación de la empresa autorizada o 
proveedora del servicio de telecomunicaciones a través del cual se operan las líneas, 
números o aparatos que serán objeto de la medida. 

La petición deberá ser resuelta por la autoridad judicial de manera inmediata por 
cualquier medio que garantice su autenticidad, o en audiencia privada con la sola 
comparecencia del Ministerio Público. 

Si la resolución se emite o registra por medios diversos al escrito, los puntos 
resolutivos de la orden deberán transcribirse y entregarse al Ministerio Público. 

En caso de que el Juez de control niegue la orden de localización geográfica en 
tiempo real o la entrega de los datos conservados, el Ministerio Público podrá 
subsanar las deficiencias y solicitar nuevamente la orden o podrá apelar la decisión. 
En este caso la apelación debe ser resuelta en un plazo no mayor de doce horas a 
partir de que se interponga. 

Excepcionalmente, cuando esté en peligro la integridad física o la vida de una 
persona o se encuentre en riesgo el objeto del delito, así como en hechos 
relacionados con la privación ilegal de la libertad, secuestro, extorsión o delincuencia 
organizada, el Procurador, o el servidor público en quien se delegue la facultad, bajo 
su más estricta responsabilidad, ordenará directamente la localización geográfica en 
tiempo real o la entrega de los datos conservados a los concesionarios de 
telecomunicaciones, los autorizados o proveedores de servicios de aplicaciones y 
contenidos, quienes deberán atenderla de inmediato y con la suficiencia necesaria. A 
partir de que se haya cumplimentado el requerimiento, el Ministerio Público deberá 
informar al Juez de control competente por cualquier medio que garantice su 
autenticidad, dentro del plazo de cuarenta y ocho horas, a efecto de que ratifique 
parcial o totalmente de manera inmediata la subsistencia de la medida, sin perjuicio 
de que el Ministerio Público continúe con su actuación. 

Cuando el Juez de control no ratifique la medida a que hace referencia el párrafo 
anterior, la información obtenida no podrá ser incorporada al procedimiento penal. 

Asimismo el Procurador, o el servidor público en quien se delegue la facultad podrá 
requerir a los sujetos obligados que establece la Ley Federal de Telecomunicaciones 
y Radiodifusión, la conservación inmediata de datos contenidos en redes, sistemas o 
equipos de informática, hasta por un tiempo máximo de noventa días, lo cual deberá 
realizarse de forma inmediata. La solicitud y entrega de los datos contenidos en 
redes, sistemas o equipos de informática se llevará a cabo de conformidad por lo 
previsto por este artículo. Lo anterior sin menoscabo de las obligaciones previstas en 
materia de conservación de información para las concesionarias y autorizados de 
telecomunicaciones en términos del artículo 190, fracción II de la Ley Federal de 
Telecomunicaciones y Radiodifusión. 

285. Del análisis de estos preceptos se puede advertir la existencia de diversas figuras diseñadas como 
herramientas tecnológicas de investigación que, precisamente por su función, buscan contribuir con las 
autoridades de seguridad y procuración de justicia a fin de fortalecer la seguridad pública a través de la 
persecución y el combate a la delincuencia. 

286. En esa tesitura, siguiendo la metodología que impone esta grada de la prueba de proporcionalidad, en 
los siguientes párrafos se realizará un análisis comparativo de estas medidas en relación con el 
PANAUT, esto con el fin de verificar si son igualmente idóneas para satisfacer la finalidad que ha sido 
identificada en los apartados anteriores, pero menos restrictivas de los derechos a la privacidad y 
protección de datos personales de los usuarios de telefonía móvil. 

287. Sobre este particular, resulta de la mayor importancia puntualizar que el estudio que se desarrolla en 
los siguientes apartados no tiene por objeto revisar la validez constitucional de las diversas 
figuras, ni compromete en sentido alguno el criterio de este Tribunal Pleno sobre tal aspecto, 
puesto que lo único que se pretende realizar es un estudio comparativo frente al PANAUT a fin de 
poder determinar si dichos mecanismos resultan igualmente idóneos, pero son menos restrictivos de 
los derechos humanos a la privacidad y protección de datos personales. De ahí que se reitera, este 
Tribunal Pleno no compromete su criterio sobre la validez de las distintas figuras que se mencionan en 
este apartado y que, desde luego, no son objeto de impugnación en estas acciones de 
inconstitucionalidad. 
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288. Intervención de comunicaciones. Esta figura constituye una excepción al principio de inviolabilidad 
de las comunicaciones privadas previsto en el artículo 16 de la Constitución General.103 

289. De los artículos 252, 291 a 294 y 298 a 302 del Código Nacional de Procedimientos Penales se 
desprende que esta técnica de investigación busca obtener, a partir de la autorización de un juez, la 
información generada en los procesos de comunicación entre particulares sea oral, escrita, por signos, 
señales, mediante el uso de aparatos eléctricos, electrónicos, mecánicos, alámbricos o por cualquier 
medio que permita dicha comunicación, sea existente o fruto de la evolución tecnológica. 

290. Así, se permite que las autoridades de seguridad y procuración de justicia tengan acceso al 
intercambio de datos e información generada en estos procesos comunicativos, tales como audio, 
video, mensajes, así como archivos electrónicos que graben, conserven el contenido de las 
conversaciones o registren datos que identifiquen la comunicación. 

291. Además, esta figura permite que pueda llevarse a cabo la extracción de información, la cual consiste 
en la obtención de comunicaciones privadas, datos de identificación de las comunicaciones; así como 
la información, documentos, archivos de texto, audio, imagen o video contenidos en cualquier 
dispositivo, accesorio, aparato electrónico, equipo informático, aparato de almacenamiento y todo 
aquello que pueda contener información, incluyendo la almacenada en las plataformas o centros de 
datos remotos vinculados con éstos. 

292. A la luz de estas generalidades, la primera pregunta que surge es: ¿puede considerarse que esta 
medida resulta igualmente idónea para colaborar con las autoridades de justicia, en relación con la 
comisión de delitos mediante el uso de dispositivos de telefonía móvil? 

293. Para este Tribunal la respuesta es afirmativa, pues como se indicó, esta figura otorga a las autoridades 
el acceso a toda aquella información que se hubiera generado en una comunicación entre particulares, 
en ese sentido, si el uso de un determinado dispositivo móvil se encuentra relacionado con la comisión 
de algún ilícito penal, esta medida permite que las autoridades de seguridad y procuración de justicia 
puedan acceder no solo al nombre y domicilio del suscriptor104 y a las comunicaciones entabladas por 
medio de dicho dispositivo, sino que además les permite extraer toda la información que en él se 
contenga, lo que permite aportar una serie de datos que puede ser de gran utilidad tanto para la 
investigación de la conducta, la identificación de los autores, como para el fincamiento de las 
responsabilidades. 

294. En ese sentido, debe reconocerse la relación de instrumentalidad que existe entre esta herramienta y 
la investigación y persecución de los delitos, incluyendo aquellos que se cometen mediante el uso de 
un celular. Sin embargo, la pregunta que naturalmente surge es: ¿resulta igualmente idónea esta 
medida para la investigación de este tipo de delitos de lo que resulta el PANAUT? 

295. Para este Tribunal Pleno sí lo es, puesto que derivado de sus características, resulta razonable afirmar 
que intervenir las comunicaciones privadas de quienes pudieran estar relacionados con la comisión de 
algún delito en el que se usó un dispositivo móvil, así como la extracción de toda la información 
contenida en ese dispositivo, permite obtener una serie de información o datos que por su naturaleza, 
resultan de gran utilidad y valor a fin de poder identificar a los sujetos activos del delito. 

296. Ahora bien, podría pensarse que tener un padrón aun con más datos personales e íntimos de los 
titulares de las líneas de telefonía móvil constituye una herramienta más idónea para poder identificar 
con mayor facilidad a quienes utilicen este tipo de dispositivos para la comisión de algún delito. De ahí 
que no pueda estimarse que resulten medidas equivalentes en cuanto a su idoneidad. 

                                                 
103 Art. 16.- 
(...) 
Las comunicaciones privadas son inviolables. La ley sancionará penalmente cualquier acto que atente contra la libertad y privacía de las 
mismas, excepto cuando sean aportadas de forma voluntaria por alguno de los particulares que participen en ellas. El juez valorará el alcance 
de éstas, siempre y cuando contengan información relacionada con la comisión de un delito. En ningún caso se admitirán comunicaciones 
que violen el deber de confidencialidad que establezca la ley. 
Exclusivamente la autoridad judicial federal, a petición de la autoridad federal que faculte la ley o del titular del Ministerio Público de la entidad 
federativa correspondiente, podrá autorizar la intervención de cualquier comunicación privada. Para ello, la autoridad competente deberá 
fundar y motivar las causas legales de la solicitud, expresando además, el tipo de intervención, los sujetos de la misma y su duración. La 
autoridad judicial federal no podrá otorgar estas autorizaciones cuando se trate de materias de carácter electoral, fiscal, mercantil, civil, laboral 
o administrativo, ni en el caso de las comunicaciones del detenido con su defensor. 
Los Poderes Judiciales contarán con jueces de control que resolverán, en forma inmediata, y por cualquier medio, las solicitudes de medidas 
cautelares, providencias precautorias y técnicas de investigación de la autoridad, que requieran control judicial, garantizando los derechos de 
los indiciados y de las víctimas u ofendidos. Deberá existir un registro fehaciente de todas las comunicaciones entre jueces y Ministerio 
Público y demás autoridades competentes. 
Las intervenciones autorizadas se ajustarán a los requisitos y límites previstos en las leyes. Los resultados de las intervenciones que no 
cumplan con éstos, carecerán de todo valor probatorio. 
(...) 
104 En efecto, como se verá en el apartado siguiente, la Ley ya obliga a los concesionarios y autorizados a conservar ciertos datos de las 
comunicaciones, con ciertos requisitos de temporalidad, entre los que se encuentran el nombre y domicilio del titular de la línea bajo 
cualquier modalidad de contratación, en términos del artículo 190, fracción, inciso a), de la ley impugnada.  
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297. Sin embargo, este Tribunal Pleno no comparte dicha perspectiva. Primero, porque un razonamiento así 
estaría basado en una suposición, pues en realidad nada garantiza que con este padrón efectivamente 
se vaya a identificar a los responsables de los delitos, básicamente porque resulta muy complicado 
sostener que estamos ante una herramienta infalible. Por el contrario, los antecedentes de esta figura 
permiten advertir que la delincuencia difícilmente va a emplear dispositivos que se encuentran 
registrados. 

298. En efecto, este Tribunal Pleno advierte que no es la primera vez que el legislador ordinario plantea el 
establecimiento de este tipo de mecanismos. El dos de febrero de dos mil nueve se publicó en el Diario 
Oficial de la Federación la reforma a diversas disposiciones de la abrogada Ley Federal de 
Telecomunicaciones, entre ellos el artículo 44, fracción XI, el cual establecía lo siguiente: 

Artículo 44. Los concesionarios de redes públicas de telecomunicaciones deberán: 

I. a X... 
XI. Llevar un registro y control separado de sus usuarios, tanto en la modalidad de 
líneas contratadas en plan tarifario, como en líneas de prepago, el cual contenga 
como mínimo los siguientes datos: 

a) Número y modalidad de la línea telefónica; 

b) Nombre completo, domicilio, nacionalidad, número correspondiente y demás datos 
contenidos en identificación oficial vigente con fotografía, así como comprobante de 
domicilio actualizado del usuario y toma de impresión de huella dactilar directamente 
en tinta y/o electrónicamente; 

c) En caso de personas morales, además de los datos de los incisos a) y b), se 
deberá registrar la razón social de la empresa, cédula fiscal y copia del documento 
que acredite capacidad para contratar. 

Los concesionarios deberán conservar copias fotostáticas o en medios electrónicos 
de los documentos necesarios para dicho registro y control; así como mantener la 
reserva y protección de las bases de datos personales, las cuales no podrán ser 
usadas con fines diferentes a los señalados en las leyes; 

299. Del proceso legislativo que dio origen a dicha reforma, se deprende que las razones que las 
sustentaron fueron muy similares a las que ahora se formularon para justificar la creación del PANAUT. 
En efecto, se expuso que la implementación de este mecanismo –denominado Registro Nacional de 
Usuarios de Telefonía Móvil (RENAUT)– constituía la respuesta ante el crecimiento de los delitos 
cometidos a través del uso de dispositivos de telefonía móvil, de tal suerte que lo que se buscó fue la 
creación de una base datos que permitiera la identificación y ubicación de los usuarios que utilizaran la 
red telefónica como medio para cometer estos ilícitos. 

300. Sin embargo, el diecisiete de abril de dos mil doce, la fracción XI del artículo 44 de la anterior Ley 
Federal de Telecomunicaciones fue derogada. De las exposiciones de motivos que dieron lugar a la 
eliminación de este mecanismo se pueden encontrar las siguientes motivaciones: 

“Lo cierto es que la creación del Registro Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil 
(RENAUT) no ha rendido frutos en la prevención, investigación y persecución de 
delitos como el secuestro y la extorsión. Diversos estudios demuestran que dichos 
fenómenos delictivos continúan en aumento y que el uso de teléfonos móviles para 
cometerlos sigue siendo común. De acuerdo con datos del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, por ejemplo, en 2010 el número de secuestros se incrementó en 
más de 8% con respecto a 2009. Y según cifras de la organización México Unido 
Contra la Delincuencia, por cada plagio denunciado ocurren ocho más. 

Un dato adicional: antes de la implementación del RENAUT, se registraban cerca de 
4,400 llamadas de extorsión al día. En 2010, la cifra se incrementó en más de 40% al 
alcanzar las 6,400 diarias. 

En gran medida, la incapacidad del RENAUT ha sido producto de la idea de que el 
registro de usuarios de celulares en una gran base de datos nacional garantizaría la 
ubicación de los responsables de un delito. Una idea errónea fundada sobre el 
argumento de que los delincuentes utilizarían aparatos de comunicación móvil 
registrados a su nombre o a nombre de sus cómplices. La realidad es otra. 

Tal como se ha señalado en esta misma tribuna, el registro de un teléfono mediante 
nombre y Clave Única de Registro de Población (CURP) no garantiza la veracidad de 
los datos y menos aún que en el caso de cometerse un delito realmente se atrape al 



186 DIARIO OFICIAL Lunes 12 de diciembre de 2022 

culpable; por el contrario, puede culparse a una persona que no lo sea. Asimismo, 
resulta inoperante la obligación de los concesionarios de verificar la veracidad de la 
información suministrada pues las compañías operan a través de miles de 
distribuidores y agentes a los que no puede hacerse responsables de hacerlo. 

Por otra parte, no hay incentivos para garantizar que las personas que contratan un 
servicio de comunicación por celular y que se registran mantengan los mismos datos 
en un periodo posterior. De tal forma que el RENAUT además de contener registros 
falsos, también contiene registros desactualizados. 

Asimismo, algunos especialistas afirman que la obligación de registrar teléfonos 
móviles ha generado incentivos para el robo de equipos. Como ya se ha dicho, se 
calcula que cerca del 40% de los asaltos a transeúntes tiene como objetivo el robo 
de equipos celulares. 

Existen otros datos que hablan por sí mismos de la ineficacia del RENAUT. No debe 
perderse de vista que cualquier delincuente puede hacer uso de un teléfono 
comprado en el extranjero con el servicio de "roaming", realizar una llamada con 
enlace de un equipo de cómputo o comprar un chip en menos de 70 pesos en el 
mercado informal, ya sea robado o inscrito de forma fraudulenta en el RENAUT, para 
extorsionar, secuestrar o cometer cualquier otro ilícito. 

Un problema adicional es la posibilidad de que la información suministrada por los 
usuarios pueda ser sustraída de la base de datos y empleada de forma indebida. 

Al final, queda claro que el RENAUT se inscribe en una clara tendencia de dejar en 
manos de los ciudadanos responsabilidades y deberes que corresponden 
exclusivamente a la autoridad...” 
“...El 9 de febrero de 2009 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el decreto 
por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de 
Telecomunicaciones, con el objetivo fundamental de establecer el Registro Nacional 
de Usuarios de Telefonía Móvil (RENAUT) a fin de coadyuvar en la prevención, 
investigación y persecución de delitos como el secuestro y la extorsión, en los que 
frecuentemente se utilizan teléfonos móviles. 

Sin embargo, a casi dos años de la publicación del decreto las reformas no han 
logrado los resultados esperados. Pero no sólo eso: su diseño inadecuado ha 
facilitado la comisión de aquellos delitos que se buscó combatir o ha generado 
lagunas e incentivos para la comisión de conductas como el robo de datos 
personales. 

Las vulnerabilidades del RENAUT fueron visibles desde los primeros días. Incluso, a 
unas horas de iniciar su operación, aparecieron registros falsos a nombre de 
personalidades de la historia, la política, los deportes o la farándula. Basta decir que 
a mediados de 2010 la Comisión Federal de Telecomunicaciones (COFETEL) 
informó que entre 10 mil y 50 mil registros eran apócrifos. Hace unos meses el 
presidente de la COFETEL, Mony de Swaan, reconoció que el RENAUT debe 
revisarse, pues ni siquiera se ha avanzado en la etapa de verificación de la identidad 
de los usuarios registrados. 

Como bien han señalado diversos especialistas, el registro de un teléfono mediante 
nombre y Clave Única de Registro de Población (CURP) no garantiza la veracidad de 
los datos y menos aún que en el caso de cometerse un delito realmente se atrape al 
culpable; por el contrario, puede culparse a una persona que no lo sea. 

Por otro lado, no debemos perder de vista que la venta de tarjetas SIM, mejor 
conocidos como chips telefónicos, en el mercado informal permite a cualquiera tener 
acceso a una línea de teléfono móvil sin ser responsable de las llamadas que realice. 
En realidad, cualquier miembro de la delincuencia organizada que requiera un celular 
para extorsionar, secuestrar o cometer cualquier otro ilícito, sólo tiene que invertir  
70 pesos para comprar en el mercado informal un chip, inscrito de forma fraudulenta 
en el RENAUT, que le permitirá disponer de una línea sin que ninguno de sus datos 
queden registrados. Si los chips se compran por mayoreo, su precio puede bajar 
hasta 50 pesos. 

Y cuando la delincuencia no tiene acceso a un chip, puede recurrir a métodos 
tradicionales. Se calcula que cerca del 40% de los asaltos a transeúntes tiene como 
objetivo el robo de equipos celulares. 
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Como si todo lo anterior no fuese suficiente, debemos señalar que ha sido 
ampliamente documentada la comercialización de los datos contenidos en el 
RENAUT. Tan sólo en el mes de junio de 2010 diversos usuarios de internet ofrecían 
el padrón completo de usuarios por 500 pesos, con la posibilidad de recibirlo en 
disco compacto hasta la puerta de la casa. 

Un dato final: de acuerdo con cifras de diversas organizaciones civiles, en 2008, 
antes de la implementación del RENAUT, se registraban cerca de 4,400 llamadas de 
extorsión al día. En 2010, la cifra se incrementó en más de 40% al alcanzar las  
6,400 diarias. 

Entonces cabe preguntarse ¿para qué ha servido el RENAUT?...” 

301. En esa tesitura, este Tribunal Pleno, con base en experiencias anteriores, valora que no es posible 
sostener que la creación de este tipo de padrones garantice que efectivamente se vaya a identificar a 
los responsables de los delitos, experiencias que ilustran, además, que, ante fallas de seguridad, ese 
tipo de padrones conllevan riesgos importantes para la protección de los datos personales e incluso 
pueden facilitar la comisión misma de los delitos que pretende combatir. 

302. Pero, además, tampoco existen elementos suficientes que nos permitan afirmar de manera categórica 
que la información que proporciona el PANAUT a las autoridades investigadoras es mejor o más 
idónea para identificar a los presuntos responsables de aquella que pueda obtenerse de la intervención 
de una comunicación privada. 

303. Por el contrario, nada impide pensar que la identificación de dichos agentes pueda realizarse de forma 
igualmente efectiva a través de la intervención de comunicaciones privadas, pues como se señaló 
anteriormente, el cúmulo de información y datos generados en los procesos comunicativos puede ser 
muy vasto, valioso y útil para tal finalidad; nombres, direcciones, parentescos, pseudónimos, 
actividades, ubicación, son datos que pueden obtenerse a través del uso de estas técnicas y que 
desde luego, ayudan en gran medida a identificar a los infractores, considerando además, que los 
concesionarios tienen ya la obligación de conservar el nombre y domicilio del suscriptor al margen del 
PANAUT, en los términos del artículo 190, fracción II, de la ley impugnada. 

304. Finalmente, se estima que esta objeción parte de un enfoque equivocado. 

305. En efecto, se ha explicado que la idoneidad de la medida implica reconocer la conexión que en 
términos de utilidad existe entre la opción adoptada y el fin perseguido. En ese sentido, debe 
recordarse que el fin legítimo que persigue el PANAUT es colaborar con las autoridades de justicia en 
relación con la comisión de un delito, especialmente cuando se realiza mediante telefonía celular. 

306. Si esta es la finalidad, ¿podría afirmarse que la creación del PANAUT es más idónea que la 
intervención de comunicaciones para poder satisfacerla? Lo realidad es que no, puesto que ambas 
herramientas son susceptibles de proporcionar información sumamente valiosa para la investigación, 
persecución y sanción de este tipo de delitos. 

307. Pero aun concediendo que con la creación del PANAUT se permita identificar con mayor facilidad a los 
posibles responsables de la comisión de estos delitos, ello no conduce a sostener que la medida por 
tanto es más idónea para colaborar con las autoridades de justicia en relación con la comisión de un 
delito, pues la identificación de los posibles implicados constituye sólo uno de los elementos de aquello 
que debe investigarse a fin de poder fincar las responsabilidades y establecer las sanciones penales 
correspondientes, por tanto, contar con esta información no implica por sí mismo que el combate a la 
delincuencia va a ser más efectivo. 

308. En consecuencia, este Tribunal Pleno considera que ambas medidas –intervención de comunicaciones 
y PANAUT– son igualmente idóneas para colaborar con las autoridades de justicia en relación con la 
comisión de un delito, pues ambos mecanismos son susceptibles de proporcionar a las autoridades de 
seguridad y procuración de justicia información útil a fin de investigar las conductas, identificar a los 
responsables e imponer las sanciones respectivas. 

309. No obstante, a pesar de que existe una equivalencia en términos de utilidad entre ambas medidas, 
debe reconocerse que, en su conjunto, la intervención de comunicaciones privadas resulta una 
medida menos restrictiva de los derechos a la privacidad y protección de datos personales de lo que 
resulta la creación y regulación del PANAUT. 

310. Esto porque, si bien intervenir las comunicaciones privadas de los particulares representa en sí mismo 
una afectación fuerte en el derecho a la privacidad, lo cierto es que la figura se encuentra revestida de 
una serie de garantías y salvaguardas que permiten advertir que, en su conjunto, someten a estos 
derechos a un nivel más bajo de afectación de aquella que produce el PANAUT. 
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311. En primer lugar, porque el acceso del Estado a esta información no es generalizado, es decir, no se 
permite que las autoridades competentes puedan acceder de manera irrestricta a todos los procesos 
de comunicación que se lleven a cabo a través del uso de telefonía móvil. Por el contrario, de los 
artículos 292 y 293 del Código Nacional de Procedimientos Penales se puede apreciar que el acceso a 
dicha información es limitado. 

312. Tanto en la solicitud de intervención de comunicaciones como en la autorización que en su caso 
otorgue el juez, debe precisarse: i) la persona o personas que serán sujetas a la medida; ii) la 
identificación del lugar o lugares donde se realizará; iii) si fuere posible, el tipo de comunicación 
intervenida; iv) su duración; v) el proceso que se llevará a cabo; y vi) las líneas, número o aparatos que 
serán intervenidos y en su caso, vii) la denominación de la empresa concesionada del servicio de 
telecomunicaciones a través del cual se realizará la comunicación objeto de intervención. 

313. Esto quiere decir que la intervención de las comunicaciones privadas está circunscrita un caso en 
particular, a una persona o personas en concreto, o a un equipo o línea en específico, por lo que no 
puede abarcar a todos los usuarios de telefonía móvil ni a todos los procesos de comunicación, lo que 
evita que se instaure un sistema de vigilancia generalizado que, como correctamente lo afirman los 
accionantes, iría en contra de las bases de una sociedad democrática. 

314. Sobre este punto en específico debe advertirse que los Principios del CJI, concretamente el Principio 
Tres referido a la Pertinencia y Necesidad, establece lo siguiente: 

“Los datos personales deberían ser únicamente los que resulten adecuados, 
pertinentes y limitados al mínimo necesario para las finalidades específicas de su 
recopilación y tratamiento ulterior” 

315. Al respecto, señala el referido Comité que la pertinencia y la necesidad son principios cruciales de la 
protección de datos y la privacidad personal. Desde luego, sus requisitos deben evaluarse en relación 
con el contexto específico en el cual se recopilen y ulteriormente traten los datos. Las consideraciones 
contextuales incluyen qué datos particulares se recopilan y con qué finalidades. 

316. Respecto de la pertinencia, el Comité refiere que este requisito significa que los datos personales 
requeridos deben guardar una relación razonable con la finalidad para la cual hayan sido recopilados y 
se tenga la intención de usarlos. 

317. Por su parte, explica que la necesidad tiene una doble dimensión. En primer lugar, impone que los 
datos personales sean tratados solamente de una forma acorde con las finalidades expresas de su 
recopilación, por ejemplo, cuando sean necesarios para proporcionar el servicio o el producto solicitado 
por la persona. Pero, además, implica que los recopiladores y encargados de datos deben seguir un 
criterio de “limitación” o “minimización”, de acuerdo con el cual deben hacer un esfuerzo razonable 
para cerciorarse de que los datos personales que manejen correspondan al mínimo necesario para la 
consecución de la finalidad expresa. 

318. Sobre este punto son coincidentes los Estándares Iberoamericanos, pues el Principio 18, denominado 
Principio de Proporcionalidad, establece que “el responsable tratará únicamente los datos personales 
que resulten adecuados, pertinentes y limitados al mínimo necesario con relación a las finalidades que 
justifican su tratamiento. 

319. Estos estándares se encuentran incorporados en nuestro derecho interno por la Ley General de 
Protección de Datos en Posesión de Sujetos Obligados, pues su artículo 16 establece que el 
responsable deberá observar los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, 
proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de datos personales.105 Por su parte, 
el artículo 25 establece que dicho responsable sólo deberá tratar los datos personales que resulten 
adecuados, relevantes y estrictamente necesarios para la finalidad que justifica su 
tratamiento.106 Finalmente, el ya referido artículo 80 establece que la obtención y tratamiento de datos 
personales por parte de los sujetos obligados competentes en instancias de seguridad, procuración y 
administración de justicia, está limitada a aquellos supuestos y categorías de datos que resulten 
necesarios y proporcionales para el ejercicio de las funciones en materia de seguridad nacional, 
seguridad pública, o para la prevención o persecución de los delitos.107 

                                                 
105 Artículo 16. El responsable deberá observar los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, 
información y responsabilidad en el tratamiento de datos personales. 
106 Artículo 25. El responsable sólo deberá tratar los datos personales que resulten adecuados, relevantes y estrictamente necesarios para la 
finalidad que justifica su tratamiento. 
107 Artículo 80. La obtención y tratamiento de datos personales, en términos de lo que dispone esta Ley, por parte de las sujetos obligados 
competentes en instancias de seguridad, procuración y administración de justicia, está limitada a aquellos supuestos y categorías de datos 
que resulten necesarios y proporcionales para el ejercicio de las funciones en materia de seguridad nacional, seguridad pública, o para la 
prevención o persecución de los delitos. Deberán ser almacenados en las bases de datos establecidas para tal efecto. 
Las autoridades que accedan y almacenen los datos personales que se recaben por los particulares en cumplimiento de las disposiciones 
legales correspondientes, deberán cumplir con las disposiciones señaladas en el presente Capítulo. 
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320. En contraposición a estos estándares, el sistema normativo que crea y regula el PANAUT impone la 
recopilación generalizada de información privada y de datos personales, pues la obligación de 
entregar esta información recae sobre todas aquellas personas físicas o morales que sean 
titulares de una línea de telefonía móvil. 

321. El riesgo de la medida se impone por sí mismo, pues como se explicó, hoy en día la tenencia y el uso 
de un celular es una práctica muy extendida que tiene una importancia creciente en la vida cotidiana de 
las personas. Tan es así, que conforme al Banco de Información de Telecomunicaciones (BIT)108 
emitido por el Instituto Federal de Telecomunicaciones, al primer trimestre de dos mil veintiuno, el 
número de líneas telefónicas móviles existentes era de 123,377,078 (ciento veintitrés millones 
trescientos setenta y siete setenta y ocho), lo que implica que hasta el año pasado existían noventa y 
ocho líneas por cada cien habitantes. 

322. En consecuencia, dada la densidad de líneas de telefonía móvil que hoy en día existe, debe advertirse 
que el Estado a partir de la creación y regulación del PANAUT, podrá recopilar, administrar, conservar 
por tiempo indefinido y tener acceso a la información básica privada y más íntima de casi de toda la 
población del país. 

323. Sobre este punto, debe resaltarse que la generalización de la medida a tal escala conlleva que la 
entrega de los datos personales e íntimos de los usuarios de telefonía móvil al Estado, así como su 
acceso y disponibilidad, no presupone una relación entre dichos datos y una amenaza para la 
seguridad pública vinculada con la comisión de un delito, pues a pesar de que las personas no se 
encuentren ni siquiera indirectamente en una situación que pueda dar lugar a acciones penales, de 
todas maneras deberá entregar su información al Estado. 

324. La medida aplica por igual a personas respecto de las que no existen indicios que sugieran que su 
comportamiento pueda guardar relación, incluso indirecta o remota, con delitos. No se prevé algún tipo 
de excepción, abarca a cualquier tipo de usuarios sin distinción, incluyendo por ejemplo a menores de 
edad, como correctamente lo afirman los accionantes. 

325. De estos aspectos, es posible concluir que el legislador optó por establecer una medida global y 
estandarizada, que implica recabar de forma indistinta la información privada e íntima prácticamente 
toda la población del país y entregársela al Estado, con independencia de que las personas o la 
información esté relacionada, directa o indirectamente con los hechos delictivos. 

326. Para este Tribunal Pleno, este criterio de recopilación y acceso es contrario a los estándares 
previamente expuestos, pues el principio de necesidad de la información obliga a reconocer que la 
conservación y al acceso a la información privada y datos personales debe responder a criterios 
objetivos que permitan advertir una relación entre los datos que sean objeto de tratamiento y el objetivo 
que se pretende lograr. La recopilación y el acceso a los datos debe responder efectiva y estrictamente 
a la satisfacción de tales objetivos. En particular, estos criterios deben permitir que pueda delimitarse 
en la práctica de modo efectivo el alcance de la medida y, en consecuencia, el público afectado.109 

327. En consecuencia, una recopilación que incluya a todos los usuarios de telefonía móvil y cuya entrega 
se realiza directamente al Estado con independencia de que exista una relación, al menos indirecta, 
con el fin perseguido, no puede considerarse limitada a lo estrictamente necesario. Por el 
contrario, este requisito de necesidad, en atención al fin legítimo previamente identificado, estaría 
vinculado con los datos de personas de las que se encuentren relacionadas con la posible comisión de 
un delito. 

328. En contraposición, la intervención de comunicaciones, como quedó expuesto, está circunscrita a casos 
particulares, a una persona o personas en concreto, o a equipos o líneas en específico y sobre todo, a 
la existencia de razones y motivos que relacionen a dichas personas o equipos con las conductas que 
se investigan, por tanto, no implica la intervención de todas las comunicaciones, ni incluye todos los 
usuarios de telefonía móvil, lo que evita que se instaure un sistema de vigilancia generalizado. 

                                                 
108 Consultable en el siguiente link: https://bit.ift.org.mx/BitWebApp/informacionEstadistica.xhtml 
109 Sobre este punto resulta sumamente ilustrativa la jurisprudencia emitida por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea a partir de 
diversas resoluciones en las que analizó la compatibilidad entre los artículos 7 y 8 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea que protegen la privacidad y los datos personales, frente a diversas directivas que trataban de establecen estándares generales 
sobre la conservación por parte de los proveedores de servicios de comunicaciones electrónicas de acceso público o de una red pública de 
comunicaciones, de determinados datos generados o tratados por dichos proveedores para garantizar que los datos estén disponibles con 
fines de prevención, investigación, detección y enjuiciamiento de delitos graves. 
Véase Digital Rights Ireland y Seitlinger y otros. C-293/12 y C-594/12. Sentencia de 8 de abril de 2014. Tele2 Sverige y Watson y otros.  
C-203/15 y C698/15. Sentencia de 21 de diciembre de 2016. Ministerio Fiscal. C-207/16. Sentencia de dos de octubre de dos mil dieciocho. 
Ordre des barreaux francophones et germanophone, Académie Fiscale ASBL y otros. C-520/18. Sentencia de quince de enero de dos mil 
veinte. Privacy International y otros. C-623/17. Sentencia de seis de octubre de dos mil veinte.  
Desde luego, se reconoce que estas resoluciones no son en sentido alguno vinculantes para esta Corte, no obstante, resultan orientadoras 
acerca de la perspectiva a partir de la cual el referido Tribunal Europeo afronta una problemática muy similar a la que ahora se analiza. 
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329. De ahí que resulte medianamente clara la diferencia que sobre este punto existe en el grado de 
afectación a los derechos de privacidad y protección de datos personales entre un mecanismo y otro. 

330. Otro aspecto que debe resaltarse sobre la intervención de las comunicaciones privadas es que la 
injerencia que provoca en estos derechos está sujeta a un control judicial, pues por mandato 
expreso de la Constitución General y del Código Nacional de Procedimientos Penales, la intervención 
de comunicaciones debe ser necesariamente autorizada y supervisada por un juez, lo que de entrada 
imprime una importante salvaguarda para estos derechos. 

331. En contraposición, de la regulación del PANAUT no se advierte que el acceso del Estado a la 
información privada y los datos personales de los usuarios de telefonía móvil esté sujeto a un 
control judicial.110 

332. Por el contrario, de las normas que integran el Decreto impugnado se puede apreciar que toda la 
información que integre el PANAUT va a ser entregada por mandato legal al Estado, a través del 
Instituto Federal de Telecomunicaciones, pues de conformidad con los artículos 15, fracción XLII Bis, 
180 Quintes y 180 Sextus de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, los 
concesionarios de telecomunicaciones y en su caso, los autorizados, deberán recabar la información 
de los usuarios de telefonía móvil para después ingresarla al Padrón Nacional de Usuarios de 
Telefonía Móvil, el cual será instalado, operado, mantenido y validado por el Instituto Federal de 
Telecomunicaciones. 

333. Esto significa que todos los datos e información que integran el PANAUT estará en manos del Estado 
de manera automática por efecto de las normas que se combaten, de tal suerte que para otorgar dicho 
acceso no se requerirá de orden judicial o mecanismo jurídico adicional. En otras palabras, por 
mandato de ley el Estado es el poseedor, administrador y operador de toda esta información 
privada, datos personales y datos sensibles entregados por todos los usuarios de telefonía móvil, lo 
que nuevamente imprime un fuerte riesgo a la privacidad e intimidad de las personas. 

334. Contrario a esta situación y a fin de establecer salvaguardas suficientes que garanticen que la 
limitación al derecho a la privacidad y el acceso a los datos personales sea el estrictamente 
indispensable y necesario en estos supuestos de investigación y persecución de delitos, es que este 
Tribunal Pleno estima necesario establecer que dicho acceso por un lado, debe estar condicionado a 
criterios objetivos que permitan definir las circunstancias y los requisitos conforme a los cuales pueda 
otorgarse y además, salvo en casos de urgencia debidamente justificados, dicho acceso debe estar 
sujeto a un control previo de un órgano jurisdiccional. 

335. En esa tesitura, el hecho de que todos los usuarios de telefonía móvil deban entregar su información 
privada y datos personales directamente al Estado, tal y como lo establece el Decreto impugnado, 
resulta claramente incompatible con este parámetro.111 

336. No pasa inadvertido que el artículo 180 Septimus, último párrafo, de la Ley Federal de 
Telecomunicaciones establece que las autoridades de seguridad, procuración y administración de 
justicia que cuenten con la facultad expresa para requerir los datos del PANAUT podrán tener acceso a 
esta información. 

337. Sin embargo, debe reiterarse que esta previsión no regula el acceso del Estado a la información que 
integra el PANAUT, pues como ha quedado expuesto, dicho acceso ya lo tiene por mandato legal al 
ser el poseedor, administrador y operador de la misma, de tal suerte que lo único que regula este 
precepto es la transferencia de la información de un órgano del Estado a otro, concretamente del 
Instituto Federal de Telecomunicaciones a las autoridades procuración y administración de justicia. 

338. Sobre este punto cabe destacar que dicha transferencia tampoco se sujeta a un control judicial previo, 
de hecho, el Decreto combatido ni siquiera precisa qué autoridades, en qué supuestos o bajo qué 
circunstancias o con arreglo a qué requisitos el Instituto Federal de Telecomunicaciones deberá otorgar 

                                                 
110 Para efectos de claridad en la votación emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en las sesiones de los días 
veinticinco y veintiséis de abril de dos mil veintidós, específicamente, en relación con el voto emitido por la señora Ministra Esquivel Mossa y 
el señor Ministro Pardo Rebolledo, quienes manifestaron apartarse del párrafo 310 del proyecto de sentencia sometido a consideración del 
tribunal Pleno, se informa que, derivado de las modificaciones aceptadas en dichas sesiones, tal párrafo pasó a ser el número 331 en el 
presente engrose. 
111 Para efectos de claridad en la votación emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en las sesiones de los días 
veinticinco y veintiséis de abril de dos mil veintidós, específicamente, en relación con el voto emitido por la señora Ministra Esquivel Mossa y 
el señor Ministro Pardo Rebolledo, quienes manifestaron apartarse de los párrafos 313 y 314 del proyecto de sentencia sometido a 
consideración del tribunal Pleno, se informa que, derivado de las modificaciones aceptadas en dichas sesiones, tales párrafos pasaron a ser 
los números 334 y 335 en el presente engrose. 
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el acceso a esta información a las autoridades de investigación y procuración de justicia, ni tampoco si 
en determinados supuestos y en cuáles, podrá negarse a dicha solicitud, aspectos que en opinión de 
este Tribunal Pleno, era necesario que estuvieran contemplados en una ley y no en disposiciones 
administrativas.112 

339. Nuevamente, derivado de este aspecto relativo al control previo, debe concluirse que el riesgo que 
genera el PANAUT en los derechos a la privacidad y protección de datos personales de los usuarios de 
telefonía móvil es mayor de aquel que plantea la intervención de comunicaciones privadas. 

340. Otro elemento que resulta de la mayor relevancia para efectos de este estudio comparativo es que la 
intervención de las comunicaciones privadas es temporal. En efecto, el artículo 292 del Código 
Nacional de Procedimientos establece que el plazo de la intervención incluyendo prórrogas, no podrá 
exceder de seis meses, por lo que trascurrido dicho plazo sólo podrán autorizarse nuevas 
intervenciones cuando el Ministerio Público acredite nuevos elementos que así lo justifiquen. Por su 
parte, el artículo 300 de dicha legislación penal establece entre otras cosas, que los registros de las 
intervenciones serán destruidos una vez que se decrete el archivo definitivo, el sobreseimiento o la 
absolución del imputado. 

341. A diferencia de lo anterior, de los diversos preceptos que integran el Decreto que crea y regula el 
PANAUT no se advierte la existencia de alguna previsión legal que sujete a alguna temporalidad la 
conservación de la información privada y datos personales de los usuarios de telefonía móvil, lo que 
permite inferir que la afectación a estos derechos tiene una condición permanente. 

342. Sobre este punto, conviene referir nuevamente a los Principios del CJI, pues el Principio Cuarto que 
habla del Tratamiento y Conservación Limitados, establece lo siguiente: 

“Los datos personales deberían ser tratados y conservados solamente de manera 
legítima no incompatible con las finalidades para las cuales se recopilaron. Su 
conservación no debería exceder del tiempo necesario para cumplir dichas 
finalidades, de conformidad con la legislación nacional correspondiente.” 

343. Por su parte, los Estándares Iberoamericanos prevén el siguiente texto: 

“19. Principio de calidad 

19.1. El responsable adoptará las medidas necesarias para mantener exactos, 
completos y actualizados los datos personales en su posesión, de tal manera que no 
se altere la veracidad de éstos conforme se requiera para el cumplimiento de las 
finalidades que motivaron su tratamiento. 

19.2. Cuando los datos personales hubieren dejado de ser necesarios para el 
cumplimiento de las finalidades que motivaron su tratamiento, el responsable 
los suprimirá o eliminará de sus archivos, registros, bases de datos, 
expedientes o sistemas de información, o en su caso, los someterá a un 
procedimiento de anonimización. 
19.3. En la supresión de los datos personales, el responsable implementará métodos 
y técnicas orientadas a la eliminación definitiva y segura de éstos. 

19.4. Los datos personales únicamente serán conservados durante el plazo 
necesario para el cumplimiento de las finalidades que justifiquen su 
tratamiento o aquéllas relacionadas con exigencias legales aplicables al 
responsable. No obstante, la legislación nacional de los Estados Iberoamericanos 
aplicable en la materia podrá establecer excepciones respecto al plazo de 
conservación de los datos personales, con pleno respeto a los derechos y garantías 
del titular.” 

344. Al respecto, el Comité Jurídico Interamericano ha señalado que los datos personales deben 
conservarse de forma que se permita la identificación de sus titulares únicamente durante el tiempo 
que sea necesarios para las finalidades del tratamiento. Sostiene que la realidad de la tecnología 
moderna exige una limitación general sobre este aspecto, pues la conservación innecesaria y excesiva 
de esta información tiene evidentes implicaciones negativas para la privacidad y la protección de los 
datos personales. 

                                                 
112 Para efectos de claridad en la votación emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en las sesiones de los días 
veinticinco y veintiséis de abril de dos mil veintidós, específicamente, en relación con el voto emitido por la señora Ministra Esquivel Mossa y 
el señor Ministro Pardo Rebolledo, quienes manifestaron apartarse del párrafo 317 del proyecto de sentencia sometido a consideración del 
tribunal Pleno, se informa que, derivado de las modificaciones aceptadas en dichas sesiones, tal párrafo pasó a ser el número 338 en el 
presente engrose. 
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345. Por tanto, los responsables deben disponer de los datos de una manera segura y definitiva a través, 
por ejemplo, de eliminar sus archivos, registros, bases de datos, expedientes o sistemas de 
información, o bien someterlos a un proceso de anonimización, cuando ya no se necesiten para su fin 
original o tal como se disponga en la legislación nacional. 

346. Se precisa que los datos personales podrán conservarse durante períodos más largos siempre que se 
traten exclusivamente con fines archivísticos, de investigación científica e histórica o fines estadísticos, 
sin perjuicio de la aplicación de las medidas técnicas y organizativas apropiadas para proteger los 
derechos y libertades del titular. 

347. Debe señalarse, que este estándar internacional se encuentra incorporado en nuestro derecho interno, 
pues los artículos 23 de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados, 11 y 13 de la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de Particulares 
establecen que los plazos de conservación de los datos personales no deben exceder aquellos que 
sean necesarios para el cumplimiento de las finalidades que justificaron su tratamiento, de tal suerte 
que concluido y una vez que los datos hayan dejado de ser necesarios, deberán ser suprimidos.113 

348. A la luz de esos estándares, como ya se mencionó, debe advertirse que el sistema normativo que crea 
y regula el PANAUT no establece una temporalidad a la cual estará sujeta la conservación de los 
datos personales de los usuarios de telefonía móvil, lo que permite inferir entonces que dicha 
conservación será por tiempo indefinido, aspecto que resulta contrario a los estándares nacionales e 
internacionales previamente expuestos. 

349. No se deja de advertir que, acorde con tales parámetros, la temporalidad de la conservación de los 
datos puede no estar determinada por un plazo en específico, sino por la utilidad que la información 
represente para la satisfacción de una determinada finalidad. Sin embargo, aun reconociendo este 
aspecto, lo cierto es que la conservación de la información debe continuar estando sujeta a una 
temporalidad, la cual puede no estar determinada, pero ser determinable, sin que dicho grado de 
indeterminación pueda traducirse en una conservación de datos por tiempo indefinido. 

350. Recordemos que el Comité es claro en establecer que la realidad de la tecnología moderna exige una 
limitación general por cuanto hace a la conservación de los datos personales, de ahí que dicha 
conservación debe ser necesariamente temporal, pues la conservación innecesaria y excesiva 
compromete de manera importante la protección de la privacidad y los datos personales. 

351. En ese sentido, no puede sostenerse que la temporalidad de la conservación de la información que 
integra el PANAUT está implícita, en tanto deba entenderse que los datos se conservarán mientras 
sean útiles y necesarios para el combate de los delitos cometidos mediante el uso de dispositivos 
móviles. 

352. Esto porque, dada la naturaleza de esta finalidad, su satisfacción en la realidad no estaría sujeta a una 
temporalidad, o ¿cuándo puede considerarse que esta información ha perdido su utilidad para efecto 
de contribuir en la investigación y persecución de delitos cometidos mediante el uso de teléfonos 
celulares? Cuando ya no se cometan delitos a través del uso de un celular, o bien, cuando se tenga la 
certeza de que el titular de los datos ya no cometerá un delito a través de estos dispositivos. Ambos 
supuestos se tornan irrazonables, de ahí que en opinión de este Tribunal Pleno no se puede adoptar 

                                                 
113 LGPDPPSO 
Artículo 23. El responsable deberá adoptar las medidas necesarias para mantener exactos, completos, correctos y actualizados los datos 
personales en su posesión, a fin de que no se altere la veracidad de éstos. 
Se presume que se cumple con la calidad en los datos personales cuando éstos son proporcionados directamente por el titular y hasta que 
éste no manifieste y acredite lo contrario. 
Cuando los datos personales hayan dejado de ser necesarios para el cumplimiento de las finalidades previstas en el aviso de privacidad y 
que motivaron su tratamiento conforme a las disposiciones que resulten aplicables, deberán ser suprimidos, previo bloqueo en su caso, y una 
vez que concluya el plazo de conservación de los mismos. 
Los plazos de conservación de los datos personales no deberán exceder aquéllos que sean necesarios para el cumplimiento de las 
finalidades que justificaron su tratamiento, y deberán atender a las disposiciones aplicables en la materia de que se trate y considerar los 
aspectos administrativos, contables, fiscales, jurídicos e históricos de los datos personales. 
LFPDPPP 
Artículo 11.- El responsable procurará que los datos personales contenidos en las bases de datos sean pertinentes, correctos y actualizados 
para los fines para los cuales fueron recabados. 
Cuando los datos de carácter personal hayan dejado de ser necesarios para el cumplimiento de las finalidades previstas por el aviso de 
privacidad y las disposiciones legales aplicables, deberán ser cancelados. 
El responsable de la base de datos estará obligado a eliminar la información relativa al incumplimiento de obligaciones contractuales, una vez 
que transcurra un plazo de setenta y dos meses, contado a partir de la fecha calendario en que se presente el mencionado incumplimiento. 
Artículo 12.- El tratamiento de datos personales deberá limitarse al cumplimiento de las finalidades previstas en el aviso de privacidad. Si el 
responsable pretende tratar los datos para un fin distinto que no resulte compatible o análogo a los fines establecidos en aviso de privacidad, 
se requerirá obtener nuevamente el consentimiento del titular. 
Artículo 13.- El tratamiento de datos personales será el que resulte necesario, adecuado y relevante en relación con las finalidades previstas 
en el aviso de privacidad. En particular para datos personales sensibles, el responsable deberá realizar esfuerzos razonables para limitar el 
periodo de tratamiento de los mismos a efecto de que sea el mínimo indispensable. 



Lunes 12 de diciembre de 2022 DIARIO OFICIAL 193 

este criterio, pues ello implicaría defraudar la razón de ser de estos estándares que buscan fijar 
siempre un límite temporal a la conservación de información privada y datos personales. En 
consecuencia, no es posible que a través de esta interpretación se autorice la conservación por tiempo 
indefinido de información privada por parte del Estado. 

353. Así, a la luz de las consideraciones expuestas anteriormente, debe reconocerse que la intervención de 
comunicaciones privadas es una herramienta de investigación que resulta igualmente idónea para 
colaborar con las autoridades de justicia en relación con la comisión de un delito que se cometa 
mediante el uso de dispositivos de telefonía móvil, puesto que es susceptible de proporcionar 
información valiosa y útil a las autoridades de procuración y administración de justicia a fin de 
investigar las conductas, identificar a los sujetos activos del delito, así como fincar las 
responsabilidades penales correspondientes. 

354. Sin embargo, esta medida resulta menos restrictiva de los derechos a la privacidad y protección de 
datos personales en comparación con la que genera el PANAUT, pues la restricción que produce en 
estos derechos no es generalizada sino concreta y determinada, es temporal y no permanente, y, 
sobre todo, está sujeta a un control judicial. 

355. Geolocalización y entrega de datos conservados por los concesionarios de telecomunicaciones 
o autorizados. El artículo 190, fracciones I y II, de la Ley Federal de Telecomunicaciones establece la 
obligación a cargo los concesionarios de telecomunicaciones o autorizados de conservar un registro y 
control de las comunicaciones realizadas desde cualquier tipo de línea que utilice numeración propia o 
arrendada, bajo cualquier modalidad, que permita identificar con precisión, entre otros, los 
siguientes datos: i) nombre, denominación social y domicilio del suscriptor; ii) tipo de comunicación;  
iii) datos necesarios para rastrear e identificar el origen y destino de las comunicaciones de telefonía 
móvil, como son número de destino, modalidad de líneas con contrato o plan tarifario, como en la 
modalidad de líneas de prepago; iv) datos necesarios para determinar la hora, fecha y duración de la 
comunicación; así como v) la ubicación digital del posicionamiento geográfico de las líneas telefónicas. 

356. De dicho precepto se puede apreciar que los concesionarios de telecomunicaciones ya estaban 
obligados a generar una base de datos sobre las comunicaciones realizadas a través del uso de 
dispositivos móviles, precisamente con la finalidad de contribuir con las autoridades de seguridad y 
procuración de justicia en el combate a la delincuencia, ello a través de la identificación y ubicación de 
las líneas utilizadas para la comisión de los ilícitos, incluidos el nombre y domicilio del titular de la línea, 
en cualquiera de sus modalidades de contratación. 

357. En tesitura, el artículo 303 del Código Nacional de Procedimientos Penales establece que, cuando se 
estime necesario para la investigación, se podrá solicitar al juez de control que ordene a los 
concesionarios de telecomunicaciones, autorizados o proveedores de servicios de aplicaciones y 
contenidos proporcionar con la oportunidad y suficiencia necesaria a la autoridad investigadora la 
localización geográfica en tiempo real o entrega de los datos conservados de los equipos de 
comunicación móvil asociados a una línea que se encuentra relacionada con los hechos  
que se investigan. 

358. Inclusive se establece que excepcionalmente, cuando esté en peligro la integridad física o la vida de 
una persona o se encuentre en riesgo el objeto del delito, así como en hechos relacionados con la 
privación ilegal de la libertad, secuestro, extorsión o delincuencia organizada, el Procurador podrá 
ordenar directamente la entrega de esta información y una vez que este requerimiento haya sido 
cumplimentado, dichas autoridades deberán informar al Juez correspondiente a fin de que revise  
dicha actuación. 

359. De estos elementos, es posible apreciar que la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión y 
el Código Nacional de Procedimientos Penales prevén una figura que permite a las autoridades 
encargadas de la investigación y persecución de los delitos, acceder a diversa información relacionada 
con el uso de una línea de telefonía móvil, como el nombre y domicilio del suscriptor, los datos 
necesarios para rastrear e identificar el origen y destino de las comunicaciones de telefonía móvil, 
número de destino, modalidad de líneas con contrato o plan tarifario, la modalidad de líneas de 
prepago; los datos necesarios para determinar la hora, fecha y duración de la comunicación; así como 
la ubicación digital del posicionamiento geográfico de las líneas telefónicas.114 

360. La pregunta que surge es: ¿este mecanismo es igualmente idóneo en relación con el PANAUT para 
colaborar con las autoridades de justicia, en relación con la comisión de delitos mediante el uso de 
dispositivos de telefonía móvil? 

                                                 
114 Sobre el particular, resulta de utilidad consultar los “Lineamientos de Colaboración en Materia de Seguridad y Justicia” emitidos por el 
Instituto Federal de Telecomunicaciones. 



194 DIARIO OFICIAL Lunes 12 de diciembre de 2022 

361. Para este Tribunal Pleno la respuesta es afirmativa. Primero porque, al igual que el PANAUT, 
constituye una base de datos relacionada con el uso de líneas de telefonía móvil que tiene por objeto 
proporcionar información y datos a las autoridades de investigación y procuración de justicia sobre el 
uso de un determinado dispositivo móvil vinculado con comisión de un delito, la cual podría ser útil y 
valiosa para la investigación de este tipo de conductas, la identificación de los posibles responsables y 
su domicilio, así como el establecimiento de las sanciones respectivas, de ahí la relación de 
instrumentalidad que existe entre la medida y el fin perseguido. 

362. En ese sentido, debe reconocerse que la ubicación en tiempo real de un equipo de telefonía móvil, el 
propio nombre y domicilio del suscriptor, el origen o destino de la comunicación, fecha y hora de la 
primera activación, el lugar de la compra del dispositivo de prepago o tarjera SIM o los datos del 
distribuidor al que fueron entregados tales dispositivos, desde luego que pueden abonar, contribuir y 
encaminar la investigación hacia la identificación de las personas que utilicen o detenten la posesión 
de los aparatos y por lo tanto su probable participación en los hechos investigados. Hoy en día resulta 
innegable la estrecha relación que existe entre un equipo móvil y la persona. 

363. Sobre este punto, podría pensarse que el PANAUT, por el tipo de información que lo integra, constituye 
una herramienta más idónea para identificar a quienes cometan delitos a través del uso de un 
dispositivo móvil. Sin embargo, la realidad es que esto resulta una mera suposición, pues, en primer 
lugar, nada garantiza que el PANAUT sea eficaz para identificar a los posibles responsables, por el 
contrario, experiencias pasadas indican que la delincuencia difícilmente utilizará para fines delictivos 
teléfonos que se encuentren previamente registrados y por el contrario ante fallas de seguridad, ese 
tipo de padrones conllevan riesgos importantes para la protección de los datos personales e incluso 
pueden facilitar la comisión misma de los delitos que pretende combatir. 

364. Además, tampoco es posible afirmar de manera categórica que la información que proporciona el 
PANAUT es mejor o más idónea en todos los casos para identificar a los presuntos responsables del 
delito. Como se indicó, información como la ubicación en tiempo real de un equipo de telefonía móvil, 
el propio nombre y domicilio del suscriptor, así como el origen, destino, duración y demás datos de la 
comunicación por supuesto que pueden resultar útiles y valiosos para efecto de identificar a los 
presuntos responsables, sus actividades o relaciones sociales. 

365. Pero aun suponiendo que el PANAUT fuera una herramienta que facilita en mayor medida la 
identificación de los presuntos responsables de un delito, lo cierto es que este aspecto no conduce a 
sostener necesariamente que la medida es más idónea para colaborar con las autoridades de justicia 
en relación con la comisión de un delito, pues dicha identificación constituye sólo uno de los elementos 
de aquello que debe investigarse a fin de poder fincar las responsabilidades y establecer las sanciones 
penales correspondientes, por lo tanto, no es posible sostener que contar con la base de datos que 
conforman el PANAUT implica por sí mismo que el combate a la delincuencia va a ser más efectivo. 

366. Por tanto, debe de concluirse que ambos mecanismos –PANAUT y la geolocalización y entrega de los 
datos conservados por los concesionarios de telecomunicaciones– constituyen herramientas 
igualmente idóneas para colaborar con las autoridades de justicia en relación con la comisión de un 
delito cometido mediante el uso de un dispositivo móvil. 

367. Sin embargo, a pesar de la equivalencia en la utilidad de estas dos figuras, la realidad es que, a juicio 
de este Tribunal Pleno, la entrega de la geolocalización y demás datos conservados, analizada en su 
conjunto, constituye una medida menos restrictiva de los derechos a la privacidad y protección de 
datos personales. 

368. De entrada, porque, derivado del tipo de información que se recopila y almacena, el grado de 
injerencia en los derechos a la privacidad y protección de datos personales no es el mismo. 
Básicamente, porque no es lo mismo que se recopilen y conserven los datos relacionados con el 
origen y destino de una llamada a que se recopilen y almacenen los datos biométricos de una persona. 
Desde luego, ambos tipos de información están tutelados por los derechos a la privacidad y la 
protección de datos personales,115 y en esa medida su conocimiento por parte de terceros, ya sea el 
Estado o cualquier particular, constituye de entrada una afectación importante a su ámbito de 
protección. Sin embargo, derivado de la naturaleza de la información y su vinculación más estrecha 
con la persona, debe reconocerse que este grado de afectación no es el mismo. 

369. Por otro lado, esta medida, a diferencia del PANAUT, tampoco implica la entrega masiva y 
generalizada de información privada y datos personales al Estado. Por el contrario, acorde con el 
artículo 303 del Código Nacional de Procedimientos Penales el acceso a esta información debe estar 
referida a personas concretas o a dispositivos móviles específicos. 

                                                 
115 Véase CIDH, Caso Escher y otros vs Brasil, sentencia de 6 de julio de 2009, párr. 114 y 115 



Lunes 12 de diciembre de 2022 DIARIO OFICIAL 195 

370. En efecto, conforme a dicho precepto el acceso a esta información supone la identificación de los 
equipos de comunicación móvil relacionados con los hechos que se investigan, o bien de las personas 
que se estiman involucradas, la existencia de motivos e indicios que sustentan la necesidad de la 
localización geográfica en tiempo real o la entrega de los datos conservados, duración y en su caso, la 
denominación de la empresa autorizada o proveedora del servicio de telecomunicaciones a través del 
cual se operan las líneas, números o aparatos que serán objeto de la medida. 

371. De lo anterior se desprende que el acceso del Estado a la información privada y datos personales de 
los usuarios de telefonía móvil es restringido, pues sólo se permite en ciertos supuestos acotados a 
personas en específico o equipos móviles en concreto, y, además, exige la existencia de razones y 
motivos que vinculen a las personas o equipos con los hechos investigados. 

372. En esa misma línea, debe decirse que el acceso a esta información por parte de las autoridades de 
investigación y procuración de justicia está condicionado a la autorización de un juez. Incluso en los 
casos de excepción en los que la propia autoridad investigadora puede solicitar directamente el acceso 
a esta información, la norma establece que una vez obtenida, el juez debe de ratificar esta actuación y 
en caso de que no sea así, la información obtenida no podrá ser incorporada al proceso penal por lo 
que deberá ser destruida.116 

373. Finalmente, debe advertirse que, a diferencia del PANAUT, la injerencia que esta medida impone a los 
derechos a la privacidad y protección de datos personales también es temporal, pues, por un lado, 
tanto la entrega de la geolocalización de los equipos de telefonía móvil como de los demás datos 
conservados están sujetos a un tiempo determinado;117 pero, además, el tiempo de conservación 
también está limitado, pues conforme al artículo 190, fracción II, de la Ley Federal de 
Telecomunicaciones, los concesionarios deberán conservar los datos de las comunicaciones durante 
los primeros doce meses de producida la comunicación en sistemas que permitan su consulta y 
entrega en tiempo real. Concluido dicho plazo, deberán conservar tales datos por doce meses 
adicionales en sistemas de almacenamiento electrónico. Esto quiere decir que, al cabo de tales plazos, 
los concesionarios ya no tienen la obligación de conservar estos datos para efecto de poder 
proporcionárselos al Estado a fin de colaborar con las autoridades de seguridad y procuración 
de justicia. 

374. En virtud de estas razones es que se concluye que la medida prevista por los artículos 190, fracciones 
I y II, de la Ley Federal de Telecomunicaciones y 303 del Código Nacional de Procedimientos penales 
resulta igualmente idónea para colaborar con las autoridades de justicia en relación con la comisión de 
un delito que se comete mediante el uso de dispositivos de telefonía móvil, puesto que dicha medida 
es susceptible de proporciona información valiosa y útil a las autoridades de procuración y 
administración de justicia a fin de investigar las conductas, identificar a los sujetos activos del delito, así 
como fincar las responsabilidades penales correspondientes. 

375. Sin embargo, dicha medida resulta menos restrictiva de los derechos a la privacidad y protección de 
datos personales en comparación con el PANAUT, pues la restricción que produce en estos derechos 
no es generalizada sino concreta y determinada; es temporal y no permanente, y, sobre todo, está 
sujeta a un control judicial.118 

376. Medidas complementarias. Ahora bien, a estas medidas anteriormente descritas habría que 
agregarse las previstas en las fracciones VIII y XII del artículo 190 de la Ley Federal de 
Telecomunicaciones. 

377. La primera se refiere a la obligación de los concesionarios de telecomunicaciones y autorizados para 
colaborar con las autoridades competentes a fin de que en el ámbito técnico operativo se cancelen o 
anulen de manera permanente las señales de telefonía celular, de radiocomunicación o de transmisión 
de datos o imagen dentro del perímetro de centros de readaptación social, establecimientos 
penitenciarios o centro de internamiento para menores, federales o de las entidades federativas, la cual 
abarcará sobre todas las bandas de frecuencia que se utilicen para la recepción en los equipos 
terminales de comunicación. 

                                                 
116 Para efectos de claridad en la votación emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en las sesiones de los días 
veinticinco y veintiséis de abril de dos mil veintidós, específicamente, en relación con el voto emitido por la señora Ministra Esquivel Mossa y 
el señor Ministro Pardo Rebolledo, quienes manifestaron apartarse del párrafo 351 del proyecto de sentencia sometido a consideración del 
tribunal Pleno, se informa que, derivado de las modificaciones aceptadas en dichas sesiones, tal párrafo pasó a ser el número 372 en el 
presente engrose. 
117 Véanse los “Lineamientos de Colaboración en Materia de Seguridad y Justicia” emitidos por el Instituto Federal de Telecomunicaciones. 
118 Sobre esta medida en específico cabe precisar que esta Suprema Corte de Justicia ya ha tenido oportunidad de pronunciarse acerca de 
su validez constitucional al resolver la Acción de Inconstitucionalidad 32/2012, así como los Amparos en Revisión 937/2015, 964/2015, 
1311/2015 y 264/2016. Sin embargo, debe advertirse que la solución de tales precedentes no puede trasladarse en automático al presente 
asunto, pues han quedado señaladas las diferencias sustanciales entre esta figura y el PANAUT. No obstante, la presente resolución recoge 
algunos razonamientos que resultan compatibles y que abonan en la construcción de la solución adoptada. 
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378. Esta medida resulta importante y útil ya que en los propios “Lineamientos de Colaboración entre 
Autoridades Penitenciarias y los Concesionarios de Servicios de Telecomunicaciones y Bases 
Técnicas para la Instalación y Operación de Sistemas de Inhibición” emitidos por el Instituto Federal de 
Telecomunicaciones, se reconoce expresamente que en nuestro país, desde el interior de los centros 
penitenciarios y en coordinación con bandas delictivas en libertad, se llevan a cabo delitos de extorsión 
con amenazas de secuestro o de muerte, y fraudes telefónicos contra la sociedad; además que dentro 
del ambiente penitenciario se cometen acciones de amenaza a familiares de internos, intimidación de 
testigos, custodios y personal penitenciario; se toman fotografías de las instalaciones y del personal de 
seguridad para coordinar ejecuciones, evasiones y motines, entre otro tipo de acciones que 
comprometen la seguridad del lugar y la integridad de las personas. 

379. De ahí que la implementación de esta medida pueda contribuir en gran medida a colaborar con las 
autoridades de justicia en relación con la comisión de delitos, especialmente de los cometidos 
mediante telefonía celular, la cual, además, es menos restrictiva de los derechos humanos analizados 
en este asunto, pues de entrada no exige la entrega de la información privada y datos personales de 
los usuarios de telefonía móvil. 

380. Finalmente, la fracción XII establece que los concesionarios y autorizados realizarán bajo la 
coordinación del Instituto Federal de Telecomunicaciones los estudios e investigaciones que tengan 
por objeto el desarrollo de soluciones tecnológicas que permitan inhibir y combatir la utilización de 
equipos de telecomunicaciones para la comisión de delitos o actualizaciones de riesgos o amenazas a 
la seguridad nacional. 

381. Expuesto este conjunto de medidas ya existentes en nuestro ordenamiento jurídico, debe volverse al 
análisis de la prueba de proporcionalidad. 

382. Se ha explicado que esta tercera grada de la prueba obliga a analizar si existen otras medidas o 
mecanismos que resulten igualmente idóneos para lograr los fines que persigue la medida legislativa 
adoptada y, en segundo lugar, determinar si estas alternativas intervienen con menor intensidad el 
derecho fundamental afectado. Así, de encontrarse alguna medida alternativa que sea igualmente 
idónea para proteger el fin constitucional y que a su vez intervenga con menor intensidad al derecho, 
deberá concluirse que la medida elegida por el legislador es inconstitucional. 

383. Bajo esta metodología es claro que el Decreto por virtud del cual se crea y regula el PANAUT no 
supera esta tercera grada de la prueba. 

384. Esto porque ha quedado demostrado que la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión y el 
Código Nacional de Procedimientos Penales establecen una serie de mecanismos que resultan 
igualmente idóneos para satisfacer la finalidad que se propone la medida legislativa analizada, pues al 
permitir que bajo ciertas condiciones y requisitos se puedan intervenir las comunicaciones privadas, se 
pueda tener acceso a la geolocalización en tiempo real de un equipo de telefonía móvil, o bien, se 
entreguen los demás datos de las comunicaciones, incluidos nombre y domicilio del suscriptor, se 
proporciona a las autoridades de seguridad y procuración de justicia información y datos que pueden 
resultar sumamente útiles y valiosos para efecto de investigar las conductas delictivas, identificar a los 
posibles responsables e imponer las sanciones penales que correspondan. 

385. Lo anterior significa que estas medidas alternativas resultan igualmente idóneas para colaborar con las 
autoridades de justicia en relación con la comisión de delitos, especialmente de los cometidos 
mediante el uso de telefonía celular. 

386. No obstante, como se explicó anteriormente, estos mecanismos son menos restrictivos de los 
derechos a la privacidad y protección de datos personales. Primeramente, porque el acceso a la 
información que derivan de estas herramientas alternativas está condicionado a la existencia de una 
autorización judicial, lo que de entrada permite una mayor protección de los derechos en juego, pues 
se garantiza de una mejor manera que estas intervenciones en los derechos fundamentales no se 
realicen de manera arbitraria e indiscriminada, sino, por el contrario, se encuentren debidamente 
justificadas y sean resultado de un uso razonable de las facultades investigadoras de la autoridad. 

387. Pero, además, el uso e implementación de estas medidas no entraña el acceso generalizado del 
Estado a la información privada, personal y sensible de todos los usuarios de telefonía móvil, lo 
que en sí mismo genera un grave riesgo en la efectiva protección de estos derechos humanos. Por el 
contrario, reconociendo que la información que se compromete es por naturaleza sumamente delicada, 
se busca garantizar que el objeto de la intervención esté perfectamente delimitado y sea concreto en 
cuanto a las personas, equipos, tiempos y motivos. Así, la forma en la que se configuran estas 
medidas busca evitar la existencia de pesquisas generalizadas o peor aún, de sistemas de 
vigilancia generalizados. 
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388. Finalmente, todos estos mecanismos alternativos generan una afectación temporal a los derechos 
humanos en juego, pues la intromisión que generan en los derechos fundamentales está sujeta a 
condiciones de tipo temporal, a diferencia de la regulación del PANAUT, la cual no establece por 
cuanto tiempo el Estado podrá conservar la información privada y los datos personales de los usuarios. 

389. En consecuencia, para este Tribunal Pleno es claro que el ordenamiento jurídico mexicano ya preveía 
una serie de medidas y mecanismos que resultan igualmente idóneos para colaborar con las 
autoridades de justicia en relación con la comisión de delitos, especialmente de los cometidos 
mediante telefonía celular, pero que resultan menos restrictivas de los derechos a la privacidad y 
protección de datos personales, en comparación con el PANAUT. 

390. En ese sentido y a fin de hacer aún más clara esta conclusión, cabe preguntarse: ¿realmente resultaba 
necesario para combatir la delincuencia el recopilar de forma generalizada, conservar por tiempo 
indefinido y entregar al Estado la información privada y los datos personales de todos los titulares, 
personas físicas y morales, de una línea de telefonía móvil? ¿Realmente era necesaria esta medida 
tomando en cuenta que ya existen otras herramientas tecnológicas que proporcionan a las autoridades 
de seguridad y procuración de justicia información igual de valiosa y útil para la investigación, 
persecución y sanción de los delitos que se cometan a través del uso de un celular? 

391. Para este Tribunal Pleno la respuesta es clara, el PANAUT no resulta una medida legislativa necesaria 
para una sociedad democrática, pues no mantiene un equilibrio entre la necesidad de los datos en 
circunstancias limitadas y el debido respeto al derecho de privacidad de las personas, además de no 
encontrar justificación, pues la Ley Federal de Telecomunicaciones y el Código Nacional de 
Procedimientos Penales ya prevén una serie de mecanismos igualmente idóneos para colaborar con 
las autoridades de justicia en relación con la comisión de delitos, especialmente de los cometidos 
mediante telefonía celular, pero que resultan menos restrictivas de los derechos a la privacidad y 
protección de datos personales. 

392. De ahí que deba concluirse que el Decreto impugnado no supera esta tercera grada del test de 
proporcionalidad al no ser una medida necesaria para una sociedad democrática. 

b) Test estricto sobre la afectación a los derechos a la privacidad y protección de datos 
personales 

393. Como se indicó en apartados precedentes, para analizar la validez del Decreto impugnado resultaba 
necesario distinguir entre la afectación que sufren los derechos a la privacidad y protección de datos 
personales, de la afectación que sufren los derechos a la intimidad y protección de los datos sensibles. 

394. Lo anterior porque la intimidad constituye un núcleo protegido con mayor celo y fuerza, pues dada 
su estrecha vinculación con los aspectos más íntimos de la persona, exige una protección especial y 
reforzada, ya que su conocimiento por parte de terceros, coloca a su titular en una situación de 
extrema vulnerabilidad al hacerlo objeto de conductas discriminatorias susceptibles de ocasionar 
graves perjuicios en su esfera y poniendo en riesgo los valores más importantes de su individualidad. 

395. Es por esto que las potenciales agresiones a la intimidad han sido reconocidas como de una enorme 
relevancia no solo desde el punto de vista individual sino también colectivo, pues este ámbito dota de 
las condiciones adecuadas para que las personas pueda desplegar adecuadamente su individualidad, 
autonomía y libertad, de ahí que su protección tenga una importante función para el desarrollo de 
sociedades democráticas, en tanto se erige como presupuesto indispensable para el ejercicio del resto 
de los derechos humanos. 

396. En consecuencia, dado que los efectos del Decreto repercuten sobre derechos fundamentales 
especialmente sensibles que exigen una tutela reforzada, es que en el caso la afectación a los 
derechos a la intimidad y protección de datos sensibles debe analizarse a la luz de un escrutinio 
estricto a fin de verificar que la medida legislativa, esto es, la creación y regulación del PANAUT tenga 
una justificación robusta. 

397. En esa tesitura, acorde con lo que se expuso en relación con este tipo de escrutinio, lo que procedería 
es analizar si el sistema normativo que crea y regula el PANAUT, el cual permite al Estado recopilar, 
administrar, conservar por tiempo indeterminado y tener acceso a la información íntima y los datos 
sensibles de toda aquella persona física y/o moral que sea titular de una línea telefónica (i) persigue un 
fin constitucionalmente imperioso; (ii) está estrechamente vinculada con dicha finalidad y (iii) es la 
medida menos restrictiva posible. 

398. No obstante, este Tribunal Pleno advierte que en este punto ya no es necesario agotar toda esa 
metodología, pues la conclusión de este apartado se deriva lógicamente de la conclusión a la que ya 
se llegó en el apartado anterior. 
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399. Esto porque, si la afectación que el Decreto impugnado genera en los derechos a la privacidad y 
protección de datos personales no resulta razonable a la luz de la prueba ordinaria de 
proporcionalidad, por mayoría de razón, la afectación a los derechos a la intimidad y protección de 
datos sensibles, que requieren de una protección reforzada, tampoco puede serlo. 

400. Sobre este punto, debe precisarse que el Decreto que crea y regula el PANAUT establece un mismo 
régimen normativo tanto para la información privada y datos personales, como para la información 
íntima y datos sensibles, es decir ambos niveles de la privacidad de la persona están siendo afectados 
por el mismo sistema normativo. 

401. En consecuencia, si la afectación que este sistema impone al ámbito “ordinario” de la privacidad no 
resulta razonable, toda vez que no es capaz de superar una prueba ordinaria de proporcionalidad, por 
mayoría de razón, no puede estimarse razonable la afectación que ese mismo sistema genera en el 
núcleo protegido con mayor celo y fuerza de la privacidad, pues claramente no va a superar una 
prueba cuyas gradas exigen un análisis aún más estricto y que requieren de una justificación aún 
más robusta. 

402. Por tanto, este Tribunal Pleno concluye que la afectación a los derechos a la intimidad y protección de 
datos sensible que genera el Decreto por virtud del cual se crea y regula el PANAUT no es susceptible 
de superar un escrutinio estricto de proporcionalidad. 

C. Conclusión 

403. En función de todo lo expuesto en los párrafos anteriores, debe declararse la invalidez del sistema 
normativo impugnado, toda vez que la creación del Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil 
genera una afectación a los derechos a la privacidad, intimidad y protección de datos personales que 
no resulta razonable, ya que no supera la prueba de proporcionalidad. 

404. Sobre este punto conviene agregar algunos aspectos adicionales. 

405. El primero es que del análisis de los preceptos que conforman el Decreto impugnado no se advierte la 
previsión de salvaguardas o mecanismos de protección específicos sobre esta base de datos a fin de 
que no se vulnere ni se haga mal uso de la información privada y los datos personales entregados por 
los usuarios de telefonía móvil al Estado. 

406. Al respecto, los Principio Cinco y Seis del CJI, relativos a la Confidencialidad y Seguridad de los Datos, 
establecen lo siguiente: 

“Principio Cinco: Confidencialidad 

Los datos personales no deberían divulgarse, ponerse a disposición de terceros, ni 
emplearse para otras finalidades que no sean aquellas para las cuales se 
recopilaron, excepto con el consentimiento de la persona en cuestión o bajo 
autoridad de la ley.” 

“Principio Seis: Seguridad de los Datos 

La confidencialidad, integridad y disponibilidad de los datos personales deberían ser 
protegidas mediante salvaguardias de seguridad técnicas, administrativas u 
organizacionales razonables y adecuadas contra tratamientos no autorizados 
o ilegítimos, incluyendo el acceso, pérdida, destrucción, daños o divulgación, 
aún cuando éstos ocurran de manera accidental. Dichas salvaguardias deberían ser 
objeto de auditoría y actualización permanente.” 

407. El referido Comité explica que el Principio Cinco deriva del deber básico del responsable de mantener 
la “confidencialidad” de los datos personales en un entorno seguro y controlado. Este aspecto viene 
complementado por el Principio Seis, de acuerdo con el cual los responsables de los datos deben 
establecer y mantener las medidas de carácter administrativo y técnico que sean necesarias para 
garantizar la confidencialidad, integridad y disponibilidad de los datos personales que obren en su 
poder o bajo su custodia, así como cerciorarse de que tales datos no sean tratados ni divulgados 
excepto con el consentimiento de la persona o autoridad legítima, ni sean accidentalmente perdidos, 
destruidos o dañados. 

408. Se precisa que la índole de las salvaguardas implementadas podría variar según la sensibilidad de los 
datos en cuestión. Evidentemente, los datos sensibles requieren un nivel más alto de protección, a la 
luz de riesgos, como, por ejemplo, la usurpación de la identidad, pérdidas económicas, efectos 
negativos en la calificación crediticia, daños a bienes y pérdida del empleo o de oportunidades 
comerciales o profesionales, la vulneración de la intimidad sexual o actos de violencia  
de género digital. 
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409. No obstante, se aclara que, en el contexto moderno, es técnicamente imposible garantizar la privacidad 
absoluta y la protección completa de los datos personales, puesto que el esfuerzo necesario para 
lograrlo impondría barreras indeseables y costos inaceptables. Asimismo, es posible que en distintos 
contextos se requieran soluciones y niveles de salvaguardias diferentes. Por consiguiente, este 
Principio requiere una valoración razonada e informada y no necesariamente se vulneraría cada vez 
que un responsable de datos experimente un acceso no autorizado, pérdida, destrucción, daño, uso, 
modificación o divulgación de los datos personales en su poder, siempre y cuando las medidas y 
salvaguardias implementadas hayan sido “razonables y adecuadas”. 

410. La determinación sobre la razonabilidad y adecuación de las salvaguardias debe basarse en métodos y 
técnicas de seguridad de los datos consistentes con las buenas prácticas comúnmente aceptadas, al 
igual que en factores como: i) la evolución constante de las amenazas a la privacidad, especialmente 
las cibernéticas; ii) los métodos y técnicas más avanzados que estén en uso en el ámbito de la 
seguridad de los datos, iii) el contexto de la situación general, y iv) la proporcionalidad y necesidad de 
las medidas tomadas. En ese sentido, las medidas tomadas deberían revisarse, evaluarse, auditarse, 
actualizarse y mejorarse periódicamente.119 

411. Cabe precisar, nuevamente, que estos estándares internacionales han sido incorporados a nuestro 
derecho interno por la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados, pues los artículos 31 a 42 establecen una serie de lineamientos que deben cumplir los 
sujetos responsables de la protección de los datos. 

412. Por ejemplo, el artículo 31 establece que el responsable deberá establecer y mantener las medidas de 
seguridad de carácter administrativo, físico y técnico para la protección de los datos personales, que 
permitan protegerlos contra daño, pérdida, alteración, destrucción o su uso, acceso o tratamiento no 
autorizado, así como garantizar su confidencialidad, integridad y disponibilidad. 

413. Por su parte, el artículo 32 señala que las medidas de seguridad deberán considerar: i) el riesgo 
inherente a los datos personales tratados; ii) la sensibilidad de dichos datos; iii) el desarrollo 
tecnológico; iv) las posibles consecuencias de una vulneración para sus titulares; v) las vulneraciones 
previas; vi) el riesgo por el valor potencial cuantitativo o cualitativo que pudieran tener los datos 
personales tratados para una tercera persona no autorizada para su posesión, entre otros aspectos. 

414. Bajo estos parámetros debe reconocerse que el Decreto impugnado no establece ningún tipo de 
salvaguarda, mecanismo de protección o bien, estándares mínimos que deban satisfacerse a fin de 
proteger de manera efectiva este banco de información privada, datos personales y sensibles de los 
usuarios de telefonía móvil. 

415. En esa tesitura, para este Tribunal Pleno, la magnitud de lo que implica que todos los usuarios de 
telefonía móvil entreguen su información privada y sus datos personales incluyendo los sensibles, 
exigía razonablemente el establecimiento de mecanismos específicos que permitieran garantizar una 
protección eficaz de los datos conservados contra los riesgos de abuso y contra todo acceso ilícito a 
esos datos. Habida cuenta de la cantidad de datos conservados, del carácter sensible de esos datos y 
del riesgo de acceso ilícito a éstos, resultaba necesario garantizar la plena integridad y confidencialidad 
de esos datos, un nivel particularmente elevado de protección y de seguridad mediante medidas 
técnicas y de gestión adecuadas. Aspectos que era necesario que estuvieran contemplados en una ley 
y no en disposiciones administrativas. 

                                                 
119 En el mismo sentido se pronuncia el Principio 21 de los Estándares de Protección de Datos Personales para los Estados 
Iberoamericanos. 
21. Principio de seguridad 

21.1. El responsable establecerá y mantendrá, con independencia del tipo de tratamiento que efectúe, medidas de carácter administrativo, 
físico y técnico suficientes para garantizar la confidencialidad, integridad y disponibilidad de los datos personales. 
21.2. Para la determinación de las medidas referidas en el numeral anterior, el responsable considerará los siguientes factores: 

a. El riesgo para los derechos y libertades de los titulares, en particular, por el valor potencial cuantitativo y cualitativo que pudieran tener 
los datos personales tratados para una tercera persona no autorizada para su posesión. 
b. El estado de la técnica. 
c. Los costos de aplicación. 
d. La naturaleza de los datos personales tratados, en especial si se trata de datos personales sensibles. 
e. El alcance, contexto y las finalidades del tratamiento. 
f. Las transferencias internacionales de datos personales que se realicen o pretendan realizar. 
g. El número de titulares. 
h. Las posibles consecuencias que se derivarían de una vulneración para los titulares. 
i. Las vulneraciones previas ocurridas en el tratamiento de datos personales. 

21.3. El responsable llevará a cabo una serie de acciones que garanticen el establecimiento, implementación, operación, monitoreo, 
revisión, mantenimiento y mejora continua de las medidas de seguridad aplicables al tratamiento de los datos personales, de manera 
periódica. 
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416. Desde luego, no se desconoce que el despliegue de estas medidas de protección sobre la información 
recopilada se vincula estrechamente con cuestiones técnicas que justifican el que tenga que ser el 
órgano especializado en la materia quien a través de la emisión de disposiciones administrativas 
precise estos aspectos. Sin embargo, para este Tribunal Pleno era necesario que en ley se 
establecieran al menos condiciones generales, niveles mínimos de protección o estándares a partir de 
los cuales las disposiciones técnicas pudieran desarrollarse.120 

417. En consecuencia, no resulta suficiente que el artículo 180 Septimus establezca que la información 
contenida en el PANAUT será considerada confidencial y reservada, así como tampoco el sistema de 
sanciones económica previstas por los artículos 307 Bis y 307 Ter, pues como se indicó, la protección 
efectiva de la privacidad y datos personales de los usuarios, exigía un nivel particularmente elevado de 
protección y de seguridad mediante medidas técnicas y de gestión adecuadas. 

418. No hacerlo así coloca a los derechos humanos a la privacidad y protección de datos personales en una 
grave situación de riesgo que no puede avalarse. 

419. Máxime cuando, además, se advierte que con la emisión del Decreto impugnado se incumplió con el 
mandato de “mejores prácticas” que impone la referida Ley General, pues conforme a su artículo 74, 
cuando el responsable –lo cual incluye al Congreso de la Unión en términos de los artículos 1 y 3, 
fracción XXVIII– pretenda poner en operación o modificar políticas públicas, sistemas o plataformas 
informáticas, aplicaciones electrónicas o cualquier otra tecnología que a su juicio y de conformidad con 
esta ley impliquen el tratamiento intensivo o relevante de datos personales, deberá realizar una 
evaluación de impacto en la protección de datos personales y presentarla ante el Instituto Nacional 
de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales o los Organismos 
garantes, según corresponda, los cuales podrán emitir recomendaciones no vinculantes especializadas 
en la materia de protección de datos personales.121 

420. En ese sentido, el artículo 75 precisa que se considerará que se está en presencia de un tratamiento 
intensivo o relevante de datos personales cuando: i) existan riesgos inherentes a los datos personales 
a tratar; ii) se traten datos personales sensibles; y iii) se efectúen o pretendan efectuar transferencias 
de datos personales. 

421. En consecuencia, dado el fuerte impacto que el PANAUT genera en los derechos humanos a la 
privacidad y protección de los datos personales, y dado que también se afectan los datos sensibles de 
los usuarios de telefonía móvil, debe concluirse que la emisión del Decreto impugnado requería de una 
evaluación de impacto en la protección de datos personales en términos de la referida Ley 
General, la cual, de las constancias que integran este expediente, no se advierte que haya existido. No 
haber cumplido con esta exigencia somete a los derechos a la privacidad, intimidad y protección de 
datos personales a un riesgo que no puede ser avalado a la luz de los artículos 6 y 16 de la 
Constitución General. 

422. Así, estos incumplimientos por parte del Congreso de la Unión al momento de emitir el Decreto por el 
cual se crea y regula el PANAUT refuerzan la conclusión alcanzada hasta este punto: una obligación 
indistinta y generalizada de recabar y conservar información privada e íntima, así como datos 
personales y sensibles de todos los usuarios de telefonía móvil infringe desproporcionadamente los 
derechos fundamentales a la privacidad, intimidad y protección de datos personales y resulta 
incompatible con las exigencias y estándares que impone una sociedad democrática. 

423. En consecuencia, lo procedente es declarar la invalidez del sistema normativo creado por el 
Decreto de reformas a la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el dieciséis de abril de dos mil veintiuno. 

424. Sobre este punto, debe reiterarse que el estudio sobre la razonabilidad de la afectación a los derechos 
humanos en juego abarca la totalidad de los cambios normativos introducidos por el Decreto 
impugnado, puesto que constituye una unidad que no puede disociarse. En efecto, la causa que 
genera la afectación a los derechos humanos a la privacidad, intimidad y protección de datos 
personales es el sistema normativo que crea y regula el PANAUT, por tanto, si dicha afectación no 
resulta razonable, la consecuencia es que debe anularse todo el sistema normativo que la genera. 

                                                 
120 Al respecto véase al Tribunal de Justicia de la Unión Europea en los casos Digital Rights Ireland Ltd v. Minister for Comunications and 
others, Asunto C-293/12 y C-594/12, sentencia de ocho de abril de dos mil catorce, párr. 54 y 55, 60 a 62 y 66 a 68 y Tele2 Sverige AB y 
otros, C 203/15 y C-698/15, sentencia de veintiuno de diciembre de dos mil dieciséis, párr. 122 a 124. 
121 Para efectos de claridad en la votación emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en las sesiones de los días 
veinticinco y veintiséis de abril de dos mil veintidós, específicamente, en relación con el voto emitido por el señor Ministro Gutiérrez Ortiz 
Mena, quien manifestó apartarse de los párrafos 398 a 400 del proyecto de sentencia sometido a consideración del tribunal Pleno, se informa 
que, derivado de las modificaciones aceptadas en dichas sesiones, tales párrafos pasaron a ser los números 419, 420 y 421 en el presente 
engrose. 
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425. Esto queda en evidencia porque, si se invalidan únicamente aquellos preceptos que obligan a los 
usuarios de telefonía móvil a entregar su información privada, así como sus datos personales y 
sensibles, el resto del sistema normativo ya no se entiende, pierde su razón de ser. 

426. Es por esta razón que este Tribunal Pleno llega a la convicción de que debe anularse la totalidad del 
Decreto impugnado, específicamente, todos los artículos que adicionó a la Ley Federal de 
Telecomunicaciones y Radiodifusión, a saber: la fracción XLII bis del artículo 15, y los artículos 
180 Bis, 180 Ter, 180 Quáter, 180 Quintes, 180 Sextus, 180 Septimus, 307 Bis, 307 Ter, 307 
Quáter y 307 Quintus, así como los transitorios primero, segundo, tercero, cuarto, quinto y 
sexto; y por lo que hace a las reformas introducidas a los artículos 176 y 190, fracciones VI y VII 
de ese ordenamiento, deben invalidarse las porciones normativas reformadas que se precisan 
en el apartado de efectos. En esa tesitura, resulta innecesario el estudio de los restantes argumentos 
formulados por los accionantes. 

427. OCTAVO. Efectos. De conformidad con el artículo 73, en relación con los numerales 41, 43, 44 y 45, 
todos de la Ley Reglamentaria de la materia, las sentencias deberán contener los alcances y efectos 
de la misma, fijando con precisión los órganos obligados a cumplirla, las normas generales respecto de 
los cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que 
corresponda. 

428. Como quedó precisado, en el caso la invalidez decretada abarca la totalidad del sistema normativo 
que integra el Decreto de reformas a la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el dieciséis de abril de dos mil veintiuno, por lo que dicha invalidez 
surtirá sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de la presente sentencia al 
Congreso de la Unión. 

429. Sin embargo, dado que los artículos 176 y 190, fracciones VI y VII, de la referida legislación fueron los 
únicos que se reformaron –ya que el resto de los preceptos fueron adiciones–, deben precisarse los 
efectos que respecto a dichos artículos en concreto tendrá la invalidez decretada a fin de dotar a los 
operadores jurídicos de certeza sobre las consecuencias de esta resolución. 

430. En esa tesitura, tomando en cuenta: i) que en ellos se prevén facultades del Instituto Federal de 
Telecomunicaciones que no tienen que ver con la creación y regulación del PANAUT; ii) que en la 
presente resolución se declara la invalidez del sistema normativo introducido por el Decreto 
impugnado; y iii) a fin no generar un vacío normativo que afecte las competencias del Instituto Federal 
de Telecomunicaciones, este Tribunal Pleno precisa que, en cuanto a dichas normas, la invalidez 
decretada únicamente tendrá por efecto expulsar del ordenamiento jurídico la porción normativa 
referida al Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil; de suerte que, a partir de la presente 
resolución, dichas normas deberán leerse de la siguiente manera: 

“Artículo 176. El Instituto llevará el Registro Público de Telecomunicaciones, el cual 
estará integrado por el Registro Público de Concesiones, el Padrón Nacional de 
Usuarios de Telefonía Móvil y el Sistema Nacional de Información de Infraestructura, 
de conformidad con lo dispuesto en la presente Ley y las disposiciones aplicables 
que se emitan.” 

“Artículo 190. ... 

I. a V. ... 

VI. Realizar la suspensión del servicio de los equipos o dispositivos terminales 
móviles reportados como robados o extraviados, a solicitud del titular, y realizar el 
aviso correspondiente en el Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil. 

(...) 

VII. Realizar el bloqueo inmediato de líneas de comunicación móvil que funcionen 
bajo cualquier esquema de contratación reportadas por los titulares o propietarios, 
utilizando cualquier medio, como robadas o extraviadas, y proceder a realizar el 
aviso correspondiente en el Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil; así 
como, realizar la suspensión inmediata del servicio de telefonía móvil cuando así lo 
instruya el Instituto para efectos del Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil 
o la autoridad competente para hacer cesar la comisión de delitos, de conformidad 
con lo establecido en las disposiciones administrativas y legales aplicables; 

VIII. a XII. ...” 
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431. Por lo expuesto y fundado, se 

RESUELVE: 

PRIMERO. Es procedente y fundada la acción de inconstitucionalidad 82/2021 y su acumulada 
86/2021. 

SEGUNDO. Se declara la invalidez de la totalidad del sistema normativo que integra el Decreto de 
reformas a la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el dieciséis de abril de dos mil veintiuno, específicamente, de la fracción XLII bis del 
artículo 15, y los artículos 180 Bis, 180 Ter, 180 Quáter, 180 Quintes, 180 Sextus, 180 Septimus, 307 
Bis, 307 Ter, 307 Quáter, y 307 Quintus, así como los transitorios primero, segundo, tercero, cuarto, 
quinto y sexto, adicionados a la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión; así como la 
invalidez de las porciones normativas “, el Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil” del artículo 
176, “, y realizar el aviso correspondiente en el Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil” de la 
fracción VI del artículo 190, “, y proceder a realizar el aviso correspondiente en el Padrón Nacional de 
Usuarios de Telefonía Móvil;” y “el Instituto para efectos del Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía 
Móvil o” de la fracción VII del artículo 190, reformados mediante dicho Decreto. 

TERCERO. Las declaratorias de invalidez surtirán sus efectos a partir de la notificación de los puntos 
resolutivos de esta sentencia al Congreso de la Unión, de conformidad con su considerando octavo. 

CUARTO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, así como en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. 

Notifíquese; haciéndolo por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente 
como asunto concluido 

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 

En relación con el punto resolutivo primero: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de 
Larrea, respecto de los considerandos primero, segundo, tercero y cuarto relativos, respectivamente, a 
la competencia, a la precisión de normas impugnadas, a la oportunidad y a la legitimación. 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá apartándose del párrafo cuarenta y dos del proyecto original, 
Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez 
Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea en contra de algunas consideraciones, 
respecto del considerando quinto, relativo a las causas de improcedencia. 

En relación con el punto resolutivo segundo: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena apartándose de los párrafos ochenta y tres y ochenta y cinco del proyecto original, 
González Alcántara Carrancá apartándose de algunas consideraciones, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, 
Aguilar Morales apartándose del párrafo ochenta y cinco del proyecto original, Pardo Rebolledo, Piña 
Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto 
del considerando sexto, relativo a las violaciones al proceso legislativo, consistente en reconocer la 
validez del procedimiento que culminó en el DECRETO por el que se reforman y adicionan diversas 
disposiciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el dieciséis de abril de dos mil veintiuno. Los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena y 
Aguilar Morales anunciaron sendos votos concurrentes. 

Se aprobó por mayoría de nueve votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena apartándose de algunas consideraciones, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, 
Ortiz Ahlf apartándose de algunas consideraciones, Aguilar Morales por razones adicionales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández, Laynez Potisek y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del 
considerando séptimo, relativo a la vulneración a los derechos de privacidad, intimidad y protección de 
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datos personales, consistente en declarar la invalidez del DECRETO por el que se reforman y 
adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el dieciséis de abril de dos mil veintiuno, específicamente sus 
artículos 15, fracción XLII Bis, 176 en su porción normativa “el Padrón Nacional de Usuarios de 
Telefonía Móvil”, 180 Bis, 180 Ter, 180 Quáter, 180 Quintes, 180 Sextus, 180 Septimus, 190, 
fracciones VI, en su porción normativa “y realizar el aviso correspondiente en el Padrón Nacional de 
Usuarios de Telefonía Móvil”, y VII, en sus porciones normativas “y proceder a realizar el aviso 
correspondiente en el Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil” y “el Instituto para efectos del 
Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil o”, 307 Bis, 307 Ter, 307 Quáter y 307 Quintus, así 
como la de sus artículos transitorios del primero al sexto. La señora Ministra Ríos Farjat votó por la 
invalidez de los artículos 180 Ter, fracción VI, 180 Quáter, en su porción normativa “comprobante de 
domicilio y datos biométricos”, 180 Quintes, párrafo primero, en su porción normativa “datos 
biométricos”, 180 Septimus, párrafo tercero, y transitorios tercero, párrafo segundo, y cuarto del 
decreto reclamado, así como por la validez del resto de dicho decreto con una interpretación conforme. 
El señor Ministro Pérez Dayán votó por la invalidez de los artículos 180 Ter, fracciones VI y VII, 180 
Quáter en sus porciones normativas “comprobante de domicilio y datos biométricos”, 180 Quintes, 
párrafo primero, en su porción normativa “datos biométricos y domicilio”, 180 Septimus, párrafo tercero, 
y transitorios tercero, párrafo segundo, y cuarto del decreto reclamado, así como por la validez del 
resto de dicho decreto con una interpretación conforme. Las señoras Ministras Esquivel Mossa y Ortiz 
Ahlf y los señores Ministros Aguilar Morales, Pardo Rebolledo y Laynez Potisek anunciaron sendos 
votos concurrentes. Los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena y González Alcántara Carrancá 
reservaron su derecho de formular sendos votos concurrentes. 

En relación con el punto resolutivo tercero: 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto 
del considerando octavo, relativo a los efectos, consistente en determinar que la declaratoria de 
invalidez decretada en este fallo surta efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de 
esta sentencia al Congreso de la Unión. 

En relación con el punto resolutivo cuarto: 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. 

El señor Ministro Alberto Pérez Dayán no asistió a la sesión de veintiséis de abril de dos mil veintidós, 
previo aviso a la Presidencia. 

El señor Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea declaró que el asunto se resolvió en los términos 
precisados. Doy fe. 

Firman el señor Ministro Presidente y la señora Ministra Ponente con el Secretario General de 
Acuerdos, quien da fe. 

Ministro Presidente, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.- Firmado electrónicamente.- Ministra 
Ponente, Norma Lucía Piña Hernández.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, 
Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de ochenta y nueve fojas 
útiles, en las que se cuenta esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado 
electrónicamente de la sentencia emitida en la acción de inconstitucionalidad 82/2021 y su acumulada 
86/2021, promovidas por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de 
Datos Personales y diversos Senadores Integrantes de la LXIV Legislatura, dictada por el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión del veintiséis de abril de dos mil veintidós. Se certifica 
con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a siete de 
noviembre de dos mil veintidós.- Rúbrica. 
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VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA LA MINISTRA LORETTA ORTIZ AHLF, EN LA ACCIÓN DE 
INCONSTITUCIONALIDAD 82/2021 Y SU ACUMULADA 86/2021. 

En las sesiones de veinticinco y veintiséis de abril de dos mil veintidós, el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación analizó y resolvió el asunto citado al rubro y su acumulada, promovidas por el Instituto 
Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales y diversos Senadores 
integrantes de la LXIV Legislatura, quienes impugnaron la totalidad de las normas que integran el Decreto de 
reformas a la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el dieciséis de abril de dos mil veintiuno, por el que se crea y regula el Padrón Nacional de 
Usuarios de Telefonía Móvil (PANAUT). 

El estudio de fondo en la sentencia se divide en dos apartados principales. El primero, reflejado en el 
considerando sexto, estudia los conceptos de invalidez que hace valer la parte accionante sobre las 
presuntas violaciones al proceso legislativo. 

Al respecto, coincido en con el sentido de la sentencia, así como con las consideraciones que llevan a la 
conclusión de que: (i) el acto legislativo se encuentra debidamente fundado y motivado; y, (ii) no hubo 
violaciones al procedimiento legislativo, a pesar de que la votación de las Comisiones se realizó  
en fechas diferentes. 

En el segundo apartado, reflejado en el considerando séptimo, la sentencia estudia, propiamente, los 
conceptos de invalidez encaminados a acreditar la vulneración a los derechos fundamentales a la privacidad, 
intimidad y protección de datos personales, derivados del Decreto impugnado. 

Es aquí en donde si bien coincido con la declaratoria de inconstitucionalidad de las normas impugnadas, me 
separo de algunas consideraciones, y llego a dicha conclusión por otras distintas. 

Con el fin de expresar mi disentimiento, dividiré dichas consideraciones en las siguientes cuestiones: (i) la 
importancia de salvaguardar los derechos humanos a la privacidad, intimidad y protección de datos 
personales, en temas relacionados con la seguridad pública; (ii) la metodología de análisis del decreto 
impugnado a partir de un sistema normativo; (iii) el uso del test de escrutinio estricto para el análisis de 
medidas que involucren el derecho a la intimidad; y, (iv) el análisis de la grada de necesidad, como parte del 
test de escrutinio ordinario. 

I. Derechos humanos a la privacidad, intimidad y protección de datos personales y su con la seguridad 
pública. 

La protección a los datos personales reconocida en el artículo 16 constitucional y en el corpus iuris 
internacional en la materia, ha adquirido una gran relevancia, ya que la información de una persona en su 
ámbito personal y privado se ha vuelto un eje central en la transformación de nuestra sociedad en una 
“sociedad de la información”. 

La generación de datos por parte de un individuo y el tráfico de éstos se ha multiplicado, sin que ello implique 
que se haya dejado de lado el derecho a la privacidad, por el contrario, la protección de los datos personales 
es una expresión de este derecho, pues salvaguarda precisamente información que se refiere a la vida 
privada de las personas y que tiene un gran impacto en otros derechos. 

Por esto, en una sociedad como la nuestra, es claro que existe la necesidad imperiosa de que el Estado 
busque, por un lado, salvaguardar la seguridad nacional y la seguridad pública; y al mismo tiempo, garantizar 
los derechos humanos a la privacidad, intimidad y protección de datos personales de todas las personas, los 
cuales son presupuesto para el goce y disfrute de otros derechos humanos. 

La seguridad pública y la seguridad ciudadana se enmarcan en un concepto relativamente novedoso que la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) denomina como “seguridad ciudadana”.1 

Dicho concepto se ha consolidado en el ámbito internacional, a partir de la noción de “seguridad humana”, que 
fue acuñado en el ámbito de la Organización de las Naciones Unidas. Retomado de dicho ámbito, la Corte 
IDH entiende la seguridad ciudadana como “una modalidad específica de la seguridad humana, que puede ser 
definida inicialmente como la protección universal contra el delito violento o predatorio”.2 En concreto, 
podemos entenderla como “la protección de ciertas opciones u oportunidades de todas las personas –su vida, 
su integridad, su patrimonio- contra un tipo específico de riesgo (el delito) que altera en forma súbita y 
dolorosa la vida cotidiana de las víctimas”.3 

                                                 
1 Corte IDH. Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C 
No. 370, nota al pie. 391. 
2 Ídem 
3 Ídem 
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Es así que la protección de la seguridad ciudadana es una obligación de los Estados que implica garantizar la 
seguridad y mantener el orden público, así como perseguir los delitos cometidos en su jurisdicción.4 

De manera particular, sobre las actividades que son realizadas por el crimen organizado, la Corte IDH ha 
reconocido que tienen una naturaleza y complejidad tal, que resultan una grave amenaza contra la comunidad 
internacional, al vulnerar no solo la seguridad, sino también la estabilidad y gobernabilidad democrática de los 
Estados, a partir de lo cual dificulta su desarrollo e imposibilita que se garanticen los derechos humanos de las 
personas sujetas a su jurisdicción.5 

Es así que los Estados tienen la obligación constitucional6 y convencional7 de tomar todas las acciones 
necesarias para combatir el crimen organizado y con ello garantizar la seguridad ciudadana de sus 
gobernados. No obstante, dicha obligación se encuentra limitada al respeto de los demás derechos humanos 
que conforman el parámetro de control constitucional, compuesto por los derechos humanos que gozan todas 
las personas.8 En otras palabras, los Estados no pueden alegar situaciones excepcionales como medio para 
suprimir, denegar, desnaturalizar o privar a las personas de sus derechos humanos.9 

Es ahí, donde cobran relevancia los derechos a la privacidad, intimidad y protección de datos personales de 
todas las personas, como límite a las acciones que tomen los Estados para cumplir con su obligación. 

El sistema normativo impugnado en la presente acción de inconstitucionalidad, que crea al PANAUT, se 
relaciona con dos derechos en particular: (i) el derecho a la privacidad; y, (ii) el derecho a la intimidad. 

El derecho a la privacidad protege el derecho a una “esfera de privacidad” del individuo en contra de las 
incursiones externas que limitan la capacidad para tomar ciertas decisiones a través de las cuales se ejerce la 
autonomía personal.10 Dicha esfera puede ser vulnerada a partir de cierto uso que se pueda dar a los datos 
personales, tales como el nombre o número de teléfono. 

El derecho a la intimidad, por su parte, si bien forma parte del derecho a la privacidad, se ha entendido que 
cuenta con mayor protección porque se concibe como esencial para la vida privada, que se encuentra a lo 
reservado y la intimidad. La intimidad, es susceptible a ser vulnerada con el uso de datos sensibles como el 
domicilio de una persona, sus datos biométricos o la Clave Única de Registro de Población. 

El sistema normativo impugnado que crea el PANAUT, impone la obligación de los usuarios de telefonía móvil 
de entregar algunos datos al Instituto Federal de Telecomunicaciones, para constituir a dicho padrón como 
“una herramienta que sea útil y permita colaborar con las autoridades competentes en materia de seguridad y 
justicia en asuntos relacionados con la comisión de delitos, específicamente a través de la identificación de los 
usuarios de una determinada línea telefónica móvil”.11 

Para ello, el artículo 180 Ter impugnado, establece en diez fracciones, la información que deberá contener el 
padrón nacional y que, por tanto, estaría al alcance de las autoridades de seguridad de procuración y 
administración de justicia, que conforme a las atribuciones previstas en sus leyes aplicables cuenten con la 
facultad expresa para requerir al Instituto los datos del PANAUT.12 

La sentencia reconoce que la información requerida a las personas en el sistema normativo impugnado no es 
homogénea. Alguna de ella, como los datos biométricos de las personas, se puede catalogar como datos 
sensibles, que pudieran tener un impacto en el derecho a la intimidad; mientras que otra, es susceptible de 
afectar el derecho a la privacidad. 

                                                 
4 Corte IDH. Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C 
No. 370, párr. 177; Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras, Fondo, supra, párr. 154, y Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2006. Serie C No. 160, párr. 240. 
5 Corte IDH. Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C 
No. 370, párr. 178. 
6 Artículo 1°, en relación con el diverso 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
7 Artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
8 Corte IDH. Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C 
No. 370, para. 178; Caso Bulacio Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de septiembre de 2003. Serie C No. 100, 
párr. 124, y Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Supra, párr. 240. 
9 Corte IDH. Caso Pollo Rivera y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de octubre de 2016. Serie C No. 319, párr. 
100. La Convención Americana admite la suspensión de garantías individuales en su artículo 27.1, aunque únicamente en caso de guerra, de 
peligro público o de otra emergencia que amenace la independencia o seguridad del Estado. Sin embargo, la suspensión de garantías no 
debe exceder la medida de lo estrictamente necesario y resulta ilegal toda actuación de los poderes públicos que desborde aquellos límites 
que deben estar precisamente señalados en las disposiciones que decretan el estado de excepción. 
10 Corte IDH. Caso Fernández Prieto y Tumbeiro Vs. Argentina. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 1 de septiembre de 2020, párr. 102. La 
Corte IDH ha precisado, respecto al artículo 11 de la Convención Americana, que, si bien esa norma se titula "Protección de la Honra y de la 
Dignidad", su contenido incluye, entre otros, la protección de la vida privada. En ese sentido, la Corte ha sostenido que el ámbito de la 
privacidad personal y familiar protegido por dicho precepto se caracteriza por quedar exento e inmune a las invasiones o agresiones abusivas 
o arbitrarias por parte de terceros o de la autoridad pública. 
11 Artículo 180 bis impugnado. 
12 Artículo 180 septimus impugnado. 
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Con base en esta distinción, así como con algunas otras consideraciones, es que quisiera señalar algunos 
inconvenientes con la metodología adoptada en la sentencia, haciendo un análisis de constitucionalidad sobre 
un “sistema normativo”. 

II. Metodología de análisis de constitucionalidad de un sistema normativo. 

En el caso concreto, no comparto la metodología utilizada en la sentencia. Como se puede observar de la 
línea jurisprudencial de este Alto Tribunal, la metodología de análisis de normas que se aducen 
inconstitucionales varía caso por caso. Cada una de las personas Ministras que conformamos este Alto 
Tribunal, hemos optado por la metodología de análisis que más consideramos adecuada al caso concreto, sin 
que exista un criterio o parámetro establecido o acordado, para determinar cuándo se debe optar una 
metodología concreta. 

En el caso concreto la sentencia plantea que el decreto impugnado en su totalidad debe analizarse como un 
“sistema normativo”, ya que: 

“[...] de la lectura integral de los conceptos de invalidez se aprecia que los argumentos a partir de 
los cuales se plantea la vulneración a los derechos a la privacidad, intimidad y protección de datos 
personales, abarcan la totalidad de las normas que integran el referido Decreto en tanto se impugnan 
como sistema normativo”.13 

“102. En efecto la afectación alegada a los derechos humanos en juego se hace derivar 
directamente de la creación y regulación del PANAUT, dado que se estima que la creación de 
esta base de datos y la forma en la que se encuentra regulado genera una intromisión injustificada y 
desproporcionada en tales prerrogativas fundamentales. En esa tesitura, la respuesta que debe 
brindarse sobre si dicha intromisión es o no justificada, abarca necesariamente el sistema normativo 
que da lugar a dicha base de datos”.14 (énfasis añadido) 

Si bien coincido en que todas las normas del decreto deben declararse inválidas, destaco a continuación dos 
razones principales por las que considero que el análisis de la reforma impugnada como un “sistema 
normativo” podría no haber sido el más conveniente en el estudio del caso concreto. 

Primera razón. 

Como ya lo adelantaba, el hecho de que la misma sentencia reconozca que el decreto contenga datos que 
ameriten un análisis diferenciado -datos sensibles, por un lado, y datos personales, por el otro-, para mí es 
razón suficiente para que en el estudio del decreto impugnado se hubiera adoptado una metodología distinta. 

La necesidad de este análisis diferenciado, lo propone la misma sentencia, en el segundo punto del apartado 
A, del considerando séptimo, titulado “Segunda etapa. Análisis de las distintas gradas que integran la prueba 
de proporcionalidad”. Aquí se establece que: (i) las injerencias al derecho a la privacidad y la protección de los 
datos personales en general deben ser analizadas por el test de escrutinio ordinario; y, (ii) por lo que hace al 
derecho a la intimidad y a la protección de los datos sensibles, debe ser analizado a la luz de un  
escrutinio estricto. 

En ese sentido, la sentencia concluye que todo el sistema normativo se analizará primero, a la luz del test de 
proporcionalidad en sentido ordinario, y posteriormente, ese mismo sistema será analizado a la luz de dicho 
test en su vertiente estricta. 

Con independencia de que no coincido con el uso del test de escrutinio estricto, para determinar la 
razonabilidad de la medida con relación a las restricciones al derecho a la intimidad y a la protección de los 
datos sensibles -lo cual abordaré con mayor profundidad en el siguiente apartado- me parece que resulta 
contradictorio analizar un mismo sistema normativo a la luz de dos escrutinios distintos. 

Un mismo sistema normativo no debería analizarse, primero, a la luz del escrutinio ordinario, para que, en el 
caso de que se supere, de nueva cuenta, todo el sistema normativo en su conjunto deba analizarse bajo un 
escrutinio estricto. 

Si bien, en el caso concreto, no hubo necesidad de caer en dicha contradicción, ya que la medida no superó la 
tercera grada del test de proporcionalidad ordinario; en el supuesto de que sí lo hubiera superado, considero 
que hubiéramos caído en una grave contradicción metodológica, a partir de las siguientes consideraciones: 

                                                 
13 Párrafo 101 de la sentencia de la Acción de Inconstitucionalidad 82/2021 y su acumulada 86/2021. 
14 Párrafo 102 de la sentencia de la Acción de Inconstitucionalidad 82/2021 y su acumulada 86/2021. 
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a) La aplicación del test de escrutinio ordinario, parte de la premisa de que la norma impugnada es 
constitucional. Por el contrario, al analizar una norma bajo el escrutinio estricto, se parte de la 
premisa de que ésta es inconstitucional. 

 De esta forma, considero equívoco que, al mismo tiempo, tengamos que partir de la premisa de que 
una medida es constitucional e inconstitucional. 

b) Para el análisis de la primera grada del test de escrutinio ordinario, se debe analizar si la medida 
busca una finalidad constitucionalmente válida. Para su vertiente estricta, la primera grada lo que 
analiza, es si ésta persigue un fin constitucionalmente imperioso. 

 Como ya ha sido estudiado por este Máximo Tribunal, mientras que el análisis de una finalidad 
constitucional imperativa implica que su consecución sea a través de los medios menos gravosos 
posibles, exigiendo una máxima racionalidad al legislador; en el escrutinio ordinario sólo se exige la 
legitimidad de una finalidad admisible y una relación racional entre ésta y la medida exigiendo una 
mínima racionalidad.15 

Segunda razón. 

Considero que si bien, en ocasiones puede ser pertinente, e incluso necesario, hacer el análisis de 
constitucionalidad de un sistema normativo en su conjunto; lo cierto es que dependiendo del caso concreto 
pudiera existir un riesgo fundado, de que este Máximo Tribunal analizara la idoneidad o eficacia de una 
política pública, más allá de los vicios de constitucionalidad que podrían tener algunos de sus elementos. 

Bajo mi consideración, por regla general, el estudio de un decreto impugnado debería partir de un análisis 
individualizado de las normas o porciones normativas que sean impugnadas, a pesar de que los argumentos 
de las o la parte accionante, no se hayan focalizado de manera independiente y particularizada. 

Lo anterior, me parece que garantiza el principio de división de poderes, sin que de manera indirecta este 
Tribunal Pleno se pronunciara sobre la idoneidad de una política pública, en este caso criminal, más allá de su 
constitucionalidad. Ello, sin que eso signifique que la Suprema Corte de Justicia de la Nación deje de 
desempeñar su papel de máximo intérprete de la Constitución y protector de los intereses más sensibles de 
las personas y comunidades de nuestra sociedad ya que, sin duda alguna, su actuar ha tenido una vocación 
transformadora. 

Si bien sostengo que como regla general, para mí el análisis de un decreto impugnado, amerita un estudio 
individualizado de las normas que lo integran, lo cierto es que excepcionalmente la metodología de análisis, sí 
podría hacerse de manera holística, como un sistema normativo en su conjunto, siempre que: (i) las normas 
impugnadas no puedan subsistir de manera evidente, a partir de la invalidación de otras, por lo que las 
mismas se tornen inoperantes; o (ii) si a pesar de lo anterior, la invalidación de ciertas porciones sean la razón 
de ser que motiva la reforma impugnada. 

Bajo esta lógica, la razón por la cual considero que, en este caso, es plausible analizar el decreto impugnado 
a partir de un “sistema normativo”, es por las excepciones que referí en el párrafo anterior. En otras palabras, 
se podría considerar viable que, al invalidar ciertas porciones normativas, se podría desarticular todo el 
sistema normativo, o en su caso, perdería su razón de ser, a la luz de la finalidad constitucionalmente válida 
del decreto. 

III. Elección del escrutinio del test de proporcionalidad para el análisis de la reforma impugnada. 

No coincido en que el caso concreto deba analizarse a partir de un test de escrutinio estricto. Como adelanté, 
la sentencia concluye que el decreto impone restricciones relacionadas con datos personales que vulneran el 
derecho a la privacidad, las cuales deben ser analizadas desde un escrutinio ordinario, y otras relacionadas 
con datos o información sensible que podría vulnerar el derecho a la intimidad, las cuales deben ser 
observadas bajo un escrutinio estricto. 

De manera concreta, el párrafo 214 de la sentencia establece que “el test de escrutinio estricto es exigible en 
dos supuestos generales: i) cuando se combaten distinciones legislativas que se apoyan en una de las 
denominadas categorías sospechosas previstas en el artículo 1 constitucional; o ii) cuando la norma opera 
sobre derechos fundamentales especialmente sensibles que dadas sus condiciones o importancia en 
determinados supuestos, exigen una tutela reforzada, de tal suerte que con este escrutinio se busca 
garantizar que la medida analizada tenga una justificación robusta que derrote la presunción de 
inconstitucionalidad que pesa sobre ella”. 

                                                 
15 Sentencia recaída al amparo directo en revisión 4292/2019, de la Primera Sala de la SCJN, en su sesión del 24 de marzo de 2021. Ministro 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.  
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A partir de un análisis de los casos resueltos por este Alto Tribunal, en los últimos años, no comparto que el 
test de escrutinio estricto se utilice para analizar datos que afectan la intimidad de las personas, ya que no 
considero que ello se trate de un análisis de derechos especialmente sensibles que, dadas sus condiciones o 
importancia en determinados supuestos, exigen una tutela reforzada. 

La gran mayoría de las ocasiones en que este Alto Tribunal ha hecho uso del test de escrutinio estricto para 
determinar si una distinción es proporcional, han sido asuntos que analizan medidas que involucran alguna de 
las denominadas “categorías sospechosas” reconocidas en el artículo 1° constitucional, u otras reconocidas 
en otros tratados internacionales,16 siempre que éstas no constituyan medidas afirmativas. 

En el resto de los casos en que se ha utilizado dicho test, ha sido para el análisis de medidas que tienen que 
ver con restricciones a la libertad de expresión de los partidos políticos,17 e incluso en dichas ocasiones el 
criterio de los integrantes del Pleno no ha sido unánime al respecto.18 

Sin que mi opinión en este voto, adelante mi criterio para este segundo tipo de asuntos en que se ha aplicado 
el escrutinio estricto; considero que en el caso que nos ocupa, no es necesario el estudio del sistema 
normativo a partir de un escrutinio estricto. 

En el caso concreto, no me parece evidente que la creación del PANAUT, a raíz de la entrega de datos 
sensibles, vulnere de manera expresa la Constitución. La gran diferencia del análisis a partir de un escrutinio 
estricto es que con éste se parte de la premisa de que la norma es inconstitucional, lo cual, a contrario sensu, 
implica que estaríamos haciendo un análisis de inconstitucionalidad, más que de constitucionalidad. 

En el caso que nos ocupa, estimo que el mero hecho de que la medida persiga un fin legítimo, e incluso 
imperioso, como lo es la seguridad pública, derivada de una situación identificada de delitos de gran 
relevancia que se cometen a partir de dispositivos móviles, da motivos suficientes para que el análisis del 
sistema normativo parta de la presunción de constitucionalidad de la norma. 

Finalmente, en congruencia con lo anterior, me separo del párrafo 215 que establece la necesidad de aplicar 
ambos escrutinios, lo cual, además, estimo que contrasta con el contenido de los párrafos 393 a 402, en los 
cuales se concluye que es innecesario desarrollar el test de escrutinio estricto. 

IV. Análisis de la grada de necesidad, como parte del test de escrutinio ordinario. 

El análisis de una medida a partir del test de escrutinio ordinario implica el estudio a partir de 4 gradas, para 
saber si la medida: (i) persigue una finalidad constitucionalmente válida; (ii) es idónea para la consecución 
de dicha finalidad; (iii) constituye una medida necesaria; y, (iv) es proporcional en sentido estricto. 

En el caso concreto, coincido con la sentencia en el sentido de que el sistema normativo impugnado supera 
las dos primeras gradas del test de escrutinio ordinario. Ahora, si bien, coincido con la sentencia en que la 
medida legislativa impugnada no supera la tercera grada de dicho test de proporcionalidad, esto es, la 
necesidad de la medida, lo cierto es que me separo de algunas consideraciones que retoma la sentencia. 

De acuerdo con la línea jurisprudencial de este Alto Tribunal, la razón de ser de la tercera grada del test de 
proporcionalidad en su escrutinio ordinario (necesidad) es conocer si existen otras medidas que resulten 
igualmente idóneas para lograr los fines que se persiguen, con el fin de corroborar que no existan otras 
alternativas menos lesivas al derecho que se está limitando, o que intervengan con menor intensidad 
en el mismo. 

Así, de encontrarse alguna medida alternativa que sea igualmente idónea para proteger el fin constitucional y 
que a su vez intervenga con menor intensidad al derecho, deberá concluirse que la medida elegida por el 
legislador es inconstitucional. En caso contrario, deberá pasarse a la cuarta y última etapa del escrutinio: la 
proporcionalidad en sentido estricto. 

                                                 
16 Convención Americana sobre Derechos Humanos, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, entre otros. 
17 Acción de inconstitucionalidad 132/2020; acciones de inconstitucionalidad 35/2014 y sus acumuladas 74/2014, 76/2014 y 83/2014; 45/2014 
y sus acumuladas 46/2014, 66/2014, 67/2014, 68/2014, 69/2014 y 75/2014; 129/2015 y sus acumuladas 130/2015, 131/2015, 132/2015, 
133/2015 y 137/2015; 64/2015 y sus acumuladas 65/2015, 66/2015, 68/2015 y 70/2015; 50/2015 y sus acumuladas 55/2015, 56/2015 y 
58/2015; y, 67/2015 y sus acumuladas 72/2015 y 82/2015. 
18 Al respecto, se puede observar la discusión de la acción de inconstitucionalidad 132/2020, del 21 de septiembre de 2020, en donde, de la 
mayoría de las y los 9 Ministros que votaron por la invalidez de la norma, 4 votaron por que no se debía usar un escrutinio estricto (Ministros 
Laynez Potisek, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Luis María Aguilar Morales y Ana Margarita Ríos Farjat); mientras que 5 votaron por 
que sí debía analizarse bajo este escrutinio. 
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Para desarrollar el examen de necesidad, la sentencia estudia otras medidas o mecanismos que considera 
igualmente idóneos para lograr los fines que persigue el PANAUT, y que resulten menos lesivos para los 
derechos afectados. 

Al respecto, estimo que dos de ellas son analizadas de tal manera que pareciera que este Pleno se está 
pronunciando sobre su constitucionalidad: (i) la intervención de comunicaciones (párrafos 288 a 354); y, (ii) la 
geolocalización y entrega de datos (párrafos 355 a 375). 

Desde mi punto de vista, el análisis de la tercera grada no tiene que profundizar sobre el estudio de dichas 
alternativas. Tal como lo resolvió la Primera Sala de este Alto Tribunal, en el amparo en revisión 237/2014, 
sobre esta grada del test, “la búsqueda de medios alternativos podría ser interminable y requerir al juez 
constitucional imaginarse y analizar todas las alternativas posibles. No obstante, dicho escrutinio puede 
acotarse ponderando aquellas medidas que el legislador consideró adecuadas para situaciones similares o 
bien las alternativas que en el derecho comparado se han diseñado para regular el mismo fenómeno. En 
cualquier caso, conviene aclarar que la comparación entre regulaciones en el marco del análisis de necesidad 
de una medida cumple la función de acotar el universo de alternativas que el legislador pudo considerar al 
momento de afectar el derecho en cuestión”. 

En ese sentido, resulta innecesario hacer un análisis profundo de las medidas alternas que sean menos 
lesivas para la consecución de la finalidad establecida. El riesgo de lo anterior es que la sentencia, de manera 
indirecta, realice un análisis de constitucionalidad a partir de un test de proporcionalidad de medidas, que 
efectivamente ya existen en el ordenamiento jurídico mexicano. 

Más aún, el hecho de afirmar que dichas medidas superan, por lo menos, las primeras tres gradas del 
escrutinio ordinario del test de proporcionalidad, podría leerse como una limitación para que los demás 
poderes, no busquen el establecimiento de medidas para luchar por la seguridad pública del país, en clave de 
que ya existen las medidas legislativas suficientes para ello. 

Ahora, a pesar de que no paso por alto el párrafo 287 de la sentencia que establece que ” no tiene por objeto 
revisar la validez constitucional de las diversas figuras, ni compromete en sentido alguno el criterio de este 
Tribunal Pleno sobre tal aspecto, puesto que lo único que se pretende realizar es un estudio comparativo 
frente al PANAUT a fin de poder determinar si dichos mecanismos resultan igualmente idóneos, pero son 
menos restrictivos de los derechos humanos a la privacidad y protección de datos personales”, lo cierto es 
que las consideraciones de este Pleno que son aprobadas por mayoría de 8 votos resultan obligatorias para 
todas las autoridades jurisdiccionales de la Federación y las entidades federativas, aun cuando se incluya 
dicha acotación. 

En ese sentido, me aparto de aquellos razonamientos que analizan las medidas relacionadas con la 
intervención de comunicaciones y geolocalización. 

En concordancia con lo anterior, también me aparto de las preguntas que se plantea la sentencia en el párrafo 
390 del proyecto, en donde se cuestiona si el decreto impugnado “realmente” era necesario, ya que “existen 
otras herramientas” para lograr el fin analizado. 

Lo anterior ya que, en mi opinión, solo refuerza la idea de que las medidas existentes ya son suficientes para 
lograr el fin planteado, lo cual, me parece, no es tarea para que este Alto Tribunal determine. 

ATENTAMENTE 

Ministra Loretta Ortiz Ahlf.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Lic. Rafael 
Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de ocho fojas útiles, 
concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto concurrente formulado por la 
señora Ministra Loretta Ortiz Ahlf, en relación con la sentencia del veintiséis de abril de dos mil veintidós, 
dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de inconstitucionalidad 82/2021 
y su acumulada 86/2021, promovidas por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales y diversos Senadores Integrantes de la LXIV Legislatura. Se certifica con la 
finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a siete de noviembre de 
dos mil veintidós.- Rúbrica. 
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VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL MINISTRO JUAN LUIS GONZÁLEZ ALCÁNTARA CARRANCÁ EN LA 
ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 82/2021 Y SU ACUMULADA 86/2021. 

1. En la sesión celebrada el veintiséis de abril de dos mil veintidós, el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación resolvió como procedente y fundada la acción de inconstitucionalidad 82/2021 y su 
acumulada 86/2021, promovidas por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales (en adelante “INAI”) y por diversos senadores integrantes de la LXIV 
Legislatura. En éstas, se declaró la invalidez de la totalidad del sistema normativo que integra el decreto 
de reformas a la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión (en adelante “LFTR”), publicado en 
el Diario Oficial de la Federación el dieciséis de abril de dos mil veintiuno, y por el cual se creó y reguló el 
Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil (en adelante “PANAUT”). 

2. Cabe señalar que el PANAUT era una base de datos integrada por información personal e íntima de los 
titulares de cada línea de telefonía móvil, incluyendo nombre completo, nacionalidad, número de 
identificación oficial con fotografía, Clave Única de Registro de Población, datos biométricos y domicilio, 
entre otros. Su instalación, operación, regulación y mantenimiento estaba a cargo del Instituto Federal de 
Telecomunicaciones. La finalidad de la base de datos, de acuerdo con el artículo 180 bis de la LFTR, era 
contar con una herramienta útil que permitiera colaborar con las autoridades del Estado en materia de 
seguridad y justicia en asuntos relacionados con la comisión de ciertos delitos, específicamente, a través 
de la identificación de los usuarios de una determinada línea telefónica móvil. Para ello, las normas 
preveían como obligatorio para los usuarios el registro de su línea de teléfono celular ante los 
concesionarios de telecomunicaciones. 

3. Tal como señalé en mi intervención, me parece que la creación de dicho padrón partía de una premisa 
equivocada y peligrosa: la dicotomía entre seguridad y privacidad. Ésta exige a los ciudadanos entregar 
datos personales y ceder su privacidad frente al Estado a cambio de mayor seguridad. Con más 
información de los ciudadanos, el Estado tiene mayor control sobre ellos y puede protegerlos. Esta lógica 
no solamente contraría los valores democráticos que el Estado Mexicano reconoce en su Constitución, 
sino que ignora que: 1) más información no garantiza más seguridad; y, 2) la creación de bases de datos 
centralizadas como éstas acarrean un riesgo para los ciudadanos. En México, contamos con un claro 
ejemplo de esto: el fallido Registro Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil (conocido como RENAUT), 
creado en 2009. Tal como se desarrolla más abajo, el RENAUT fue ineficaz en mejorar la seguridad de 
los usuarios. Además, contrario a lo esperado, el RENAUT puso en mayor riesgo a los usuarios de 
telefonía móvil al filtrarse y, por eso, se tomó la decisión de destruirlo en 2011. Sin embargo, esta base 
de datos ya se encontraba en el mercado ilegal.1 

4. En el estudio de fondo, el Tribunal Pleno concluyó que el PANAUT vulneraba los derechos de privacidad, 
intimidad y protección de datos personales, y la mayoría acordamos que debía invalidarse la totalidad del 
sistema normativo del PANAUT. En general, me expresé de acuerdo con los argumentos presentados 
por la Ministra ponente en el asunto. Sin embargo, me separé de algunas consideraciones específicas 
del proyecto estudiado por las razones que expreso en este voto concurrente. La primera, versa sobre 
las causales de improcedencia (I); la segunda, relativa a la metodología del estudio de fondo (II); y la 
tercera, respecto al test de proporcionalidad realizado (III). 

 I. Divergencia en las causales de improcedencia. 

5. Durante la discusión de las causales de improcedencia, me separé del párrafo 42 del proyecto (que en el 
engrose equivale al párrafo 43).2 Dicho párrafo responde a un argumento del informe del Poder Ejecutivo 
Federal, por el cual alegaba que el INAI carecía de legitimación para hacer valer violaciones al proceso 
legislativo, así como para plantear la vulneración a los principios de interés superior del menor, no 
retroactividad de la ley en perjuicio de las personas y presunción de inocencia. 

                                                 
1 Véase “Ofertan RENAUT en la red en 500 pesos” Solís, Víctor. El Universal. 3 de junio de 2010. 
<https://archivo.eluniversal.com.mx/nacion/178140.html> 
2 El párrafo referido señala lo siguiente:  
“No obstante, este Tribunal Pleno estima que no asiste la razón al Ejecutivo Federal pues la legitimación del Instituto promovente, de 
conformidad con el artículo 105, fracción II, inciso h), constitucional debe evaluarse en función del acto que se impugna y su vinculación con 
la afectación a los derechos humanos de acceso a la información y protección de datos personales, no en función de los argumentos que 
se hacen valer para proteger tales derechos.” 
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6. En el párrafo 42 (ahora 43), la mayoría estimó que no asistía la razón al Ejecutivo Federal porque la 

legitimación del Instituto promovente, de conformidad con el artículo 105, fracción II, inciso h), 

constitucional3 debe evaluarse en función del acto que se impugna y su vinculación con la afectación de 

los derechos humanos de acceso a la información y protección de datos personales, no en función de los 

argumentos que se hacen valer para proteger tales derechos. Me parece que con tal afirmación lo que 

se pretende decir es que, en este caso, las violaciones a los principios de interés superior del menor, no 

retroactividad de la ley en perjuicio de las personas y presunción de inocencia deben entenderse como 

argumentos en función de la protección de los derechos de acceso a la información y protección de 

datos personales. Más aún, lo importante es que las normas impugnadas que creaban el PANAUT 

estaban directa y evidentemente vinculadas a la afectación al derecho de protección de datos personales 

porque implicaban la recolección y el tratamiento de datos personales. 

7. No obstante de que estoy de acuerdo en que no asistía la razón al Ejecutivo Federal en su dicho, pues 

en este caso es evidente que el acto impugnado estaba vinculado al derecho de protección de datos 

personales, me separé de la afirmación del referido párrafo porque me parece que su redacción nos 

lleva a conclusiones equivocadas. En particular, creo que es equivocado decir que únicamente debe 

evaluarse la legitimación del INAI en función del acto que se impugna y la vinculación de éste con los 

derechos de acceso a la información y protección de datos personales. Si bien, en este caso tal 

vinculación es directa y evidente, no siempre es así, y la argumentación es entonces necesaria para 

demostrar la afectación a los derechos. No considerar los argumentos podría llevar a concluir 

equivocadamente que una demanda es improcedente por no existir relación con dichos derechos. Así 

pues, contrario a lo que señala el párrafo del que me separé, considero que para determinar la 

legitimación del Instituto promovente es importante considerar tanto el acto impugnado como los 

argumentos que se hacen valer, que podrían evidenciar una vulneración indirecta o menos obvia a los 

derechos de acceso a la información y protección de datos personales. 

II. Divergencias en cuanto a la metodología. 

A. Consideraciones de la mayoría. 

8. La resolución analiza la totalidad de los preceptos que integran el decreto y que conformaban el sistema 

normativo que creaba y regulaba el PANAUT, y utiliza como eje toral el núcleo de la impugnación de los 

accionantes: la vulneración de los derechos humanos a la privacidad, intimidad y protección de datos 

personales. Como metodología, opta por realizar una prueba de proporcionalidad. 

9. Tras identificar que la regulación del PANAUT tiene un impacto prima facie en los derechos de 

privacidad, intimidad y protección de datos personales, y subrayar que dicha intromisión es intensa, el 

estudio considera necesario elegir el nivel de escrutinio que deberá realizarse. Opta por segmentar el 

análisis: considera que las intromisiones a la intimidad y la protección de datos sensibles deben ser 

analizadas a la luz de un escrutinio estricto, dado que el derecho a la intimidad requiere de una especial 

protección. Mientras que las injerencias al derecho a la privacidad y la protección de los datos 

personales deben ser revisadas a la luz de un escrutinio ordinario. 

B. Razones de la concurrencia. 

10. Me parece adecuada la utilización de un test de proporcionalidad porque, en efecto, nos enfrentamos 

ante un caso en el que los derechos a la privacidad, la intimidad y la protección de datos personales se 

deben ponderar frente al objetivo que plantea la norma de combatir a la delincuencia. 

                                                 
3 “Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos 
siguientes: 
[...] 
II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta 
Constitución. 
Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, 
por: 
[...] 
h) El organismo garante que establece el artículo 6° de esta Constitución en contra de leyes de carácter federal y local, así como de tratados 
internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren el derecho al acceso a la 
información pública y la protección de datos personales. Asimismo, los organismos garantes equivalentes en las entidades federativas, en 
contra de leyes expedidas por las Legislaturas locales; e” 
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11. Es cierto que, tal como lo señala la Constitución Federal, la protección de datos personales puede 
restringirse por razones de seguridad pública y para la protección de derechos de terceros.4 Sin 
embargo, la restricción al derecho debe ser proporcional. Así pues, realizar un test de proporcionalidad 
para estudiar la medida es adecuado y pertinente. 

12. Cabe señalar que el principio de proporcionalidad es un principio del tratamiento de datos personales, 
reconocido por las Leyes en la materia de México,5 y por el artículo 5, inciso C, del Convenio N° 108 del 
Consejo de Europa en materia de datos personales, del cual México forma parte.6 Por ello, la realización 
de una prueba de proporcionalidad es particularmente adecuada para examinar este derecho. 

13. Sin embargo, difiero de la mayoría en cuanto a que considero que no es necesario segregar el test en 
distintos niveles de escrutinio. Considero, tal como lo he expresado con anterioridad, que los niveles de 
escrutinio —estricto y ordinario— son pertinentes para la realización del examen de igualdad, pero no 
para el de proporcionalidad. Si bien, estoy de acuerdo en que nos encontramos frente a afectaciones a 
derechos especialmente sensibles que exigen una tutela reforzada, considero que los pasos del test de 
proporcionalidad permiten valorar en mayor o menor grado los derechos protegidos frente a la medida 
estudiada, sin que resulte necesario de antemano elevar su nivel de escrutinio. 

III. Divergencia en cuanto al análisis del test de proporcionalidad. 

A. Consideraciones de la mayoría. 

14. Tras señalar que se debe segmentar el análisis por niveles de escrutinio, el estudio inicia el análisis 
realizando el test en escrutinio ordinario. La primera grada del test se supera porque el acto impugnado 
contaba con un fin constitucionalmente válido. La medida legislativa perseguía fines de interés público 
relacionados con el fortalecimiento de las herramientas para la investigación y persecución de los delitos. 
Estas finalidades se insertan dentro del marco de obligaciones del Estado Mexicano de seguridad 
pública del artículo 21 constitucional.7 

15. También se considera superada la segunda grada (idoneidad) porque existe una relación medio-fin entre 
la creación del PANAUT y el fin que perseguía. Lo anterior, porque la base de datos con información de 
usuarios, en principio, permitía tener un mayor control sobre el uso de los dispositivos y contrarrestaba la 

                                                 
4 “Artículo 16. [...] 
Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al acceso, rectificación y cancelación de los mismos, así como a 
manifestar su oposición, en los términos que fije la ley, la cual establecerá los supuestos de excepción a los principios que rijan el tratamiento 
de datos, por razones de seguridad nacional, disposiciones de orden público, seguridad y salud públicas o para proteger los derechos de 
terceros. 
[...]” 
5 Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados. 
“Artículo 16. El responsable deberá observar los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información 
y responsabilidad en el tratamiento de datos personales.” 
“Artículo 25. El responsable sólo deberá tratar los datos personales que resulten adecuados, relevantes y estrictamente necesarios para la 
finalidad que justifica su tratamiento.” 
Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares. 
“Artículo 6. Los responsables en el tratamiento de datos personales, deberán observar los principios de licitud, consentimiento, información, 
calidad, finalidad, lealtad, proporcionalidad y responsabilidad, previstos en la Ley.” 
“Artículo 13. El tratamiento de datos personales será el que resulte necesario, adecuado y relevante en relación con las finalidades previstas 
en el aviso de privacidad. En particular para datos personales sensibles, el responsable deberá realizar esfuerzos razonables para limitar el 
periodo de tratamiento de los mismos a efecto de que sea el mínimo indispensable.” 
6 Convention for the Protection of Individuals with Regard to Automatic Processing of Data – Council of Europe – European Treaty 
Series No. 108. Ratificado por México el 28 de junio de 2018, entrada en vigor el 1 de octubre de 2018. 
Article 5 – Quality of data 
Personal data undergoing automatic processing shall be: 
a. obtained and processed fairly and lawfully; 
b. stored for specified and legitimate purposes and not used in a way incompatible with those purposes; 
c. adequate, relevant and not excessive in relation to the purposes for which they are stored; 
d. accurate and, where necessary, kept up to date; 
e. preserved in a form which permits identification of the data subjects for no longer than is required for the purpose for which those data are 
stored. 
7 Artículo 21. La investigación de los delitos corresponde al Ministerio Público y a las policías, las cuales actuarán bajo la conducción y 
mando de aquél en el ejercicio de esta función. 
[...] 
La seguridad pública es una función del Estado a cargo de la Federación, las entidades federativas y los Municipios, cuyos fines son 
salvaguardar la vida, las libertades, la integridad y el patrimonio de las personas, así como contribuir a la generación y preservación del orden 
público y la paz social, de conformidad con lo previsto en esta Constitución y las leyes en la materia. La seguridad pública comprende la 
prevención, investigación y persecución de los delitos, así como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en 
las respectivas competencias que esta Constitución señala. La actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá por los principios 
de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos reconocidos en esta Constitución. 
[...] 
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barrera del anonimato que da pie a que estos mecanismos sean vistos como herramientas útiles y 
seguras para la comisión de los delitos. Por lo tanto, el padrón podía servir como un mecanismo inhibidor 
para las conductas. Al respecto del análisis de idoneidad, el INAI había señalado que no existe evidencia 
que demuestre que registros como el PANAUT impactan en la reducción de delitos de extorsión y 
secuestro. El estudio rechaza este argumento porque considera que: “el análisis de idoneidad desde un 
escrutinio ordinario no implica analizar si la medida adoptada por el legislador es la mejor de las medidas 
posibles, o si es plenamente eficaz para la consecución de la finalidad que persigue.”8 Solamente se 
debe analizar si existe una relación de instrumentalidad, y si la medida contribuye en alguna medida al 
fin. Es decir, si ésta es susceptible de contribuir a la consecución. 

16. Finalmente, concluye que no se satisface la tercera grada del test (necesidad), pues existen otras 

medidas en el ordenamiento jurídico que son igualmente idóneas para el combate de las conductas 

delictivas y que afectan en menor grado los derechos humanos señalados. Como ejemplos de éstas, 

señala la intervención de comunicaciones a partir de la autorización de un juez, así como la 

geolocalización y entrega de datos conservados por los concesionarios de telecomunicaciones. 

17. Al no haberse superado la grada de necesidad, considera innecesario que se supere la cuarta grada 

(proporcionalidad en sentido estricto). Asimismo, considera innecesario realizar la prueba de 

proporcionalidad en sentido estricto, pues como el PANAUT no es razonable a la luz del escrutinio 

ordinario, a mayor razón no supera el otro. Por lo tanto, se declara la invalidez de la totalidad del 

PANAUT. 

B. Razones de la concurrencia. 

18. Estoy de acuerdo con que el PANAUT no supera la prueba de proporcionalidad, pero considero que esto 

es porque no supera la grada de idoneidad. 

19. La grada de idoneidad presupone la existencia de una relación medio-fin entre la medida que restringe el 

derecho y el fin que ésta persigue. Para superar la grada, es suficiente que la medida contribuya, en 

algún modo y grado, a lograr el propósito del legislador. En ese sentido, en aras de la libertad legislativa 

y como regla general, me parece suficiente observar una relación hipotética entre la medida específica y 

el resultado esperado. Es decir, mientras se observe una relación lógica entre la medida propuesta por el 

legislador y la finalidad identificada en la primera grada, se puede considerar que la medida es idónea. 

20. Sin embargo, considero que esta regla general debe exceptuarse cuando se cuente con evidencia fuerte 

y directamente aplicable al caso concreto respecto a la efectividad de la medida. Esa evidencia puede 

apoyar o, en su defecto, desvirtuar esa relación lógica medio-fin, y demostrar que en realidad la medida 

no es idónea para alcanzar el fin de la norma. 

21. Este me parece que es el caso particular del PANAUT, dado que el padrón tiene un claro predecesor 

—el RENAUT— que aporta evidencia específica, aplicable directamente a México, de la ineficacia de la 

medida para alcanzar su objetivo.9 Si bien es cierto que el PANAUT no es textualmente idéntico al 

RENAUT, ambas bases de datos son, en la práctica, casi iguales, y las diferencias son irrelevantes para 

efectos del análisis aquí presentado.10 

                                                 
8 Párrafo 277 del engrose. 
9 La ineficacia del RENAUT quedó expresada como la principal razón para su derogación en el proceso legislativo que llevó a su reforma. 
Asimismo, esto fue recordado y reiterado por diversos expertos participantes del Foro Virtual sobre Registro de Usuarios de Telefonía Móvil 
realizado durante el proceso legislativo que condujo a la creación del PANAUT, organizado por la Comisión de Comunicaciones y Transportes 
de la Cámara de Diputados. Véase: 
1) La primera iniciativa de reforma que llevó a la derogación del RENAUT: “INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 
REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, DEL 
CÓDIGO PENAL FEDERAL, DE LA LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES Y DE LA LEY QUE ESTABLECE LAS NORMAS MÍNIMAS 
SOBRE READAPTACIÓN SOCIAL DE SENTENCIADOS” Cámara de Senadores. 15 de marzo de 2011. Consultable en: 
<https://legislacion.scjn.gob.mx/Buscador/Paginas/wfProcesoLegislativoCompleto.aspx?q=Fahf/ZCcCGTRH7BTx0eHtKCK2XcouBu2Gk48zk
Hs/UVDtxCqJtJ8Oy7bbYPGTKQvprSxMyIppT7yrvuvbdkaxg==> 
2) “Foro Virtual sobre Registro de Usuarios de Telefonía Móvil” Cámara de Diputados. 30 de noviembre de 2020. Transmitido por: 
<https://www.youtube.com/watch?v=ZToTgpeo4Go&t=2110s> 
10 Para llegar a esta conclusión, se realizó un comparativo de la información contenida en ambas bases de datos, de sus objetivos y de la 
forma en que éstas operaban. Aunque algunos campos de datos eran distintos y el lenguaje utilizado en la regulación variaba, las diferencias 
entre el PANAUT y el RENAUT eran menores. En particular, los cambios en el PANAUT no atendían los problemas que fueron identificados 
en el RENAUT como las razones de su fracaso. 
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22. El PANAUT pretendía reducir la incidencia delictiva con el argumento de que las autoridades, al contar 

con los datos personales de los usuarios de telefonía, podían identificar y detener a quienes cometieran 

delitos utilizando sus teléfonos móviles. Sin embargo, la exposición de motivos de la iniciativa por la que 

se derogó el RENAUT en 2011 señala justamente a dicho argumento como la principal razón por la que 

éste fracasó, pues parte de una falsa premisa: que las personas cometiendo los delitos utilizan celulares 

registrados a su nombre o a nombre de sus cómplices.11 

23. La iniciativa que llevó a la derogación del RENAUT también señala que un problema de dicho registro 

fue que no se podía garantizar la veracidad de los datos.12 El PANAUT parecía abordar este problema al 

requerir que los usuarios proporcionen sus datos biométricos. Sin embargo, esto no lo soluciona. 

24. Para que los datos biométricos pudieran ser útiles para tales efectos, deberían poder cruzarse con un 

padrón nacional de identidad que ya contara con datos biométricos, pero en México no existe un registro 

con estas características. Lo más parecido a esto es el padrón electoral del Instituto Nacional Electoral, 

que únicamente cuenta con el 74%13 de la población registrada. Lo que significa que no se podría 

verificar la identidad de todos los que registran en el PANAUT o, alternativamente, se tendría que negar 

el servicio de telefonía móvil a los ciudadanos que no se encontraran inscritos en el padrón electoral, 

ciudadanos que tienden a formar parte de la población vulnerable. 

25. Más aún, incluso si pudiera garantizarse la veracidad de la información que se registra en el PANAUT, 

éste seguiría sin ser útil para disuadir a la delincuencia porque podrían seguirse cometiendo delitos 

utilizando teléfonos registrados a otro nombre, tarjetas SIM del extranjero, o servicios de internet para 

hacer llamadas telefónicas.14 

26. Por lo tanto, considero que existe evidencia contundente de que el PANAUT no superaba la grada de 

idoneidad y, por ende, era innecesario analizar si superaba la grada de necesidad del test. Así pues, 

esto era suficiente para declarar la invalidez total del sistema normativo impugnado. 

27. Sin perjuicio de lo anterior, me expresé también de acuerdo con los argumentos esgrimidos en el análisis 

de la grada de necesidad. Sin embargo, me parece relevante señalar que esto no significa, en ningún 

sentido, un pronunciamiento respecto de la constitucionalidad (o inconstitucionalidad) de las medidas 

con las que el PANAUT fue comparado. 

Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de 

Acuerdos, Licenciado Rafael Coello Cetina.- Rúbrica. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de seis fojas útiles, 

concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto concurrente formulado por el 

señor Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, en relación con la sentencia del veintiséis de abril de 

dos mil veintidós, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de 

inconstitucionalidad 82/2021 y su acumulada 86/2021, promovidas por el Instituto Nacional de Transparencia, 

Acceso a la Información y Protección de Datos Personales y diversos Senadores Integrantes de la LXIV 

Legislatura. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de 

México, a siete de noviembre de dos mil veintidós.- Rúbrica. 

                                                 
11 “En gran medida, la incapacidad del RENAUT ha sido producto de la idea de que el registro de usuarios de celulares en una gran base de 
datos nacional garantizaría la ubicación de los responsables de un delito. Una idea errónea fundada sobre el argumento de que los 
delincuentes utilizarían aparatos de comunicación móvil registrados a su nombre o a nombre de sus cómplices. La realidad es otra.” Véase 
supra pie de página 9. 
12 “Tal como se ha señalado en esta misma tribuna, el registro de un teléfono mediante nombre y Clave Única de Registro de Población 
(CURP) no garantiza la veracidad de los datos y menos aún que en el caso de cometerse un delito realmente se atrape al culpable; por el 
contrario, puede culparse a una persona que no lo sea. Asimismo, resulta inoperante la obligación de los concesionarios de verificar la 
veracidad de la información suministrada pues las compañías operan a través de miles de distribuidores y agentes a los que no puede 
hacerse responsables de hacerlo.” 
Ídem. 
13 93,210,066 ciudadanos en el padrón electoral (DERFE INE, 2022) / 126,014,024 habitantes en México (INEGI, 2020) = 0.7397 
Véase: <https://www.ine.mx/credencial/estadisticas-lista-nominal-padron-electoral/> 
14 Tal como lo advirtieron diversos expertos participantes del foro realizado en el marco de la reforma del PANAUT, organizado por la 
Comisión de Comunicaciones y Transportes de la Cámara de Diputados. Véase supra pie de página 9. 
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VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL SEÑOR MINISTRO LUIS MARÍA AGUILAR MORALES, EN RELACIÓN 
CON LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 82/2021 Y SU ACUMULADA 86/2021. 

En sesión celebrada el veintiséis de abril de dos mil veintidós, el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación resolvió en definitiva las acciones de inconstitucionalidad citadas al rubro, promovidas, 
respectivamente, por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales y por una minoría de senadores, en las que se impugnó el Decreto por el cual se reforman y 
adición diversas disposiciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el dieciséis de abril de dos mil veintiuno. 

En su resolución, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó, por un lado, 
reconocer la validez del procedimiento legislativo de creación del Decreto impugnado y, por otra parte, 
declarar la invalidez de la totalidad del sistema normativo que integraba dicho Decreto y que tenía por objeto 
implementar el Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil. 

Si bien compartí el sentido de la resolución, en algunos casos lo hice por consideraciones distintas y, en otros, 
por razones adicionales. Dichas razones son las que motivan la formulación del presente voto concurrente y 
las cuales manifestaré a continuación. 

Considerando Sexto. Violaciones al procedimiento legislativo. 

En el estudio de fondo, previo a analizar los conceptos de invalidez destinados a confrontar las normas 
contenidas en el Decreto impugnado con el parámetro de regularidad constitucional, se analizaron los 
argumentos encaminados a evidenciar una serie de irregularidades que, a juicio de los Senadores 
accionantes, se cometieron en su procedimiento de creación. 

Por unanimidad de votos, se declararon infundadas las dos líneas argumentativas formuladas en contra del 
procedimiento legislativo del Decreto impugnado, a saber, la falta de fundamentación y motivación de los 
dictámenes emitidos tanto por la Cámara de Diputados como por la Cámara de Senadores, así como las 
violaciones que, a juicio de la minoría parlamentaria del Senado de la República, se cometieron al aprobarse 
el dictamen por las Comisiones Unidas de Comunicaciones y Transportes de Estudios Legislativos. 

Si bien compartí el reconocimiento de validez del procedimiento legislativo impugnado, respecto a la segunda 
violación alegada, lo hice por consideraciones distintas. 

A fin de explicar mi postura, debe tomarse en cuenta que el motivo de impugnación de la minoría 
parlamentaria, en cuanto a la segunda violación, reposó en el hecho de que el proyecto de dictamen fue 
votado primero por la Comisión de Comunicaciones y Transportes y después, en una sesión distinta, por la 
Comisión de Estudios Legislativos, pues en ésta última existió un empate acerca de una reserva presentada 
por un senador que debía resolverse previamente. 

Bajo el dicho de los accionantes, tal actuación constituyó una violación al Reglamento del Senado, conforme 
al cual los dictámenes producidos bajo la modalidad de trabajo de comisiones unidas deben ser aprobados en 
ese acto por la mayoría absoluta de los integrantes de cada una de las comisiones que participan, por lo que 
no resultaba posible que el dictamen fuera votado primero por una Comisión, tomando en cuenta que la 
reserva que estaba pendiente de resolverse en su homóloga podía influir en el voto del resto de sus 
integrantes. 

A juicio de una mayoría de Ministras y Ministros, dicho planteamiento resultó infundado, pues del Reglamento 
del Senado no puede desprenderse que las comisiones unidas deban aprobar el proyecto de dictamen en un 
solo acto o de manera simultánea. Así, se argumentó que lo único que se exige en esos casos es que la 
aprobación se dé por la mayoría absoluta de los integrantes de las comisiones dictaminadoras, lo cual 
aconteció en el caso. 

Respetuosamente no compartí tal argumentación, pues a mi juicio, resulta contrario a la lógica del trabajo de 
Comisiones Unidas el que la Comisión de Comunicaciones y Transportes haya votado y aprobado el dictamen 
estando pendiente la votación en la Comisión de Estudios Legislativos sobre las reservas presentadas, pues 
si bien en el Reglamento del Senado no existe una regla específica que resuelva esa circunstancia, es decir, 
una previsión que ordene suspender la votación de una de las Comisiones hasta en tanto la otra resuelva 
sobre un punto sobre el que no hay acuerdo, me parece que derivado de la naturaleza del trabajo en 
comisiones unidas, cuando exista un empate en una de ellas, su homóloga sí debe esperar a que se resuelva 
ese punto, sobre todo si el resultado de dicha votación puede implicar que ciertas cuestiones se discutan 
antes de presentar el dictamen correspondiente al Pleno del Congreso correspondiente. 

A mi parecer, esa interpretación es la que más resulta acorde a la luz de la deliberación pública que debe 
estar presente en la etapa de dictaminación por parte de las Comisiones legislativas. 
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Pese a lo anterior, considero que en este caso en específico, tal situación no tiene el potencial de invalidar 
todo el procedimiento legislativo del Decreto impugnado, pues si bien no obra constancia alguna de la que 
pueda desprenderse la votación definitiva de la Comisión de Estudios Legislativos sobre las reservas 
presentadas, al final de cuentas, en la página del Senado sí obra constancia de que en la sesión de la 
Comisión de Estudios Legislativos existió mayoría de votos a favor del Dictamen correspondiente, por lo que 
puede presumirse que una vez realizada la votación que se encontraba pendiente, aquella no reunió la 
mayoría para poder admitir las reservas desde ese momento. 

Así, contrario a la posición mayoritaria, considero que lo infundado del argumento radica en que, pese a que la 
actuación de las comisiones dictaminadoras sí fue, en principio, contraria a la lógica del trabajo de Comisiones 
Unidas, lo cierto es que en este caso y por las particularidades que ya manifesté, tal violación no tiene el 
potencial invalidante para viciar todo el procedimiento legislativo del Decreto combatido. 

Considerando Séptimo. Vulneración a los derechos de privacidad, intimidad y protección de datos 
personales. 

Finalmente, en el estudio de la regularidad constitucional del Decreto combatido, y después de realizar tanto 
un escrutinio estricto como ordinario, el primero para analizar las intromisiones a la intimidad y protección de 
datos sensibles y el segundo para analizar las injerencias al derecho a la privacidad y la protección de datos 
personales, se concluyó que las normas impugnadas son inconstitucionales, pues en el sistema jurídico 
mexicano ya existen mecanismos igualmente idóneos para lograr los fines que se pretendían con el Padrón 
Nacional de Usuarios (en general, colaborar con las autoridades de justicia en relación con la comisión de 
delitos, especialmente de los cometidos mediante el uso de telefonía celular) y que restringen en menor 
medida los derechos en cuestión. 

Si bien compartí la conclusión adoptada, así como sus consideraciones, me permitiré exponer algunas 
razones adicionales que, a mi parecer, refuerzan la inconstitucionalidad detectada. 

Como punto de comienzo, me parece importante partir de la utilidad que se buscó imprimir con la nueva 
normatividad que regulaba el Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil, lo cual obliga a tener presente 
que, desde su expedición, y hasta la fecha, la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión establece 
diversas obligaciones a cargo de los concesionarios en materia de seguridad y justicia. Entre dichas 
obligaciones se encuentra la de conservar un registro y control de comunicaciones que se realicen desde 
cualquier línea, bajo cualquier modalidad y que permita identificar, entre otros datos, el nombre, denominación 
o razón social, así como el domicilio del suscriptor1. 

No obstante, si bien en términos de la legislación vigente esos datos deben recabarse bajo cualquier 
modalidad, en los “Lineamientos de Colaboración en Materia de Seguridad y Justicia” emitidos por el Instituto 
Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, se dispone que en relación con los datos indicados en el 
artículo 190, fracción II, de dicho ordenamiento, tratándose del servicio móvil, el nombre y domicilio del 
usuario, sólo deberá recabarse en la modalidad de pospago2, sin que sea necesario el registro de tales datos 
cuando se opte por la modalidad de prepago. 

De esta forma, a la fecha, los concesionarios se mantienen obligados a recabar, conservar y, en dado caso, 
entregar ciertos datos, tales como el nombre, denominación o razón social y domicilio del suscriptor; sin 
embargo, dicha obligación se encuentra limitada a los casos en que se opte por la modalidad de pospago, 
pues así se dispone en los Lineamientos referidos y que a la fecha no han sido derogados; máxime que en el 
aspecto resaltado desarrollan reglas que continúan vigentes. 

                                                 
1 “Artículo 190. Los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados deberán:  
(...) 
II. Conservar un registro y control de comunicaciones que se realicen desde cualquier tipo de línea que utilice numeración propia o arrendada, 
bajo cualquier modalidad, que permitan identificar con precisión los siguientes datos: 
a) Nombre, denominación o razón social y domicilio del suscriptor; 
(...).”.  
2 “Lineamientos de Colaboración en Materia de Seguridad y Justicia y modifica el plan técnico fundamental de numeración, 
publicado el 21 de junio de 1996” publicado en el Diario Oficial de la Federación el 2 de diciembre de 2015.  
“DÉCIMO CUARTO. El sistema o sistemas utilizados para el registro de datos de comunicaciones de líneas privadas y líneas de los servicios 
fijo y móvil deberán contar con la capacidad de almacenar y entregar los datos indicados en la fracción II del artículo 190 de la LFTR.  
(...) 
III. Para el servicio móvil en las modalidades de prepago y pospago se registrará y conservará la información correspondiente a: 
a) Nombre y dirección del usuario registrado, en el caso de la modalidad de pospago; 
(...) 
IV. En el caso de la modalidad de prepago, se registrarán y conservarán además los datos que permitan identificar: 
a) El lugar, fecha y hora en la que se realizó la compra del dispositivo de prepago y/o la tarjeta SIM, en el caso en que el Concesionario o 
Autorizado los comercialice por canales propios, o 
b) En su caso, los datos del distribuidor al que le fue entregado el dispositivo de prepago o la tarjeta SIM para su comercialización. 
(...).” (énfasis añadido).  
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Esto resulta de suma relevancia para este asunto, tomando en cuenta que en el proceso legislativo del 
Decreto impugnado3, se expresó que derivado de su fácil adquisición y por los nulos requisitos para la 
obtención y registro de un plan de telefonía, la delincuencia ha optado por el servicio de prepago en el que 
prevalece el anonimato, pues no se puede saber quiénes adquirieron el número a través del cual se cometen 
delitos, lo que incluso ha impedido que las autoridades rastreen su geolocalización, al ser común que los 
equipos sean desechados después de su uso. 

Para solucionar ese problema, y con el único fin de colaborar con las autoridades en materia de seguridad y 
justicia, el Congreso de la Unión consideró necesaria la existencia de una “única” base de datos, distinta a la 
que debe mantener cada concesionario y que concentre información de todos los usuarios de cada línea 
telefónica móvil, quienes deberán proporcionar su identificación oficial, comprobante de domicilio y sus datos 
biométricos, para la activación del servicio de la línea telefónica4. 

En este contexto, el problema detectado por el legislador federal y su correlativa solución, centra las miradas 
en el anonimato que se encuentra presente en la modalidad de prepago, circunstancia que resulta de la mayor 
trascendencia en el ámbito de la seguridad pública, tomando en cuenta que ha sido un factor en la impunidad 
de los delitos cuya comisión involucra el uso de un teléfono móvil. 

Ahora bien, también coincidí en que por el contenido del Decreto impugnado, su análisis debe efectuarse a la 
luz tanto de un escrutinio ordinario como de uno de carácter estricto, pues entre los distintos tipos de datos 
que se obliga a los usuarios a proporcionar para la activación del servicio en línea, se encuentran tanto datos 
personales como datos personales sensibles, los cuales no son tratados de la misma manera en el campo 
legislativo, por lo que tampoco deben serlo en sede judicial. 

En efecto, en términos de la normatividad impugnada, la persona se encuentra obligada a proporcionar su 
nombre y domicilio, los cuales han sido catalogados por el Instituto Nacional de Acceso a la Información como 
datos personales5, pero también sus datos biométricos, los cuales han sido definidos por dicho Instituto como 
las “propiedades físicas, fisiológicas, de comportamiento o rasgos de la personalidad, atribuibles a una sola 
persona” y que son medibles, universales, únicos, y permanentes, tales como, por ejemplo, la huella digital, el 
rostro, la retina, el iris, la geometría de la mano o de los dedos e incluso el ADN6, por lo que sin duda alguna 
deben catalogarse como datos personales sensibles en términos de la definición que sobre dicho concepto se 
ofrece en la Ley General de la materia, en tanto que podrían en última instancia revelar información genética 
del individuo7. 

Tomando en cuenta lo anterior, la perspectiva a la luz de la cual debe abordarse el examen en este asunto no 
puede ser una sola, es decir, no debe analizarse con el mismo rigor la recopilación y acceso de los datos 
personales, a aquella que se haga sobre los datos biométricos, como datos personales sensibles, pues éstos 
son los que se refieren a la esfera más íntima del titular, cuya utilización indebida pueda dar origen a 
discriminación o conlleve un grave riesgo para éste. Además, como se señala en la sentencia, en la acción de 
inconstitucionalidad 21/2013, se analizó una norma que regulaba la prueba de ADN para identificar testigos a 
la luz de un escrutinio estricto, sobre lo cual estuve a favor. 

Ahora bien, en la aplicación del escrutinio ordinario, compartí que la medida persigue una finalidad 
constitucionalmente válida, pues busca dotar a las autoridades de una herramienta para un problema no 
solucionado8, como lo es la comisión de delitos en los que se utiliza la telefonía móvil, lo que se inserta en el 
marco de las obligaciones en materia de seguridad pública que derivan del artículo 21 de la Constitución 
Federal. 

                                                 
3 Dictamen de las Comisiones Unidas de Comisiones y Transportes y de Estudios Legislativos del Senado de la República, páginas 15 y 16.  
4 En términos del artículo 180 Quáter de la ley impugnada.  
5 “Guía para cumplir con los principios y deberes de la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares” 
Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, Junio de 2016, p.3  
6 “Guía para el Tratamiento de Datos Biométricos”, Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales, Marzo 2018, página 9.  
7 “Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:  
(...) 
X. Datos personales sensibles: Aquellos que se refieran a la esfera más íntima de su titular, o cuya utilización indebida pueda dar origen a 
discriminación o conlleve un riesgo grave para éste. De manera enunciativa más no limitativa, se consideran sensibles los datos personales 
que puedan revelar aspectos como origen racial o étnico, estado de salud presente o futuro, información genética, creencias religiosas, 
filosóficas y morales, opiniones políticas y preferencia sexual; 
(...).”.  
8 Uno de los delitos cometidos con teléfonos móviles es la extorsión. De acuerdo con la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción 
sobre Seguridad Pública de 2020 y 2021, en 2019 se cometieron 4.6 millones de delitos de extorsión (en el 88.9% de los casos fue vía 
telefónica) y en el 2020 dicha cifra aumentó pues se registraron 4.7 millones de delitos de extorsión (en el 90.7% de los casos fue vía 
telefónica). En ambos años, el delito de extorsión ocupó el tercer lugar en la lista de los delitos más cometidos en el año (en el 2019 
representaron el 15.3% del total de delitos cometidos, mientras que en el 2020 el 16.9%).  
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También resulta idónea para lograr dicha finalidad, pues si en esta etapa tan sólo debe analizarse si la medida 
contribuye en algún modo y en algún grado al propósito buscado, el Padrón Nacional de Usuarios, en tanto su 
objeto es la identificación de cada uno de los usuarios de telefonía móvil, en principio sí contribuye a 
contrarrestar el anonimato aludido, además de ofrecerle a la autoridad una herramienta adicional para tener 
mayor información sobre los delitos cometidos bajo esa modalidad. 

No dejo de advertir que la persona que utiliza un teléfono móvil para cometer un delito, no necesariamente 
será la misma que aparece como su titular, pudiéndose así frustrar el objetivo del Padrón y que, además, su 
eficacia también podría verse disminuida por la situación de personas que no se encuentren registradas en su 
país de nacimiento o residencia, o que estén en situación de calle, y que, por tanto, no podrían presentar una 
identificación oficial o proporcionar un comprobante de domicilio. 

Adicionalmente, también tengo presente que la medida busca lograr, en esencia, lo que se pretendía con el 
anterior Registro Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil9, el cual fue eliminado debido a que se consideró 
ineficiente para combatir el fenómeno delictivo10. 

Pese a esas circunstancias que podrían obstaculizar la eficacia del Padrón, y aun cuando en esta grada del 
test resulta posible apoyarse en convicciones sociales generalmente aceptadas11, no me parece que exista 
una evidencia incontrovertible sobre la que podamos considerar que el tener un registro de los usuarios de 
telefonía móvil en nada coadyuva con el anonimato que existe en la comisión de delitos que utilizan un 
aparato celular. 

No obstante, la medida no resulta necesaria para lograr el fin buscado, pues en nuestro sistema existen 
diversos mecanismos que le ofrecen a la autoridad vastas herramientas para investigar y, en su caso, 
perseguir con éxito, los delitos cuya comisión requiere un teléfono móvil, los cuales restringen en menor 
medida los derechos humanos en cuestión. 

Ahora bien, no dejo de observar que los mecanismos expuestos en la sentencia, previstos en la Ley Federal 
analizada y en el Código Nacional de Procedimientos Penales, como la intervención de comunicaciones, 
extracción de información, la localización geográfica en tiempo real y la entrega de datos conservados por los 
concesionarios, no tienen como fin primordial la individualización del usuario que compró el dispositivo, sino la 
identificación y ubicación de las líneas utilizadas en la comisión de los delitos y que, por tanto, su desahogo, 
en sí mismo, podría no subsanar, en automático, el problema de anonimato aludido por el legislador. 

Sin embargo, tomando en cuenta la información valiosa que puede obtenerse por medio de ellos, referida no 
sólo a la ubicación de los equipos relacionados con los hechos que se investigan, sino también al contenido 
mismo de la comunicación, su correcto desahogo sí puede arrojar indicios sobre la persona que cometió el 
delito; la cual, insisto, no necesariamente es quien compró el dispositivo utilizado. 

De esta manera, el no tener certeza sobre quién es el titular de la línea, no impide que la investigación y 
persecución penal, en su caso, culmine con un resultado exitoso, ya que la información que puede obtenerse 
con los mecanismos expuestos en el proyecto, relacionada con otra a la que, en su caso, podría accederse en 
el marco de una investigación, genera que el anonimato no sea una condicionante para el éxito de la 
investigación y, en su caso, persecución de un delito. 

Lo que demuestra que la obligación de todos los usuarios de proporcionar cierta información referida a su 
identidad es una medida que no es estrictamente necesaria para lograr el fin buscado, pues en el sistema 
jurídico mexicano ya existen mecanismos que bien utilizados pueden tener como resultado final, no la 
identificación del titular de la línea, sino de quién cometió el delito en cuestión, que es, al final de cuentas, lo 
que realmente va a coadyuvar a la seguridad pública de la población. 

Asimismo, tales medidas restringen en menor medida los derechos en cuestión porque, como se señala en la 
sentencia, además de que para su acceso se requiere autorización judicial, están sujetos a una temporalidad 
específica y no se traducen en una recopilación generalizada que abarca a la mayoría de la 
población mexicana. 

                                                 
9 El cual ordenaba que los concesionarios llevaran un registro y control de sus usuarios tanto en la modalidad de líneas contratadas en plan 
tarifario como en líneas de prepago, el cual debía contener, entre otros datos, el nombre completo, domicilio, nacionalidad y la toma de 
impresión de huella dactilar de la persona.  
10 En una de las iniciativas presentadas para derogar el Registro Nacional se manifestó que no rindió frutos en la prevención, investigación y 
persecución de delitos, pues el registro de un teléfono no garantiza la veracidad de los datos; no hay incentivos para que las personas 
mantengan los datos registrados e incluso incentiva el robo de equipos. Consultado en la siguiente liga:  
https://legislacion.scjn.gob.mx/buscador/paginas/wfProcesoLegislativoCompleto.aspx?q=BHGCbWrG7ukiUiW/WEuu/mX+grKuyYUL3tMCZY2
Vr7S/HRU927iA19aLghBPAOX7hmTX1EscdlD3x/nmd2NIvg== 
11 En términos de la tesis 1a. CCLXVIII/2016 (10a.), de rubro: “SEGUNDA ETAPA DEL TEST DE PROPORCIONALIDAD. EXAMEN DE LA 
IDONEIDAD DE LA MEDIDA LEGISLATIVA.” Registro 2013152; Primera Sala; [TA]; 10a. Época; Gaceta del S.J.F.; Libro 36, Noviembre de 
2016, Tomo II, pág. 911.  
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Todo lo anterior me lleva, lógicamente, a considerar que la vulneración al derecho a la intimidad y la 
protección de datos sensibles tampoco supera el escrutinio estricto de proporcionalidad. 

Ahora bien, es cierto que con lo dicho me resulta suficiente para evidenciar la inconstitucionalidad del sistema 
normativo impugnado; sin embargo, también es cierto que al ser el test de proporcionalidad, ya sea ordinario o 
estricto, una herramienta argumentativa, no existe un impedimento técnico para que puedan emitirse 
pronunciamientos adicionales, siempre y cuando refuercen la inconstitucionalidad de la medida. 

Por ese motivo, y tomando en cuenta la particular relevancia que presenta este asunto, me parece importante 
evidenciar el desequilibrio entre la intensa afectación al derecho de privacidad, intimidad y protección de datos 
personales y sensibles, frente al grado en que podrían satisfacerse los fines legislativos a través de la 
creación del Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil. 

Esto, pues si bien considero que tal medida contribuye positivamente a la realización del fin que persigue, 
también expuse ciertos argumentos que demuestran cómo ciertas circunstancias, muy factibles de ocurrir, 
pueden frustrar de manera importante la eficacia del Padrón Nacional, como la utilización de equipos móviles 
robados para la comisión de delitos e incluso la imposibilidad de ciertas personas de registrarse ante el 
Padrón, al no contar con un domicilio e incluso en otros casos con una identificación que permita dar fe de su 
identidad, propiciando así eventualmente el uso de un teléfono móvil que no se encuentre registrado 
a su nombre. 

En contraste con ello, se ubica la intensa afectación al derecho de privacidad, intimidad y protección de datos 
personales y datos personales sensibles, pues con motivo del Decreto impugnado, cualquier persona que 
quisiera tener un teléfono móvil se encontraría obligada a proporcionar información tan delicada que es apta 
de reflejar tanto sus aspectos físicos como genéticos. 

Tomando en consideración lo anterior, la intensa afectación a los derechos en cuestión se demuestra 
tomando en cuenta, por un lado, que aun cuando la legislación señale que la información del Padrón sería 
confidencial y reservada, lo cierto es que se permite su acceso tanto a los concesionarios como al propio 
Estado a través del Instituto Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, así como a cualquier autoridad 
de seguridad de procuración y administración de justicia que cuente con facultades para ello, sin necesidad de 
contar con una autorización judicial y la cual, bajo mi criterio, es necesaria en cualquier técnica de 
investigación que, como el Padrón Nacional, sea susceptible de afectar a los derechos humanos en un grado 
significativo o difícilmente reparable. 

Y, por otra parte, porque como fue resuelto en la acción de inconstitucionalidad 10/2014 y su acumulada 
11/2014, al analizar la norma impugnada que regulaba la figura de la geolocalización, el acceso a la 
información del Padrón Nacional no se prevé como una medida que opere en supuestos o casos 
excepcionales, por lo que incluso se permite en delitos menores o que no pongan en alto riesgo la vida, 
integridad y la seguridad de la persona12, pero más grave aún, su acceso por parte del Estado se prevé como 
condicionante para acceder al servicio de telefonía móvil, por lo que operaría incluso en supuestos en los que 
la persona ni siquiera se encuentre relacionada con la investigación de algún hecho delictivo. 

Además, de cara a los posibles obstáculos que podrían impedir una plena consecución de los fines 
propuestos por el legislador, se encuentra también la intensa afectación que un sector de la población sufriría 
en el ejercicio de sus derechos de acceso a la información y libertad de expresión, entre otros, pues el registro 
en el Padrón Nacional –y, por tanto, la obligación de contar con ciertos datos, incluidos un domicilio– se 
traduciría en una condicionante para contar con un teléfono móvil; y el cual, en nuestro país, es utilizado por la 
mayoría de las personas para tener acceso a internet. 

En efecto, en la Encuesta Nacional sobre Disponibilidad y Uso de Tecnologías de la Información en los 
Hogares13, realizada por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía, en colaboración con la Secretaría de 
Comunicaciones y Transportes y el Instituto Federal de Telecomunicaciones, se expuso que, en el 2020, el 
72% de la población de 6 años o más son usuarios de internet, a la cual tienen acceso, el 96% de ella, a 
través de un celular inteligente. Asimismo, se señaló que entre las principales actividades que realizan se 
encuentran la de comunicarse (en un 93.8%), buscar información (en un 91%) y acceder a redes sociales 
(ello en un 89%). 

                                                 
12 Al resolver la acción de inconstitucionalidad 10/2014 y su acumulada 11/2014, por mayoría de 8 votos se declaró la invalidez del artículo 
303 del Código Nacional de Procedimientos Penales que regulaba la figura de geolocalización (antes de su reforma de 17 de junio de 2016).  
13 Consultable en la siguiente página: https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletines/2021/OtrTemEcon/ENDUTIH_2020.pdf  
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La importancia del acceso a internet ha sido debidamente explicada en los “Estándares para una Internet libre, 
abierta e incluyente” aprobados por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, pues en ellos se 
manifestó que el acceso a internet, hoy en día, constituye una condición sine qua non para el ejercicio efectivo 
de los derechos humanos, especialmente los de libertad de expresión, asociación y reunión, educación, salud 
y cultura; y que, su falta de acceso, incrementa la vulnerabilidad y profundiza la desigualdad, perpetuando la 
exclusión de muchos14. 

Además, por su importancia, se consideró que la aplicación de sanciones negando el acceso a internet, como 
en este caso puede ocurrir para un 96% de los usuarios que acceden a ella a través de un celular, sólo podrá 
justificarse cuando dichas sanciones cumplan, entre otros, con los requisitos de legalidad, proporcionalidad y 
necesidad en una sociedad democrática15. 

Si bien mi intención no es la de desarrollar de manera exhaustiva el test de proporcionalidad a la luz de los 
diversos derechos humanos que también se ven restringidos por el Decreto impugnado, sí me parece 
importante resaltar la afectación que podría resentir una persona que no pueda registrarse ante el Padrón, lo 
que a mi juicio, confirma la inconstitucionalidad de la medida. 

Por último, me parece sumamente enriquecedor e importante que en la sentencia se retome el análisis 
efectuado en el “Informe del Relator Especial sobre la promoción y protección del derecho a la libertad de 
opinión y de expresión” de veintidós de mayo de dos mil quince, pues, en efecto, en él se consideró que el 
registro obligatorio de las tarjetas SIM, además de que puede proporcionar a los gobiernos la capacidad de 
vigilar a las personas y periodistas más allá de cualquier interés legítimo, menoscaban directamente el 
anonimato, en particular para aquellas personas que acceden a internet únicamente a través de la tecnología 
móvil y el cual, junto con el cifrado, brindan a los individuos una zona de vida privada para sostener opiniones 
y ejercer su libertad de expresión sin injerencia y ataques arbitrarios o ilegales16, por lo que entre las 
recomendaciones dirigidas a los Estados se encuentra la de abstenerse de obligar a los usuarios de los 
teléfonos móviles que registren su tarjeta SIM17. 

Sin duda alguna falta un largo camino por recorrer para que la seguridad en México deje de ser vista como un 
objetivo utópico o imposible de alcanzar y que, en ese sentido, es necesario y obligatorio que todas las 
autoridades, en el ámbito de su competencia, implementen medidas o acciones que se encuentren dirigidas a 
acercarnos, cada vez más, al Estado al que todos aspiramos convertirnos. 

Sin embargo, también es necesario que en ese camino no se inobserven o restrinjan, de manera injustificada, 
los derechos humanos de las personas, pues buscando la consecución de un fin primordial desde el punto de 
vista constitucional, como lo es la seguridad de la población mexicana, a costa de sus derechos, sería como 
condenar la medida implementada desde su inicio. 

En mérito de las razones expuestas, sirvan estas líneas para expresar mi respetuoso disentimiento en relación 
con algunas consideraciones de esta ejecutoria y algunos motivos adicionales en relación con ciertas 
consideraciones de esta ejecutoria. 

Ministro Luis María Aguilar Morales.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos,  
Lic. Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de ocho fojas útiles, 
concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto concurrente formulado por el 
señor Ministro Luis María Aguilar Morales, en relación con la sentencia del veintiséis de abril de dos mil 
veintidós, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de 
inconstitucionalidad 82/2021 y su acumulada 86/2021, promovidas por el Instituto Nacional de Transparencia, 
Acceso a la Información y Protección de Datos Personales y diversos Senadores Integrantes de la LXIV 
Legislatura. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de 
México, a siete de noviembre de dos mil veintidós.- Rúbrica. 

                                                 
14 “Estándares para una Internet libre, abierta e incluyente”, Correspondiente al Capítulo III del Informe Anual 2016 de la Relatoría Especial 
para la Libertad de Expresión, aprobado el 15 de marzo de 2017 por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, p. 20.  
15 Ídem, p. 22.  
16 Asamblea General de las Naciones Unidas, “Informe del Relator Especial sobre la promoción y protección del derecho a la libertad de 
opinión y de expresión, David Kaye” 22 de mayo de 2015, párrafos 9, 16 y 51.  
17 Ibídem, párr. 60.  
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VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL MINISTRO PRESIDENTE ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA EN LA 
ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 82/2021 Y SU ACUMULADA 86/2021, PROMOVIDAS POR EL INSTITUTO 
NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES Y 
DIVERSOS SENADORES INTEGRANTES DE LA LXIV LEGISLATURA. 

En sesiones de veinticinco y veintiséis de abril de dos mil veintidós, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación resolvió la acción de inconstitucionalidad 82/2021 y su acumulada 86/2021, promovidas 
por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales y 
diversos Senadores integrantes de la LXIV Legislatura, respectivamente, en la cual se declaró la invalidez de 
la totalidad del sistema normativo que integra el Decreto de reformas a la Ley Federal de Telecomunicaciones 
y Radiodifusión publicado en el Diario Oficial de la Federación el dieciséis de abril de dos mil veintiuno. 

Lo anterior, pues se estimó que el Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil (en adelante 
“PANAUT”) debería analizarse como un sistema y someterse a un test ordinario y a un test estricto de 
proporcionalidad, para concluir que las disposiciones que integraban el Decreto impugnado no los superaban, 
por lo que afectaban de manera desproporcionada los derechos fundamentales a la privacidad, intimidad y 
protección de datos personales. 

Ahora bien, aun cuando comparto la invalidez de las normas impugnadas por constituir medidas que 
interfieren de manera desproporcionada en los derechos fundamentales antes mencionados, lo cierto es que 
formulo el presente voto concurrente con la finalidad de puntualizar algunos aspectos que, desde mi 
perspectiva, fortalecerían la doctrina que esta Suprema Corte ha construido tratándose de los derechos a la 
privacidad, intimidad y protección de datos personales. 

En ese sentido, dividiré mi voto en dos apartados, en el primero, me referiré a las consideraciones que 
sustentaron la decisión de la sentencia en su estudio de fondo; mientras que, en el segundo, me ocuparé de 
exponer las razones que considero robustecen la inconstitucionalidad de las normas impugnadas y que 
abonan en la construcción jurisprudencial de los derechos antes mencionados. 

I. Criterio adoptado por el Tribunal Pleno. 

En el considerando séptimo, denominado “Vulneración a los derechos de privacidad, intimidad y 
protección de datos personales”, se decidió declarar la invalidez del Decreto controvertido, en virtud de que se 
vulneran, por un lado, los derechos a la privacidad y a la protección de datos personales y, por el otro, los 
derechos a la intimidad y a la protección de datos sensibles. 

Así, se concluyó que las normas en estudio transgreden el derecho fundamental a la privacidad y 
protección de datos en general, al no superar un test de escrutinio ordinario en su grada de necesidad, debido 
a que existen medidas igualmente idóneas que el PANAUT, pero menos restrictivas a esos derechos, tales 
como son la intervención de comunicaciones, la geolocalización y la entrega de datos conservados por los 
concesionarios de telecomunicaciones o autorizados, así como la cancelación de señales de telefonía celular 
dentro del perímetro de establecimientos penitenciarios y los estudios para inhibir y combatir el uso de 
telecomunicaciones en la comisión de delitos. 

Asimismo, se decidió que para determinar lo referente a la afectación al derecho a la intimidad y la 
protección de datos sensibles no era necesario agotar la metodología que se propone para un test de 
escrutinio estricto, pues el PANAUT instituye un mismo régimen normativo tanto para la información privada y 
datos personales como para la información íntima y datos sensibles, por lo que si ya se demostró que las 
normas no superan un test ordinario, era claro que tampoco superarían un escrutinio estricto. 

Adicionalmente se sostuvo que, el Decreto impugnado no preveía mecanismos de protección para el 
PANAUT, conforme a los principios cinco y seis del Comité Jurídico Interamericano1, relativos a la 
Confidencialidad y Seguridad de los Datos, incorporados en los artículos 31 a 42 de la Ley General de 

                                                 
1 Principios Actualizados sobre la Privacidad y la Protección de Datos Personales adoptados por el Comité Jurídico Interamericano 
(CJI) y aprobados por la Asamblea General de la OEA en 2021. 
Principio Cinco: Confidencialidad. 
Los datos personales no deberían divulgarse, ponerse a disposición de terceros, ni emplearse para otras finalidades que no sean aquellas 
para las cuales se recopilaron, excepto con el consentimiento de la persona en cuestión o bajo autoridad de la ley. 
Principio Seis: Seguridad de los Datos. 
La confidencialidad, integridad y disponibilidad de los datos personales deberían ser protegidas mediante salvaguardias de seguridad 
técnicas, administrativas u organizacionales razonables y adecuadas contra tratamientos no autorizados o ilegítimos, incluyendo el acceso, 
pérdida, destrucción, daños o divulgación, aún cuando éstos ocurran de manera accidental. Dichas salvaguardias deberían ser objeto de 
auditoría y actualización permanente. 
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Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados. Por último, se precisó que en la emisión 
del Decreto impugnado se omitió realizar la Evaluación de impacto en la protección de datos personales, a 
que se refiere el diverso 74 de la citada Ley General2. 

II. Consideraciones adicionales de inconstitucionalidad del Decreto por el que se crea y regula el 
PANAUT. 

Como señalé anteriormente, el propósito del presente voto es para expresar mi coincidencia con la 
sentencia aprobada por el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, en cuanto a la 
inconstitucionalidad del sistema que integra el Decreto impugnado; sin embargo, como anuncié en la sesión 
en que se analizó éste, estimo que existen razones adicionales de inconstitucionalidad que impactan en la 
regulación toral del PANAUT, por lo que a partir de ellas también podría haberse declarado la invalidez del 
Decreto impugnado. 

Así, desde mi perspectiva, más que dos niveles de escrutinio –uno ordinario y otro estricto– debe partirse 
de dos niveles de análisis, pues una cuestión es si la creación de una base de datos con las características 
del PANAUT supera un test de proporcionalidad, dada su evidente incidencia en los derechos a la privacidad y 
a la protección de datos personales y otra es si algunos aspectos de esta regulación son inconstitucionales. 

Esto es, si el establecimiento de una base de datos de usuarios de telefonía móvil fuera 
constitucionalmente válida, en el siguiente paso habría que analizar algunos de sus aspectos concretos para 
ver si dentro de esa regulación hay medidas que resultan inconstitucionales conforme al estándar de 
escrutinio aplicable. 

A partir de lo anterior, como anticipé, es que coincido con la sentencia, pues el análisis que realizó se 
centró en el primero de los problemas que se nos plantearon; no obstante, tal como se encuentra integrado el 
Decreto impugnado, podría haberse analizado si algunos aspectos torales de la regulación del PANAUT 
también son inconstitucionales. 

Consecuentemente, el presente voto lo centraré en expresar las razones por las cuales estimo que son 
inconstitucionales las disposiciones que regulan la recopilación de datos biométricos en bases de datos 
masivas y a los requisitos para el acceso a los datos del PANAUT. 

a) Recopilación de datos biométricos en bases de datos masivas. 
La fracción VI del artículo 180 Ter de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión3 establece la 

obligación a los usuarios de telefonía móvil de otorgar sus datos biométricos4 para la inscripción en este 
Padrón Nacional. La relevancia de lo anterior radica en que las tecnologías biométricas analizan 
características físicas, fisiológicas o conductuales de una persona con el fin de identificarla. Por ello, son 
utilizadas por un gran número de actores gubernamentales con varios objetivos, como la protección de la 
seguridad nacional. 

En ese sentido, me parece significativo hacer notar que su empleo incide en el derecho a la privacidad y la 
protección de los datos, por lo que tiene, además, el potencial de afectar la libertad de expresión, el acceso a 
la información y los derechos de asociación e igualdad5, dada la relación indisoluble entre ellos6. 

                                                 
2 Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados 
Artículo 74. Cuando el responsable pretenda poner en operación o modificar políticas públicas, sistemas o plataformas informáticas, 
aplicaciones electrónicas o cualquier otra tecnología que a su juicio y de conformidad con esta Ley impliquen el tratamiento intensivo o 
relevante de datos personales, deberá realizar una Evaluación de impacto en la protección de datos personales, y presentarla ante el Instituto 
o los Organismos garantes, según corresponda, los cuales podrán emitir recomendaciones no vinculantes especializadas en la materia de 
protección de datos personales. 
El contenido de la evaluación de impacto a la protección de datos personales deberá determinarse por el Sistema Nacional de Transparencia, 
Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales. 
3 Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión 
Artículo 180 Ter. El Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil contendrá, sobre cada línea telefónica móvil, la información siguiente:  
[...] 
VI. Datos Biométricos del usuario y, en su caso, del representante legal de la persona moral, conforme a las disposiciones administrativas de 
carácter general que al efecto emita el Instituto... 
4 Los datos biométricos son la información personal que se desprende del uso de procesos tecnológicos sobre las características físicas, 
fisiológicas o conductuales de un individuo y que permiten identificarlo. Estos datos modifican la relación entre cuerpo e identidad porque 
transforman características del cuerpo humano en datos legible por máquinas para su uso posterior. Las tecnologías biométricas se refieren a 
aquellas que analizan las características humanas, como el DNA, las huellas dactilares, los patrones de voz, el iris o la retina ocular. De 
manera más reciente, incluyen mecanismos de reconocimiento facial, biométrica conductual, etc.  
Article 19, When bodies become data: Biometric technologies and freedom of expression 2021, página 8, consultado en 
https://www.article19.org/wp-content/uploads/2021/04/A19-Biometric-technologies-and-FoE-Policy-2021.pdf. 
5 Ídem, páginas 11 a 13. 
6 “El derecho humano a la privacidad, según el cual nadie debe ser objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, 
su domicilio o su correspondencia, y el derecho a la protección de la ley contra esas injerencias, y reconociendo que el ejercicio del derecho a 
la privacidad es importante para materializar el derecho a la libertad de expresión y para abrigar opiniones sin interferencias, y es 
una de las bases de una sociedad democrática”. 
AGONU, Resolución aprobada por la Asamblea General el dieciocho de diciembre de dos mil trece, (21 de enero de 2014) A/RES/68/167, 
página 1, consultado en: https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/N13/449/50/PDF/N1344950.pdf?OpenElement.  
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En efecto, la privacidad es necesaria para la materialización de la comunicación de ideas, incluso, 
actualmente se reconoce el importante papel del anonimato para su ejercicio, lo que se advierte claramente 
en el caso de las redes sociales7, que son un espacio en donde esto puede potencializarse. 

Así, aunque el uso de datos biométricos se ha analizado principalmente tratándose de sistemas de 
vigilancia, la existencia de bases de datos con información biométrica también conlleva el riesgo de lesionar 
varios derechos. 

Al respecto, el Alto Comisionado de la ONU ha manifestado su preocupación respecto al almacenamiento 
de datos biométricos a gran escala, como en el presente caso. El robo de estos datos es muy difícil de reparar 
y puede afectar gravemente los derechos humanos de las personas. Además, pueden utilizarse para fines 
distintos de aquellos para los que fueron recopilados, como el seguimiento y la vigilancia ilegales de personas. 
Teniendo en cuenta estos riesgos, recomienda que solo se utilicen estas políticas cuando los Estados puedan 
demostrar que son necesarios y proporcionales para lograr un fin legítimo8. 

Ahora bien, entre la gama de datos personales, existe una dicotomía entre aquellos que deben 
considerarse como sensibles y los que no lo son. De ahí se parte para reconocer que el tratamiento de datos 
personales impacta de distinta manera en la vida privada de las personas, pues puede implicar riesgos y 
afectaciones de mayor envergadura para los derechos de las personas. Por tanto, el grado de sensibilidad 
influye en la decisión sobre el nivel de seguridad que se establece para controlar el acceso 
a dicha información. 

Conforme a lo anterior, debe tenerse en cuenta que los datos biométricos se han categorizado como 
información personal sensible. Así, en los Principios Actualizados sobre la Privacidad y la Protección de Datos 
Personales del Comité Jurídico Interamericano de la OEA se precisa que dichos datos merecen una 
protección especial, por los graves perjuicios que podría ocasionar su manejo o divulgación indebida. En esa 
misma línea, tanto el Reglamento Europeo General de Protección de Datos9, como el Convenio para la 
Protección de las Personas con respecto al Tratamiento de Datos Personales10 establecen una protección 
especial para los datos biométricos que identifiquen de manera única a una persona. A nivel nacional, esta 
información encuadra en la definición de datos sensibles prevista en la Ley General de Protección de Datos 
Personales en Posesión de Sujetos Obligados11. 

                                                 
7 “Se ha reconocido el importante papel que desempeña el anonimato para salvaguardar y promover la privacidad, la libertad de 
expresión, la rendición de cuentas política, y la participación y el debate públicos [...] Algunos Estados ejercen una presión significativa 
contra el anonimato, tanto en el mundo virtual como en el real. Con todo, como el anonimato facilita la opinión y expresión de manera 
significativa en la red, los Estados deberían protegerlo y no restringir por norma general las tecnologías que lo procuran”. 
Informe del Relator Especial sobre la promoción y protección del derecho a la libertad de opinión y expresión A/HRC/29/32, aprobado por el 
Consejo de Derechos Humanos de la Asamblea General de las Naciones Unidas en su 29° periodo de sesiones, párrafo 47, consultable en 
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G15/095/88/PDF/G1509588.pdf?OpenElement.  
Relatora Especial sobre la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, comunicado de prensa R 17/2015, 
consultado en https://www.oas.org/es/cidh/expresion/showarticle.asp?artID=979&lID=2.  
También, la Suprema Corte Norteamericana ha sostenido que “Whatever the motivation may be, at least in the field of literary endeavor, the 
interest in having anonymous works enter the marketplace of ideas unquestionably outweighs any public interest in requiring 
disclosure as a condition of entry. Accordingly, an author's decision to remain anonymous, like other decisions concerning omissions or 
additions to the content of a publication, is an aspect of the freedom of speech protected by the First Amendment”. 
McIntyre v. Ohio Elections Commission, 514 U.S. 334 (1995); párr. 342. 
8 ACNUDH, El derecho a la privacidad en la era digital, Informe del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, (3 
de agosto de 2018), A/HRC/39/29, parras. 14 y 61, consultado. en: https://documents-dds-
ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G18/239/61/PDF/G1823961.pdf?OpenElement 
9 REGLAMENTO (UE) 2016/679 DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO de veintisiete de abril de dos mil dieciséis relativo a la 
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se 
deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de datos). 
(51) Especial protección merecen los datos personales que, por su naturaleza, son particularmente sensibles en relación con los derechos y 
las libertades fundamentales, ya que el contexto de su tratamiento podría entrañar importantes riesgos para los derechos y las libertades 
fundamentales (...). 
10 Convenio para la Protección de las Personas con respecto al Tratamiento de Datos Personales. 
Artículo 6 – Categorías especiales de datos. 
1. El tratamiento de: datos genéticos; datos personales relacionados con delitos, procesos penales y sentencias penales de condena, y 
medidas de seguridad relacionadas; datos biométricos que identifican únicamente a una persona; datos personales por la información que 
revelan en relación con los orígenes raciales o étnicos, opiniones políticas, afiliaciones sindicales, creencias religiosas u otras, salud o vida 
sexual, estará permitido únicamente cuando se consagren garantías apropiadas conforme a la ley, complementando aquellas del presente 
Convenio. 
2. Dichas garantías deberán proteger de los riesgos que el tratamiento de datos sensibles podría presentar para los intereses, derechos y 
libertades fundamentales del titular de datos, particularmente el riesgo de discriminación”. 
11 Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados. Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley 
se entenderá por: 
[...] 
X. Datos personales sensibles: Aquellos que se refieran a la esfera más íntima de su titular, o cuya utilización indebida pueda dar origen a 
discriminación o conlleve un riesgo grave para éste. De manera enunciativa más no limitativa, se consideran sensibles los datos personales 
que puedan revelar aspectos como origen racial o étnico, estado de salud presente o futuro, información genética, creencias religiosas, 
filosóficas y morales, opiniones políticas y preferencia sexual... 
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Por ello, considero que la fracción VI del artículo 180 ter de la Ley Federal de Telecomunicaciones y 
Radiodifusión que obliga a los usuarios de telefonía móvil a otorgar sus datos biométricos para su inscripción 
en el PANAUT debe ser sometida a un escrutinio estricto, por ser la metodología idónea para analizar 
medidas que inciden en el derecho a la intimidad y la protección de datos sensibles12. 

Dicho lo anterior, desde mi perspectiva la obtención de datos biométricos persigue una finalidad 
constitucionalmente imperiosa: tutelar la seguridad pública, que de acuerdo con el artículo 21 de la 
Constitución General es una función del Estado encaminada a salvaguardar la vida, las libertades, la 
integridad y el patrimonio de las personas. Así se desprende del propio texto de la ley, la cual dispone que el 
único fin del padrón es “colaborar con las autoridades competentes en materia de seguridad y justicia en 
asuntos relacionados con la comisión de delitos”13. Por otra parte, del procedimiento legislativo se desprende 
que la reforma responde al crecimiento exponencial de delitos cometidos a través de dispositivos móviles, 
como el secuestro y la extorsión14. 

En cambio, la medida no está estrechamente vinculada con la finalidad constitucionalmente imperiosa 
que persigue. El acceso a los datos biométricos de la persona que se encuentra registrada como titular de una 
línea telefónica es insuficiente para vincularla con la comisión de un delito relacionado con la misma. En todo 
caso, sirve para evidenciar quién la contrató, pero es inverosímil que una llamada de extorsión se realice 
desde un número telefónico asociado a la persona que la hace, pues las extorsiones nunca se realizan a partir 
de los teléfonos que tiene a su nombre el extorsionador. 

Incluso, el régimen transitorio reconoce este problema al establecer que se realizarán campañas para 
incentivar la denuncia de robo o pérdida de equipos celulares y prevenir el robo de identidad15. Es decir, el 
sistema pretende convertir obligaciones estatales de persecución de delitos en responsabilidades individuales. 

De igual modo, no puede ignorarse que en la exposición de motivos del Decreto por el que se eliminó el 
antiguo Registro Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil, mejor conocido como RENAUT, se argumentó que 
éste no había tenido frutos en la prevención, investigación y persecución de los delitos como el secuestro y la 
extorsión. Asimismo, se consideró la opinión de especialistas que afirmaban que la obligación de registrar 
teléfonos móviles generaba incentivos para el robo de estos dispositivos16. 

Por estas razones, considero que la fracción VI del artículo 180 ter de la Ley Federal de 
Telecomunicaciones y Radiodifusión es inconstitucional no sólo por pertenecer a un sistema normativo 
inválido, sino también lo sería por los vicios concretos que señalo en relación con este precepto en lo 
individual. 

b) Los requisitos para el acceso a los datos del PANAUT. 

El artículo 180 septimus de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión17 dispone que las 
autoridades de seguridad de procuración y administración de justicia podrán acceder a la información del 
PANAUT, siempre que cuenten con la facultad expresa para requerir al Instituto los datos del padrón. 

                                                 
12 Esta ha sido mi postura desde la AI 21/2013 de mi ponencia en la que se analizó la constitucionalidad del artículo 275 Bis del Código de 
Procedimientos Penales del Estado de Nuevo León que establecía la obligación de los testigos de acreditar su identidad con una prueba de 
ácido desoxirribonucleico (ADN), página 75 de la sentencia. 
13 Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión.  
Artículo 180 Bis. El Instituto expedirá las disposiciones administrativas de carácter general para la debida operación del Padrón Nacional de 
Usuarios de Telefonía Móvil, el cual es una base de datos con información de las personas físicas o morales titulares de cada línea telefónica 
móvil que cuenten con número del Plan Técnico Fundamental de Numeración y cuyo único fin es el de colaborar con las autoridades 
competentes en materia de seguridad y justicia en asuntos relacionados con la comisión de delitos en los términos de las 
disposiciones jurídicas aplicables. 
14 Exposición de motivos de la Iniciativa que adiciona el artículo 15 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, a cargo del 
diputado Manuel Gómez Ventura, del grupo parlamentario de Morena, página 1. 
15 Sexto. El Gobierno Federal, a través de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, la Secretaría de Seguridad y Protección 
Ciudadana y el Instituto Federal de Telecomunicaciones, así como los concesionarios de telecomunicaciones, deberán realizar campañas y 
programas informativos a sus clientes o usuarios para incentivar la obligación de denunciar en forma inmediata el robo o extravío de sus 
equipos celulares o de las tarjetas de SIM, así como para prevenir el robo de identidad y el uso ilícito de las líneas telefónicas móviles, así 
como en los casos que se trate de venta o cesión de una línea telefónica móvil. 
16 INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES 
DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, DE LA LEY FEDERAL DE 
TELECOMUNICACIONES Y DE LA LEY QUE ESTABLECE LAS NORMAS MÍNIMAS SOBRE READAPTACIÓN SOCIAL DE 
SENTENCIADO, consultado en 
https://legislacion.scjn.gob.mx/Buscador/Paginas/wfProcesoLegislativoCompleto.aspx?q=Fahf/ZCcCGTRH7BTx0eHtKCK2XcouBu2Gk48zkHs
/UVDtxCqJtJ8Oy7bbYPGTKQvprSxMyIppT7yrvuvbdkaxg==. 
17 Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión.  
Artículo 180 Septimus. [...] 
Las autoridades de seguridad de procuración y administración de justicia, que conforme a las atribuciones previstas en sus leyes aplicables 
cuenten con la facultad expresa para requerir al Instituto los datos del Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil, podrán acceder a la 
información correspondiente de acuerdo con lo establecido en los artículos 189 y 190 de esta Ley y demás disposiciones relativas. 
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Al respecto, me parece que, a la luz del derecho a la vida privada, reconocido en los artículos 16 de la 
Constitución General y 11 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos18, esta disposición resulta 
inconstitucional porque al no requerir orden judicial previa para acceder a la información contenida en el 
PANAUT, se actualiza una injerencia arbitraria en la privacidad de las personas. Es decir, en el haz de 
facultades positivas que reconoce la Constitución a fin de que éstas puedan controlar y decidir sobre su 
información personal19. 

Así, de manera reiterada he sostenido una interpretación sistemática y evolutiva del artículo 16 
constitucional, en el sentido de que se requiere control judicial previo en aquellos casos en que puedan 
vulnerarse de igual o mayor manera los “intereses de privacidad” tutelados en dicha norma. Es decir, he 
sostenido una interpretación no limitada a los supuestos que dicho artículo prevé de forma expresa, como las 
órdenes de cateo para acceder a un domicilio, la intervención de comunicaciones privadas y las medidas que 
afectan la libertad personal como la orden de aprehensión y de arraigo20. 

Con base en dicha interpretación, he votado por la inconstitucionalidad de normas que permiten a las 
autoridades acceder a bases de datos relacionadas con derechos patrimoniales, entre otras21. 

En el presente caso, el párrafo tercero del artículo 180 septimus permite a autoridades “de seguridad de 
procuración y administración de justicia” acceder a cualquier tipo de información contenida en el PANAUT, lo 
que entraña una vulneración a la privacidad de igual o mayor importancia a los casos expresamente previstos 
en el artículo 16 constitucional, pues las tecnologías biométricas trabajan sobre las características físicas, 
fisiológicas o conductuales de una persona, permitiendo identificarla. Esto no es menor, porque modifica la 
relación entre cuerpo e identidad: transforma el cuerpo humano en datos legibles por máquinas. Así, 
considero que es inconstitucional por no requerir orden judicial previa para el acceso al padrón. 

Por último, no desconozco que existen casos en que este control puede admitir excepciones, como 
cuando existe urgencia o puede ponerse en riesgo la vida o la integridad de una persona22, pero la norma 
antes mencionada no acota a estos supuestos su ámbito de aplicación ni tampoco puede llegarse al extremo 
de que las autoridades puedan tener este tipo de datos, sin orden judicial. 

En esas condiciones, sostengo que el párrafo tercero del artículo 180 septimus de la Ley Federal de 
Telecomunicaciones y Radiodifusión es inconstitucional por razones adicionales a aquellas que justifican la 
invalidez del sistema. 

Consecuentemente, aun cuando comparto la invalidez de todo el sistema que regula y crea el PANAUT, lo 
cierto es que las razones antes expuestas constituyen aspectos adicionales que reafirman la 
inconstitucionalidad del Decreto impugnado. 

Ministro Presidente, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de 
Acuerdos, Lic. Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de siete fojas útiles, 
concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto concurrente formulado por el 
señor Ministro Presidente Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, en relación con la sentencia del veintiséis de abril de 
dos mil veintidós, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de 
inconstitucionalidad 82/2021 y su acumulada 86/2021, promovidas por el Instituto Nacional de Transparencia, 
Acceso a la Información y Protección de Datos Personales y diversos Senadores Integrantes de la LXIV 
Legislatura. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de 
México, a siete de noviembre de dos mil veintidós.- Rúbrica. 

                                                 
18 Convención Americana sobre Derechos Humanos.  
Artículo 11. Protección de la Honra y de la Dignidad. 
1. Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad. 
2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su familia, en su domicilio o en su 
correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación. 
3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques. 
19 En la acción de inconstitucionalidad 100/2019 formulé un voto concurrente en el que me pronuncié sobre la constitucionalidad del artículo 
190 de la Ley Nacional de Extinción de Dominio, que permitía acceder a bases de datos necesarias para la procedencia de la acción, 
involucradas con la operación, registro y control de derechos patrimoniales. Ello, en tanto la mayoría consideró que constituía una restricción 
desproporcional al derecho a la protección de datos personales. En cambio, yo me decanté por analizar la norma a la luz del derecho a la 
privacidad en los términos que propongo en este voto. 
20 Ídem.  
Del mismo modo que en el voto relativo a la acción de inconstitucionalidad 10/2014 y su acumulada 11/2014 resueltas el veintidós de marzo 
de dos mil dieciocho y en el amparo directo en revisión 502/2017 resuelto en sesión del veintidós de noviembre de dos mil diecisiete. 
21 Ídem. 
22 Como establecí en el voto concurrente de la acción de inconstitucionalidad 32/2012. 
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COMISION NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS 
SÍNTESIS de la Recomendación General No. 47/2022, sobre la Ausencia de regulación jurídica para la adquisición 
y uso de tecnologías para la vigilancia, intervención y recolección de datos de personas en territorio nacional: su 
impacto en la libertad de expresión, el derecho a defender Derechos Humanos y su vinculación al deber de cuidado 
a cargo del Estado Mexicano. 

 

RECOMENDACIÓN GENERAL No. 47/2022 

“AUSENCIA DE REGULACIÓN JURÍDICA PARA LA 
ADQUISICIÓN Y USO DE TECNOLOGÍAS PARA LA 
VIGILANCIA, INTERVENCIÓN Y RECOLECCIÓN DE DATOS 
DE PERSONAS EN TERRITORIO NACIONAL: SU IMPACTO 
EN LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN, EL DERECHO A 
DEFENDER DERECHOS HUMANOS Y SU VINCULACIÓN 
AL DEBER DE CUIDADO A CARGO DEL ESTADO 
MEXICANO”. 

SEN. OLGA MARÍA DEL CARMEN SÁNCHEZ CORDERO DÁVILA, PRESIDENTA DE LA MESA DIRECTIVA DE LA 
CÁMARA DE SENADORES DEL CONGRESO DE LA UNIÓN; DIP. SERGIO CARLOS GUTIÉRREZ LUNA, PRESIDENTE 
DE LA MESA DIRECTIVA DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS DEL CONGRESO DE LA UNIÓN SEN. IMELDA CASTRO 
CASTRO; PRESIDENTA DE LA COMISIÓN BICAMARAL DE SEGURIDAD NACIONAL DEL PODER LEGISLATIVO; 
LIC. ROSA ICELA RODRIGUEZ VELÁZQUEZ, SECRETARIA DE SEGURIDAD Y PROTECCIÓN CIUDADANA EN SU 
CALIDAD DE SECRETARIA EJECUTIVA DEL CONSEJO DE SEGURIDAD NACIONAL; DR. ALEJANDRO GERTZ 
MANERO, FISCAL GENERAL DE LA REPÚBLICA. 

1. El artículo 1°, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece la 
obligación de todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, de promover, respetar, proteger y 
garantizar los derechos humanos, de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad. 

2. El artículo 6, fracción VIII, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) 
establece como atribución de este Organismo: “Proponer a las diversas autoridades del país que, en el 
exclusivo ámbito de su competencia, promuevan los cambios y modificaciones de disposiciones legislativas y 
reglamentarias, así como de prácticas administrativas que a juicio de la Comisión Nacional redunden en una 
mejor protección de los derechos humanos”. En tal virtud, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 140 
del Reglamento Interno de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, se expide la presente 
Recomendación General. 

3. Con el propósito de proteger la información de las personas jurídicas relacionadas con los hechos y 
evitar que sus datos sean divulgados, se omitirá su publicidad en atención a lo dispuesto en los artículos 4o, 
párrafo segundo, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, y 147 de su Reglamento 
Interno, en relación con lo establecido en el artículo 113, fracción XII de la Ley General de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, y 110, fracción XII de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, ya que tal información se relaciona con la integración de una carpeta de investigación 
ante la Fiscalía General de la República que a la fecha de emisión de la presente Recomendación General se 
encuentra en trámite. La información se pondrá en conocimiento de las autoridades recomendadas a través 
de un listado adjunto, en que se describe el significado de las claves utilizadas, con el compromiso de dictar 
las medidas de protección de los datos correspondientes. 

I. ANTECEDENTES 

4. Los días 19 y 20 de junio de 2017, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos recibió escritos de 
queja que presentaron periodistas, comunicadores y personas defensoras de derechos humanos, en los que 
señalaron que fueron objeto de intentos de ataques informáticos de vigilancia, vía teléfonos celulares, a través 
del sistema Pegasus1, ya que entre 2015 y 2016 recibieron mensajes de texto con enlaces maliciosos que 
incitaban a presionar dominios que fueron identificados por la organización O1 como causantes de la infección 
por el sistema Pegasus. Cabe señalar que entre las personas que recibieron tales enlaces maliciosos en el 
periodo indicado, se encontraba una persona menor de edad. 

                                                 
1 “Se trata de un software de vigilancia creado por la empresa israelí NSO Group con el objetivo de combatir el terrorismo y la delincuencia. 
Un software específico para gobiernos. Por tanto, una tecnología difícil de alcanzar y detectar.” Tomado de: 
https://www.esedsl.com/blog/pegasus-que-es-y-como-funciona-este-software-de-espionaje 
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5. Con el objetivo de allegarse mayores datos relacionados con los hechos, este Organismo Nacional 
solicitó información a diversas autoridades. 

II. SITUACIÓN JURÍDICA 

6. El 19 junio de 2017, periodistas, comunicadores y personas defensoras de derechos humanos, 
presentaron denuncia en la entonces Procuraduría General de la República, hoy Fiscalía General de la 
República, radicándose la CI, por los delitos de acceso ilícito a sistemas y equipos de cómputo e intervención 
de comunicaciones privadas sin mandato judicial, previstos y sancionados en los artículos 211, Bis 1, párrafo 
segundo, y 177 del Código Penal Federal, misma que a la fecha de emisión de la presente Recomendación 
General se encuentra en integración. 

III. OBSERVACIONES 

7. La CNDH cuenta con información de la que se advierte que autoridades del gobierno federal 
efectivamente adquirieron Pegasus en el periodo de 2011 a 2017, que a pesar de la potencialidad lesiva de 
dicho sistema, no tomaron medida alguna que les permitiera contener el riesgo y prevenir las posibles 
violaciones a derechos humanos que su posesión y uso implica, ya que si bien existen disposiciones 
normativas relacionadas con la intervención de comunicaciones privadas, éstas son normas de carácter 
discrecional, cuya aplicación puede ser arbitraria, debido a que no incorporan disposiciones sobre el uso, 
alcances y límites de tecnologías para la vigilancia, intervención y recolección de datos. 

8. Bajo esa tesitura, en la presente Recomendación General se aborda la problemática que deriva de la 
existencia de normas generales, ambiguas y/o deficientes, que propician la posibilidad de injerencias ilegales 
y arbitrarias en la vida privada, no solo de personas periodistas y defensoras de derechos humanos, sino de 
cualquier persona que se encuentre en territorio nacional, y se realizan propuestas a fin de que las diversas 
autoridades a quienes se dirige la presente Recomendación General, en el ámbito de sus atribuciones, 
realicen las acciones para atender, resolver y prevenir la sensible problemática. 

9. De la información obtenida por este Organismo Nacional sobre el caso, así como del análisis de la 
normatividad sobre intervención de comunicaciones privadas contenidas en la Ley de Seguridad Nacional, en 
el Código Nacional de Procedimientos Penales y en el Código Militar de Procedimientos Penales, se ha 
identificado la ausencia de un marco jurídico sobre la adquisición y uso de tecnologías para la intervención de 
las comunicaciones privadas, con el objeto de recolectar información por parte de instituciones del Estado 
mexicano, el cual regule su empleo y evite su uso arbitrario, lo anterior, sin perjuicio de la determinación a la 
que arribe la FEADLE en la investigación que realiza en la CI sobre la presunta intervención ilegal de 
comunicaciones privadas de las personas relacionadas en dicha indagatoria. 

10. La información antes descrita motiva que este Organismo Nacional haga un llamado urgente a la 
FEADLE a fin de que investigue de manera exhaustiva en la CI los hechos descritos y determine  
a la brevedad posible, las responsabilidades correspondientes de todos los servidores públicos y terceros 
involucrados en los hechos. 

11. Cabe señalar que la problemática que se aborda en la presente Recomendación General no se refiere 
solamente a la ejecución de un acto de autoridad que lesiona un derecho subjetivo, el cual en todo caso, es 
materia de la investigación que realiza la FEADLE, consistente en los intentos de infección con Pegasus a 
dispositivos móviles de personas periodistas y defensoras de derechos humanos, realizados entre 2015 y 
2016, ya que aunado a ello, las circunstancias que inciden en posibles violaciones a derechos humanos 
derivan de la subsistencia de una situación de hecho, que por sus características peculiares trasciende a los 
derechos humanos de las personas que se localizan en el territorio mexicano. 

12. Este Organismo Nacional advierte que, tratándose de personas periodistas y defensoras de derechos 
humanos, la labor que realizan puede originar una situación de riesgo mayor para el uso de tecnologías para 
la vigilancia, intervención y recolección de datos, toda vez que las circunstancias derivadas de la generalidad, 
vaguedad y/o ambigüedad de las normas que establecen los actos que constituyen amenazas a la seguridad 
nacional e investigación de ciertos delitos, facilita que las autoridades puedan considerar algunas actividades 
de defensa, denuncia pública, búsqueda y publicación de información realizadas por periodistas y personas 
defensoras de derechos humanos como actividades “sospechosas”, “subversivas”, “problemáticas” o 
“riesgosas” para la seguridad nacional. 

13. Con la finalidad de analizar la naturaleza, magnitud y alcances de la problemática planteada que 
puede incidir en la posible violación a los derechos humanos a la seguridad jurídica, legalidad, libertad de 
expresión y derecho a defender derechos humanos, es necesario establecer el contexto general en el que se 
inserta la adquisición y uso de nuevas tecnologías de información y comunicación (TIC’s) por los gobiernos. 
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A. CONTEXTO 

14. El uso de estas tecnologías de la información y comunicación permite a las personas defensoras, 
periodistas, comunicadores y a la ciudadanía en general, salvar los obstáculos que hasta hace algunas 
décadas implicaba utilizar los sistemas tradicionales de comunicación. Este cambio de paradigma en el cual 
las nuevas tecnologías posibilitan el acceso e intercambio de grandes flujos de información, ha propiciado que 
los gobiernos busquen nuevas alternativas y mecanismos para realizar acciones de espionaje, con el 
argumento de “asegurar” el respeto al estado de derecho, particularmente en aspectos vinculados con la 
seguridad nacional y la investigación de delitos graves, sin embargo, tales medidas limitan de manera sensible 
ciertos derechos humanos, entre ellos la privacidad, impactando a su vez en otros derechos. 

15. En el caso de México, el discurso “legitimador” de la adquisición y uso de dichas tecnologías encuentra 
sustento en la “prevención, disuasión, contención y desactivación de amenazas y riesgos que pongan en 
peligro los bienes jurídicos que tutela la Seguridad Nacional (población, territorio, instituciones de gobierno, 
soberanía, orden constitucional y la democracia para el desarrollo)”, y la “investigación de conductas lesivas a 
la seguridad, orden y paz social”. 

16. Tales tecnologías pueden ser empleadas bajo esquemas legales que no corresponden a su 
potencialidad lesiva creando con ello un riesgo grave, que por su sola existencia genera un efecto 
amedrentador que impacta de manera particular a las personas defensoras de derechos humanos y 
periodistas, dado que dicho riesgo puede generar autocensura e inhibir así la labor que realizan, con lo que 
también se actualiza un riesgo sobre el pleno ejercicio de los derechos humanos señalados. 

17. Esta Comisión Nacional afirma lo anterior, ya que como se expuso en párrafos precedentes, se 
encuentra plenamente acreditado que entidades públicas del Estado mexicano efectivamente adquirieron 
Pegasus entre los años 2011 a 2017, así como diversos sistemas desarrollados para fines semejantes, y 
aunque corresponde a la FEADLE determinar si dicho sistema o alguno semejante ha sido utilizado en contra 
de personas periodistas, defensoras de derechos humanos, o de alguna otra persona en territorio nacional 
con motivo de la integración de la CI, es relevante destacar el grave riesgo de violaciones a los derechos 
humanos, que constituye una situación de hecho que debe ser urgentemente atendida por el Estado 
mexicano, ya que su subsistencia incide en la posibilidad de que se violen derechos humanos y con ello que 
el Estado mexicano incumpla con el deber de cuidado que emana del derecho humano a la seguridad jurídica. 

B. MARCOS REGULATORIOS DEFICIENTES SOBRE LA INTERVENCIÓN DE COMUNICACIONES 
PRIVADAS 

18. Este Organismo Nacional ha identificado los siguientes aspectos del actual marco regulatorio como 
elementos que constituyen deficiencias que podrían derivar en violaciones a los derechos humanos señalados 
en el texto de la presente Recomendación General: 

B.1. Deficiencia por normas que conceden facultades discrecionales a órganos de inteligencia y 
autoridades de procuración de justicia para realizar actos de vigilancia mediante el uso de 
cualquier tecnología 

19. En México la intervención de comunicaciones2 se encuentra prevista en el artículo 16, párrafos 12, 13 y 
15, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, precepto que establece como requisito sine 
qua non la expedición de una orden judicial que autorice expresamente la ejecución de dicha medida a 
petición de la autoridad federal que faculte la ley o del titular del Ministerio Público local o federal, con 
excepción de casos electorales, fiscales, mercantiles civiles, laborales o administrativos, o bien tratándose de 
las comunicaciones entre el detenido y su defensor. 

20. Del análisis del marco normativo nacional se advierte que la intervención de comunicaciones es una 
medida que exclusivamente se prevé bajo dos hipótesis de procedencia: la primera de ellas, para la 
investigación de amenazas a la seguridad nacional según lo prevé la Ley de Seguridad Nacional, y la 
segunda, para la investigación de delitos, tanto en el fuero civil como en asuntos de jurisdicción militar, de 
acuerdo a lo establecido de manera general en el Código Nacional de Procedimientos Penales y en el Código 
Militar de Procedimientos Penales, respectivamente, sin perjuicio de su mención en otras normas adjetivas y 
reglamentarias. 

                                                 
2 Cabe señalar que si bien el texto constitucional hace referencia a las “comunicaciones”, el espionaje, intervención y recopilación de datos a 
través de sistemas con la capacidad de Pegasus, no se limitan exclusivamente a la intervención de comunicaciones como son las llamadas 
telefónicas o mensajes de texto vía redes sociales, sino que involucran la posibilidad de realizar “escuchas” y grabaciones a través de los 
micrófonos y cámaras con que cuentan los dispositivos electrónicos, con lo cual existe además el riesgo de limitación y afectación al derecho 
humano a la privacidad, que a su vez incide de manera directa en el ejercicio de los derechos humanos de libertad de expresión, reunión y 
asociación, así como el derecho a defender derechos humanos.  
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21. No basta, sin embargo, que una ley prevea de manera general la intervención de comunicaciones 
privadas para que se considere que no es arbitraria e ilegal, sino que deberá acreditarse que hay un objetivo 
legítimo y que la aplicación de esta medida es proporcional, necesaria e idónea. 

22. Lo anterior es así, porque la intervención de comunicaciones como medio de vigilancia, intervención y 
recopilación de datos, aun cuando se realice en atención a un “objetivo legítimo”, limita el derecho humano a 
la privacidad, tutelado en los artículos 12 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 11 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos; 17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 
5 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; 14 de la Convención Internacional 
sobre la Protección de los derechos de los trabajadores migratorios y sus familiares, y 16 de la Convención 
sobre los Derechos del Niño de las Naciones Unidas; así como en la Declaración de Principios sobre la 
Libertad de Expresión, y en los Principios de Johannesburgo sobre Seguridad Nacional, Expresión y Acceso a 
la Información. 

23. En consecuencia, este Organismo Constitucional considera que las intervenciones de comunicaciones 
que pudiera llegar a realizar el Centro, así como las diversas instituciones de investigación y procuración de 
justicia, en ejercicio de las facultades que les son conferidas en la Ley de Seguridad Nacional y en el Código 
Nacional de Procedimientos Penales, respectivamente, podrían llegar a ser “ilegales y arbitrarias” en clara 
contravención al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en atención a este manejo discrecional a 
cargo del órgano de inteligencia y de las instituciones investigadoras de delitos sobre las solicitudes, ejecución 
y control de tal medida, con lo cual los principios de proporcionalidad, necesidad e idoneidad respecto al 
objetivo legítimo que es la investigación de amenazas a la seguridad nacional, pudieran no ser satisfechos. 

24. La Ley de Seguridad Nacional permite un margen de discrecionalidad no solamente respecto a las 
solicitudes, control y ejecución de las intervenciones de comunicaciones a cargo del Centro, sino también al 
uso y destino final de la información que sea obtenida con motivo de tales injerencias a la vida privada. 
Actualmente, no existen mecanismos de control, supervisión y evaluación que garanticen que el órgano de 
inteligencia ejerza su facultad en estricto acatamiento al derecho internacional de los derechos humanos. 

25. Este Organismo Nacional también advierte que el Ministerio Público, sea federal o local, tiene la 
facultad discrecional para utilizar esta medida en la investigación de delitos, sean o no graves, sin que la ley 
establezca criterios expresos para la elección de “objetivos”, ni se prevea la obligación de notificar, en su 
oportunidad y de ser posible, a la persona que ha sido objeto de tal injerencia a su vida privada. Tampoco se 
regulan los mecanismos para el debido resguardo de los registros que corresponden a las intervenciones de 
comunicaciones, particularmente, de aquellos que pudieran acreditar responsabilidades administrativas y/o 
penales a cargo del Ministerio Público. 

26. Con ello se acredita que hay un riesgo para la sociedad misma, particularmente para los periodistas, 
comunicadores y personas defensoras, derivado de la posibilidad de que se apliquen actos de vigilancia que 
intervengan con el derecho a la privacidad más allá de lo estrictamente necesario para lograr fines legítimos 
de seguridad nacional, generando así un efecto amedrentador en el derecho de buscar, recibir y difundir 
información e ideas de toda índole, así como en las acciones necesarias para ejercer libremente el derecho a 
defender derechos humanos, tal y como lo advirtieron diversas organizaciones de la sociedad civil.3 

B.2. Deficiencia por normas vagas o ambiguas o inexistentes 

27. La Ley de Seguridad Nacional abre la posibilidad a la ejecución de injerencias arbitrarias e ilegales, por 
el hecho de que la redacción de los actos previstos en las fracciones II, IV, VII y XI del artículo 5 de la Ley de 
Seguridad Nacional, reflejan ambigüedad, ya que algunas de estas hipótesis pueden abarcarse por la 
legislación penal y otras no.4 

                                                 
3 CIDH; 149 Periodo de Sesiones. Audiencia: Libertad de expresión y vigilancia de comunicaciones por parte de Estados Unidos; 28 de 
octubre de 2013.  
4 La fracción II del artículo 5 de la Ley citada, considera amenaza a la seguridad nacional los actos de interferencia extranjera en los asuntos 
nacionales que puedan implicar una afectación al Estado mexicano; lo que, dependiendo del caso, puede ser constitutivo del delito de 
espionaje previsto en el artículo 127 del Código Penal Federal, el cual sanciona al extranjero que en tiempo de paz, con objeto de guiar a una 
posible invasión del territorio nacional o de alterar la paz interior, tenga relación o inteligencia con persona, grupo o gobierno extranjeros o le 
dé instrucciones, información o consejos. Asimismo, al extranjero que en tiempo de paz proporcione sin autorización, a persona, grupo o 
gobierno extranjero, documentos, instrucciones, o cualquier dato de establecimientos o de posibles actividades militares. 
La fracción IV contempla los actos tendentes a quebrantar la unidad de las partes integrantes de la Federación, señaladas en el artículo 43 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; lo que puede constituir una modalidad del delito de traición a la Patria previsto en el 
artículo 123 del Código Penal Federal, que sanciona a quien realice actos contra la independencia, soberanía o integridad de la Nación 
mexicana con la finalidad de someterla a persona, grupo o gobierno extranjero. 
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28. Esta ambigüedad posibilita que el órgano de inteligencia realice investigaciones empleando 
tecnologías para la vigilancia de comunicaciones privadas, bajo el argumento de probables actos que 
constituyen amenazas a la seguridad nacional, con fundamento en las citadas fracciones II, IV, VII y XI, del 
artículo 5 de la Ley de Seguridad Nacional, sin que necesariamente esos “actos” sean considerados por las 
autoridades judiciales como delitos, dada la referida ambigüedad de tales hipótesis normativas. 

29. Al respecto, este Organismo Nacional reitera que, debido a la interpretación discrecional que puede 
realizar el órgano de inteligencia de hechos o circunstancias que asocie con amenazas a la seguridad 
nacional, así como a la falta de criterios que de manera taxativa establezcan qué conductas constituyen 
delitos por motivos de seguridad nacional, es apremiante realizar una reforma legislativa en materia de 
seguridad nacional, particularmente, con relación a las facultades de vigilancia, intervención y recolección 
de datos de los órganos de inteligencia, a fin de que se incorporen estándares internacionales de  
derechos humanos. 

B.3. Deficiencia por la falta de regulación sobre los tipos y alcances de tecnologías para la 
intervención de comunicaciones, y de los controles para su uso 

30. El uso de tecnologías para la vigilancia, intervención y recolección de datos que emplean las 
autoridades responsables de procuración de justicia, tampoco se encuentra regulado de manera adecuada y 
concordante con el derecho internacional de los derechos humanos. En efecto, no hay disposiciones que 
establezcan de manera específica el tipo y alcances de las tecnologías utilizadas para la intervención de 
comunicaciones, los procedimientos para su adquisición, y los controles aplicables al uso de esas tecnologías. 

31. Esta omisión es preocupante, ya que como se ha expuesto en el cuerpo de la presente 
Recomendación General, la intervención de comunicaciones privadas constituye un acto lesivo a derechos 
humanos. Por tanto, dicha intervención debe ejecutarse de manera excepcional y controlada, mediante 
salvaguardas establecidas conforme a los estándares internacionales, para evitar así el uso indiscriminado y 
abusivo de tecnologías de vigilancia masiva. 

B.4. Deficiencia por falta de regulación sobre la contratación, adquisición y responsabilidades de 
las empresas desarrolladoras de tales tecnologías 

32. Es necesario abordar la problemática vinculada a la corresponsabilidad de las empresas que 
desarrollan y comercializan tecnologías para la vigilancia, intervención y recolección de datos en materia de 
respeto y tutela de derechos humanos. Durante los años en los que comenzó el desarrollo de las nuevas 
tecnologías de la información y comunicaciones, México, como la mayoría de los países latinoamericanos 
carecieron de políticas públicas y normas que permitieran regular de manera eficiente y adecuada las 
situaciones derivadas de la adquisición y uso de estas tecnologías. En consecuencia, las empresas 
responsables de su desarrollo y comercialización contaron con un amplio margen de discrecionalidad para 
determinar las condiciones operativas de las tecnologías en cuestión. Por citar un ejemplo: el hecho de que la 
ubicación de las personas servidoras públicas donde se almacena información pueda localizarse fuera de 
territorio nacional, dificulta la investigación de acciones de vigilancia, intervención y/o recopilación de datos. 

33. De igual forma, las empresas aprovecharon la omisión de los Estados, derivada de la ausencia de 
normas legales sobre el establecimiento de cláusulas en los contratos de compra-venta y/o prestación de 
servicios, mediante las cuales se les vinculara por las posibles violaciones a derechos humanos derivadas del 
uso, impacto y alcances de las tecnologías desarrolladas y comercializadas por estas empresas; máxime al 
considerar a aquellas tecnologías elaboradas para objetivos específicos como son la vigilancia, intervención y 
recopilación de datos, que por sus propias características involucra un grave peligro para el respeto a los 
derechos humanos. 

34. De lo expuesto, se advierte que el surgimiento de nuevas tecnologías para la vigilancia, intervención y 
recolección de datos ha abierto la puerta para la práctica de injerencias a la vida privada que pudieran ser 
arbitrarias e ilegales por las causas estrechamente interrelacionadas que se abordan en la presente 
Recomendación General: la primera consiste en la existencia de marcos regulatorios deficientes relativos a la 
intervención de comunicaciones; la segunda, es el fortalecimiento de las facultades discrecionales de los 
órganos de inteligencia y de las autoridades de procuración de justicia para realizar actos de vigilancia 
mediante el uso de cualquier clase de tecnología, derivado de la ausencia de mecanismos y controles 
efectivos por órganos independientes; la tercera, es la ausencia absoluta de regulación sobre el tipo y 

                                                                                                                                                     
La fracción VII refiere actos que atenten en contra del personal diplomático; en este caso y con independencia de poder configurar algún otro 
tipo de ilícito, según la naturaleza del acto concreto que se realice, podría configurarse el delito de violación de inmunidad diplomática previsto 
en el artículo 148 del Código Penal Federal. 
Finalmente, la fracción XI hace alusión a los actos tendentes a obstaculizar o bloquear actividades de inteligencia o contrainteligencia, que 
son los únicos que no tienen un encuadramiento exacto en la ley penal, pero que eventualmente pudieran relacionarse con el delito de 
espionaje. 
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alcances de tecnologías que pueden ser adquiridas y utilizadas en la intervención de comunicaciones, y la 
cuarta, es la adquisición de tecnologías de vigilancia que a pesar de que por sus características pudieran 
rebasar los fines constitucionalmente permitidos, se utilizan bajo esquemas legales que no corresponden a su 
potencialidad lesiva creando con ello un riesgo grave. 

C. DEBER DE PREVENCIÓN DEL ESTADO MEXICANO 

35. El grave riesgo que enfrenta la sociedad mexicana y, dadas las circunstancias particulares ya 
expuestas, los periodistas, comunicadores y personas defensoras de derechos humanos al haberse 
acreditado que, entre 2011 y 2017, diversas instituciones del Estado mexicano adquirieron Pegasus, 
omitiendo tomar las medidas necesarias para contener el riesgo asociado a la posesión y uso de un sistema 
con una alta potencialidad lesiva de derechos humanos debido a sus capacidades y alcances; lo cual se 
vincula al incumplimiento del deber institucional de prevención que emana del derecho humano a la seguridad 
jurídica, acorde a los razonamientos que se exponen a continuación.5 

36. Sobre el particular, este Organismo Nacional reitera que la FEADLE deberá realizar una investigación 
exhaustiva para acreditar la responsabilidad de todas las personas servidoras públicas y terceros involucrados 
en el caso. 

37. En concordancia con los pronunciamientos de la CrIDH, este Organismo Nacional considera que la 
problemática advertida también se vincula a la participación de las empresas privadas en el desarrollo y 
comercialización de los sistemas para la intervención de comunicaciones privadas, por la ausencia de 
regulación que vincule de manera clara, directa y específica, su responsabilidad por las violaciones a 
derechos humanos que resulten del uso de tales tecnologías, ni siquiera a nivel contractual. 

38. Bajo ese panorama, las instituciones de la administración pública que adquirieron sistemas de tal 
naturaleza entre 2011 y 2017, tenían un deber reforzado de prevención, en tanto su obligación constitucional 
como instituciones que forman parte del Estado mexicano para la protección y defensa de los derechos 
humanos de todas las personas bajo su jurisdicción, por lo que debieron asegurarse que en los contratos que 
suscribieron con empresas privadas, relativos a la adquisición y transferencia de tales tecnologías, se 
establecieran las salvaguardas necesarias y adecuadas para la protección de derechos humanos, además de 
estipular las responsabilidades que deben asumir las empresas desarrolladoras y comercializadoras 
de tales sistemas. 

D. RIESGO REAL DE VIOLACIÓN A LOS DERECHOS HUMANOS A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y 
EL DERECHO A DEFENDER POR EL USO DE TECNOLOGÍAS EN PODER DE INSTITUCIONES DEL 
ESTADO MEXICANO PARA LA VIGILANCIA, INTERVENCIÓN Y RECOLECCIÓN DE DATOS 

39. Este Organismo Nacional advierte la posibilidad de afectaciones a los derechos humanos a la Libertad 
de Expresión y el Derecho a Defender, a través de un medio indirecto constituido por el efecto amedrentador y 
la autocensura de periodistas y personas defensoras de derechos humanos, ante el riesgo de ser objeto de 
actos de vigilancia mediante el uso de sistemas cuyo marco regulatorio permite su empleo discrecional y 
secreto, circunstancias en las que se abunda en los siguientes apartados. 

D.1. Libertad de expresión 

40. La libertad de expresión está reconocida en el artículo 6º de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, así como en la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece en su artículo 
13. Como ha sido expuesto, esta Comisión Nacional cuenta con información de la que se acredita que, entre 
2011 y 2017, diversas instituciones del Estado mexicano adquirieron tecnologías para la vigilancia, 
intervención y recolección de datos. También se acredita que tanto las adquisiciones de dichas tecnologías, 
como su posible uso se regulan mediante esquemas legales que no corresponden a su potencialidad lesiva 
que, aunado a ello, no hay mecanismos y controles efectivos por órganos independientes que aseguren que 
su posible utilización no rebase los fines constitucionalmente establecidos y que además, las normas que 
regulan la intervención de comunicaciones privadas dotan de facultades discrecionales a las autoridades de 
inteligencia e investigadoras de delitos. 

                                                 
5 La CrIDH ha señalado sobre el “deber de prevención”, que la obligación de garantizar los derechos humanos presupone el deber de los 
Estados de prevenir que esto sean violentado. El deber de prevención “[…] abarca todas aquellas medidas de carácter jurídico, político, 
administrativo y cultural que promuevan la salvaguarda de los derechos humanos y que aseguren que las eventuales violaciones a los 
mismos sean efectivamente consideradas y tratadas como un hecho ilícito que, como tal, es susceptible de acarrear sanciones para quien las 
cometa, así como la obligación de indemnizar a las víctimas por sus consecuencias perjudiciales. Es claro, a su vez, que la obligación de 
prevenir es de medio o comportamiento y no se demuestra su incumplimiento por el mero hecho de que un derecho haya sido violado.” Caso 
Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala”. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
agosto de 2014, párr. 139.  
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41. Aunado a lo anterior, se advierte que durante 2015 y 2016, personas periodistas y defensoras de 
derechos humanos recibieron mensajes de texto con enlaces maliciosos en sus teléfonos celulares que, de 
acuerdo al estudio realizado por O1, constituían intentos de infección vinculados a Pegasus, destacando el 
hecho de que el periodo de recepción de tales mensajes coincide con aquel durante el cual las Instituciones 
del Gobierno del Estado mexicano adquirieron Pegasus. 

42. El contexto descrito, aunado a la falta de certeza respecto de la regulación y controles evidencia la 
posible inhibición en el ejercicio del derecho a la libertad de expresión, al producirse un efecto intimidatorio y, 
en consecuencia, de silenciamiento con un alto impacto en las personas periodistas y comunicadoras. 

D.2. Derecho a defender Derechos Humanos 

43. El artículo 1º de la “Declaración sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las 
instituciones de promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente 
reconocidos”, indica que: “toda persona tiene derecho individual o colectivamente a promover y procurar la 
protección y realización de los derechos humanos y las libertades fundamentales en los planos nacional e 
internacional”.6 

44. El mismo efecto de silenciamiento del que pueden ser víctimas las y los periodistas y comunicadores, 
se verifica en las personas defensoras de derechos humanos, ante el riesgo de ser objeto de actos de 
espionaje mediante el uso de sistemas para la intervención de sus comunicaciones, con lo que la labor que 
realizan de representación y defensa de otros grupos en situación de riesgo se podría ver seriamente 
afectada, en perjuicio de la sociedad. 

45. Al tenor de lo expuesto, la CNDH identifica una sensible problemática que deriva del hecho 
plenamente probado de que autoridades del gobierno federal adquirieron Pegasus en el periodo de 2011 a 
2017, que a pesar de la potencialidad lesiva de dicho sistema, no tomaron medida alguna que les permitiera 
contener el riesgo y prevenir las posibles violaciones a derechos humanos que su posesión y uso implica, ya 
que si bien existen disposiciones normativas relacionadas con la intervención de comunicaciones privadas, 
éstas son normas de carácter discrecional, cuya aplicación puede ser arbitraria, debido a que no incorporan 
disposiciones sobre el uso, alcances y límites de tecnologías para la vigilancia, intervención y recolección 
de datos. 

46. Lo anterior sin perjuicio de que corresponderá al Ministerio Público de la Federación responsable de la 
integración de la CI, determinar la probable responsabilidad de las autoridades y terceros que pudieran estar 
involucradas en conductas constitutivas de delitos. 

47. Por todos los argumentos expuestos, respetuosamente se formulan a ustedes: Comisión Bicamaral de 
Seguridad Nacional del Poder Legislativo; Cámara de Diputados y Cámara de Senadores del Congreso de la 
Unión; Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana en su calidad de Secretaria Ejecutiva del Consejo de 
Seguridad Nacional y, Fiscal General de la República; en el ámbito de sus competencias, las siguientes: 

IV. RECOMENDACIONES GENERALES 

A la Cámara de Senadores y a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, así como a la 
Comisión Bicamaral de Seguridad Nacional del Poder Legislativo: 

ÚNICO. Realicen las adiciones o modificaciones del marco jurídico actual sobre intervención de 
comunicaciones privadas, considerando los aspectos siguientes: 

a. Se evite el uso de términos generales, abiertos y ambiguos, respecto a los actos que pueden ser 
considerados amenazas a la seguridad nacional, a fin de dar certeza jurídica a las personas quienes 
puedan ser objeto de acciones de vigilancia legal. 

b. Se establezcan procedimientos que incorporen criterios claros e inequívocos sobre la elección, 
adquisición y uso de tecnologías para la vigilancia, intervención y recolección de datos, en los que se 
describan las restricciones para su uso y los medios de supervisión. 

c. Se precise el perfil de las personas servidoras públicas responsables del uso de tecnologías para la 
vigilancia, intervención y recolección de datos, así como de las personas servidoras públicas 
responsables del manejo de la información obtenida mediante tales tecnologías, estableciendo de 
manera precisa sus facultades, responsabilidades y límites en el ejercicio de sus atribuciones. 

                                                 
6 Aprobada por la Asamblea General de la ONU mediante resolución A/RES/53/144 de 9 de diciembre de 1998, art. 1. 
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d. Se prevea la responsabilidad de las empresas que desarrollen y comercialicen tales tecnologías, en 
aquellos casos en que sus actividades puedan ocasionar violaciones derechos humanos como 
consecuencia de las operaciones, productos o servicios que realicen. 

e. Se incorpore de manera específica que, en los contratos suscritos con empresas responsables del 
desarrollo, venta y distribución de tecnologías para la vigilancia, intervención y recolección de datos, 
las partes contratantes se obliguen a respetar la libertad de expresión, la privacidad y los derechos 
humanos en todas las operaciones que desarrollen, en cumplimiento a las normas mexicanas y del 
derecho internacional del que el Estado mexicano sea parte, como condición para la aprobación de la 
venta, transferencia y la prestación de servicios de asistencia. 

f. Se establezcan prohibiciones claras y específicas sobre la modificación personalizada de los 
productos, la selección de objetivos y la prestación de servicios de mantenimiento o asistencia que 
supongan una infracción al derecho nacional o internacional de los derechos humanos. 

g. Se establezca de manera específica que, en los contratos suscritos con empresas responsables del 
desarrollo, venta y distribución de tecnologías para la vigilancia, intervención y recolección de datos, 
se establezcan procesos internos que garanticen que en las opciones de diseño e ingeniería se 
incorporen acciones que permitan salvaguardar los derechos humanos, como pueden ser los 
sistemas de aviso, que detecten el uso indebido e interruptores que puedan activarse en tales casos. 

h. Se incorporen criterios claros y específicos respecto a la aplicación de los principios de legalidad, 
necesidad, proporcionalidad e idoneidad en las solicitudes de intervención de comunicaciones, por 
motivos de seguridad nacional o investigación. 

i. Se incorpore la obligación expresa a cargo del órgano de inteligencia, del Ministerio Público o bien, 
del Poder Judicial de la Federación, de notificar a la persona que fue objeto de actos de vigilancia por 
motivos de seguridad nacional o investigación de delitos, el periodo de tales injerencias, la totalidad 
de la información que fue obtenida, el uso y destino que se le dio. 

j. Se realicen las adiciones o modificaciones al marco jurídico actual, para que se establezca como una 
obligación a cargo de las autoridades que realicen intervenciones a comunicaciones privadas, el 
rendir un informe al Poder Judicial de la Federación, con una periodicidad específica, sobre el uso y 
destino de los datos e información obtenidos, como estadístico. 

A la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, en su calidad de Secretaría Ejecutiva del 
Consejo de Seguridad Nacional: 

ÚNICO. Impulsar ante el Consejo de Seguridad Nacional la emisión de un instrumento administrativo 
(protocolo, lineamientos, criterios, manuales, directrices u acuerdos), mediante el cual se regule el uso de 
aparatos y/o sistemas útiles en la intervención de comunicaciones privadas que contenga los puntos 
siguientes: 

 El procedimiento y los protocolos de seguridad para el uso de aparatos y/o sistemas útiles en la 
intervención de comunicaciones privadas, como Pegasus y otros análogos. 

 Las limitaciones en el uso de aparatos y/o sistemas útiles en la intervención de comunicaciones 
privadas, como Pegasus u otros análogos, para salvaguardar los derechos humanos, precisando que sólo 
podrán ser utilizados cuando el marco normativo así lo establezca. 

 Los procedimientos y medios de supervisión a cargo de una autoridad u órgano independiente 
respecto del uso de aparatos y/o sistemas útiles en la intervención de comunicaciones privadas. 

 Responsabilidades de las empresas privadas desarrolladoras y comercializadoras de tal sistema y 
otros análogos. 

A la Fiscalía General de la República: 
ÚNICO. Se continúe con la integración de la CI, realizando las diligencias idóneas y necesarias para 

acreditar la responsabilidad de todas las personas servidoras públicas y terceros involucrados 
en dicha indagatoria. 

El texto íntegro de la Recomendación General No. 47/2022 puede ser consultado en la página de la 
CNDH, en la siguiente dirección electrónica: https://www.cndh.org.mx/sites/default/files/documentos/2022-
05/RecGral_47.pdf 

El texto íntegro de la Recomendación General No. 47/2022, puede ser consultado en la página del DOF, 
en la siguiente dirección electrónica: https://www.dof.gob.mx/2022/CNDH/Sintesis-RecGral_47.pdf 

Atentamente 

Ciudad de México, a 22 de noviembre de 2022.- Presidenta de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, Mtra. Ma. del Rosario Piedra Ibarra.- Rúbrica. 

(R.- 530209) 
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ESTATUTO del Servicio Civil de Carrera de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 

Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 

ESTATUTO DEL SERVICIO CIVIL DE CARRERA DE LA COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS 

MA. DEL ROSARIO PIEDRA IBARRA, Presidenta de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con 
fundamento en lo dispuesto por el apartado B del artículo 102 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; y en los artículos 5 y 19 fracciones I y III de la Ley de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos; así como 18, primer párrafo, 40 y 41 del Reglamento Interno de la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos, y 

CONSIDERANDO 

Que el Consejo Consultivo de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en su sesión ordinaria de 
fecha 8 de julio de 2003, aprobó el “Estatuto del Servicio Civil de Carrera de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos”. 

Que el Estatuto del Servicio Civil de Carrera de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos fue 
publicado en el Diario Oficial de la Federación, el 22 de julio de 2003. 

Que actualmente el establecimiento de los requisitos y procedimientos para la aplicación de la evaluación 
del personal de carrera y para el otorgamiento a promociones de nivel, se encuentra previsto en el 
documento: “Lineamientos para la Evaluación del Personal de Carrera de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos”, y no en el mencionado Estatuto. 

Que desde su aprobación el Estatuto del Servicio Civil de Carrera de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos no ha tenido modificaciones y que es necesario adecuar sus normas a los estándares 
actuales de la Institución, a fin de fortalecer la profesionalización, permanencia y capacitación de su personal. 

Que el Estatuto está dirigido a toda persona interesada en incorporarse o permanecer en el Servicio Civil 
de Carrera de la Comisión Nacional de Derechos Humanos o que ya formen parte de éste, a efecto de dar a 
conocer la regulación que rige el Servicio Civil de Carrera que establezca las directrices que contribuyan al 
desarrollo profesional del personal de carrera, de la Comisión Nacional. Con base en todo lo anterior, se 
expide el siguiente: 

ESTATUTO DEL SERVICIO CIVIL DE CARRERA DE LA COMISIÓN  
NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS 

TÍTULO PRIMERO 

De la Organización del Servicio Civil 

CAPÍTULO PRIMERO 

Disposiciones Generales 

Artículo 1. El presente Estatuto tiene como principio rector la profesionalización de la persona servidora 
pública de carrera para cumplir con la misión constitucional de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, garantizar el funcionamiento eficaz de los programas, planes y procesos sustantivos, así como 
consolidar el desempeño de sus miembros, fomentando el desarrollo de una carrera idónea para el 
cumplimiento de sus fines. 

Artículo 2. El Servicio Civil de Carrera es el instrumento administrativo, de carácter permanente y 
obligatorio, que se integra por los procesos de: planeación, reclutamiento, selección, ingreso, capacitación, 
evaluación, promoción y desincorporación, contempla los derechos, obligaciones y sanciones de las personas 
servidoras públicas de la Comisión Nacional. Serán principios rectores del Servicio Civil de Carrera y de los 
servidores públicos de carrera los señalados en los Códigos de Ética y de Conducta de la Comisión Nacional. 

Artículo 3. Para los efectos de este Estatuto se entenderá por: 

ASPIRANTE: Persona interesada en participar en un concurso de selección para obtener una plaza del 
servicio civil de carrera. 

CANDIDATO: Persona que reúne los requisitos establecidos en la convocatoria y se sujetará a las bases 
para concursar por una plaza del servicio civil de carrera. 

CAPACIDADES: Las aptitudes requeridas para el adecuado desempeño de las personas servidoras 
públicas de carrera en un puesto. 

CATÁLOGO: Catálogo General de Puestos de la Comisión Nacional de Derechos Humanos. 
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COMISIÓN NACIONAL: La Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 

COMITÉ DIRECTIVO: Al Comité Directivo del Servicio Civil de Carrera de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos. 

DGRH: A la Dirección General de Recursos Humanos de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 

ENTE PÚBLICO: Las dependencias y entidades de los tres ámbitos de gobierno, organismos autónomos, 
fideicomisos o cualquier entidad gubernamental plenamente identificable, que ha sido creada por mandato 
Constitucional, Ley o Decreto. 

ESTATUTO: El presente Estatuto del Servicio Civil de Carrera de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos. 

EXPERIENCIA: Conjunto de conocimientos y habilidades generados a través del tiempo, considerando, 
entre otros elementos, el orden y duración en los puestos desempeñados, el nivel de responsabilidad, de 
remuneración y la relevancia de las funciones o actividades encomendadas. 

GRADO: La posición relativa de un puesto en un grupo jerárquico determinado, y se clasifica con la 
nomenclatura A, B, C, D, o E, según corresponda. 

GRUPO: El conjunto de puestos del tabulador de sueldos con la misma jerarquía, independientemente de 
su denominación. 

NIVEL: Escala de percepciones ordinarias de los puestos en un mismo grado, identificados por los dígitos 
1, 2 y 3 en el tabulador de sueldos. 

OIC: Órgano Interno de Control 

PAC: Programa Anual de Capacitación. 

PERSONA SERVIDORA PÚBLICA DE CARRERA: Persona física integrante del Servicio Civil de Carrera 
que desempeña un cargo en la Comisión Nacional. 

PRINCIPIOS RECTORES DEL SERVICIO PÚBLICO: Legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad, 
eficiencia, economía, disciplina, profesionalismo, objetividad, transparencia, rendición de cuentas, 
competencia por mérito, eficacia, integridad y equidad. 

PROMOCIÓN: Modificación salarial y, en su caso, de un puesto de mayor responsabilidad o jerarquía. 

PUESTO: Unidad de trabajo específica e impersonal, constituida por un conjunto de funciones que deben 
realizarse y aptitudes que se requieren para su ocupación, implica deberes específicos, delimita jerarquías  
y autoridad. 

PLAZA: Posición presupuestaria que respalda un puesto en la estructura ocupacional y que tiene una 
adscripción determinada. 

RAMAS: Las ramas del Servicio Civil de Carrera. 

REGISTRO: Registro del Servicio Civil de Carrera. 

REGLAMENTO INTERNO: Reglamento Interno de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 

SERVICIO CIVIL DE CARRERA: Servicio Civil de Carrera de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos. 

TABULADOR DE SUELDOS: Instrumento que permite representar los valores monetarios con los que se 
identifican los importes por concepto de sueldos en términos mensuales, que aplican a un puesto 
determinado, en función del grupo, grado y nivel, según corresponda. 

UNIDADES RESPONSABLES: Los Órganos y Unidades Administrativas referidos en los artículos 17, 
fracciones I, III, IV y V; 21, fracciones I a VII, y 37 del Reglamento Interno de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos. Así como el Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes, señalado en el artículo 73 de la Ley General para Prevenir, Investigar y 
Sancionar la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes. 

Artículo 4. El Servicio Civil de Carrera de la Comisión Nacional comprende las siguientes ramas de 
especialización: 

I. Protección y Defensa de los Derechos Humanos: Se integra por los puestos de carrera clasificados 
en el Catálogo, que realicen funciones cuyo objetivo esencial sea la prevención, protección y 
defensa, de los derechos humanos, o en su caso, que realicen funciones de apoyo a las funciones 
sustantivas de la Comisión Nacional, y cuya adscripción se encuentre en (Visitadurías Generales, 
Dirección General de Quejas y Orientación, Dirección Ejecutiva del Mecanismo Nacional de 
Prevención de la Tortura, Coordinación General de Seguimiento de Recomendaciones y de Asuntos 
Jurídicos y Coordinación General de Especialidades Científicas y Técnicas). 
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II. Estudio de los Derechos Humanos: Se integra por los puestos de carrera clasificados en el 
Catálogo, que realicen funciones que su objetivo esencial sea la investigación y formación 
académica y cuya adscripción se encuentre en el Centro Nacional de Derechos Humanos. 

Los cambios de adscripción del personal del Servicio Civil de Carrera podrán realizarse exclusivamente 
dentro de las ramas de especialización señaladas en este artículo, de conformidad con la normatividad 
aplicable. 

Artículo 5. El Servicio Civil de Carrera se integrará por personal calificado y se organizará conforme a las 
ramas definidas en el artículo 4 del presente Estatuto; mismas que darán acceso a los puestos que determine 
el Catálogo, entre los que podrán estar: 

I. De la función sustantiva: Visitadores (as) Adjuntos (as) 

II. De la función de apoyo: Investigadores(as) en Derechos Humanos 

III. De la estructura ocupacional 

 a) Subdirección de Área o sus equivalentes; 

 b) Jefatura de Departamento o sus equivalentes; y 

 c) Operativo. 

Excepcionalmente, se podrán incorporar al Servicio Civil de Carrera puestos distintos a éstos, cuando a 
juicio del Comité Directivo, su carácter técnico y perfil lo permitan, los que no podrán ser con niveles 
superiores a Subdirección de Área. 

Artículo 6. El personal de carrera quedará sujeto a las disposiciones de la Ley de la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos, de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, las que deriven de las 
mismas y demás aplicables. 

En lo no previsto en este Estatuto, se aplicará en forma supletoria la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo. 

Artículo 7. El Servicio Civil de Carrera no comprenderá al personal que preste sus servicios mediante 
contrato sujeto al pago por honorarios. 

CAPÍTULO SEGUNDO 

De los Órganos del Servicio Civil y sus Atribuciones 

Artículo 8. La coordinación del Servicio Civil de Carrera estará a cargo del Comité Directivo, integrado de 
la siguiente manera: 

I. Presidencia del Comité Directivo: quien será la persona titular de la Presidencia de la Comisión 
Nacional, o quien designe; 

II. Vocales del Comité Directivo: Visitadurías Generales; Dirección General de Quejas y Orientación; 
Secretaría Ejecutiva; Secretaría Técnica del Consejo Consultivo; Centro Nacional de Derechos 
Humanos; Coordinación General de Especialidades Científicas y Técnicas; Dirección General de 
Planeación y Estrategia Institucional, Dirección General de Protección y Defensa y Dirección 
General de Difusión de los Derechos Humanos; 

III. Secretaría Técnica del Comité Directivo, quien será la persona titular de la Dirección General de 
Recursos Humanos, con derecho a voz, pero sin voto, y quien también lo será en los Subcomités 
precisados en el artículo 11, y 

IV. Asesores: serán las personas titulares de la Coordinación General de Seguimiento de 
Recomendaciones y de Asuntos Jurídicos y del OIC, con derecho a voz, pero sin voto. 

Las personas que integren el Comité Directivo designarán suplentes que deberán ser de nivel jerárquico 
inferior inmediato, o en su caso, la persona que ocupe el puesto de Enlace Administrativo, quienes asistirán a 
las sesiones con facultades para tomar decisiones. 

Artículo 9. Corresponde al Comité Directivo: 

I. Aprobar las políticas y los procedimientos en materia del Servicio Civil de Carrera; 

II. Aprobar las promociones del personal de carrera de conformidad con el artículo 66 del presente 
Estatuto; 

III. Dictaminar sobre la suspensión temporal y en su caso, sobre la desincorporación de la persona 
servidora pública del Servicio Civil de Carrera; 
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IV. Solicitar la intervención del OIC o de la DGRH, cuando el personal de carrera incumpla lo dispuesto 
en el presente Estatuto y demás ordenamientos que les resulten aplicables de acuerdo con su 
competencia; 

V. Aprobar las modificaciones y/o adecuaciones que proponga la Coordinación General de 
Administración y Finanzas, al presente Estatuto, para someterlas aprobación del Consejo Consultivo 
de la Comisión Nacional; 

VI. Determinar la procedencia de desincorporación de las plazas de servicio civil para convertirse en 
plazas de libre designación, con base en la justificación que presente la Unidad Responsable; 

VII. Resolver en definitiva sobre los proyectos de resoluciones de inconformidades emitidas por el 
Subcomité de Inconformidades, y 

VIII. Aprobar los mecanismos y herramientas de evaluación. 

Artículo 10. El Comité Directivo funcionará en sesiones ordinarias y extraordinarias, y tomará sus 
decisiones por mayoría de votos con la asistencia de cada uno de sus miembros o sus suplentes 
mencionados en el artículo 8 del presente Estatuto. 

En caso de empate, la Presidencia del Comité Directivo contará con voto de calidad. Las sesiones 
ordinarias se llevarán a cabo cada dos meses y las extraordinarias, las veces que se requieran. 

Artículo 11. El Comité Directivo contará con tres Subcomités: 

I. De Elaboración y Actualización de Exámenes; 

II. De Inconformidades, y 

III. De Revisión. 

Artículo 12. El Subcomité de Elaboración y Actualización de Exámenes estará integrado por un 
representante de cada una de las Unidades Responsables de la Comisión Nacional, y será presidido por la 
persona servidora pública designada por la persona titular de la Presidencia de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos. 

Corresponde a este Subcomité: 

I. Elaborar y actualizar los exámenes teóricos y prácticos aplicables a los puestos del Servicio Civil de 
Carrera para los concursos de oposición; 

II. Elaborar las guías temáticas para los concursos de oposición; 

III. Proponer al Comité Directivo los Mecanismos y Herramientas de evaluación; 

IV. Actualizar periódicamente los mecanismos de evaluación, y 

V. Elaborar los sistemas de puntuación de porcentajes de acuerdo con el puesto. 

Artículo 13. El Subcomité de Elaboración y Actualización de Exámenes realizará cuatro sesiones 
ordinarias al año y podrá llevar a cabo las sesiones extraordinarias que sean necesarias. 

Artículo 14. El Subcomité de Inconformidades estará integrado por las personas titulares 
correspondientes a la Primera Visitaduría General, Segunda Visitaduría General, Sexta Visitaduría General, 
Coordinación General de Especialidades Científicas y Técnicas, y la Dirección General de Quejas y 
Orientación, quien lo presidirá. 

Las personas integrantes del Subcomité podrán designar suplentes, quienes asistirán a sus sesiones con 
facultades para tomar decisiones y deberán ser del nivel jerárquico inferior siguiente al de la persona titular, 
con el fin de garantizar la debida ejecución de los acuerdos adoptados. 

Contará con una Secretaría Técnica, que será ocupada por la persona titular de la DGRH, que tendrá las 
mismas funciones señaladas en el artículo 18 de este Estatuto, quien tendrá derecho a voz, pero no a voto. 

Este Subcomité contará con dos Asesores, quienes serán las personas titulares del OIC y de la 
Coordinación General de Seguimiento de Recomendaciones y de Asuntos Jurídicos, quienes tendrán derecho 
a voz y no de voto. 

Artículo 15. Corresponde al Subcomité de Inconformidades: 

I. Conocer de los recursos de inconformidad que se presenten con motivo de la aplicación del 
presente Estatuto; 

II. Emitir el proyecto de resolución que presentará al Comité Directivo, y 

III. Presentar ante el Comité Directivo el proyecto de resolución de las inconformidades que  
se presenten. 
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Este Subcomité funcionará en sesiones que se realizarán las veces que se requieran y tomará sus 
decisiones por mayoría de votos de sus miembros. 

En caso de empate, la persona titular de la Dirección General de Quejas y Orientación contará con voto  
de calidad. 

Artículo 16. El Subcomité de Revisión estará integrado por las personas titulares de las Direcciones 
Generales de Recursos Humanos, quien lo presidirá, así como de la Dirección General de Protección y 
Defensa y de la Sexta Visitaduría General. 

Artículo 17. Corresponde al Subcomité de Revisión: 

I. Conocer de los recursos de revisión sobre las inconformidades que recaigan a las dictaminaciones 
sobre la procedencia o improcedencia de la separación del servicio civil de carrera; 

II. Emitir el proyecto de resolución que presentará al Comité Directivo, y 

III. Presentar ante el Comité Directivo el proyecto de resolución de las revisiones que se presenten. 

Este Subcomité funcionará en sesiones que se realizarán las veces que se requieran y tomará sus 
decisiones por mayoría de votos de sus miembros. 

El Subcomité de Revisión solo podrá funcionar con los votos de todos sus integrantes. 

Artículo 18. Corresponde a la Secretaría Técnica del Comité Directivo: 

I. Coordinar las sesiones del Comité Directivo y citar a sesión a cada uno(a) de sus miembros; 

II. Levantar las actas de las sesiones ordinarias y extraordinarias del Comité Directivo; 

III. Remitir a los miembros del Comité Directivo cuando menos 24 horas antes del día de la sesión, los 
citatorios, órdenes del día y demás material indispensable para realizar las sesiones, y 

IV. Brindar el apoyo y la información que requieran las y los miembros del Comité Directivo para el 
mejor cumplimiento de sus funciones. 

CAPÍTULO TERCERO 

Del Registro del Servicio Civil de Carrera 

Artículo 19. El Registro del Servicio Civil de Carrera es un padrón que contiene información básica y 
técnica en materia de recursos humanos de la Comisión Nacional y se establece con fines de apoyar el 
desarrollo de las personas servidoras públicas de carrera. 

Artículo 20. Los registros administrativos del personal de carrera se clasifican en dos apartados: 

A) Documentación básica. 

B) Documentación de carrera. 

Se deberá observar el resguardo de la identidad de sus titulares, conforme a lo previsto en las 
disposiciones aplicables en materia de protección de datos personales. 

A) La documentación básica se integra por: 

I. Acta de nacimiento; 

II. Registro Federal de Contribuyentes; 

III. Clave Única de Registro de Población; 

IV. Identificación Oficial; 

V. Currículo y la respectiva documentación comprobatoria, conforme a la normatividad interna 
aplicable, y 

VI. Comprobante del grado máximo de estudios. 

La Coordinación General de Administración y Finanzas actualizará la documentación contenida en los 
expedientes y será obligación del personal de carrera notificar, a través de la persona titular de Enlace 
Administrativo de su área de adscripción, cualquier cambio en su situación personal y laboral. 

B) La documentación de carrera que se integre a los expedientes que acrediten la estadía y desarrollo del 
personal de carrera, consistente en: 

I. Formato Único de Personal y/o constancia de nombramiento; 

II. Cédulas de evaluación; 
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III. Comprobantes de los procesos de formación y/o actualización; 

IV. Dictámenes de promoción (Acta de Sesión del Comité Directivo y aprobación); 

V. Notas de desempeño emitidas por las personas titulares de las Unidades Responsables, y 

VI. Sanciones emitidas por el OIC, en su caso. 

TÍTULO SEGUNDO 

De la Estructura Funcional 

CAPÍTULO PRIMERO 

De la Planeación de los Recursos Humanos 

Artículo 21. La Planeación de los Recursos Humanos que lleve a cabo la DGRH, consiste en: 

I. Registrar y procesar la información necesaria para la definición de los perfiles y requerimientos de 
los cargos incluidos en el Catálogo, en coordinación con las Unidades Responsables; 

II. Actualizar los registros relativos al ingreso y baja de las personas servidoras públicas de carrera, 
inclusive cuando ésta última derive por jubilación, incapacidad parcial o total permanentes o 
supresión de puestos, entre otros, del Servicio Civil de Carrera; 

III. Calcular el número de plazas conforme a las necesidades, considerando los efectos de los cambios 
en las estructuras organizacionales, la promoción, rotación, retiro, desincorporación, entre otras, de 
las y los servidores públicos sujetos al Estatuto, con el fin de que la estructura de la Comisión 
Nacional tenga el número de personas servidoras públicas adecuado para su buen funcionamiento y 
permita la movilidad de las personas que pertenezcan al Servicio Civil de Carrera; 

IV. Analizar el desempeño y los resultados de las personas servidoras públicas, emitiendo las 
conclusiones para los efectos conducentes; 

V. Revisar y tomar en cuenta para la planeación de los recursos humanos de la Comisión Nacional los 
resultados de las evaluaciones sobre el Servicio Civil de Carrera; 

VI. Verificar que se cuente con los recursos presupuestales autorizados para el ejercicio 
correspondiente, y 

VII. Realizar los demás estudios, programas, acciones y trabajos que sean necesarios para el 
cumplimiento del objeto del presente Estatuto. 

CAPÍTULO SEGUNDO 

Procedimiento de Reclutamiento y Selección 

Artículo 22. Reclutamiento es el proceso que permite al Servicio Civil de Carrera atraer aspirantes a 
ocupar un cargo en la Comisión Nacional con los perfiles y requisitos necesarios. 

Artículo 23. El reclutamiento para ocupar las plazas del Servicio Civil de Carrera se llevará a cabo 
mediante convocatorias internas publicadas en la página de intranet de la Comisión Nacional. 

Las convocatorias señalarán los puestos sujetos a concurso, el perfil que deberán cubrir las y los 
aspirantes, los requisitos que se determinen para los exámenes, así como el lugar y fecha de entrega de la 
documentación correspondiente, sin perjuicio de la revisión y evaluación curricular, que efectuará la DGRH 
para acreditar que se cumplan con los requisitos establecidos. 

En caso de especialidad técnica en el ejercicio de las funciones del personal del Servicio Civil se podrá 
optar por convocatoria abierta pública, previa aprobación de la Presidencia. 

Artículo 24. La selección es el procedimiento que permite analizar conocimientos, experiencia, 
habilidades y aptitudes de las y los aspirantes a ingresar al Servicio Civil de Carrera. Su propósito es 
garantizar el acceso de los y las candidatas que demuestren cubrir el perfil y los requisitos del puesto y ser las 
personas idóneas para desempeñarlo. 

Para lo cual, se aplicarán las evaluaciones: exámenes de conocimientos generales y específicos, así como 
la realización de una entrevista, la que llevará a cabo la persona titular de la Unidad Responsable, la o el jefe 
superior inmediato de la plaza a concursar y una persona servidora pública representante de la DGRH (con 
nivel mínimo de subdirector). 

Éstos deberán asegurar la participación en igualdad de oportunidades, de acuerdo con los Lineamientos 
Generales que se expidan al respecto. 
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Artículo 25. El procedimiento de selección se desahogará conforme a las siguientes etapas: 

Etapa I. Revisión Curricular; 

Etapa II. Exámenes de conocimientos generales y específicos; 

Etapa III. Evaluaciones de aptitudes, habilidades y experiencia; 

Etapa IV. Entrevista; y 

Etapa V. Determinación del concurso. 

Las que se llevarán a cabo de acuerdo con la normatividad complementaria que se expida al respecto, y 
con lo que se establezca en las bases de la convocatoria respectiva. 

Artículo 26. Un concurso sólo podrá declararse desierto por las siguientes causas: 

I. Porque ningún candidato(a) se presente al concurso, o 

II. Porque ninguna de las personas candidatas obtenga el puntaje mínimo de calificación para ser 
considerado finalista. 

La resolución de la DGRH deberá precisar la causa por la que se determinó declarar desierto el concurso. 

Si el concurso se declara desierto, el puesto vacante deberá ser ocupado realizando nuevamente el 
procedimiento establecido en el presente capítulo. 

En casos excepcionales, previamente revisados, el Comité Directivo podrá determinar que la plaza sea 
ocupada por la persona servidora pública con mayor calificación. 

El resultado del concurso deberá darse a conocer mediante publicación en la página de intranet de la 
Comisión Nacional. 

Artículo 27. Los elementos que se deberán considerar en la elaboración y aplicación de exámenes de 
conocimientos serán los siguientes: 

I. Consistencia entre el contenido del examen y los conocimientos que las personas candidatas 
deberán poseer para el desempeño de las funciones propias del puesto, así como con el temario y 
la bibliografía; 

II. Confiabilidad y seguridad en la aplicación, con el propósito de medir efectivamente lo que se 
pretende evaluar y otorgar certidumbre y transparencia; 

III. Validez con respecto al contenido y semántica; 

IV. Criterios de evaluación, que deberán ser objetivos y claros para cualquier tipo de reactivo que se 
aplique, precisando cuando resulte necesario, los aspectos correspondientes que permitan reducir la 
subjetividad en la calificación de las respuestas de las personas candidatas a preguntas abiertas o 
definiciones contenidas en los exámenes. 

V. La DGRH será la responsable de la aplicación de exámenes y evaluaciones. 

Artículo 28. Para el caso de nuevos ingresos, la DGRH evaluará en primer término la experiencia y los 
conocimientos, con base en la revisión y análisis de los documentos que hayan presentado las personas 
aspirantes. 

La etapa de Revisión Curricular tiene como propósito determinar si la persona candidata continúa en el 
concurso, por lo que su acreditación no otorgará puntaje alguno. 

La Revisión Curricular se desarrollará a través de la confrontación de la información proporcionada por la o 
el candidato contra el perfil del puesto y demás requisitos que para ocupar el puesto fueron establecidos en la 
convocatoria, de existir compatibilidad se asignará un folio de participación al concurso; y se procederá a la 
siguiente etapa del concurso, en caso de presentarse incompatibilidad se rechazará la inscripción al concurso. 

En los casos en que no se acredite la veracidad y autenticidad de los documentos, se descartará a la 
persona candidata y, según sea el caso, se ejercerán las acciones legales procedentes. 

Artículo 29. El mecanismo de evaluación de experiencia consiste en calificar, con base en la metodología 
y escala establecida por la DGRH, cada uno de los elementos que se detallan a continuación: 

I. Orden ascendente o decreciente en los puestos desempeñados, para apreciación de la 
actualización en la materia; 

II. Tiempo de permanencia en los puestos desempeñados; 

III. Experiencia en el sector público; 
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IV. Experiencia en derechos humanos; 

V. Experiencia en el sector social; 

VI. Nivel de responsabilidad; 

VII. Relevancia de funciones o actividades desempeñadas en relación con las del puesto vacante; 

VIII. En su caso, experiencia en puestos inmediatos inferiores al de la vacante, valores éticos y aptitud 
para el trabajo en equipo, así como los conocimientos en el tratamiento de víctimas de violaciones a 
los derechos humanos, y 

IX. En su caso, aptitud en puestos inmediatos inferiores al de la vacante, valores éticos y aptitud para el 
trabajo en equipo, así como los conocimientos en el tratamiento de víctimas de violaciones a 
derechos humanos. 

Las calificaciones obtenidas se promediarán para obtener la calificación final de esta etapa. 

Artículo 30. Previo a registrar los resultados del procedimiento de selección y antes de convocar a la 
entrevista, la DGRH verificará que la evaluación de experiencia de las personas candidatas a integrar la lista 
de prelación, se ajustó a la metodología y escala de calificación prevista para ello, a efecto de que esté en 
aptitud de convocar a las personas candidatas finalistas. 

Artículo 31. La DGRH publicará en la página de intranet de la Comisión Nacional, en estricto orden de 
prelación, el listado de candidatos y/o candidatas que hubieran aprobado las etapas I, II y III del proceso de 
selección. 

La DGRH definirá la metodología a seguir en los lineamientos; los criterios con los que se evaluará a las 
personas candidatas durante la entrevista; asimismo establecerá horarios y la duración de la entrevistar a 
cada uno(a) de ellos (as). 

Artículo 32. La etapa de entrevista tiene la finalidad de que la DGRH profundice en la valoración de la 
capacidad de las personas candidatas, de conformidad a los criterios de evaluación establecidos en los 
Lineamientos. 

La DGRH programará la entrevista, y se realizará de manera presencial conforme al orden de prelación 
establecido. 

Artículo 33. La DGRH en la etapa de entrevista, identificará las evidencias que le permitan en un primer 
momento considerarla finalista, aunado a la calificación que le otorgue quien funja como superior jerárquico 
del puesto en que se haya registrado la vacante a concursar y los demás entrevistadores, con el objeto de 
corroborar si él o la candidato(a) reúne el perfil y los requisitos para desempeñar el puesto, a través de 
preguntas y mediante las respuestas que proporcione la persona candidata. 

Artículo 34. La entrevista consistirá en dos fases: 

I. Preguntas y respuestas, y 

II. Elaboración del reporte de evaluación del candidato o candidata. 

Las personas entrevistadoras, formularán las mismas preguntas a cada una de las personas candidatas y 
deberán quedar agregadas o plasmarse en el informe. 

Las respuestas de las personas candidatas procurarán transcribirse o al menos reproducirse lo más 
exacto posible, en el informe individual o bien, anexarse al mismo. 

Artículo 35. El mecanismo de evaluación de ingreso en la etapa de entrevista, entendido éste como el 
procedimiento predefinido y ordenado que contiene criterios de evaluación y puntuación para calificar 
cuantitativa y/o cualitativamente a un candidato(a), consistirá en lo siguiente: 

I. La DGRH emitirá los Lineamientos, que publicará en la página de intranet de la Comisión Nacional, 
los que deberán de contener los criterios de evaluación de entrevista determinados y el número de 
candidatos(as) a entrevistar; 

II. Cada criterio de evaluación tendrá la misma ponderación; 

III. La DGRH calificará, en una escala de 0 a 100 sin decimales, a cada candidato(a) en cada uno de 
los criterios de evaluación correspondientes; 

IV. Las calificaciones otorgadas para cada persona candidata deberán sustentarse en el informe, y 

V. La DGRH deberá difundir en los medios que estime pertinentes dentro de los 3 días hábiles 
siguientes, las calificaciones por candidato(a) incluidas en el informe y quienes hayan realizado  
la entrevista. 
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Artículo 36. El informe deberá contener los resultados del mecanismo de evaluación de ingreso para cada 
candidato(a) y utilizará el formato establecido para tales efectos por la DGRH. 

Artículo 37. Se considerarán finalistas a las y los candidatos que acrediten el puntaje mínimo de 
calificación esto es, que hayan obtenido un resultado aceptable para ser considerados aptos para ocupar el 
puesto sujeto a concurso, el cual no podrá ser inferior a 70 puntos. 

La DGRH difundirá en la página de intranet de la Comisión Nacional y en los medios que estime 
pertinentes, en orden de prelación de mayor a menor e identificando con el folio asignado a los finalistas del 
concurso y la calificación definitiva de cada candidata(o). 

Artículo 38. La DGRH resolverá el proceso de selección, mediante la emisión de su determinación, 
declarando: 

I. Ganador(a) del concurso, a la persona finalista que obtenga la calificación más alta en el proceso de 
selección, es decir, al de mayor calificación definitiva, o 

II. Desierto el concurso. 

La persona finalista con la siguiente mayor calificación definitiva considerada aceptable podrá llegar a 
ocupar el puesto sujeto a concurso en el supuesto de que, por causas ajenas a la Comisión Nacional, la 
persona ganadora señalada en la fracción I del presente artículo: 

a) Comunique a la Comisión Nacional, antes o en la fecha señalada para tal efecto en la 
determinación, su decisión de no ocupar el puesto, o 

b) No se presente a tomar posesión y ejercer las funciones del puesto en la fecha señalada. 

Artículo 39. Si durante la determinación, la DGRH advirtiera que como resultado de la puntuación 
obtenida en las etapas II, III y IV del concurso, existe empate entre finalistas, elegirá al ganador(a) en el orden 
de los siguientes criterios: 

1. Quien hubiera obtenido la mayor puntuación en la evaluación de conocimientos. 

2. Quien posea el mayor grado académico y/o capacitación. 

3. Resultado de la entrevista. 

Artículo 40. En el acta en que conste la determinación del concurso, se precisarán las personas finalistas 
del mismo, para efecto de su integración a la reserva de aspirantes de la Comisión Nacional, los resultados 
obtenidos por éstos en cada una de las etapas, así como las conclusiones de la propia determinación. 

La DGRH, observando los principios rectores del Servicio Civil de Carrera, deberá señalar con precisión 
las disposiciones en que funde su determinación y razonar en el acta de la sesión respectiva, las conclusiones 
de su determinación, señalando los motivos que le llevaron a seleccionar al o la ganadora del concurso de 
ingreso o bien, a declarar desierto el concurso. 

Tales consideraciones deberán ser razonables para justificar la selección de la persona más apta como 
ganador(a), y demostrar que la misma resultó sin conceder preferencias o privilegios a persona alguna ni 
prejuzgar o atender a apreciaciones carentes de sustento. 

Artículo 41. La DGRH difundirá en la página de intranet de la Comisión Nacional, el nombre de la persona 
ganadora del concurso, así como la calificación definitiva de ésta(e) y de las y los demás finalistas. 

Artículo 42. La determinación del ocupante de una vacante deberá procurar a juicio de la DGRH, que éste 
asumirá las funciones que correspondan al puesto y que estará en condiciones de resolver los asuntos 
inherentes al mismo. 

La Comisión Nacional realizará el reclutamiento y la selección en igualdad de oportunidades, con plenas 
garantías de no discriminación por edad, raza, discapacidad, color de piel, cultura, sexo, condición económica, 
apariencia física, características genéticas, embarazo, lengua, religión, opiniones, preferencias sexuales, 
identidad o filiación política, estado civil, situación familiar, responsabilidades familiares, tipo de vestimenta, o 
por cualquier otro motivo que atente contra la dignidad humana o tenga por objeto menoscabar los derechos y 
libertades de las personas. De ningún modo se podrá solicitar la declaración explícita de cualquiera de estas 
condiciones, salvo que la o el candidato lo hagan por voluntad propia, y sin que esto conste en modo alguno 
en su expediente. 

Queda prohibido como requisito para el reclutamiento y selección, el certificado médico de no embarazo 
y/o pruebas para la detección de VIH/Sida. 

Las evaluaciones que se realicen a las personas candidatas para ocupar un puesto vacante se harán 
considerando el perfil que para tal efecto se haya elaborado y registrado con oportunidad. 
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CAPÍTULO TERCERO 

Puntajes 

Artículo 43. El sistema de puntuación general señalará la cantidad mínima y máxima o, en su caso, la 
cantidad determinada de puntos que la DGRH podrá asignar para cada una de las etapas identificadas en la 
tabla siguiente: 

Etapa  Puntos Resultado por Etapa 

II. Exámenes de 
conocimientos 

Generales y Específicos 
G 

E 
G+E 

III. Evaluación 

Aptitudes 

Habilidades 

Experiencia 

A 

H 

EX 

A+H+EX 

IV. Entrevistas  ET ET 

 

Por cada concurso se asignarán 100 puntos sin decimales, que serán distribuidos únicamente entre las 
etapas identificadas como II, III y IV. 

La etapa correspondiente a la determinación tiene por objeto obtener el resultado del concurso, por lo que 
no debe considerarse para el otorgamiento puntaje alguno. 

Artículo 44. Para integrar los máximos y mínimos, se deberá considerar lo siguiente: 

I. El puntaje de la etapa de exámenes, no deberá ser mayor de 50 ni inferior a 40 puntos; 

II. El puntaje de la etapa evaluación de experiencia, no deberá ser mayor de 30 ni inferior a 20 puntos, y 

III. El puntaje de la etapa de entrevista no deberá ser mayor de 20 ni inferior a 10 puntos. 

CAPÍTULO CUARTO 

Del Ingreso 

Artículo 45. Las personas candidatas seleccionadas por la DGRH se harán acreedoras al nombramiento 
como persona servidora pública de carrera en la categoría de Titular. 

Artículo 46. En casos excepcionales, por caso fortuito o de fuerza mayor o existan circunstancias que 
puedan provocar pérdidas o costos adicionales importantes, las personas titulares de las Unidades 
Responsables, podrán proponer el nombramiento provisional no mayor a seis meses para ocupar una 
vacante, considerado para ser ocupado por cualquier servidor (a) público (a), el cual será aprobado por el 
Comité Directivo sin necesidad de sujetarse al procedimiento de reclutamiento y selección a que se refiere 
este Estatuto. Este personal no creará derechos respecto al ingreso al Servicio. 

Artículo 47. Los nombramientos pueden ser: 

I. Provisional: Para la persona de nuevo ingreso designada en una plaza de urgente ocupación, por un 
periodo de hasta seis meses. Durante este plazo deberá acreditar el proceso de selección e ingreso. 

II. Titular: 

a) Para el personal de carrera que haya acreditado de manera satisfactoria el proceso de ingreso, y 

b) Para el personal de carrera que ingresó a una plaza de urgente ocupación, que ocupó el cargo por 
un periodo de hasta seis meses, y durante ese plazo acreditó en el proceso de selección, el ingreso 
correspondiente. 

En caso de que la plaza de urgente ocupación fuese ocupada de manera provisional por personal del 
Servicio Civil de Carrera, y corresponda a un cargo de mayor responsabilidad o jerarquía, deberá renunciar a 
su plaza de Servicio Civil, toda vez que no se debe permitir ocupar dos plazas a la vez, aunque se trate de 
manera provisional. 

Para plazas de urgente ocupación, será de manera excepcional y sólo procederá con la aprobación de la 
mayoría calificada de las dos terceras partes del Comité Directivo. 

Artículo 48. El nombramiento de titular se otorgará en el grupo, nivel y grado en el que se encuentre la 
persona servidora pública, una vez cubiertos los requisitos correspondientes. 
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Artículo 49. Los nombramientos contendrán, como mínimo, lo siguiente: 

I. Nombre completo y Clave Única de Registro de Población (CURP); 

II. Carácter del nombramiento y vigencia, en el caso de los nombramientos provisionales; 

III. Puesto para el que se expide el nombramiento; 

IV. Grupo, Grado y Nivel, y 

V. La rama de servicio a que corresponda. 

Artículo 50. La Coordinación General de Administración y Finanzas expedirá el nombramiento de quien 
haya sido seleccionado para ocupar el puesto, a más tardar dentro de los treinta días hábiles siguientes a la 
fecha en que la persona servidora pública de carrera haya tomado posesión del puesto. 

Para el caso de ser comisionado a diversa visitaduría o unidad responsable, dicha comisión deberá ser 
autorizada por la persona titular de la Presidencia y con el conocimiento de la Coordinación General de 
Administración y Finanzas. 

CAPÍTULO QUINTO 

De los derechos y obligaciones de las personas servidoras públicas del  
Servicio Civil de Carrera 

Artículo 51. Las personas servidoras públicas de carrera tendrán los siguientes derechos: 

 Tener permanencia en el Servicio Civil de Carrera en los términos y bajo las condiciones que prevé 
este Estatuto; 

 Recibir el nombramiento como persona servidora pública del Servicio Civil de Carrera una vez 
cubiertos los requisitos establecidos en este Estatuto; 

 Percibir las remuneraciones correspondientes a su cargo; 

 Gozar de vacaciones en dos periodos anuales de 10 días hábiles cada uno, conforme al calendario 
establecido en la Comisión Nacional y en términos del artículo 30 de la Ley Federal de los 
Trabajadores al Servicio del Estado; 

 Acceder a un cargo distinto cuando se haya cumplido con los requisitos y procedimientos descritos 
en este ordenamiento; 

 Recibir capacitación y actualización con carácter profesional para el mejor desempeño de sus 
funciones; 

 Ser evaluada con base en los principios rectores de este Estatuto y conocer el resultado de los 
exámenes que haya sustentado, en un plazo no mayor de 60 días hábiles; 

 Ser evaluada nuevamente por una ocasión, previa capacitación correspondiente, cuando en alguna 
evaluación no haya resultado aprobada, en los términos previstos en el presente Estatuto; 

 Promover los medios de defensa que establece este Estatuto, y 

 Las demás que le confieren las disposiciones legales aplicables. 

Artículo 52. Son obligaciones de las personas servidoras públicas de carrera: 

I. Cumplir con lo dispuesto por el presente Estatuto y demás normatividad aplicable relacionada con el 
personal Servicio Civil de Carrera; 

II. Ejercer sus funciones con estricto apego a los principios de legalidad, objetividad, imparcialidad, 
eficiencia y demás que rigen el Servicio Civil de Carrera; 

III. Desempeñar sus labores con diligencia, cuidado y esmero apropiados, observando las instrucciones 
que reciban de sus superiores jerárquicos; 

IV. Participar y aprobar en las evaluaciones establecidas para su permanencia y desarrollo en el 
Servicio Civil de Carrera; 

V. Aportar los elementos objetivos necesarios para la evaluación de los resultados del desempeño; 

VI. Participar en los programas de capacitación obligatoria que comprende la actualización, 
especialización y educación formal, sin menoscabo de otras condiciones de desempeño que deba 
cubrir, en los términos que establezca su nombramiento; 

VII. Aprobar las evaluaciones derivadas del presente Estatuto; 
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VIII. Guardar reserva de la información, documentación y en general, de los asuntos que, por razón de 
su cargo, deba resguardar y conocer; 

IX. Asistir puntualmente a sus labores y respetar los horarios de actividades y, en su caso, dar aviso a 
su jefa o jefe inmediato de las causas que le impidan concurrir a su trabajo; presentando 
respectivamente el justificante; 

X. Proporcionar la información y documentación necesarias a la persona servidora pública que se 
designe para suplirla en sus ausencias temporales o definitivas; 

XI. Abstenerse de incurrir en actos u omisiones que pongan en riesgo la seguridad del personal, bienes, 
documentación u objetos de la Comisión Nacional o de las personas que allí se encuentren; 

XII. Abstenerse de incurrir en actos u omisiones que comprometan el carácter autónomo de la Comisión 
Nacional; 

XIII. Excusarse de conocer asuntos que puedan implicar conflicto de intereses con las funciones que 
desempeña dentro de la Comisión Nacional; 

XIV. Declarar, bajo protesta de decir verdad, si se encuentra o no desempeñando otro empleo o comisión 
dentro de cualquier ente público que ejerza recursos públicos; 

XV. Observar el Código de Ética y el Código de Conducta de la Comisión Nacional, y 

XVI. Las demás que señalen las leyes y disposiciones legales aplicables. 

CAPÍTULO SEXTO 

De la Capacitación y Desarrollo de Capacidades 

Artículo 53. La Capacitación y el Desarrollo de Capacidades son los procesos mediante los cuales las 
personas servidoras públicas de carrera son inducidas, preparadas y actualizadas para desempeñar un cargo 
en la Comisión Nacional. 

Artículo 54. La capacitación tendrá los siguientes objetivos: 

I. Desarrollar, complementar, perfeccionar o actualizar los conocimientos y habilidades necesarios 
para el eficiente desempeño de las personas servidoras públicas de carrera en sus cargos, y 

II. Preparar a los y las servidoras públicas para funciones de mayor responsabilidad o de naturaleza 
diversa. 

Artículo 55. El PAC, respecto del personal del servicio civil de carrera, deberá contemplar los  
siguientes aspectos: 

I. Básico. Será de carácter inductivo y buscará dar homogeneidad a los conocimientos del personal 
de carrera en materias relacionadas con los derechos humanos, la organización de la Comisión 
Nacional, sus funciones y su puesto; 

II. Profesional. Ofrecerá al personal de carrera de los conocimientos especializados de acuerdo con 
los perfiles de los puestos y las necesidades de las áreas, para el desarrollo de sus funciones, y 
para su proyección dentro del servicio, y 

III. Desarrollo. Buscará fortalecer las habilidades y aptitudes del personal de carrera, a fin de 
complementar sus conocimientos y capacidades para el desempeño de sus funciones y de  
otros puestos. 

Artículo 56. Las personas servidoras públicas de carrera podrán solicitar su ingreso en distintos 
programas de capacitación, con el fin de desarrollar su propio perfil profesional y alcanzar a futuro distintas 
posiciones dentro del Servicio Civil de Carrera. 

Artículo 57 La Comisión Nacional podrá celebrar convenios con instituciones educativas, centros de 
investigación y organismos públicos o privados para que impartan cualquier modalidad de capacitación que 
coadyuve a cubrir las necesidades institucionales de formación de las personas servidoras públicas  
de carrera. 

Artículo 58. La DGRH, dará seguimiento al Programa Anual de Capacitación y verificará periódicamente 
su ejecución para, en su caso, establecer medidas de mejora en su implementación. 
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CAPÍTULO SÉPTIMO 

De la Evaluación del Desempeño 

Artículo 59. La Evaluación del Desempeño es el método mediante el cual se valoran en forma individual, 
los aspectos cualitativos y cuantitativos del cumplimiento de las funciones y metas asignadas a las y los 
servidores públicos de carrera, en función de sus habilidades, capacidades y adecuación al puesto. 

Artículo 60. La Evaluación del Desempeño tiene como principales objetivos, los siguientes: 

I. Valorar periódica y permanentemente el comportamiento de las personas servidoras públicas de 
carrera en el cumplimiento de sus funciones, tomando en cuenta su desempeño y relaciones en el 
ámbito laboral, las metas programáticas establecidas, la capacitación lograda y las aportaciones 
realizadas; 

II. Aportar información para mejorar el funcionamiento de la Comisión Nacional en términos de 
eficiencia, efectividad, honestidad, calidad del servicio; 

III. Servir como instrumento para detectar necesidades de capacitación que se requieran en la 
Comisión Nacional; e 

IV. Identificar los casos de desempeño no satisfactorio para adoptar medidas correctivas, de 
conformidad con lo dispuesto por este Estatuto. 

Artículo 61. La Coordinación General de Administración y Finanzas realizará las descripciones y 
evaluaciones de los puestos que formen parte del Servicio Civil de Carrera. 

Las evaluaciones del desempeño serán requisito indispensable para la permanencia de una persona 
servidora pública de carrera en su puesto. 

Artículo 62. Los casos de las y los servidores públicos de carrera que obtengan puntajes no satisfactorios, 
serán valorados de manera individual por los titulares de las áreas, a fin de detectar las causas de dichos 
resultados y proponer las medidas correctivas que procedan para mejorar su desempeño. 

Las medidas correctivas adoptadas podrán consistir en: 

I. Cursos adicionales de capacitación para reforzar los conocimientos o las habilidades en las que la 
persona servidora pública haya mostrado mayores deficiencias; 

II. Evaluaciones individuales destinadas a medir el cumplimiento de las funciones de la o el servidor 
público en aquellas áreas en que haya mostrado deficiencias; 

III. Cursos específicamente destinados a mejorar el clima laboral de las unidades responsables, en las 
que las evaluaciones cualitativas hayan resultado notoriamente deficientes, y 

IV. Cualquier otra medida que, respetando los derechos de las o los servidores públicos de carrera, 
tienda a mejorar los resultados de sus evaluaciones. 

En los casos en que la calificación se encuentre dentro de los rangos de no satisfactorio o deficiente, la 
notificación al servidor público se hará por escrito, recabando el acuse de recibo correspondiente. 

Artículo 63. Las personas titulares de las Unidades Responsables se encargarán de aplicar la evaluación 
al personal de carrera, a través de la Cédula de Evaluación que determine el Comité Directivo y en función de 
su cargo o puesto, la evaluación podrá delegarse hasta el nivel de Subdirección de Área. 

La "Cédula de Evaluación" se integra de tres apartados: 

I. Datos personales y laborales del evaluado; 

II. Contemplan los factores relativos a los conocimientos, habilidades, comportamientos y disposición 
de los servidores para realizar sus actividades; 

III. Se deberán asentar las firmas de la persona servidora pública evaluada y de quien haya evaluado 
(que firmará bajo protesta de decir verdad), con el objeto de corroborar la información y proporcionar 
validez a la Cédula de Evaluación. 

La "Tabla de puntaje por factores" se integra de los 10 factores y su valor máximo en puntos 
correspondiente. El valor en puntos de cada factor está determinado por la importancia asignada al factor, por 
lo que el valor máximo en puntos del total de factores ascenderá a 70 y representará 100% de la  
calificación total. 

La "Tabla de Conversión de Puntaje a Calificación", contiene el total de puntos con la calificación 
respectiva en una escala del 0 al 10. Asimismo, contempla los rangos que determinan las calificaciones no 
aprobatorias, buen desempeño y concursables a promoción. 
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La antigüedad mínima requerida para ser sujeto de una promoción de nivel es de un año en el Servicio 
Civil de Carrera. 

Las promociones anuales serán de un nivel a la vez por cada promoción que se realice, en el grupo y 
grado en que se encuentre el puesto. 

A fin de estar en posibilidad de ser sujetos a la obtención de una promoción de nivel, la persona del 
Servicio Civil de Carrera deberá necesariamente contar con una evaluación aprobatoria realizada en el primer 
cuatrimestre del año posterior a evaluar. La evaluación semestral considerará los periodos comprendidos de 
enero-diciembre del año anterior. 

La persona del Servicio Civil de Carrera a la que se refiere el párrafo anterior podrá ser objeto de 
promoción de nivel, si obtiene como resultado de la evaluación semestral individual una calificación igual o 
mayor que nueve, en una escala de cero al 10, de acuerdo con la "Cédula de Evaluación del Desempeño" y 
de la "Tabla de Conversión de Puntaje a Calificación". 

Las evaluaciones semestrales que obtengan menos de 42 puntos serán consideradas no aprobatorias, de 
acuerdo con la "Tabla de Conversión de Puntaje a Calificación". 

La persona del Servicio Civil de Carrera se sujetará al Programa Anual de Capacitación de la Comisión 
Nacional, de acuerdo con la calificación que obtenga de conformidad con este Estatuto. 

Las promociones de nivel se otorgarán a las personas del Servicio Civil de Carrera que obtengan las más 
altas calificaciones concursables a promoción de nivel, y se asignarán en orden decreciente hasta cubrir 10% 
de la plantilla ocupada del personal de carrera por cada una de las áreas. 

En el caso de que la persona del Servicio Civil de Carrera sea objeto de una promoción de nivel, el 
movimiento deberá surtir sus efectos a partir del siguiente ejercicio fiscal al que se hubiera determinado la 
procedencia de dicho movimiento. 

La aplicación de promociones de nivel estará sujeta a los recursos presupuestarios de la Comisión 
Nacional. 

La DGRH informará a las Unidades Responsables el periodo en el que deberán aplicar las Cédulas de 
Evaluación al personal de Servicio Civil de Carrera que se encuentre adscrita a su área e informará los 
eventos de capacitación a que haya asistido su personal. 

La DGRH, informará a las Unidades Responsables el periodo de recepción de los resultados de las 
cédulas de evaluación del personal adscrito a su área e indicará a las personas conforme a su calificación 
sean sujetas a promoción. 

Para determinar la aplicación de las promociones la DGRH, presentará al Comité Directivo el resumen con 
los resultados de las calificaciones más altas concursables a promoción de nivel. 

Los casos de empate serán resueltos por la persona titular de cada una de las áreas, en apego a los 
siguientes criterios: 

1. Grado de dificultad de la capacitación recibida. 

2. Participación destacada en eventos. 

3. Disponibilidad para difundir su conocimiento entre sus compañeros de trabajo. 

Una vez dictaminadas las promociones y autorizados los recursos presupuestarios, la Coordinación 
General de Administración y Finanzas notificará a las Unidades Responsables los nombres de las personas 
servidoras públicas que se hayan hecho acreedoras a la promoción y aplicará los movimientos de promoción 
correspondientes. 

La Coordinación General de Administración y Finanzas se encargará de integrar al expediente de la 
persona servidora pública y al registro del personal de carrera los resultados obtenidos en la Cédula de 
Evaluación y los formatos correspondientes. 

CAPÍTULO OCTAVO 

Del Desarrollo Profesional y de las Promociones 

Artículo 64. Cuando por razones de reestructuración de la Comisión Nacional desaparezcan cargos del 
Catálogo de puestos y personas servidoras públicas de carrera cesen en sus funciones, se procurará 
reubicarlos, sujeto esto a la disponibilidad presupuestaria y a que existan vacantes idóneas a la experiencia 
del servidor público. 
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Artículo 65. Las personas servidoras públicas de carrera podrán acceder a un cargo del Servicio Civil de 
Carrera de mayor responsabilidad o jerarquía, debiendo cumplir con el procedimiento de selección e ingreso 
de este Estatuto, siempre y cuando la vacante se encuentre dentro del Servicio Civil de Carrera. 

Artículo 66. Las promociones son los movimientos que obtiene el personal de carrera con nombramiento 
de Titular en el Tabulador de Sueldos, y éstas podrán ser: 

I. De nivel: movimiento horizontal resultado de la evaluación del personal de carrera; 

II. De grado: movimiento vertical dentro del mismo grupo a un puesto de mayor responsabilidad, por 
concurso de oposición, y 

III. De grupo: movimiento vertical a un grupo de mayor jerarquía y a un puesto de mayor 
responsabilidad, por concurso de oposición. 

A la persona de carrera que obtenga una promoción de grado o grupo, le corresponderá el sueldo 
inmediato superior al que ostentaba previo a la misma. 

Las promociones se otorgarán siempre y cuando la Comisión Nacional cuente con los recursos 
presupuestarios para tal efecto. 

CAPÍTULO NOVENO 

De la Desincorporación 

Artículo 67. La desincorporación de la o el servidor público del servicio civil de carrera consiste en la 
terminación de su nombramiento o cuando incurra en uno o varios de los supuestos de los contemplados en el 
artículo 68 de este Estatuto. 

Únicamente se podrán desincorporar plazas del Servicio Civil de Carrera a Libre Designación siempre y 
cuando se encuentren vacantes. 

Artículo 68. El nombramiento de los y las servidoras públicas de carrera dejará de surtir efectos y 
separación del servicio civil sin responsabilidad para la Comisión Nacional, por las siguientes causas: 

I. Renuncia voluntaria; 

II. Abandono de empleo; 

III. Faltas injustificadas (se entenderá por falta injustificada lo contemplado en el artículo 46, fracción I, 
de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado y de manera supletoria, el artículo 47, 
fracción X, de la Ley Federal del Trabajo); 

IV. Defunción; 

V. Por sentencia ejecutoriada que imponga a la o el servidor público una pena que implique la privación 
de su libertad; 

VI. Por incumplimiento injustificado de cualquiera de las obligaciones que este Estatuto le asigna, así 
como en el Reglamento Interno; 

VII. En caso de no obtener calificaciones aprobatorias en la evaluación semestral, sin perjuicio de sus 
derechos laborales; 

VIII. Incapacidad permanente del trabajador, física o mental; 

IX. Faltas de probidad u honradez; 

X. Actos de violencia en el trabajo, amagos, injurias o malos tratamientos hacia al personal que presta 
sus servicios en la Comisión Nacional; 

XI. Por revelar asuntos e información de que tuviere conocimiento con motivo de sus funciones; 

XII. Por resolución de Comité de ética, en el que se determine la inobservancia de los Códigos de Ética 
y de Conducta de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos; 

XIII. Por resolución administrativa del Órgano Interno de Control, en términos de la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas, que implique separación del servicio; 

XIV. Cuando el servidor presente referencias o documentos apócrifos en los que se le atribuyan 
capacidades, aptitudes o facultades de que carezca, y 

XV. las demás que confieren las disposiciones legales aplicables. 
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Artículo 69. La DGRH procederá a dejar sin efectos el nombramiento de la persona servidora pública de 
carrera que se ubique en alguna o en varias de las causas previstas en el artículo 68 de este Estatuto, a partir 
de que el acto o motivo que lo generó surta efectos. 

Para efectos de las causas establecidas en las fracciones V y XIII del artículo 68 de este Estatuto, se 
requerirá que la resolución correspondiente quede firme y determine como sanción la destitución o 
inhabilitación de la persona servidora pública de carrera, o en su caso condene a la privación de la libertad y 
suspensión de derechos. 

La DGRH deberá integrar al expediente de la persona servidora pública de carrera, la documentación que 
acredite la actualización de cualquiera de las causas señaladas en este artículo. 

Artículo 70. Cuando exista el incumplimiento injustificado por parte de la persona servidora pública de 
carrera a sus obligaciones establecidas en este Estatuto, en los ordenamientos aplicables en materia laboral, 
así como en otras disposiciones legales y reglamentarias, o en la descripción del puesto, se resolverá por el 
Comité Directivo. 

Artículo 71. Cuando la persona servidora pública de carrera incumpla diversas obligaciones, la persona 
titular de la Unidad Responsable deberá remitir a la DGRH un expediente con las evidencias documentales de 
cada incumplimiento, dentro de los tres días hábiles contados a partir del día siguiente en que tenga 
conocimiento del hecho. 

Hecho lo anterior, la DGRH deberá de notificar al servidor público de carrera el presunto incumplimiento de 
sus obligaciones, y le concederá un término no menor a cinco días hábiles contados a partir del día siguiente 
a la notificación, para que rinda un informe de justificación, al que podrá acompañar los documentos y demás 
elementos que considere pertinentes. La falta de presentación del informe de justificación no invalidará el 
procedimiento. 

Concluido el término para la presentación del informe de justificación, la DGRH elaborará la determinación 
preliminar, en un término no mayor a tres días hábiles y presentará al Comité Directivo el proyecto de 
determinación de desincorporación o de archivo de la causa, para que éste determine lo conducente. 

En todo caso, el Comité Directivo deberá pronunciarse respecto del incumplimiento de las obligaciones de 
la persona servidora pública de carrera y dictaminará en su caso la desincorporación o no, de la persona 
servidora pública de carrera, en un plazo no mayor a cinco días hábiles. 

Una vez que el Comité Directivo emita la resolución que en derecho proceda, la DGRH comunicará a la 
persona titular de la Unidad Responsable, para que, dentro de los tres días hábiles siguientes, notifique al 
servidor público de carrera la resolución emitida, en términos de la normatividad aplicable. 

Artículo 72. Las notificaciones, requerimientos, solicitud de informes o documentos y las resoluciones 
podrán realizarse: 

I. Personalmente con quien deba entenderse la diligencia en el domicilio del destinatario; 

II.  Mediante oficio entregado por mensajero o correo certificado, con acuse de recibo. También podrá 
realizarse mediante telefax, medios de comunicación electrónica o cualquier otro medio, cuando así 
lo haya aceptado expresamente el promovente y siempre que pueda comprobarse fehacientemente 
la recepción de los mismos. En el caso de comunicaciones electrónicas certificadas, deberán 
realizarse conforme a los requisitos previstos en la Norma Oficial Mexicana, y 

III.  Por edicto, cuando se desconozca el domicilio del interesado o en caso de que la persona a quien 
deba notificarse haya desaparecido, se ignore su domicilio o se encuentre en el extranjero sin haber 
dejado representante legal. 

Tratándose de actos distintos a los señalados anteriormente, las notificaciones podrán realizarse por 
correo ordinario, mensajería, telegrama o, previa solicitud por escrito del interesado, a través de telefax, 
medios de comunicación electrónica u otro medio similar. 

La notificación personal se entenderá con la persona a quien esté dirigida; a falta de ésta, se dejará 
citatorio con la persona que se encuentre en el domicilio de la persona destinataria, para que ésta espere a 
una hora fija al día hábil siguiente. 

Si el domicilio se encontrara cerrado, el citatorio se dejará en lugar visible. 

Si la persona a quien haya de notificarse no atiende el citatorio, la notificación se entenderá con cualquier 
persona que se encuentre en el domicilio en que se realice la diligencia, y de negarse ésta a recibirla o, en su 
caso, de encontrarse cerrado el domicilio, se realizará por instructivo que se fijará en un lugar visible de aquél. 
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De la diligencia en que conste la notificación, la persona notificadora levantará acta circunstanciada en que 
hará constar la forma cómo se cercioró del domicilio, la personalidad de quién la recibió, fecha y hora en que 
efectuó la notificación y el acto que se notificó. 

Las notificaciones personales podrán practicarse en las oficinas de la Comisión Nacional cuando acuda la 
persona inconforme. Dichas notificaciones serán válidas aun cuando no se hubieren efectuado en el domicilio 
respectivo, para lo cual deberá levantarse el acta circunstanciada correspondiente. 

Las notificaciones personales surtirán sus efectos el día en que hubieren sido realizadas. Los plazos 
empezarán a correr a partir del día siguiente a aquel en que haya surtido efectos la notificación. 

Se tendrá como fecha de notificación por correo certificado la que conste en el acuse de recibo. 

En las notificaciones por edictos se tendrá como fecha de notificación la de la última publicación en el 
Diario Oficial de la Federación y en uno de los periódicos diarios de mayor circulación en el territorio nacional. 

Toda notificación deberá efectuarse en el plazo máximo de diez días hábiles, a partir de su emisión y 
deberá contener el texto íntegro del acto, así como el fundamento legal. 

Artículo 73. Una vez iniciado el procedimiento de desincorporación, la Coordinación General de 
Administración y Finanzas, podrá suspender temporalmente a la persona servidora pública de carrera, sin 
perjuicio de continuar el procedimiento hasta agotarlo. 

La suspensión temporal no implicará prejuzgar sobre el incumplimiento reiterado e injustificado de las 
obligaciones de la persona servidora pública de carrera. 

La suspensión temporal podrá levantarse por la Coordinación General de Administración y Finanzas o su 
equivalente, antes de que concluya el procedimiento de desincorporación. 

En este caso, se restituirá a la persona servidora pública de carrera en sus derechos y pago de 
percepciones correspondientes. 

Artículo 74. Cuando el Comité Directivo determine la desincorporación de la persona servidora pública de 
carrera, realizará de inmediato los trámites necesarios para dar por terminados los efectos del nombramiento 
correspondiente, llevando a cabo la notificación de conformidad con el presente Estatuto. 

En el caso de que se hubiere suspendido a la persona servidora pública de carrera y el Comité Directivo 
no determine su desincorporación del Servicio Civil de Carrera, la Comisión Nacional deberá restituirlo en el 
goce de sus derechos y cubrirle las percepciones que debió recibir durante el tiempo en que se encontró 
suspendido. 

Artículo 75. Cuando se suspenda a una persona servidora pública de carrera, el Comité Directivo podrá 
señalar si ese puesto se ocupará de manera provisional. 

Artículo 76. En relación con las causas referidas en las fracciones VI y XV del artículo 68 de este 
Estatuto, la DGRH integrará el expediente respectivo con la información y documentación que acredite la 
actualización de dichos supuestos y comunicará tal situación al Comité Directivo para que determine la 
desincorporación inmediata de la persona servidora pública de carrera. 

Artículo 77. La pertenencia al Servicio Civil de Carrera no implica inamovilidad de los y las servidoras 
públicas de carrera, pero sí garantiza que no podrán ser removidos de su cargo por razones políticas o por 
causas y procedimientos no previstos en la normatividad aplicable. 

Artículo 78. Una vez que se determine la desincorporación de una persona servidora pública de carrera, 
la DGRH lo comunicará a la Unidad Responsable, al día hábil siguiente. 

CAPÍTULO DÉCIMO 

Del Recurso de Inconformidad 

RECURSO DE INCONFORMIDAD 

Artículo 79. En contra de las resoluciones que recaigan en el proceso de selección y de la evaluación del 
desempeño, la persona interesada podrá interponer ante el Subcomité de Inconformidades, recurso de 
inconformidad. 

La interposición del recurso no suspenderá los efectos de la resolución que recaiga en el proceso de 
selección. En caso de que se determine la revocación de la resolución, el servidor público de carrera 
continuará en el puesto hasta en tanto se resuelva en definitiva sobre el concurso de que se trate. 
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Artículo 80. El recurso de inconformidad se tramitará en los siguientes términos: 

I. Se presentará por escrito ante la Secretaría Técnica del Subcomité de Inconformidades, expresando 
el nombre de la persona que se inconforma, con su domicilio para oír y recibir notificaciones y un 
correo electrónico; en su caso, el nombre de las personas autorizadas para recibirlas; 

II. Será promovido por la persona que considere haber sufrido un agravio personal y directo derivado 
de su participación en el proceso de selección, así como de la evaluación del desempeño; 

III. Será presentado dentro del término de diez días hábiles contados a partir de la fecha de notificación 
de los resultados; 

IV. Contener el acto que se impugna, manifestar bajo protesta de decir verdad los agravios en los que 
se funden los hechos controvertidos, aportando las pruebas que estime pertinentes, así como la 
fecha en que tuvo conocimiento de los mismos; 

V. Las pruebas que se ofrezcan deberán estar relacionadas con cada uno de los hechos 
controvertidos; 

VI. El Subcomité de Inconformidades podrá prevenir al promovente, para que, en un término de tres 
días hábiles contados a partir de la notificación, subsane el o los requisitos omitidos; 

VII. El Subcomité de inconformidades podrá solicitar a quienes hayan intervenido en el procedimiento de 
reclutamiento y selección, que rindan los informes pertinentes en un plazo no mayor a diez días 
hábiles contados a partir de su solicitud; 

VIII. El Subcomité de Inconformidades emitirá los acuerdos de admisión y desahogo de pruebas y, en 
general, cualquier otro que se requiera en la substanciación del recurso; 

IX. Se dará vista a las personas terceras interesadas con el recurso interpuesto y admitido, para que, 
dentro del plazo de cinco días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga y, en su caso, 
ofrezcan pruebas; y 

X. Vencidos los plazos de desahogo de vista y de las pruebas que al efecto se acordaran, se dictará la 
resolución que en derecho proceda. 

Artículo 81. El recurso de inconformidad se tendrá por no interpuesto y se desechará cuando: 

I. Se presente fuera de plazo; 

II. Falte alguno de los requisitos señalados en el artículo 80 de este Estatuto; 

III. No desahogue la prevención formulada, en términos de la fracción VI del artículo 80 de este 
Estatuto, o 

IV. Se promueva en contra de los criterios de evaluación. 

Artículo 82. Se reconocen como medios de prueba: 

I. Los documentos públicos; 

II. Los documentos privados; 

III. Las fotografías, escritos y notas taquigráficas, y en general, todos aquellos elementos aportados por 
los descubrimientos de la ciencia; 

IV. La prueba pericial; 

V. Las presunciones; 

VI. No será admisible la prueba confesional por parte de la autoridad, y 

VII. Las pruebas documentales se tendrán por no ofrecidas, si no se acompañan al escrito en el que se 
interponga el recurso, y sólo serán recabadas por el subcomité de Inconformidades, en caso de que 
las documentales obren en el expediente en que se haya originado la resolución que se recurre. 

En los casos que la Comisión Nacional no cuente con los medios necesarios para el desahogo de dichas 
probanzas, previa notificación de ello a la parte que las ofrezca los deberá proporcionar o facilitar en la fecha 
fijada para su desahogo, de lo contrario se tendrán por no presentadas. 

Artículo 83. El Subcomité de Inconformidades goza de la más amplia libertad para hacer el análisis de las 
pruebas rendidas; para determinar el valor de las mismas, unas enfrente de las otras, y para fijar el resultado 
final de dicha valuación contradictoria. 
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Artículo 84. El Subcomité de Inconformidades, dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha de su 
presentación, determinará si procede a su admisión o desechamiento, dictando el acuerdo respectivo, lo cual 
se notificará al promovente. 

De dictarse acuerdo de procedencia se requerirá a la Unidad Responsable y a la DGRH contra de cuyos 
actos u omisiones se hubiere formulado la inconformidad, para que, en un plazo no mayor a diez días hábiles, 
contado a partir de su notificación, rinda informe circunstanciado sobre la inconformidad presentada, 
acompañado de los elementos de justificación respectivos. 

El acuerdo de admisión deberá prever, entre otros aspectos, la competencia, la solicitud del informe, así 
como la admisión de pruebas. 

Contra el acuerdo de admisión o desechamiento del recurso de inconformidad no procederá  
recurso alguno. 

Artículo 85. Durante la sustanciación de la inconformidad, el Subcomité de Inconformidades podrá 
allegarse de los elementos relacionados con el acto sujeto a revisión que estime necesarios, a través de la 
solicitud de información, así como recomendar acciones inmediatas a la Unidad Responsable de que se trate 
para preservar la observancia de los principios rectores que rigen la operación del Servicio Civil de Carrera. 

Artículo 86. En aquellos casos en que, con motivo de las inconformidades presentadas y la 
substanciación de las mismas, se advierta incumplimiento a las obligaciones de las personas servidoras 
públicas de carrera, el Subcomité de Inconformidades procederá, en términos de las disposiciones aplicables 
a efecto de dar vista al OIC, quien, de considerarlo procedente, iniciará el procedimiento disciplinario previsto 
en la Ley General de Responsabilidades Administrativas. 

Artículo 87. El recurso de inconformidad podrá tener efectos suspensivos con relación a los resultados de 
los concursos de oposición o de las evaluaciones. 

Artículo 88. Las resoluciones que emita el Comité Directivo, dentro de los quince días hábiles después de 
recibidos los informes y el desahogo de las pruebas, tendrán por objeto: 

I. Confirmar el resultado de la etapa impugnada y ordenar la reanudación del proceso; 

II. Revocar el acto impugnado, con el efecto de modificar el resultado de la etapa correspondiente y 
ordenar la reanudación del proceso; 

III. Sobreseer, el recurso cuando: 

 a) La persona inconforme se desista del recurso; 

 b) La persona inconforme fallezca durante la substanciación del recurso, y 

 c) Quede insubsistente la resolución o acto impugnado. 

IV.  En caso de impugnación del resultado de la evaluación del desempeño, la resolución tendrá por 
objeto: 

 a) Confirmar. 

 b) Reponer la evaluación del desempeño. 

Deberán contener: 

I. Fijación de los argumentos hechos valer por la persona inconforme; 

II. Las consideraciones que motiven y fundamenten el sentido de la resolución, y 

III. Los puntos resolutivos con que se concluya el recurso de inconformidad, determinado sus efectos. 

Las resoluciones que recaigan a los recursos de inconformidad se notificarán a las personas interesadas 
en un plazo máximo de cinco días hábiles, serán definitivas y no procederá recurso alguno. 

CAPÍTULO DÉCIMO PRIMERO 

Del Recurso de Revisión 

RECURSO DE REVISIÓN 

Artículo 89. Resolverá sobre las inconformidades que recaigan a las dictaminaciones sobre la 
procedencia o improcedencia de la separación del servicio civil de carrera. 
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Artículo 90. El recurso de revisión se tramitará en los siguientes términos: 

I. Se presentará por escrito ante la Secretaría Técnica del Subcomité de Revisión, expresando el 
nombre de la persona que se inconforma, con su domicilio para oír y recibir notificaciones y un 
correo electrónico; en su caso, el nombre de las personas autorizadas para recibirlas; 

II. Será promovido por la persona que considere haber sufrido un agravio personal y directo derivado 
de la dictaminación que resuelva la desincorporación del servicio civil de carrera. 

III. Será presentado dentro del término de diez días hábiles contados a partir de la fecha de notificación 
de la dictaminación; 

IV. Contener el acto que se impugna, manifestar bajo protesta de decir verdad los agravios en los que 
se funden los hechos controvertidos, aportando las pruebas que estime pertinentes, así como la 
fecha en que tuvo conocimiento de los mismos; 

V. Las pruebas que se ofrezcan deberán estar relacionadas con cada uno de los hechos 
controvertidos; 

VI. El Subcomité de revisión podrá prevenir al promovente, para que, en un término de tres días hábiles 
contados a partir de la notificación, subsane el o los requisitos omitidos; 

VII. El Subcomité de Revisión emitirá los acuerdos de admisión y desahogo de pruebas y, en general, 
cualquier otro que se requiera en la substanciación del recurso; 

VIII. Se dará vista a las personas terceras interesadas con el recurso interpuesto y admitido, para que, 
dentro del plazo de cinco días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga y, en su caso, 
ofrezcan pruebas, y 

IX. Vencidos los plazos de desahogo de vista y de las pruebas que al efecto se acordaran, se dictará la 
resolución que en derecho proceda. 

Artículo 91. El recurso de revisión se tendrá por no interpuesto y se desechará cuando: 

I. Se presente fuera de plazo; 

II. Falte alguno de los requisitos señalados en el artículo 90 de este Estatuto; 

III. No desahogue la prevención formulada, en términos de la fracción VI del artículo 90 de este 
Estatuto, o 

IV. Se promueva en contra de los criterios de evaluación. 

Artículo 92 Se reconocen como medios de prueba: 

I. Los documentos públicos; 

II. Los documentos privados; 

III. Las fotografías, escritos y notas taquigráficas, y en general, todos aquellos elementos aportados por 
los descubrimientos de la ciencia; 

IV. La prueba pericial; 

V. Las presunciones; 

VI. No será admisible la prueba confesional por parte de la autoridad, y 

VII. Las pruebas documentales se tendrán por no ofrecidas, si no se acompañan al escrito en el que se 
interponga el recurso, y sólo serán recabadas por el Subcomité de Revisión, en caso de que las 
documentales obren en el expediente en que se haya originado la resolución que se recurre. 

En los casos que la Comisión Nacional no cuente con los medios necesarios para el desahogo de dichas 
probanzas, previa notificación de ello a la parte que las ofrezca los deberá proporcionar o facilitar en la fecha 
fijada para su desahogo, de lo contrario se tendrán por no presentadas. 

Artículo 93. El Subcomité de Revisión goza de la más amplia libertad para hacer el análisis de las 
pruebas rendidas; para determinar el valor de las mismas, unas enfrente de las otras, y para fijar el resultado 
final de dicha valuación contradictoria. 

Artículo 94. El Subcomité de Revisión, dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha de su 
presentación, determinará si procede a su admisión o desechamiento, dictando el acuerdo respectivo, lo cual 
se notificará al promovente. 
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De dictarse acuerdo de procedencia se requerirá a la Unidad Responsable y a la DGRH contra de cuyos 
actos u omisiones se hubiere formulado la inconformidad, para que, en un plazo no mayor a diez días hábiles, 
contado a partir de su notificación, rinda informe circunstanciado sobre la inconformidad presentada, 
acompañado de los elementos de justificación respectivos. 

El acuerdo de admisión deberá prever, entre otros aspectos, la competencia, la solicitud del informe, así 
como la admisión de pruebas. 

Contra el acuerdo de admisión o desechamiento del recurso de revisión no procederá recurso alguno. 

Artículo 95. Durante la sustanciación del recurso, el Subcomité de Revisión podrá allegarse de los 
elementos relacionados con el acto sujeto a revisión que estime necesarios, a través de la solicitud de 
información, así como recomendar acciones inmediatas a la Unidad Responsable de que se trate para 
preservar la observancia de los principios rectores que rigen la operación del Servicio Civil de Carrera. 

Artículo 96. Las resoluciones que emita el Comité Directivo, dentro de los quince días hábiles después de 
recibidos los informes y el desahogo de las pruebas, tendrán por objeto: 

I. Confirmar el resultado; 

II. Revocar total o parcialmente el acto impugnado; 

III. Sobreseer, el recurso cuando: 

 a) La persona inconforme se desista del recurso; 

 b) La persona inconforme fallezca durante la substanciación del recurso, y 

 c) Quede insubsistente la resolución o acto impugnado. 

IV.  Desechar el recurso 

Deberán contener: 

I. Fijación de los argumentos hechos valer por la persona inconforme; 

II. Las consideraciones que motiven y fundamenten el sentido de la resolución, y 

III. Los puntos resolutivos con que se concluya el recurso de revisión, determinado sus efectos. 

Las resoluciones que recaigan al recurso de revisión se notificarán a las personas interesadas en un plazo 
máximo de cinco días hábiles, serán definitivas y no procederá recurso alguno. 

Artículo 97 Los conflictos individuales de carácter laboral no serán materia de los recursos contenidos en 
el presente capitulo. 

Artículo 98. La interpretación de los presentes Estatutos corresponderá al Comité Directivo y con la 
asesoría de la Coordinación General de Seguimiento de Recomendaciones y Asuntos Jurídicos. 

CAPÍTULO DÉCIMO SEGUNDO 

De las Notificaciones 

NOTIFICACIONES 

Artículo 99. Se notificarán personalmente a la persona inconforme de los recursos de inconformidad o 
revisión: 

I. El acuerdo de admisión; 

II. El acuerdo de desechamiento, y 

III. La resolución. 

Las notificaciones personales podrán realizarse por cualquier otro medio, siempre y cuando la persona 
inconforme manifieste por escrito su consentimiento e indique la vía cómo se realizará ésta. 

Todas las notificaciones surtirán sus efectos el mismo día en que se realicen. Los plazos empezarán a 
correr a partir del día siguiente a aquel en que haya surtido efectos la notificación. 

Artículo 100. La notificación personal se entenderá con la persona a quien esté dirigida, su representante 
legal o las personas autorizadas para ese efecto; a falta de éstos, se dejará citatorio con la persona que se 
encuentre en el domicilio de la persona destinataria, para que ésta espere a una hora fija al día hábil 
siguiente. Si el domicilio se encontrare cerrado, el citatorio se dejará en lugar visible. 
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Si la persona a quien haya de notificarse no atendiere el citatorio, la notificación se entenderá con 
cualquier persona que se encuentre en el domicilio en que se realice la diligencia, y de negarse ésta a recibirla 
o, en su caso, de encontrarse cerrado el domicilio, se realizará por instructivo que se fijará en un lugar visible 
de aquél. 

De las diligencias en que conste la notificación, la persona notificadora levantará acta circunstanciada en 
que hará constar la forma cómo se cercioró del domicilio, la personalidad de quien la recibió, fecha y hora  
en que efectuó la notificación y el acto que se notificó. 

Las notificaciones personales podrán practicarse en las oficinas de la Comisión Nacional cuando acuda la 
persona inconforme. Dichas notificaciones serán válidas aun cuando no se hubieren efectuado en el domicilio 
respectivo, para lo cual deberá levantarse el acta circunstanciada correspondiente. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente Estatuto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

SEGUNDO. - Se abroga el Acuerdo del Consejo Consultivo de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos por el que se aprueba el Estatuto del Servicio Civil de Carrera de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 de julio de 2003 y los Lineamientos 
para la Evaluación del Personal de Carrera de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos expedidos por 
el Comité Directivo del Servicio Civil de Carrera en marzo de 2004, así como todas las disposiciones que se 
opongan al presente Estatuto. 

TERCERO. El Comité Directivo y los Subcomités de Elaboración y Actualización de Exámenes y de 
Inconformidades, se instalarán durante los treinta días naturales siguientes a la entrada en vigor del Estatuto. 
Asimismo, el Comité Directivo deberá realizar su primera sesión ordinaria dentro de dicho plazo y establecer 
su calendario de sesiones para el año 2022. 

CUARTO. Las personas servidoras públicas que hayan obtenido la titularidad de su plaza conforme al 
Acuerdo del Consejo Consultivo de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos por el que se aprueba el 
Estatuto del Servicio Civil de Carrera de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, publicado en  
el Diario Oficial de la Federación, el 22 de julio de 2003, serán consideradas como integrantes del Servicio 
Civil de Carrera de la Comisión Nacional, siempre y cuando cumplan con las ramas de especialización 
mencionadas en el artículo 4 y les aplicará este Estatuto a partir de su entrada en vigor. 

QUINTO. A la entrada en vigor del Estatuto, las personas servidoras públicas con nombramiento 
provisional y que no hayan obtenido la titularidad en el Servicio Civil de Carrera de la Comisión Nacional en 
los términos del artículo transitorio anterior, no se considerarán miembros del Servicio Civil de Carrera de la 
Comisión Nacional, en tanto no tenga el nombramiento definitivo. 

SEXTO. A partir de la entrada en vigor del presente Estatuto, la Coordinación General de Administración y 
Finanzas, a través de la DGRH, deberá realizar todos los trámites para que las plazas del Servicio Civil de 
Carrera que no se encuentren ocupadas y cuya adscripción no corresponda a las ramas de especialización 
mencionadas en el artículo 4 de este Estatuto, se modifiquen para ser consideradas de libre designación. 

SÉPTIMO. A partir de la entrada en vigor de este Estatuto, las personas servidoras públicas del Servicio 
Civil de Carrera que se encuentren ocupando una plaza de libre designación con motivo de una licencia sin 
goce de sueldo, otorgada en términos del artículo 39 del Estatuto del Servicio Civil de Carrera de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, publicado en el Diario Oficial de la Federación, el 22 de julio de 2003, 
deberán iniciar los trámites para realizar la entrega-recepción de los puestos de libre designación, mismos que 
deberán estar concluidos a más a tardar el último día de vigencia de la licencia sin goce de sueldo. Una vez 
que entre en vigor este Estatuto, el Comité Directivo no podrá autorizar licencias sin goce de sueldo para 
ocupar plazas de libre designación. 

Las personas que venían ocupando plazas del Servicio Civil de Carrera de manera interina, con motivo de 
una licencia sin goce de sueldo de su titular, deberán iniciar los trámites para realizar la entrega-recepción  
de los puestos de libre designación, mismos que deberán estar concluidos a más a tardar el último día de 
vigencia de la licencia sin goce de sueldo. 

OCTAVO. Los presentes estatutos no son retroactivos en perjuicio de persona alguna. Se aplicarán al 
personal de nuevo ingreso y activo. 

Ciudad de México, a los 6 días del mes de julio de 2022.- Presidenta de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos, Mtra. Ma. del Rosario Piedra Ibarra.- Rúbrica. 

(R.- 530057) 
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INSTITUTO NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA 
INFORMACION Y PROTECCION DE DATOS PERSONALES 

ACUERDO mediante el cual se somete a consideración del Pleno de este Instituto suspender los plazos y términos 
para los trámites que se gestionan en la Plataforma Nacional de Transparencia (PNT), los días 30 de noviembre, 
1 y 2 de diciembre de 2022. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Instituto Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales. 

ACUERDO ACT-EXT-PUB/02/12/2022.02 

ACUERDO MEDIANTE EL CUAL SE SOMETE A CONSIDERACIÓN DEL PLENO DE ESTE INSTITUTO SUSPENDER 
LOS PLAZOS Y TÉRMINOS PARA LOS TRÁMITES QUE SE GESTIONAN EN LA PLATAFORMA NACIONAL DE 
TRANSPARENCIA (PNT), LOS DÍAS 30 DE NOVIEMBRE, 1 Y 2 DE DICIEMBRE DE 2022. 

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 6°, Apartado A, fracción VIII de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; 1, 3, fracción XIII, 41, fracción II, 49 y 50 de la Ley General de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública; 1, 21, fracción XX, 29, fracción I y 31, fracción XII, 33, 35 fracciones V, XX y 
XXI de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 1, párrafos segundo y tercero, 3, 
fracción XVIII, 88, 89, fracciones I y 111 de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de 
Sujetos Obligados; 6, 8,12, fracciones 1, XXXIV, XXXV, XXXVI y XXXVII, 16 fracción VI, 18 fracciones XII, 
XIV, XVI y XXVI del Estatuto Orgánico del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales; y conforme a las siguientes: 

CONSIDERACIONES 

1. Que el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales (INAI) tiene la encomienda constitucional de garantizar el derecho de acceso a la 
información pública y la protección de datos personales y, en consecuencia, de dar cabal 
cumplimiento a las atribuciones relacionadas con la vigilancia y cumplimiento de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley General de Protección de Datos Personales 
en Posesión de Sujetos Obligados y la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública. 

2. Que el Estatuto Orgánico del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales establece en el artículo 12, fracción XXXIII, la facultad del Pleno 
para aprobar en el mes de diciembre, tanto el calendario de días inhábiles del Instituto como el 
calendario de sesiones ordinarias aplicables para el año siguiente. 

3. Que en razón de lo expuesto el 8 de diciembre de 2021, el Instituto Nacional de Transparencia, 
Acceso a la Información y Protección de Datos Personales aprobó el ACUERDO MEDIANTE EL 
CUAL SE ESTABLECE EL CALENDARIO OFICIAL DE DÍAS INHÁBILES DEL INSTITUTO 
NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN Y PROTECCIÓN DE DATOS 
PERSONALES, PARA EL AÑO 2022 Y ENERO DE 2023, identificado con la clave 
ACT-PUB/08/12/2021.06. 

4. Que el 9 de julio de 2021, mediante el acuerdo identificado con el número 
CONAIP/SNT/ACUERDO/ORD02-09/07/2021-03, el Consejo Nacional del Sistema Nacional de 
Transparencia Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, en su Segunda 
Sesión Ordinaria, aprobó los Lineamientos de la Funcionalidad, Operación y Mejoras de la 
Plataforma Nacional de Transparencia (en adelante Lineamientos de la PNT), así como abrogar los 
“Lineamientos para la implementación y operación de la Plataforma Nacional de Transparencia”, 
publicados en el Diario Oficial de la Federación el 04 de mayo de 2016. 

5. Que los Lineamientos de la PNT fueron publicados en el Diario Oficial de la Federación el 13 de 
agosto de 2021, instrumento normativo que entró en vigor al día siguiente de la referida publicación. 

6. Que conforme a lo previsto en el artículo 1º de los Lineamientos de la PNT, éstos tienen por objeto 
establecer y reglamentar los componentes con que cuenta cada Sujeto Obligado y elementos que la 
integran, las áreas de responsabilidad de los distintos niveles de administradores, los criterios para 
desarrollar e implementar mejoras, así como para el aprovechamiento de la información contenida en 
ésta, a efecto de brindar un mayor y eficiente servicio a la ciudadanía. 

7. Que de conformidad con lo establecido en el artículo 2 de los Lineamientos de la PNT, éstos son de 
observancia obligatoria para los Organismos garantes que integran el Sistema Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales y los  
Sujetos Obligados. 
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8. Que el INAI, como administrador general de la PNT, el 1 de diciembre de 2022 comunicó a los 
Organismos Garantes del Sistema Nacional de Transparencia que durante la generación de la copia 
del servidor, requirió de más tiempo derivado que se juntaron actividades propias de la PNT como el 
trámite de solicitudes de información, recursos de revisión, y el periodo de carga de información de 
obligaciones de transparencia que realizan los sujetos obligados, para la generación de la copia 
espejo de la base de datos, ocasionando que suspendiera la generación de la copia del servidor. 

 Por esta razón, se dio la necesidad de que la Dirección General de Tecnologías de Información 
estableciera una fase de mantenimiento para trabajar los equipos de sistemas e infraestructura para 
restablecer el servicio. 

9. Que el Pleno de este órgano colegiado determinó revisar la situación general de la incidencia de la 
Plataforma Nacional de Transparencia ha generado, para con ello deliberar sobre lo relacionado con 
los aspectos procesales del ejercicio del derecho de acceso, como lo es el cómputo de plazos 
y términos. 

10. Que a efecto de no vulnerar los derechos de acceso a la información y de protección de datos 
personales de los ciudadanos y para delimitar las responsabilidades de los sujetos obligados en la 
atención de solicitudes, en términos de lo dispuesto en los artículos 33 y 35 fracciones V, XX y XXI 
de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública y 89, fracción I y III de la Ley 
General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, es preciso 
suspender los plazos y términos, de forma retroactiva, respecto a los días 30 de noviembre, 1 y 2 de 
diciembre de 2022, de las solicitudes de acceso a la información pública y de datos personales del 
ámbito federal, afectadas por las consideraciones antes señaladas, para su tramitación y atención. 

11. Que con el fin de no transgredir los derechos de acceso a la información y de protección de datos 
personales de los ciudadanos y para delimitar las responsabilidades de los sujetos obligados en la 
atención de solicitudes en términos de los artículos 146, 147 de la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública y 94 de la Ley General de Protección de Datos Personales en 
Posesión de Sujetos Obligados, es necesario suspender los plazos y términos en todos y cada uno 
de los trámites, procedimientos y demás medios de impugnación de su competencia, establecidos en 
la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, Ley General de Protección de 
Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, y demás normativa aplicable, los días 30 de noviembre, 1 y 2 de diciembre 
de 2022. 

Por lo antes expuesto, en las consideraciones de hecho y de Derecho, el Pleno del Instituto Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, emite el siguiente: 

ACUERDO 

PRIMERO. Se aprueba suspender plazos y términos, de forma retroactiva, en todos y cada uno de los 
trámites, procedimientos y demás medios de impugnación, establecidos en la Ley General de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, y demás normativa aplicable, 
que se tramitan a través de la Plataforma Nacional de Transparencia, los días 30 de noviembre, 1 y 2 de 
diciembre de 2022, atendiendo a las consideraciones del presente Acuerdo. 

Las actuaciones que se hayan podido realizar los días 30 de noviembre, 1 y 2 de diciembre de 2022, 
dentro de los trámites, procedimientos y demás medios de impugnación, establecidos en la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley General de Protección de Datos Personales en 
Posesión de Sujetos Obligados, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, y demás 
normativa aplicable, tramitados a través de la Plataforma Nacional de Transparencia, surtirán sus efectos el 5 
de diciembre de 2022. 

SEGUNDO. Se instruye a la Secretaría de Acceso a la Información para que, a través de las Direcciones 
Generales de Enlace, realice las acciones necesarias a efecto de ajustar los días inhábiles referidos de los 
Sujetos Obligados del ámbito federal, así como notificarles el presente Acuerdo. 

TERCERO. Se instruye a la Secretaría Ejecutiva para que, por conducto de la Dirección General de 
Tecnologías de la Información, realice los ajustes que sean necesarios en la Plataforma Nacional de 
Transparencia, atendiendo al carácter de Administrador General del INAI. 

CUARTO. Se instruye a la Secretaría Ejecutiva, para que, por conducto de la Dirección General de 
Promoción y Vinculación con la Sociedad, realice las acciones necesarias a efecto de que, a través del vínculo 
electrónico del Centro de Atención a la Sociedad (CAS) y el sistema TEL-lNAI, se hagan de conocimiento al 
público en general los términos del presente Acuerdo. 

QUINTO. Se instruye a la Dirección General de Asuntos Jurídicos para que realice las gestiones 
necesarias a efecto de que el presente Acuerdo se publique en el Diario Oficial de la Federación. El presente 
acuerdo puede ser consultado en las direcciones electrónicas siguientes: 

https://home.inai.org.mx/wp-content/documentos/AcuerdosDelPleno/ACT-EXT-PUB-02-12-2022.02.pdf 

www.dof.gob.mx/2022/INAI/ACT-EXT-PUB-02-12-2022-02.pdf 
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SEXTO. Se instruye a la Secretaría Técnica del Pleno para que, por conducto de la Dirección General de 
Atención al Pleno, realice las gestiones necesarias a efecto de que el presente Acuerdo se publique en el 
portal de Internet del Instituto. 

SÉPTIMO. Se instruye a la Secretaría Técnica del Pleno para que con fundamento en lo dispuesto en el 
artículo 45, fracción IV, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, expida 
certificación del presente Acuerdo, para agilizar su cumplimiento. 

OCTAVO. El presente Acuerdo entrará en vigor al momento de su aprobación por el Pleno del Instituto 
Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales y será aplicable con 
efectos retroactivos a partir del 30 de noviembre de 2022, en términos del presente Acuerdo. 

Así lo acordaron, por unanimidad de las Comisionadas y los Comisionados del Pleno del Instituto Nacional 
de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, Francisco Javier Acuña Llamas, 
Adrián Alcalá Méndez, Norma Julieta del Río Venegas, Josefina Román Vergara y Blanca Lilia Ibarra Cadena, 
en sesión extraordinaria celebrada el dos de diciembre de dos mil veintidós, ante Ana Yadira Alarcón 
Márquez, Secretaria Técnica del Pleno. 

Comisionada Presidenta, Blanca Lilia Ibarra Cadena.- Comisionados: Francisco Javier Acuña Llamas, 
Adrián Alcalá Méndez, Norma Julieta del Río Venegas, Josefina Román Vergara.- Secretaria Técnica del 
Pleno, Ana Yadira Alarcón Márquez. 

ANA YADIRA ALARCÓN MÁRQUEZ, EN MI CARÁCTER DE SECRETARIA TÉCNICA DEL PLENO DEL INSTITUTO 
NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES, CON 
FUNDAMENTO EN  EL ARTÍCULO 45, FRACCIÓN IV, DE LA LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA 
INFORMACIÓN PÚBLICA, ASÍ COMO EN LO ORDENADO EN EL PUNTO DE ACUERDO SÉPTIMO DEL ACUERDO 
ACT-EXT-PUB/02/12/2022.02 CERTIFICO: QUE EL PRESENTE DOCUMENTO ES FIEL Y EXACTA REPRODUCCIÓN 
DEL CITADO ACUERDO ACT-EXT-PUB/02/12/2022.02, MISMO QUE SE EXPIDE EN UN TOTAL DE 05 FOJAS ÚTILES, 
APROBADO EN LA SESIÓN EXTRAORDINARIA DEL PLENO DE ESTE INSTITUTO, CELEBRADA EL DOS DE 
DICIEMBRE DE DOS MIL VEINTIDÓS. 

MÉXICO, CIUDAD DE MÉXICO, A DOS DE DICIEMBRE DOS MIL VEINTIDÓS.- Rúbrica. 

(R.- 530244) 

AVISO AL PÚBLICO 
Se informa que para la inserción de documentos en el Diario Oficial de la Federación, se deberán cubrir los 
siguientes requisitos: 
 Escrito dirigido al Director General Adjunto del Diario Oficial de la Federación, solicitando la publicación 

del documento, fundando y motivando su petición conforme a la normatividad aplicable, con dos copias 
legibles. 

 Documento a publicar en papel membretado que contenga lugar y fecha de expedición, cargo, nombre y 
firma autógrafa de la autoridad emisora, sin alteraciones, en original y dos copias legibles. 

 Versión electrónica del documento a publicar, en formato Word, contenida en un solo archivo, 
correctamente identificado. 

 Comprobante de pago realizado ante cualquier institución bancaria o vía internet mediante el esquema de 
pago electrónico e5cinco del SAT, con la clave de referencia 014001743 y la cadena de la dependencia 
22010010000000. El pago deberá realizarse invariablemente a nombre del solicitante de la publicación, 
en caso de personas físicas y a nombre del ente público u organización, en caso de personas morales. El 
comprobante de pago se presenta en original y copia simple. El original del pago queda bajo resguardo 
de esta Dirección. 

Nota: No se aceptarán recibos bancarios ilegibles; con anotaciones o alteraciones; con pegamento o cinta 
adhesiva; cortados o rotos; pegados en hojas adicionales; perforados; con sellos diferentes a los de las 
instituciones bancarias. 
Todos los documentos originales, entregados al Diario Oficial de la Federación, quedarán resguardados en 
sus archivos. 
Los pagos por concepto de derecho de publicación únicamente son vigentes durante el ejercicio fiscal en que 
fueron generados, por lo que no podrán presentarse comprobantes de pago realizados en 2021 o anteriores 
para solicitar la prestación de un servicio en 2022. 
Las solicitudes de publicación de licitaciones para Concursos de Adquisiciones, Arrendamientos, Obras y 
Servicios, así como los Concursos a Plazas Vacantes del Servicio Profesional de Carrera, se podrán tramitar 
a través de la herramienta “Solicitud de publicación de documentos en el Diario Oficial de la Federación a 
través de medios remotos”, para lo cual además de presentar en archivo electrónico el documento a publicar, 
el pago correspondiente (sólo en convocatorias para licitaciones públicas) y la e.firma de la autoridad emisora 
del documento, deberá contar con el usuario y contraseña que proporciona la Dirección General Adjunta del 
Diario Oficial de la Federación. 
Por ningún motivo se recibirá la documentación en caso de no cubrir los requisitos. 
El horario de atención es de lunes a viernes de 9:00 a 13:00 horas 
Teléfonos: 50 93 32 00 y 51 28 00 00, extensiones 35078 y 35079.  

ATENTAMENTE 
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
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INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL 
ACUERDO del Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el que se aprueba el criterio relativo a la 
asignación de tiempo en radio y televisión a las autoridades electorales en las entidades que celebren Procesos 
Electorales Locales Ordinarios en 2023. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Instituto Nacional 
Electoral.- Consejo General.- INE/CG644/2022. 

ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL POR EL QUE SE APRUEBA EL 
CRITERIO RELATIVO A LA ASIGNACIÓN DE TIEMPO EN RADIO Y TELEVISIÓN A LAS AUTORIDADES 
ELECTORALES EN LAS ENTIDADES QUE CELEBREN PROCESOS ELECTORALES LOCALES ORDINARIOS EN 2023 

GLOSARIO 

Comité Comité de Radio y Televisión del Instituto Nacional Electoral 

Consejo General Consejo General del Instituto Nacional Electoral 

COVID-19 Coronavirus SARS-CoV2 

CPEUM Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

DEPPP Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos Políticos 

DOF Diario Oficial de la Federación 

INE / Instituto Instituto Nacional Electoral 

JGE Junta General Ejecutiva Instituto Nacional Electoral 

LGIPE Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales 

NAP Nueva Alianza Puebla 

PAN Partido Acción Nacional 

PEL Proceso/s Electoral/es Local/es 

PRD Partido de la Revolución Democrática 

PSD Partido Socialdemócrata de Morelos, otrora partido político local 

PT Partido del Trabajo 

RRTME Reglamento de Radio y Televisión en Materia Electoral 

Sala Superior del TEPJF Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 

SCJN Suprema Corte de Justicia de la Nación 

SHCP Secretaría de Hacienda y Crédito Público 

 

ANTECEDENTES 

I. Criterios de asignación de tiempo para autoridades electorales 2019-2020. El seis de 
noviembre de dos mil diecinueve, en sesión extraordinaria, el Consejo General emitió el Acuerdo 
[…] por el que se aprueba el criterio relativo a la asignación de tiempo en radio y televisión a las 
autoridades electorales en las entidades que celebren procesos electorales locales ordinarios  
2019-2020, identificado con la clave INE/CG479/2019. 

II. Medidas preventivas y de actuación dictadas por la JGE. El diecisiete de marzo de dos mil 
veinte, en sesión extraordinaria, mediante Acuerdo identificado con la clave INE/JGE34/2020, la 
JGE aprobó las medidas preventivas y de actuación con motivo de la pandemia provocada por el 
virus COVID-19. 

 En el Punto de Acuerdo Octavo de dicho instrumento, respecto a las comunicaciones derivadas de 
los procedimientos, se señala que se privilegiarán las notificaciones electrónicas, sobre las 
personales, en términos de lo dispuesto en la normativa aplicable. 

III. Sesiones virtuales o a distancia. El veintisiete de marzo de dos mil veinte, mediante Acuerdo 
identificado con la clave INE/CG80/2020, el Consejo General autorizó la celebración de sesiones 
virtuales o a distancia, ordinarias o extraordinarias, del Consejo General o de la JGE, a través de 
herramientas tecnológicas durante el periodo de medidas sanitarias derivado de la pandemia 
provocada por el virus COVID-19. 
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IV. Decreto que modifica tiempos fiscales. El veintitrés de abril de dos mil veinte, se publicó en el 
DOF el Decreto emitido por el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, por el que se autoriza a 
la SHCP a recibir de los concesionarios de estaciones de radio y televisión el pago del impuesto que 
se indica, a partir del quince de mayo de dos mil veinte, en el cual se reducen los tiempos fiscales 
que deben proporcionar al Estado los concesionarios comerciales de radio y televisión, y se abroga 
el similar, publicado en el mismo medio de difusión oficial el diez de octubre de dos mil dos. 

V. Impugnación del Decreto. Los días veintiocho y veintinueve de abril de dos mil veinte, el PRD y 
Movimiento Ciudadano presentaron juicios electorales ante la Sala Superior del TEPJF en contra del 
Decreto descrito en el numeral anterior, mismos que fueron identificados con los expedientes  
SUP-JE-28/2020 y SUP-JE-29/2020. 

VI. Controversia constitucional presentada por el INE. El siete de mayo de dos mil veinte, en su 
carácter de representante del INE, el Secretario Ejecutivo promovió ante la SCJN una controversia 
constitucional en contra del Decreto publicado en el DOF el veintitrés de abril de dos mil veinte por 
el que se autoriza a la SHCP a recibir de los concesionarios de estaciones de radio y televisión el 
pago del impuesto que se indica a partir del quince de mayo de dos mil veinte. Dicho medio de 
control constitucional se registró al día siguiente de su interposición con el expediente 73/2020. 

VII. Anteproyecto de Acuerdo por parte del Comité. El once de mayo de dos mil veinte, en su tercera 
sesión especial, el Comité aprobó someter a la consideración del Consejo General el Anteproyecto 
de Acuerdo […] por el que, ad cautelam, se modifican los modelos de distribución y las pautas para 
la transmisión en radio y televisión de los mensajes de los partidos políticos nacionales y locales, 
durante el periodo ordinario correspondiente al primer semestre de dos mil veinte, el criterio de 
asignación de tiempo en radio y televisión a las autoridades electorales para el segundo trimestre de 
dos mil veinte, mediante la aplicación de criterios específicos de distribución, con motivo del Decreto 
por el que se autoriza a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público a recibir de los concesionarios 
de uso comercial de estaciones de radio y televisión el pago del impuesto que se indica. 

VIII. Modificación de pautas de autoridades electorales correspondientes al primer semestre de 
2020. El trece de mayo de dos mil veinte, en sesión extraordinaria, la JGE emitió el Acuerdo […] por 
el que se modifican ad cautelam las pautas para la transmisión en radio y televisión de los mensajes 
de autoridades electorales correspondientes al primer semestre de dos mil veinte, aprobadas 
mediante el diverso INE/JGE205/2019, con motivo del Decreto por el que se autoriza a la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público a recibir de los concesionarios de uso comercial de estaciones de 
radio y televisión el pago del impuesto que se indica, identificado con la clave INE/JGE50/2020. 

IX. Resolución de Juicios Electorales por la Sala Superior del TEPJF. El trece de mayo de dos mil 
veinte, en sesión pública virtual, la Sala Superior del TEPJF resolvió los juicios electorales SUP-JE-
28/2020 y SUP-JE-29/2020, promovidos por el PRD y Movimiento Ciudadano, en los que determinó 
su desechamiento. 

X. Modificación de pautas de partidos políticos y criterio de asignación de tiempo. El quince de 
mayo de dos mil veinte, en sesión extraordinaria, el Consejo General emitió el Acuerdo […] por el 
que, ad cautelam, se modifican los modelos de distribución y las pautas para la transmisión en radio 
y televisión de los mensajes de los Partidos Políticos Nacionales y locales, durante el periodo 
ordinario correspondiente al primer semestre de dos mil veinte, el criterio de asignación de tiempo 
en radio y televisión a las autoridades electorales para el segundo trimestre de dos mil veinte, 
mediante la aplicación de criterios específicos de distribución, con motivo del Decreto por el que se 
autoriza a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público a recibir de los concesionarios de uso 
comercial de estaciones de radio y televisión el pago del impuesto que se indica, identificado con la 
clave INE/CG90/2020. 

XI. Impugnaciones contra el Acuerdo identificado con la clave INE/CG90/2020. Los días 
diecinueve, veinte, veintiuno y veinticinco de mayo de dos mil veinte, el PRD, PAN, Movimiento 
Ciudadano, PSD, PT y NAP presentaron recursos de apelación en contra del Acuerdo descrito en el 
numeral anterior, los cuales fueron radicados ante la Sala Superior del TEPJF con los expedientes 
identificados como SUP-RAP-22/2020, SUP-RAP-23/2020, SUP-RAP-24/2020, SUP-RAP-25/2020, 
SUP-RAP-26/2020 y SUP-RAP-30/2020, respectivamente. 

XII. Resolución de Recursos de Apelación por la Sala Superior del TEPJF. El tres de junio de dos 
mil veinte, en sesión pública por videoconferencia, la Sala Superior del TEPJF resolvió el recurso de 
apelación SUP-RAP-22/2020 y acumulados, promovidos por el PRD, PAN, Movimiento Ciudadano, 
PSD y PT, en el que determinó confirmar el Acuerdo identificado con la clave INE/CG90/2020, 
controvertido por los actores mencionados. 
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 Asimismo, en sesión pública celebrada el diecisiete de junio de dos mil veinte, la Sala Superior del 
TEPJF confirmó el Acuerdo identificado con la clave INE/CG90/2020, debido a que los agravios 
planteados por NAP en el recurso de apelación SUP-RAP-30/2020 fueron ineficaces. 

XIII. Criterios de asignación de tiempo para autoridades electorales 2020-2021. El treinta de 
septiembre de dos mil veinte, en sesión ordinaria, el Consejo General emitió el Acuerdo […] por el 
que se aprueban los criterios relativos a la asignación de tiempo en radio y televisión a las 
autoridades electorales federales y locales para las etapas de precampaña, intercampaña, 
campaña, periodo de reflexión y Jornada Electoral en el Proceso Electoral Federal 2020-2021; así 
como en los Procesos Electorales Locales Ordinarios con jornada comicial coincidente con la 
federal, identificado con la clave INE/CG309/2020. 

XIV. Criterio de asignación de tiempo para autoridades electorales 2021-2022. El diecisiete de 
noviembre de dos mil veintiuno, en sesión ordinaria, el Consejo General emitió el Acuerdo […] por el 
que se aprueba el criterio relativo a la asignación de tiempo en radio y televisión a las autoridades 
electorales en las entidades que celebren Procesos Electorales Locales Ordinarios 2021-2022, 
identificado con la clave INE/CG1719/2021. 

XV. Resolución de Controversia Constitucional 73/2020 interpuesta por el INE. El dos de junio de 
dos mil veintidós, el Pleno de la SCJN reconoció la validez del Decreto publicado por el Presidente 
de la República el veintitrés de abril de dos mil veinte, mediante el cual se autoriza a la SHCP a 
recibir de los concesionarios de estaciones de radio y televisión el pago en especie del impuesto 
sobre servicios declarados de interés público, a que se refiere la Ley que Establece, Reforma y 
Adiciona las Disposiciones Relativas a Diversos Impuestos. 

 Al respecto se precisó que, conforme al artículo 41, Base III, Apartado A, inciso a) de la CPEUM, las 
facultades del INE para administrar los tiempos del Estado en radio y televisión varían dependiendo 
de si se trata o no de periodo electoral, esto es: a) durante los procesos electorales el INE contará 
necesariamente con cuarenta y ocho (48) minutos diarios en cada estación de radio y televisión  
y b) fuera de los periodos electorales, el INE tendrá a su cargo hasta el doce por ciento (12%) del 
total de tiempo de radio y televisión que disponga el Estado conforme a la ley y bajo cualquier 
modalidad. El Pleno de la SCJN estimó que el argumento del INE era infundado y, en consecuencia, 
el Decreto es constitucional en atención a lo siguiente: 

1) En el artículo cuarto del Decreto expresamente se previó que la reducción de tiempos fiscales 
no alterara los cuarenta y ocho (48) minutos de transmisión con que cuenta el INE durante los 
procesos electorales conforme al artículo 41 de la CPEUM, y 

2) El Decreto referido no modificó el porcentaje de hasta el doce por ciento (12%) del total de 
tiempos del Estado que le corresponde al INE en tiempos ordinarios. Además, consideró que 
al tratarse de un porcentaje y no de una cantidad fija era claro que la intención del Poder 
Reformador de la CPEUM fue que estos últimos pudieran reducirse o aumentarse. 

 Finalmente, el Pleno de la SCJN estimó que el Decreto impugnado tampoco violó el derecho de la 
ciudadanía a la información, toda vez que no se disminuyó la capacidad de los partidos políticos de 
brindar información útil para el debate público. Lo anterior, en virtud de que el INE mantiene la 
obligación de distribuir de forma equitativa el porcentaje con el que cuenta entre los partidos 
políticos y autoridades electorales. 

XVI. Asignación de tiempo para autoridades electorales del cuarto trimestre de 2022. El veintiséis 
de septiembre de dos mil veintidós, en sesión extraordinaria, el Consejo General emitió el Acuerdo 
[…] por el que determina la asignación de tiempo en radio y televisión a las autoridades electorales 
para el cuarto trimestre de dos mil veintidós, mediante la aplicación de criterios específicos de 
distribución, identificado con la clave INE/CG632/2022. 

XVII. Calendarios de coordinación de PEL 2023. En la sesión referida en el párrafo anterior, el Consejo 
General emitió el Acuerdo […] por el que se aprueba el Plan Integral y los Calendarios de 
coordinación de los procesos electorales locales 2022-2023, en los estados de Coahuila de 
Zaragoza y Estado de México, identificado con la clave INE/CG634/2022. 

CONSIDERACIONES 

Competencia en materia de administración de tiempos de radio y televisión 

1. De conformidad con los artículos 41, base V, Apartado A de la CPEUM, 29 y 30 numeral 2 de la 
LGIPE, el INE es un organismo público autónomo dotado de personalidad jurídica y patrimonio 
propios, que se rige bajo los principios de certeza, legalidad, imparcialidad, independencia, 
objetividad, paridad y máxima publicidad. 
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2. Los artículos 41, Base III, Apartados A y B de la CPEUM; 30, numeral 1, inciso i), 31, numeral 1, 
160, numeral 1 de la LGIPE; y 7, numeral 3 del RRTME, establecen que el INE es la autoridad única 
encargada de la administración de los tiempos del Estado en radio y televisión correspondientes a la 
prerrogativa de los partidos políticos y candidaturas independientes, así como la asignación de 
tiempos para las demás autoridades electorales y es independiente en sus decisiones y 
funcionamiento. 

3. Como lo señalan los artículos 1, numeral 1 de la LGIPE, en relación con el 49, de la Ley General de 
Partidos Políticos, dichas disposiciones son de orden público y de observancia general en el 
territorio nacional y reglamentan las normas constitucionales relativas al acceso a radio y televisión 
para los partidos políticos, el INE y las autoridades electorales en las entidades federativas, en 
términos de la CPEUM. 

4. De acuerdo con lo dispuesto por los artículos 41, Base III de la CPEUM; 161, numeral 1 y 164, 
numeral 1 de la LGIPE, el INE y las demás autoridades electorales accederán al tiempo en  
radio y televisión que le corresponde al primero para difundir sus respectivos mensajes de  
comunicación social. 

Facultad del Consejo General en radio y televisión 

5. El artículo 35, numeral 1 de la LGIPE, dispone que este Consejo General es el órgano superior de 
dirección del INE y es el responsable de vigilar el cumplimiento de las disposiciones constitucionales 
y legales en materia electoral. 

6. De conformidad con lo dispuesto por los artículos 44, numeral 1, incisos n) y jj); 161; 162, numeral 1, 
inciso a); 164, numeral 1 de la LGIPE; 4, numeral 2, inciso a); 6, numeral 1, incisos a) y e) y 18, 
numeral 1 del RRTME es competencia de este Consejo General aprobar la asignación de tiempo en 
radio y televisión a las autoridades electorales, federales o locales, fuera y dentro de los procesos 
electorales. Como en el presente caso, pues se refiere a la asignación de tiempo en radio y 
televisión a las autoridades electorales que participarán en los PEL 2023. 

7. En términos de los artículos 44, numeral 1, incisos k), n) y jj); 184, numeral 1, inciso a) de la LGIPE y 
6, numeral 1, incisos a) y h) del RRTME, este Consejo General tiene la facultad de conocer y 
resolver los asuntos vinculados con la administración del tiempo que corresponda al Estado en radio 
y televisión destinado a los propios fines del INE, a los de otras autoridades electorales federales y 
locales, y al ejercicio del derecho de los partidos políticos y candidaturas independientes cuando por 
su importancia así lo requiera. 

Facultad de la DEPPP 

8. Los artículos 162, numeral 1, inciso c) de la LGIPE y 6, numeral 4, incisos b), d), g) y q) del RRTME, 
establecen que corresponde a la DEPPP ejercer, entre otras las siguientes atribuciones: 

a) Elaborar y presentar a la JGE las pautas para la asignación del tiempo que corresponde al INE 
y otras autoridades electorales en radio y televisión; 

b) Establecer los mecanismos necesarios para entregar a los concesionarios de radio y televisión 
los materiales y órdenes de trasmisión; 

c) Auxiliar a las personas titulares de las vocalías de las Juntas Locales y Distritales Ejecutivas 
en la verificación del cumplimiento de las pautas de transmisión correspondientes; y 

d) Cumplir con los mandatos del Consejo General, el Comité y de la JGE. 

 En ese sentido, la DEPPP elaborará las pautas correspondientes y, en el caso de los PEL, deberá 
tomar en consideración la propuesta que al respecto presente el Organismo Público Local. Lo 
anterior, de conformidad con los artículos 182, numeral 1, inciso e) de la LGIPE; 29, numeral 2; y 34, 
numeral 1, inciso c) del RRTME. 

PEL con Jornada Electoral en 2023 

9. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 116, fracción IV, inciso a) de la CPEUM, el cuatro de junio 
de dos mil veintitrés tendrá verificativo la jornada comicial de dos (2) PEL en las entidades 
federativas de Coahuila de Zaragoza y el Estado de México. En ambos casos, se elegirán a las 
personas titulares de las gubernaturas, así como el cargo a diputaciones locales en el estado  
de Coahuila. 

 En ese sentido, los periodos de precampaña, intercampaña y campaña en dichas entidades, se 
llevarán a cabo de conformidad con los siguientes plazos: 
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Entidad Actividad Inicio Término 

Coahuila de Zaragoza 

Precampaña para Gubernatura 10/02/2023 21/03/2023 

Precampaña para Diputaciones 10/02/2023 21/03/2023 

Intercampaña para Gubernatura 22/03/2023 01/04/2023 

Intercampaña para Diputaciones 22/03/2023 01/04/2023 

Campaña para Gubernatura 02/04/2023 31/05/2023 

Campaña para Diputaciones 02/04/2023 31/05/2023 

Estado de México 

Precampaña para Gubernatura 14/01/2023 21/02/2023 

Intercampaña para Gubernatura 22/02/2023 02/04/2023 

Campaña para Gubernatura 03/04/2023 31/05/2023 

 

 Ahora bien, en términos de lo dispuesto por los artículos 161 y 164, numeral 1 de la LGIPE, las 
autoridades electorales locales que requieran tiempo en radio y televisión para el cumplimiento de 
sus fines deben solicitarlo al INE. Las autoridades electorales locales que formularon dicho 
requerimiento son las siguientes: 

Entidad Autoridad Electoral 
Oficio de solicitud de 

tiempo 
Vigencia 

Coahuila 

Instituto Electoral de Coahuila IEC/SE/1310/2022 

Primero, segundo, tercero y cuarto 

trimestre del ejercicio 2023 que 

comprendería el Proceso Electoral Local y 

Periodo Ordinario. 

Tribunal Electoral del Estado 

de Coahuila 
TEEC/UJ/05/2022 Proceso Electoral Local 2023 

Fiscalía Especializada de 

Delitos Electorales del Estado 

de Coahuila de la Fiscalía 

General del Estado 

CS-FGE/49/2022 Proceso Electoral 2023 

México 

Instituto Electoral del Estado 

de México 
IEEM/SE/1970/2022 Elección de Gubernatura 2023 

Tribunal Electoral del Estado 

de México 
TEEM/P/545/2022 Proceso Electoral Local 2023 

Fiscalía Especial en Materia 

de Delitos Electorales de la 

Fiscalía General de Justicia 

del Estado de México 

400LG7A00/0196/2022 Proceso Electoral 2023 

 

 Adicionalmente, las autoridades electorales federales que solicitaron tiempo en radio y televisión son 
las siguientes: 

Ámbito Autoridad Electoral Oficio de solicitud de tiempo Vigencia 

Federal 

Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la 

Federación 

TEPJF-DGCS/729/2022 
Procesos Electorales Locales 2023 en las 

entidades de Coahuila y Estado de México

Fiscalía Especializada en 

Delitos Electorales 
FGR/FISEL/0452/2022 

Procesos Electorales Locales 2023 en las 

entidades de Coahuila y Estado de México
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Tiempos por distribuir en radio y televisión conforme a la normativa aplicable 
10. Los artículos 41, Base III, Apartados A, inciso a) y B, inciso b) de la CPEUM; 175 de la LGIPE y 12, 

numeral 1 del RRTME, establecen que en los PEL cuya jornada comicial tenga lugar en mes o año 
distinto a la de los procesos electorales federales, a partir del inicio de las precampañas y hasta el 
día de la Jornada Electoral, el INE administrará cuarenta y ocho (48) minutos diarios en cada 
estación de radio y canal de televisión de la entidad de que se trate. 

 Precampaña: De conformidad con lo establecido en los artículos 176, numeral 1 de la LGIPE y 
26 del RRTME, durante las precampañas locales, las autoridades electorales dispondrán en 
conjunto de dieciocho (18) minutos diarios en cada estación de radio y canal de televisión. 

 Intercampaña: Los artículos 41, Base III, Apartados A, inciso a) y B, inciso b) de la CPEUM; 
19, numerales 1 y 2 y 27 del RRTME, disponen que, en el periodo comprendido entre el fin de 
las precampañas y el inicio de las campañas, el cincuenta por ciento (50%) del tiempo en radio 
y televisión, esto es, veinticuatro (24) minutos, se destinará a la difusión de mensajes de las 
autoridades electorales. 

 Campaña: Conforme a lo dispuesto en los artículos 177, numeral 1 de la LGIPE y 28 del 
RRTME, durante las campañas locales, las autoridades electorales dispondrán en conjunto de 
siete (7) minutos diarios en cada estación de radio y canal de televisión. 

 Periodo de Reflexión y Jornada Electoral: De conformidad con los artículos 41, Base III, 
apartados A, inciso a) y B inciso b) de la CPEUM y 20 del RRTME, durante el periodo 
comprendido a partir del día siguiente a la fecha en que concluyan las campañas locales y 
hasta el término de la Jornada Electoral, el INE dispondrá de cuarenta y ocho (48) minutos 
diarios en cada estación de radio y canal de televisión que cubran la elección de que se trate. 

 La distribución del tiempo y los promocionales que les corresponden a las autoridades electorales 
en las etapas de precampaña, intercampaña, campaña, periodo de reflexión y Jornada Electoral de 
los PEL es la siguiente: 

Ámbito Precampaña Intercampaña Campaña Reflexión y Jornada 
Electoral 

Minutos 18 24 7 48 

Promocionales 36 48 14 96 

 

11. En virtud de lo anterior, considerando el tiempo disponible en radio y televisión que este Instituto 
administra y dadas las necesidades de difusión de las autoridades electorales, se considera 
indispensable que durante los PEL se les proporcione espacios en dichos medios de comunicación 
para el cumplimiento de sus fines de conformidad con lo siguiente: 

 Durante las etapas de precampaña, intercampaña, campaña, periodo de reflexión y Jornada 
Electoral, se asignará el setenta por ciento (70%) del tiempo disponible en radio y televisión al 
INE para sus fines y el de otras autoridades electorales federales y el treinta por ciento (30%) 
restante se dividirá, en partes iguales, entre las autoridades electorales locales que envíen 
oportunamente su solicitud de tiempo. 

 Se asignará al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y a la Fiscalía 
Especializada en Delitos Electorales, de forma individual y durante las etapas de precampaña, 
intercampaña, campaña, periodo de reflexión y Jornada Electoral, diez por ciento (10%) del 
tiempo que le corresponde al INE. 

12. En virtud de que el tiempo total correspondiente a las autoridades electorales y al INE se utilizará 
con la transmisión de mensajes de treinta (30) segundos, la adecuación no puede ser exacta. En 
consecuencia, una vez que se haya definido el total de espacios correspondientes, en caso de que 
existan fracciones restantes y estas no puedan ser optimizadas, las mismas serán asignadas al INE. 

13. De conformidad con lo establecido en el artículo 18, numeral 2 del RRTME, las autoridades 
electorales deberán presentar las solicitudes de tiempo en radio y televisión que requieran para el 
cumplimiento de sus fines a la DEPPP con treinta (30) días de anticipación al inicio de la etapa del 
Proceso Electoral de que se trate. El tiempo no utilizado por las autoridades electorales quedará a 
disposición del INE. 

 Asimismo, en caso de que las autoridades electorales no realicen la solicitud respectiva en el plazo 
previsto para la etapa del proceso electoral de que se trate, el tiempo que les corresponda será 
utilizado por el INE. 
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Fundamentos para la emisión del Acuerdo 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Artículos 41, Bases III, Apartados A, inciso a) y B, inciso b) y V apartado A; y 116, fracción IV, inciso a). 

Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales 
Artículos 1, numeral 1; 29; 30, numerales 1, inciso i) y 2; 31, numeral 1; 35, numeral 1; 44, numeral 1, incisos k), n) y jj); 160, 
numeral 1; 161; 162, numeral 1, incisos a) y c); 164, numeral 1; 175; 176, numeral 1; 177, numeral 1; 182, numeral 1, inciso 
e); 184, numeral 1, inciso a). 

Ley General de Partidos Políticos 
Artículo 49. 

Reglamento de Radio y Televisión en Materia Electoral 
Artículos 4, numeral 2, inciso a); 6, numerales 1, incisos a), e) y h) y 4, incisos b), d), g) y q); 7, numeral 3; 12, numeral 1; 
18, numerales 1 y 2; 19, numerales 1 y 2; 20; 26; 27; 28; 29, numeral 2 y 34, numeral 1, inciso c). 

 
En razón de los antecedentes, consideraciones y fundamentos señalados, el Consejo General del Instituto 

Nacional Electoral, emite el siguiente: 

ACUERDO 

PRIMERO. Se aprueba el criterio de asignación de tiempo para las autoridades electorales locales y 
federales durante los Procesos Electorales Locales 2023 en los estados de Coahuila de Zaragoza y Estado de 
México de conformidad con lo siguiente: 

 Durante las etapas de precampaña, intercampaña, campaña, periodo de reflexión y Jornada Electoral, 
se asignará el setenta por ciento (70%) del tiempo disponible en radio y televisión al Instituto Nacional 
Electoral para sus fines y el de otras autoridades electorales federales y el treinta por ciento (30%) 
restante se dividirá, en partes iguales, entre las autoridades electorales locales que envíen 
oportunamente su solicitud de tiempo. 

 Se asignará al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y a la Fiscalía Especializada en 
Delitos Electorales, de forma individual y durante las etapas de precampaña, intercampaña, campaña, 
periodo de reflexión y Jornada Electoral, el diez por ciento (10%) del tiempo que le corresponde  
al INE. 

SEGUNDO. En caso de que las autoridades electorales no hayan realizado la solicitud de tiempo 
correspondiente, de conformidad con lo establecido en el artículo 18, numeral 2 del Reglamento de Radio y 
Televisión en Materia Electoral, o bien, no ocupen el tiempo que les corresponda, éste será utilizado por el 
Instituto Nacional Electoral. 

TERCERO. Las autoridades electorales administrativas que se encuentren ubicadas en las entidades 
federativas que celebrarán elecciones locales deberán notificar oportunamente a este Instituto el inicio de 
dicho proceso. 

CUARTO. Se instruye al Secretario Ejecutivo para que, por conducto de la Dirección Ejecutiva de 
Prerrogativas y Partidos Políticos, notifique de manera electrónica el presente Acuerdo a las autoridades 
electorales federales, a las personas titulares de las Vocalías Ejecutivas de las Juntas Locales del Instituto 
Nacional Electoral en Coahuila de Zaragoza y el Estado de México y, por su conducto, a las autoridades 
electorales de las entidades federativas distintas al Organismo Público Local señaladas en el considerando 9. 
Asimismo, a la Unidad Técnica de Vinculación con los Organismos Públicos Locales para que notifique el 
contenido del presente instrumento a los Organismos de su competencia en las entidades referidas. 

QUINTO. El presente Acuerdo entrará en vigor una vez aprobado por el Consejo General del Instituto 
Nacional Electoral. 

SEXTO. Se ordena la publicación del presente Acuerdo en el Diario Oficial de la Federación y la Gaceta 
del Instituto Nacional Electoral. 

SÉPTIMO. Se instruye al Secretario Ejecutivo para que, por conducto de la Unidad Técnica de Servicios 
de Informática, ponga a disposición en el portal de Internet del Instituto Nacional Electoral el  
presente Acuerdo. 

El presente Acuerdo fue aprobado en sesión extraordinaria del Consejo General celebrada el 19 de 
octubre de 2022, por votación unánime de las y los Consejeros Electorales, Norma Irene De La Cruz Magaña, 
Doctor Uuc-kib Espadas Ancona, Doctora Adriana Margarita Favela Herrera, Maestro José Martín Fernando 
Faz Mora, Carla Astrid Humphrey Jordán, Doctor Ciro Murayama Rendón, Maestra Dania Paola Ravel 
Cuevas, Maestro Jaime Rivera Velázquez, Doctor José Roberto Ruiz Saldaña, Maestra Beatriz Claudia Zavala 
Pérez y del Consejero Presidente, Doctor Lorenzo Córdova Vianello. 

El Consejero Presidente del Consejo General, Dr. Lorenzo Córdova Vianello.- Rúbrica.- El Secretario del 
Consejo General, Lic. Edmundo Jacobo Molina.- Rúbrica. 
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EXTRACTO del Acuerdo del Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el que se emiten las 
convocatorias para la ciudadanía interesada en participar como observadora electoral en los Procesos Electorales 
Locales Ordinarios 2022-2023 en las entidades de Coahuila y Estado de México, y en su caso, los extraordinarios 
que de éstos se deriven, así también para realizar observación en el programa piloto del voto de las mexicanas y los 
mexicanos residentes en el extranjero en modalidad electrónica presencial en los módulos receptores de votación en 
el extranjero y se aprueban diversos anexos. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Instituto Nacional Electoral. 

Extracto Acuerdo del Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el que se emiten las 
convocatorias para la ciudadanía interesada en participar como observadora electoral en los 
Procesos Electorales Locales Ordinarios 2022-2023 en las entidades de Coahuila y Estado de 
México, y en su caso, los extraordinarios que de éstos se deriven, así también para realizar 
observación en el programa piloto del voto de las mexicanas y los mexicanos residentes en el 
extranjero en modalidad electrónica presencial en los módulos receptores de votación en el 
extranjero y se aprueban diversos anexos 
Al margen un sello con el escudo Nacional, que dice Estados Unidos Mexicanos. Instituto 
Nacional Electoral. INE/CG726/2022 de fecha 19 de octubre de 2022. 

ANTECEDENTES 

(…) 

IX.  El 26 de septiembre de 2022, el Consejo General del INE, mediante Acuerdo INE/CG634/2022 
aprobó el Plan Integral y Calendarios de Coordinación de los Procesos Electorales Locales 
Ordinarios 2022-2023 de los estados de Coahuila de Zaragoza y Estado de México. 

X.  El 26 de septiembre de 2022, el Consejo General del INE, mediante Acuerdo INE/CG627/2022 
aprobó la Estrategia de Capacitación y Asistencia Electoral (ECAE) 2022-2023 y sus respectivos 
anexos, en específico el Programa de Capacitación Electoral (Estructura Curricular). 

(...) 
MOTIVACIÓN 
(...) 
61.  El domingo 4 de junio de 2023, se celebrarán elecciones locales en las entidades de Coahuila y 

el Estado de México para elegir Gubernaturas en ambas entidades y 25 Diputaciones en 
Coahuila (16 de Mayoría Relativa y 9 de Representación Proporcional). 

62.  En este sentido, al ser la Observación Electoral un derecho exclusivo de la ciudadanía 
mexicana para participar presencialmente como observadora de los actos de preparación y 
desarrollo de los Procesos Electorales Federales y locales, el Instituto debe realizar acciones 
tendientes a informar a la ciudadanía respecto de los mecanismos con los que cuenta para 
hacer efectivo el ejercicio de sus derechos político-electorales, para presenciar y vigilar todos 
los actos que se desarrollan en el proceso comicial y verificar que estos se apeguen a las 
prescripciones legales nacionales y con los principios y normas internacionales aplicables. 

63.  El objetivo de la Observación Electoral consiste en imprimir un elemento más de certeza en el 
desarrollo de los procesos democráticos a partir de un procedimiento que permite a la 
ciudadanía que desee acreditarse como observadora u observador electoral, participando de 
manera activa en el desarrollo de los procesos electorales. 

(...) 
72.  Actualmente, la Observación Electoral se enfoca en el acceso, la participación y la garantía de 

los derechos políticos de grupos en situación de vulnerabilidad. Además, que ha sido muy 
importante para impulsar la paridad de género y fortalecer la igualdad sustantiva. 

(...) 
77.  En aras de fomentar la participación ciudadana y de contribuir al desarrollo de la vida 

democrática, este Consejo General ha aprobado la pertinencia de la ampliación del plazo de 
registro de solicitudes de la ciudadanía interesada en realizar actividades de Observación 
Electoral. No obstante, este plazo no podrá ampliarse más de 7 días, pues de lo contrario, se 
comprometerían las demás actividades sustantivas para la preparación de la Jornada Comicial. 
En consecuencia, se recibirán las solicitudes hasta el 7 de mayo de 2023, siendo este plazo 
improrrogable. 

(...) 
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82.  Los consejos locales y distritales del INE a través del Portal de Observadoras y Observadores 
Electorales darán trámite a las solicitudes de acreditación de las personas ciudadanas 
residentes en territorio nacional o en el extranjero interesadas en actuar como observadoras, 
sin menoscabo de donde se ubique el domicilio asentado en la credencial para votar. Las 
solicitudes de tipo individual, presentadas por la ciudadanía con domicilio en territorio nacional 
en la credencial para votar, serán recibidas de forma física o a través del Portal y aquellas 
solicitudes de tipo individual de la ciudadanía con domicilio en el extranjero en la credencial 
para votar, se recibirán preferentemente a través del Portal de Observadoras y Observadores 
Electorales. Respecto a las solicitudes realizadas por las organizaciones, tendrán que 
efectuarse en la modalidad presencial ante los órganos desconcentrados del Instituto o a través 
del Portal de Observadoras y Observadores Electorales. 

ACUERDO 

PRIMERO. Se emiten las convocatorias para que la ciudadanía interesada en participar como 
observadora electoral en los Procesos Electorales Locales ordinarios 2022-2023 en las entidades de 
Coahuila y Estado de México, y en su caso, los extraordinarios que de éstos se deriven, así también 
para realizar observación en el programa piloto del voto de las mexicanas y los mexicanos residentes 
en el extranjero en modalidad presencial en los módulos receptores de votación en el extranjero, las 
cuales forman parte del presente Acuerdo como Anexos 1 y 2. 

SEGUNDO. Se aprueba la ampliación del plazo para la recepción de solicitudes de la ciudadanía 
interesada en acreditarse como observadora electoral, por lo que las solicitudes podrán presentarse 
en forma personal o a través de la organización a la que pertenezcan a partir de la publicación de la 
Convocatoria y hasta el 7 de mayo de 2023, siendo este plazo improrrogable, por las razones 
expuestas en el Considerando 77. 

(…) 

El Acuerdo completo se encuentra disponible para su consulta en la dirección electrónica: 

Página INE: https://www.ine.mx/sesion-extraordinaria-del-consejo-general-19-de-octubre-de-2022/ 

Página DOF: www.dof.gob.mx/2022/INE/CGext202210_19_ap_17.pdf 

Ciudad de México, 19 de octubre de 2022.- El Director Ejecutivo de Organización Electoral, Mtro. Sergio 
Bernal Rojas.- Rúbrica. 

 

 

EXTRACTO del Acuerdo del Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el que se ratifica y, en su caso, 
se designa a las Consejeras y Consejeros Electorales de los Consejos Locales del Instituto Nacional Electoral para 
el Proceso Electoral Local 2022-2023 y los extraordinarios que deriven en las entidades de Coahuila y el Estado  
de México. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Instituto Nacional Electoral. 

Extracto Acuerdo del Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el que se ratifica y, 
en su caso, se designa a las Consejeras y Consejeros Electorales de los Consejos Locales del 
Instituto Nacional Electoral para el Proceso Electoral Local 2022-2023 y los extraordinarios 
que deriven en las entidades de Coahuila y el Estado de México 
Al margen un sello con el escudo Nacional, que dice Estados Unidos Mexicanos. Instituto 
Nacional Electoral. INE/CG727/2022 de fecha 19 de octubre de 2022. 

ANTECEDENTES 

(…) 

IV.  Criterios para garantizar la debida integración de los Consejos Distritales durante el PEF 
2020-2021. El 5 de mayo de 2021, la Comisión de Capacitación y Organización Electoral del 
Consejo General mediante el Acuerdo INE/CCOE017/2021, aprobó los Lineamientos para la 
integración de suplencias en los consejos distritales durante el desarrollo de las sesiones de 
jornada electoral, la extraordinaria previa al cómputo y la sesión especial de cómputo distrital 
para el Proceso Electoral Federal 2020-2021, en los que se establecieron medidas 
excepcionales para garantizar la debida integración de dichos órganos desconcentrados, en el 
contexto de la emergencia sanitaria causada por la COVID19. 

(...) 
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TERCERO. Motivación que sustenta la determinación 

(...) 

b)  Necesidad de instalación de los Consejos Locales del INE para los Procesos Electorales 
Locales Ordinarios 2022-2023 

 Para que el Consejo General cumpla con la atribución que tiene conferida en los artículos 44, 

numeral 1, inciso b) de la LGIPE y 5, párrafo 1, inciso b) del RIINE respecto a vigilar la oportuna 

integración y adecuado funcionamiento de los órganos del Instituto, es necesario ratificar y en 

su caso, designar a las y los ciudadanos que fungirán como Consejeras y Consejeros 

Electorales Locales de las entidades de Coahuila y del Estado de México, quienes en su 

oportunidad fueron designados o ratificados para ocupar dichos cargos para el PEF 2020-2021, 

y han manifestado explícitamente su disposición para participar en el PEL 2022-2023, además 

de que continúan cumpliendo con los requisitos establecidos en la normatividad y con los 

principios orientadores para la integración de sus respectivos consejos: paridad de género; 

pluralidad cultural de la entidad; participación comunitaria o ciudadana; prestigio público y 

profesional; compromiso democrático, y conocimiento de la materia electoral, que se establecen 

en los artículos 66, párrafo 1 de la LGIPE y 9, párrafos 2 y 3 del RE. 

 Si bien, las autoridades electorales de las entidades que celebrarán elecciones ordinarias en el 

mes de junio de 2023, en observancia de lo establecido en las legislaciones locales, han 

previsto el inicio del PEL respectivo en el mes de enero del próximo año, resulta indispensable 

que los Consejos Locales y Distritales del INE se instalen durante el año 2022, en virtud de que 

es necesaria su participación en las actividades que forman parte de la etapa de preparación de 

cada proceso electoral desarrolladas por el Instituto, en ejercicio de sus atribuciones 

constitucionales, de las cuales a continuación se enuncian algunas de las más relevantes que 

se desarrollarán en fechas próximas: 

(...) 

 Por lo anterior, es necesario y oportuno que los Consejos Locales de las entidades previamente 

citadas se instalen conforme a las fechas previstas por la autoridad electoral nacional: el 27 de 
octubre de 2022, ya que son los órganos responsables de ratificar o designar según 

corresponda, por mayoría absoluta, a las y los Consejeros Electorales que integren los 

Consejos Distritales, previa verificación que, en su caso, continúan cumpliendo con los 

requisitos normativos establecidos, así como dar seguimiento y supervisar las actividades de 

los mismos, toda vez que se ha previsto la instalación de los órganos distritales el 16 de 
noviembre de 2022. 

ACUERDO 

PRIMERO. Se ratifica en su cargo y en su caso se designa a las Consejeras y los Consejeros 

Electorales propietarios y suplentes para integrar los Consejos Locales del Instituto Nacional 

Electoral durante el PEL 2022-2023 y los extraordinarios que se deriven en las entidades de Coahuila 

y del Estado de México, una vez que se ha verificado que continúan cumpliendo con los requisitos 

establecidos en la Ley, de conformidad con los dictámenes que sustentan dichas ratificaciones, 

identificados como Anexos 1 y 2, y con la relación que a continuación se señala: 

(…) 

El Acuerdo completo se encuentra disponible para su consulta en la dirección electrónica: 

Página INE: https://www.ine.mx/sesion-extraordinaria-del-consejo-general-19-de-octubre-de-2022/ 

Página DOF: www.dof.gob.mx/2022/INE/CGext202210_19_ap_18.pdf 

Ciudad de México, 19 de octubre de 2022.- El Director Ejecutivo de Organización Electoral, Mtro. Sergio 
Bernal Rojas.- Rúbrica. 
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 SECCION DE AVISOS 
 
 
 

 AVISOS JUDICIALES 
 
 
 
 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado de Veracruz, con residencia en Boca del Río 
EDICTO. 

 
En el juicio de amparo número 503/2022, promovido por Ana Elvia Puertos Benavides, apoderada legal de 

Héctor Manuel Rodríguez Martínez, contra actos del Juez Cuarto de Primera Instancia y otro, con residencia 
en Veracruz, Veracruz, se ordenó notificar por edictos a la tercera interesada Rosa Bertha Tufiño Campos, a 
quien se hace saber que deberá presentarse en este Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado, dentro del plazo 
de treinta días, contado a partir del siguiente al de la última publicación, a efecto de correrle traslado con copia 
autorizada de la demanda de amparo y auto admisorio; significándole que la audiencia constitucional se 
establecerá una vez que transcurra el término concedido para su comparecencia al juicio de amparo, y para 
su publicación por tres veces de siete en siete días hábiles en el Diario Oficial de la Federación y en Excélsior 
de la Ciudad de México, se expide el edicto; lo anterior en cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 27, 
fracción III, inciso c), segundo párrafo de la Ley de Amparo y 315, del Código Federal de Procedimientos 
Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, conforme a su numeral segundo, apercibido que de no 
comparecer y señalar domicilio procesal, las subsecuentes notificaciones, aún las de carácter personal, se le 
harán por lista de acuerdos, en términos de lo dispuesto por el artículo 26, fracción III, de la Ley de Amparo. 

 
Boca del Río, Veracruz, 18 de octubre de 2022. 

El Secretario encargado del Despacho del Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado.  
Miguel Gastón Manzanilla Hernández. 

Rúbrica. 
(R.- 528861) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Primero de Distrito en Materia de Amparo Civil, Administrativo 
y de Trabajo y de Juicios Federales en el Estado de Querétaro 

EDICTO 
 

AURA YOUR BUSINESS OUR PASSION, SOCIEDAD DE RESPONSABILIDAD 
LIMITADA DE CAPITAL VARIABLE. 

En razón de ignorar su domicilio, por este medio se le notifica el inicio del juicio de amparo indirecto 
tramitado bajo el número 263/2021, promovido por Gerardo Ituarte Hesles, contra actos del Fiscal de 
Acusación de la Unidad 5, de la Fiscalía General de Justicia del Estado de Querétaro, emplazándola por este 
conducto para que en el plazo de treinta días contados a partir del siguiente al de la última publicación de este 
edicto, comparezca por conducto de cualquiera de sus representantes legales, al juicio de amparo de mérito, 
apercibiéndolo que de no hacerlo, este se seguirá conforme a derecho y las subsecuentes notificaciones se le 
harán por lista que se publique en los estrados de este Juzgado Primero de Distrito en Materia de Amparo 
Civil, Administrativo y de Trabajo y de Juicios Federales en el Estado de Querétaro, quedando a su 
disposición en la Secretaría de acuerdos, las copias simples de traslado. 

 
Atentamente 

Santiago de Querétaro, Querétaro; 19 de octubre de 2022. 
El Secretario de Acuerdos del Juzgado Primero de Distrito en Materia de Amparo Civil, 

Administrativo y de Trabajo y de Juicios Federales en el Estado de Querétaro. 
Licenciado Gonzalo García Beltrán del Río. 

Rúbrica. 
(R.- 528862) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, 

San Andrés Cholula, Puebla 
EDICTO 

 
A ELISETH ESCAMILLA NAVARRO, CAROLINA GONZÁLEZ VALLE y GIOVANNI TAPIA TENORIO, en 

su carácter de parte tercero interesada en el juicio de amparo directo D-17/2022, promovido por FELIPE 
GUZMÁN BÁEZ, contra la sentencia de tres de mayo de dos mil veintiuno, dictada por los Magistrados de la 
Tercera Sala en Materia Penal del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Puebla, en el toca 163/2020, 
relativo al recurso de apelación interpuesto contra la sentencia pronunciada en el proceso 211/2010, por el 
Juez de lo Penal del Distrito Judicial de Acatlán de Osorio, Puebla, instruido por los delitos de violación 
tumultuaria y abuso de autoridad, y al desconocerse su domicilio actual, se ha dispuesto correr traslado con 
copia de la demanda y notificarles el auto admisorio, por medio de edictos, en términos de los artículos 27, 
fracción III, inciso c), y 181, de la Ley de Amparo. Quedan a su disposición en la Actuaría de este tribunal 
copia simple de la referida demanda y del proveído en cita, por lo que deberán presentarse ante este Órgano 
Colegiado ubicado en Avenida Osa Menor 82, Ciudad Judicial Siglo XXI, Reserva Territorial Atlixcáyotl, San 
Andrés Cholula, Puebla, Ala Norte, piso 9, a deducir los derechos que les corresponden y señalar domicilio en 
la ciudad de Puebla o zona conurbada, dentro del término de treinta días, contados a partir del siguiente al de 
la última publicación; en caso contrario, las subsecuentes notificaciones se les realizarán por lista, como lo 
disponen los diversos preceptos 26, fracción III, y 27, fracción III, inciso b), de la citada normatividad. 
 

Atentamente 
San Andrés Cholula, Puebla, a 27 de octubre de 2022. 

Secretario de Acuerdos del Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Cirtuito. 
Lic. Antonio Rodríguez Ortiz 

Rúbrica. 
(R.- 529013) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Decimoprimero de Distrito en el Estado de México, 
con residencia en Naucalpan de Juárez 

EDICTO 
 
Al margen un sello con el escudo nacional que dice: Estados Unidos Mexicanos. 
Terceros interesados: Jing Wu 
““Inserto: Se comunica Jing Wu, en su carácter de tercera interesada, que en el Juzgado Decimoprimero 

de Distrito en el Estado de México con residencia en Naucalpan de Juárez, mediante proveído de treinta de 
marzo de dos mil veintidós, se admitió a trámite la demanda de amparo promovida por Juan Carlos García 
Habana, la cual se registró con el número 363/2022-XII, contra actos del Juez de Control del Distrito 
Judicial de Tlalnepantla, Estado de México, consistentes en: - El auto de vinculación a proceso de veintidós 
de noviembre de dos mil veinte, dictado por el Juez de Control de Tlalnepantla de Baz, Estado de México,  
en los autos de la carpeta administrativa 2088/2020.” 

Para su publicación en el periódico de mayor circulación y en el diario oficial de la federación,  
por tres veces de siete en siete días hábiles. 

 
Atentamente. 

Secretario del Juzgado Decimoprimero de Distrito en el Estado de México, con residencia en 
Mayra Concepción Maldonado Marquina 

Rúbrica. 
(R.- 529063) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Sexto de Distrito en el Estado de Guerrero 
Acapulco 

Sección de Amparo 
Acapulco, Gro. 

EDICTO. 
 

“Idolina Rojas Sorroza”. 
“Cumplimiento auto dieciocho de octubre de dos mil veintidós, dictado por la Juez Sexto Distrito Estado 

Guerrero, en Juicio Amparo 364/2022, promovido por Ernesto Apac Severiano, contra actos del Juez de 
Control y Enjuiciamiento Penal con Jurisdicción y Competencia en el Distrito Judicial de Tabares, con sede en 
esta ciudad, se hace conocimiento que les resulta el carácter de tercera interesada, en términos artículo 5°, 
fracción III, de ley de amparo y 315 Código Federal Procedimientos Civiles aplicado supletoriamente, se 
mandó emplazar por edictos a juicio, si a su interés conviniere se apersone, debiéndose presentar este 
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juzgado federal, ubicado  Boulevard de las Naciones número 640, Granja 39, Fracción “A”, Fraccionamiento 
Granjas del Marqués, código postal 39890, Acapulco, Guerrero, deducir derechos dentro de término TREINTA 
DÍAS, a partir siguiente última publicación del presente edicto; apercibida de no comparecer lapso indicado, 
ulteriores notificaciones personales surtirán efectos por lista que se publique en estrados de este órgano 
control constitucional.” 

En la inteligencia que este juzgado ha señalado diez horas con diez minutos del veinticuatro de octubre de 
dos mil veintidós, celebración audiencia constitucional, queda disposición en secretaría juzgado copia 
demanda amparo.” 

Para su publicación por tres veces, de siete en siete días hábiles en el Diario Oficial de la Federación y en 
el periódico de mayor circulación en la República Mexicana, se expide la presente en la ciudad de Acapulco, 
Guerrero, a dieciocho de octubre de dos mil veintidós. 
 

Secretario del Juzgado Sexto de Distrito en el Estado de Guerrero. 
Lic. Lenin Francisco Gil Herrera. 

Rúbrica. 
(R.- 528864) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil 
del Vigésimo Segundo Circuito, en Querétaro, Qro. 

EDICTO 
 

DESARROLLOS VIVENCO, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE, POR CONDUCTO DE 
QUIEN LA REPRESENTE LEGALMENTE. 

En razón de ignorar su domicilio, por este medio se le notifica el inicio del juicio de amparo directo 
tramitado bajo el número 321/2022, promovido por Premier Servicios Inmobiliarios, Sociedad Anónima de 
Capital Variable, por conducto de su apoderada Liliana Nieto Mendoza, en contra de la resolución 
de veinticuatro de marzo de dos mil veintidós, dictada por Segunda Sala Civil del Tribunal Superior de Justicia 
del Estado de Querétaro, en el expediente 159/2021, de su índice; emplazándolo por este conducto, para que 
dentro del plazo de TREINTA DÍAS contados a partir del siguiente al de la última publicación de este edicto, 
comparezca al juicio de amparo de mérito, apercibiéndolo que de no hacerlo, este se seguirá conforme a 
derecho y las subsecuentes notificaciones se le harán por lista que se fije en los estrados de este Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Vigésimo Segundo Circuito, quedando a su 
disposición en la Secretaría de Acuerdos, las copias simples de traslado. 
 

Atentamente 
Santiago de Querétaro, Querétaro, veintiuno de octubre de dos mil veintidós. 

Secretario del Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa  
y Civil del Vigésimo Segundo Circuito. 

Licenciado Domingo Pérez Arias 
Rúbrica. 

(R.- 529308) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Decimoprimero de Distrito en el Estado de Guanajuato 

EDICTO. 
 

Estados Unidos Mexicanos Poder Judicial de la Federación, Juzgado Decimoprimero de Distrito en el 
Estado de Guanajuato, con residencia en la ciudad de León, Guanajuato. 

En el Juzgado Decimoprimero de Distrito en el Estado de Guanajuato, con residencia en León, se 
encuentra radicado el juicio de amparo 586/2022, promovido por Juan Álvarez Brambila, contra actos del 
Juzgado Sexto Civil de Partido del Poder Judicial del Estado de Guanajuato con residencia en esta ciudad. 
Juicio de amparo en el que con fundamento en lo dispuesto por los artículos 27, fracción III, inciso b), segundo 
párrafo, de la Ley de Amparo y 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria, se 
ordena emplazar al tercero interesado Manuel Garrido Cruzado, por medio de edictos que deberán publicarse 
por tres veces de siete en siete días, en el Diario Oficial de la Federación y en uno de los periódicos de mayor 
circulación en la República; en el entendido que el referido tercero interesado deberá comparecer a juicio 
dentro del plazo de treinta días, contando a partir del siguiente al de la última publicación, por apoderado o 
gestor que pueda representarla. Asimismo, se le hace saber que en el plazo de tres días, deberá designar 
domicilio para oír notificaciones en esta ciudad y que, en caso de no hacerlo, las subsecuentes se le harán por 
medio de lista que se fije en los estrados, con fundamento en el artículo 26, fracción III, de la Ley de Amparo. 

Lo que se hace constar para los fines legales consiguientes. 
 

“2022, Año de Ricardo Flores Magón.” 
León, Guanajuato, 18 de octubre de 2022 

Secretaria del Juzgado Decimoprimero de Distrito en el Estado de Guanajuato. 
Alexandra Peña Becerra 

Rúbrica. 
(R.- 529310) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Tercero de Distrito en el Estado de Chiapas, 
en Tapachula de Córdova y Ordóñez, Chiapas 

EDICTO 
 

MIGUEL ARMANDO MORGAN HERNÁNDEZ Y JORGE LUGO SERRANO. 
PRESENTE:  
EN LOS AUTOS DEL JUICIO DE AMPARO 191/2021, PROMOVIDO POR MIGUEL ARMANDO 

MORGAN HERNÁNDEZ Y JORGE LUGO SERRANO, CONTRA ACTOS DEL JUEZ PRIMERO DE LO 
PENAL EN EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA, CON RESIDENCIA EN TIJUANA Y OTRAS 
AUTORIDADES, POR ACUERDO DE CATORCE DE OCTUBRE DOS MIL VEINTIDÓS, SE ORDENÓ 
EMPLAZAR A JUICIO A RICARDO PINEDA, POR EDICTOS QUE SE PUBLICARAN POR TRES VECES, DE 
SIETE EN SIETE DÍAS, EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN Y EN UN PERIÓDICO DE MAYOR 
CIRCULACIÓN EN LA REPÚBLICA MEXICANA, PARA QUE EN EL PLAZO DE TREINTA DÍAS, CONTADOS 
A PARTIR DE LA ÚLTIMA PUBLICACIÓN DE EDICTOS, SE APERSONE AL PRESENTE JUICIO EN SU 
CARÁCTER DE TERCERO INTERESADO, SI CONVINIEREN A SUS INTERESES, EN EL ENTENDIDO 
QUE LA COPIA DE LA DEMANDA DE AMPARO QUEDA A SU DISPOSICIÓN EN LA SECRETARÍA DE 
ESTE JUZGADO TERCERO DE DISTRITO EN EL ESTADO DE CHIAPAS, CON RESIDENCIA EN ESTA 
CIUDAD. EXPIDO EL PRESENTE EDICTO EN TAPACHULA DE CÓRDOVA Y ORDOÑEZ, CHIAPAS, EL 
CATORCE DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTIDÓS. 

 
Secretario del Juzgado Tercero de Distrito en el Estado de Chiapas. 

Juan Carlos Hernández Trejo. 
Rúbrica. 

(R.- 529372) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Decimosexto Circuito 

Guanajuato 
EDICTO 

 
Tercero interesado Crescencio Carranco Domínguez. 

Por este conducto, se ordena emplazar al tercero interesado Crescencio Carranco Domínguez, dentro del 
juicio de amparo directo 158/2022, promovido por Christian Santiago Ojeda González, contra actos de la 
Quinta Sala Penal del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, en cuya demanda de amparo se señala: 

IV. Acto reclamado: la sentencia de 28 de abril de 2022, dictada en el toca 26/2018. 
VI. Preceptos constitucionales cuya violación se reclama: 1, 14, 16, 17 y 20. 
Se hace saber al tercero interesado en cuestión, que debe presentarse ante este tribunal colegiado a 

defender sus derechos; apercibido que de no comparecer, se continuará el juicio sin su presencia, haciéndose 
las ulteriores notificaciones en las listas que se fijan en los estrados de este tribunal. 

Publíquese por tres veces, de siete en siete días, en el Diario Oficial de la Federación. 
 

Atentamente. 
 “2022, Año de Ricardo Flores Magón”. 

Guanajuato, Gto., 03 de noviembre de 2022. 
El Secretario de Acuerdos del Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Decimosexto Circuito. 

Lic. Brian Josue Salgado Meza. 
Rúbrica. 

(R.- 529388) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Cuarto de Distrito de Amparo y Juicios Federales en el Estado de Chiapas, 

con residencia en Tuxtla Gutiérrez 
EDICTO 

 
Gilber Aberdai Díaz Gómez e 
Isidro Apolinar Fuentes Hernández 
Parte terceros interesados. 
En el juicio de amparo 182/2022 IV-B, promovido por Aura Noriega Vilchis, contra actos del Juez de 

Control y Tribunales de Enjuiciamiento del Distrito Judicial de Ocosingo y Yajalón, dependiente del Tribunal 
Superior de Justicia del estado de Chiapas, en el que reclama la emisión del proveído que dictó con fecha 
trece de enero de dos mil veintidós; se ordenó emplazar a juicio con el carácter de tercero interesado a Gilber 
Aberdai Díaz Gómez e Isidro Fuentes Hernández. 

Hágase del conocimiento de los terceros interesados de referencia, que dentro del término de treinta días, 
contados a partir del siguiente al de la última publicación de los edictos, deberá comparecer ante este 
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Juzgado Cuarto de Distrito de Amparo y Juicios Federales en el Estado de Chiapas, con residencia en la 
ciudad de Tuxtla Gutiérrez, situado en Boulevard Ángel Albino Corzo número 2641, edificio “A”, planta alta, del 
Palacio de Justicia Federal, colonia Las Palmas, de esta ciudad; en horario de nueve a quince horas, 
a recoger la copia de traslado, comparezca a juicio si a sus intereses conviene, autorizar persona que la 
represente y señalar domicilio en esta ciudad, para recibir citas y notificaciones; apercibidos que de no 
hacerlo, se le harán las subsecuentes notificaciones a través de los estrados de este Juzgado. 

Asimismo, hágase de su conocimiento que se señalaron las once horas con treinta minutos del 
veinticuatro de noviembre de dos mil veintidós, para la celebración de la audiencia constitucional. 

 
Atentamente. 

Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, veinte de octubre de dos mil veintidós. 
El Secretario del Juzgado Cuarto de Distrito de Amparo y Juicios Federales en el Estado de Chiapas. 

Lic. Jorge Luis Aguilera Reyes. 
Rúbrica. 

(R.- 529025) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación  
Tribunal Laboral Federal de Asuntos Individuales en el Estado de Campeche 

Cd. del Carmen, Camp. 
EDICTO 

 
En el expediente 185/2021, promovido por Yasnnay Magaña Zarrabal, se emplaza a juicio a las 

demandadas Asociación de trabajadores con FPLR, Sociedad Civil, Luis Chan, Emilio Segura, Ricardo Brian 
Rosas y Raúl Burgos Sánchez, parte demandada en el referido procedimiento laboral; en virtud de que se 
desconocen sus domicilios. Cuentan con el plazo de treinta días, contados a partir del día siguiente al de la 
última publicación del presente edicto para que concurran a este Tribunal Laboral Federal a hacer valer lo que 
a su interés conviniere. Apercibidas que, en caso de no desahogar el citado requerimiento en el plazo 
concedido para ello, este Tribunal tendrá por admitidas las peticiones de la parte actora, salvo aquellas que 
sean contrarias a lo dispuesto por la ley, así como por perdido su derecho a ofrecer pruebas y, en su caso, a 
formular reconvención; asimismo, las ulteriores notificaciones, aun las de carácter personal se le harán por 
estrados. 

 
Ciudad del Carmen, Campeche, a 21 de octubre de 2022. 

Juez del Tribunal Laboral Federal de Asuntos Individuales en el Estado de Campeche, 
con sede en Ciudad del Carmen 

Marcial Laguna Cardona 
Rúbrica. 

(R.- 529525) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Primero de Distrito en Materia de Amparo y Juicios Federales en el Estado de México 

EDICTO 
 
En el juicio de amparo 1400/2022-VII, promovido por Víctor Manuel López Bucio, apoderado de Henkel 

Capital, Sociedad Anónima de Capital Variable, contra actos de la Junta Especial Número Dos de la Local 
de Conciliación y Arbitraje del Valle de Toluca y otros, consistentes en el ilegal emplazamiento al juicio 
laboral J.2/733/2014 y como consecuencia todo lo actuado. Hágase el emplazamiento a juicio del tercero 
interesado Andrés Jiménez Martínez, por medio de edictos, haciéndole del conocimiento que deberá 
presentarse dentro del término de treinta días, contado a partir del siguiente al de la última publicación de los 
edictos, ante este juzgado ubicado en Avenida Doctor Nicolás San Juan, Número 104, cuarto piso del Edificio 
Anexo, Colonia Ex rancho Cuauhtémoc, código postal 50010, ya que de no hacerlo, se le harán las 
subsecuentes notificaciones por medio de lista que se fija en este juzgado. 

 
Toluca, Estado de México; 03 de noviembre de 2022. 

Secretaria del Juzgado Primero de Distrito en Materia de 
Amparo y Juicios Federales en el Estado de México. 

Licenciada Eva María Garrido Calvillo. 
Rúbrica. 

(R.- 529564) 
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Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Segundo de Distrito de Amparo en Materia Penal en la Ciudad de México 

EDICTO 

 

En los autos del juicio de amparo número 684/2022-IV, promovido por Héctor Antonio Amabile Vigueras, 

contra actos de Juez de Control del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, se ordenó emplazar 

por edictos al tercero interesado Gustavo Adolfo Juárez Suárez, y se le concede un término de treinta días 

contados a partir de la última publicación para que comparezca a juicio a hacer valer sus derechos y señale 

domicilio para oír y recibir notificaciones en esta ciudad; apercibido que de no hacerlo, las ulteriores 

notificaciones aún las de carácter personal, se practicarán por medio de lista. 

 

Atentamente. 

Ciudad de México, 21 de octubre de 2022. 

Secretaria del Juzgado Segundo de Distrito de Amparo en Materia Penal en la Ciudad de México. 

Lic. Cinthia Nayeli Nabor Rodríguez. 
Rúbrica. 

(R.- 529566) 
Estados Unidos Mexicanos  

Poder Judicial de la Federación 
Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito 

Zapopan, Jalisco 
EDICTOS  

 
En el Amparo Directo 360/2022, del índice del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer 

Circuito, promovido por GRUPO CONSTRUCTOR FEDAL, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE, 
reclamando de la Octava Sala del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, la resolución dictada el treinta y 
uno de mayo último, en el toca 209/2022; se ordenó emplazar mediante edictos  a la parte tercera interesada 
Jorge Alberto Silva Arias y Equipos Pesados y Construcciones Fedimi, Sociedad Anónima de Capital Variable; 
quienes deberán comparecer a este tribunal, a deducir sus derechos, dentro del plazo de treinta días hábiles, 
contado a partir del siguiente al de la última publicación, apercibidos que de no hacerlo, las notificaciones 
ulteriores, incluso las de carácter personal, se harán por medio de lista; quedan copias de la demanda a su 
disposición en este órgano federal.  

Para su publicación en días hábiles, por tres veces, de siete en siete días, en el Diario Oficial de la 
Federación y en el periódico Excélsior.  

 
Zapopan, Jalisco, tres de noviembre de dos mil veintidós. 

Secretaria del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, 
ubicado en Anillo Periférico Poniente 7727, Edificio XB, piso 6, Fraccionamiento Ciudad Judicial, en el 

Municipio de Zapopan, Jalisco, C.P. 45010. 
Lic. Aída Azucena Castañeda Franco. 

Rúbrica. 
(R.- 529736) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Decimonoveno Circuito, 
con residencia en Ciudad Victoria, Tamaulipas 

Secretaría de Acuerdos 
Cd. Victoria, Tam. 

EDICTO 
 

FERNANDO DANIEL GARCÍA CASTILLO, ULISES ELEAZAR GARCÍA CASTILLO y CRISTIAN ESAU 
GARCÍA CASTILLO. 

Domicilio desconocido. 
En el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Noveno Circuito, con 

residencia en Ciudad Victoria, Tamaulipas, se recibió demanda de amparo, la cual se radicó con el número 
403/2020, promovida por JUAN HUMBERTO RODRÍGUEZ VILLEDA, contra actos de la Sexta Sala del 
Supremo Tribunal de Justicia del Estado, con residencia en esta ciudad, consistente en la sentencia dieciocho 
de abril de dos mil siete, dictado en el toca penal 261/2007, resultando como terceros interesados 
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FERNANDO DANIEL GARCÍA CASTILLO, ULISES ELEAZAR GARCÍA CASTILLO y CRISTIAN ESAU 
GARCÍA CASTILLO, y en virtud de desconocerse el domicilio actual, este órgano jurisdiccional ordenó su 
emplazamiento mediante edictos, a fin de que acudan al tribunal en cita, a defender sus intereses, quedando 
a disposición en la Secretaría de Acuerdos del propio tribunal, copia autorizada de la referida demanda. Dos 
firmas ilegibles, rúbricas. 

Y por el presente que se publicará por tres veces de siete en siete días en el Diario Oficial de la 
Federación y en uno de los periódicos diarios de mayor circulación en la República Mexicana, fijándose 
además en la puerta de este Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Decimonoveno 
Circuito, una copia íntegra del auto de cinco de octubre de dos mil veintidós, que se le manda notificar. 

 
Ciudad Victoria, Tamaulipas, a 5 de octubre de 2022. 

El Secretario de Acuerdos del Segundo Tribunal Colegiado 
en Materias Penal y de Trabajo del Decimonoveno Circuito. 

Licenciado Basilio René González Parra. 
Rúbrica. 

(R.- 529218) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito 

Monterrey, Nuevo León 
Actuaciones 
EDICTOS 

 
“SERVICIOS FINANCIEROS DE DESARROLLO COMUNITARIO”, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL 

VARIABLE, SOCIEDAD FINANCIERA DE OBJETO MÚLTIPLE, ENTIDAD NO REGULADA. 
En el lugar en que se encuentre hago saber a usted que: en los autos del juicio de amparo directo 

505/2022, promovido por Tomás Camacho Reyes, por su propio derecho, contra la sentencia definitiva de 
treinta de junio de dos mil veintidós, dictada por el Juez del Juzgado de Menor Cuantía del Primer Distrito 
Judicial del Estado de Nuevo León, dentro del expediente 22630/2021, radicado en este Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, se le ha señalado como tercera interesada y como se 
desconoce su domicilio actual, por acuerdo de veintinueve de septiembre de dos mil veintidós, se ordenó 
emplazarla por edictos, en el Diario Oficial de la Federación y en el periódico “El Porvenir”, haciéndole saber 
que podrá presentarse en este Tribunal Colegiado a defender sus derechos de considerarlo necesario, dentro 
de treinta días contados a partir del siguiente al de la última publicación, apercibida que de no hacerlo, las 
posteriores notificaciones se le harán por lista de acuerdos, que se fije en los estrados de este Órgano, 
quedando a su disposición en la Secretaría de Acuerdos del mismo copia simple de la demanda de amparo. 

 
Monterrey, Nuevo León; 08 de noviembre de 2022. 

El Secretario de Acuerdos del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito 
Lic. Juan Carlos Ortegón de la Fuente. 

Rúbrica. 
(R.- 529775) 

Estados Unidos Mexicanos 
Juzgado Primero de Distrito en el Estado 

Tapachula de Córdova y Ordóñez, Chiapas 
EDICTO 

 
DIMAS AYALA GÓMEZ. 
EN DONDE SE ENCUENTRE. 
En el juicio de amparo número 446/2022, promovido por Félix Alberto Ruiz Estrada, contra actos que 

reclama del Juzgado Primero Penal del Distrito Judicial de Tapachula, Jueza Primero de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Xalapa, Veracruz, y del Encargado de la Dirección General del Centro 
Federal de Readaptación Social Número Cinco Oriente, con sede en Cerro de León, Villa Aldama, 
Veracruz; por acuerdo de veintiocho de septiembre de dos mil veintidós, se ordenó emplazarlo por medio de 
edictos que se publicarán por tres veces, de siete en siete días, en el Diario Oficial de la Federación y en un 
periódico de mayor circulación en la República Mexicana; para que en un plazo de treinta días siguientes al 
de la última publicación, se apersone al presente juicio en su carácter de tercero interesado, si así conviniere 
a sus intereses; en el entendido, que la copia de la demanda de amparo, queda a su disposición en la 
Secretaría de este Juzgado Primero de Distrito en el Estado, con residencia en Tapachula, Chiapas. 

Y para su publicación por tres veces, de siete en siete días, en un periódico de mayor circulación en la 
República Mexicana y en el Diario Oficial de la Federación, expido el presente edicto, en la ciudad de 
Tapachula de Córdova y Ordoñez, Chiapas, a los veintiocho días del mes de septiembre de dos mil veintidós. 

 
Secretario del Juzgado Primero de Distrito en el Estado de Chiapas. 

Pedro Castillo Castañón. 
Rúbrica. 

(R.- 529787) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Segundo de Distrito en Materia Penal 
en el Estado de Nuevo León 

“EDICTO” 
 

Testigo: Agrimiro Jiménez Hernández. 
Domicilio: Ignorado. 
En los autos del proceso penal 03/2014, instruido contra Max Alejandro Navarro Alcalá, por el delito  

de portación de arma de fuego del uso exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea y otro, el quince de 
noviembre de dos mil veintidós, se dictó un proveído en el cual se programaron las once horas del cuatro  
de enero del dos mil veintitrés, para el desahogo de la diligencia en la que intervendrá Agrimiro Jiménez 
Hernández; ordenándose la notificación del citado testigo, por medio de edictos en atención a que se 
desconoce su domicilio, mismo que se publicará por única vez en el Diario Oficial de la Federación y en el 
periódico “El Norte”, que se edita en esta ciudad de Monterrey, Nuevo León, haciéndole del conocimiento que 
deberá comparecer al recinto oficial que ocupa este Juzgado Segundo de Distrito en Materia Penal en el 
Estado de Nuevo León, ubicado en avenida Constitución, 241 poniente, zona Centro, en esta ciudad, 
debidamente identificado, para la práctica de la diligencia mencionada. 

Lo que se comunica a usted para los efectos legales correspondientes. 
 

Monterrey, Nuevo León, a 15 de noviembre de 2022. 
Secretario del Juzgado Segundo de Distrito en Materia Penal en el Estado de Nuevo León. 

Agustín Valdes Galindo. 
Rúbrica. 

(R.- 530084) 
Estados Unidos Mexicanos 

Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Veracruz 
con sede en Xalapa 

EDICTO 
 

Socorro Quiroz Badillo 
Se hace saber que en los autos de la Impugnación a la Determinación del Ministerio Público de la 

Federación 49/2021 promovido por el impugnante Ricardo Manuel Ensastiga Correa, le atribuyó la comisión 
de alguna conducta con apariencia de delito, lo que se hace de su conocimiento para que decida si tiene 
interés en acudir o no a la audiencia señalada para las TRECE HORAS DEL ONCE DE ENERO DE DOS MIL 
VEINTITRÉS, en la sala uno de este Centro de Justicia Penal Federal, ubicada en Avenida Culturas 
Veracruzanas 120, colonia Reserva Territorial, Xalapa, Veracruz, edificio B, planta baja; en la que se resolverá 
por el órgano jurisdiccional la legalidad de la determinación relativa a la determinación de archivo temporal del 
fiscal en la carpeta de investigación FED/VER/XLPA/0001640/2020 del índice del agente del Ministerio 
Público de la Federación Titular de la Célula 4-II, Xalapa, Veracruz, en el entendido de que no es 
indispensable su presencia, ya que puede decidir si es conveniente acudir a ella, nombrar un defensor o 
estarse a la defensa genérica a través del defensor público federal y como se desconoce su domicilio actual, 
en acuerdo de siete de noviembre de dos mil veintidós se ordenó emplazarle por edictos. 

 
Atentamente 

Xalapa, Veracruz, 07 de noviembre del 2022 
Administrador del Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Veracruz, con residencia en Xalapa. 

Pavel Yaved Hernández Flores 
Rúbrica. 

(R.- 530089) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Décimo Segundo de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México 

EDICTO 
 
En los autos del juicio de amparo indirecto 797/2022-II, del índice del Juzgado Décimo Segundo de 

Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México, promovido por Rubén Almanza Jiménez, actuando en 
nombre y representación de Arrendadora y Factor Banorte, Sociedad Anónima de Capital Variable, Sociedad 
Financiera de Objeto Múltiple, Entidad Regulada, Grupo Financiero Banorte, contra actos de la Décima Sala y 
del Juez Séptimo, ambos de lo Civil del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, en el cual 
reclama la sentencia de fecha siete de julio de dos mil veintidós, dictada en el toca 362/2022/1, por 
la Décima Sala Civil del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, en la cual confirmó la 
resolución emitida por el Juez Séptimo de lo Civil del citado tribunal, en el juicio especial hipotecario 
número 1174/2016, en donde se aprobó la diligencia de remate en primera almoneda celebrada el seis 
de diciembre de dos mil veintiuno, así como la adjudicación de los inmuebles subastados a favor de la 



Lunes 12 de diciembre de 2022 DIARIO OFICIAL      277 

 

actora y el otorgamiento de la escritura pública; y ante la imposibilidad de emplazar a la tercera 
interesada Grupo Inmobiliario del Primer Cuadro, Sociedad Anónima de Capital Variable, se ordenó su 
emplazamiento por medio de EDICTOS los que deberán publicar en el Diario Oficial de la Federación y en 
un periódico de circulación nacional por tres veces, de siete en siete días, apercibiendo a dicha tercera 
interesada que tiene el plazo de treinta días contado a partir del siguiente al de la última publicación, para 
comparecer a este juicio, para los efectos legales procedentes quedando a su disposición copia de la 
demanda de amparo y auto admisorio de cinco de agosto de dos mil veintidós, en el local de este juzgado; 
también que de no señalar domicilio para oír y recibir notificaciones dentro de la jurisdicción de este órgano 
federal o de no comparecer, se le harán las subsecuentes notificaciones por medio de los estrados que se 
fijen en este órgano jurisdiccional. 

 
Ciudad de México, veintiocho de octubre de dos mil veintidós. 

Secretaria del Juzgado Décimo Segundo de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México. 
Xóchitl Citlali Pineda Pérez 

Rúbrica. 
(R.- 529248) 

Estados Unidos Mexicanos 
Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Veracruz 

con sede en Xalapa 
EDICTO 

 
Lili Zenteno Aguilar 

Se hace saber que en los autos de la Impugnación a la Determinación del Ministerio Público de la 
Federación 113/2021 promovido por Subadministradora Desconcentrada Jurídica de la Administración 
Desconcentrada Jurídica de Veracruz “1”, le atribuyó la comisión de alguna conducta con apariencia de delito, 
lo que se hace de su conocimiento para que decida si tiene interés en acudir o no a la audiencia señalada 
para las ONCE HORAS DEL VEINTISIETE DE FEBRERO DE DOS MIL VEINTITRÉS, en la sala dos de este 
Centro de Justicia Penal Federal, ubicada en Avenida Culturas Veracruzanas 120, colonia Reserva Territorial, 
Xalapa, Veracruz, edificio B, planta baja; en la que se resolverá por el órgano jurisdiccional la legalidad de la 
determinación relativa a la omisión el fiscal en la carpeta de investigación FED/VER/PAN/0001111/2018 del 
índice del agente del Ministerio Público de la Federación, Titular de la Célula B-IV-1, en Tuxpan, Estado de 
Veracruz, en el entendido de que no es indispensable su presencia, ya puede decidir si es conveniente acudir 
a ella, nombrar un defensor o estarse a la defensa genérica a través del defensor público federal y como se 
desconoce su domicilio actual, en acuerdo de ocho de noviembre de dos mil veintidós se ordenó emplazarle 
por edictos. 

 
Atentamente 

Xalapa, Veracruz, 08 de noviembre del 2022 
Administrador del Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Veracruz, con sede en Xalapa. 

Pavel Yaved Hernández Flores 
Rúbrica. 

(R.- 530091) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Primero de Distrito en el Edo. de Campeche, Camp. 

Avenida Patricio Trueba número 245 colonia San Rafael código postal 24090, 
San Francisco de Campeche, Campeche 

EDICTO: 
 

A: David Elías Santos Calán  
En la causa penal 44/2014, instruida al encausado Ulises Zarazúa Ballina, por el delito Contra el 

Ambiente, se ordenó notificar por edicto al testigo David Elías Santos Calán, que deberá comparecer con 
identificación oficial, ante el Juzgado Primero de Distrito en el Estado de Campeche, ubicado en Avenida 
Patricio Trueba número Doscientos cuarenta y cinco, colonia San Rafael código postal 24090, en esta ciudad, 
a las doce horas del veintiocho de diciembre de dos mil veintidós; lo anterior, para el desahogo de 
diligencias de carácter penal. 

 
San Francisco de Campeche, Campeche, dieciséis de noviembre de dos mil veintidós. 

Juez Primero de Distrito en el Estado de Campeche. 
Grissell Rodríguez Febles. 

Rúbrica. 
(R.- 530096) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Decimosexto Circuito 
Guanajuato 

EDICTO 
 

Tercera interesada Araceli Carpio Flores. 
Por este conducto, se ordena emplazar a la tercera interesada Araceli Carpio Flores, dentro del juicio de 

amparo directo 203/2022, promovido por Miguel Ángel Rocha Padilla, contra actos de la Novena Sala Penal 
del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Guanajuato, en cuya demanda de amparo se señala: 

IV. Acto reclamado: la sentencia de 17 de septiembre de 2021, dictada en el toca 17/2021. 
VI. Preceptos constitucionales cuya violación se reclama: 14 y 16. 
Se hace saber a la tercera interesada en cuestión, que debe presentarse ante este tribunal colegiado a 

defender sus derechos; apercibida que de no comparecer, se continuará el juicio sin su presencia, haciéndose 
las ulteriores notificaciones en las listas que se fijan en los estrados de este tribunal. 

Publíquese por tres veces, de siete en siete días, en el Diario Oficial de la Federación. 
 

Atentamente. 
 “2022, Año de Ricardo Flores Magón”. 

Guanajuato, Gto., 16 de noviembre de 2022. 
El Secretario de Acuerdos del Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Decimosexto Circuito. 

Lic. Brian Josue Salgado Meza. 
Rúbrica. 

(R.- 530098) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Segundo de Distrito de Procesos Penales Federales en el Estado de Tamaulipas, 

con residencia en Matamoros 
EDICTO. 

 
CAUSA PENAL 58/2009-V 

Ahora, del estado de autos se advierte que en proveído de seis de octubre de dos mil veintidós, se puso a 
la vista de José María Gómez Salinas, el siguiente bien mueble: 

-Un vehículo, marca Chevrolet, tipo Tahoe, modelo 2008, color blanco, número de serie 
1GNFC13068R111783, con placas de circulación VCW-9298, del Estado de Tamaulipas. 

Por tanto, al no contar con diversos datos de localización de José María Gómez Salinas, conforme los 
artículos 182-B, fracción II y 182-Ñ, del Código Federal de Procedimientos Penales, lo procedente es 
notificarle por edictos, para que en el plazo de tres meses a partir de la notificación, se presente ante este 
órgano judicial con documento oficial vigente que acredite su identidad, así como el documento que acredite 
su legal propiedad sobre el bien en mención a fin de reclamarlo, bajo el apercibimiento que de no hacerlo, el 
bien causará abandono a favor del Gobierno Federal. 

Se le hace de su conocimiento que este juzgado tiene su domicilio en Avenida Pedro Cárdenas número 
2015, 2do. Nivel, esquina Avenida Longoria Fraccionamiento Victoria, Matamoros, Tamaulipas. 

 
H. Matamoros, Tamaulipas, 08 de noviembre de 2022. 

El Secretario. 
Miguel Ángel Hernández Figueroa. 

Rúbrica. 
(R.- 530100) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito, con residencia en Tuxtla Gutiérrez 
EDICTO 

 
JOHANA LIÉVANO MUÑOZ Y MAGDALENA NÚÑEZ CRUZ 
TERCERAS INTERESADAS 
En el juicio de amparo directo 854/2019, promovido por Uriel Méndez Sánchez y Saúl Méndez Sánchez, 

por propio derecho, solicitaron el amparo y protección de la Justicia Federal, señalaron como autoridad 
responsable a la Sala Regional Colegiada Mixta, Zona 03 San Cristóbal, del Tribunal Superior de Justicia del 
Estado, con sede en San Cristóbal de Las Casas, Chiapas, como terceras interesadas resultan ser Johana 
Liévano Muñoz y Magdalena Núñez Cruz, de quienes se ignora su domicilio y paradero; el acto reclamado es 
la sentencia de tres de julio de dos mil diecinueve, dictada en el toca 57-C-1P03/2019, en la que confirmó la 
sentencia en audiencia pública de seis de mayo de dos mil diecinueve, dictada en la causa penal 18/2017; 
señaló como preceptos constitucionales violados los artículos 14 y 16, de nuestra carta magna; por tanto, de 
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conformidad con el artículo 27, fracción III, inciso c), de la Ley de Amparo, en relación con el 315 del Código 
Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria, se ordena emplazarlas mediante edictos que 
deberán de publicarse por tres veces, de siete en siete días, en el Diario Oficial y en uno de los periódicos de 
mayor circulación en la República, haciéndole saber que deberá presentarse dentro del término de quince 
días, contado del siguiente al de la última publicación, ante este Tribunal Colegiado a defender sus derechos, 
así como que en términos del artículo 181 de la Ley de Amparo tiene derecho a formular alegatos o promover 
amparo adhesivo.  
  

Atentamente 
Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, 18 de octubre de 2022. 

Secretario de Acuerdos del Primer Tribunal Colegiado 
en Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito 

José Alejandro González Interiano 
Rúbrica. 

(R.- 529373) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Cuarto de Distrito en Materias Administrativa, Civil y de Trabajo en el Estado de Jalisco 

Amparo 1587/2020 
EDICTO 

 
Que mediante auto de veinte de abril de dos mil veintiuno, este Juzgado Cuarto de Distrito en Materias 

Administrativa, Civil y de Trabajo en el Estado, admitió la demanda de garantías promovida por LILIANA 
SOCORRO CAMPOS FLORES, contra actos que reclama del Juez Segundo de lo Civil del Trigésimo Primer 
Partido Judicial del Estado de Jalisco, con sede en Tlajomulco de Zúñiga, Jalisco y otra autoridad, que quedó 
registrado con el número 1587/2020; en proveído de catorce de enero de dos mil veintiuno, se tuvo como 
tercero interesada a Verónica Mariangel González Álvarez, y se ordenó su emplazamiento. Por acuerdo de 
esta fecha se ordena emplazar a la citada tercero, a fin de hacerle saber la radicación del juicio y que pueda 
comparecer al mismo a defender sus derechos dentro del término de treinta días, contados a partir del 
siguiente al de la última publicación del presente, por lo que queda en la Secretaría de este juzgado, a su 
disposición, copia simple de la demanda de garantías. Asimismo, se le informa que la fecha para la 
celebración de la audiencia constitucional son las NUEVE HORAS CON CINCUENTA Y SIETE MINUTOS 
DEL TRECE DE DICIEMBRE DE DOS MIL VEINTIDÓS. 

 
Atentamente 

Zapopan, Jalisco, 11 de noviembre del año 2022. 
Secretario autorizado para desempeñar las funciones de Juez de Distrito del Juzgado Cuarto 

de Distrito en Materias Administrativa, Civil y de Trabajo en el Estado de Jalisco. 
Lic. Miguel Alejandro Hermosillo Navarro. 

Rúbrica. 
(R.- 530213) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Segundo de Distrito en el Estado de Durango, Dgo. 
EDICTO 

 
Tercera Interesada: Desarrollos Carreteros del Estado de Durango, Sociedad Anónima de Capital 

Variable. 
En el juicio de amparo 440/2022, promovido por Armando Navarro Gutiérrez como apoderado legal de por 

los Derechos de la Participación Ciudadana Asociación Civil, contra actos del Titular del Ejecutivo del Estado 
de Durango y otras autoridades, a quienes reclamó la iniciativa y dictamen contenido en el Decreto número 
89, aprobado por el Pleno de la LXIX Legislatura del Congreso del Estado de Durango, en fecha quince de 
diciembre de dos mil veintiuno y publicado el diecinueve siguiente, en el que se autorizó al Gobierno del 
Estado de Durango, para que, por conducto de la Secretaría de Comunicaciones y Obras Públicas, celebre la 
reestructura del Contrato de Proyecto de Inversión y Prestación de Servicios a Largo Plazo para la 
Reconstrucción, Conservación Periódica y Conservación Rutinaria del Grupo Carretero conformado por 10 
tramos libre de peaje de Jurisdicción Estatal, en el Estado de Durango y se formalice su ampliación; lo 
anterior, en virtud de que se agotaron los medios para investigar el domicilio de dicha tercera interesada, sin 
resultados positivos, con fundamento en el artículo 27 fracción III inciso b) de la Ley de Amparo, se ordenó su 
emplazamiento por medio de edictos. Se le hace saber que puede apersonarse dentro del término de treinta 
días, contados a partir del día siguiente de la última publicación y que se encuentra a su disposición en la 
Secretaría de este Juzgado la copia correspondiente de la demanda de amparo. 
 

Durango, Durango a treinta de agosto de dos mil veintidós. 
Secretaria del Juzgado Segundo de Distrito en el Estado 

Verónica Arizmendi Martínez 
Rúbrica. 

(R.- 530245) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Séptimo de Distrito de Amparo y Juicios Federales en el Estado 
Tuxtla Gutiérrez, Chiapas 

EDICTO 
 

Perla Yessenia Olivar Juárez 
Parte tercera interesada. 
En el juicio de amparo 585/2022 III-A, promovido por Miguel Ángel Olivar Martínez, contra actos del 

Juzgado Mixto de Primera Instancia del Distrito Judicial de Simojovel, Chiapas, en el que reclama la emisión 
de la orden de aprehensión de uno de abril de dos mil trece, dictada en la causa penal 15/2013, se ordenó 
emplazar a juicio con el carácter de tercera interesada a Perla Yessenia Olivar Juárez. 

Hágase del conocimiento de la tercera interesada de referencia, que dentro del término de treinta días, 
contados a partir del siguiente al de la última publicación de los edictos, deberá comparecer ante este 
Juzgado Séptimo de Distrito de Amparo y Juicios Federales en el Estado de Chiapas, con residencia en la 
ciudad de Tuxtla Gutiérrez, situado en Boulevard Ángel Albino Corzo número 2641, edificio “C”, segundo piso, 
del Palacio de Justicia Federal, colonia Las Palmas, de esta ciudad; en horario de nueve horas con treinta 
minutos a catorce horas con treinta minutos, a recoger el traslado respectivo, comparezca a juicio si a sus 
intereses conviene, autorizar persona que la represente y señalar domicilio en esta ciudad, para recibir citas y 
notificaciones; apercibida que de no hacerlo, se le harán las subsecuentes notificaciones a través de los 
estrados de este Juzgado.  

Asimismo, hágase de su conocimiento que se señalaron las nueve horas con veintiocho minutos del 
veinticuatro de noviembre de dos mil veintidós, para la celebración de la audiencia constitucional. 
 

Atentamente. 
Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, veintisiete de octubre de dos mil veintidós. 

El Secretario del Juzgado Séptimo de 
 Distrito de Amparo y Juicios Federales  

en el Estado de Chiapas. 
Lic. Luis Rubén Armengol de Salazar. 

Rúbrica. 
(R.- 529379) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Tercero de Distrito en Materias de Amparo y de Juicios Federales  
en el Estado de México con residencia en Toluca 

EDICTO 
 
En cumplimiento a lo ordenado por auto de siete de septiembre de dos mil veintidós, dictado por el Juez 

Tercero de Distrito en Materias de Amparo y Juicios Federales en el Estado de México, en el Juicio  
de Amparo 1219/2022-V, promovido por Norma Patricia Ramírez de Arellano Montero, en representación del 
menor de edad de identidad reservada P.B.B., contra actos del Juez Supernumeraria adscrita al Juzgado 
Quinto Familiar del Distrito Judicial de Toluca, Estado de México; en el cual se tuvo como tercero 
interesado a Edgar Rafael Benet Córdova; y, en términos del artículo 315 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles aplicado de supletoriamente a la Ley de Amparo, por disposición expresa de su 
artículo 2o, se ordena emplazar al presente juicio de amparo, por medio del presente edicto, a Edgar Rafael 
Benet Córdova; para que si a su interés conviniere se apersone al mismo, dentro del plazo de treinta días 
contados a partir del siguiente al de la última publicación de este edicto, informándole que se han señalado  
las once horas con veinticinco minutos del nueve de diciembre de dos mil veintidós, para la  
audiencia constitucional. Quedando a su disposición en la Secretaría Cinco de este Juzgado copia autorizada 
de la demanda. 

 
Toluca, México; 6 de diciembre de 2022. 

Secretario de Juzgado 
Nataly Andrea Nava Ramírez. 

Rúbrica. 
(R.- 530246) 

AVISO AL PÚBLICO 

Se comunica que para la publicación de estados financieros se requiere que éstos sean capturados en 

cualquier procesador de textos Word y presentados en medios impreso y electrónico. 

Atentamente 

Diario Oficial de la Federación 
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Estados Unidos Mexicanos 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Noveno Circuito 

San Luis Potosí, S.L.P. 
EDICTO 

 
EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO 64/2022, PROMOVIDO POR PEDRO ANTONIO TORRES 

ANDRADE Y VÍCTOR MANUEL HERNÁNDEZ SAGREDO, CONTRA LA SENTENCIA EMITIDA EL DIEZ  
DE ENERO DE DOS MIL VEINTIDÓS, EN EL TOCA UG/ASA-06/2022, POR LOS MAGISTRADOS QUE 
INTEGRAN LA QUINTA SALA DEL SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA DEL ESTADO,  
CON FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 27, FRACCIÓN III, INCISO C), DE LA LEY DE AMPARO Y 315 DEL 
CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES, SE EMPLAZA AL TERCERO INTERESADO 
FRANCISCO MONTOYA TREJO POR MEDIO DE EDICTOS Y SE HACE UNA RELACIÓN SUCINTA DEL 
AUTO EN QUE SE ORDENÓ LO ANTERIOR: 

“San Luis Potosí, San Luis Potosí, veintiocho de octubre de dos mil veintidós. 
[…] Se ordena emplazar al tercero interesado Francisco Montoya Trejo por medio de edictos […] fijándose 

además en la puerta de este Tribunal Federal una copia íntegra del citado edicto por todo el tiempo  
del emplazamiento; Hágasele saber al tercero interesado por dicho medio que deberá presentarse ante este 
Tribunal Colegiado, dentro del término de treinta días hábiles contado a partir del siguiente al de la última 
publicación de los edictos y que durante dicho periodo queda a su disposición en la Secretaría de este Órgano 
Jurisdiccional copia de la demanda de amparo y que, en caso de no comparecer, las subsecuentes 
notificaciones, aún las de carácter personal, se le practicarán por medio de lista que se fije en los estrados  
de este Tribunal […] Notifíquese […]Así lo acordó y firma el Magistrado José Javier Martínez Vega, Presidente 
del Tribunal Colegiado en Materia Penal del Noveno Circuito con la Secretaria de Acuerdos Nohemí Martell 
Hernández, quien autoriza y da fe.”. 
 

San Luis Potosí, S.L.P., 28 de octubre de 2022. 
Secretaria de Acuerdos del Tribunal Colegiado en Materia Penal del Noveno Circuito 

Nohemí Martell Hernández 
Rúbrica. 

(R.- 529394) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Sexto de Distrito 

Chetumal, Q. Roo 
EDICTO 

 
Enrique Humberto Fuheken Chellet y/o Enrique Humberto Furhken Chellet 

Por este medio, en cumplimiento a lo ordenado mediante proveído de trece de octubre de dos mil 
veintidós, dictado en los autos del juicio de amparo indirecto 274/2020, promovido por Miguel Ángel Soule 
Benavides, en contra del Magistrado del Tribunal Unitario Agrario Distrito 44, con sede en esta ciudad y otras 
autoridades, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 27, fracción III, inciso b), de la Ley de Amparo, 
en relación con el 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria, se ordena 
emplazar a juicio al tercero interesado Enrique Humberto Fuheken Chellet y/o Enrique Humberto Furhken 
Chellet, por medio de edictos, en la inteligencia de que deberán publicarse en el Diario Oficial de la 
Federación y en el periódico de mayor circulación nacional, publicaciones de se harán tres veces, de siete en 
siete días hábiles. Hágase saber al mencionado tercero interesado que deberá presentarse dentro del término 
de treinta días, contados a partir del siguiente al de la última publicación; para ello, quedan a su disposición en 
la Actuaría de este Juzgado copia simple de la demanda y del auto admisorio. Asimismo, se le hace saber, 
que se han señalado las once horas del treinta y uno de octubre de dos mil veintidós, para que tenga 
verificativo la audiencia constitucional en este asunto. Se expide lo anterior, en cumplimiento a lo dispuesto en 
el Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que Establece las disposiciones en 
materia de actividad administrativa de los órganos jurisdiccionales publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el quince de enero de dos mil quince, en su Título Quinto que establece los lineamientos para la 
atención de solicitudes de publicaciones que hacen los órganos jurisdiccionales en los artículos 239 a 244 del 
citado Acuerdo General, en relación con el artículo 27 fracción III inciso c) de la Ley de Amparo. 

 
Atentamente. 

Chetumal, Quintana Roo, 13 de octubre de 2022. 
El Secretario del Juzgado Sexto de Distrito en Quintana Roo, con residencia en Chetumal. 

Lic. Marco Vinicio Alvarado Sanz. 
Rúbrica. 

(R.- 529517) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Primero de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México 
EDICTOS 

 
Al margen un Sello con el Escudo Nacional que dice: Estados Unidos Mexicanos, Juzgado Primero de 

Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México. 
TERCERO INTERESADO: CONSORCIO DEL PACIFICO SUR, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL 

VARIABLE. 
En los autos del juicio de amparo indirecto 960/2022 promovido por Gustavo Riojas Santana, por su propio 

derecho contra actos del Tercera Sala de lo Civil del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México; 
demanda: Actos Reclamados: la sentencia de veintinueve de abril de dos mil veintidós, en la que la autoridad 
responsable dejó insubsistente el auto de veintidós de noviembre de dos mil dieciocho, y determinó que el 
llamamiento a juicio de Gustavo Riojas Santana, fue indebido; con fundamento en lo dispuesto por los 
artículos 27, fracción III, inciso b), segundo párrafo de la Ley de Amparo y 315 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles de aplicación supletoria de la Ley de Amparo, se ordena emplazar a juicio a la parte 
tercera interesada Consorcio Del Pacifico Sur, Sociedad Anónima De Capital Variable, a fin de que 
comparezca a deducir sus derechos, quedando a su disposición en la secretaría de este juzgado copia simple 
del escrito inicial de demanda, así como del auto admisorio de diez de junio de dos mil veintidós, mismos que 
serán publicados por tres veces de siete en siete días, tanto en el Diario Oficial de la Federación, como en uno 
de los periódicos de mayor circulación de la República, haciéndole saber a la parte tercera interesada en 
mención que deberá ocurrir al presente juicio de garantías dentro del término de treinta días, contados a partir 
del día siguiente al de la última publicación, y señalar domicilio de su parte para oír y recibir notificaciones 
dentro de la jurisdicción de este Juzgado de Distrito, apercibido de que en caso de no hacerlo, las ulteriores 
notificaciones se le harán por medio de lista, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 26, fracción III, de 
la Ley de Amparo. 

 
Ciudad de México, a 28 de octubre de 2022. 

El Secretario de Acuerdos del Juzgado Primero de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México. 
Lic. César Martínez Uribe. 

Rúbrica. 
(R.- 529576) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Segundo de Distrito en Materia de Amparo Civil, Administrativo 
y de Trabajo y de Juicios Federales en el Estado de Nayarit 

EDICTO: 
 
Acuerdo del Juzgado Segundo de Distrito en Materia de Amparo Civil, Administrativo y de Trabajo y de 

Juicios Federales en el Estado de Nayarit. Amparo Indirecto 1072/2020, promovido por ANTONIO MÉNDEZ 
RUIZ, ROBERTO CARLOS FERRO HERNÁNDEZ y EDGAR OMAR PALACIOS IBARRA, EN SU CARÁCTER 
DE APODERADOS GENERALES JUDICIALES PARA PLEITOS Y COBRANZAS Y ACTOS 
ADMINISTRATIVOS DE LA INSTITUCIÓN DE CRÉDITO DENOMINADA “BANCO AZTECA”, SOCIEDAD 
ANÓNIMA, INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE, DIRECCIÓN FIDUCIARIA, COMO FIDUCIARIO DEL 
FIDEICOMISO IDENTIFICADO CON EL NÚMERO F/950, contra actos del Juez Segundo de Primera 
Instancia del Ramo Civil, con sede en Bucerías, Municipio de Bahía de Banderas, Nayarit, y otras autoridades. 
Por ignorarse domicilio de la tercera interesada “PATZCUARO BEACH”, Sociedad de Responsabilidad 
Limitada de Capital Variable, y desconocerse su domicilio actual, con fundamento en el artículo 27, fracción III, 
inciso b), de la Ley de Amparo, en relación con el diverso ordinal 315, del Código Federal de Procedimientos 
Civiles aplicado supletoriamente a la Ley de la Materia, por este medio se le emplaza a juicio; asimismo se le 
hace saber que a las ONCE HORAS CON TREINTA Y DOS MINUTOS DEL VEINTICUATRO DE 
NOVIEMBRE DE DOS MIL VEINTIDÓS, tendrá verificativo audiencia constitucional; se requiere señale 
domicilio procesal en Tepic, Nayarit para recibir notificaciones, apercibida que de no hacerlo, las 
subsecuentes se le harán mediante lista de acuerdos fijada en estrados de este Juzgado, haciéndole saber 
que cuenta con treinta días a partir de la última publicación de los edictos, para comparecer a este Juzgado 
Segundo de Distrito, a defender sus derechos, de no hacerlo de manera directa o por conducto de 
representante legal se tendrá por emplazada legalmente y se continuará con la substanciación del juicio. 

 
Tepic, Nayarit, 11 de noviembre de 2022. 

Secretaria del Juzgado Segundo de Distrito en Materia de Amparo Civil, Administrativo  
y de Trabajo y de Juicios Federales en el Estado de Nayarit. 

Licenciada Adriana Ayala Gómez. 
Rúbrica. 

(R.- 529583) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Segundo de Distrito en Materia Civil 
Ciudad de México 

EDICTO 
 
TERCEROS INTERESADOS: VICENTE ALEJANDRO GUTIÉRREZ ROCHA Y ALEJANDRO GUTIÉRREZ 

CORTES. 
EN EL MARGEN SUPERIOR IZQUIERDO APARECE UN SELLO QUE DICE: ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS, PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, SECCIÓN AMPAROS, JUICIO DE AMPARO 
1007/2022, JUZGADO SEGUNDO DE DISTRITO EN MATERIA CIVIL EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 

En los autos del juicio de amparo 1007/2022, promovido por Béla Kálloi Romero, en su carácter de 
apoderada de Navix de México, Sociedad Anónima de Capital Variable, Sociedad Financiera de Objeto 
Múltiple, Entidad No Regulada; Terceros interesados: Vicente Alejandro Gutiérrez Rocha, Alejandro 
Gutiérrez Cortés, Obet Leonel Romero Gutiérrez y Daniel Lara Reséndiz; Autoridades responsables: 
Décima Sala y Juez Décimo Quinto ambos de lo Civil del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de 
México; Actos Reclamados: la resolución de diez de mayo de dos mil veintidós, dictada en el toca 
366/2018/2 y su ejecución, misma que resolvió el recurso de apelación en contra del proveído de tres de 
septiembre del dos mil veintiuno, dictada en el juicio especial hipotecario 1186/2016 del índice del Juzgado 
Décimo Quinto de lo Civil del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México. Se encuentra 
señalada la audiencia constitucional a las diez horas con siete minutos del veintitrés de noviembre de 
dos mil veintidós. Hágase el emplazamiento a juicio de los terceros interesados VICENTE ALEJANDRO 
GUTIÉRREZ ROCHA y ALEJANDRO GUTIÉRREZ CORTES, por medio de edictos, los que deberán 
publicarse por tres veces, de siete en siete días, en el Diario Oficial de la Federación y en un periódico de 
circulación nacional; haciéndole del conocimiento a dichos terceros interesados que deberán presentarse ante 
este juzgado dentro del término de treinta días, contado a partir del siguiente al de la última publicación de los 
edictos, ya que de no hacerlo, se les harán las subsecuentes notificaciones por medio de lista en los estrados 
de este juzgado. 

 
Ciudad de México; veinticuatro de octubre de 2022. 

La Secretaria del Juzgado Segundo de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal. 
Lic. Alejandra Berenice Ramírez Cruz 

Rúbrica. 
(R.- 529717) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito,  
con residencia en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas 

EDICTO 
 

AL TERCERO INTERESADO 
Marcelina Ordóñez Cruz en representación 

de las menores N.V.O. y M.V.O. 
Se hace de su conocimiento que Jesús Alejandro Velázquez Murias, promovió juicio de amparo directo 

en contra de la resolución dictada el veinticuatro de mayo de dos mil trece, dictada en la causa penal 
194/2009, del índice del Juzgado Segundo del Ramo Penal para la Atención de Delitos Graves de los Distritos 
Judiciales de Chiapa, Cintalapa y Tuxtla, del Tribunal Superior de Justicia del Estado, con residencia en 
Cintalapa. Asimismo, la demanda fue registrada con el número de amparo directo 395/2022, del índice del 
Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito, con sede en Tuxtla Gutiérrez, 
Chiapas. Lo que se comunica a usted para su legal emplazamiento al juicio de amparo, por lo que queda a su 
disposición en el Tribunal Colegiado en cita una copia de la demanda, así también para que dentro del término 
de quince días, contados a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del acuerdo de 
admisión que llegue a dictarse, formule alegatos o promueva amparo adhesivo, si así conviniere a sus 
intereses; y para que señale domicilio en la ciudad de Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, donde pueda oír y recibir 
notificaciones; en el entendido que de no hacerlo las subsecuentes se le harán por lista, incluso las de 
carácter personal. 
 

Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, a ocho de noviembre de dos mil veintidós. 
El Secretario de Acuerdos del Segundo Tribunal Colegiado  

en Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito. 
Luis Antonio Galeazzi Sol. 

Rúbrica. 
(R.- 529754) 



284      DIARIO OFICIAL Lunes 12 de diciembre de 2022 

 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Quinto de Distrito en el Estado de México 
con residencia en Nezahualcóyotl 
Juicio de Amparo 573/2021-III 

EDICTO 
 
En el juicio de amparo 573/2021-III, del índice del Juzgado Quinto de Distrito en el Estado de México, 

promovido por Alfredo Elías Ayub, apoderado de Silvia Antonieta Ayub y Kuri, contra actos del Juez 
Segundo Civil de Primera Instancia del Distrito Judicial de Chalco, con residencia en Ixtapaluca, 
Estado de México y otras autoridades; se dictó acuerdo por el que se ordenó la publicación de edictos a 
efecto de lograr el emplazamiento de Martin Piña Sánchez (tercero interesado) a quien se hace de su 
conocimiento que ante este Juzgado se encuentra radicado el juicio de amparo arriba indicado, en el que se 
reclama el emplazamiento al juicio ordinario civil 396/2018, del índice del Juez Segundo Civil de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Chalco, con residencia en Ixtapaluca, Estado de México, que 
se traducen en la ejecución de la sentencia emitida el trece de mayo de dos mil diecinueve. Por ello, se 
hace del conocimiento de Martin Piña Sánchez que debe presentarse dentro del término de treinta días 
contado a partir del día siguiente al de la última publicación a efecto de que si lo considera pertinente haga 
valer los derechos que le asistan y señale domicilio en el municipio de Nezahualcóyotl, Estado de México, 
para oír y recibir notificaciones ante este Juzgado Federal, con el apercibimiento que de no hacerlo así, las 
ulteriores notificaciones, aun las de carácter personal, se le harán por medio de lista que se fije en los 
estrados de este órgano de control constitucional. En el entendido que en autos están programadas las nueve 
horas con treinta minutos del diecinueve de diciembre de dos mil veintidós, para la celebración de la 
audiencia constitucional. Fíjese en la puerta de este Juzgado una copia íntegra de este proveído, por todo el 
tiempo del emplazamiento. 

 
Nezahualcóyotl, Estado de México, veintidós de noviembre de dos mil veintidós. 

Secretario del Juzgado Quinto de Distrito en el Estado de México, con sede en Nezahualcóyotl. 
Licenciado Luis Castro Aguilar. 

Rúbrica. 
(R.- 529996) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial Federal 

Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Octavo Circuito, con residencia en Saltillo, Coah. 
Saltillo, Coahuila 

EDICTO 
 

Amparo Directo Penal: 995/2021 
Quejoso: Daniel Armando Rivelino Soto Paredes 
Terceros interesados: Francisco Ubaldo Múzquiz Berumen, Tuétanos Cantina Gourmet, Sociedad 

Anónima de Capital Variable, DOMCAZ Industriales, Sociedad Anónima de Capital Variable, Ficoxa, Sociedad 
Anónima de Capital Variable y Grupo CEGO 

Se hace de su conocimiento que Daniel Armando Rivelino Soto Paredes promovió amparo directo contra 
el laudo dictado el veintiocho de abril de dos mil diecinueve, por la Junta Local de Conciliación y Arbitraje, 
residente en Monclova, Coahuila de Zaragoza, en el expediente laboral 1666/2017; y como no se ha podido 
emplazar a los terceros interesados Francisco Ubaldo Múzquiz Berumen, Tuétanos Cantina Gourmet, 
Sociedad Anónima de Capital Variable, DOMCAZ Industriales, Sociedad Anónima de Capital Variable, Ficoxa, 
Sociedad Anónima de Capital Variable y Grupo CEGO, con fundamento en el artículo 27, fracción III, inciso c), 
de la Ley de Amparo, en relación con el 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, aplicado 
supletoriamente, se ordenó su emplazamiento por edictos, publicándose por tres veces, de siete en siete días 
naturales en el Diario Oficial de la Federación; haciéndole saber a los citados terceros interesados que 
deberán presentarse en este tribunal dentro del término de treinta días, contados a partir del día siguiente al 
de la última publicación; quedando apercibidos que de no comparecer a este juicio, las subsecuentes 
notificaciones, aún las de carácter personal, se les harán por medio de lista que se fija en los estrados de este 
tribunal colegiado de circuito. Doy fe. 

 
Saltillo, Coahuila a 08 de noviembre de 2022. 

Secretaria de Acuerdos del Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo 
del Octavo Circuito, con residencia en Saltillo, Coahuila de Zaragoza. 

Lic. Ana Gabriela Torres Adame. 
Rúbrica. 

(R.- 530081) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Primero de Distrito Saltillo, 
Coahuila de Zaragoza 

EDICTO 
 

Amparo Indirecto: 1496/2021. 
Quejoso: Juventina Sánchez González 
Terceros interesados: Representante de la sucesión a bienes de María de la Luz Posada Rodríguez. 
Se hace de su conocimiento que Juventina Sánchez González, promovió amparo indirecto contra la 

resolución de uno de septiembre de dos mil veintiuno dictada en el toca civil 131/2021, en la que confirmó  
la resolución dictada por el Magistrado del Primer Tribunal Distrital del Estado de Coahuila en el expediente 
122/2017 del índice del Juzgado Segundo de Primera Instancia en Materia Civil del Distrito Judicial de Saltillo; 
y como no se ha podido emplazar a juicio a la tercero interesada la sucesión a bienes de María de la Luz 
Posada Rodríguez, con fundamento en el artículo 27, fracción III, inciso b) párrafo segundo, de la Ley de 
Amparo, en relación con el 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente, se 
ordenó su emplazamiento por edictos, publicándose por tres veces, de siete en siete días naturales en el 
Diario Oficial de la Federación y uno de mayor circulación en la República Mexicana; haciéndole saber a la 
citada tercero interesada que deberá presentarse en este tribunal dentro del término de treinta días, contados 
a partir del día siguiente al de la última publicación; quedando apercibida que de no comparecer a este juicio, 
las subsecuentes notificaciones, aún las de carácter personal, se le harán por medio de lista que se fija en los 
estrados de este juzgado de distrito. Doy fe. 
 

Saltillo, Coahuila de Zaragoza a once de noviembre de dos mil veintidós 
Secretaria del Juzgado Primero de Distrito Saltillo, Coahuila de Zaragoza. 

Mercedes Herrera Reyes 
Rúbrica. 

(R.- 530085) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Tercero de Distrito en el Estado 
Piedras Negras, Coahuila de Zaragoza 

EDICTO 
 
Se emplaza a la tercera interesada Estrella Natalia Ramón López, de la demanda de amparo promovida 

por Mario Javier Medina de la Cruz, en su carácter de defensor particular de José Ismael Reyes Franco, a la 
cual le correspondió el número 923/2022, en auto admisorio de dos de agosto de dos mil veintidós, contra los 
actos reclamados al Juez de Control de Primera Instancia en Materia Penal del Sistema Acusatorio y Oral, 
Especializado en Delitos de Violencia Familiar del Distrito Judicial de Río Grande, con sede en esta ciudad, a 
la que reclama: 

El auto de vinculación a proceso de once de julio de dos mil veintidós, dictado por el Juez de Control de 
Primera Instancia en Materia Penal del Sistema Acusatorio y Oral, Especializado en Delitos de Violencia 
Familiar del Distrito Judicial de Río Grande, con sede en esta ciudad, dentro del expediente número 63/2022, 
de su índice. 

Lo anterior se hace del conocimiento de la tercera interesada, para que dentro del plazo de treinta días, 
contado a partir del día siguiente al de la última publicación comparezca, por sí o por apoderado o gestor que 
pueda representarlo, ya que de no hacerlo, se seguirá el juicio en rebeldía, requiriéndolo para que señale 
domicilio para oír y recibir notificaciones en esta ciudad, con apercibimiento que de no señalarlo, las 
subsecuentes aun las de carácter personal se le harán por medio de lista. 

Queda en la Secretaría del Juzgado copia de la demanda, para que se imponga de ella. 
El presente edicto se publicará por tres veces de siete en siete días en el Diario Oficial de la Federación y 

en uno de los periódicos de mayor circulación en la República. 
 

Piedras Negras, Coahuila de Zaragoza, a 23 de noviembre de 2022. 
Secretario del Juzgado Tercero de Distrito en el Estado de Coahuila 

de Zaragoza, con residencia en Piedras Negras. 
José Manuel Monsiváis Meza. 

Rúbrica. 
(R.- 530099) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Séptimo de Distrito en el Estado de Quintana Roo, con residencia en Cancún 
Juicio de Amparo Indirecto 836/2022-IV 

Quejosa: BBVA México, Sociedad Anónima, Institución de Banca Múltiple, Grupo 
Financiero BBVA México, por conducto de su apoderado Juan Manuel Vergara Ramírez 

EDICTO 
 

Hago saber: En el referido juicio de amparo promovido por la mencionada quejosa, contra un acto del 
Juez de Distrito en Materia Mercantil Federal en el Estado de Quintana Roo, Especializado en Juicios 
Orales, con sede en esta ciudad, consistente en el acuerdo de cinco de agosto de dos mil veintidós, dictado 
en el juicio oral mercantil 194/2015-II de su índice, en la parte conducente en la que determinó no ordenar la 
entrega del bien inmueble adjudicado a favor de la parte actora, aquí quejosa; se hace constar que en el 
referido juicio de amparo, por acuerdo de diecisiete de noviembre de dos mil veintidós, se ordenó emplazar a 
la parte tercera interesada Zeami Yazunari Calderón Alvarado, por medio de edictos, en virtud de ignorar su 
domicilio; por lo que se le manda emplazar haciéndole saber la instauración del presente juicio de amparo por 
medio de este edicto que se publicará por tres veces de siete en siete días en el Diario Oficial de la 
Federación y en uno periódico de mayor circulación en la República, además de fijarse en la puerta de este 
Juzgado, una copia íntegra del presente por todo el tiempo del emplazamiento; asimismo se le hace saber 
que deberá presentarse en este Juzgado a hacer valer sus derechos, dentro del término de treinta días 
contado a partir del siguiente al de la última publicación respectiva en el Diario Oficial de la Federación, 
apercibida que de no hacerlo en el término señalado, se seguirá el juicio haciéndose las ulteriores 
notificaciones por medio de la lista que se fija en un lugar visible y de fácil acceso de este Juzgado, sin 
necesidad de dictar ulterior acuerdo y sin perjuicio del derecho procesal que le asiste para señalar domicilio 
para tales efectos en cualquier etapa de este procedimiento, con fundamento en los artículos 27, fracción III, 
inciso b), párrafo segundo, de la Ley de Amparo, en relación con el 315 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles de aplicación supletoria a la citada ley. Doy fe. 

 
Cancún, Quintana Roo; diecisiete de noviembre de dos mil veintidós. 

Secretario del Juzgado Séptimo de Distrito en el Estado de Quintana Roo 
Osvaldo Hernández Romero 

Rúbrica. 
(R.- 530211) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Noveno de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México 
Amparo Indirecto 631/2022-I 

EDICTO 
 

TERCERA INTERESADA: LOURDES ANDRADE VILCHIS. 
En los autos del juicio de amparo indirecto 631/2022-I, promovido por María Georgina Legorreta Arechiga, 

contra actos de la Décima Sala Civil del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México y del 
Juzgado Décimo de lo Civil de la Ciudad de México, se advierte: que por auto de once de julio de dos mil 
veintidós, se admitió la demanda de amparo en la que se señaló como acto reclamado la sentencia de dos de 
junio de dos mil veintidós, dictada en el toca 117/2021/2, en la que se confirmó el auto de seis de abril 
de dos mil veintidós, en el que el juez de la causa ordenó publicar edictos con relación al auto de 
cuatro de diciembre de dos mil diecinueve, en el que se admitieron diversas pruebas a la quejosa y 
ordenó declarar nulo todo lo actuado a partir de la audiencia de veintidós de enero de dos mil veinte, 
en la que se desahogaron las testimoniales a cargo de José Francisco López Betancourt y María Leonor 
Correa Etchegaray, lo anterior, derivado del juicio ordinario civil 518/2019, seguido por la quejosa en 
contra de Lourdes Andrade Vilchis. 

Y que por auto de catorce de noviembre de dos mil veintidós, se ordenó emplazar por medio de edictos a 
la tercera interesa Lourdes Andrade Vilchis, publicado una sola vez, requiriéndole para que se presente ante 
este juzgado dentro del término de treinta días, contados del siguiente al de la publicación ya que de no 
hacerlo, se le harán las subsecuentes notificaciones, aun las de carácter personal, por medio de lista en los 
estrados de este juzgado; haciéndole del conocimiento que queda a su disposición en este Juzgado Noveno 
de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México, copia simple de la demanda de amparo y auto admisorio. 
 

Ciudad de México, a catorce de noviembre de dos mil veintidós. 
La Secretaria 

Paola Guerrero Serrano 
Rúbrica. 

(R.- 530243) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Segundo de Distrito 
Mexicali, Baja California 

EDICTO 
 

BAJA MILENIO, SOCIEDAD DE RESPONSABILIDAD LIMITADA DE CAPITAL VARIABLE  
Y GRUPO ASP, SOCIEDAD DE RESPONSABILIDAD LIMITADA DE CAPITAL VARIABLE, EN EL LUGAR 
DONDE SE ENCUENTREN. 

EL SUSCRITO JOSÉ EDUARDO RODRIGUEZ CASTILLO, SECRETARIO DEL JUZGADO SEGUNDO 
DE DISTRITO EN EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA, EN CUMPLIMIENTO AL AUTO DICTADO EL SIETE 
DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTIDÓS, DENTRO DEL JUICIO DE AMPARO 647/2022-7A, PROMOVIDO 
POR FRANCISCO JAVIER FIGUEROA HULETT, EN CONTRA DE ACTOS DE LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE JUNTA ESPECIAL NÚMERO UNO DE LA LOCAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE DE 
MEXICALI, Y ACTUARIO ADSCRITO A LA MISMA, CONTRA EL ACTO RECLAMADO CONSISTENTE EN 
LA OMISIÓN DE HACER CUMPLIR SUS PROPIAS DETERMINACIONES, ASÍ COMO OMITIR GIRAR EL 
EXHORTO CORRESPONDIENTE A LA JUNTA LOCAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE DE TIJUANA 
B.C., A EFECTO DE LOGRAR LA EJECUCIÓN DEL LAUDO DICTADO DENTRO DEL JUICIO LABORAL 
224/2015-1A, DEL INDICE DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE; SE HACE DE SU CONOCIMIENTO QUE 
SE ORDENÓ SU EMPLAZAMIENTO MEDIANTE EDICTOS, POR LO QUE DEBERÁN COMPARECER A 
ESTE JUZGADO SEGUNDO DE DISTRITO EN EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA DEL DECIMOQUINTO 
CIRCUITO, UBICADO EN EDIFICIO PALACIO DE JUSTICIA FEDERAL, CALLE DEL HOSPITAL  
NUMERO 594, CENTRO CÍVICO Y COMERCIAL DE ESTA CIUDAD DE MEXICALI, BAJA CALIFORNIA, 
CÓDIGO POSTAL 21000, DENTRO DE LOS TREINTA DÍAS CONTADOS A PARTIR DE LA ÚLTIMA 
PUBLICACIÓN, A EFECTO DE QUE SE IMPONGA DE AUTOS Y NO QUEDE EN ESTADO DE 
INDEFENSIÓN DENTRO DE ESTE JUICIO DE AMPARO, TODA VEZ QUE LE ASISTE EL CARÁCTER  
DE TERCERO INTERESADO, DADO QUE EN CASO CONTRARIO LAS SUBSECUENTES 
NOTIFICACIONES, AUN LAS DE CARÁCTER ESTRICTAMENTE PERSONAL, SE LE HARÁN POR  
LISTA DE QUE SE FIJE EN LOS ESTRADOS DE ESTE JUZGADO FEDERAL; POR ÚLTIMO,  
SE LE COMUNICA QUE ESTE JUZGADO SEÑALÓ LAS ONCE HORAS CON SIETE MINUTOS DEL 
VEINTISÉIS DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTIDÓS, PARA CELEBRACIÓN DE LA AUDIENCIA 
CONSTITUCIONAL, LA CUAL PODRÁ SER DIFERIDA SEGÚN LAS CIRCUNSTANCIAS DEL CASO A FIN 
DE NO DEJAR EN ESTADO DE INDEFENSIÓN A NINGUNA DE LAS PARTES. 

PARA SU PUBLICACIÓN POR TRES VECES, DE SIETE EN SIETE DÍAS, EN EL DIARIO OFICIAL DE 
LA FEDERACIÓN Y EN UNO DE LOS PERIÓDICOS DE MAYOR CIRCULACIÓN EN EL PAÍS, A TRAVÉS 
DE LOS CUALES SE LES HARÁ SABER QUE DEBERÁ PRESENTARSE ANTE ESTE JUZGADO 
SEGUNDO DISTRITO EN MEXICALI, BAJA CALIFORNIA, DENTRO DEL PLAZO DE TREINTA DÍAS, 
CONTADOS A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE AL DE LA ÚLTIMA PUBLICACIÓN. CONSTE. 

 
Atentamente. 

Mexicali, B.C. a siete de octubre de 2022 
Secretario del Juzgado Segundo de Distrito en el Estado. 

José Eduardo Rodríguez Castillo. 
Rúbrica. 

(R.- 528496) 
AVISO 

A LOS USUARIOS DEL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
 
Se informa que el Servicio de Administración Tributaria (SAT) es el órgano encargado de emitir el 

Comprobante Fiscal Digital por Internet (CFDI) a los usuarios de los servicios que presta el Diario Oficial de la 
Federación por el pago de derechos por publicaciones, así como el pago de aprovechamientos por la compra 
de ejemplares, de conformidad con lo establecido en los artículos 29 y 29-A del Código Fiscal de la 
Federación. Los comprobantes están disponibles para el contribuyente en la página de Internet 
www.sat.gob.mx sección “Factura electrónica/Cancela y recupera tus facturas”, y posteriormente anotar el 
RFC del emisor SAT 970701NN3. 

Es importante señalar que el SAT sólo emitirá los CFDI’s de aquellos pagos en los que el Registro Federal 
de Contribuyentes (RFC), se encuentre capturado y de forma correcta en el recibo bancario con el que se 
realizó el pago. 

El contribuyente que requiera orientación deberá dirigirse al SAT.  
Atentamente 

Diario Oficial de la Federación 
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Estados Unidos Mexicanos 
Juzgado Segundo de Distrito en Materia de Amparo Civil, Administrativa y de Trabajo y de Juicios Federales 

San Andrés Cholula, Puebla 
EDICTO. 

 
Emplazamiento a los terceros interesados: “Agrícola y Ganadera Tecocomulco”, Sociedad de Producción 

Rural de Responsabilidad Limitada. 
En los autos del juicio de amparo 299/2022, promovido por Agropecuaria Financiera Sociedad Anónima de 

Capital Variable, SOFOM, E.N.R., por conducto de su apoderado legal Adolfo de Jesús Ramos Hernández, 
contra actos del Juez Décimo Primero Especializado en Asuntos Financieros de Puebla y otras autoridades, 
consistente en: 

“…La falta de emplazamiento en el procedimiento de ejecución del juicio 15/2017, seguido por Servicios 
Financieros Anec, sociedad anónima de capital variable S.O.FO.M. E.N.R., en contra de Agrícola y Ganadera 
de Tecocomulco, S.P.R. de R.L. 

El remate de la fracción B. del Predio Rústico colonia Plutarco Elías Calles, Municipio de Cuautepec de 

Hinojosa, Estado de Hidalgo, con una superficie de 1,484.73 metros cuadrados. 

La orden de Cancelación de las hipotecas constituidas. 

La orden de escrituración. 

La inscripción de la escritura traslativa de propiedad…”. 

En cumplimiento al auto de tres de noviembre de dos mil veintidós, se ordenó su emplazamiento por 

edictos, que se publicarán por tres veces, de siete en siete días naturales, por única ocasión, en el “Diario 

Oficial de la Federación” y en los periódicos “Excélsior”, “El Universal” o “Reforma”, de conformidad con lo 

dispuesto en los artículos 27, fracción III, inciso b) de la Ley de Amparo y 315 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles, de Aplicación supletoria, según su artículo 2°; haciendo de su conocimiento que 

deberá presentarse ante el Juzgado Segundo de Distrito en Materia de Amparo Civil, Administrativa y de 

Trabajo y de Juicios Federales en el Estado de Puebla, dentro del término de treinta días contados a partir del 

día siguiente al de la última publicación, para hacer valer sus derechos y señalar domicilio para recibir 

notificaciones, apercibida que de no hacerlo se continuará el juicio y las subsecuentes notificaciones, aún las 

de carácter personal, se le harán por medio de lista. Queda a su disposición en la Secretaría de este órgano 

jurisdiccional copia autorizada de la demanda de garantías. 

 

Atentamente 

San Andrés Cholula, Puebla, 25 de noviembre de 2022. 

La Secretaria del Juzgado Segundo de Distrito en Materia de Amparo Civil,  

Administrativa y de Trabajo y de Juicio Federales en el Estado de Puebla. 

Lic. Verónica Iturbide Román. 
Rúbrica. 

(R.- 529902) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial Federal 

Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Octavo Circuito, con residencia en Saltillo, Coah. 

 Saltillo, Coahuila 

EDICTO 

 

Amparo Directo Penal: 309/2021 

Quejoso: Efraín Flores Campos 

Terceros interesados: José Luis Flores Ramírez, Luis Manuel Martínez Marín, José Luis Chávez Espinoza, 

Raymundo Ibarra Valdés, Francisco Charmín Hernández y la sucesión a bienes de Mario Cruz Espinoza 

Lobato 

Amparo Directo Penal: 670/2021 

Quejoso: Ramón Burciaga Magallanes 
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Terceros interesados: José Luis Flores Ramírez, Luis Manuel Martínez Marín, José Luis Chávez Espinoza, 

Raymundo Ibarra Valdés, Francisco Charmín Hernández y la sucesión a bienes de Mario Cruz Espinoza 

Lobato 

Se hace de su conocimiento que en los juicios de amparo relacionados 309/2021 y 670/2021 los quejosos 

promovieron amparo directo respectivamente, contra las sentencias dictadas el veinticinco de marzo de dos 

mil diez y treinta y uno de octubre de dos mil diecisiete, por la Sala Colegiada Penal del Tribunal Superior de 

Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza, residente en esta ciudad, dentro de los tocas penales 517/2009 

y 155/2021, y como no se ha podido emplazar a los mencionados juicios constitucionales a los terceros 

interesados José Luis Flores Ramírez, Luis Manuel Martínez Marín, José Luis Chávez Espinoza, Raymundo 

Ibarra Valdés, Francisco Charmín Hernández y la sucesión a bienes de Mario Cruz Espinoza Lobato, con 

fundamento en el artículo 27, fracción III, inciso c), de la Ley de Amparo, en relación con el 315 del Código 

Federal de Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente, se ordenó su emplazamiento por edictos, 

publicándose por tres veces, de siete en siete días naturales en el Diario Oficial de la Federación; haciéndole 

saber a los citados terceros interesados que deberán presentarse en este tribunal dentro del término de treinta 

días, contados a partir del día siguiente al de la última publicación; quedando apercibidos que de no 

comparecer al juicio de Amparo Directo 309/2021 y 670/2021, las subsecuentes notificaciones, aún las de 

carácter personal, se les harán por medio de lista que se fija en los estrados de este tribunal colegiado de 

circuito. Doy fe. 

 

Saltillo, Coahuila a 08 de noviembre de 2022. 

 Secretaria de Acuerdos del Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo 

del Octavo Circuito, con residencia en Saltillo, Coahuila de Zaragoza. 

Lic. Ana Gabriela Torres Adame. 
Rúbrica. 

(R.- 530087) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Cuarto de Distrito en Materia Civil  

en la Ciudad de México 

EDICTO 

 

En los autos del procedimiento especial de cancelación y reposición de título de crédito nominativo, 

expediente 214/2022, promovido por Rafael Elías Fajer Camus, por propio derecho y como accionista de 
5M2 Holding, sociedad anónima promotora de inversión de capital variable, el Juez Cuarto de Distrito en 

Materia Civil en la Ciudad de México, Licenciado Eduardo Hernández Sánchez, en sentencia interlocutoria de 

cuatro de noviembre de dos mil veintidós, se determinó ente otras cosas: 

“Ciudad de México, cuatro de noviembre de dos mil veintidós. 

( . . . ) 

En ese sentido, las documentales aportadas por el promovente se consideran idóneas para probar de 

manera presuntiva la titularidad de las acciones en favor del promovente, su existencia y posterior pérdida  

de conformidad, pues se robustece con el escrito del apoderado de la sociedad emisora quien además 

presentó el instrumento notarial relativo al acta constitutiva de dicha empresa. 

Esto, ya que el promovente bajo protesta de decir verdad indicó que había extraviado los títulos  

originales y que desconocía las circunstancias de modo, tiempo y lugar de la pérdida o lugar alguno donde 

pudieran hallarse. 

Por tanto, se tiene certeza jurídica de la existencia de una presunción grave de que los originales de los 

títulos accionarios fueron extraviados; por lo que, se declara procedente la cancelación provisional  
de los títulos siguientes: 
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Título No. 8 que ampara 5,000 (cinco mil) acciones ordinarias, nominativas, sin expresión de valor 

nominal, Serie “A”, representativas de la parte fija del capital social de la empresa 5M2 Holding,  
sociedad anónima promotora de inversión de capital variable. 

Título No. 15 que ampara 236,979 (doscientos treinta y seis mil novecientas setenta y nueve) acciones 

ordinarias, nominativas, Serie “A”, sin expresión de valor nominal, totalmente suscritas, pagadas y liberadas, 

representativas de la parte variable del capital social de la de la empresa 5M2 Holding, sociedad anónima 
promotora de inversión de capital variable. 

Título No 16 que ampara 16,373 (dieciséis mil trescientas setenta y tres) acciones ordinarias, 

nominativas, Serie “A”, sin expresión de valor nominal, totalmente suscritas, pagadas y liberadas, 

representativas de la parte variable del capital social de la de la empresa 5M2 Holding, sociedad anónima 
promotora de inversión de capital variable. 

Todos en favor de Rafael Elías Fajer Camus. 
En atención a lo dispuesto en el artículo 45, fracción III, inciso d), de la Ley General de Títulos y 

Operaciones de Crédito, se ordena la notificación personal de la presente resolución a 5M2 Holding, 
sociedad anónima promotora de inversión de capital variable. 

Con igual fundamento, se ordena la publicación de un extracto de la presente resolución en  

el Diario Oficial de la Federación. 

Por lo expuesto, de acuerdo a lo previsto por los artículos 42, 44, 45 y 47 a 53 de la Ley General de  

Títulos y Operaciones de Crédito, se 

RESUELVE: 
Primero. Se declara procedente la cancelación provisional del Título No. 8 que ampara 5,000 (cinco mil) 

acciones ordinarias, nominativas, sin expresión de valor nominal, Serie “A”, representativas de la parte fija del 

capital social de la empresa 5M2 Holding, sociedad anónima promotora de inversión de capital variable; 
del Título No. 15 que ampara 236,979 (doscientos treinta y seis mil novecientas setenta y nueve) acciones 

ordinarias, nominativas, Serie “A”, sin expresión de valor nominal, totalmente suscritas, pagadas y liberadas, 

representativas de la parte variable del capital social de la de la empresa 5M2 Holding, sociedad anónima 
promotora de inversión de capital variable; y del Título No 16 que ampara 16,373 (dieciséis mil 

trescientas setenta y tres) acciones ordinarias, nominativas, Serie “A”, sin expresión de valor nominal, 

totalmente suscritas, pagadas y liberadas, representativas de la parte variable del capital social de la de la 

empresa 5M2 Holding, sociedad anónima promotora de inversión de capital variable; cuya titularidad 

corresponde a Rafael Elías Fajer Camus. 
Segundo. Se ordena la notificación personal de esta resolución a la empresa 5M2 Holding, sociedad 

anónima promotora de inversión de capital variable. 
Tercero. Se ordena la publicación de un extracto de la presente resolución en el Diario Oficial de la 

Federación, con fundamento en el artículo 45, fracción III, inciso d), de la Ley General de Títulos y 

Operaciones de Crédito. 

Notifíquese; personalmente a Rafael Elías Fajer Camus por propio derecho y como accionista de 
5M2 Holding, sociedad anónima promotora de inversión de capital variable. 

Lo resolvió y firma Eduardo Hernández Sánchez, Juez Cuarto de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de 

México, ante Luisa Vega Lee, Secretaria que autoriza y da fe, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 

28 del Acuerdo General 21/2020 emitido por el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la 

reanudación de plazos y al regreso escalonado en los órganos jurisdiccionales ante la contingencia por el 

virus covid-19. Doy fe.” 

Mismo que será publicado en el Diario Oficial de la Federación, como lo ordena el artículo 45, fracción III, 

inciso d), de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito. 

 

Ciudad de México, a 16 de noviembre de 2022 

Secretaria del Juzgado Cuarto de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México. 

Lic. Luisa Vega Lee. 
Rúbrica. 

(R.- 530210) 
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 AVISOS GENERALES 
 
 
 
 

Estados Unidos Mexicanos 

Secretaría de Economía  

Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial 

Dirección Divisional de Protección a la Propiedad Intelectual 

 Subdirección Divisional de Procesos de Propiedad Industrial 

Coordinación Departamental de Nulidades 

Adobe, Inc. 

Vs. 

Inversa Colectivo Empresarial ICE 

M. 2117217 Marketo y Diseño 

Exped.: P.C.791/2021(N-242)6870 

Folio: 28613 

“2022, Año de Ricardo Flores Magón” 

Inversa Colectivo Empresarial ICE 

NOTIFICACION POR EDICTOS 

 
Mediante escrito y anexos enviados al Buzón en Línea habilitado por este Instituto en la página 

http://www.gob.mx/impi, el 15 de abril de 2021, recibido al día hábil siguiente, el día 16 del mismo mes y año, 

identificados con el folio de entrada 006870; por Rodolfo Rangel Martínez, apoderado de ADOBE, INC., 
solicitó la declaración administrativa de nulidad del registro de marca citado al rubro. 

Por lo anterior, este Instituto notifica la existencia de la solicitud que nos ocupa, concediéndole a INVERSA 

COLECTIVO EMPRESARIAL ICE., el plazo de UN MES, contado a partir del día hábil siguiente al día en que 

aparezca esta publicación, para que se entere de los documentos y constancias en que se funda la acción 

instaurada en su contra y presente dentro del mismo término, su escrito de contestación manifestando lo que 

a su derecho convenga; apercibido que de no dar contestación a la misma, una vez transcurrido el término 

señalado, este Instituto emitirá la resolución administrativa que proceda, de acuerdo a lo establecido por el 

artículo 342 de la Ley Federal de Protección a la Propiedad Industrial. 

Para su publicación, por una sola vez, en uno de los periódicos de mayor circulación en la República y en 

el Diario Oficial de la Federación, en los términos y para los efectos establecidos en los artículos 336, 367 

fracción IV, 368 fracción I, 369 y 370 de la Ley Federal de Protección a Propiedad Industrial. 

 

Atentamente 

30 de agosto de 2022 

La Coordinadora Departamental de Nulidades. 

Paola Vanessa Batalla Nuño. 
Rúbrica. 

(R.- 530199) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Gobierno de México 

Instituto Mexicano del Seguro Social 
Dirección Jurídica  

Unidad de Investigaciones y Procesos Jurídicos  
Coordinación de Investigación y Asuntos de Defraudación  

Coordinación Técnica de Control, Investigaciones y Procesos Penales  
División de Procesos, Recursos y Amparos 

NOTIFICACIÓN POR EDICTOS 
 

El Instituto Mexicano del Seguro Social, quejosa en el juicio de amparo 556/2022-6, en cumplimiento del 
auto de fecha catorce de octubre de dos mil veintidós, el presente edicto se publicará por tres veces de siete 
en siete días, en el Diario Oficial de la Federación y en uno de los periódicos de mayor circulación de la 
República, para hacerle saber a MARIA MAGDALENA ASTORGA VÁZQUEZ y EDGAR IVAN PATIÑO 
SÁNCHEZ, en su carácter de terceros interesados, que deberán presentarse en el local que ocupa el órgano 
de control constitucional Juzgado Cuarto de Distrito de Amparo en Materia Penal en la Ciudad de México, 
dentro del terminó de treinta días contados a partir del siguiente de su última publicación, lugar en el 
que se encuentra radicado el citado juicio de amparo, lo anterior con motivo de la determinación del C. Juan 
José Hernandez Leyva, Juez de Distrito Especializado en el Sistema Penal Acusatorio del Centro de Justicia 
Penal Federal en la Ciudad de México, con sede en el Reclusorio Sur, en funciones de Juez de Control, en la 
audiencia celebrada el día 25 de mayo de 2022, relacionada con la impugnación a las determinaciones del 
Ministerio Público 35/2022, al confirmar el No Ejercicio de la Acción Penal, emitida en la carpeta de 
investigación FED/CDMX/SPE/00008046/2017, por el Agente del Ministerio Público de la Federación, en 
auxilio de la célula IV-2 del equipo de investigación y litigación “B”, sin detenido de la Delegación Estatal de la 
Ciudad de México de la Fiscalía General de la República; carpeta de investigación que se instruyó en su 
contra, siendo el argumento toral del Juez de Control para confirmar la citada determinación que se 
encontraba actualizada la figura de la prescripción conforme a los plazos establecidos en el artículo 319 de la 
Ley del Seguro Social, siendo motivo de disenso por el asesor jurídico de la ofendida Instituto Mexicano del 
Seguro Social, quien interpone demanda de amparo y solicita la Protección de la Justicia Federal. 
 

Atentamente 
Ciudad de México, a 10 de noviembre de 2022 

Asesor Jurídico del Instituto Mexicano del Seguro Social 
Lic. Rodolfo Meza Mendoza 

Rúbrica. 
(R.- 529318) 

Estados Unidos Mexicanos 
Secretaría de Economía 

Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial 
Dirección Divisional de Protección a la Propiedad Intelectual 

Subdirección Divisional de Prevención de la Competencia Desleal 
Coordinación Departamental de Infracciones y Delitos 

Philip Morris Brand Sàrl 
Vs. 

Importaciones Yinko, S.A. de C.V. 
M. 88818 Marlboro 

M. 1130011 Marlboro y Diseño 
Exped.: P.C.546/2022(F-4)6141 

Folio: 39337 
"2022, Año de Ricardo Flores Magón" 

Importaciones Yinko, S.A. de C.V. 
NOTIFICACIÓN POR EDICTOS 

 
Por escrito presentado en la oficialía de partes de esta Dirección el día 4 de octubre de 2022, identificado 

con el folio 25456, Mauricio Galindo Suárez, apoderado de PHILIP MORRIS BRAND SÀRL, solicitó la 
declaración administrativa de infracción, contemplada en el artículo 386 del referido ordenamiento legal en sus 
fracciones I, II y XXI, respecto de los registros marcarios 88818 MARLBORO y 1130011 MARLBORO Y 
DISEÑO, en contra de IMPORTACIONES YINKO, S.A. DE C.V., derivado de la imposición de la medida 
provisional consistente en la suspensión de la libre circulación de mercancía de procedencia extranjera, de 
conformidad con el artículo 349 fracción II del ordenamiento legal citado. 

Por lo anterior, con fundamento en los artículos 5 fracción III, 21, 328, 331, 336 fracción II y último párrafo, 
367 fracción IV, 369 y 370 de la Ley Federal de Protección a la Propiedad Industrial, este Instituto notifica la 
existencia de la solicitud que nos ocupa, concediéndole a IMPORTACIONES YINKO, S.A. DE C.V., el plazo 
de DIEZ DÍAS HÁBILES, mismo que empezará a correr a partir del día hábil siguiente al que se realice esta 
publicación para que se entere de los documentos y constancias en que se funda la acción instaurada en su 
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contra y manifieste lo que a su derecho convenga; apercibido que de no dar contestación a la misma, una vez 
transcurrido el plazo señalado, se tendrá por precluido su derecho para tal efecto, y este Instituto, previo 
estudio de los antecedentes relativos y desahogadas las pruebas que lo requieran, emitirá la resolución 
administrativa que proceda, de acuerdo a lo establecido por el artículo 342 de la Ley Federal de Protección a 
la Propiedad Industrial. 

Para su publicación, por una sola vez, en uno de los periódicos de mayor circulación en la República 
Mexicana y en el Diario Oficial de la Federación, en los términos y para los efectos establecidos en los 
artículos 336 último párrafo y 369 de la Ley Federal de Protección a la Propiedad Industrial. 

 
Atentamente 

15 de noviembre de 2022 
El Coordinador Departamental de Infracciones y Delitos. 

Víctor Alberto Hernández López. 
Rúbrica. 

(R.- 530202) 
Estados Unidos Mexicanos 

Secretaría de Economía 
Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial  

Dirección Divisional de Protección a la Propiedad Intelectual 
Subdirección Divisional de Prevención de la Competencia Desleal 

Coordinación Departamental de Infracciones y Delitos 
Philip Morris Brand Sàrl 

Vs. 
Frak Logistics, S.A. de C.V. 

M. 88818 Marlboro 
M. 1130011 Marlboro y Diseño 
Exped.: P.C.260/2022(F-2)2742 

Folio: 39335 
"2022, Año de Ricardo Flores Magón" 

Frak Logistics,S.A. de C.V. 
NOTIFICACIÓN POR EDICTOS 

 
Por escrito presentado en la oficialía de partes de esta Dirección el día 4 de octubre de 2022, al cual 

recayó el folio de entrada 25457, por Mauricio Galindo Suárez, en representación de PHILIP MORRIS BRAND 
SÀRL, solicitó la declaración administrativa de infracción prevista en las fracciones I, II inciso b) y XXI del 
artículo 386 de la Ley Federal de Protección a la Propiedad Industrial, en contra de FRAK KLOGISTICS, S.A. 
DE C.V., respecto de los registros marcarios 88818 MARLBORO y 1130011 MARLBORO Y DISEÑO, 
derivada de la imposición de medida provisional consistente en la suspensión de la libre circulación de 
mercancía de procedencia extranjera, de conformidad con el artículo 349 fracción II del ordenamiento legal 
referido. 

Por lo anterior, con fundamento en los artículos 5 fracción III y V, 21, 328, 331, 336 fracción II y último 
párrafo, 367 fracción IV, 369 y 370 de la Ley Federal de Protección a la Propiedad Industrial, este Instituto 
notifica la existencia de la solicitud que nos ocupa, concediéndole a FRAK KLOGISTICS, S.A. DE C.V., el 
plazo de DIEZ DÍAS HÁBILES, mismo que empezará a correr a partir del día hábil siguiente al que se realice 
esta publicación para que se entere de los documentos y constancias en que se funda la acción instaurada en 
su contra y manifieste lo que a su derecho convenga; apercibido que de no dar contestación a la misma, una 
vez transcurrido el plazo señalado, se tendrá por precluido su derecho para tal efecto y, este Instituto, previo 
estudio de los antecedentes relativos y desahogadas las pruebas que lo requieran, emitirá la resolución 
administrativa que proceda, de acuerdo a lo establecido por el artículo 342 de la Ley Federal de Protección a 
la Propiedad Industrial. 

Para su publicación, por una sola vez, en uno de los periódicos de mayor circulación en la República 
Mexicana y en el Diario Oficial de la Federación, en los términos y para los efectos establecidos en los 
artículos 336 último párrafo y 369 de la Ley Federal de Protección a la Propiedad Industrial. 

 
Atentamente 

15 de noviembre de 2022 
El Coordinador Departamental de Infracciones y Delitos. 

Víctor Alberto Hernandez López. 
Rúbrica. 

(R.- 530204) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 

Dirección Normativa de Administración y Finanzas 
2022, Año de Ricardo Flores Magón, Precursor de la Revolución Mexicana 

EDICTO 
 

Constructora GEN, S.A. de C.V. 
Ing. David Alejandri Vázquez 
Apoderado Legal o bien quién tenga facultades de representación acreditables 
El Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, en lo sucesivo "El Instituto", 

a través de su representante la Lic. Almendra Lorena Ortíz Genis, en su carácter de Directora Normativa de 
Administración y Finanzas, quien cuenta con las facultades suficientes para sustanciar el presente 
procedimiento de rescisión administrativa, con fundamento en lo dispuesto en el poder general limitado para 
actos de administración y títulos de crédito, otorgado a través de la Escritura Pública número 46,003, y en 
ejercicio de las facultades otorgadas a la Dirección Normativa de Administración y Finanzas en el Segundo 
Párrafo de la Cláusula Segunda de dicho instrumento, que indica: “Asimismo “LA APODERADA” queda 
facultada para llevar a cabo los procedimientos administrativos de rescisión o terminación anticipada de los 
contratos que celebre el “INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES 
DEL ESTADO…”, y en la función 23 del numeral 5 del Manual de Organización General del Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado que refiere: “Dirección de Administración… 23. 
Realizar los procedimientos administrativos de rescisión de los contratos que celebre…”, primero y segundo 
párrafo del artículo 1, inciso g) de la fracción I del artículo 3, fracción XIV del artículo 7 y fracción XXI del 
artículo 15 del Estatuto Orgánico del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado, aprobado mediante Acuerdo 26.02.E.2018, ello en virtud de que si bien el Estatuto invocado refiere un 
cambio de denominación de la autoridad, éste no modificó su ámbito competencial, de conformidad con el 
artículo Quinto Transitorio del Estatuto Orgánico del ISSSTE, que establece que: “Los asuntos pendientes o 
en trámite al entrar en vigor este Estatuto, que conforme al mismo deban pasar de una unidad a otra u otras, 
continuarán su trámite y serán resueltos conforme a las normas vigentes al momento de su inicio, por aquella 
o aquellas unidades a las que se les haya atribuido la competencia en este ordenamiento”; así como en lo 
señalado en el segundo párrafo del numeral 5.12, de las Políticas, Bases y Lineamientos en Materia de Obras 
Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del ISSSTE, se le notifica LA RESOLUCIÓN DE 
RESCISIÓN ADMINISTRATIVA del contrato plurianual de obra pública a precios unitarios y tiempo 
determinado No. DA-SOC-C-022-2013, celebrado entre “El Instituto” y la empresa CONSTRUCTORA GEN, 
S.A. de C.V., para los Trabajos de Obra Civil e Instalaciones Electromecánicas correspondientes a la 
Ampliación y Remodelación para escalar de Unidad de Medicina Familiar tipo 2 a tipo 3, ubicada en 
Pabellón de Arteaga, Ags., hasta su total terminación. 

Con fundamento en lo previsto en los artículos 61, fracción II y 62, fracción II de la Ley de Obras Públicas 
y Servicios Relacionados con las Mismas, transcurrido el plazo señalado en la fracción I del artículo 61 de 
dicha Ley y, una vez analizadas y valoradas las constancias que obran en el expediente administrativo en que 
se actúa, se acreditan de manera fundada y motivada los incumplimientos a los supuestos de rescisión 
contractual del diverso 157, fracciones II, III y XII del Reglamento de la Ley de Obras Públicas y Servicios 
Relacionados con las Mismas, y en las fracciones II, III y XIV de la Cláusula Vigésima del contrato citado, por 
los siguientes incumplimientos contractuales: 1. No realizar los trabajos de reparación, y trabajos pendientes 
de realizar; 2. No ejecutar los trabajos de conformidad con lo estipulado en el contrato y 3. No integrar las 
estimaciones con su documentación soporte; aunado a que ha cambiado su domicilio sin notificar a  
“El Instituto”. Por lo que SE RESUELVE declarar administrativamente rescindido el contrato antes 
mencionado, por causas imputables a la empresa, procédase a la elaboración del finiquito de manera conjunta 
para determinar los adeudos que puedan existir tanto a favor de “El Instituto” como de la empresa, por lo que 
se cita a su representante legal a los siguientes eventos: el día 22 de diciembre de 2022, a las 12:00 horas 
en la oficina de la Residencia, en el Departamento de Supervisión Zona Norte, para la elaboración del 
finiquito, presentando la documentación correspondiente, apercibiéndolo que de no asistir en dicha fecha 
la Residencia formulará el finiquito respectivo con la información que obre en el expediente; y el día 13 de 
enero de 2023, a las 12:00 horas, para la protocolización del finiquito, a realizarse en la Sala de 
Proveedores de la Dirección Normativa de Administración y Finanzas y, en su caso, fórmense el expediente 
del reclamo de las fianzas de garantía de cumplimiento y del anticipo. 

“El Instituto” hace del conocimiento de la empresa que la presente resolución es recurrible en términos de 
los artículos 83, de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, y que el expediente respectivo continúa a 
su disposición en las oficinas de la Subdirección de Obras y Contratación, ubicada en Avenida San Fernando 
Número 547, Edificio D, P.B., Colonia Barrio de San Fernando, Código Postal 14070, Alcaldía Tlalpan, en la 
Ciudad de México, en un horario de 9:00 a 15:00 horas, de lunes a viernes. 

 
Atentamente 

Ciudad de México, a 02 de diciembre de 2022 
Directora Normativa de Administración y Finanzas 

Lic. Almendra Lorena Ortiz Genis 
Rúbrica. 

(R.- 530166) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Fiscalía General de la República 

Delegación Estatal Querétaro 
Oficina del C. Delegado 

NOTIFICACIÓN POR EDICTO 
 

En cumplimiento a los acuerdos dictados dentro de los autos de las diversas carpetas de investigación, de 
las cuales se decretó el aseguramiento ministerial de diversos bienes; y con fundamento en los artículos 16, 
21 y 102 apartado “A” de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 40 y 41 del Código Penal 
Federal; 82 fracción III 131 y 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales; 1 fracción 1, 3, 5, 6, 7, 8, 
14 y 15 de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Publico; se notifica a 
través del presente edicto, a quien o quienes resulten ser propietarios, representantes legales o personas con 
interés legal y/o quienes acrediten la propiedad, de los siguientes bienes afectos a las indagatorias que a 
continuación se describen: 1.- Carpeta de investigación FED/QRO/QRO/0001622/2020, iniciada por el delito 
de Contra la Salud, en su modalidad de posesión de metanfetamina, cocaína y marihuana, con fines de 
comercio previsto y sancionado por el artículo 195, párrafos primero y ultimo relacionado con los numerales 
194 fracción I, y 193 del Código Penal Federal, en agravio de la Salud Publica, en la cual el día 28 de agosto 
de 2020, se decretó el aseguramiento de doce billetes de la denominación de $20.00 (veinte pesos 00/100 
M.N.), cada uno, treinta billetes de la denominación de $50.00 (cincuenta pesos 00/100 M.N.), cada uno, mil 
ciento cuarenta y tres billetes de la denominación de $100.00 (cien pesos 00/100 M.N.), cada uno, dos mil 
setecientos tres billetes de la denominación de $200.00 (doscientos pesos 00/100 M.N.), cada uno, mil 
seiscientos cincuenta y siete billetes de la denominación de $500.00 (quinientos pesos 00/100 M.N.), cada 
uno, dos billetes de la denominación de $1000.00 (mil pesos 00/100 M.N.) cada uno, por ser instrumento del 
delito investigado 2.- Carpeta de investigación FED/QRO/QRO/0001770/2019, iniciada por el delito de 
Posesión Ilícita de Hidrocarburo previsto y sancionado en el artículo 9 Fracción I de la Ley Federal para 
Prevenir y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 03 de junio de 2021, se 
decretó el aseguramiento del camión, marca Dodge, línea Ram, tipo caja, color rojo, con placas de circulación 
SS-99-639 particulares para el Estado de Querétaro; es un vehículo del cual no se puede determinar su 
procedencia ni su modelo ya que no presenta su serie de diecisiete dígitos, objeto que es instrumento del 
delito investigado. - - - - - - - - - - - - - -- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

- - - Lo anterior a efecto de que manifiesten lo que a su derecho corresponda y se apercibe, para que se 
abstengan de ejercer actos de dominio sobre dichos bienes asegurados y de no manifestar lo que a su interés 
convenga, en un término de noventa días naturales siguientes al de la publicación del presente, dichos bienes 
causarán abandono en favor del Gobierno Federal de conformidad con lo dispuesto en el artículo 231 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales, haciendo del conocimiento que los referidos bienes se 
encuentran a disposición jurídica y material del Agente del Ministerio Público de la Federación, Delegación en 
el Estado Querétaro con domicilio en Avenida Estadio número 108, Colonia Colinas del Cimatario, C.P. 76090, 
Santiago de Querétaro, estado de Querétaro. - - 

 
Atentamente 

Santiago de Querétaro, Querétaro, a 27 de septiembre de 2022 
El C. Delegado Estatal de la Fiscalía General de la República en el Estado de Querétaro. 

José Guadalupe Franco Escobar. 
Rúbrica. 

(R.- 530215) 
Estados Unidos Mexicanos 

Fiscalía General de la República 
Delegación Estatal en Chiapas 

Tuxtla Gutiérrez, Chiapas 
NOTIFICACION POR EDICTO 

 
En cumplimiento a los acuerdos dictados dentro de los autos de las diversas carpetas de investigación, de 

las cuales se decretó el aseguramiento ministerial de diversos bienes; y con fundamento en los artículos 16, 
21 y 102 apartado “A” de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 40 y 41 del Código Penal 
Federal; 82 fracción III 131 y 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales; 1 fracción 1, 3, 5, 6, 7, 8, 
14 y 15 de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Publico; se notifica a 
través del presente edicto, 1.- Se notifica a NANCY CAROLINA CASTILLO GARCÍA propietario del vehículo 
automotor marca VOLKSWAGEN, submarca JETTA, color gris, modelo 2008, sin placas, con número de serie 
3VWYV49M28M624602, el cual fue asegurado con fecha 22 de junio de 2022, dentro de la Carpeta de 
Investigación FED/CHIS/TGZ/0000984/2022 iniciada por el delito de Ataques a las Vías Generales de 
Comunicación, previsto y sancionado en el artículo 533, de la Ley de Vías Generales de Comunicación , por 
ser instrumento del delito investigado. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  



296      DIARIO OFICIAL Lunes 12 de diciembre de 2022 

 

- - - Lo anterior a efecto de que manifiesten lo que a su derecho corresponda y se apercibe, para que se 
abstengan de ejercer actos de dominio sobre dichos bienes asegurados y de no manifestar lo que a su interés 
convenga, en un término de noventa días naturales siguientes al de la publicación del presente, dichos 
bienes causarán abandono en favor del Gobierno Federal de conformidad con lo dispuesto en el artículo 231 
del Código Nacional de Procedimientos Penales, haciendo del conocimiento que los referidos bienes se 
encuentran a disposición jurídica y material del agente del Ministerio Público de la Federación, de la Fiscalía 
General dela República en Chiapas, con domicilio Libramiento Sur Poniente número 2069, colonia Belén, 
código postal 29067, Tuxtla Gutiérrez, Chiapas. 

 
Atentamente 

Tuxtla Gutiérrez, Chiapas., a 24 de octubre del 2022. 
El Delegado Estatal en Chiapas. 

Licenciado Ignacio Alejandro Vila Chávez. 
Rúbrica. 

(R.- 530231) 
Estados Unidos Mexicanos 

Fiscalía General de la República 
Fiscalía Especializada de Control Regional 

Unidad de Investigación y Litigación 
Agente del Ministerio Público de la Federación 

NOTIFICACIÓN POR EDICTO 
 

- - - En cumplimiento al acuerdo dictado dentro de la carpeta de investigación en la cual se decretó el 
aseguramiento ministerial de un bien inmueble; y con fundamento en los artículos 16, 21 y 102 apartado "A" 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, 3, 11 fracción III y 13 fracción II, 40, Fracción 
I, de la Ley de la Fiscalía General de la República; 40 y 41 del Código Penal Federal, 127, 131, 132, fracción 
V y 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales; Oficio Circular C/002/2019 emitido por el Fiscal 
General de la República 1 fracción I, 6 y 24 de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes 
del Sector Publico, se notifica a través del presente edicto, a quien o quienes resulten ser propietarios, 
representantes legales o personas con interés legal y/o quienes acrediten la propiedad, del siguiente bien 
inmueble afecto a la carpeta de investigación FED/DGCAP/DGCAP-CDMX/0000004/2021, iniciada por los 
delitos de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, previsto y sancionado en la fracción II del artículo 
400 bis del Código Penal Federal; el previsto en el artículo 2 de la Ley Federal contra la Delincuencia 
Organizada; Defraudación Fiscal, previsto en el artículo 108 del Código Fiscal de la Federación y el previsto 
en el artículo 112 bis fracción VI de la Ley de Instituciones de Crédito, en la cual el 14 de octubre de 2022, se 
decretó el aseguramiento del inmueble ubicado en AVENIDA BONAMPAK, MANZANA 27, LOTE 1-02, 
NÚMERO INTERIOR L-24, CONDOMINIO MAESTRO UC 1601, CONDOMINIO LA LAGUNA II, ZONA 
HOTELERA, BENITO JUÁREZ, QUINTANA ROO, por ser aparentemente producto de los delitos 
investigados.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

- - - Lo anterior a efecto de que manifiesten lo que a su derecho corresponda y se apercibe, para que -se 
abstengan de ejercer actos de dominio sobre dichos bienes asegurados y de no ·manifestar lo que a su 
interés convenga, en un término de noventa días naturales siguientes al de la publicación del presente, dicho 
bien causará abandono en favor del Gobierno Federal de conformidad con lo dispuesto en el artículo 231 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales, haciendo del conocimiento que el referido bien se encuentra a 
disposición jurídica y material del Agente del Ministerio Público de la Federación Titular de la Célula I-1, de la 
Dirección General de Control de Averiguaciones Previas de la Fiscalía Especializada de Control Regional, 
Ciudad de México con domicilio en Avenida Insurgentes Sur, Número 20 de la Glorieta de Insurgentes, Piso 
21 Colonia Roma Norte, Alcaldía Cuauhtémoc, Código Postal 06700, Ciudad de México. - - - - - - - - - - - - - - - -  

 
Atentamente. 

Ciudad de México a 01 de noviembre de 2021. 
Agente del Ministerio Público de la Federación 

Titular de la Célula I-1 DGCAP Ciudad de México 
Lic. Juan Carlos Crespo Olivares 

Rúbrica. 
(R.- 530216) 
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Estados Unidos Mexicanos 

Fiscalía General de la República 

Delegación Baja California 

Tijuana 

NOTIFICACIÓN POR EDICTO 

 

En cumplimiento a los acuerdos dictados dentro de los autos de la carpeta de investigación, de la cual se 

decretó el aseguramiento ministerial del bien inmueble afecto; y con fundamento en los artículos 16, 21 y 102 

apartado “A” de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 40 y 41 del Código Penal Federal; 

82 fracción III 131 y 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales; 1 fracción 1, 3, 5, 6, 7, 8, 14 y 15 de 

la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Publico; se notifica a través del 

presente edicto, a Karla Berenice Álvarez Ortega y/o quien o quienes resulten ser propietarios, 

representantes legales o personas con interés legal y/o quienes acrediten la propiedad, del siguiente bien 

afecto a la indagatoria que a continuación se describe: 1.- Carpeta de investigación 

FED/BC/TIJ/0001822/2019, iniciada por el delito de Contra la Salud, previsto y sancionado en el artículo 195 

párrafo primero del Código Penal Federal, en la cual el 12 de mayo de 2019, se decretó el aseguramiento 

de un inmueble ubicado en Unidad 35 Conjunto Habitacional Cañada de las Panteras construido sobre el lote 

14 de la manzana 533 del fraccionamiento Cañadas del Florido II, en el municipio de Tijuana, estado de Baja 

California, con folio o partida real 1358099, por ser instrumento del delito investigado;- - - - - - - -  - - - -  - - - - - 

- - - Lo anterior a efecto de que manifiesten lo que a su derecho corresponda y se apercibe, para que se 

abstengan de ejercer actos de dominio sobre dichos bienes asegurados y de no manifestar lo que a su interés 

convenga, en un término de noventa días naturales siguientes al de la publicación del presente, dichos 

bienes causarán abandono en favor del Gobierno Federal de conformidad con lo dispuesto en el artículo 231 

del Código Nacional de Procedimientos Penales, haciendo del conocimiento que los referidos bienes se 

encuentran a disposición jurídica y material del agente del Ministerio Público de la Federación, Delegación en 

el estado Baja California, con domicilio en Blvd. Abelardo L. Rodríguez, número 2930, Colonia Zona Urbana 

Rio Tijuana, Cp. 22010 Tijuana, Baja California. 

 

Atentamente. 

Tijuana, Baja California a 13 de octubre de 2022. 

Delegado Estatal en Baja California 

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo Primero, Tercero y Cuarto Transitorio 

de la Ley de la Fiscalía General de la República, publicada el día 20 de mayo de 2021. 

Maestro Victorino Porcayo Domínguez. 
Rúbrica. 

(R.- 530221) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Fiscalía General de la República 

Delegación Estatal Nayarit 
NOTIFICACIÓN POR EDICTO 

 
En cumplimiento al acuerdo dictado dentro de los autos de las carpeta de investigación, de la cual se 

decretó el aseguramiento ministerial del bien; y con fundamento en los artículos 16, 21 y 102 apartado “A” de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 40 y 41 del Código Penal Federal; 82 fracción III 
131 y 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales; 1 fracción 1, 3, 5, 6, 7, 8, 14 y 15 de la Ley 
Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Publico; se notifica a través del presente 
edicto, a quien o quienes resulten ser propietarios, representantes legales o personas con interés legal y/o 
quienes acrediten la propiedad, del siguiente: 1.- Carpeta de investigación FED/NAY/TEP/0000083/2021, 
iniciada por el delito de Portación de Arma de Fuego de Uso Exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea, 
previsto y sancionado en el Artículo 83 fracción III, en relación con el diverso 11, inciso c) de la Ley Federal de 
Armas de Fuego y Explosivos, en la cual el 14 de marzo de 2021 se decretó el aseguramiento de una 
Embarcación tipo inmensa de aproximadamente 15 metros de eslora, 2 metros de manga y 1.50 metros de 
puntal, con 3 motores fuera de borda marca Yamaha de 300 hp, por ser instrumento del delito investigado. 
2.- Carpeta de investigación FED/NAY/TEP/0000132/2020, iniciada por el delito Contra la Salud en la 
modalidad de Transporte de Narcótico, previsto y sancionado en el artículo 194 fracción I del  Código Penal 
Federal, en la cual el 10 de abril de 2021, se decretó el aseguramiento de Un vehículo de la marca Hyundai, 
modelo H100, tipo camioneta, dos puertas, color rojo, con caja de carga de color blanco, con placas de 
circulación G62-AVS de la Ciudad de México y con número de identificación vehicular KMFZB17H27U246607, 
corresponde a un vehículo de origen extranjero y año-modelo 2007, por ser instrumento del delito investigado. 
3.- Carpeta de investigación FED/NAY/TEP/0000536/2019, iniciada por el delito de Portación de Arma de 
Fuego de Uso Exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea, previsto y sancionado en el Artículo 83, 
Fracción II, en relación con el diverso 11, inciso b), delito cometido con la agravante contemplada en el 
numeral 83 ambos de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, en la cual el 26 de Octubre de 2019, 
se decretó el aseguramiento de Un vehículo  de la  marca Nissan, tipo Sedan, línea Versa, modelo 2018, 
color gris, número de serie 3N1CN7AD5JK436896, con placas de circulación JPR-95-28, del Estado de 
Jalisco, por ser instrumento del delito investigado. 4.- Carpeta de investigación FED/NAY/TEP/0000374/2019, 
iniciada por el delito Contra la salud, en la modalidad de posesión de marihuana, previsto y sancionado en el 
artículo 195, en relación con los diversos 193, 237, del Código Penal Federal, y 234 de la Ley General de 
Salud, en la cual el 02 de Agosto de 2019, se decretó el aseguramiento de Un vehículo de la marca Dodge, 
modelo RAM Van 2500, tipo camioneta, tres puertas, color verde, placas de Circulación AN-05-689 del Estado 
de Baja California, número de identificación vehicular 2B7JB21Y4WK109308, corresponde a un vehículo de 
manufactura extranjera y año-modelo 1998, por ser instrumento del delito investigado. 5.- Carpeta de 
investigación FED/NAY/IXT/0000232/2019, iniciada por el delito Contra la Salud, previsto en el artículo 194 del 
Código Penal Federal, en la cual el 23 de julio de 2019, se decretó el aseguramiento de Un vehículo tipo 
SUV, color blanco marca Toyota modelo Land Crusier, año modelo 2006, número de identificación vehicular 
JTEHTO5J562095871, por ser objeto del delito investigado. 6.- Carpeta de investigación 
FED/NAY/TEP/0000227/2016, iniciada por el delito Contra la Salud, previsto en el artículo 194 del Código 
Penal Federal, en la cual el 26 de noviembre de 2016, se decretó el aseguramiento de Una Camioneta marca 
Dodge, modelo Durango SLT, tipo SUV, 4 puertas color rojo, placas de circulación ULF-34-51, del Estado de 
Querétaro, número de identificación vehicular 1B4HS28Z6WF177988, por ser instrumento del delito 
investigado. 7.- Carpeta de investigación FED/NAY/TEP/0000484/2017, iniciada por el delito de Violación a la 
Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, previsto en el artículo 83 Fracción II de la Ley Federal de 
Armas de Fuego y Explosivos, en la cual el 25 de septiembre de 2017, se decretó el aseguramiento de Un 
Vehículo de la marca Mercedes Benz, modelo GL 450, tipo SUV, cuatro puertas, color negro, con Placas de 
Circulación RGM-73-93 del Estado de Nayarit y Número de Identificación Vehicular 4JGBF71E17A110081, de 
Manufactura Extranjera, Año-Modelo 2007, por ser instrumento del delito investigado. Lo anterior a efecto de 
que manifiesten lo que a su derecho corresponda y se apercibe, para que se abstengan de ejercer actos de 
dominio sobre dichos bienes asegurados y de no manifestar lo que a su interés convenga, en un término de 
noventa días naturales siguientes al de la publicación del presente, dichos bienes causarán abandono en 
favor del Gobierno Federal de conformidad con lo dispuesto en el artículo 231 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, haciendo del conocimiento que los referidos bienes se encuentran a disposición 
jurídica y material de los agentes del Ministerio Público de la Federación, de la Delegación en el Estado de 
Nayarit, quienes tienen su domicilio en Avenida las Brisas Plaza Fiesta Tepic, local 2-A, Fraccionamiento Las 
Brisas, C.P. 63117, Tepic Nayarit. 

 
Atentamente. 

Tepic, Nayarit a 22 de octubre de 2022. 
Delegado de la Fiscalía General de la República en el Estado de Nayarit. 

Mtro. Raúl Jesús Izabal Montoya. 
Rúbrica. 

(R.- 530224) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Fiscalía General de la República 
Delegación Estatal Nuevo León 

Gral. Escobedo, N.L. 
NOTIFICACIÓN POR EDICTO 

 
En cumplimiento a los acuerdos dictados dentro de los autos de las diversas carpetas de investigación, de 

las cuales se decretó el aseguramiento ministerial de diversos bienes; y con fundamento en los artículos 16, 
21 y 102 apartado “A” de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 40 y 41 del Código Penal 
Federal; 82 fracción III 131 y 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales; 1 fracción 1, 3, 5, 6, 7, 8, 
14 y 15 de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Publico; se notifica a 
través del presente edicto, a quien o quienes resulten ser propietarios, representantes legales o personas con 
interés legal y/o quienes acrediten la propiedad, de los siguientes bienes afectos a las indagatorias que a 
continuación se describen: 1.- Carpeta de investigación FED/NL/ESC/0002018/2021, iniciada por el delito de 
Contra la Salud, Previsto y Sancionado en el  Artículo 195 del Código Penal Federal, en la cual el día 26 del 
mes de Noviembre del año 2021, se decretó el aseguramiento del Vehículo de color guindo, de la marca 
Honda, placas de registro 1625 Unión Campesina Democrática, Tierra Democracia y Libertad, serie: 
JHMCG6692YC024794.-, por ser instrumento  del delito investigado; 2.- Carpeta de investigación 
FED/NL/ESC/0001752/2022, iniciada por el delito previsto en el artículo 81 de la Ley Federal de Armas de 
Fuego y Explosivos, en la cual el día 03 del mes de Septiembre del año 2022, se decretó el aseguramiento del 
vehículo doble propósito de la marca Italika, tipo motocicleta, placas de registro P5BD8 del transporte privado 
motocicleta del Estado de Nuevo León, número de identificación vehicular: 3SCYDMGE2KU1028532.- 3.- 
Carpeta de investigación FED/NL/ESC/0001981/2022, iniciada por el delito previsto en el artículo 8 de la Ley 
Federal para prevenir y sancionar los delitos cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el día 11 del 
mes de octubre del año 2022, se decretó el aseguramiento del vehículo de la marca Kenworth, tipo 
tractocamión, de color blanco, número económico 5, placas de registro 89-AR-4Y del Servicio Público Federal, 
SERIE: 1XKAD49X2CJ300951, y un semirremolque tanque cisterna de color gris, número económico Q-37, 
serie 1UNST5031BS082463, modelo 2011.- 4.- Carpeta de investigación FED/NL/ESC/0000960/2022, 
iniciada por un delito previsto y sancionado en el Artículo 8, vigente hasta el 18 de mayo. I. sustraiga 
hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos, de ductos, vehículos, equipos, instalaciones o activos, sin 
derechos y sin consentimiento de asignatarios, contratistas, permisionarios, distribuidores o quien pueda 
disponer de ellos con arreglo a la ley, de la ley federal para prevenir y sancionar los delitos competidos en 
materia de hidrocarburos, en perjuicio de la sociedad, en la cual el 23 de mayo de 2022, se decretó el 
aseguramiento del inmueble ubicado en predio marcado con el número de lote 80 con coordenadas latitud 
25.8113661, longitud -100357841 de la colonia Gloria Mendiola Municipio DE General Escobedo, Nuevo Leon, 
5.- Carpeta de investigación FED/NL/ESC/0000960/2022, iniciada por el delito de Articulo 8, vigente hasta el 
18 de mayo. I. sustraiga hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos, de ductos, vehículos, equipos, 
instalaciones o activos, sin derechos y sin consentimiento de asignatarios, contratistas, permisionarios, 
distribuidores o quien pueda disponer de ellos con arreglo a la ley, de la ley federal para prevenir y sancionar 
los delitos competidos en materia de hidrocarburos, en la cual el 23 de Mayo de 2022, se decretó el 
aseguramiento del vehículo incompleto de tres ejes marca international modelo MT 035 serie 4400 SBA 6X2 
cabina convencional chasis color blanco con placas de circulación 14-AT-1M del servicio de autotransporte 
federal con número de identificación vehicular 3HANKAAR67L559709, CORRESPONDEN a un vehículo de 
origen nacional y año modelo 2007, ensamblado en General Escobedo, Nuevo León, por ser instrumento del 
delito investigado.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

Lo anterior a efecto de que manifiesten lo que a su derecho corresponda y se apercibe, para que se 
abstengan de ejercer actos de dominio sobre dichos bienes asegurados y de no manifestar lo que a su interés 
convenga, en un término de noventa días naturales siguientes al de la publicación del presente, dichos 
bienes causarán abandono en favor del Gobierno Federal de conformidad con lo dispuesto en el artículo 231 
del Código Nacional de Procedimientos Penales, haciendo del conocimiento que los referidos bienes se 
encuentran a disposición jurídica y material del agente del Ministerio Público de la Federación, Delegación 
Estatal Nuevo León, de la Fiscalía General de la República, sito en la carretera Monterrey Nuevo Laredo, 
kilómetro 14.5, en la colonia Nueva Castilla en la ciudad de General Escobedo, Nuevo León, apercibiéndole 
para que no enajene o grave el (los) bien (es) en comento, haciéndole saber que, en caso de no haber 
manifestación alguna en el plazo señalado, el bien en referencia causara abandono a favor del Gobierno 
Federal.- 

Atentamente. 
General Escobedo, Nuevo León a 27 de octubre de 2022. 

El Delegado de la Fiscalía General de la República 
Mtro. Gonzalo Sánchez Betanzos 

Rúbrica. 
(R.- 530229) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Fiscalía General de la República 

Delegación Estatal San Luis Potosí 
NOTIFICACIÓN POR EDICTO 

 
En cumplimiento a los acuerdos dictados dentro de los autos de la carpeta de investigación, en la cual se 

decretó el aseguramiento ministerial de diversos bienes; y con fundamento en los artículos 16, 21 y 102 
apartado “A” de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 40 y 41 del Código Penal Federal; 
82 fracción III, 131 y 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales; 1 fracción 1, 3, 5, 6, 7, 8, 14 y 15 
de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Publico; se notifica a través del 
presente edicto, a quien o quienes resulten ser propietarios, representantes legales o personas con interés 
legal y/o quienes acrediten la propiedad, de los siguientes bienes afectos a la indagatoria que a continuación 
se describe: 

1.- Carpeta de investigación FED/SLP/MATH/0000730/2022, iniciada en contra de quien y/o quienes 
resulten responsables, por el delito de Violación a la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, 
previsto y sancionado en el artículo 83 fracción II, y 83 Quin fracción I, de la Ley Federal de Armas de Fuego 
Explosivos, en la cual el 29 de junio de 2022, se decretó el aseguramiento de una bolsa ecológica color roja 
de la cadena comercial soriana y en su interior 73 sobres color beige, cada uno con numerario en efectivo, 
dando un total de 245,700.00 pesos, identificado como indicio 1, por ser objeto del delito investigado. 2.- 
Carpeta de investigación FED/SLP/SLP/0000961/2021, iniciada en contra de quien y/o quienes resulten 
responsables, por el delito de Robo, previsto y sancionado en el artículo 376 TER, del Código Penal Federal, 
en la cual el 07 de septiembre de 2022, se decretó el aseguramiento de un (01) vehículo tipo tractocamión, 
tipo quinta rueda, línea t800m, marca kenworth, color naranja, con número de identificación vehicular 
F469052, con número de motor 79816104, con placas de circulación 38AJ2G, del Servicio de Autotransporte 
Federal, por ser instrumento del delito investigado. 3.- Carpeta de investigación FED/SLP/SLP/0001749/2021, 
iniciada en contra de quien, y/o quienes resulten responsables, por los delitos de Contra la Salud y Violación 
a la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, previstos y sancionados en los artículos: 477, en la 
Modalidad de Posesión Simple de Narcótico, de la Ley General de Salud y 83 QUAT Fracción II, en la 
Modalidad de Posesión de Cartuchos para Arma de Fuego de uso Exclusivo del Ejército Armada y Fuerza 
Aérea. De la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, en la cual el 28 de diciembre de 2021, se 
decretó el aseguramiento de un (01) vehículo automotor marca Nissan, tipo sedan, línea versa, con placas 
de circulación VER339A, particulares del estado de San Luis Potosí, color gris, con número de identificación 
vehicular 3N1CN7ADHK458205, con numero de motor HR16816521N, corresponde a un vehículo de origen 
nacional y un año modelo 2017, por ser instrumento del delito investigado. 4.- Carpeta de investigación 
FED/SLP/SLP/0000972/2016, iniciada en contra de quien y/o quienes resulten responsables, por el delito de 
Daños a las Vías Generales de Comunicación, previsto y sancionado en el artículo 533 párrafo segundo, de 
la Ley de Vías Generales de Comunicación, en la cual el 03 de julio de 2022, se decretó el aseguramiento 
de un (01) Vehículo marca General Motors, tipo pick up cabina extendida (cabina y media), línea Sierra, color 
gris, con número de identificación vehicular 1GTEC19T93E188900, modelo 2003, de origen extranjero, placas 
de circulación MV5013H particulares del Estado de Michoacán, por ser instrumento del delito investigado. 

Lo anterior a efecto de que manifiesten lo que a su derecho corresponda y se apercibe, para que se 
abstengan de ejercer actos de dominio sobre dichos bienes asegurados y de no manifestar lo que a su interés 
convenga, en un término de noventa días naturales siguientes al de la publicación del presente, dichos 
bienes causarán abandono en favor del Gobierno Federal de conformidad con lo dispuesto en el artículo 231 
del Código Nacional de Procedimientos Penales, haciendo del conocimiento que los referidos bienes se 
encuentran a disposición jurídica y material del agente del Ministerio Público de la Federación, en la  
Delegación Estatal San Luis Potosí, con domicilio en Republica de Polonia Numero 370, colonia número 
Lomas de Satélite, San Luis Potosí, San Luis Potosí. 

 
Atentamente. 

San Luis Potosí, S.L.P. a 25 de octubre de 2022. 
El Delegado en San Luis Potosí. 

Lcdo. Rodolfo Hernandez Limon 
Rúbrica. 

(R.- 530230) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Fiscalía General de la República 
Delegación Estatal en Chiapas 

Tuxtla Gutiérrez, Chiapas 
NOTIFICACION POR EDICTO 

 
En cumplimiento a los acuerdos dictados dentro de los autos de las diversas carpetas de investigación, de 

las cuales se decretó el aseguramiento ministerial de diversos bienes; y con fundamento en los artículos 16, 
21 y 102 apartado “A” de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 40 y 41 del Código Penal 
Federal; 82 fracción III 131 y 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales; 1 fracción 1, 3, 5, 6, 7, 8, 
14 y 15 de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Publico; se notifica a 
través del presente edicto, a quien o quienes resulten ser propietarios, representantes legales o personas con 
interés legal y/o quienes acrediten la propiedad, de los siguientes bienes afectos a las indagatorias que a 
continuación se describen: 1.- Carpeta de Investigación FED/CHIS/TGZ/0000808/2022, Iniciada por el  delito 
de a quien Transporte por Territorio Nacional, con el objeto de obtener indirectamente un lucro, a varios 
extranjeros sin la documentación correspondiente, con el fin de evadir la revisión migratoria, previsto y 
sancionado por el artículo 159, fracción III, con la agravante de cometerlo respecto de niñas, niños y 
adolescentes, previsto y sancionado en el artículo 160, fracción I, ambos de la Ley de Migración, en la cual el 
21 de mayo de 2022, se decretó el aseguramiento de: Una camioneta marca Ford, modelo F-150, tipo 
Pick Up, color blanco, sin placas de circulación, con número de identificación vehicular 1FTZX1727XNC24671, 
de origen extranjero y corresponde a un año modelo 1999, no presenta alteraciones ni modificaciones en sus  
medios de identificación y una camioneta marca General Motors, modelo Suburban, tipo MPV, color café con 
negro, con placas de circulación dlr-667-c particulares del estado de Chiapas, con número de identificación 
vehicular 3GCEC26K3PM119427, es de origen nacional y corresponde a un año modelo 1993, no presenta 
alteraciones ni modificaciones en sus medios de identificación,  por ser objeto del delito investigado. 2.- 
Carpeta de Investigación FED/CHIS/TAP/0000444/2022, iniciada por el delito previsto en el artículo 159 
fracción III. Albergue o Transporte por el Territorio Nacional, con el Objeto de obtener Directa o Indirectamente 
un Lucro, a uno o varios Extranjeros con el fin de evadir la Revisión Migratoria. de la ley de Migración y 
artículo 160 fracción I. respecto de niñas, niños y adolescentes o cuando se induzca, procure, facilite u obligue 
a un niño, niña o adolescente o a quien no tenga capacidad para comprender el significado del hecho, a 
realizar cualquiera de las conductas descritas en el artículo anterior; de la Ley de Migración; en la cual el 26 
de agosto de 2022, se decretó el aseguramiento de: Una Camioneta Marca Ford, Tipo Van, Modelo 
Econoline150, Color Blanca con Franjas Verdes, Cinco Puertas, "Ambulancia Urgencias Médicas Traslados" 
Torreta en la parte superior, sin placas de Circulación, Identificación Vehicular 1FTRE14W94HB43310, por 
ser objeto del delito investigado. 3.- Carpeta de Investigación FED/CHIS/TGZ/0000339/2016, iniciada por 
el delito de a quien Transporte por el Territorio Nacional, con el Objeto de obtener Directa o 
Indirectamente un Lucro, a uno o varios Extranjeros con el fin de evadir la Revisión Migratoria; con la 
Agravante de que dicha conducta se realice respecto de Niñas, Niños y Adolescentes, previsto en el 
artículo 159, fracción III, en relación al 160, fracción I, de la Ley de Migración, en la cual el 07 de abril de 
2016, se decretó el aseguramiento de: 1.- Un vehículo de la marca Chevrolet, línea Silverado, tipo Pick up 
cabina extendida, color blanco, modelo 1999, origen extranjero, con número de identificación vehicular: 
2GCEK19T7X114039, con placas de circulación XT-98-671, particulares del Estado de Veracruz; y 2.- Un 
vehículo de la marca Ford, Submarca Explorer, tipo multipropósito, color rojo, modelo 1996, origen extranjero, 
con número de identificación vehicular: 1FMCU22X9TUC59019, con placas de circulación DRL-20-53, 
particulares del Estado de Chiapas; ambos por ser instrumentos del delito investigado. - - - - - - - - - - - - - -  

- - - Lo anterior a efecto de que manifiesten lo que a su derecho corresponda y se apercibe, para que se 
abstengan de ejercer actos de dominio sobre dichos bienes asegurados y de no manifestar lo que a su interés 
convenga, en un término de noventa días naturales siguientes al de la publicación del presente, dichos 
bienes causarán abandono en favor del Gobierno Federal de conformidad con lo dispuesto en el artículo 231 
del Código Nacional de Procedimientos Penales, haciendo del conocimiento que los referidos bienes se 
encuentran a disposición jurídica y material del agente del Ministerio Público de la Federación, de la Fiscalía 
General dela República en Chiapas, con domicilio Libramiento Sur Poniente número 2069, colonia Belén, 
código postal 29067, Tuxtla Gutiérrez, Chiapas. 

 
Atentamente 

Tuxtla Gutiérrez, Chiapas a 24 de octubre del 2022. 
El Delegado Estatal en Chiapas. 

Licenciado Ignacio Alejandro Vila Chávez. 
Rúbrica. 

(R.- 530232) 



302      DIARIO OFICIAL Lunes 12 de diciembre de 2022 

 

Estados Unidos Mexicanos 

Fiscalía General de la República 

NOTIFICACIÓN POR EDICTO 

 

En cumplimiento a los acuerdos dictados dentro de los autos de la Carpetas de Investigación, de las 

cuales se decretó el aseguramiento ministerial de diversos bienes; y con fundamento en los artículos 16, 21  

y 102 apartado “A” de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 40 y 41 del Código Penal 

Federal; 82 fracción III 131 y 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales; 1 fracción 1, 3, 5, 6, 7, 8, 

14 y 15 de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Publico; se notifica  

a través del presente edicto, a quien o quienes resulten ser propietarios, representantes legales o personas 

con interés legal y/o quienes acrediten la propiedad, de los siguientes bienes afectos a las indagatorias que a 

continuación se describen: 1.- Carpeta de investigación FED/JAL/ZAP/0001979/2022, iniciada por el delito de 

Daño en Propiedad Ajena, previsto en el artículo 399 y sancionado en el artículo 370 segundo párrafo del 

Código Penal Federal, en la cual el 04 de julio de 2022, se decretó el aseguramiento de un vehículo marca 

Dodge, tipo Multiuso, línea Grand Caravan, versión ES, estilo Van Extendida, cuatro puertas, color gris, con 

placas de circulación JKR-42-32 del estado de Jalisco y número de identificación vehicular 

2D4GP54L93R229012, por considerarse instrumento del delito investigado, 2.- Carpeta de investigación 

FED/JAL/TEPMOR/0001141/2022, iniciada por el delito de Contra la Salud previsto y sancionado en el 

artículo 195 del Código Penal Federal, en la cual el 13 de Mayo 2022, se decretó el aseguramiento de un 

vehículo tipo Motocicleta marca Italika, línea DM250, estilo doble propósito, color azul matizado,  

serie LZSK4FKK0NF032397, por constituir instrumento del delito investigado, 3.- Carpeta de investigación 

FED/JAL/PTOVALL/0001067/2021, iniciada por el delito de portación de arma de fuego sin licencia ,  

previsto y sancionado en el artículo 83 fracción II y 83 Quat fracción II de la Ley Federal de Armas de Fuego y 

Explosivos, en la cual el 20 de abril 2022, se decretó el aseguramiento de a) un vehículo marca Ford 

modelo F-150 Lobo Platinum, tipo pick up, sin placas de circulación color blanco, con número de serie 

1FTEW1EG4JFD90468, año 2018; b) un vehículo marca Chevrolet, modelo Cheyene, tipo Pick Up, color café, 

con placas de circulación JV-48-334 del Estado de Jalisco, con número de serie 3GCRKTE38AG283198,  

año 2010; por constituir instrumento del delito investigado, 4.- Carpeta de investigación 

FED/JAL/GDL/0002641/2022, iniciada por el delito de posesión de cartuchos y cargadores de uso exclusivo 

del Ejército, Armada y Fuerza Aérea, previsto y sancionado en el artículo 83 Quat, fracción II, 83 Quintus 

fracción I y II todos de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, en la cual el 23 de agosto de 2022, 

se decretó el aseguramiento de a).- Vagoneta marca Chrysler, submarca jeep, tipo Suv, modelo Wrangler, 

línea Unlimited Sport, cinco puertas, color gris, con placas de circulación TMG-88-22, particulares del Estado 

de Oaxaca, con niv 1C4ABJWDGXJL879894. b).-Vagoneta marca Acura, tipo MPV, Modelo MDX, color 

blanco, cinco puertas, con placas de circulación PGR-349-B, particulares del Estado de Michoacán, con 

placas 5KCYD4860HB800377. c).- camión unitario ligero marca Mitsubishi, tipo pick-up modelo L 200, doble 

cabina 4 puertas, color blanco, con placas de circulación NH-4239-B del Estado de Michoacán, con NIV 

MMBNL45K9KH011527. d).- Vagoneta marca Acura, tipo MPV, o Pick-Up, modelo MDX, color blanco, cinco 

puertas, con placas de circulación PGP-657-5, del Estado de Michoacán, con número de serie 

19UYD4863JL900108. e).- Vagoneta marca Honda, tipo MPV, Modelo Pilot, Color gris, cinco puertas, con 

placas de circulación PUV-892-A, particulares del Estado de Michoacán, con número de serie 

5KBYF5892MB800437. f).- camión unitario ligero marca JAC, Tipo Pick-Up, modelo no visible, color rojo, 

doble cabina, cuatro puertas, con placas de circulación JW-90-769, del Estado de Jalisco, con niv 

3GA5D1544LM182033, al considerar instrumento de los delitos investigados, 5.- Carpeta de investigación 

FED/JAL/GDL/0001324/2021, iniciada por el delito de transporte de marihuana, previsto y sancionado en el 

artículo 194 fracción I, del Código Penal Federal, en la cual el día 17 de mayo de 2021, se decretó el 
aseguramiento de un camión unitario ligero marca Toyota, tipo pick-up, modelo Tundra, color gris, doble 

cabina, cuatro puertas, con placas de circulación MT-1982-R particulares del estado de Michoacán, número 

de identificación vehicular 5TFHY5F15CX225115, año modelo 2012; ello, por constituir instrumento del delito 
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investigado, 6.- Carpeta de investigación FED/JAL/GDL/0004133/2020, iniciada por el delito de portación de 

arma de fuego sin licencia, previsto y sancionado en el artículo 81 de la Ley Federal de Armas de Fuego y 

Explosivos, en la cual el 25 de noviembre del 2020, se decretó el aseguramiento de un vehículo marca 

Ford, línea Mercury, tipo Sedan, modelo sable, color negro, cuatro puertas, con placas de circulación  

NFL-27-36 particulares del Estado de México, serie 1MEHM42WX8G600042, año modelo 2008; ello,  

por constituir instrumentos  del delito investigado, 7.- Carpeta de investigación FED/JAL/GDL/0000796/2020, 
iniciada por un delito contra la salud, previsto y sancionado en el artículo 194 fracción I, del Código Penal 

Federal, en la cual el 24 de febrero de 2020, se decretó el aseguramiento de un automotor  marca Nissan, 

tipo Camión, versión 4x4 (cuatro ruedas motrices), estilo Pickup Cabina King, dos puertas, color blanco y con 

número de identificación vehicular 1N6HD16D16Y7RC327854, correspondiente a un origen extranjero 

(Estados Unidos) y año-modelo 1994,  por constituir producto del delito investigado- - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

 - - - Lo anterior a efecto de que manifiesten lo que a su derecho corresponda y se apercibe, para que se 

abstengan de ejercer actos de dominio sobre dichos bienes asegurados y de no manifestar lo que a su interés 

convenga, en un término de noventa días naturales siguientes al de la publicación del presente, dichos 

bienes causarán abandono en favor del Gobierno Federal de conformidad con lo dispuesto en el artículo 231 

del Código Nacional de Procedimientos Penales, haciendo del conocimiento que los referidos bienes se 

encuentran a disposición jurídica y material del agente del Ministerio Público de la Federación, Delegación en 

el estado de Jalisco con domicilio en Av. 16 de Sep. Número 591, Colonia Mexicaltzingo, Guadalajara, Jalisco. 

 

Atentamente. 

Guadalajara, Jalisco a 27 de octubre de 2022. 

Delegado Estatal en Jalisco 

Doctor Juan Victor Manuel Guajardo Sosa 
Rúbrica. 

(R.- 530217) 
Estados Unidos Mexicanos 

Fiscalía General de la República 
Delegación Estado de México 

NOTIFICACIÓN POR EDICTO 
 

En cumplimiento a los acuerdos dictados dentro de los autos de las diversas carpetas de investigación de 
las cuales se decretó el aseguramiento ministerial de diversos bienes; y con fundamento en los artículos 16, 
21 y 102 apartado “A” de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 40 y 41 del Código Penal 
Federal; 82 fracción III, 131 y 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales; 1 fracción I, III, V, VI, VII y 
VIII, de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público; se notifica a través 
del presente edicto, a quien o quienes resulten ser propietarios, representantes legales o personas con interés 
legal y/o quienes acrediten la propiedad, de los siguientes bienes afectos a las indagatorias que a 
continuación se describen: 

1.- Carpeta de Investigación FED/MEX/TOL/0002896/2022, iniciada por los delitos de Contra la Salud, 
previsto y sancionado en el artículo 194, fracción I, del Código Penal Federal y Portación de Arma de Fuego 
sin Licencia previsto y sancionado en el artículo 81, de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, en la 
cual el treinta de agosto de dos mil veintidós se decretó el aseguramiento de: UN INMUEBLE UBICADO EN 
CALLE 15 DE MAYO, COLONIA SHIGANDI, POBLADO DE SANTIAGO TLACOTEPEC, TOLUCA, ESTADO 
DE MÉXICO, CON COORDENADAS GEOGRÁFICAS 19.228179, -99.668575, CORRESPONDIENTE A UNA 
CASA HABITACIÓN DE CONCRETO DE DOS NIVELES, CON FACHADA COLOR GRIS CON VIVOS 
ROJOS, VENTANAS FORMA CUADRANGULAR CON HERRERÍA EN COLOR NEGRO, CON VÍA DE 
ACCESO PERSONAL TIPO PEATONAL EN MATERIAL DE REJA  CON CUBIERTA EN SU PARTE 
INTERIOR EN COLOR BLANCO, EL SEGUNDO NIVEL PRESENTA FACHADA DE BLOCK EN SU COLOR 
NATURAL Y TECHO DE LÁMINA, EN LA PARTE SUPERIOR DE PUERTA DE ACCESO SE UBICA UN 
NICHO DE TABIQUE Y BLOCK APRECIÁNDOSE QUE AL INTERIOR SE APRECIAN IMÁGENES 
RELIGIOSAS CONOCIDAS COMO "SAN JUDAS TADEO" Y "VIRGEN DE GUADALUPE"; por ser un 
instrumento del delito investigado. 2.- Carpeta de Investigación FED/MEX/CHAL/0002026/2022, iniciada 
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por el delito Comercio Ilícito de Hidrocarburo, previsto en el artículo 9, fracción I, de la Ley para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el seis de octubre de dos mil 
veintidós se decretó el aseguramiento de: (01) INMUEBLE CONSISTENTE EN ESTACIÓN ECOLÓGICA 
PARA CARBURACIÓN DE GAS L.P., UBICADA EN CALLE MARTÍN CARRERA, SIN NÚMERO, COLONIA 
SAN ANTONIO TLALPIZAHUAC, MUNICIPIO DE IXTAPALUCA, ESTADO DE MÉXICO, CON 
COORDENADAS GEOGRÁFICAS 19.333885, -98.950391; por ser un instrumento del delito investigado. 
3.- Carpeta de Investigación FED/MEX/NEZA/0005316/2020, iniciada por el delito de Contra la Salud, 
previsto y sancionado en el artículo 198, párrafo segundo, del Código Penal Federal, en la cual el veintiocho 
de enero de dos mil veintidós se decretó el aseguramiento de: UN INMUEBLE UBICADO EN CALLE 
CADENA, NÚMERO 329, MANZANA 19, LOTE 25, COLONIA MODELO, MUNICIPIO DE 
NEZAHUALCÓYOTL, ESTADO DE MÉXICO, por ser un instrumento del delito investigado; 4.- Carpeta 
de Investigación FED/MEX/NEZA/0002471/2020, iniciada por el delito de Daño en Propiedad Ajena, previsto 
y sancionado en el artículo 399, del Código Penal Federal, en la cual el siete de junio de dos mil veinte se 
decretó el aseguramiento de: UN VEHÍCULO MARCA TOYOTA SIENNA XLE, TIPO MINI VAN 
MULTIPROPÓSITO CUATRO PUERTAS, AÑO MODELO 2005, COLOR GRIS OXFORD, CON NÚMERO DE 
SERIE 5TDZA22C95S352781, CON PLACAS DE CIRCULACIÓN NPA5539, DEL ESTADO DE MÉXICO, DE 
ORIGEN EXTRANJERO; por ser un instrumento del delito investigado. 5.- Carpeta de Investigación 
FED/MEX/TEX/0004937/2021, iniciada por el delito de Posesión Ilícita de Hidrocarburo, previsto y sancionado 
en el artículo 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y Sancionar Delitos Cometidos en Materia de 
Hidrocarburos, en la cual el dos de diciembre de dos mil veintiuno se decretó el aseguramiento de: UN 
INMUEBLE UBICADO EN CAMINO DE LAS TORRES Y/O CALLE CEDRO, SIN NÚMERO, POBLADO 
SANTA CATARINA, MUNICIPIO DE ACOLMAN, ESTADO DE MÉXICO; por ser un instrumento del delito 
investigado. 6.- Carpeta de Investigación FED/MEX/ECAT/0002725/2022, iniciada por el delito de Portación 
de Arma de Fuego de Uso Exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea Nacional, en la cual el doce de 
octubre de dos mil veintidós se decretó el aseguramiento de: UN AUTOMÓVIL HATCHBACK, MARCA 
REANULT, LINEA/MODELO CLIO, AÑO MODELO 2004, COLOR NARANJA, PLACAS DE CIRCULACIÓN 
NRH-43-51 DEL ESTADO DE MÉXICO, CON NÚMERO DE SERIE 3BNBB2J694L903430 DE ORIGEN 
NACIONAL; por ser un instrumento del delito investigado. 7.- Carpeta de Investigación 
FED/MEX/TOL/0001231/2016 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de Hidrocarburo, previsto y sancionado 
en el artículo 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y Sancionar Delitos Cometidos en Materia de 
Hidrocarburos, en la cual el dieciséis de julio de dos mil dieciséis se decretó el aseguramiento de: 
AUTOTANQUE CON SEMIREMOLQUE, COLOR BLANCO, TANQUE ELÍPTICO CON CAPACIDAD DE 
TREINTA MIL LITROS, ROTULADO CON LA LEYENDA "AUTOTRANSPORTES DE OCCIDENTE CON 
PLACAS DE CIRCULACIÓN 135WJ9DE TRANSPORTE PÚBLICO FEDERAL; por ser un instrumento del 
delito investigado. 8.- Carpeta de Investigación FED/MEX/TEX/0005286/2019 Y SU ACUMULADA 
FED/MEX/TEX/0005730/2020 iniciada por el delito de Sustracción Ilícita de Hidrocarburo, previsto y 
sancionado en el artículo 8, fracción I, de la Ley Federal para Prevenir y Sancionar Delitos Cometidos en 
Materia de Hidrocarburos, en la cual el treinta y uno de mayo de dos mil veintiuno se decretó el aseguramiento 
de: UN INMUEBLE UBICADO EN AVENIDA ADOLFO LÓPEZ MATEOS SIN NÚMERO, COMUNIDAD DE 
CUAUTLANCINGO, MUNICIPIO DE OTUMBA, ESTADO DE MÉXICO. COORDENADAS GEOGRAFICAS 
19.702976 N, - 99.772841 W; por ser un instrumento del delito investigado. Lo anterior, a efecto de que 
manifiesten lo que a su derecho corresponda y se apercibe, para que se abstengan de ejercer actos de 
dominio sobre dichos bienes asegurados y de no manifestar lo que a su interés convenga, en un término de 
noventa días naturales siguientes al de la publicación del presente, dichos bienes causarán abandono en 
favor del Gobierno Federal, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 231, del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, haciendo del conocimiento que los referidos bienes se encuentran a disposición 
jurídica y material del Agente del Ministerio Público de la Federación, de la Fiscalía General de la República 
en la Delegación Estado de México, con domicilio en Calle Héctor Fix Zamudio, número 105, colonia Ex 
Parque Cuauhtémoc, C.P. 50010, Toluca, Estado de México. 
 

Atentamente 
Toluca, Estado de México; 21 de octubre de 2022. 

Delegado de la Fiscalía General de la República en el Estado de México 
Mtro. Julio César Ulises Chávez Ramos. 

Rúbrica. 
(R.- 530222) 
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Estados Unidos Mexicanos 

Fiscalía General de la República 

Delegación Estatal Sonora 

NOTIFICACIÓN POR EDICTO 

 

En cumplimiento a los acuerdos dictados dentro de los autos de las diversas carpetas de investigación, de 

las cuales se decretó el aseguramiento ministerial de diversos bienes; y con fundamento en los artículos 16, 

21 y 102 apartado “A” de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 40 y 41 del Código Penal 

Federal; 82 fracción III 131 y 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales; 1 fracción 1, 3, 5, 6, 7, 8, 

14 y 15 de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Publico; se notifica a 

través del presente edicto, a quien o quienes resulten ser propietarios, representantes legales o personas con 

interés legal y/o quienes acrediten la propiedad, de los siguientes bienes afectos a las indagatorias que a 

continuación se describen: 

1.- Carpeta de Investigación FED/SON/NAVO/0003162/2020, iniciada por el delito de Previsto y 

Sancionado en la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, Decretándose el aseguramiento de seis 

muebles, 01.- vehículo tipo vagoneta, marca Jeep, color gris, modelo 2004, con placa de circulación trasera 

CHR2436 del Estado de Arizona, con número de serie 1J4GX48S54C375663. 02.- vehículo tipo vagoneta, 

marca Ford, línea Expedición, color blanco, modelo 2005, sin placas de circulación, con número de serie 

1FMFU17545LA00350. 03.- vehículo tipo pick up, marca Ford, línea F250, color blanco, modelo 1993, sin 

placas de circulación, con número de serie 1FTHX26G7PKB11528. 04.- vehículo tipo vagoneta, marca 

Nissan, línea Xterra, color blanco, modelo 2002, placas de circulación VZH-636-A del Estado de Sonora, con 

número de serie 5N1MD28Y72C580209. 05.- remolque de la marca alescima, tipo cama baja, modelo 2019, 

para ganado, sin placas de circulación y con número de serie 3H9022H55KM011218. 06.- remolque de la 

marca banense, tipo cama caja para ganado, color blanco, modelo 2007, sin placas de circulación y con 

número de serie 3DBGB14257C000272. Así como un inmueble ubicado en camino de terracería, sin número 

visible, en coordenadas geográficas 27.240505" latitud norte, -109.317492 longitud oeste, en las 

inmediaciones de la localidad denominada El sabino, municipio de Navojoa, Sonora., por ser Objeto e 

Instrumento del delito que se investiga. 2.- Carpeta de Investigación FED/SON/GUAY/0003349/2021, Iniciada 

por el delito Contra la Salud, Decretándose el aseguramiento de un inmueble ubicado en las inmediaciones de 

la calle torres s/n, entre las calles yuste y vergea en ocotillo, municipio de Guaymas, Sonora, coordenadas 

geográficas 27.94903 Y -110.91587, por ser objeto e instrumento del delito que se investiga. 3.- Carpeta de 

Investigación FED/SON/CABO/0002997/2021, iniciada por el delito Posesión De Cartuchos Para Armas De 

Fuego Del Uso Exclusivo Del Ejército, Armada Y Fuerza Aérea Nacional, Decretándose el aseguramiento de 

un mueble un vehículo de la marca Cadillac, Línea Escalade, cuatro puertas, color guinda, sin placas de 

circulación, con número de identificación vehicular 1GYEK63N93R245254, de origen extranjero, de año 

modelo 2003., por ser Objeto e Instrumento del delito que se investiga. 4.- Carpeta de Investigación 

FED/SON/NOG/0000820/2022, iniciada por el delito Contra la Salud, Posesión de Cartuchos, Cargadores y 

Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, Decretándose el aseguramiento de un numerario, 

$202,180.00 (doscientos dos mil ciento ochenta pesos 00/100 moneda nacional, por ser Objeto e Instrumento 

del delito que se investiga. 5.- Carpeta de Investigación FED/SON/NOG/0000820/2022, iniciada por el delito 

Contra la Salud, Posesión de Cartuchos, Cargadores y Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, 

Decretándose el aseguramiento de un numerario, $6,675.00 (seis mil seiscientos setenta y cinco dólares 

00/100 moneda americana, por ser Objeto e Instrumento del delito que se investiga. 6.- Carpeta de 

Investigación FED/SON/HSO/0004160/2019, iniciada por el delito Posesión de cartuchos del uso exclusivo, 

Decretándose el aseguramiento de un mueble, Camioneta marca Chevrolet, tipo Pick Up, cabina extendida de 

4 puertas, serie Cheyenne, color gris, sin placas de circulación, año 2008, serie 1GCEK19J38Z214554. por 

ser Objeto e Instrumento del delito que se investiga. 7.- Carpeta de Investigación 

FED/SON/GUAY/0003358/2021, iniciada por el delito de Contra la Salud, Decretándose el aseguramiento de 
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un inmueble, 1.- Inmueble ubicado en calle Colina de Guaymas frente esquina de Colina de Viento, en la 

colonia Las Colinas en Guaymas, Sonora, con las coordenadas geográficas Latitud 27.90752, Longitud -

110.922444 (Planta Baja), por ser Objeto e Instrumento del delito que se investiga; 8.- Carpeta de 

Investigación FED/SON/NOG/0001147/2020, iniciada por el delito de Contra la Salud en la modalidad de 

cultivo de cannabis sativa l. comúnmente conocida como marihuana, con financiamiento de terceros, 

Decretándose el aseguramiento de un inmueble, "Club Campestre Dolisa" Predio Ubicado En El Ejido Janos, 

Perteneciente al Municipio de Ímuris, Sonora, en una de las Construcciones, Se le aprecia la Leyenda, En 

Coordenadas (30.843943 -110.827373), por ser Objeto e Instrumento del delito que se investiga 

Lo anterior a efecto de que manifiesten lo que a su derecho corresponda y se apercibe, para que se 

abstengan de ejercer actos de dominio sobre dichos bienes asegurados y de no manifestar lo que a su interés 

convenga, en un término de noventa días naturales siguientes al de la publicación del presente, dichos 

bienes causarán abandono en favor del Gobierno Federal de conformidad con lo dispuesto en el artículo 231 

del Código Nacional de Procedimientos Penales, haciendo del conocimiento que los referidos bienes se 

encuentran a disposición jurídica y material del agente del Ministerio Público de la Federación, de la 

Delegación en el estado Sonora de con domicilio Boulevard García Morales No. 1042, colonia La Manga, 

Hermosillo, Sonora, C.P. 83220. 

 

Atentamente. 

Hermosillo, Sonora a 03 de noviembre de 2022. 

El Delegado de la Fiscalía General de la República en Sonora 

Lic. Francisco Sergio Méndez. 
Rúbrica. 

(R.- 530228) 
Estados Unidos Mexicanos 

Fiscalía General de la República 
Delegación Estatal Sonora 

NOTIFICACIÓN POR EDICTO 
 

En cumplimiento a los acuerdos dictados dentro de los autos de las diversas carpetas de investigación, de 
las cuales se decretó el aseguramiento ministerial de diversos bienes; y con fundamento en los artículos 16, 
21 y 102 apartado “A” de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 40 y 41 del Código Penal 
Federal; 82 fracción III 131 y 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales; 1 fracción 1, 3, 5, 6, 7, 8, 
14 y 15 de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Publico; se notifica a 
través del presente edicto, a quien o quienes resulten ser propietarios, representantes legales o personas con 
interés legal y/o quienes acrediten la propiedad, de los siguientes bienes afectos a las indagatorias que a 
continuación se describen: 

1.- Carpeta de Investigación FED/SON/CABO/0001205/2022, iniciada por el delito Posesión de Cartuchos 
y Cargadores para Armas de Fuego del Uso Exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea Nacional, 
Decretándose el aseguramiento de un mueble, Un vehículo de la marca Jeep, línea Grand Cherokee, tipo 
Multipropósito, cinco puertas, color gris, sin placas de circulación, con número de identificación vehicular 
1J8H558T09C517389, de origen extranjero, de año modelo 2009, por ser Objeto e Instrumento del delito que 
se investiga. 2.- Carpeta de Investigación FED/SON/CABO/0001205/2022, iniciada por el delito Posesión de 
Cartuchos y Cargadores para Armas de Fuego del Uso Exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea 
Nacional, Decretándose el aseguramiento de un mueble Un vehículo de la marca Ford, línea Expedition, tipo 
Multipropósito, cinco puertas, color guinda, con placas de circulación LPZ-41-13 para el Estado de México, 
con número de identificación vehicular 1FMRU17LZ1LB33615, de origen extranjero, de año modelo 2001., por 
ser Objeto e Instrumento del delito que se investiga. 3.- Carpeta de Investigación 
FED/SON/CABO/0000372/2022, iniciada por el delito Posesión de Cartuchos para Armas de Fuego del Uso 
Exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea Nacional, Decretándose el aseguramiento de un mueble, 
Vehículo tipo SUV, marca Volkswagen, línea Touareg, modelo 2006, color blanco/negro serie 
WVGMM67L86D048934, por ser Objeto e Instrumento del delito que se investiga. 4.- Carpeta de Investigación 
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FED/SON/CABO/0000129/2022, iniciada por el delito Posesión de Cartuchos para Armas de Fuego del Uso 
Exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea Nacional, Decretándose el aseguramiento de un mueble, Un 
vehículo tipo vagoneta, marca jeep, línea Gran Cherokee, color negro con número de serie 
1J8HR68256C165916, por ser Objeto e Instrumento del delito que se investiga. 5.- Carpeta de Investigación 
FED/SON/CABO/0000148/2022, iniciada por el delito previsto en el Articulo 83 Quat Fracción II. De La Ley 
Federal Para Armas De Fuego Y Explosivos, Decretándose el aseguramiento de un mueble, Un vehículo de 
marca Jeep, línea Cherokee, modelo 2007, color negro, con número de serie 1J8HR58287C658999, sin 
placas de circulación, con blindaje, por ser Objeto e Instrumento del delito que se investiga. 6.- Carpeta de 
Investigación FED/SON/CABO/0001501/2017, iniciada por el delito de Portación de Armas de Fuego del Uso 
Exclusivo del Ejército, Armada Y Fuerza Aérea, Decretándose el aseguramiento de dos muebles, un vehículo 
tipo pick up, marca Dodge, línea RAM 2500, modelo 2009, color gris, sin placas de circulación, serie número 
1D3HV16T79J510422, así como un vehículo marca Jeep, línea Grand Cherokee, color café, modelo 2003, sin 
placas de circulación, serie número 1J4GX58N33C539491, por ser Objeto e Instrumento del delito que se 
investiga. 7.- Carpeta de Investigación FED/SON/SLRC/0001738/2019, iniciada por el delito previsto en el 
Articulo 83 Quat Fracción II. De La Ley Federal Para Armas De Fuego Y Explosivos, Decretándose el 
aseguramiento de un inmueble, una casa ubicada en avenida zacatecas y calle 45, colonia progreso, 
identificado como lote número 7 (siete), de la manzana número 64 (sesenta y cuatro), zona 03, de la 
ampliación del fundo legal, con clave catastral 09-502-007, e inscrito en el registro público de la propiedad el 
comercio, bajo el número 25218, de la sección registro inmobiliario del volumen 189 del libro v, de fecha 12 de 
abril del año 2012,  el cual tiene una superficie de 503.00 m2  y las medidas y colindancias Siguientes:  Al 
Norte:  (Nor-Este) En 20.35 M, Con Lotes Número 8 Y 9, Al Sur: (Sur- Oeste ) En 22.10 M, Con Avenida 
Zacatecas “A”, Al Este: (Sur- Este) En 22.56 M, Con Lote Número 6, Y Al Oeste ( Nor-Oeste) En 22.60 M , 
Con Calle 45, por ser Objeto e Instrumento del delito que se investiga. 8.- Carpeta de Investigación 
FED/SON/HSO/0000748/2022, iniciada por el delito de posesión de cartuchos para armas de fuego del uso 
exclusivo del ejército, armada y fuerza aérea, Decretándose el aseguramiento de dos muebles, Un vehículo 
marca Dodge, línea Durango, de color negro, cuatro puertas, con placas de circulación HZX1777 del Estado 
de Jalisco, modelo 19987, con número de identificación vehicular 1B4HS28Y2WF121988. así como un 
vehículo de la marca Chevrolet, tipo Suburban, color negro, cuatro puertas, con placas de circulación X10ANA 
de la Ciudad de México, modelo 2007, con número de identificación vehicular 3GNFC16J27G282677., por ser 
Objeto e Instrumento del delito que se investiga. 9.- Carpeta de Investigación FED/SON/HSO/2047/2021, 
iniciada por el delito de Recursos de Procedencia Ilícita, Decretándose el aseguramiento de un mueble, Un 
vehículo de la marca Chevrolet, línea Silverado 1500, tipo Pick Up doble cabina, cuatro puertas, color blanco, 
sin placas de circulación y número de identificación vehicular a la vista 3GRKTE35AG185732, corresponde a 
un vehículo de origen nacional y de año modelo 2010, con blindaje artesanal, por ser Objeto e Instrumento del 
delito que se investiga. 10.- Carpeta de Investigación FED/SON/NOG/0002642/2018, iniciada por el delito de 
Articulo 9 Fracción II, De La Ley Federal para Prevenir y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de 
Hidrocarburos, Decretándose el aseguramiento de un mueble, Vehiculo Tipo Pick Up, Marca Chevrolet, Color 
Blanco, Modelo 1979, Con Numero De Serie Tcl149z525853, por ser Objeto e Instrumento del delito que se 
investiga. 

Lo anterior a efecto de que manifiesten lo que a su derecho corresponda y se apercibe, para que se 

abstengan de ejercer actos de dominio sobre dichos bienes asegurados y de no manifestar lo que a su interés 

convenga, en un término de noventa días naturales siguientes al de la publicación del presente, dichos 

bienes causarán abandono en favor del Gobierno Federal de conformidad con lo dispuesto en el artículo 231 

del Código Nacional de Procedimientos Penales, haciendo del conocimiento que los referidos bienes se 

encuentran a disposición jurídica y material del agente del Ministerio Público de la Federación, de la 

Delegación en el estado Sonora de con domicilio Boulevard García Morales No. 1042, colonia La Manga, 

Hermosillo, Sonora, C.P. 83220. 

 
Atentamente. 

Hermosillo, Sonora a 03 de agosto de 2022. 

El Delegado de la Fiscalía General de la República en Sonora 

Lic. Francisco Sergio Méndez. 
Rúbrica. 

(R.- 530233) 



308      DIARIO OFICIAL Lunes 12 de diciembre de 2022 

 

Estados Unidos Mexicanos 
Fiscalía General de la República 

Delegación Estatal Veracruz, Ver. 
NOTIFICACIÓN POR EDICTO 

 
En cumplimiento a los acuerdos dictados dentro de los autos de las diversas carpetas de investigación, de 

las cuales se decretó el aseguramiento ministerial de diversos bienes; y con fundamento en los artículos 16, 
21 y 102 apartado “A” de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 40 y 41 del Código Penal 
Federal; 82 fracción III 131 y 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales; 1 fracción 1, 3, 5, 6, 7, 8, 
14 y 15 de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Publico; se notifica a 
través del presente edicto, a quien o quienes resulten ser propietarios, representantes legales o personas con 
interés legal y/o quienes acrediten la propiedad, de los siguientes bienes afectos a las indagatorias que a 
continuación se describen: 1.- Carpeta de investigación FED/VER/VER/0001258/2022, iniciada por el delito de 
portación de arma de fuego de uso exclusivo del ejército, armada y fuerza aérea previsto y sancionado en el 
Articulo 83 Fracción II de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, en la cual el 15 de abril de 2022, 
se decretó el aseguramiento de un vehículo marca Nissan, tipo Sentra, modelo 2000, color rojo, placas de 
circulación YGJ2320 del estado de Veracruz, número de identificación vehicular 3N1DB41S7YK088748, por 
ser instrumento del delito investigado; 2.- Carpeta de investigación FED/VER/VER/0001201/2021, iniciada 
por el delito de portación de arma de fuego de uso exclusivo del ejercito, armada y fuerza aérea previsto y 
sancionado en el Artículo 83 Fracción II de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, en la cual el  
16 de abril de 2021, se decretó el aseguramiento de un vehículo marca Chrysler, modelo Shadow,  
tipo hatchback, carrocería en color negro, placas de circulación YJG6316 del Estado de Veracruz, número de 
serie 3C3B548W8RT258135, por ser instrumento del delito investigado; 3.- Carpeta de investigación 
FED/VER/TXPAN/005261/2018, iniciada por el delito de posesión de hidrocarburo previsto y sancionado en el 
Artículo 9 fracción II de la Ley Federal para prevenir y sancionar delitos en materia de Hidrocarburos,  
en la cual el 01 de octubre de 2018, se decretó el aseguramiento de un automotor marca Freightliner, 
modelo CST120, clase chasis cabina, cabina color blanco, dos puertas y tanque cisterna en la parte posterior 
de color blanco , año del modelo 2010, placas metálicas de circulación 839-EZ-6 México-carga,  
numero de identificación vehicular 3ALHXCBS1ADH90987, por ser instrumento del delito investigado;  
4.- Carpeta de investigación FED/VER/TXPAN/0003760/2021, iniciada por el delito de Violación a la Ley 
Federal de Armas de Fuego y Explosivos previsto y sancionado en el Articulo 83 Fracción III, 83 Quat F-II y 83 
Quintus F-II de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, en la cual el 1 de enero de 2022, se decretó 
el aseguramiento de un Vehículo marca Jeep, tipo Camioneta SUV, Modelo Liberty 4x2, Color Gris,  
con Placas de Circulación XGA-571-A del Estado de Tamaulipas, México, con numero de identificación 
vehicular 1J4GL58K14W187965 de Origen Extranjero, Modelo 2004, por ser instrumento del delito 
investigado; 5.- Carpeta de investigación FED/VER/TXPAN/0003047/2021, iniciada por el delito de Violación a 
la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos previsto y sancionado en el Articulo 83 Quat F-II de la  
Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, en la cual el 05 de noviembre de 2021, se decretó el 
aseguramiento de un Vehículo marca Ford, tipo Camioneta Pick up, Modelo Explorer Sport Track XLT,  
Color Negro, con Placas de Circulación WM5126A del Estado de Tamaulipas, México, con numero de 
identificación vehicular 1FMEU3188GUA03360 de Origen Extranjero, Modelo 2009, por ser instrumento del 
delito investigado; 6.- Carpeta de investigación FED/VER/TXPAN/0003504/2021, iniciada por el delito de 
Violación a la Ley de Migración previsto y sancionado en el Artículo 159 Fracción I; De La Ley de Migración, 
en la cual el 19 de enero de 2022, se decretó el aseguramiento de un Vehículo marca Nissan, tipo Sedan, 
Modelo Versa, Clase Automóvil, Color Blanco, con Placas de Circulación RYT-964-A del Estado de Nuevo 
León, México, con numero de identificación vehicular 3N1CN7AD9JK448842 País México, Modelo 2018 y un 
Vehículo marca Chevrolet, tipo Camioneta SUV, Modelo Travers, Color Rojo, con Placas de Circulación  
SKR-9954 del Estado de Nuevo León, México, con numero de identificación vehicular 1GNKR8KD8EJ170287 
País México, Modelo 2014 por ser instrumentos del delito investigado; 7.- Carpeta de investigación 
FED/VER/TXPAN/0003510/2019, iniciada por el delito de Violación a la Ley de Migración previsto y 
sancionado en el Articulo 159 Fracción II de la Ley de Migración, en la cual el 26 de julio de 2019, se decretó 
el aseguramiento de un Vehículo marca Kenworth, tracto camión tipo Termo King quinta rueda T600,  
color azul con placas de circulación 565DX8 del Servicio Público Federal, año modelo 1987, número de serie 
1XKAD29X3HJ341679, de origen Norteamericano y un Vehículo Semirremolque, tipo caja refrigerada de dos 
ejes marca Great Dane de 53 pies de largo, con placas de circulación 399TX8X del Servicio Público Federal, 
con la pintura en su carrocería en color gris, número de serie 1GRAA9620RW083704, de origen 
Norteamericano, Modelo 1994, por ser instrumentos del delito investigado; 8.- Carpeta de investigación 
FED/VER/TXPAN/0000015/2016, iniciada por el delito de Posesión Ilícita de Hidrocarburo previsto y 
sancionado en el Artículo 9 fracción II de la Ley Federal para Prevenir y Sancionar los Delitos Cometidos en 
Materia de Hidrocarburo, en la cual el 7 de mayo de 2016, se decretó el aseguramiento de un vehículo 
marca Chevrolet, tipo Pick Up, cabina y media, placa de circulación WM26196 del estado de Tamaulipas, 
color blanco, modelo 1992 con número de serie 2GCEC19K4N196401 y un camión marca Chevrolet, tipo 
chasis, cabina con tanque cisterna, línea Brigadier, placa de circulación RH23926 del estado de Nuevo León, 
color blanco, número de serie 1GDT9C4C8FV508054 por ser instrumentos del delito investigado; 9.- Carpeta 
de investigación FED/VER/TXPAN/0001264/2016, iniciada por el delito de Portación de Arma de Fuego sin 
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Licencia previsto y sancionado en el Artículo 81 de la Ley Federal de Arma de Fuego y Explosivos, en la cual 
el 21 de octubre de 2016, se decretó el aseguramiento de un Vehículo de la marca Ford tipo Mondeo, 
modelo 2002, color negro con franjas color gris, con placas de circulación YCN7587 del estado de Veracruz, 
con número de serie WF0LT43L823106003, por ser instrumento del delito investigado;  
10.- Carpeta de investigación FED/VER/TXPAN/0002287/2017, iniciada por el delito de Daños previsto y 
sancionado en la Ley General de Vías de Comunicaciones, en la cual el 22 de mayo de 2019, se decretó el 
aseguramiento de un vehículo marca Ford, tipo camioneta Pick Up, cabina y media 4x2, modelo Ranger XLT, 
color negro, sin placas de circulación, con número de identificación vehicular 1FTCR14U6NTA48226, año de 
modelo 1992, por ser instrumento del delito investigado; 11.- Carpeta de investigación 
FED/VER/TXPAN/0002215/2020, iniciada por el delito de Portación de Arma de Fuego de Uso Exclusivo del 
Ejército Armada y Fuerza Aérea y Contra la Salud previsto y sancionado en el Artículo 81 de la Ley Federal de 
Arma de Fuego y Explosivos, en la cual el 28 de julio de 2020, se decretó el aseguramiento de un vehículo 
marca NISSAN, submarca Tsuru, color blanco naranja, modelo 2016, por ser instrumento del delito 
investigado; 12.- Carpeta de investigación FED/VER/TXPAN/0003844/2020, iniciada por el delito de Portación 
de Arma de Fuego de Uso Exclusivo del Ejército Armada previsto y sancionado en el Artículo 83 fracción II de 
la Ley Federal de Arma de Fuego y Explosivos, en la cual el 11 de diciembre de 2020, se decretó el 
aseguramiento de una motocicleta marca ITALIKA, modelo DM 200, año 2017, color verde,  
NIV 3SCYDMGE2H1021444, sin placas de circulación, por ser instrumento del delito investigado;  
13.- Carpeta de investigación FED/VER/TXPAN/0001540/2021, iniciada por el delito de Portación de Arma de 
Fuego de Uso Exclusivo del Ejército Armada previsto y sancionado en el Artículo 83 fracción II de la  
Ley Federal de Arma de Fuego y Explosivos, en la cual el 18 de mayo de 2021, se decretó el 
aseguramiento de un Vehículo tipo Camioneta Ford-150 color blanco, sin placas de circulación, con número 
de identificación vehicular 2FTRF072X3CA88520, por ser instrumento del delito investigado;  
14.- Carpeta de investigación FED/VER/TXPAN/0001052/2022, iniciada por el delito de Portación de Arma de 
Fuego sin Licencia previsto y sancionado en el Artículo 81 de la Ley Federal de Arma de Fuego y Explosivos, 
en la cual el 04 de abril de 2022, se decretó el aseguramiento de un Vehículo tipo motocicleta de trabajo, 
marca Kurizai, línea Atom 150, año de modelo 2017, por ser instrumento del delito investigado;  
15.- Carpeta de investigación FED/VER/TXPAN/0003090/2022, iniciada por el delito de Portación de Arma de 
Fuego de Uso Exclusivo del Ejercito Armada y Fuerza Aérea previsto y sancionado en el Artículo 83 fracción II 
de la Ley Federal de Arma de Fuego y Explosivos, en la cual el 17 de septiembre de 2022, se decretó el 
aseguramiento de un vehículo de la marca Dodge, sublinea Durango, de color gris, placas de circulación con 
la leyenda UCD 99714, con número de serie 1D4SD5GT9BC592870, por ser instrumento del delito 
investigado; 16.- Carpeta de investigación FED/VER/TXPAN/0005102/2019, iniciada por el delito de Portación 
de Arma de Fuego sin Licencia previsto y sancionado en el Artículo 81 de la Ley Federal de Arma de Fuego y 
Explosivos, en la cual el 27 de noviembre de 2019, se decretó el aseguramiento de una motocicleta marca 
Italika, modelo Forza 180 FT, año de modelo 2017, sin placas de circulación., por ser instrumento del delito 
investigado; 17.- Carpeta de investigación FED/VER/TXPAN/0001411/2022, iniciada por el delito de portación 
de arma de fuego de uso exclusivo del ejército armada y fuerza aérea previsto y sancionado en el Art 83 
Fracción III de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, en la cual el 27 de junio de 2022, se decretó 
el aseguramiento de un vehículo marca jeep, sublinea Grad Cherokee, de color blanco, modelo 2011, con 
número de serie 1J4RR6GT1BC597980, con placas de circulación número YAW249B del Estado de Veracruz, 
por ser objeto del delito investigado; 18.- Carpeta de investigación FED/VER/PRICA/0001392/2022, iniciada 
por el delito de daños en las vías generales de comunicación, cometido por imprudencia con motivo del 
tránsito de vehículos por carretera previsto y sancionado en el Articulo 533 párrafo segundo de la Ley de Vías 
Generales de Comunicación, en la cual el 10 de junio de 2022, se decretó el aseguramiento de un vehículo 
tipo camioneta, marca Ford, modelo Explorer, tipo mpv, color café, 5 puertas, placas de circulación 
WTG-957-A del Estado de Tabasco, NIV 1FMZU74E0YZA82356, de origen extranjero, modelo 2000, por ser 
instrumento del delito investigado.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

- - - Lo anterior a efecto de que manifiesten lo que a su derecho corresponda y se apercibe, para que se 
abstengan de ejercer actos de dominio sobre dichos bienes asegurados y de no manifestar lo que a su interés 
convenga, en un término de noventa días naturales siguientes al de la publicación del presente, dichos 
bienes causarán abandono en favor del Gobierno Federal de conformidad con lo dispuesto en el artículo 231 
del Código Nacional de Procedimientos Penales, haciendo del conocimiento que los referidos bienes se 
encuentran a disposición jurídica y material del agente del Ministerio Público de la Federación, de la 
Delegación en el estado de Veracruz con domicilio en Av. J. B. Lobos No. 684. Col. Reserva Territorial el 
Coyol, Veracruz, Ver. 

Atentamente. 
Veracruz, Ver. a 28 de octubre de 2022. 

El Delegado de la Fiscalía General de la República en el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave 
Con fundamento en lo dispuesto por los artículos Tercero, Sexto y Décimo segundo 

transitorios de la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la República. 
Lic. Gonzalo Medina Palacios. 

Rúbrica. 
(R.- 530218) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Fiscalía General de la República 

Delegación Michoacán 
NOTIFICACIÓN POR EDICTO 

 
En cumplimiento a los acuerdos dictados dentro de los autos de las diversas carpetas de investigación, de 

las cuales se decretó el aseguramiento ministerial de diversos bienes; y con fundamento en los artículos 16, 
21 y 102 apartado “A” de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 40 y 41 del Código Penal 
Federal; 82 fracción III 131 y 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales; 1 fracción 1, 3, 5, 6, 7, 8, 
14 y 15 de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Publico; se notifica a 
través del presente edicto, a quien o quienes resulten ser propietarios, representantes legales o personas con 
interés legal y/o quienes acrediten la propiedad, de los siguientes bienes afectos a las indagatorias que a 
continuación se describen: 1.- Carpeta de investigación FED/MICH/MLM/0001584/2017, iniciada por el de 
delito de Falsificación de Uniformes y Divisas de las Fuerzas Armadas o de Cualquier Institución de Seguridad 
Pública, Previsto y Sancionado en el artículo 250 Bis, Fracción VI del Código Penal Federal, en la cual el 04 
de julio de 2017, se decretó el aseguramiento de Vehículo marca Chevrolet, de la línea pick up, color 
negro, modelo cabina convencional, con placas de circulación GX-8308-A de Guerrero, con Número de Serie: 
1GCEC14X83Z294631, país de origen E.U.A, modelo 2003, por ser instrumento del delito investigado. 2.- 
Carpeta de investigación FED/MICH/MLM/0002172/2017, iniciada por el delito de Portación de arma de Fuego 
del Uso Exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea, Previsto y Sancionado en el Artículo 83 fracción II de 
la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, en la cual el 08 de abril de 2021, se decretó el 
aseguramiento de Vehículo marca Renault, tipo hatchback, modelo Clío, color rojo, placas de circulación 
335-YMC del Distrito Federal, con número de identificación vehicular: 3BMBB2J635L307831, corresponde a 
un vehículo de origen nacional y año modelo 2005, por ser instrumento del delito investigado. 3.- Carpeta de 
investigación FED/MICH/MLM/0000847/2022, iniciada por el delito de Transporte, Sustracción y Posesión de 
Hidrocarburos, Previsto y Sancionado en el Artículo 9 fracción II de la Ley Federal Para Prevenir y Sancionar 
los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos en la cual el 11 de abril de 2022, se decretó el 
aseguramiento de un Vehículo marca GMC, tipo camioneta, modelo estacas, carrocería cabina 2 puertas, 
con placa de circulación delantera MV-3227-H transporte privado camión del estado de Michoacán, color 
guinda, con número de identificación vehicular 3GCJC44XXNM135520, vehículo de origen nacional, año 
modelo 1992, por ser instrumento del delito investigado. 4.- Carpeta de investigación 
FED/MICH/MLM/0002138/2019, iniciada por el delito de Falsificación de Uniformes y Divisas de las Fuerzas 
Armadas o de Cualquier Institución de Seguridad Pública, Previsto y sancionado en el artículo 250 Bis, 
Fracción VI del Código Penal Federal, en la cual el 10 de julio de 2019, se decretó el aseguramiento de un 
Vehículo marca Nissan Pick up, modelo Frontier D22/NP300, color gris, con placas de circulación MT-1906-A 
del Estado de Michoacán, con número de serie: 3N6AD35C5GK869402, es de origen nacional, año modelo 
2016, por ser instrumento del delito investigado. 5.- Carpeta de investigación 
FED/MICH/MLM/0003294/2019, iniciada por el delito de Falsificación de Uniformes y Divisas de las Fuerzas 
Armadas o de Cualquier Institución de Seguridad Pública, Previsto y sancionado en el artículo 250 Bis, 
Fracción VI del Código Penal Federal, en la cual el 01 de octubre de 2016, se decretó el aseguramiento de 
un Vehículo de pasajeros, carrocería Hatchback, 5 puertas, modelo GOL, color GRIS, placas de circulación 
PFR-945-A del Estado de Michoacán, con número de identificación Vehicular: 9BWABO5U4DP121031, de 
origen extranjero (E.U.A) y año modelo 2013, por ser instrumento del delito investigado. 6.- Carpeta de 
investigación FED/MICH/MLM/0002475/2017, iniciada por el delito de Falsificación de Uniformes y Divisas de 
las Fuerzas Armadas o de Cualquier Institución de Seguridad Pública, Previsto y sancionado en el artículo 250 
Bis, Fracción VI del Código Penal Federal, en la cual el 27 de octubre de 2017, se decretó el 
aseguramiento de un Vehículo tipo Motocicleta marca Italika, color negro con gris, modelo 2014, motor 200 
C.C., sin placas de circulación, con número de serie 3SCPFTGE8E1003848, por ser instrumento del delito 
investigado. 7.- Carpeta de investigación FED/MICH/MLM/0001782/2021, iniciada por el delito de Falsificación 
de Uniformes y Divisas de las Fuerzas Armadas o de Cualquier Institución de Seguridad Pública, Previsto y 
sancionado en el artículo 250 Bis, Fracción VI del Código Penal Federal, en la cual el 08 de abril de 2021, se 
decretó el aseguramiento de un Vehículo marca Ford, tipo camionera/pick up, modelo F-150/doble cabina, 
color negro (con tapiz plástico tipo camuflaje sobre su carrocería), con faltante de placas de circulación, con 
número de identificación Vehicular: 1FTRW14W05KC56449, de origen extranjero (E.U.A) y año modelo 2005, 
por ser instrumento del delito investigado. 8.- Carpeta de investigación FED/MICH/MLM/0001782/2021, 
iniciada por el delito de Falsificación de Uniformes y Divisas de las Fuerzas Armadas o de Cualquier 
Institución de Seguridad Pública, Previsto y sancionado en el artículo 250 Bis, Fracción VI del Código Penal 
Federal, en la cual el 08 de abril de 2021, se decretó el aseguramiento de un Vehículo automotor, marca 
Chevrolet, tipo camioneta/van, modelo Express, color gris, con placas de circulación NEA-97-97 del Estado de 
México, con número de identificación vehicular: 1GCFG15X061272312, es de origen extranjero (E.U.A) y año 
modelo 2006, por ser instrumento del delito investigado. 9.- Carpeta de investigación 
FED/MICH/APAT/0001242/2022, iniciada por los delitos de Lesiones y Portación de Armas de Fuego, 
Cargadores y Cartuchos del Uso Exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea, Previsto y Sancionado en los 
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Artículos 288 del Código Penal Federal y Artículos 83 Fracción III, 83 QUIN, Fracción II, 83 QUAT Fracción II, 
todos de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos en la cual el 22 de julio de 2022, se decretó el 
aseguramiento de un Vehículo marca Mazda, línea Mazda 3 modelo 2015, tipo sedan de color azul, con 
placas de circulación PGG569S de Michoacán, con número de serie 3MZBM2V78FM167644, por ser 
instrumento del delito investigado. 10.- Carpeta de investigación FED/MICH/MLM/0001000/2018, iniciada por 
el delito de Falsificación de Uniformes y Divisas de las Fuerzas Armadas o de Cualquier Institución de 
Seguridad Pública, Previsto y sancionado en el artículo 250 Bis, Fracción VI del Código Penal Federal, en la 
cual el 17 de abril de 2018, se decretó el aseguramiento de un Vehículo marca Jeep, modelo Commander, 
línea: Limited 4x4, Tipo SUV, carrocería 4 puertas wagon, con placas de circulación PGA-099-X del Estado de 
Michoacán, con número de identificación vehicular: 1J8HG58216C143881, y año modelo 2006, por ser 
instrumento del delito investigado. 11.- Carpeta de investigación FED/MICH/MLM/0001000/2018, iniciada por 
el delito de Falsificación de Uniformes y Divisas de las Fuerzas Armadas o de Cualquier Institución de 
Seguridad Pública, Previsto y sancionado en el artículo 250 Bis, Fracción VI del Código Penal Federal, en la 
cual el 17 de abril de 2018, se decretó el aseguramiento de un Vehículo tipo motocicleta, marca Italika, 
modelo Will Scooter , color verde/vivos en color negro, sin placas de circulación, con número de identificación 
vehicular: 3SCTWSEAOA1025376, año modelo 2010, por ser instrumento del delito investigado. 12.- 
Carpeta de investigación FED/MICH/MLM/0001299/2022, iniciada por el delito de Sustracción y/o 
Aprovechamiento de Hidrocarburos, Petrolíferos o Petroquímicos, Previsto y Sancionado en el Articulo 8 de la 
Ley Federal Para Prevenir y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 04 de 
junio de 2022, se decretó el aseguramiento de un Vehículo marca International, tipo tracto camión, modelo 
9400i, con placas de circulación 43-AR-6C Carga, color blanco/café, con número de identificación vehicular 
3HSNGAMT62N023554, corresponde a un vehículo de origen nacional año modelo 2002, por ser 
instrumento del delito investigado. 13.- Carpeta de investigación FED/MICH/MLM/0002172/2017, iniciada por 
el delito de Sustracción y/o Aprovechamiento de Hidrocarburos, Petrolíferos o Petroquímicos, Previsto y 
Sancionado en el Artículo 8 de la Ley Federal Para Prevenir y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de 
Hidrocarburos, en la cual el 04 de junio de 2022, se decretó el aseguramiento de un Semirremolque marca 
Carmex, tipo Tanque, con placas de circulación 691US8, por ser instrumento del delito investigado. 14.- 
Carpeta de investigación FED/MICH/MLM/0002172/2017, iniciada por el delito de Sustracción y/o 
Aprovechamiento de Hidrocarburos, Petrolíferos o Petroquímicos, Previsto y Sancionado en el Artículo 8 de la 
Ley Federal Para Prevenir y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 04 de 
junio de 2022, se decretó el aseguramiento de un Remolque color blanco, con número de identificación 
vehicular 3A9TE305331019080, corresponde a un vehículo de origen nacional, año modelo 2003, por ser 
instrumento del delito investigado. 15.- Carpeta de investigación FED/MICH/MLM/0002172/2017, iniciada por 
el delito de Sustracción y/o Aprovechamiento de Hidrocarburos, Petrolíferos o Petroquímicos, Previsto y 
Sancionado en el Artículo 8 de la Ley Federal Para Prevenir y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de 
Hidrocarburos, en la cual el 04 de junio de 2022, se decretó el aseguramiento de un Vehículo marca 
Kenworth tipo tracto camión, con placas de circulación 170-EB-2 carga color amarillo, al cual solo se le 
encontraron los últimos 7 dígitos del VIN, con número F479223, por ser instrumento del delito investigado. 
16.- Carpeta de investigación FED/MICH/MLM/0002172/2017, iniciada por el delito de Sustracción y/o 
Aprovechamiento de Hidrocarburos, Petrolíferos o Petroquímicos, Previsto y Sancionado en el Artículo 8 de la 
Ley Federal Para Prevenir y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 04 de 
junio de 2022, se decretó el aseguramiento de un Semirremolque Marca Tytank, tipo tanque, con placas de 
circulación 74-UJ-9E, por ser instrumento del delito investigado. 17.- Carpeta de investigación 
FED/MICH/MLM/0002172/2017, iniciada por el delito de Sustracción y/o Aprovechamiento de Hidrocarburos, 
Petrolíferos o Petroquímicos, Previsto y Sancionado en el Artículo 8 de la Ley Federal Para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 04 de junio de 2022, se decretó 
el aseguramiento de un Remolque, color blanco con número de identificación vehicular 
3T6TA4434AC000486, de origen nacional, año modelo 2010, por ser instrumento del delito investigado. - - - - 
- - - Lo anterior a efecto de que manifiesten lo que a su derecho corresponda y se apercibe, para que se 
abstengan de ejercer actos de dominio sobre dichos bienes asegurados y de no manifestar lo que a su interés 
convenga, en un término de noventa días naturales siguientes al de la publicación del presente, dichos 
bienes causarán abandono en favor del Gobierno Federal de conformidad con lo dispuesto en el artículo 231 
del Código Nacional de Procedimientos Penales, haciendo del conocimiento que los referidos bienes se 
encuentran a disposición jurídica y material del agente del Ministerio Público de la Federación, Delegación en 
el estado Michoacán, con domicilio en calle Batalla Monte de las Cruces, número 65, colonia Lomas de 
Hidalgo, Morelia, estado de Michoacán de Ocampo. 

 
Atentamente. 

Morelia, Michoacán; a 17 de octubre de 2022. 
El Delegado de la Fiscalía General de la República en Michoacán 

Lic. Jesús López Trujillo. 
Rúbrica. 

(R.- 530220) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Fiscalía General de la República 

Delegación Estatal Querétaro 
Oficina del C. Delegado 

NOTIFICACIÓN POR EDICTO 
 

En cumplimiento a los acuerdos dictados dentro de los autos de las diversas carpetas de investigación, de 
las cuales se decretó el aseguramiento ministerial de diversos bienes; y con fundamento en los artículos 16, 
21 y 102 apartado “A” de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 40 y 41 del Código Penal 
Federal; 82 fracción III 131 y 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales; 1 fracción 1, 3, 5, 6, 7, 8, 
14 y 15 de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Publico; se notifica a 
través del presente edicto, a quien o quienes resulten ser propietarios, representantes legales o personas con 
interés legal y/o quienes acrediten la propiedad, de los siguientes bienes afectos a las indagatorias que a 
continuación se describen: 1.- Carpeta de investigación FED/QRO/SJR/0000271/2018, iniciada por el delito de 
Posesión de Hidrocarburo en la cual el 02 de abril de 2018, se decretó el aseguramiento de un Camión 
marca Dodge, línea RAM 4000, tipo caja, color blanco, con placas de circulación UKA2465 particulares para el 
Estado de Querétaro, con númeor de serie 3D6WN56D18G217092, vehículo de fabricación nacional, año 
modelo 2008, por ser instrumento del delito de investigado; 2.- Carpeta de investigación 
FED/QRO/SJR/0000362/2020, iniciada por el delito Posesión de Hidrocarburo en la cual el 20 de febrero de 
2022, se decretó el aseguramiento de un Vehículo marca Dodge, tipo camioneta, modelo RAM 2500 Pick 
Up, color negro, con placas de circulación GTW2961 para el Estado de TEXAS EUA, con número de 
identificación vehicular 1B7HC16Y9XS101825, de origen extranjero, año modelo 1999, por ser instrumento 
del delito de investigado; 3.- Carpeta de investigación FED/QRO/SJR/0001747/2017, iniciada por el delito de 
Sustracción de Hidrocarburo en la cual el 12 de noviembre de 2019, se decretó el aseguramiento de un 
Camión marca Dodge, línea RAM 4000, tipo caja, color rojo, con placas de circulación LA14033 particulares 
para el Estado de México, con número de serie 3B6MC36532M301637, vehículo de fabricación nacional y 
corresponde a un modelo 2002, por ser instrumento del delito de investigado; 4.- Carpeta de investigación 
FED/QRO/SJR/0001747/2017, iniciada por el delito de Sustracción de Hidrocarburo en la cual el 12 de 
noviembre de 2019, se decretó el aseguramiento de  una Camioneta marca Nissan, línea Estacas, tipo 
caja, color blanco, con placas de circulación 42-70 particulares para el Distrito Federal, vehículo del cual no se 
puede determinar con toda objetividad su procedecia ni modelo en virtud de que no presenta su numero de 
serie de diecisiete dígitos, por ser instrumento del delito de investigado; 5.- Carpeta de investigación 
FED/QRO/SJR/0001276/2016, iniciada por el delito de Posesión de Hidrocarburo en la cual el 16 de octubre 
de 2016, se decretó el aseguramiento de  una Camioneta marca Chevrolet, línea Custom, tipo redilas, color 
gris, sin placas de circulación, con número de serie 3003TFM118575, de fabricación nacional y corresponde a 
un año modelo 1985, por ser instrumento del delito de investigado; 6.- Carpeta de investigación 
FED/QRO/SJR/0001276/2016, iniciada por el delito de Posesión de Hidrocarburo en la cual el 16 de octubre 
de 2016, se decretó el aseguramiento de  una Camioneta marca Dodge, Línea RAM, tipo Pick up, color rojo, 
con placas de circulación 6088CF particulares para el Distrito Federal, con número de serie 
3B7HC267XSM129647, es un vehiculo de fabricación nacional y corresponde a un año modelo 1995, por ser 
instrumento del delito de investigado; 7.- Carpeta de investigación FED/QRO/SJR/0001276/2016, iniciada 
por el delito de Posesión de Hidrocarburo en la cual el 16 de octubre de 2016, se decretó el aseguramiento 
de  una Camioneta marca Dodge, Línea RAM, tipo Pick up, color blanco, con placas de circulación SS71096 
particulares para el Estado de Querétaro, con número de serie 1B7HC16Y7RS534188, es un vehiculo de 
procedencia Extranjera y corresponde a un año modelo 1994, por ser instrumento del delito de investigado; 
8.- Carpeta de investigación FED/QRO/SJR/0000586/2018, iniciada por el delito de Posesión de Hidrocarburo 
en la cual el 02 de mayo de 2018, se decretó el aseguramiento de  una Camioneta marca Chevrolet, linea 
Suburban, tipo multiusos, color verde con gris, con placas de circulación XBW1492 particulares para el Estado 
de Tamaulipas, con número de serie 1GNEC16K1PJ402715, de procedencia extanjera y corresponde a un 
año modelo 1993, por ser instrumento del delito de investigado; 9.- Carpeta de investigación 
FED/QRO/SJR/0001143/2017, iniciada por el delito de Sustracción de Hidrocarburo en la cual el 14 de 
septiembre de 2017, se decretó el aseguramiento de un Semirremolque sin marca, tipo caja, color blanco, 
sin placas de circulación, vehículo del cual no se determinó su procedencia ni su modelo en virtud de que no 
presento su número de identificación vehicular, por ser instrumento del delito de investigado; 10.- Carpeta de 
investigación FED/QRO/SJR/0001065/2016, iniciada por el delito de Robo en la cual el 28 de agosto de 
2016, se decretó el aseguramiento de un Camión marca Ford, línea F-350, tipo redilas, color azul, con 
placas de circulación SS-12-899 particulares para el Estado de Querétaro, con número de serie 
AF3JHK31015, es un vehículo que en base a su placa metálica es de fabricación nacional y corresponde a un 
año modelo 1968, por ser instrumento del delito de investigado; 11.- Carpeta de investigación 
FED/QRO/SJR/0001540/2016 iniciada por el delito de Sustracción de Hidrocarburo en la cual el 14 de 
diciembre de 2016, se decretó el aseguramiento de un Camión marca Dodge, tipo caja, con placas de 
circulación SS5126B particulares para el Estado de Querétaro, es un vehículo del cual no se puede 
determinar su procedencia ni su modelo en virtud de que se encuentra calcinado, por ser instrumento del 
delito de investigado. 12.- Carpeta de investigación FED/QRO/SJR/0001540/2016 iniciada por el delito de 
Sustracción de Hidrocarburo en la cual el 14 de diciembre de 2016, se decretó el aseguramiento de una 
Camioneta marca Ford, tipo Plataforma, con placas de circulación MX13881 particulares para el Estado de 
México, es un vehículo del cual no se puede determinar su procedencia ni su modelo en virtud de que se 
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encuentra calcinado, por ser instrumento del delito de investigado; 13.- Carpeta de investigación 
FED/QRO/SJR/0001540/2016 iniciada por el delito de Sustracción de Hidrocarburo en la cual el 14 de 
diciembre de 2016, se decretó el aseguramiento de un Camión marca Ford, tipo redilas, con placas de 
circulación HFN9652 particulares para el Estado de Hidalgo, es un vehículo del cual no se puede determinar 
su procedencia ni su modelo en virtud de que se encuentra calcinado, por ser instrumento del delito de 
investigado; 14.- Carpeta de investigación FED/QRO/SJR/0000048/2018 iniciada por el delito de Posesión de 
Hidrocarburo en la cual el 10 de enero de 2018, se decretó el aseguramiento de un Tanque pipa en color 
gris en forma hechiza de 64,000 litros de capacidad, por ser instrumento del delito de investigado; 
15.- Carpeta de investigación FED/QRO/SJR/0000048/2018 iniciada por el delito de Posesión de Hidrocarburo 
en la cual el 10 de enero de 2018, se decretó el aseguramiento de Tanque pipa en color gris en forma 
hechiza de 32,000 litros de capacidad, por ser instrumento del delito de investigado; 16.- Carpeta de 
investigación FED/QRO/SJR/0000121/2016 iniciada por el delito de  Robo en la cual el 04 de marzo de 2016, 
se decretó el aseguramiento de un Camión marca Dodge, tipo redilas 3 y 1/2 toneladas, color cabina azul 
marino y redilas color negro, con placas de circulación KU07636 para el Estado de México, con número de 
serie vehicular L633681, corresponde a un vehículo de origen nacional y año modelo 1990, por ser 
instrumento del delito de investigado; 17.- Carpeta de investigación FED/QRO/SJR/0000491/2017, iniciada 
por el delito de Posesión de Hidrocarburo en la cual el 22 de mayo de 2017, se decretó el aseguramiento 
de un Camión marca Dodge, línea 350, tipo redilas, color blanco, con placas de circulación SY26014 
particulares para el Estado de Querétaro, es un vehiculo del cual no se puede determinar con toda objetividad 
su procedencia ni su modelo en virtud de que no presenta su número de identififcación vehicular, por ser 
instrumento del delito de investigado; 18.- Carpeta de investigación FED/QRO/SJR/0001029/2017, iniciada 
por el delito Posesión de Hidrocarburo en la cual el 13 de junio de 2017, se decretó el aseguramiento de un 
Camión marca Dodge, línea RAM 3500, tipo redilas color verde, con placas de circulación MX65888 
particulares para el Estado de Michoacan, con número de serie 3B6MC36Z1SM115467, vehículo de 
fabricación nacional y corresponde a un año modelo 1995, por ser instrumento del delito de investigado; 
19.- Carpeta de investigación FED/QRO/SJR/0000539/2018, iniciada por el delito Posesión de Hidrocarburo 
en la cual el 17 de marzo de 2018, se decretó el aseguramiento de una Camioneta marca Chevrolet, tipo 
redilas, color rojo, sin placas de circulación: es un vehículo del cual no se puede determinar su procedencia ni 
su modelo en virtud de que no se presenta su serie de diesiciete dígitos, por ser instrumento del delito de 
investigado; 20.- Carpeta de investigación FED/QRO/SJR/0000139/2020, iniciada por el delito Sustracción de 
Hidrocarburo en la cual el 26 de abril de 2021, se decretó el aseguramiento de Vehículo sin marca tipo 
semirremolque, modelo tanque, sin placa de circulación, color blanco y negro, por ser instrumento del delito 
de investigado; 21.- Carpeta de investigación FED/QRO/SJR/0000139/2020, iniciada por el delito Sustracción 
de Hidrocarburo en la cual el 26 de abril de 2021, se decretó el aseguramiento de Vehículo marca Nissan 
Sentra, modelo 2017, color azul con placas de circulación N82BDV de la Ciudad de México, número de serie 
3N1AB7ADXHL648956, por ser instrumento del delito de investigado 22.- Carpeta de investigación 
FED/QRO/SJR/0001374/2022, iniciada por el delito Preparacion de Narcóticos en la cual el 26 de agosto de 
2022, se decretó el aseguramiento de un Automóvil marca Volkswagen, tipo Sedan, Color Blanco, con 
placas de circulación NLL5514, particulares para el Estado de México, con número de identificación 
3VWZZZ113SM001100 vehículo de origen nacional y corresponde a un año modelo 1995, por ser 
instrumento del delito de investigado; 23.- Carpeta de investigación FED/QRO/SJR/0000806/2022, iniciada 
por el delito Robo Autotransporte en la cual el 07 de junio de 2022, se decretó el aseguramiento de una 
Camioneta marca Dodge, línea Grand Caravan, tipo multiusos, color gris, con placas de circulación TML5447 
particulares para el Estado de Oaxaca; con número de serie 2C4RDGBGXHR840996, es un vehículo de 
origen extranjero y corresponde a un modelo 2017, por ser instrumento del delito de investigado; 
24.- Carpeta de investigación FED/QRO/SJR/0000719/2022, iniciada por el delito Posesión de Hidrocarburo 
en la cual el 09 de mayo de 2022, se decretó el aseguramiento de Camioneta marca Chevrolet, línea astro, 
tipo multiusos, color negro, con placas NVE6446 para el Estado de México con número de identificación 
vehicular 1GBDM15Z4KB219459 es un vehículo de origen extranjero y corresponde a un año de modelo 
1989, por ser instrumento del delito de investigado; 25.- Carpeta de investigación 
FED/QRO/SJR/0000448/2021, iniciada por el delito Robo Autotransporte en la cual el 10 de enero de 2022, 
se decretó el aseguramiento de un Semirremolque, tipo caja, marca Vaguard, color blanco, modelo 2015, 
número de serie 5V8VC5322FM504068, placas 7530LG Oklahoma, E.U.A., por ser instrumento del delito de 
investigado.------------------------------------------------------------------------------------------- 

--- Lo anterior a efecto de que manifiesten lo que a su derecho corresponda y se apercibe, para que se 
abstengan de ejercer actos de dominio sobre dichos bienes asegurados y de no manifestar lo que a su interés 
convenga, en un término de noventa días naturales siguientes al de la publicación del presente, dichos bienes 
causarán abandono en favor del Gobierno Federal, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 231 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales, haciendo del conocimiento que los referidos bienes se 
encuentran a disposición jurídica y material del agente del Ministerio Público de la Federación, en Calle 
Ingeniero Lepoldo Peralta Navarrete, Lomas de Guadalupe San Juan del Río, Querétaro. C.P. 76807. 

 
Atentamente 

Santiago de Querétaro, Qro., a 24 de octubre de 2022. 
Delegado de la Fiscalía General de la República en el Estado de Querétaro 

José Guadalupe Franco Escobar 
 Rúbrica. (R.- 530225) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Fiscalía General de la República 

Delegación Estatal Hidalgo 
NOTIFICACIÓN POR EDICTO 

 
En cumplimiento a los acuerdos dictados dentro de los autos de las diversas carpetas de investigación, de 

las cuales se decretó el aseguramiento ministerial de diversos bienes; y con fundamento en los artículos 16, 
21 y 102 apartado “A” de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 40 y 41 del Código Penal 
Federal; 182-A, 182-B, fracción II, 182 Ñ del Código Nacional de Procedimientos Penales; Oficio Circular 
C/002/2019 emitido por el Fiscal General de la República; 1 fracción 1, 3, 5, 6, 7, 8, 14 y 15 de la Ley Federal 
para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Publico; se notifica a través del presente edicto,  
a quien o quienes resulten ser propietarios, representantes legales o personas con interés legal y/o quienes 
acrediten la propiedad, de los siguientes bienes afectos a las indagatorias que a continuación se describen: 

1. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0001813/2022 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 08/06/2022, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA FORD, CLASE CAMIONETA, TIPO PICK UP, MODELO F150, 
DOS PUERTAS, CABINA Y MEDIA, COLOR NEGRO CON AZUL, PLACAS DE CIRCULACIÓN NUV3182 
DEL ESTADO DE MEXICO, NIV 1FTZX1765WNB21282, DE ORIGEN EXTRANJERO, AÑO MODELO 1998, 
por ser instrumento del delito investigado. 

2. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0001856/2022 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 12/07/2022, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA DODGE, CLASE CAMIONETA, TIPO CHASIS, DOS PUERTAS, 
COLOR NARANJA, PLACAS DE CIRCULACIÓN LD78254 DEL ESTADO DE MEXICO, NIV LD-14170, DE 
ORIGEN NACIONAL, AÑO MODELO 1985; 01 VEHÍCULO MARCA DODGE, CLASE CAMIONETA, TIPO 
PICK UP, DOS PUERTAS, COLOR BLANCO, SIN PLACAS DE CIRCULACIÓN, ENGOMADO LE46414 DEL 
ESTADO DE MEXICO, NIV 3GBJ6H1E62M100698, DE ORIGEN NACIONAL, AÑO MODELO 2010,  
por ser instrumento del delito investigado. 

3. Carpeta de investigación FED/HGO/PACH/0002061/2022 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir  
y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 29/07/2022, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA CHEVROLET, TIPO VAN, LÍNEA 1500 VAN, CUATRO PUERTAS, 
COLOR VERDE, PLACAS DE CIRCULACIÓN HMU4349 DEL ESTADO DE HIDALGO, NIV 
1GBFG15R6T1004821, DE ORIGEN EXTRANJERO, AÑO MODELO 1996, por ser instrumento del  
delito investigado. 

4. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0000753/2022 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 20/06/2020, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA GMC, CLASE CAMIONETA, TIPO MULTIPROPÓSITO,  
CINCO PUERTAS, COLOR AZUL, PLACAS DE CIRCULACIÓN YAB7410 DEL ESTADO DE VERACRUZ, 
NIV 3GCEC26K6WG155559, DE ORIGEN NACIONAL, AÑO MODELO 1998, por ser instrumento  
del delito investigado. 

5. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0000765/2021 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 08/04/2021, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO DE PASAJEROS MARCA DODGE, TIPO MULTIPROPÓSITO, LÍNEA 
CARAVAN, PLACAS DE CIRCULACIÓN FYU9419 DEL ESTADO DE DURANGO, NIV 2B4FK5137JR625297, 
DE ORIGEN EXTRANJERO, AÑO MODELO 1988, por ser instrumento del delito investigado. 

6. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0002668/2021 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 04/01/2022, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA DODGE RAM, TIPO VAN MODELO 1995, COLOR BLANCO CON 
AZUL, PLACAS DE CIRCULACIÓN HLL5671 DEL ESTADO DE HIDALGO, NIV 2B7K831Z5SK522352,  
DE ORIGEN EXTRANJERO, por ser instrumento del delito investigado. 

7. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0001911/2022 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 31/08/2022, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA GMC, CLASE CAMIONETA, TIPO CHASIS CABINA, DOS 
PUERTAS, COLOR VERDE, SIN PLACAS DE CIRCULACIÓN, NIV 3GCJC54K6TG135164, DE ORIGEN 
NACIONAL, AÑO MODELO 1996, por ser instrumento del delito investigado. 

8. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0002488/2022 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 12/09/2022, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA OLDSMOBILE, CLASE CAMIONETA, TIPO MINIVAN,  
DOS PUERTAS, COLOR NEGRO, PLACAS DE CIRCULACIÓN 825KXA DEL DISTRITO FEDERAL,  
NIV 1GHDU06D7NT310789, DE ORIGEN EXTRANJERO, AÑO MODELO 1991, por ser instrumento del 
delito investigado. 
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9. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0002462/2022 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 19/09/2022, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA FORD, CLASE CAMIONETA, TIPO CHASIS CABINA,  
MODELO F350, DOS PUERTAS, COLOR BLANCO, PLACAS DE CIRCULACIÓN SH38734 DEL ESTADO 
DE PUEBLA, NIV 3FEKF37N8SMA19347, DE ORIGEN NACIONAL, AÑO MODELO 1995, por ser 
instrumento del delito investigado. 

10. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0000635/2017 iniciada por el delito de Almacenamiento 
Ilícito de Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para 
Prevenir y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 05/06/2017, se decretó 
el aseguramiento de 01 VEHÍCULO TIPO TRACTOCAMIÓN, MARCA FREIGHTLINER, TIPO QUINTA 
RUEDA, DOS PUERTAS, COLOR BLANCO CON GUINDA, PLACAS DE CIRCULACIÓN 961DD8 DEL 
SERVICIO PÚBLICO FEDERAL DE CARGA, NIV 1FUJA6CG41PH45058, DE ORIGEN EXTRANJERO, AÑO 
MODELO 2001; 01 VEHÍCULO MARCA CHEVROLET 3500, COLOR BLANCO, TIPO REDILAS, DOS 
PUERTAS, PLACAS DE CIRCULACIÓN HH57925 DEL ESTADO DE HIDALGO, NIV 3GBJC34R14M100427, 
DE ORIGEN NACIONAL, AÑO MODELO 2004; 01 VEHÍCULO MARCA CHEVROLET, COLOR ROJO, TIPO 
REDILAS EN COLOR BLANCO, DOS PUERTAS, PLACAS DE CIRCULACIÓN KX84090 DEL ESTADO DE 
MÉXICO, NIV 3GCJC44K4PM127825, DE ORIGEN NACIONAL, AÑO MODELO 1993; 01 VEHÍCULO ISLO, 
TIPO MOTOCICLETA, 175 C.C., COLOR AZUL, SIN PLACAS DE CIRCULACIÓN, NIV 690410819, DE 
ORIGEN NACIONAL, SIN PODER DETERMINAR EL AÑO, por ser instrumento del delito investigado. 

11. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0000812/2017 iniciada por el delito de Almacenamiento 
Ilícito de Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para 
Prevenir y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 22/05/2017, se decretó 
el aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA FORD, TIPO RABÓN, DOS PUERTAS, COLOR BLANCO, 
PLACAS DE CIRCULACIÓN KT76393 DEL ESTADO DE MÉXICO, NIV AC5JYD39285, DE ORIGEN 
NACIONAL, AÑO MODELO 1982, por ser instrumento del delito investigado. 

12. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0000818/2018 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 30/05/2018, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA DINA, TIPO CAMIÓN PIPA, COLOR BLANCO, PLACAS DE 
CIRCULACIÓN 107AF9 DEL SERVICIO PÚBLICO FEDERAL, NIV 3AASTKER1WS003615, DE ORIGEN 
NACIONAL, AÑO MODELO 1998, por ser instrumento del delito investigado. 

13. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0001444/2018 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 30/07/2019, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA FORD, CLASE CAMIONETA, TIPO CHASIS CABINA Y MEDIA, 
DOS PUERTAS, COLOR ROJO CON REDILAS BLANCAS, PLACAS DE CIRCULACIÓN FZ25333 DEL 
ESTADO DE GUANAJUATO, NIV AC3JYK63355, DE ORIGEN NACIONAL, AÑO MODELO 1991, por ser 
instrumento del delito investigado. 

14. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0003293/2018 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 30/07/2019, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA CHEVROLET, CLASE CAMIONETA, TIPO PICK UP,  
DOS PUERTAS, COLOR AZUL MARINO, PLACAS DE CIRCULACIÓN MNY9703 DEL ESTADO DE 
MÉXICO, NIV 1GCDC14K0PZ176112, DE ORIGEN EXTRANJERO, AÑO MODELO 1993, por ser 
instrumento del delito investigado. 

15. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0001173/2019 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 21/10/2019, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA FORD, CLASE CAMIONETA, TIPO PICK UP, LÍNEA F150,  
DOS PUERTAS, COLOR ARENA, SIN PLACAS DE CIRCULACIÓN, NIV 1FTDX1726VNA58991, DE 
ORIGEN EXTRANJERO, AÑO MODELO 1997, por ser instrumento del delito investigado. 

16. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0001180/2019 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir  
y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 19/11/2019, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA DODGE, CLASE CAMIONETA, TIPO PICK UP, DOS PUERTAS, 
COLOR BLANCO, PLACAS DE CIRCULACIÓN KY11403 DEL ESTADO DE MÉXICO,  
NIV 3B7HC16X01M510187, DE ORIGEN NACIONAL, AÑO MODELO 2001, por ser instrumento del  
delito investigado. 
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17. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0001196/2019 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 19/11/2019, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA FORD, CLASE CAMIONETA, TIPO PICK UP, CABINA Y MEDIA, 
LÍNEA F150, COLOR NEGRO, PLACAS DE CIRCULACIÓN HS82685 DEL ESTADO DE HIDALGO, NIV 
1FTEX15FXEKA37881, DE ORIGEN EXTRANJERO, AÑO MODELO 1984; 01 VEHÍCULO MARCA DODGE, 
CLASE CAMIONETA, TIPO CHASIS CABINA, DOS PUERTAS, COLOR BLANCO, PLACAS DE 
CIRCULACIÓN HP09718 DEL ESTADO DE HIDALGO, NIV 3B6ME3645LM057895, DE ORIGEN NACIONAL, 
AÑO MODELO 1990, por ser instrumento del delito investigado. 

18. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0001307/2019 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 01/04/2019, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA INTERNATIONAL, TIPO CAMIÓN, LÍNEA TORTON, COLOR 
BLANCO, SIN PLACAS DE CIRCULACIÓN, NIV C1834MMED05628, DE ORIGEN NACIONAL, AÑO 
MODELO 1982, por ser instrumento del delito investigado. 

19. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0001318/2019 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 24/11/2019, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA FORD, CLASE CAMIONETA, TIPO PICK UP, LÍNEA F150, 
COLOR ARENA, PLACAS DE CIRCULACIÓN NCF8074 DEL ESTADO DE MÉXICO,  
NIV 1FTEF15Y3LLB32570, DE ORIGEN EXTRANJERO, AÑO MODELO 1990, por ser instrumento del  
delito investigado. 

20. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0001340/2019 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 24/10/2019, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA CHEVROLET, CLASE CAMIONETA, TIPO PICK UP, DOS 
PUERTAS, COLOR ROJO, PLACAS DE CIRCULACIÓN KT07980 DEL ESTADO DE MÉXICO, NIV 
1703GD105360, DE ORIGEN NACIONAL, AÑO MODELO 1974, por ser instrumento del delito investigado. 

21. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0001460/2019 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 26/03/2019, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA CHRYSLER, TIPO MULTIPROPÓSITOS, CUATRO PUERTAS, 
COLOR BLANCO CON NEGRO, PLACAS DE CIRCULACIÓN ULK4336 DEL ESTADO DE QUERÉTARO, 
NIV 1C4GP64L6TB284342, DE ORIGEN EXTRANJERO, AÑO MODELO 1996, por ser instrumento del  
delito investigado. 

22. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0001461/2019 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 29/10/2019, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO DE PASAJEROS, MARCA VOLKSWAGEN, TIPO SEDAN, LÍNEA BORA, 
PLACAS DE CIRCULACIÓN 384MFR DEL DISTRITO FEDERAL, NIV 3VWRF71K46M626751, DE ORIGEN 
NACIONAL, AÑO MODELO 2006, por ser instrumento del delito investigado. 

23. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0001482/2019 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 29/10/2019, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA DODGE, LÍNEA RAM, TIPO PICK UP, CABINA Y MEDIA,  
DOS PUERTAS, COLOR AZUL, PLACAS DE CIRCULACIÓN HJ06255 DEL ESTADO DE HIDALGO,  
NIV 3B7HC13ZXVG707037, DE ORIGEN NACIONAL, AÑO MODELO 1997, por ser instrumento del  
delito investigado. 

24. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0001490/2019 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 30/10/2019, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA FORD, CLASE CAMIONETA, TIPO CHASIS, DOS PUERTAS, 
COLOR ARENA, CON TANQUE COLOR BLANCO, PLACAS DE CIRCULACIÓN MUJ8787 DEL ESTADO DE 
MÉXICO, NIV AC3JYS86067, DE ORIGEN NACIONAL, AÑO MODELO 1991, por ser instrumento del delito 
investigado. 

25. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0001549/2019 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 30/05/2019, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA FORD, LÍNEA F350, TIPO PICK UP, DOS PUERTAS, COLOR 
NEGRO, PLACAS DE CIRCULACIÓN G56ANK DE LA CIUDAD DE MÉXICO, NIV 2FTJW35M6PCA56558, 
DE ORIGEN EXTRANJERO, AÑO MODELO 1993: 01 VEHÍCULO MARCA FORD, LÍNEA F150, TIPO 
ESTACAS, DOS PUERTAS, COLOR VERDE CON FRANJA EN COLOR BEIGE, PLACAS DE CIRCULACIÓN 
LB10352 DEL ESTADO DE MÉXICO, NIV AC3JYK83852, DE ORIGEN NACIONAL, AÑO MODELO 1992;  
01 VEHÍCULO MARCA FORD, LÍNEA F150, TIPO PICK UP, DOS PUERTAS, COLOR ROJO, PLACAS DE 
CIRCULACIÓN MX53873 DEL ESTADO DE MICHOACÁN, NIV 3FTEF25N6VMA37031, DE ORIGEN 
NACIONAL, AÑO MODELO 1997, por ser instrumento del delito investigado. 
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26. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0001619/2019 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 30/10/2019, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA DODGE, CLASE CAMIONETA, TIPO PICK UP, DOS PUERTAS, 
COLOR VINO, PLACAS DE CIRCULACIÓN HS12364 DEL ESTADO HIDALGO, NIV L1-34262, DE ORIGEN 
NACIONAL, AÑO MODELO 1990, por ser instrumento del delito investigado. 

27. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0001623/2019 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 30/10/2019, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA CHEVROLET, TIPO CAMIONETA, LÍNEA 3500, DOS PUERTAS, 
COLOR BLANCO, SIN PLACAS DE CIRCULACIÓN, NIV 3GBJC34R37M111563, DE ORIGEN NACIONAL, 
AÑO MODELO 2007, por ser instrumento del delito investigado. 

28. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0001735/2019 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 30/04/2019, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA CHEVROLET, LÍNEA SPORT VAN, CUATRO PUERTAS, COLOR 
BLANCO, PLACAS DE CIRCULACIÓN HR0370E DEL ESTADO DE HIDALGO, NIV 1GAGG35K0J7170396, 
DE ORIGEN EXTRANJERO, AÑO MODELO 1988, por ser instrumento del delito investigado. 

29. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0001747/2019 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 31/10/2019, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA DODGE, TIPO PICK UP, DOS PUERTAS, COLOR BLANCO, 
PLACAS DE CIRCULACIÓN HJ8124E DEL ESTADO DE HIDALGO, NIV 3B7HE2642NM522451,  
DE ORIGEN NACIONAL, AÑO MODELO 1992, por ser instrumento del delito investigado. 

30. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0001761/2019 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 09/05/2019, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA DODGE, CLASE CAMIONETA, TIPO PICK UP, DOS PUERTAS, 
COLOR BLANCO CON NEGRO, PLACAS DE CIRCULACIÓN HH93686 DEL ESTADO DE HIDALGO,  
NIV 1B7HC16Y3SS140306, DE ORIGEN EXTRANJERO, AÑO MODELO 1995, por ser instrumento del 
delito investigado. 

31. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0001925/2019 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 01/11/2019, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA FORD, CLASE CAMIONETA, TIPO CHASIS CABINA, F350, DOS 
PUERTAS, COLOR ROJO, PLACAS DE CIRCULACIÓN HJ14161 DEL ESTADO DE HIDALGO, NIV 
AC3JBG39556, DE ORIGEN NACIONAL, AÑO MODELO 1984, por ser instrumento del delito investigado. 

32. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0002043/2019 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 01/09/2019, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO DE DOS EJES, MARCA INTERNATIONAL, TIPO CAMIÓN, SIN PLACAS 
DE CIRCULACIÓN, EL CUAL PRESENTA EN CABINA NIV 1HTSLABM9SH204146 Y EN CHASIS NIV 
SH204146 EL CUAL PRESENTA SIGNOS DE ALTERACIÓN, por ser instrumento del delito investigado. 

33. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0002112/2019 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 25/06/2019, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA CHEVROLET, TIPO PICK UP, LÍNEA SILVERADO, COLOR 
ARENA, PLACAS DE CIRCULACIÓN HJ70178 DEL ESTADO DE HIDALGO, NIV 1GCEC14W1YZ367319, 
DE ORIGEN EXTRANJERO, AÑO MODELO 2000, por ser instrumento del delito investigado. 

34. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0000381/2019 iniciada por el delito de Sustracción Ilícita 
de Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 8, Fracción I, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 14/02/2019, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA CHEVROLET, CLASE CAMIONETA, TIPO CHASIS CABINA 
PLATAFORMA, DOS PUERTAS, COLOR CAFÉ, PLACAS DE CIRCULACIÓN NDR2563 DEL ESTADO DE 
MÉXICO, NIV 1GBKC34J8WJ106353, DE ORIGEN EXTRANJERO, AÑO MODELO 1998; 01 VEHÍCULO 
MARCA FORD, CLASE CAMIONETA, LÍNEA ECOSPORT, CINCO PUERTAS, COLOR GRIS, PLACAS DE 
CIRCULACIÓN HLJ2893 DEL ESTADO DE HIDALGO, NIV 9BFUT35F358693622, DE ORIGEN 
EXTRANJERO, AÑO MODELO 2005, por ser instrumento del delito investigado. 

35. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0002483/2018 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 20/08/2018, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA FORD, LÍNEA F150, TIPO PICK UP, COLOR AZUL, 2 PUERTAS, 
PLACAS DE CIRCULACIÓN HLC6194 DEL ESTADO DE HIDALGO, NIV 2FTEF14Y3LCA58109, DE 
ORIGEN EXTRANJERO, AÑO MODELO 1990, por ser instrumento del delito investigado. 
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36. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0000386/2016 iniciada por el delito de Almacenamiento 
Ilícito de Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para 
Prevenir y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 05/09/2016, se decretó 
el aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA FORD, LÍNEA F150, TIPO PICK UP, DOS PUERTAS, COLOR 
GUINDA CON FRANJAS EN COLOR GRIS, PLACAS DE CIRCULACIÓN HHM3941 DEL ESTADO DE 
HIDALGO, NIV F15FPHJ7306, DE ORIGEN EXTRANJERO, AÑO MODELO 1980, por ser instrumento del 
delito investigado. 

37. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0002833/2018 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 18/09/2018, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA CHEVROLET, CLASE AUTOMÓVIL, TIPO COUPE, LÍNEA 
CAVALIER, COLOR GRIS CON NEGRO, NIV 3G5JF14W2MS104132, DE ORIGEN NACIONAL, AÑO 
MODELO 1991, por ser instrumento del delito investigado. 

38. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0000952/2022 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 20/04/2022, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA FORD, CLASE CAMIONETA, TIPO CHASIS CABINA, DOS 
PUERTAS, COLOR AZUL, PLACAS DE CIRCULACIÓN KY88004 DEL ESTADO DE MÉXICO, NIV 
AC3JYE69514, DE ORIGEN NACIONAL, AÑO MODELO 1991, por ser instrumento del delito investigado. 

39. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0001795/2022 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 11/07/2022, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA DODGE, CLASE CAMIONETA, TIPO CHASIS CABINA CON 
REDILAS, MODELO RAM D350, DOS PUERTAS, COLOR GRIS, PLACAS DE CIRCULACIÓN ENGOMADO 
XH28365 DEL ESTADO DE VERACRUZ, NIV 3B6ME3643MM044872, DE ORIGEN NACIONAL, AÑO 
MODELO 1991, por ser instrumento del delito investigado. 

40. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0001791/2022 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 04/07/2022, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA CHEVROLET, CLASE CAMIONETA, TIPO PICK UP,  
DOS PUERTAS, COLOR VERDE, PLACAS DE CIRCULACIÓN NDS5486 DEL ESTADO DE MEXICO,  
NIV 1GCFK29KXRE286542, DE ORIGEN EXTRANJERO, AÑO MODELO 1994, por ser instrumento del 
delito investigado. 

41. Carpeta de investigación FED/HGO/TULA/0002777/2022 iniciada por el delito de Posesión Ilícita de 
Hidrocarburo, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 9, fracción II, de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en la cual el 05/10/2022, se decretó el 
aseguramiento de 01 VEHÍCULO MARCA CHEVROLET, CLASE CAMIONETA, TIPO CHASIS CABINA,  
DOS PUERTAS, COLOR NEGRO, PLACAS DE CIRCULACIÓN LF37667 DEL ESTADO DE MÉXICO,  
NIV 3GCEC20A2RM129949, DE ORIGEN NACIONAL, AÑO MODELO 1994, por ser instrumento del  
delito investigado. 

42. Carpeta de investigación FED/HGO/PACH/0002247/2020 iniciada por el delito de Uso de Documento 
Falso, previsto y sancionado en el (los) artículo (s) 246, Fracción VIII del Código Penal Federal, en la cual el 
08/03/2021, se decretó el aseguramiento de 01 AERONAVE MARCA PIPER AIRCRAFT CORPORACIÓN, 
MODELO PA 31350, NIV 31-7652134, FABRICADA EN 1976, CON MATRICULA CANADIENSE C-GPXW, 
PINTADA A LOS COSTADOS DEL EMPENAJE HORIZONTAL, por ser instrumento del delito investigado.- -  

- - - Lo anterior a efecto de que manifiesten lo que a su derecho corresponda y se apercibe, para que se 
abstengan de ejercer actos de dominio sobre dichos bienes asegurados y de no manifestar lo que a su interés 
convenga, en un término de noventa días naturales siguientes al de la publicación del presente, dichos 
bienes causarán abandono en favor del Gobierno Federal de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
182-A, 182-B Fracción II, 182 ñ del Código Nacional de Procedimientos Penales, haciendo del conocimiento 
que los referidos bienes se encuentran a disposición jurídica y material del agente del Ministerio Público de la 
Federación, de la Fiscalía General de la República en el estado de Hidalgo con domicilio en Carretera México 
Pachuca, km. 84.5, Colonia Sector Primario en Pachuca de Soto, Hidalgo, apercibiéndole para que  
no enajene o grave el bien en comento, haciéndole saber que en caso de no haber manifestación alguna en el 
plazo señalado, el bien en referencia causara abandono a favor del Gobierno Federal. 

 
Atentamente. 

Pachuca de Soto, Hidalgo, a 26 de octubre de 2022. 
El Delegado Estatal en Hidalgo. 

Mtro. Gerardo Vazquez Alatriste. 
Rúbrica. 

(R.- 530219) 
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ACUERDO FGE/CA/A/VFINV/004/2022, POR EL QUE SE DESIGNA AL FISCAL ESPECIALIZADO 

CONTRA EL SECUESTRO DE LA FISCALIA GENERAL DEL ESTADO DE GUERRERO, PARA LA 
SOLICITUD Y ENTREGA DE LA INFORMACION A QUE SE REFIEREN LOS ARTICULOS 189 Y 190 DE 
LA LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSION, PARA OBTENER DE LAS 
CONCESIONARIAS Y AUTORIZADOS EN MATERIA DE TELECOMUNICACIONES LA INFORMACION 
INDISPENSABLE Y OPORTUNA Y PARA REALIZAR LAS SOLICITUDES DE INTERVENCIÓN DE 
COMUNICACIONES, DATOS CONSERVADOS, RATIFICACIÓN DE DATOS CONSERVADOS Y 
GEOLOCALIZACIÓN EN TIEMPO REAL, ANTE LOS JUECES DE CONTROL COMPETENTES, ÚNICA 
Y EXCLUSIVAMENTE PARA EL COMBATE DE LOS FENÓMENOS DELICTIVOS DE SECUESTRO Y 
EXTORSIÓN EN CUALQUIERA DE SUS MODALIDADES. 

Maestra Sandra Luz Valdovinos Salmerón, Fiscal General del Estado de Guerrero, personalidad jurídica 
conferida a través del acta de toma de protesta constitucional realizada ante el Pleno de la Sexagésima 
Tercera Legislatura del H. Congreso del Estado Libre y Soberano de Guerrero, en sesión de fecha 28 de 
diciembre del 2021, y por el nombramiento expedido por la Gobernadora Constitucional del Estado de 
Guerrero; y, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 16 y 21 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 139 y 140 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guerrero; 
290, 291, 292, 293, 294, 295, 296, 297, 298, 299, 300, 301, 302 y 303 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales; y, en ejercicio de las facultades que me confieren los artículos 16, fracción IV, 21, fracción XI, 22 y 
24, fracciones VIII y XII, párrafo tercero, de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Guerrero, 
número 500; y, 18, fracción IV.8, 19, 20, fracción IX, 21 fracciones II y V, 59, 60, 61 y 62, del Reglamento de la 
Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Guerrero, número 500; y 
 

CONSIDERANDO. 
 

I.- Que conforme a lo dispuesto por los artículos 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 139, numerales 1 y 3 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guerrero;  
1, segundo párrafo, 10 y 21, primer párrafo, en sus fracciones I y II de la Ley Orgánica de la Fiscalía General 
del Estado de Guerrero número 500; y, 3, 8, 10, 11 y 16 del Reglamento de citada Ley, la Fiscalía General del 
Estado de Guerrero es un Órgano Publico, autónomo, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propios, 
titular de la Institución del Ministerio Público, con competencia, al igual que las policías, para llevar a cabo la 
investigación de los hechos que las leyes señalan como delitos del Fuero Común y promover el ejercicio de la 
acción penal ante los tribunales competentes y en contra de quienes hayan cometido dichos hechos delictivos; 

II.- Que en término de lo dispuesto por los artículos 5, 21, fracción XI, y 22, de la Ley Orgánica de la 
Fiscalía General del Estado de Guerrero número 500; y, 10, 19, 20, fracción IX, y 21, fracciones II y V, del 
Reglamento de la referida Ley Orgánica, la Institución cuenta con autonomía de gestión, técnica, de ejercicio  
y de aplicación del gasto público; además de atribuciones para diseñar y dirigir los objetivos, misión, visión y 
funciones, al igual que para establecer los lineamientos generales, términos, modalidades, criterios  
y condiciones a las que deberá sujetarse el personal de la Fiscalía General para cumplir con sus funciones, 
así como para las relativas a expedir los acuerdos, circulares, instructivos, manuales de organización y de 
procedimientos, protocolos, bases y demás normas administrativas necesarias que rijan la actuación de las 
Unidades Administrativas de la Institución responsable de procurar justicia en el Estado, para el mejor 
funcionamiento de las mismas; 

III.- Que como Titular de la Institución cuenta con amplias facultades para expedir el presente Acuerdo, 
con base en la designación de fecha 28 de diciembre del año 2021, hecha por la Ciudadana Evelyn Cecia 
Salgado Pineda, Gobernadora Constitucional del Estado Libre y Soberano de Guerrero, y toma de protesta 
constitucional por el Pleno de la Sexagésima Tercera Legislatura al Honorable Congreso del Estado, emitida 
en la misma fecha, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 21 fracción XI de la Ley Orgánica de la 
Fiscalía General; y 20 fracción IX del Reglamento de esta Ley;  

IV.- Con la finalidad de brindar a la población en general un servicio adecuado basado en los principios 
establecidos en los artículos 139 de la Constitución Política del Estado; 7 de la Ley Orgánica de la Fiscalía 
General, y 3 y 4 de su Reglamento; de legalidad, de honradez, lealtad, profesionalismo, imparcialidad, 
eficiencia, eficacia, certeza, objetividad, transparencia y respeto irrestricto de los derechos humanos, resulta 
indispensable implementar acciones que fortalezcan la Procuración de Justicia en el Estado, con el propósito 
de optimizar los recursos que se le asignan y mejorar los servicios que se proporcionan; 
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V.- Que acorde a lo dispuesto en el numeral 303, del Código Nacional de Procedimientos Penales, en lo 
referente a la localización geográfica en tiempo real y solicitud de datos conservados, faculta al Fiscal General 
del Estado de Guerrero, a efecto de designar al servidor público a quien se le delegue dicha facultad, 
únicamente por cuanto hace al combate de los delitos de secuestro y extorsión, en cualquiera de sus 
modalidades, quien podrá solicitar al Juez de Control, por cualquier medio se requiera a los concesionarios de 
telecomunicaciones los autorizados o proveedores de servicios de aplicaciones y contenidos, para que 
proporcionen con la oportunidad y suficiencia necesaria a la autoridad investigadora, la información solicitada 
de una línea telefónica que se encuentre relacionada con los hechos que se investigan para el inmediato 
desahogo de dichos actos de investigación. Los datos conservados a que se refiere este párrafo se destruirán 
en caso de que no constituyan medio de prueba idóneo o pertinente. 

VI.- Que en este tenor el artículo 303 del Código Nacional de Procedimientos Penales, en su párrafo sexto, 
prevé que excepcionalmente, cuando esté en peligro la integridad física o la vida de una persona o se 
encuentre en riesgo el objeto del delito, así como en hechos relacionados con la privación ilegal de la libertad, 
secuestro, extorsión o delincuencia organizada, el Fiscal General del Estado de Guerrero o el servidor público, 
en quien se delegue esta facultad, únicamente por cuanto hace al combate de los delitos de secuestro y 
extorsión, en cualquiera de sus modalidades, bajo su más estricta responsabilidad, ordenará directamente la 
localización geográfica en tiempo real o la entrega de los datos conservados a los concesionarios de las 
telecomunicaciones, los autorizados o proveedores de servicios de aplicaciones y contenidos, quienes 
deberán atenderla de inmediato y con la suficiencia necesaria. 

A partir de que se haya cumplimentado el requerimiento, el Ministerio Público deberá informar al Juez de 
Control competente, por cualquier medio que garantice su autenticidad, dentro del plazo de cuarenta y ocho 
horas, a efecto de que ratifique parcial o totalmente de manera inmediata la subsistencia de la medida, sin 
perjuicio de que el Ministerio Público continúe con su actuación. 

VI.- Que acorde con lo dispuesto por el artículo 291 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 
cuando en la investigación, el Ministerio Público considere necesaria la intervención de comunicaciones 
privadas, el Titular de la Fiscalía General de la República, o en quienes esté delegada esta facultad, así como 
los Fiscales de las entidades federativas, podrán solicitar al Juez Federal de Control competente, por 
cualquier medio, la autorización para practicar la intervención, expresando el objeto y necesidad de la misma. 

La intervención de comunicaciones privadas, abarca todo sistema de comunicación, o programas que 
sean resultado de la evolución tecnológica, que permitan el intercambio de datos, informaciones, audio, video, 
mensajes, así como archivos electrónicos que graben, conserven el contenido de las conversaciones o 
registren datos que identifiquen la comunicación, los cuales se pueden presentar en tiempo real. 

La solicitud deberá ser resuelta por la autoridad judicial de manera inmediata, por cualquier medio que 
garantice su autenticidad, o en audiencia privada con la sola comparecencia del Ministerio Público, en un 
plazo que no exceda de las seis horas siguientes a que la haya recibido. También se requerirá autorización 
judicial en los casos de extracción de información, la cual consiste en la obtención de comunicaciones 
privadas, datos de identificación de las comunicaciones; así como, de la información, documentos, archivos de 
texto, audio, imagen o video contenidos en cualquier dispositivo, accesorio, aparato electrónico, equipo 
informático, aparato de almacenamiento y todo aquello que pueda contener información, incluyendo la 
almacenada en las plataformas o centros de datos remotos vinculados con estos; lo anterior, únicamente por 
cuanto hace a las solicitudes que formule o realice el Fiscal Especializado contra el Secuestro de la Fiscalía 
General del Estado de Guerrero, para combatir los delitos de secuestro y extorsión, en cualquiera de sus 
modalidades. 

Si la resolución se registra por medios diversos al escrito, los puntos resolutivos de la autorización deberán 
transcribirse y entregarse al Ministerio Público. Los servidores públicos autorizados para la ejecución de la 
medida serán responsables de que se realicen en los términos de la resolución judicial. 

VII.- Que es necesaria la existencia de una coordinación y colaboración ágil, pronta y oportuna con las 
concesionarias de las telecomunicaciones y en su caso, con los autorizados, para que la Fiscalía General del 
Estado de Guerrero, cuente con la información indispensable que le permita cumplir eficazmente con sus 
atribuciones en el combate de los diversos delitos que se cometen en la entidad, lo que hace necesario la 
emisión del presente Acuerdo, conforme a las disposiciones legales invocadas. 

VIII.- Que con base en el Acuerdo Cuarto, párrafos tercero y cuarto relativo a los Mecanismos de 
Colaboración para la Solicitud y Entrega de la Información a que se refieren los artículos 189 y 190 de la Ley 
Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, aprobados en la XXXIII Asamblea Plenaria de la Conferencia 
Nacional de Procuración de Justicia, celebrada los días 19 y 20 de agosto del año 2015 en la Ciudad de 
México, es necesario designar a los servidores públicos encargados de gestionar los requerimientos de 
información correspondiente, ante los concesionarios y autorizados de telecomunicaciones; acordándose 
también que uno de dichos servidores públicos a designar, sea el Titular de la Unidad Administrativa 
Especializada en el Combate al Delito de Secuestro de cada Entidad Federativa; 

IX.- Que en el caso específico del Estado de Guerrero, conforme a lo dispuesto por los artículos 140, 
fracción III de la Constitución Política del Estado; 24, fracción VIII de la Ley Orgánica de la Fiscalía General 
del Estado de Guerrero, Número 500; y 18, fracción IV, numeral IV.8 del Reglamento de esta Ley, cuenta 
dentro de su estructura orgánica con la Fiscalía Especializada Contra el Secuestro, por lo que, en términos del 
Acuerdo referido en el Considerando anterior, resulta procedente designar al titular de dicha Fiscalía 
Especializada, para solicitar y recibir la información a que se refieren los artículos 189 y 190 de la Ley Federal 
de Telecomunicaciones y Radiodifusión y obtener de manera oportuna de las concesionarias y autorizados en 
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materia de telecomunicaciones, la información indispensable y necesaria única y exclusivamente para 
combatir los delitos de secuestro y extorsión, en cualquiera de sus modalidades, que se cometen en el Estado 
de Guerrero; 

X.-Que es necesaria la existencia de una coordinación y colaboración ágil, pronta y oportuna con las 
concesionarias de telecomunicaciones y, en su caso, con los autorizados, para que la Fiscalía General del 
Estado de Guerrero, cuente con la información indispensable que le permita cumplir eficazmente con sus 
atribuciones en el combate del delito de secuestro y extorsión, en cualquiera de sus modalidades, lo que hace 
necesario la emisión del presente Acuerdo, conforme a las disposiciones legales invocadas. 

Con base en las consideraciones anteriores y con fundamento en las disposiciones legales señaladas, he 
tenido a bien expedir el siguiente: 
 

ACUERDO 
 

PRIMERO.- Se designa al Titular de la Fiscalía Especializada Contra el Secuestro de la Fiscalía 
General del Estado de Guerrero, como autorizado para que, de manera indistinta con la Titular de la 
Fiscalía, gestione los requerimientos que se realicen a los concesionarios nacionales y locales y autorizados 
en materia de telecomunicaciones y reciban la información correspondiente, indispensable y oportuna, para 
combatir única y exclusivamente los delitos de secuestro y extorsión en sus diferentes modalidades, en la 
Entidad, en cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 16 y 21 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 139 y 140 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guerrero; 290, 291, 
292, 293, 294, 295, 296, 297, 298, 299, 300, 301, 302 y 303 del Código Nacional de Procedimientos Penales; 
y, en ejercicio de las facultades que me confieren los artículos 16, fracción IV, 21, fracción XI, 22 y 24, 
fracciones VIII y XII, párrafo tercero, de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Guerrero, 
número 500; y, 18, fracción IV.8, 19, 20, fracción IX, 21 fracciones II y V, 59, 60, 61 y 62, del Reglamento de la 
Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Guerrero, número 500; 189 y 190 de la Ley Federal de 
Telecomunicaciones y Radiodifusión y al Acuerdo Cuarto, párrafos tercero y cuarto, aprobado en la XXXIII 
Asamblea Plenaria de la Conferencia Nacional de Procuración de Justicia; pueda solicitar información 
correspondiente y necesaria referente a la localización geográfica en tiempo real y la entrega de datos 
conservados en los equipos de comunicación móvil asociados a una línea telefónica que se encuentre 
relacionada con los hechos que se investigan, así como la intervención de comunicaciones (en su modalidad 
de escucha en tiempo real) y extracción de información (la cual consiste en la obtención de comunicaciones 
privadas, datos de identificación de las comunicaciones; así como, de la información, documentos, archivos de 
texto, audio, imagen o video contenidos en cualquier dispositivo, accesorio, aparato electrónico, equipo 
informático, aparato de almacenamiento y todo aquello que pueda contener información, incluyendo la 
almacenada en las plataformas o centros de datos remotos vinculados con estos), y a los Jueces de Control 
Especializados; dicha solicitud se hará de manera fundada y motivada, acorde con el marco legal vigente, 
para el éxito de la investigación, única y exclusivamente por cuanto hace a los delitos de secuestro y extorsión 
en sus diferentes modalidades. 

SEGUNDO.- La información que se solicite y se reciba de los concesionarios y autorizados en materia de 
telecomunicaciones, se sujetará a las disposiciones establecidas en los Lineamientos de Colaboración en 
Materia de Seguridad y Justicia, publicados en el Diario Oficial de la Federación el 02 de diciembre del 2015; y 
modificados según acuerdo de fecha 2 de abril de 2018, mediante el cual el Pleno del Instituto Federal de 
Telecomunicaciones modifica los lineamientos de colaboración en materia de Seguridad y Justicia, en los que 
se adicionan dos párrafos al artículo cuarto transitorio del “Acuerdo mediante el cual el Pleno del Instituto 
Federal de Telecomunicaciones expide los Lineamientos de Colaboración en Materia de Seguridad y Justicia 
y modifica el plan técnico fundamental de numeración, publicado el 21 de junio de 1996”, en apego a los 
artículos 189 y 190 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión; y al formato que como anexo 
forma parte del presente Acuerdo;  
 

TRANSITORIOS. 
 

PRIMERO.- Publíquese el presente Acuerdo en el Diario Oficial de la Federación, de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiocomunicación; y, en el Periódico Oficial del 
Estado de Guerrero, para los efectos correspondientes. 

SEGUNDO.- El presente Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación y en el Periódico Oficial del Estado de Guerrero.  

TERCERO.- El Órgano Interno de Control de la Fiscalía General del Estado de Guerrero, iniciará las 
investigaciones y radicará, en su caso, los procedimientos administrativos disciplinarios y determinará las 
responsabilidades en contra de los servidores públicos que incumplan con las disposiciones del presente 
Acuerdo. 

Dado en la Ciudad de Chilpancingo de los Bravo, Capital del Estado de Guerrero, a los dieciocho días del 
mes de abril del año dos mil veintidós. 
 

La Fiscal General del Estado de Guerrero. 
Maestra Sandra Luz Valdovinos Salmerón. 

Rúbrica.  
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(E.- 000262) 
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Radiomóvil Dipsa, S.A. de C.V. 
OFERTA PÚBLICA DE INTERCONEXIÓN 

 
I.  ANTECEDENTES. 
1. Por virtud de lo dispuesto en las resoluciones P/IFT/EXT/060314/76, P/IFT/EXT/270217/119, 

P/IFT/021220/488 y P/IFT/261022/534 (conjuntamente las “Resoluciones”), el Pleno del Instituto Federal de 
Telecomunicaciones (el “Instituto”) determinó, entre otros, la emisión del Convenio Marco de Interconexión (el 
“CMI”) que deberá suscribir Radiomóvil Dipsa, S.A. de C.V. (“Telcel”) para la interconexión de su red de 
servicio local móvil con las redes de los concesionarios solicitantes. 

2. De conformidad con lo estipulado en las Resoluciones, en lo aplicable, Telcel publica la presente 
Oferta en el Diario Oficial de la Federación, así como el CMI autorizado por el Instituto para el año 2023 en su 
sitio de Internet. 

II. DISPOSICIONES GENERALES. 
1. La presente Oferta y el Convenio están dirigidos a todos los concesionarios de la Industria de las 

Telecomunicaciones en México que estén interesados en interconectar sus respectivas redes con la red de 
servicio local móvil de Telcel (en adelante los “Servicios de Interconexión”). 

2. Los Servicios de Interconexión estarán disponibles a los concesionarios sobre bases no 
discriminatorias y sin derecho de exclusividad alguno. 

III.  DEL CONVENIO. 
1. La totalidad de los términos y condiciones de los Servicios de Interconexión se contienen y serán 

instrumentados a través del CMI, sus Anexos y cualesquiera otros documentos en ellos referidos. 
2. El CMI se encuentra disponible en la liga https://www.telcel.com/oferta-de-servicios-mayoristas/oferta-

publica, por lo que los concesionarios deberán remitirse a la misma para efectos de acceder a dicho 
documento. 

3. En el CMI se establecen los procedimientos para la contratación e implementación de los Servicios, 
los parámetros de calidad, y demás términos y condiciones relacionados con la prestación de los Servicios de 
Interconexión. 

4. Las tarifas aplicables a los Servicios de Interconexión se contendrán en el CMI suscrito entre las 
partes. 

5. El CMI es un documento integral, por lo cual los concesionarios interesados en los Servicios de 
Interconexión deberán considerar y aceptar la totalidad de sus términos y condiciones, y no sólo una parte de 
ellos. 

6. Todo concesionario interesado en celebrar el CMI deberá enviar una solicitud a través del Sistema 
Electrónico de Solicitudes de Interconexión del Instituto, y posteriormente acudir para su suscripción a las 
oficinas generales de Telcel, ubicadas en calle Lago Zurich No. 245, Plaza Carso, Edificio Telcel, Piso 16, Col. 
Ampliación Granada, C.P. 11529, Alcaldía Miguel Hidalgo, Ciudad de México. 

7. Un ejemplar del CMI suscrito por las partes, será remitido por Telcel al Instituto para su inscripción en 
el Registro Público de Telecomunicaciones. 

IV.  DISPOSICIONES FINALES. 
El CMI estará en vigor del 1 de enero al 31 de diciembre del 2023, de conformidad con lo establecido en 

las Resoluciones. 
V. RESERVA DE DERECHOS. 
La publicación de la presente oferta y lo manifestado en este documento, de ninguna manera implica o 

debe interpretarse como consentimiento o reconocimiento, expreso o tácito, sobre la constitucionalidad, 
validez, legalidad o procedencia de las Resoluciones, el CMI, el “Acuerdo mediante el cual el Pleno del 
Instituto Federal de Telecomunicaciones establece las Condiciones Técnicas Mínimas para la interconexión 
entre concesionarios que operen redes públicas de telecomunicaciones y determina las tarifas de 
interconexión resultado de la metodología para el cálculo de costos de interconexión que estarán vigentes del 
1 de enero al 31 de diciembre de 2023”, ni de cualquier resolución, acuerdo, decreto u otro acto de cualquier 
autoridad, reservándose Telcel el derecho de ejercer cualesquiera acciones o derechos que le correspondan 
ante cualquier autoridad administrativa o judicial en relación con cualesquiera de dicha resoluciones, 
acuerdos, decretos u otros, su contenido y las normas jurídicas que en ellos se mencionan, para hacerlos 
valer en el momento procesal oportuno y por el medio que al efecto establezca la ley. 

 
Ciudad de México, a 9 de diciembre de 2022. 

Radiomóvil Dipsa, S.A. de C.V. 
Apoderado 

Daniel Andrés Bernal Salazar 
Rúbrica. 

(R.- 530206) 
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Teléfonos de México, S.A.B. de C.V. 
OFERTA PÚBLICA DE INTERCONEXIÓN 

 
I.  ANTECEDENTES. 
1. Por virtud de lo dispuesto en las resoluciones P/IFT/EXT/060314/76, P/IFT/EXT/270217/119, 

P/IFT/021220/488 y P/IFT/261022/535 (conjuntamente las “Resoluciones”), el Pleno del Instituto Federal de 
Telecomunicaciones (el “Instituto”) determinó, entre otros, la emisión del Convenio Marco de Interconexión  
(el “Convenio”) que deberá suscribir Teléfonos de México, S.A.B. de C.V. (“Telmex”) para la interconexión de 
su red pública de telecomunicaciones con las redes de los concesionarios solicitantes. 

2. De conformidad con lo estipulado en las Resoluciones, en lo aplicable, Telmex publica la presente 
Oferta en el Diario Oficial de la Federación, así como el Convenio autorizado por el Instituto para el año 2023 
en su sitio de Internet. 

II. DISPOSICIONES GENERALES. 
1. La presente oferta y el Convenio están dirigidos a todos los concesionarios de la Industria de las 

Telecomunicaciones en México que estén interesados en interconectar sus respectivas redes con la red de 
servicio local fijo de Telmex, para la originación y/o terminación de tráfico (en adelante los “Servicios de 
Interconexión”). 

2. Los Servicios de Interconexión estarán disponibles a los concesionarios sobre bases no 
discriminatorias y sin derecho de exclusividad alguno. 

III.  DEL CONVENIO. 
1. La totalidad de los términos y condiciones de los Servicios de Interconexión se contienen y serán 

instrumentados a través del Convenio, sus Anexos y cualesquiera otros documentos en ellos referidos. 
2. El Convenio se encuentra disponible en el sitio Telmex.com, por lo que los concesionarios deberán 

remitirse al mismo para efectos de la prestación de los Servicios de Interconexión. 
3. En el Convenio se establecen los procedimientos para la contratación e implementación de los 

servicios, los parámetros de calidad, y demás términos y condiciones relacionados con la prestación de los 
Servicios de Interconexión. 

4. Los precios y tarifas aplicables a los Servicios de Interconexión se harán constar en el Anexo 
respectivo del Convenio. 

5. El Convenio es un documento integral, por lo cual los concesionarios interesados en los Servicios de 
Interconexión deberán considerar y aceptar la totalidad de sus términos y condiciones, y no sólo una parte de 
ellos. 

6. Todo concesionario interesado en celebrar el Convenio deberá enviar una solicitud a través del 
Sistema Electrónico de Solicitudes de Interconexión del Instituto, y posteriormente acudir para su suscripción 
a las oficinas generales de Telmex, ubicadas en Parque Vía 190, Col. Cuauhtémoc C.P. 06500, Alcaldía 
Cuauhtémoc, Ciudad de México. 

7. Un ejemplar del Convenio suscrito por las partes será remitido por Telmex al Instituto para su 
inscripción en el Registro Público de Telecomunicaciones. 

IV.  DISPOSICIONES FINALES. 
El Convenio entrará en vigor el 1 de enero de 2023, y su vigencia se sujetará a lo establecido en las 

Resoluciones. 
V. RESERVA DE DERECHOS. 
La publicación del Convenio se realiza en cumplimiento a lo dispuesto en el resolutivo Quinto de la 

Resolución, por lo que su publicación o cualesquiera de las manifestaciones vertidas en este documento de 
ninguna manera implican o deben interpretarse como consentimiento o reconocimiento, expreso o tácito, 
sobre la constitucionalidad, validez, legalidad o procedencia de las Resoluciones o de la Ley Federal de 
Telecomunicaciones y Radiodifusión, el “ACUERDO mediante el cual el Pleno del Instituto Federal de 
Telecomunicaciones establece las Condiciones Técnicas Mínimas para la interconexión entre concesionarios 
que operen redes públicas de telecomunicaciones y determina las tarifas de interconexión resultado de la 
metodología para el cálculo de costos de interconexión que estarán vigentes del 1 de enero al 31 de diciembre 
de 2023”, ni de cualquier norma, resolución, plan, lineamiento general, acuerdo o cualquier otro acto de 
autoridad, presente o futuro, ni sobre cualquier otra ley, resolución, plan, lineamiento general, acuerdo o 
cualquier otro acto de autoridad que pudiera resultar de los términos y condiciones ofrecidos por Telmex en el 
presente documento. 

 
Ciudad de México, a 9 de diciembre de 2022. 

Teléfonos de México, S.A.B. de C.V. 
Apoderado 

Alejandro Coca Sánchez 
Rúbrica. 

(R.- 530208) 
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Teléfonos del Noroeste, S.A. de C.V. 
OFERTA PÚBLICA DE INTERCONEXIÓN 

 
I. ANTECEDENTES. 
1. Por virtud de lo dispuesto en las resoluciones P/IFT/EXT/060314/76, P/IFT/EXT/270217/119, 

P/IFT/021220/488 y P/IFT/261022/535 (conjuntamente las “Resoluciones”), el Pleno del Instituto Federal de 
Telecomunicaciones (el “Instituto”) determinó, entre otros, la emisión del Convenio Marco de Interconexión (el 
“Convenio”) que deberá suscribir Teléfonos del Noroeste, S.A. de C.V. (“Telnor”) para la interconexión de su 
red pública de telecomunicaciones con las redes de los concesionarios solicitantes. 

2. De conformidad con lo estipulado en las Resoluciones, en lo aplicable, Telnor publica la presente Oferta 
en el Diario Oficial de la Federación, así como el Convenio autorizado por el Instituto para el año 2023 en su 
sitio de Internet. 

II. DISPOSICIONES GENERALES. 
1. La presente oferta y el Convenio están dirigidos a todos los concesionarios de la Industria de las 

Telecomunicaciones en México que estén interesados en interconectar sus respectivas redes con la red de 
servicio local fijo de Telnor, para la originación y/o terminación de tráfico (en adelante los “Servicios de 
Interconexión”). 

2. Los Servicios de Interconexión estarán disponibles a los concesionarios sobre bases no discriminatorias 
y sin derecho de exclusividad alguno. 

III. DEL CONVENIO. 
1. La totalidad de los términos y condiciones de los Servicios de Interconexión se contienen y serán 

instrumentados a través del Convenio, sus Anexos y cualesquiera otros documentos en ellos referidos. 
2. El Convenio se encuentra disponible en el sitio Telnor.com, por lo que los concesionarios deberán 

remitirse al mismo para efectos de la prestación de los Servicios de Interconexión. 
3. En el Convenio se establecen los procedimientos para la contratación e implementación de los 

servicios, los parámetros de calidad, y demás términos y condiciones relacionados con la prestación de los 
Servicios de Interconexión. 

4. Los precios y tarifas aplicables a los Servicios de Interconexión se harán constar en el Anexo respectivo 
del Convenio. 

5. El Convenio es un documento integral, por lo cual los concesionarios interesados en los Servicios de 
Interconexión deberán considerar y aceptar la totalidad de sus términos y condiciones, y no sólo una parte de 
ellos. 

6. Todo concesionario interesado en celebrar el Convenio deberá enviar una solicitud a través del Sistema 
Electrónico de Solicitudes de Interconexión del Instituto, y posteriormente acudir para su suscripción a las 
oficinas generales de Telnor, ubicadas en Parque Vía 190, Col. Cuauhtémoc C.P. 06500, Alcaldía 
Cuauhtémoc, Ciudad de México. 

7. Un ejemplar del Convenio suscrito por las partes será remitido por Telnor al Instituto para su inscripción 
en el Registro Público de Telecomunicaciones. 

IV.  DISPOSICIONES FINALES. 
El Convenio entrará en vigor el 1 de enero del 2023, y su vigencia se sujetará a lo establecido en las 

Resoluciones. 
V. RESERVA DE DERECHOS. 
La publicación del Convenio se realiza en cumplimiento a lo dispuesto en el resolutivo Quinto de la 

Resolución, por lo que su publicación o cualesquiera de las manifestaciones vertidas en este documento de 
ninguna manera implican o deben interpretarse como consentimiento o reconocimiento, expreso o tácito, 
sobre la constitucionalidad, validez, legalidad o procedencia de las Resoluciones o de la Ley Federal de 
Telecomunicaciones y Radiodifusión, el “ACUERDO mediante el cual el Pleno del Instituto Federal de 
Telecomunicaciones establece las Condiciones Técnicas Mínimas para la interconexión entre concesionarios 
que operen redes públicas de telecomunicaciones y determina las tarifas de interconexión resultado de la 
metodología para el cálculo de costos de interconexión que estarán vigentes del 1 de enero al 31 de diciembre 
de 2023”, ni de cualquier norma, resolución, plan, lineamiento general, acuerdo o cualquier otro acto de 
autoridad, presente o futuro, ni sobre cualquier otra ley, resolución, plan, lineamiento general, acuerdo o 
cualquier otro acto de autoridad que pudiera resultar de los términos y condiciones ofrecidos por Telnor en el 
presente documento. 

 
Ciudad de México, a 9 de diciembre de 2022. 

Teléfonos del Noroeste, S.A. de C.V. 
Apoderado 

Alejandro Coca Sánchez 
Rúbrica. 

(R.- 530237) 
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